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[bookmark: _Hlk39851586]ARTICULO I

[bookmark: _Toc48652478][bookmark: _Toc48230163]El señor Kenneth Aguilar Hernández, Prosecretario General de la Secretaría General de la Corte, remite oficio 8402-202 de 8 de setiembre de 2020, donde transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 81-2020 celebrada el 18 de agosto de 2020, ARTÍCULO XXVI, donde se acordó:

[bookmark: _Hlk50446261]“Una vez analizada la solicitud presentada por el licenciado Danny Alberto Gutiérrez Gómez, Juez Coordinador del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, mediante oficio N° 129-JCBA-2020 del 7 de agosto de 2020, se acordó: Indicar al licenciado Gutiérrez Gómez, que no es posible postergar la designación de una plaza ya que por Ley de Carrera Judicial no puede haber plazas de jueces con vacantes mayores a tres meses.”



SE ACUERDA: Se toma nota. -

ARTICULO II

El 2 de setiembre de 2020 la Dirección de Tecnología de la Información remitió a la Unidad de Acceso a la Justicia con copia a la Coordinación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el Oficio N° 1696-DTI-2020, cuyo contenido literal es el siguiente:

“1696-DTI-2020
1° de setiembre 2020 
 
Máster Melisa Benavides Víquez
Coordinadora
Unidad de Acceso a la Justicia
Estimada señora
En atención al oficio CACC-282-2020, en el que se transcribe el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión del pasado 12 de junio artículo I, en el cual literalmente se indica:
Se acuerda solicitar a esa Dirección la remisión de un reporte, a la mayor brevedad, de los procesos judiciales que se tramitan en el Poder Judicial, de las diferentes materias, en los que intervengan personas indígenas y Asociaciones de éstas, con indicación de los despachos donde se tramitan por materia y la fase o estado en que se encuentran, así como la cantidad de personas indígenas u organizaciones de éstas que participan en cada proceso. Solicitar que el reporte sea integral y a la vez, separado por Jurisdicción, que facilite la toma de decisiones. Valorar la posibilidad de que en el reporte se indiquen los números de expedientes para solicitar a los despachos la priorización de la tramitación y resolución de esos asuntos, y de ser viable, la indicación de la procedencia de asuntos, ya sea de algunos de los 8 pueblos o de los 24 territorios indígenas, que permitan identificar entre otros datos de interés, cuáles asuntos corresponden a los pueblos beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, los cuales requieren una atención pronta. 3° Solicitar a la Dirección de Tecnología de la Información informe sobre la posibilidad tecnológica de garantizar que en todos los procesos donde intervienen personas indígenas u organizaciones de éstos se coloque un distintivo de que el asunto es indígena y que, por ende, debe priorizarse su tramitación y resolución, pues en ocasiones algunas personas servidoras judiciales no alimentan debidamente el sistema. Además, la posibilidad de verificar que los procesos cobratorios tengan también ese distintivo.
Al respecto se informa que, en coordinación con doña Damaris Vargas Vásquez, Magistrada, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, se desarrolló el reporte "Circulante Población Indígena" en la plataforma SIGMA, el cual está basado en la información que se tiene disponible, dicho reporte se encuentra en la ruta SIGMA_JURISDICCIONAL - Despachos Judiciales - 1. Informes Estadísticos - 08. Informes de Control y Seguimiento. 
Atentamente,

	Carlos Morales Castro
	Orlando Castrillo Vargas

	Coordinador de la Unidad de Inteligencia
	Subdirector de Tecnología de Información, Proceso de Sistemas”




[bookmark: _MON_1660600294][bookmark: _MON_1660600294]



SE ACUERDA: Se toma nota. -



ARTICULO III

Para dar seguimiento al tema del SICE para la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se adjuntan las respuestas enviadas por el Licenciado Minor Alvarado Chaves, Jefe del Subproceso Presupuesto y Portafolio de Proyectos de la Dirección de Planificación, así como también de la Licenciada Lixandra Valverde Rodríguez que indican: 

Solicitud de implantación de SICE en gestión documental de Magistrada Vargas 

Estimados don Minor y doña Lixandra:

Reciban un atento saludo. Les comunico que en seguimiento del SEVRI de la Comisión de Gestión Ambiental Institucional (CGAI) y del SEVRI de las Subcomisiones de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y de Personas con Discapacidad, las tres a mi cargo, es preciso fortalecer acciones vinculadas con el cumplimiento de los lineamientos de la Ley General de Control Interno asociadas a la gestión documental. 

Por esa razón, tanto en la CGAI como en las Subcomisiones, se dispuso mediante acuerdos firmes la implementación de la herramienta SICE. En el caso de la Comisión de Gestión Ambiental Institucional deberá coordinarse con el Ingeniero Eugenio Solís Rodríguez y con la suscrita; mientras que en relación con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas con la señora Alejandra Mena Cárdenas, quien ocupa la Secretaría de la oficina a mi cargo, con la Unidad de Acceso a la Justicia y conmigo, al existir visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia. 

Por lo anterior, se está en la mayor disposición de avanzar con ese proceso mediante las sesiones de trabajo que sean necesarias para su implementación efectiva, aprovechando que tanto el señor Solís como la señora Mena utilizar el sistema SICE en su gestión ordinaria.

Es importante mencionar que la Comisión de Acceso a la Justicia mediante acuerdo firme no dio el visto bueno para la implantación del SICE para la gestión documental de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, por lo que seguirá con el modelo actual. 

De igual forma, tengo especial interés de que también, la gestión documental de la oficina a mi cargo se realice con la herramienta SICE; sin embargo, como ustedes me han indicado, no sería posible a menos que se implante en toda la Sala Primera. De ahí, les copio el comunicado que envié a los demás magistrados y magistrada que la integran a fin de determinar si están de acuerdo. Les estaré informando si hay avances al respecto.

Respuesta de Lic. Minor Alvarado 
Buen día doña Damaris, para su valoración, en relación con su solicitud, la opción más viable es asignar un código no presupuestario asociado a la oficina N°9993 COMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA, el nombre se mostraría de la siguiente manera: COMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA (Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas), esto por cuanto el código no presupuestario debe mantener la derivación del código presupuestario.


Este es el código presupuestario 
[image: ]

Respuesta de Licda Lixandra Valverde
Buenos días, Doña Damaris,

En una reunión sostenida con los compañeros de la Dirección de Planificación, se nos aclaró que los códigos no presupuestarios se crean por parte de la Dirección de Planificación para la identificación de oficinas y materias, no para uso del SICE que es una labor administrativa.

Por lo que la propuesta, envista de que no existe un código de oficina para la Subcomisión de Asuntos Indígenas, sería que se utilice el SICE mediante el código presupuestario 9993 de la Comisión de Acceso a la Justicia, para lo cual la Subcomisión una vez utilice el sistema podría crear una clasificación de manera que permita identificar los documentos correspondientes a la Subcomisión de Asuntos Indígenas, así como los consecutivos que utilizarán.

Por favor indicarnos si están de acuerdo en utilizar el SICE de esta forma, para lo cual el compañero Miguel encargado de impartir la inducción del SICE les podrá explicar en detalle en un ambiente pruebas como configurar lo indicado.
-0-
En relación con la implantación del SICE en la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, revisando la lista oficial de oficinas de la Dirección de Planificación vemos que en el caso de las Subcomisiones no existe un código de oficina como tal, por lo que es necesario que se gestione la solicitud de creación (de ser posible) de un código de oficina no presupuestario ante Don Minor Alvarado Chaves (Jefe Subproceso Presupuesto y Portafolio de Proyectos).

Con respecto a la Oficina Sala Primera (Código 4), como el SICE se implementa por oficina de manera integral, su implantación correspondería a Sala Primera, por lo que quisiera conocer si se debe gestionar una capacitación para otras oficinas de la SALA en caso de que decidan utilizarlo de manera integral. 

Muchas Gracias
SE ACUERDA: Se toma nota. -


ARTICULO IV

[bookmark: _Toc48652475][bookmark: _Toc48230158]	El Lic. Carlos T. Mora Rodríguez, Subsecretario General interino de la Secretaría General de la Corte, remite oficio 8359-2020 de 7 de setiembre de 2020 en que transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 81-2020 celebrada el 18 de agosto de 2020, ARTÍCULO XXIV, en que se dispuso:  “Tomar nota de la comunicación de la magistrada Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, mediante oficio N° DVV-S1-0111-2020 del 10 de agosto de 2020. 2.) Aclarar a la magistrada Vargas Vásquez, que por las características especiales que tienen los pueblos indígenas deben ser abordados con especial atención por la Comisión de quien ella lidera.”


[bookmark: _MON_1662451192][bookmark: _MON_1662451192]



SE ACUERDA: Se toma nota. -


ARTICULO V

La Máster Melissa Benavides Víquez, encargada de la Comisión de Acceso a la Justicia, remite oficio DVV-S1-0125-2020 suscrito por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, coordinadora de la Subcomisión para el acceso a la justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, relacionado con el permiso de la funcionaria Valeria Varas. 





SE ACUERDA: Se toma nota. -


[bookmark: _Hlk51838691]ARTICULO VI


La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, remite informe DVV-S1-0127-2020 de 13 de setiembre de 2020 dirigido al Señor Efraín Fernández Zuñiga, Presidente de la Asociación de Desarrollo Integral Indígena de China Kichá y al Señor Gustavo Oreamuno Vignet, Coordinadora Lucha Sur Sur, en atención al correo enviado el viernes 11 de setiembre de 2020



SE ACUERDA: Se toma nota. -

ARTICULO VII

La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, remite Oficio DVV-S1-0128-2020 del 14 de setiembre de 2020, enviado a la señora Vanessa Jiménez, Asesora Legal Forest People Programme.




SE ACUERDA: Se toma nota. -

ARTÍCULO VIII

Se conoce el Oficio N° DVV-S1-0131-2020 remitido por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a las y los integrantes del Consejo Superior para su valoración, que incluye propuesta de circular a fin de establecer lineamientos para la realización de puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, -entre otras- pertenecientes a pueblos indígenas, con el visto bueno de la Comision de Acceso a la Justicia.



SE ACUERDA: Se toma nota. -

ARTÍCULO IX

Se conoce el Oficio N° DVV-S1-0132-2020 remitido por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez el 23 de setiembre de 2020, en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a las magistradas y los magistrados integrantes de Corte Plena para su valoración, propuesta de circular que haga de conocimiento de las personas servidoras judiciales el contenido íntegro de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado en beneficio de los pueblos indígenas de Salitre y Teribe, para lo que corresponda conforme a sus competencias. Lo anterior a fin de que sea conocida y aprobada por Corte Plena, si a bien lo tienen. La propuesta cuenta con el visto bueno del Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia. 


SE ACUERDA: Se toma nota. -

ARTÍCULO X

Se conoce el Oficio N° DVV-S1-0133-2020 remitido por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez el 24 de setiembre de 2020, en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas al señor Gustavo Oreamuno Vignet de la Coordinadora de Lucha Sur Sur como respuesta al comunicado electrónico que le enviara el 23 de setiembre de 2020, 07:07, a ella y a las siguientes direcciones electrónicas: “Viceministerio Presidencia <dialogociudadano@presidencia.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Alvaro Paniagua <apaniagua@dhr.go.cr>; Byron Reyes <barozz100@gmail.com>; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; pabrao@oas.org; Consejo de Mayores Iriria <consejomayores.iriria@gmail.com>; Roberth Morales <roberthmv1974@gmail.com>; codiawdayedi@gmail.com; randall.otarola@presidencia.go.cr; tavoreamuno72@gmail.com; felipeculturabribri@gmail.com; patrimoraac@hotmail.com; cristhian.gonzalez@one.un.org; k.llach@unesco.org; vjimenez342@gmail.com; asociacionchinakicha@gmail.com; dorisrios78@gmail.com” 



SE ACUERDA: Se toma nota. -

ARTÍCULO XI

Se conoce el Oficio N° DVV-S1-0134-2020 remitido por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el 25 de setiembre de 2020 a la periodista Sandra Castro del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional con ocasión de la consulta que le formuló el Semanario Universidad.



SE ACUERDA: Se toma nota. -

ARTÍCULO XII

Se conoce el Oficio N° DVV-S1-0135-2020 remitido por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el 25 de setiembre a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, con el visto bueno del Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, donde le traslada para conocimiento el comunicado electrónico enviado el 25 de setiembre de 2020, 16:10 p.m., que contiene el Oficio N° 70-2020-Naciones Unidas, dirigido a la Magistrada Vargas por la señora Maria Gabriela Chaves Duarte, Asistente Ejecutiva de la Oficina de la Coordinadora Residente del Sistema de Naciones Unidas en Costa Rica, firmado por la señora Allegra Baiocchi, Coordinadora Residente del Sistema de Naciones Unidas en Costa Rica. Lo anterior, en su condición de Presidente de la Corte Suprema de Justicia, con fundamento en el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y la recomendación emitida por la Auditoría Judicial N° 952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto de 2020, con el objetivo de que valorara la posibilidad de comunicar a las personas servidoras judiciales el Oficio N° 70-2020 que contiene la sistematización de los principales estándares internacionales de derechos humanos aplicables en el marco de desalojos forzosos, incluyendo disposiciones de tratados internacionales, la interpretación de estos desarrollada por los órganos encargados de su supervisión, como directrices desarrolladas por los relatores especiales de Naciones Unidas en la materia. 



SE ACUERDA: Se toma nota. -


ARTICULO XIII


[bookmark: _MON_1662803139]Se conoce para análisis la Circular No. 168-2020 relacionada con el Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, aprobada por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 67-2020 celebrada el 02 de julio de 2020, artículo LIX, ante la importancia de incorporarlas en el quehacer institucional que permita un efectivo acceso a la justicia de todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad. Se encuentra disponible en el siguiente link: https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=5037:informe-del-grupo-de-trabajo-sobre-el-examen-periodico-universal


SE ACUERDA: Se toma nota. -

ARTICULO XIV

La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas da respuesta al correo electrónico que remite el señor Edwin José Miranda Hernández, relacionado con la Solicitud de Capacitación a personal de Fuerza Pública. Que literalmente indica: Conociendo el interés que mantiene el Poder Judicial en brindar capacitaciones en materia de derechos indígenas, me permito solicitar la posibilidad de incluir en ellas a personal policial de las Delegaciones de Buenos Aires y Pérez Zeledón, cantones que mantienen actualmente acontecimientos en los territorios que requieren de funcionarios de la policía administrativa cada vez más capacitados en esta temática.
En su respuesta la magistrada Vargas indica: 
“en forma coordinada con la Escuela Judicial y otras Unidades de Capacitación del Poder Judicial estamos coordinando el desarrollo de actividades de capacitación vinculadas con Derecho Indígena, enfatizando los derechos de los pueblos indígenas beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado.
Con ocasión de lo anterior, y atendiendo al vínculo que el equipo de trabajo su cargo tiene con el seguimiento y cumplimiento de tales Medidas Cautelares, traslado su solicitud a las personas involucradas con las capacitaciones en el Poder Judicial e integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para que, de ser posible, consideren su solicitud dentro de las programaciones respectivas. Para tal efecto, es importante conocer más detalles de la población meta a la que hace referencia.”.
SE ACUERDA: Se toma nota de la solicitud planteada por el señor Edwin José Miranda Hernández, relacionado con la Solicitud de Capacitación a personal de Fuerza Pública. 2° Trasladar a la Escuela Judicial para que se valore la incorporación del personal de la Fuerza Pública de Buenos Aires de Puntarenas en la capacitación indígena que se brinde, considerando es parte del equipo que debe atender situaciones vinculadas con las personas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. Comunicar este acuerdo a la Escuela Judicial y al señor Miranda Hernández en la condición dicha con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -

ARTICULO XV

El señor Edgar Ramirez Villalobos, Fiscal Adjunto de Buenos Aires de Puntarenas, en comunicado electrónico del 13 de agosto de 2020, 15:02, dirigido a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, envió el Oficio N° 74-FAPZ-JEFATURA-2020, e informó:

“Buenas tardes, Doña Damaris, de conformidad con lo solicitado remito formal oficio para formalizar las distorsiones que actualmente se presenta en el tema relacionado con la recuperación de tierras por parte de personas indígenas en la jurisdicción penal, contencioso administrativo y agrario.”

La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en la condición dicha, envió comunicado electrónico del 30 de setiembre de 2020, 14:39, a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y a la Comisión de Acceso a la Justicia, con copia a la Comisión de la Jurisdicción Penal, Comisión de la Jurisdicción Agraria y Unidad de Acceso a la Justicia, en la que indicó:

“Señores
Magistrado Fernando Cruz Castro
Presidente
Corte Suprema de Justicia

Magistrado Jorge Olaso Álvarez
Coordinador
Comisión de Acceso a la Justicia

Estimados Señores:

Reciban un atento saludo. A la vez, traslado para su conocimiento las gestiones formuladas por el señor Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto de la Fiscalía de Buenos Ares de Puntarenas, así como el Oficio remitido por la Comisión de la Jurisdicción Penal luego de que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas dispusiera, conforme a sus competencias, dar traslado de dicho comunicado tanto a esa Comisión como a la Comisión de la Jurisdicción Agraria. Lo anterior, en relación con la preocupación mostrada por el señor Ramírez Villalobos en la condición dicha, sobre las decisiones tomadas por la Jurisdicción Agraria y la Jurisdicción Penal sobre la situación en que se encuentra la población indígena de China Kichá en Pérez Zeledón y las acciones jurisdiccionales que se están disponiendo.
Como es de su conocimiento, y así se le informó a la Fiscalía oportunamente cuando remitió esa consulta, y se ha indicado a personas indígenas y sus organizaciones, que se han manifestado sobre esta temática, en mi condición de juzgadora integrante de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia y de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas existe limitación legal expresa para emitir pronunciamiento o influir de cualquier forma en relación con procesos judiciales concretos que se tramitan ante los tribunales de justicia, tanto en la Ley Orgánica del Poder Judicial como en el Reglamento Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, y las recomendaciones de la Auditoría Judicial.
Las competencias de la Subcomisión están limitadas a emitir informes, comunicados y propuestas de circulares. En el ejercicio de esas funciones y considerando la importancia que reviste la temática para el Poder Judicial, aparte de las acciones ya realizadas, en la condición de Coordinadora de la Subcomisión remití oportunamente, tanto a Corte Plena como al Consejo Superior, por medio de la Secretaría General de la Corte, Oficios DVV-S1-0131-2020, DVV-S1-0132-2020, DVV-S1-0133-2020, DVV-S1-0134-2020 Y DVV-S1-0135-2020 donde constan las respuestas a las gestiones planteadas sobre ese tema y además, propuestas de Circulares, con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia, vinculadas con las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, lineamientos sobre desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, incluyendo a pueblos indígenas, basadas en la normativa nacional e internacional, así como en la jurisprudencia de la Corte IDH, la Sala Constitucional y las Salas de Casación; además, oficio que contiene los “Estándares internacionales en materia de  derechos humanos aplicables en el marco de los desalojos forzosos”. Lo anterior, en términos generales, sin referirse por supuesto a casos concretos, por respeto al principio de independencia judicial y a la normativa citada.
Estoy a su disposición en todo lo que podamos apoyar desde la Subcomisión. Los oficios citados enviaron oportunamente; sin embargo, estoy a su disposición de requerirlo.
Remito en copia a las Comisiones de la Jurisdicción Penal y de la Jurisdicción Agraria, para su conocimiento.
Cordialmente,

Magistrada Damaris Vargas Vásquez
Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia”




En seguimiento de los acuerdos tomados por esta Subcomisión, del comunicado enviado por la Fiscalía de Buenos Aires de Puntarenas, se trasladó a la Comisión de la Jurisdicción Agraria y a la Comisión de la Jurisdicción Penal lo ahí señalado. 
La Comisión de la Jurisdicción Penal en Oficio CJP-190-2020 de 22 de setiembre de 2020, informó: 


La Magistrada Vargas remitió comunicado electrónico del 1 de octubre de 2020 en el que reiteró a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y Comisión de Acceso a la Justicia y comunicó a la Comisión de la Jurisdicción Penal y Comisión de la Jurisdicción Agrarias los Oficios DVV-S1-0131-2020, DVV-S1-0132-2020, DVV-S1-0133-2020, DVV-S1-0134-2020 y DVV-S1-0135-2020.

SE ACUERDA: Se toma nota. -

ARTICULO XVI

La licenciada Kattia Morales Navarro, en oficios 1857-DTI-2020 y 1587-DTI-2020, da respuesta al oficio CACC-429-2020, en el que se remite el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas celebrada el pasado viernes 04 de septiembre, artículo X, en que se acordó entre otras cosas:

“… 2° En seguimiento de la Circular 188-19 de Corte Plena, solicitar al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación y a la Dirección de Tecnología de la Información mejorar los indicadores vinculados con la población indígena, concretamente, cambiar las variables consignadas en grupo étnico en el Sistema de Gestión y en el Sistema de Seguimiento de Casos, para que se cambien los catálogos y se estandaricen en ambos; especialmente, la eliminación de conceptos discriminatorios y la incorporación de variables respetuosas de los derechos humanos de las personas indígenas, en especial a las beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 3° Se declara este acuerdo firme por unanimidad y se dispone a comunicarlo al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, Dirección de Tecnología de la Información y Comunicación y Comisión de Acceso a la Justicia, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -



 

SE ACUERDA: Se toma nota. -

ARTICULO XVII


[bookmark: _Toc50392522]El Lic. Eduardo Chacón Monge, Prosecretario General interino de la Secretaría General de la Corte, remite oficio 8814-2020 del 22 de setiembre de 2020, que transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 88-2020 celebrada el 10 de setiembre de 2020, artículo XXXIII, donde se dispuso:
“… Se acordó: 1) Tener por rendido el informe N° 1335-PLA-EV-2020 de la Dirección de Planificación, relacionado con el estudio realizado para obtener los insumos complementarios, requeridos para ponderar la carga de trabajo del personal de las fiscalías penales, generada por la atención de las causas en las que intervienen personas indígenas. 2) Tomar nota de los elementos conclusivos de este informe que se mencionan a continuación: a) Para la atención del acuerdo tomado por este Órgano Colegiado en la sesión número 95-2019 celebrada el 31 de octubre de 2019, artículo XXXIX, la Dirección de Planificación diseñó cuatro formularios con el objeto de captar los insumos necesarios para ponderar la carga de trabajo, generada principalmente por el cumplimiento de la Circular número 123-2013 del 11 de julio de 2013, titulada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de Poblaciones Indígenas”, por parte del personal de las fiscalías encargado de la atención de las causas penales con personas indígenas intervinientes en la parte procesal. b) La creación de una solución informática, o bien, el ajuste de alguna en funcionamiento facilitaría el proceso de control, concentración y generación automática de los reportes estadísticos requeridos, de las causas radicadas en la etapa preparatoria penal que involucran personas indígenas en condición o posición de parte procesal a nivel nacional, por parte de la Fiscalía de Asuntos Indígenas del Ministerio Público. c) La atención del acuerdo antes mencionado, también abarcó el seguimiento al desarrollo del proyecto de atención a los territorios indígenas en el Cantón de Buenos Aires (experiencia Bribri-Salitre), a cargo de la Fiscalía de Asuntos Indígenas, el cual lo realiza el personal de la Dirección de Planificación a través del “Sistema de formulación y seguimiento del plan anual operativo (PAO)”. d) El proyecto de dotación de telecomunicaciones a catorce territorios indígenas anunciado por la Superintendencia de Telecomunicaciones, representa una expectativa en este momento para dar curso a una iniciativa dirigida a continuar realizando los encuentros por ese medio (vía Internet), entre representantes de pueblos indígenas y personal judicial, y de una forma más general, a tele comunicarse con personas de interés institucional ubicables dentro de los territorios indígenas. e) La rendición del informe solicitado por este Consejo en la sesión número 102-2019 verificada el 21 de noviembre de 2019, artículo V, ya fue cumplido por la Dirección de Planificación con el envío del oficio número 1625-PLA-OI-PE-2019 del 02 de octubre de 2019, denominado “Estudio para determinar la necesidad de las plazas de Fiscal Auxiliar y Técnico Judicial 2 en la Fiscalía de Buenos Aires, así como una plaza de Juez 4 para el Tribunal de la Zona Sur, un Fiscal y Defensor Público, asignada mediante permiso con goce de salario y sustitución, para atender prioritariamente los asuntos indígenas en Buenos Aires”, mismo que fue visto en la sesión número 95-2019 celebrada el 31 de octubre de 2019, artículo LXIX de este Consejo. 3) Avalar las recomendaciones dadas en este informe, por consiguiente, se debe: a) Aprobar los cuatro formularios diseñados por la Dirección de Planificación, denominados “Informe mensual complementario de labores realizadas en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas. (Formulario para el personal fiscal)”, “Informe mensual complementario de labores realizadas exclusivamente en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas, beneficiarias de la medida cautelar N°321-12 dictada por la CIDH el 30 de abril de 2015. (Formulario para el personal fiscal)”, “Informe mensual complementario de labores realizadas en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas. (Formulario para el personal técnico judicial)”, e “Informe mensual complementario de labores realizadas exclusivamente en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas beneficiarias de la medida cautelar N°321-12 dictada por la CIDH el 30 de abril de 2015. (Formulario para el personal técnico judicial)”; así como su aplicación por parte del personal de las fiscalías, a cargo de la atención de las causas penales, en las que intervienen personas indígenas en condición o posición de parte procesal. Los datos complementarios solicitados en los formularios, aunados a los obtenidos actualmente de la aplicación del: a) “Modelo de tramitación del Ministerio Público”, b) “Modelo de Sostenibilidad en cada uno de los abordajes que realiza la Dirección de Planificación en las oficinas del Ministerio Público” (implementación de indicadores de gestión y seguimiento de los mismos) y c) “Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo integral del proceso penal” que incluye a las oficinas del Ministerio Público; generará la suficiente evidencia para ponderar la carga de trabajo atendida por el personal de las fiscalías, encargados de la atención de las causas penales en las que intervienen personas indígenas en condición o posición de parte procesal; y además, realizar los ajustes en la cantidad de personal asignado a cada una de estas oficinas cuando corresponda. El tiempo de aplicación de ambos formularios es temporal, desde la comunicación de este acuerdo, hasta la llegada del personal del Subproceso de Modernización de la Dirección de Planificación con ocasión del “Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo estándar integral del proceso penal”, de forma tal que sirva como insumo para el análisis que se llevará a cabo. También, el personal de las fiscalías penales en mención deberá completar y rendir el “Informe mensual complementario de labores realizadas en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas” y enviarlo a la Unidad de Monitoreo y Apoyo a la Gestión de Fiscalías (UMGEF) para que sean revisados y sirvan después para el Subproceso de Modernización de la Dirección de Planificación cuando se realice el rediseño respectivo, mismo que se deberá enviar dentro de los primeros cinco días hábiles del mes siguiente, con copia a la Fiscalía de Asuntos Indígenas, en ambos casos por medio del correo electrónico oficial, de tal manera que se resguarde para su posterior análisis una vez que se inicie el proceso de rediseño de las oficinas. b) La Fiscalía de Asuntos Indígenas coordinará la aplicación del “Informe mensual complementario de labores realizadas en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas” c) La Fiscalía de Asuntos Indígenas custodiará cada copia recibida en soporte digital del “Informe mensual complementario de labores realizadas en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas.”, completado y enviado por el personal de las fiscalías penales, asignado a la atención de las causas penales con personas indígenas intervinientes en condición o posición de parte procesal. d) La Fiscalía de Asuntos Indígenas gestionará ante la Dirección de Tecnología de la Información la creación de una solución informática, o bien, el ajuste de alguna en funcionamiento, para controlar, concentrar y generar automáticamente los reportes estadísticos requeridos, de las causas de la etapa preparatoria penal que involucran personas indígenas en condición o posición de parte procesal a nivel nacional, por parte de la Fiscalía de Asuntos Indígenas del Ministerio Público. e) La Fiscalía de Asuntos Indígenas gestionará soporte informático ante la Dirección de Tecnología de la Información, para continuar realizando encuentros con representantes de pueblos indígenas por medio telemático (telencuentros), cuando la Superintendencia de Telecomunicaciones publique la finalización exitosa del proyecto dirigido a dotar de telecomunicaciones a los territorios indígenas. En este proyecto debe considerarse las costumbres y cosmovisión de la población indígena, así como la brecha cultural y digital desarrollados por la Sala Constitucional, con el objetivo de evitar procesos de discriminación de esa población o el establecimiento de barreras al acceso a la justicia. 4) Comunicar el presente acuerdo a la Comisión de la Jurisdicción Penal, al Tribunal Penal de Heredia, al Tribunal Penal de Sarapiquí, a la Administración Regional de Heredia y a la Administración Regional de Sarapiquí. Se declara acuerdo firme.”
[bookmark: _MON_1662803820][bookmark: _MON_1662803820]


SE ACUERDA: Se toma nota. -

ARTICULO XVIII

El licenciado Erick Fernández Masis hace del conocimiento de esta el reporte de notas de radio y televisión de temas que le pueden ser de interés.







   
SE ACUERDA: Se toma nota. -

[bookmark: _Hlk51838800]ARTÍCULO XIX

La licenciada Patricia Bonilla Rodríguez, remite informe referente al proyecto que se estaba gestando con la Corte IDH, relacionado con las labores que llevan a cabo tanto la Dirección de Tecnología de la Información y el Centro de Información, y las razones por las cuales la Corte estimó que no era posible continuar con el proyecto.
 
[bookmark: _MON_1659424781][bookmark: _MON_1659424781]

 

SE ACUERDA: Se toma nota. -

ARTÍCULO XX

[bookmark: _Toc46847225]El Lic. Eduardo Chacón Monge, Prosecretario General interino de la Secretaría General de la Corte remite oficio 7626-2020 en que transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 76-2020 celebrada el 30 de julio de 2020, artículo XXIX, que literalmente indica:

“Se acordó: 1) Tener por rendido el Informe N° 1066-PLA-OI-2020 de la Dirección de Planificación, relacionado con “la valoración de cargas de trabajo y estructura organizacional del Juzgado Contravencional de Buenos Aires.” 2) Tomar nota de los elementos conclusivos de este informe, entre lo más importante se encuentra que: a) Existe la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas la cual está dirigida específicamente a la forma de trato y atención que debe tener esta población ante los servicios que presta la Corte Suprema de Justicia. Sin embargo, para el caso específico del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, actualmente al mostrar un atraso en la tramitación de su carga de trabajo, no se está cumpliendo con un servicio óptimo de acuerdo con el artículo 4 de la Ley indicada, el cual señala que “El sistema de administración de justicia dará prioridad al trámite y a la resolución de casos en que figuran personas indígenas como parte.” b) Según análisis de los datos durante el período 2015 al 2019, se observa que a partir del 2017 y 2018 la relación de casos salidos es siempre menor a la cantidad de casos entrados, aspecto que impacta directamente en el incremento del circulante de todas las materias que atiende el Juzgado Contravencional, acentuándose más esta situación a partir del 2018 en adelante. c) El despacho mantiene registro de controles de todas las gestiones que realiza el personal, tanto lo que detalla el Escritorio Virtual como los libros manuales donde se realizan controles de evidencias que ingresan, cantidad de personas atendidas por día, bitácoras por cada uno de los escritorios sobre las labores que desempeñan diariamente, entre otras cosas, lo que permite visualizar que sí existe una adecuada organización y seguimiento de todo lo que hace el recurso humano ahí asignado, permitiendo esto medir el rendimiento de cada persona según la gestión que realice. Como parte de estos controles es donde se observa que una gran mayoría del tiempo lo destacan a la atención de público lo cual es constante durante todo el día, debido a las características que muestra la zona de personas usuarias con vulnerabilidad, y al ser zonas indígenas estas se encuentran alejadas del centro de Buenos Aires, lo que hace que las personas que acuden al despacho tengan su tiempo un tanto limitado por la dependencia que hay en los horarios del transporte público. Sin embargo, es importante que se pueda cambiar la distribución de carga de trabajo y los roles de atención que se tienen para la manifestación, con el objetivo de agilizar los procesos. d) Se reconoce que el Juez Coordinador del Despacho ha buscado diferentes alternativas internas y externas con el objetivo de mejorar en la tramitación de casos y el servicio que se presta. Sin embargo, a pesar de los esfuerzos de contar con personal Supernumerario por diferentes periodos, personal meritorio, Facilitadores Judicial, implementación de Escritorio Virtual, no se ha podido lograr el objetivo de mantener al día el despacho. 3) Aprobar las recomendaciones dadas en este informe, por consiguiente: a) Siendo que del análisis efectuado en las variables cuantitativas y cualitativas se evidencia que el Juzgado Contravencional de Buenos Aires, presenta un atraso significativo en la tramitación de casos de materias como Pensiones Alimentarias que son consideradas de alto impacto social, lo que preocupa por tener que atender una población vulnerable como lo es la indígena, se considera necesario que de manera inmediata se atienda la labor de digitalización de expedientes, la cual se calcula aproximadamente en 2300 casos; lo cual se requiere para obtener un funcionamiento óptimo del despacho y un 100% de utilidad del Escritorio Virtual. b) Para llevar a cabo esta labor de digitalización de expedientes y de existir contenido presupuestario, se avala el plan de trabajo establecido como opción 1 en este informe, con los respectivos monitoreos y rendición de cuentas para analizar el nivel de avance. Para dicho plan de trabajo se asignarán dos puestos de Técnica o Técnico Supernumerario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, quienes asumirán las cuotas de digitalización de expedientes indicadas en este informe, por el plazo señalado. Lo anterior debe complementarse con la propuesta de cuotas de trabajo establecidas para el puesto de la Coordinación Judicial, y el personal Técnico Judicial de planta (3 puestos), así como el pago de 285 horas extra para este personal por esta única vez, según se detalla en la recomendación 5.2.1 de este informe. En caso de que no se pueda contar con el presupuesto para materializar este plan, debido a la situación actual del país, se considera conveniente que se implemente el mismo plan (opción 1) pero excluyendo el pago de horas extras. Es decir, se mantiene la asignación de los dos técnicos supernumerarios, así como las cuotas de trabajo establecidas para éstos como para el personal de planta. Debido a lo anterior, la Dirección de Planificación deberá remitir a la brevedad posible a este Consejo una propuesta con la que se pueda asumir las cuotas de trabajo que se definieron para la jornada extraordinaria con la finalidad de actualizar los registros contables del Sistema de Depósitos Judiciales. 4) El Juzgado Contravencional de Buenos Aires deberá incorporar dentro su gestión, la utilización de la matriz de indicadores judiciales, la cual iniciará su tabulación de historial de datos a partir del momento en que se encuentre finalizada la labor de digitalización de expedientes, con el objetivo de contar con una herramienta de medición donde se visualice la carga de trabajo que recibe el despacho y la forma en que la está gestionando de acuerdo con las variables ahí incorporadas. Debe utilizarse la plantilla expuesta en el punto 3.10 del informe. 5) Una vez finalizada la digitalización de expedientes, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional realizará nuevamente un plan de atención para resolución de expedientes tramitados para que sean resueltos por el personal profesional de esta oficina, con el objetivo de agilizar los tiempos de atención. De igual forma la Gestora que atiende la materia Laboral de esta oficina, revisará el circulante que muestra la oficina en esa materia y procederá a emitir el criterio jurídico que corresponda. El objetivo será verificar si son expedientes que tengan más de seis meses sin tener movimiento y dictar la resolución de caducidad y archivo. 6) Es necesario que por parte de le Defensa Pública se valore la posibilidad de ampliar el tiempo de atención en el Juzgado Contravencional para la atención de casos en Pensiones Alimentarias, que no se limite únicamente a dos días a la semana, sino que puedan ser más, con el objetivo que la población indígena pueda contar con un asesoramiento y dirección en las causas que interponen ante el Juzgado. Mediante informe 660-PLA-RH-MI-2020, se incluyó reforzar con un recurso de Defensor Público para la zona, por lo que es de esperar que de aprobarse por parte de la Asamblea Legislativa el presupuesto del Poder Judicial para el próximo año se contará con un recurso adicional. 7) La Dirección de Tecnología de la Información verificará por medio de los Informáticos de la zona si se requiere hacer una mejora en el Escritorio Virtual o bien capacitar al personal, para que se elimine la concentración de gestiones a nivel de los sistemas informáticos en el puesto de la Coordinadora Judicial, como lo es en la apertura de expedientes nuevos y otras gestiones que únicamente pueden ser realizados por ese puesto. Lo anterior permitiría un mayor diligenciamiento en las labores que tiene el puesto de Coordinación y disminuir el atraso en las atenciones de los controles de libros físicos por concepto de evidencias y otras labores a su cargo. 8) La Dirección de Planificación deberá realizar un seguimiento sobre las condiciones y situación que muestre el Juzgado en cuanto a carga de trabajo y actualización en la tramitación de expedientes, de acuerdo con los datos que registre la matriz de indicadores al finalizar el primer semestre del 2021. 9) Tanto la Administración Regional como la Dirección Ejecutiva realizarán una valoración integral de la situación presentada en cuanto al hacinamiento que genera las instalaciones donde se ubica el Juzgado Contravencional, a fin de buscar soluciones de acuerdo con las necesidades que se presentan para atender a una población vulnerable, tomando en cuenta que el despacho es visitado por madres con sus hijos menores que deben esperar a las afueras del Juzgado para ser atendidas. 10) Una vez analizados los datos estadísticos que se reportan de carga de trabajo de la zona por parte de la Oficina de Comunicaciones Judiciales, de los cuales se extrae un aumento tanto a nivel de notificaciones en ruta, como las informatizadas se ordena que el puesto de Técnica o Técnico en Comunicaciones Judiciales número 45081 del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, se traslade de manera definitiva a la mencionada Oficina de Comunicaciones Judiciales. 11) La Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, deberá facilitar al Juzgado Contravencional de Buenos Aires el escáner de alta velocidad, con el objetivo de obtener mejores rendimientos al momento de realizar el proceso de digitalización de expedientes, gestión que se considera prioritaria en el despacho para dar el mayor aprovechamiento a la herramienta informática del Escritorio Virtual. 12) Una vez que se tenga actualizado el tarjetero electrónico de registros contables en el Sistema de Depósitos Judiciales, deberá el Juzgado Contravencional de Buenos Aires adoptar las medidas necesarias para que este proceso se mantenga actualizado en todo momento y no se presenten atrasos en la actualización del tarjetero electrónico. Esta acción es elemental para que no se muestren atrasos en los tiempos de atención a las personas usuarias al momento que lleguen a solicitar las órdenes de apremio. 4) Comuníquese el presente acuerdo al Juzgado Contravencional de Buenos Aires, al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, a la Defensa Pública, a la Dirección de Tecnología de la Información, a la Dirección Ejecutiva, a la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.”

 
[bookmark: _MON_1660500427][bookmark: _MON_1660500427]



SE ACUERDA: Se toma nota. -

ARTÍCULO XXI

Se conoce el Oficio N° 29-CC-2020 de 29 de junio de 2020 que contiene acuerdo de Comisión de Construcciones, comunicado por la señora Sandra Aguero Monge el 21 de agosto de 2020, 08:46, a la Unidad de Acceso a la Justicia. El 21 de agosto fue trasladado a la coordinación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.


“29 de junio de 2020
N°29-CC-2020
Máster 
Ana Eugenia Romero Jenkins 
Directora Ejecutiva 
S.       D.
Estimada señora: 
Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, transcribo acuerdo de la Comisión de Construcciones de la sesión ordinaria N°3-2020, celebrada el 10 de junio del presente año, que literalmente dice: 
“ARTÍCULO X
La máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia Poder Judicial, remite el oficio N°CACC-224-2020 de 25 de mayo del presente año, que dice: 

Señor Magistrado 
Luis Guillermo Rivas Loáiciga 
Coordinador, Comisión de Construcciones
Poder Judicial
S.D. 

Estimado señor Rivas Loáiciga:  
Por este medio se remite para su estimable conocimiento, el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas celebrada el pasado 08 de mayo de 2020, modalidad virtual, en donde se acordó:

“ARTÍCULO XVIII
La Unidad de Acceso a la Justicia comunicó mediante el Oficio CACC-98-2020 al Departamento de Trabajo Social y Psicología y al Consejo de la Administración del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, el acuerdo estipulado en el punto 4° de la sesión celebrada el 30 de marzo de 2020, el cual se transcribe literalmente: “… 4° Solicitar al Departamento de Trabajo Social y Psicología y al Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica informe sobre las soluciones brindadas a efecto de la plaza creada para que brinde el servicio en Bribrí se encuentre radicada en esa zona para el servicio de la población indígena.”

La MSc. Alba Gutiérrez Villalobos, jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología, en oficio DTSP-035-2020 del 15 de abril de 2020, comunicó lo siguiente:

“15 de abril de 2020
DTSP-035-2020
Máster 
Melissa Benavides Víquez
Coordinadora
Unidad de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

Estimada señora:
Reciba un cordial saludo. En atención al oficio CACC-98-2020 remitido el 30 de marzo de 2020, en el que se informa del acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas: “4° Solicitar al Departamento de Trabajo Social y Psicología y al Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica informe sobre las soluciones brindadas a efecto de la plaza creada para que brinde el servicio en Bribrí se encuentre radicada en esa zona para el servicio de la población indígena.”, procedo a comunicar lo siguiente. 
[bookmark: _Hlk37836873]Desde la aprobación presupuestaria para crear en Bribrí el equipo psicosocial (una plaza de trabajo social y una de psicología) en el año 2015, se iniciaron las gestiones con la administración regional del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica para que se habilitaran las condiciones de espacio para ubicar ese personal profesional en la región para la que fue creado y la debida atención de las personas usuarias. 
No obstante, dado que no se contaba con las condiciones de infraestructura en Bribrí, se ubicaron temporalmente en la Oficina de Trabajo Social y Psicología en los Tribunales de Limón, como sede para realizar labores administrativas y de redacción de las pericias, mientras que para la atención de las personas usuarias se desplazaban a Bribrí. Ahí el equipo psicosocial mediante coordinaciones con instituciones y organizaciones de la zona logró hacer uso de las instalaciones de estas en calidad de préstamo para realizar las entrevistas y valoraciones, pese a que los espacios no siempre reunían las condiciones ideales para el servicio público. Se atendió a las personas usuarias en espacios de la Iglesia Católica, la Municipalidad, la Caja Costarricense de Seguro Social (oficina de Trabajo Social y la Clínica), el Instituto Nacional de Aprendizaje, las Asociaciones de Desarrollo de los territorios indígenas y escuelas.
Luego debido a cambios en las condiciones o por la preocupación de estas instancias acerca de eventuales riesgos que pudieran enfrentar al no contar con un respaldo legal del préstamo de sus instalaciones a personal de Poder Judicial para valorar personas usuarias, se fueron limitando las opciones en la zona, por lo que se debió buscar alternativas dentro de los Tribunales de Bribrí, pese a conocer la realidad de carencia de espacio.
En los Tribunales se han utilizado oficinas de profesionales de la Fiscalía, Defensa Pública y del Organismo de Investigación Judicial (OIJ), quienes han sido muy colaboradores y colaboradoras al ceder por momentos su espacio laboral, algunos que son inclusive compartidos con otra persona, pese a la afectación que para esta representa.
También se ha coordinado el uso de la sala de juicios de Bribrí, la cual cuenta con mejores condiciones de privacidad, pero no siempre ha sido posible disponer de este recurso por el fin para el cual está destinado. Además, se ha recurrido a solicitar las instalaciones del Juzgado Contravencional, no obstante, ha sido en menor medida, ya que el espacio con que cuenta este despacho es un comedor del personal, que no reúne condiciones adecuadas ni seguridad para las personas usuarias internas y externas, pero que al no existir otra opción se ha atendido en el lugar.
En su oportunidad se contó además con el apoyo del Lic. Román Marchena Marín, entonces jefe del OIJ del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, quien autorizó el uso de una oficina compartida con el médico forense, no obstante en el mes de febrero del año en curso, el Lic. Diego Castillo Gómez jefatura interina del OIJ de Bribrí, sin previo aviso informó la prohibición de hacer uso de la oficina indicada, por lo que ante esta situación adversa se debió reprogramar las asuntos y/o atender a algunas personas usuarias en Limón, pese a la afectación que implicaba para estas su traslado.
Por lo anterior, la Licda. Inés Rivera Poveda, coordinadora de la Oficina de Trabajo Social y Psicología de Limón y Bribrí, quien siempre ha realizado los esfuerzos necesarios para la debida atención de la población usuaria, retomó las coordinaciones con el Lic. Cristhian Douglas Campbell, jefe titular del OIJ de Bribrí, solicitando la reconsideración para el uso de la oficina, quien se mostró dispuesto a ceder su oficina personal de forma provisional y para que algunos días el equipo de Trabajo Social y Psicología atendiera los casos agendados, así se acordó detallar las fechas programadas, mismas que le fueron remitidas hasta el mes de julio del año en curso, periodo que se espera se logre encontrar una alternativa de solución.
Además de lo expuesto, es importante indicar que desde la creación de las plazas y hasta el presente año se ha solicitado y ha sido aprobado en el presupuesto de la Oficina de Trabajo Social y Psicología de Limón, el monto necesario para el alquiler de un inmueble en la zona de Bribrí, no obstante, no se ha hecho efectivo por no existir una oficina con las condiciones necesarias, acorde con lo indicado por la administración regional.
En el transcurso de estos años la Licda. Inés Rivera ha realizado reuniones con la Licda. Maribel López Bermúdez, administradora del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, para conocer de las posibles alternativas, pero no se ha identificado alguna solución.
También se ha identificado en el SEVRI de la Oficina el riesgo por la carencia de espacio físico en Bribrí.
Entre otras gestiones realizadas para que se habilite el espacio en esa zona para el funcionamiento de la Oficina de Trabajo Social y Psicología, la coordinadora ha destacado y hecho de conocimiento la situación al Consejo de Administración del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica desde el año 2015 y hasta la fecha, cada vez que se brinda la Rendición de Cuentas, sin que se haya obtenido información o respuesta de alguna diligencia por parte de ese Consejo.
En síntesis, a 5 años de haberse creado el equipo de Trabajo Social y Psicología de Bribrí, no se ha logrado la instalación del personal ahí, como corresponde por derecho de acceso a la justicia de las personas indígenas de la zona y demás población usuaria, sino que se ha mantenido el recurso humano en sede de la Oficina de Trabajo Social y Psicología en los Tribunales de Limón. Esto implica un desplazamiento de las profesionales de alrededor de hora y media ida y otra hora y media de regreso entre los Tribunales de Limón y Bribrí en transporte público y en vehículo institucional alrededor de una hora ida y una hora de regreso aproximadamente, aunado a las dificultades para realizar las valoraciones sin las condiciones idóneas del espacio y de las herramientas tecnológicas necesarias en el lugar, tales como equipo de cómputo y acceso al expediente digital, entre otros, así que tampoco cuentan con condiciones para realizar ellas su tiempo de almuerzo y otras necesidades que como personas y funcionarias tienen.
Se adjuntan fotografías de los espacios que se han utilizado para realizar las valoraciones, donde se evidencian las inadecuadas condiciones tanto para las profesionales del equipo psicosocial como para las personas usuarias.
De momento no se visualiza solución cercana a la situación planteada, la cual se sale de la capacidad resolutiva de este Departamento, quedando en manos del área administrativa de la institución, pues como se desprende de todo lo expuesto, de nuestra parte, principalmente de la coordinadora de la Oficina regional, se han realizado todas las posibles acciones para que el equipo psicosocial se ubique en Bribrí y no ha sido posible. 
A las órdenes, suscribe, 
Atentamente,

MSc.  Alba Gutiérrez Villalobos
Jefa, Departamento de Trabajo Social y Psicología
CC. Magistrada Damaris Vargas Vásquez
Archivo

El señor Wilberth Kidd refiere gestionará con la Administración Regional una posible solución a esta problemática; mientras que la señora Ligia Jiménez, representante de la Defensa Pública, refiere a la problemática que la separación de oficinas en Bribri está generando a la Defensa y a las personas usuarias considerando los costos de traslados (varios buses), entre otros.
SE ACUERDA: Se toma nota del oficio. Trasladar la situación expuesta a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, la Comisión de Construcciones y la Dirección Ejecutiva solicitándoles solución ante la afectación que se está presentando a la población indígena usuaria, y a las personas servidoras judiciales involucradas en la atención de los procesos judiciales. Por la importancia que reviste este acuerdo se declara firme por unanimidad y se dispone a comunicarlo por la Unidad de Acceso a la Justicia a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Comisión de Construcciones, Dirección Ejecutiva y Departamento de Trabajo Social y Psicología, para lo de su cargo.”

Se acuerda:  Comisionar a la Dirección Ejecutiva para que, en coordinación con el Departamento de Servicios Generales, valoren alternativas de solución para la problemática que enfrenta la población indígena en Bribrí por limitaciones en la infraestructura judicial.”
Atentamente, 
Sandra Agüero Monge
Secretaria
c.	Magistrado Jorge Olaso Álvarez – Coordinador Comisión Acceso a la Justicia 
	Máster Alexandra Mora Steller – Jefa Departamento de Servicios Generales 
	Archivo”

SE ACUERDA: 1° Se toma nota. 2° Informar a la Comisión de Construcciones y a la Dirección Ejecutiva la anuencia de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a apoyar en el proceso de solución para la problemática que enfrenta la población indígena Bribri ante las limitaciones de infraestructura judicial e instarles para que consulten posibles opciones a las personas indígenas. 3° Comunicar este acuerdo por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. -

ARTÍCULO XXII

La licenciada Ellen Villegas Hernández, Profesional del Subproceso de Planificación Estratégica de la Dirección de Planificación, remite información relacionada con la capacitación “Modelo de Gestión de Políticas Institucionales”, realizada el 21 de agosto de 8:00 - 10:30 am:
· Presentación realizada.
· Folleto “Modelo de Gestión de Políticas Institucionales”.
· El video “La importancia de la participación temprana de la ciudadanía en la gestión de políticas”, que puede acceder mediante el siguiente link: https://comunidades.cepal.org/ilpes/es/grupos/discusion/participacion-ciudadana-en-la-gestion-publica
· La página web de la Dirección de Planificación, donde puede acceder a información sobre Políticas Institucionales: 
Acceso intranet: http://intranet/planificacion/index.php/planificacionestrategica/politicas-institucionales
Acceso internet: https://www.poder-judicial.go.cr/planificacion/index.php/planificacionestrategica/politicas-institucionales

La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, remite correo a la Dirección de Planificación, relacionado con el Proyecto Actualización Política de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y "Modelo de Gestión de Políticas Institucionales":
“Les comento que aún tenemos pendiente la capacitación de MIDEPLAN. No obstante, a fin de maximizar el aprovechamiento del tiempo, le solicito me indiquen concretamente los pasos a seguir conforme al Modelo aprobado por Corte Plena, por parte de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad para cumplir con su proyecto de actualización de la Política pues la actual esta desactualizada. 
Hay varios compromisos legales que cumplir por parte del Poder Judicial en diversa normativa, en especial, la Ley 9714 aprobada en 2019 que incluye un capítulo adicional de Acceso a la Justicia a la Ley 7600 y de cuyos productos debe comunicarse a la Asamblea Legislativa anualmente. El informe 2020 se envió a inicios de agosto dentro del plazo anual conferido y en el documento se informó sobre el compromiso institucional de actualizar esa Política y alinearla al PEI 2019/2024 y en lo posible a la Política Nacional de Discapacidad y su Plan de Acción.
Se cuenta con la anuencia del Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia para la actualización de la Política, mediante acuerdo firme. 
Adjunto la Política y la Ley 9714.
Agradezco a doña Ellen Villegas la remisión de tan valiosa información y la excelente capacitación impartida por ella y don Allan Pow Hing.

El Máster Erick Mora Leiva, jefe del Proceso de Planeación y Evaluación, remitió el siguiente correo:

“Por razones de fuerza mayor no pude participar de la capacitación, pero me motiva mucho saber que hubo una alta participación y que resultó del agrado y provecho de las personas participantes. En cuanto a los pasos a seguir para continuar con el proceso, pronto le enviaremos un oficio con la información. Finalmente, en cuanto a la sesión de trabajo con el Alto Comisionado, le agradezco indicarnos la fecha y hora correspondientes, para agendarlo y poder brindar el acompañamiento correspondiente. 
Se informa sobre resultados de la capacitación impartida por MIDEPLAN los días 29 y 30 de setiembre de 2020.
. SE ACUERDA: Se toma nota. -

ARTÍCULO XXIII

En oficio N° DVV-S1-0119-2020 de 24 de agosto de 2020, la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, dio respuesta a la solicitud de información planteada por la Unidad de Acceso a la Justicia solicitado en correo electrónico del miércoles, 12 de agosto de 2020, sobre la Formulación del PAO 2022 Comisión y Subcomisiones de Acceso a la Justicia:
“Tengo el honor de saludarles y en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, les remito solicitud de inclusión de acciones y metas operativas asociadas a dicha Subcomisión que estimo deben incorporarse al PAO de la Comisión de Acceso a la Justicia.
En la matriz PEI-PAI 2019-2024 STGAJ remitida por el Departamento de Planificación, se desprende que los objetivos estratégicos del PEI de la Comisión de Acceso 2019 – 2024, (columna B): OB.1 - Optimizar los recursos institucionales e impulsar la innovación de los procesos judiciales, para agilizar los servicios de justicia (columna G), se indica que la instancia responsable estratégica es la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, y la responsabilidad operativa la tiene la Comisión de Acceso a la Justicia. 
En el marco de los efectos ocasionados por la pandemia nacional COVID-19, los lineamientos presupuestarios establecidos por la institución y las posibles respuestas a riesgos materializados como resultados del SEVRI de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas aprobado en sesión ordinaria celebrada el 21 de agosto pasado, les solicito incorporar acciones y metas operativas en el PAO referidas a los siguientes temas:
1. Desarrollo de la Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial mediante un proceso de cocreación con las personas indígenas
1. Fortalecimiento de la gestión documental de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas mediante el modelo informático idóneo
2. Realización de visitas en los territorios indígenas a efecto de generar un diálogo intercultural entre las personas indígenas y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
3. Rendición de cuentas a la población indígena sobre las acciones realizadas por el Poder Judicial para garantizar el acceso a la justicia de pueblos indígenas
4. Proceso de simplificación de trámites y actualización de las circulares, relacionados con la población indígena
5. Establecimiento de mecanismos que favorezcan la resolución pronta y oportuna de los procesos judiciales vinculados con población indígena
6. Fortalecimiento de las estadísticas institucionales relacionadas con información relevante indígena”
[bookmark: _Hlk35846983][bookmark: _Hlk35846983]
SE ACUERDA: Se toma nota. -


ARTÍCULO XXIV

La licenciada Maria Infante Arias, remitió correo electrónico de 24 de agosto de 2020 en el que indicó:
“Es un gusto saludarla mi nombre es Maria Infante, soy defensora Pública de Bribri, Talamanca.
Es importante indicarle que recurro a su persona para evitar o bien recibir su ayuda u orientación para que este tipo de situaciones no se repitan.
Dentro de la causa 20-000368-0597-PE, seguida contra Nombre 001, persona indígena, con un bebé de aproximadamente un año, en apariencia la investigan por un aparente delito de incumplimiento o abuso de patria potestad. El día de hoy la señora Nombre 001se presenta a la defensa pública hacer consulta sobre qué hacer toda vez que el PANI le ha quitado a una de sus hijas, esto porque denunció al padrastro por abuso sexual, la misma es abordada por la Defensora de Pensiones Kattia Vargas Orellana quien la orienta y dice que hacer, dentro de eso Kattia consulta en la Fiscalía si hay alguna causa Realizada por Nombre 002 ( TIA DE LA MENOR) a favor de la menor y si hay algo contra la señora Nombre 001 y es en ese momento que le indican que en apariencia estaba denunciado en ese momento alguna situación en contra de la imputada, es posterior a su abordaje en la Defensa y a la salida de dicha oficina que la señora Nombre 001es detenida con un bebé en brazos el cual todavía toma pecho, fue detenida para ser indagada y por " humanidad de la fiscalía" es puesta en libertad para esperar audiencias de medidas a las 13:00 horas donde le van a pedir no molestar ni perturbar ( MEDIDA CAUTELAR DIFERENTE A LA PRISIÓN).
Considero que la detención fue innecesaria y arbitraria y que va en contra de todos los principios que deben de proteger a una población tan vulnerable como la indígena.
Por supuesto también acudiré a otras instancias, pero no está demás la intervención de la subcomisión en este tipo de actuaciones.
Saludos espero su respuesta.”
SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la gestión, la cual se traslada a la señora Ligia Jiménez, representante de la Defensa Pública ante la Subcomisión, para que analice la situación expuesta y presente un informe en la siguiente sesión. 2° Comuníquese este acuerdo a la señora Ligia Jiménez con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -

ARTÍCULO XXV

La Máster Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, presenta oficio CACC-355-2020 de 24 de agosto de 2020, que literalmente indica: 

“Por este medio se remite para su estimable conocimiento, el acuerdo tomado por la Comisión de Acceso a la Justicia celebrada virtualmente y realizada el martes 11 de agosto de 2020, en donde se acordó: 
ARTÍCULO X:
Tema: Propuesta de reiteración, modificación o actualización del Estatuto de la Justicia y Derechos de las personas usuarias aprobado en el Acta Corte Plena Nº 039-03 del 20-10-2003 IX

El funcionario José Luis Vargas Fonseca de la Secretaría de la Corte comunicó el dia 23 de junio via correo electrónico, la posibilidad de que esta Comisión valore realizar una propuesta ante Corte Plena sobre la actualización de esta disposición.
[bookmark: _MON_1659332768][bookmark: _MON_1659332768]


SE ACUERDA: 1. Ponerlo en conocimiento de las diferentes Subcomisiones para que valoren dicha solicitud y de considerarlo pertinente hagan sus observaciones en relación con las Subcomisiones que representan. 2. Deberá establecerse un plazo para la emisión de observaciones, de manera que cuentan con un mes calendario a partir de la comunicación de este acuerdo. 3. Se acuerda conformar un grupo de trabajo que de manera integral analice posteriormente las observaciones propuestas por las diferentes Subcomisiones, estableciendo los alcances y delimitaciones pertinentes; en estricta articulación con la Contraloría de Servicios. 4. Ponerlo en conocimiento de la Contraloría de Servicios de San José.”


SE ACUERDA: 1° Se toma nota del acuerdo de la Comisión de Acceso a la Justicia. 2° Solicitar a la Unidad de Acceso a la Justicia ampliar el plazo conferido a 15 días. 3° Hacer de conocimiento de las y los integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas con el objetivo de que remitan sus sugerencias y observaciones en el plazo de 8 días a la dirección electrónica accesojusticia@poder-judicial.go.cr y dvargas@poder-judicial.go.cr. 4° Comunicar este acuerdo con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia.-

ARTÍCULO XXVI
La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, el 6 de julio de 2020 remitió Oficios DVV-S1-79-2020 y DVV-S1-0080-2020, en que da respuesta los Oficio DJO-272-20 y DJO-284-20 enviados por la Cancillería, vinculados con el seguimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. Los Oficios DVV-S1-79-2020 y DVV-S1-0080-2020 se enviaron con copia a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia y la Comisión de Acceso a la Justicia.
[bookmark: _MailOriginal]Los Oficios DVV-S1-79-2020 y DVV-S1-0080-2020, señalan: 


 

SE ACUERDA: Se toma nota. -

ARTÍCULO XXVII

La Magistrada Damaris Vargas Vásquez. en correo de 8 de julio de 2020, remitió a la Unidad de Acceso a la Justicia y a la Comisión de Acceso a la Justicia solicitud de actualización de información contenida en página web de la Comisión en la parte de Indígenas, en la que indica: 

“Le comunico que algunas personas indígenas, defensoras de las personas indígenas, Observatorios y representantes de las instituciones involucradas en la temática indígena, tienen interés en acceder a información generada por el Poder Judicial en la temática indígena; no obstante, ésta se encuentra desactualizada.
 
Comprendo el proceso de actualización de la página y que por ello no se estén subiendo nuevos datos; sin embargo, en el caso de los pueblos indígenas es indispensable pues varios sectores nacionales e internacionales nos tienen en la mira sobre nuestras acciones.
 
Con ocasión de lo anterior, le solicito por favor valorar la posibilidad de hacer la excepción en este caso y disponer subir todas las circulares emitidas por el Poder Judicial y productos de interés a efecto de puedan ser socializados por la ciudadanía, prioritariamente las vinculadas con la pandemia, entre otros relevantes.
 
Al respecto la Máster Msc Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia indica señaló que se procedería a subir las campañas y la circular de 20 ejes. Se solicitó además subir las demás circulares referidas a población indígena, incluyendo las de ayudas económicas.

La señora Angie Calderón Chaves, profesional de la Unidad de Acceso a la Justicia, Poder Judicial, en correo de 9 de julio indicó: 

“Acabo de terminar de subir la información a la página Web de Pueblos Indígenas. Circulares, campañas, documentos relevantes, la ley de pueblos indígenas, la resolución de la CIDH, abordaje covid-19 territorios indígenas, infografía INEC territorios indígenas, PAO 2020, Informe de Labores 2019, etc. Todo distribuido en la pestaña de Circulares, Transparencia o en Documentación. Lo anterior para la actualización y la sincronización de TI.”

SE ACUERDA: Se toma nota. -


ARTÍCULO XXVIII

El Departamento de Prensa y Comunicación Organización presentaron en correo masivo la siguiente información:  
 
Webinario sobre género y derechos humanos de las mujeres
 
[image: ]En el marco del Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales Luis Paulino Mora Mora, se presentó la publicación más reciente de la Serie: Facilitando la Justicia en la comunidad, dedicada al tema de género y derechos humanos de las mujeres, transmitido mediante Facebook Live del Poder Judicial y de CONAMAJ este martes 4 de agosto.
 
Este folleto se trabajó gracias al apoyo de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia del Poder Judicial, por lo cual, la especialista en temas de género, Xinia Fernández Vargas, presentó la publicación iniciando con un recuento de la trayectoria y contextualización de este tema en la institución.
 
Esta actividad fue presentada por el Magistrado Román Solís Zelaya, Presidente de CONAMAJ, quien destacó la labor realizada en materia de capacitación permanente y generación de materiales informativos dirigidos a las personas facilitadoras judiciales, liderado por el personal de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ), en alianza con departamentos judiciales u otras instituciones públicas, como estrategia para fortalecer sus capacidades en temas sensibles relacionados con el derecho de acceso a la justicia, sobre todo para poblaciones en condición de vulnerabilidad. 
 
Debido a la emergencia sanitaria por la pandemia, esta charla se programó vía remota por Facebook Live ya que las actividades formativas presenciales se encuentran canceladas. De este modo, se tuvo la posibilidad de enlazar a personas facilitadoras y personal judicial de todo el país, así como de otras instituciones, sociedad civil e incluso de otros países como El Salvador.
[image: ]Entre los contenidos explicados durante esta actividad estuvieron los conceptos clave, mitos y realidades, tipos de violencia, construcción de masculinidades positivas, combate a la discriminación, con el objetivo de desestructurar la forma de pensamiento relacionado con temas de género.
 
Durante la charla, se hizo un énfasis especial sobre la violencia estructural contra las mujeres y las leyes especiales que las protegen. A manera de reflexión sobre los roles de género y la búsqueda de un mundo más equitativo, la especialista Xinia Fernández afirmó que “repensarnos los hombres y las mujeres es necesario para cambiar nuestro mundo... Se trata de un aprendizaje social. Las personas tenemos la capacidad de desaprender y aprender, por lo que podemos cambiar nuestra vida cotidiana, nuestra convivencia.” 
 
Se hizo el llamado a trabajar en las comunidades, desde el rol de las personas facilitadoras judiciales, para garantizar el acceso a la justicia fomentando los derechos humanos y la no discriminación, analizando la realidad y el posicionamiento personal para acompañar y orientar a aquellas personas que lo necesitan con información institucional sobre los servicios del Poder Judicial y del Estado Costarricense en esta materia.
 
Para quienes deseen ver el webinario está disponible en el perfil de Facebook de CONAMAJ: www.facebook.com/conamaj/videos/334540167562191 
 
El folleto Género y Derechos Humanos de las Mujeres se puede consultar y descargar en: www.conamaj.go.cr/images/libros/pdf/061.pdf  
 
Cualquier consulta se puede escribir al correo electrónico conamaj@poder-judicial.go.cr
 
Al respecto la Magistrada Damaris Vargas en correo de miércoles, 5 de agosto de 2020 le externa al Magistrado Román Solís Zelaya lo siguiente: 

“Buenas tardes. Le externo mi admiración por el documento elaborado, me parece excelente. 
 
Aprovecho para consultarle, en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas, si es posible elaborar un documento similar vinculado con Indígenas y Derechos Humanos donde se resalten los derechos de esta población. Lo anterior, en ejecución de la Circular 188-19 de Corte Plena. Estoy a su disposición de requerir información adicional.”
 
La licenciada Ingrid Bermudez Vindas remite correo electrónico para dar respuesta a la consulta de la Magistrada Vargas:

“Muy buenas tardes, doña Damaris. Agradecemos su valoración positiva sobre los productos de trabajo de CONAMAJ, como este esfuerzo sobre género que presentamos esta semana. Respecto de su consulta considero que sería de suma utilidad y aplicación en las zonas donde tenemos personas facilitadoras indígenas, pero también a nivel nacional; constituye un material necesario y urgente para procesos de sensibilización e información básica para favorecer el acceso a la justicia de la población indígena.

Para concretar la propuesta necesitaríamos una persona especialista en el contenido que escriba el texto base con apoyo metodológico nuestro. Una vez que el texto sea revisado y validado preferiblemente por otra persona experta, el costo de la mediación pedagógica y diagramación es de un millón de colones aproximadamente y la reproducción de 1 000 ejemplares ronda alrededor de 400 000 colones y sugiero que se impriman dos mil.

Lastimosamente, ya CONAMAJ no cuenta con ese presupuesto disponible para este año, sería para el próximo; entonces considero que la redacción y revisión del texto se podrían adelantar durante este año y su diagramación e impresión para el 2021, Dios mediante.

Si usted nos indica quién podría ser la persona experta en contenidos podemos comenzar a coordinar lo atinente.

Nuevamente gracias por sus palabras, en nombre del Magistrado Solís y el mío y quedamos atentos para las coordinaciones necesarias. Saludos afectuosos,”

La Magistrada Vargas Vásquez expone lo siguiente: 

“Muchas gracias a usted y a don Román por su atenta colaboración. Estoy a su disposición para las coordinaciones que sean necesarias. 

Trasladaré a las personas integrantes de la Subcomisión para informarles sobre las personas expertas que puedan asumir este proyecto y en consulta a la Comisión de Acceso a la Justicia para conocer si existe alguna posibilidad de colaboración presupuestaria. Le estaré informando. Cordialmente,”

SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la gestión planteada a CONAMAJ. 2° Remitir solicitud a CONAMAJ la inclusión en el presupuesto 2021 de un proyecto conforme al cual una persona especialista en el contenido escriba el texto base con apoyo metodológico de la Comisión, para que, una vez que el texto sea revisado y validado preferiblemente por otra persona experta. 3° Comunicar este acuerdo a CONAMAJ con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -

ARTÍCULO XXIX

La Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales en oficio 53-OCRI-DI-2020 de 30 de julio de 2020 solicitó lo siguiente: 
 
“Reciba un cordial saludo.  Con instrucciones de la Señora Karen Leiva Chavarría, jefa de esta oficina, me dirijo a usted muy respetuosamente, en ocasión de hacer de su estimable conocimiento que recibimos por parte del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, el Plan de Acción para la Implementación de las Recomendaciones del Examen Periódico Universal (EPU) 2020.
 
Dicho documento tiene como principal objetivo plantear a todas las instituciones públicas, las principales acciones para hacerle frente a las recomendaciones emanadas del tercer ciclo del (EPU) de Costa Rica.
 
El tercer ciclo del (EPU), comenzó para Costa Rica el 4 de febrero de 2019, cuando se hizo la entrega del Informe Nacional (documento escrito) a la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas de Derechos Humanos. Posteriormente, el país realizó su presentación y defensa ante los demás Estados presentes en la 33ª Sesión del Examen Periódico Universal. Una vez finalizada la sesión el 13 de mayo de 2019, los Estados emitieron un total de 212 recomendaciones, la cuales fueron analizadas por las instituciones que conforman la Comisión Interinstitucional para el seguimiento e implementación de las obligaciones internacionales de Derechos Humanos CIIDDHH, y de estas, se tomó la decisión de aceptar 194 recomendaciones, aceptar parcialmente 3, tomar nota de 12 y rechazar tres.
 
Durante el proceso, y en seguimiento de las recomendaciones de la Secretaría del (EPU), Costa Rica se comprometió voluntariamente a elaborar dicho Plan de Acción y a realizar un informe de medio período sobre el avance del cumplimiento de las recomendaciones aceptadas, que se estaría presentando en el año 2021. El próximo informe del Examen Periódico Universal será en el año 2024. 
 
En este contexto, se remite adjunto el Plan de Acción, con la finalidad de realizar las siguientes acciones:
 
· Identificar las recomendaciones que el Poder Judicial debe incorporar en el quehacer institucional, dentro del marco de sus competencias (primera casilla);
· Incluir el nombre de la instancia judicial que usted representa en la (segunda casilla), si considera que debe cumplir con la recomendación;
· Incorporar todas las acciones específicas realizadas y/o programadas para ejecutar, que permitan visibilizar el cumplimiento de lo solicitado en la recomendación (cuarta casilla);
· Por último, una vez identificadas las acciones específicas, se debe alinear dichas acciones, con los Objetivos de Desarrollo Sostenible y sus metas e incorporarlas en la (tercera casilla)
 
En razón de lo anterior, se remite adjunto el Plan de Acción, con la finalidad de incorporar la información que considere pertinente en letra color rojo, y poder brindar una respuesta institucional a más tardar el día  miércoles 05 de agosto, a los correos electrónicos: amorac@poder-judicial.go.cr , con copia al correo ocri@poder-judicial.go.cr 
 
Agradecemos de antemano la valiosa atención que pueda brindar a la presente comunicación y quedamos a total disposición ante cualquier consulta.
 
Con las muestras de mi más alta consideración y estima,
 
En atención a lo solicitado por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales la Magistrada Vargas Vásquez, remitió el oficio DVV-S1-104-2020, (se adjunta archivo). Previo a ello, hizo de conocimiento de las y los integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas la solicitud de información planteada por la OCRI para que emitieran sus sugerencias.



 
SE ACUERDA: Se toma nota y se dispone a solicitar a la Unidad de Acceso a la Justicia información acerca del documento presentado a la OCRI que contiene propuestas vinculadas con todas las poblaciones en situación de vulnerabilidad. -
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ARTÍCULO XXX

El Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, trasladó a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Privadas de Libertad y a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, documentación remitida por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial enviada por el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, sobre la Opinión Consultiva “Enfoques diferenciados en materia de personas privadas de libertad”, para la remisión de observaciones como amicus curiae.

La Magistrada Sandra Eugenia Zúñiga Morales, de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, remite correo el 25 de agosto de 2020 sobre la Opinión Consultiva respecto de personas privadas de libertad que indica:
A propósito de la documentación remitida por el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto a la Corte Suprema de Justicia sobre la Opinión Consultiva “Enfoques diferenciados en materia de personas privadas de libertad”, para la de remisión de observaciones como amicus curiae, procedo a exponerles mis consideraciones.  
La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Privadas de Libertad, que forma parte de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, desde su creación ha establecido algunas pautas y lineamientos institucionales a fin de garantizar los derechos de las personas privadas de libertad desde el ámbito de sus competencias.
Habiendo revisado el documento “Solicitud de Opinión Consultiva a la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Enfoques diferenciados en materia de personas privadas de libertad”, pude constatar que se plantean diversas interrogantes en relación con varios grupos de población privada de libertad, a saber: 1) mujeres embarazadas, en período de posparto y lactantes; 2) personas LGBT; 3) personas indígenas; 4) personas mayores y 5) niños y niñas que viven en centros de detención con sus madres.
A modo ilustrativo, entre los cuestionamientos que se plasman en el documento referido se encuentran: ¿Qué condiciones mínimas debe garantizar el Estado durante el trabajo de parto y durante el parto?, ¿Cómo deben los Estados tomar en cuenta la identidad de género con la cual se identifica la persona al momento de determinar la unidad a la que debe ingresar?, ¿Cuáles son los deberes del Estado en relación con la atención médica de las personas indígenas privadas de libertad, en particular respecto a sus prácticas medicinales y medicinas tradicionales?, ¿Qué medidas deben adoptar los Estados para asegurar que las personas mayores privadas de libertad tengan contacto exterior con su familia?, ¿Qué obligaciones específicas deben adoptar los Estados para asegurar el derecho a la vida familiar del niño o la niña, incluyendo respecto del contacto con el otro progenitor?
Se advierte, que cada una de las preguntas tiene un enfoque de Políticas Públicas dirigido a las obligaciones de cada Estado para garantizar el respeto de los derechos de todas estas personas a partir del cumplimiento de sus compromisos internacionales sobre derechos humanos.
Desde esta perspectiva, analizado el contenido, estimo que los extremos que se solicitan evacuar no son competencia de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Privadas de Libertad, así como tampoco de las Magistradas y los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia.
Considero que la respuesta al Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto debe dirigirse en ese sentido.

La Magistrada Damaris Vargas Vásquez remitió comunicado electrónico el martes 25 de agosto de 2020 en el que señaló: 
Reciban un atento saludo. En mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, les comunico que comparto lo expuesto por la Magistrada Zúñiga en lo referido a la consulta relacionada con la población indígena, concretamente “¿Cuáles son los deberes del Estado en relación con la atención médica de las personas indígenas privadas de libertad, en particular respecto a sus prácticas medicinales y medicinas tradicionales?”. 
En mi criterio escapa a las competencias de la Subcomisión a mi cargo como órgano consultor de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial. Responde a las funciones propias de otras instituciones del Estado.

SE ACUERDA: Se toma nota. -

ARTÍCULO XXXI

Con el objetivo de dar seguimiento al SEVRI 2020 de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas asociado a la gestión documental, se continuó con las acciones vinculadas a la implementación del Sistema Integrado de Correspondencia Electrónica (SICE).

El ingeniero Dixon Li Morales, Subdirector de Planificación expuso lo siguiente: 

“Doña Damaris en relación con el tema de la gestión documental, consulté a don Minor Alvarado. Ellos están coordinando con Indira de TI para establecer una propuesta en la implementación del SICE para la Subcomisión. De forma paralela la compañera Katherine Sojo, que es la encargada del archivo en la Dirección de Planificación se comunicará con Alejandra para realizar un diagnóstico a groso modo del tipo de documentos que se general de esta subcomisión con el fin sacar en conjunto con don Minor Alvarado una propuesta. Lo anterior, ya que los códigos no presupuestarios se han utilizado más que todo para materias; sin embargo, como no han sido únicamente esta subcomisión que ha solicitado este tipo de alternativas, estamos buscando opciones generales para todos los que lo han solicitado.

La señora Katherine Sojo de la Dirección de Planificación contactó a la señora Alejandra Mena, secretaria de la Magistrada Damaris Vargas Vásquez para exponerle los alcances del sistema, los temas y los tipos de consecutivos que se eventualmente se generarían en el sistema para dar indicar así el diagnóstico. La señora Alejandra Mena remitió la información que solicitó en su momento la dirección de Tecnología para la implementación del SICE. 
SE ACUERDA: Solicitar a la Dirección de Tecnología de la Información y a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas un informe de avance de la implementación de SICE. -


ARTÍCULO XXXII

La Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial remitió correo electrónico el viernes 14 de agosto de 2020, a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez y al Magistrado Jorge Olaso Alvarez relacionado con la Reunión Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, en el que señala:
“Reciba un cordial saludo.  Con instrucciones de la señora Karen Leiva, jefa a.i. de esta oficina, me es grato dirigirme a ustedes muy respetuosamente, en ocasión de confirmar la reunión con el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, el martes 8 de setiembre de 2020, a las 2:00 pm, por lo que me permito a continuación indicarles los temas a tratar durante la reunión:
•         Informar sobre el avance en los términos de referencia para la contratación de la persona experta en temas indígenas para elaborar la política.
•         Conversar sobre el tema de Defensores de Derechos Humanos, con la experta del Alto Comisionado Margarita Oprigni.
En ese mismo sentido, procederé a realizar la convocatoria a la reunión por medio de la plataforma virtual Microsoft Teams.
Agradecemos su honorable atención y quedamos atentos sobre cualquier consulta de la particular.”
Relacionado con este tema la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, plantea lo siguiente: 

“Consulto si en forma previa a la reunión debo enviar al Alto Comisionado de las Naciones Unidas el informe de avances en el proceso de construcción de la Política Indígena del Poder Judicial; o bien, si debo hacerlo por medio de la OCRI. 

Al respecto la Licenciada Karen Leiva Chavarría remite lo siguiente:
“Considero que en este momento no es necesario, si le parece lo puede valorar luego de la reunión.
La idea de esta reunión es dar seguimiento al documento de los términos de referencia que ellos quedaron de elaborar para contratar una persona experta en temas indígenas para que colabore con el Poder Judicial en la construcción de la política institucional, tomando en cuenta los insumos institucionales que se les remitieron.   Además, se había acordado de que el documento borrador se sometería a su revisión para aportes y observaciones para versión final, analizar perfiles profesionales, entre otros detalles.
Una vez contratada la persona experta en temas indígenas, trabajará con usted y don Jorge el diseño de la política.   No obstante, eso no imposibilita que la institución pueda ir avanzando en el proceso.
En la reunión, además, trabajaremos con Ana María Upegui, quien será la persona con quien en adelante estaremos coordinando este tema, en sustitución de Sara Nuero.”

La Magistrada Vargas sugirió al Magistrado Olaso en la condición de Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, con copia a la OCRI, que en la construcción de la Política Indígena y sesiones de trabajo con el ACNUDH debe considerarse desde un inicio la participación de las personas indígenas en el proceso de co-construcción de la Política, así como la metodología para la construcción de Políticas Pública de MIDEPLAN y la aprobada por Corte Plena, de la cual se impartió capacitación recientemente.

El Magistrado Olaso se mostró anuente al planteamiento de la Magistrada Vargas.

La sesión está pendiente de realizarse.

SE ACUERDA: Solicitar a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas un informe de avances de la reunión programada con la Comisión de Acceso a la Justicia y el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para la construcción de la Política Institucional Indígena.


ARTÍCULO XXXIII

La señora Laura Marcela Arias Guillen remitió comunicado electrónico del 5 de junio de 2020 11:14 a los señores Wilbert Kidd Alvarado y Marcos Vinicio González Marín, en el que señaló:
 
“Señor Wilbert Kidd Alvarado
Dirección Ejecutiva
Poder Judicial
 
Estimado compañero: 
 
Por este medio traslado para su conocimiento una situación que sistemáticamente se presenta en la Defensa Pública, que no podemos resolver con personas usuarias sentenciadas o sometidas a medidas cautelares.
 
El Reglamento para ayudas económicas (21-2016) permite por la vía de caja chica generar ayudas a personas usuarias cuando acuden a una diligencia judicial y no cuentan con los medios económicos para sufragar su transporte y alimentación, sin embargo,  contamos con otro perfil de persona usuaria, sea las personas que por un cambio de medida cautelar o por sentencia, encontrándose privados(as) de libertad en un centro penitenciario, requieren ser trasladados a otros espacios que por encontrarse fuera de su lugar de residencia ameritan apoyo económico pues no cuentan con medios para sufragar su traslado de regreso a su lugar de origen.   Estos casos corresponden, por ejemplo, a una persona que encontrándose privada de libertad se avala la colocación de un dispositivo electrónico de seguimiento (sea como medida cautelar o sanción sustitutiva).
 
En estos supuestos,  la autoridad judicial (OIJ) una vez celebrada la audiencia oral en estrados judiciales, traslada la persona usuaria al Centro Penal, allí se ordena la libertad y la persona es trasladada por el Ministerio de Justicia y Paz ( Policía Penitenciaria)  a la Unidad Especializada de Monitoreo Electrónico (en San José) en donde por la naturaleza de la diligencia, puede permanecer un período no menor a 3 horas, posterior a las cuales, debe retornar a su domicilio (muchas veces fuera de la GAM) sin contar con dinero para alimentación, transporte, hospedaje, pudiendo incluso sortear que por lo avanzado de la hora ni siquiera cuente con servicio de autobuses para retornar a su lugar de residencia, a pesar de existir una obligación judicial de hacerlo inmediatamente.
 
 
Hemos procurado en casos similares solicitar el auxilio del OIJ, quien nos indica no poder trasladar a la persona porque ya no figura como persona detenida y al Ministerio de Justicia y Paz y la Dirección General de Adaptación Social, quienes afirman que no les corresponde por no ser una persona a su orden, sino en libertad y con una medida cautelar o pena sustitutiva en la que debe movilizarse por su propio medio.
 
En el medio, queda la persona usuaria, vulnerable, sin posibilidades económicas para cubrir su retorno a domicilio y con serios riesgos de incumplir la medida o sentencia ordenada, reincidir en conductas delictivas e incluso, permanecer en San José sin contar con apoyo familiar o económico. Como una medida paliativa, las personas defensoras públicas hacemos colecta para costear estos gastos, sin embargo, no siempre resulta posible y subyace la imperiosa necesidad de contar con una respuesta institucional.
 
De frente a estas circunstancias, quisiera someter a su conocimiento la problemática que enfrentamos y consultarle sobre alternativas para modificar el reglamento, de modo que pudiéramos brindar una respuesta efectiva. 
 
 
Agradeciendo su amable atención,
 
M.Sc. Laura Arias Guillén
Coordinadora
Unidad de Ejecución de la Pena
Defensa Pública

El señor Marcos Vinicio González Marín informó en comunicado del 5 de junio de 2020 10:37 a la Defensa Publica Puerto Jimenez y Manuel Soto Aguilar con copia a Laura Marcela Arias Guillen, que el reglamento de ayudas económicas para estas situaciones no está permitido ya que, no va a una diligencia propia del Poder Judicial.

El señor Manuel Soto Aguilar mediante comunicado electrónico del 5 de junio de 2020 8:07 dirigido a Melania Soto Delgado con copia a Josué González Granados, indicó:
“Reciban los saludos de mi más grata estima y admiración; por este medio mucho agradezco que me puedan colaborar a efectos de que un usuario de esta oficina de nombre ALVARO MOLINA LEITON CÉDULA DE IDENTIFICACIÓN: 6-0370-0549, se le pueda autorizar por medio de la Administración de la Defensa Pública de San José, ayuda económico por motivo de traslado de San José a Puerto Jiménez, lo anterior por ser usuario dentro de la causa 20-000012-1137-PE, donde se investiga como presunto autor del delito de Robo Simple con Violencia Sobre las Personas, mi representado se encontraba cumpliendo medida cautelar de prisión preventiva, sin embargo por gestiones de esta Defensa, logramos que el Juzgado Penal de Golfito en Audiencia celebrada el día de ayer 04 de junio de los corrientes, autorizará cambio de medidas imponiéndose la medida cautelar de arresto domiciliario con monitoreo electrónico en la casa de su señora Madre Elizabeth Leitón Soto, en Puerto Jiménez, la Palma, detrás del cementerio, debido a que el protocolo de la Unidad de Monitoreo Electrónico del Ministerio de Justicia y Paz es la colocación del Dispositivo Electrónico, y darle la inmediata libertad, otorgándole un plazo de 24 horas para que se presente en el domicilio indicado, y por ser nuestro usuario una persona desempleada y de limitados recursos económicos, solicitamos autorizar ayuda económica por concepto de transporte de regreso de San José a Puerto Jiménez, por el monto: 8195 COLONES, y los rubros de desayuno, almuerzo y cena correspondientes en razón de que es un viaje de regreso de aproximadamente 9 horas. Dejo así indicado, esperando se autorice la ayuda, y agradeciendo los siempre buenos oficios.”
SE ACUERDA: Solicitar a la señora Ligia Jiménez, representante de la Defensa Pública, y al señor Wilbert Kidd representante de la Dirección Ejecutiva ante la Subcomisión, un informe de lo solicitado y opciones mediante las cuales la Subcomisión puede contribuir a mejorar la situación expuesta. -

ARTÍCULO XXXIV

El señor Alí García, integrante de la Subcomisión en representación de la Universidad de Costa Rica, hizo de conocimiento de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, el siguiente documento:
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SE ACUERDA: Se toma nota y se dispone a solicitar al señor Alí García hacer una presentación ejecutiva del documento a las personas integrantes de la Subcomisión. -


ARTÍCULO XXXV

El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, en un comunicado masivo de 21 de julio que se titula: 

Vea este video y conozca en 30 segundos sobre los medios de comunicación del Poder Judicial, remite la siguiente información: 
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La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con ocasión de esa publicación, en correo de 21 de julio de 2020, solicitó al Máster Roger Mata Brenes, director del Despacho de la Presidencia lo siguiente: 

“Estimado don Roger:

Reciba un atento saludo.
En mi condición de Coordinadora de las Subcomisiones de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y la de Personas con Discapacidad, solicito su colaboración para que entre los servicios que la Institución está publicitando por esos videos y comunicados, se incluyan los servicios que la Institución ofrece a las personas con discapacidad y a las personas indígenas. Observo una omisión importante sobre la temática. Desde ya me pongo a su disposición desde ambas Subcomisiones para que, de contarse con su anuencia, lo antes posible se empiecen a socializar esos servicios especializados con que ya cuenta el Poder Judicial. En ambos casos solicito, además, de acogerse mi gestión, se publicite en los idiomas de las personas indígenas y en Lesco para las personas con discapacidad y otros medios de comunicación que garanticen el mensaje sea comprensible y accesible.
De igual forma, en el carácter de Coordinadora de la Comisión de Gestión Ambiental Institucional, les insto para que en esos videos y comunicados se socialice a la población interna y externa al Poder Judicial la Política Ambiental y el contenido y acciones del Plan de Gestión Ambiental. Estoy en la mayor disposición de facilitarles la información que estimen necesaria.”

El Máster Roger Mata Brenes, remite correo de 21 de julio de 2020, enviado al Máster Hugo Vega Castro, que literalmente indica:

“Buenos días don Hugo.

En atención a lo manifestado por doña Damaris, y como pueden observar en las publicaciones adjuntas, la institución debe duplicar los esfuerzos que se realizan en torno al tema de poblaciones indígenas.
Debido a ello, por favor coordine con doña Damaris y la comisión de acceso, para establecer una estrategia que permita de manera periódica posesionar el tema en nuestras redes y formatos de comunicación interna y externa.
La estrategia y las acciones particulares deben coordinarse y contar con el VB de doña Damaris, quien a propuesta de don Fernando Cruz, asume una labor crucial en la estrategia del Estado Costarricense por la protección de los derechos de las personas indígenas, también se debe mantener informado a don Jorge Olaso como coordinar de la comisión de acceso a la justicia. https://www.forestpeoples.org/es/CIDH-aprueba-informe-sobre-admisibilidad-caso-pueblo-broran personas que dan seguimiento a la protección de pueblos indígenas y personas defensoras de derechos humanos, aquí les dejo este pronunciamiento importantísimo para nuestro país. https://laraenlasnubes.com/2020/07/20/impunidad-en-costa-rica-impide-proteccion-efectiva-de-personas-defensoras-indigenas-segun-experta-de-onu/ gracias.” 

En correo del jueves 23 de julio del presente año la Licda. Ana Lucía Vásquez Rivera, jefa de la Sección de Comunicación Organizacional del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, presenta la siguiente propuesta:  
“De acuerdo con su solicitud para incluir dentro de la campaña de institucionalidad el tema indígena y tomando en cuenta que además de las cuñas de radio producidas en años anteriores, teníamos ese tema contemplado dentro de las producciones de dicha campaña para este año, se preparó la propuesta que remito (líneas abajo) para el spot (video) y cuña de 30 segundos.  Por este motivo se lo remito con el fin de que nos haga sus observaciones y recomendaciones al respecto.
Es importante que pueda tomar en cuenta que el texto está calculado para la duración exacta, por lo que, si se hace alguna modificación de texto, debe considerarse que sea por un número de palabras parecido.  Ello por cuanto las producciones para la pauta no pueden exceder ese tiempo, para efectos de impacto y también para efectos de costos de pauta y formatos requeridos por los medios de comunicación. También es importante comentarle que se pretende grabar el audio en varios idiomas indígenas para adjuntarlo a la producción del video según la zona en la que se paute, mediante Facebook y Google.
Quedamos atentas a sus instrucciones, 
 
Propuesta guion población indígena 
Locutor: ¿Sabía que el Poder Judicial cuenta con una Ley de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas? 
Locutora: Con esta ley se busca garantizar que toda persona indígena que requiera los servicios del Poder Judicial sea tratada con respeto a su dignidad humana debido a sus tradiciones culturales.
Locutor:  También establece la realización de peritajes culturales, el uso de lenguaje comprensible con acompañamiento de una persona intérprete en todo el proceso judicial y el establecimiento de horarios acordes a su realidad.
Voz institucional: Más información en la línea gratuita 800 800 3000
Voz institucional: Poder Judicial: fortaleza de nuestra Democracia
La Magistrada Damaris Vargas, remite correo respecto a la propuesta y pone en conocimiento de las y los integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblo Indígenas la información para que emitan sus observaciones. 

Luego de atender varias propuestas, se emitió la siguiente propuesta:

Propuesta con modificaciones al viernes 31 de julio  
Locutor: ¿Conoce la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica? 
Locutora: El Poder Judicial la aplica para garantizar que toda persona indígena sea tratada con respeto a su dignidad debido a sus tradiciones.
Locutor: Por eso hace peritajes culturales, define horarios de atención según su realidad, usa lenguaje comprensible, asigna intérprete para el proceso judicial y le da defensa pública gratuita en todas las materias (en el caso del video se pondría en letras el siguiente texto: por ejemplo, en casos de violencia doméstica, pensión alimentaria, problemas de tierras. También esos ejemplos se incluirían en la traducción de cuñas)
Voz institucional: Más información en la línea gratuita 800 800 3000
Voz institucional: Poder Judicial: fortaleza de nuestra Democracia

Con ocasión de lo anterior, se realizó sesión de trabajo entre las y los representantes del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y la Coordinadora de la Subcomisión, a efecto de articular acciones para priorizar la atención de los servicios que se brindan a las personas con discapacidad:

Minuta de reunión
Temas de acceso a la justicia población con discapacidad y población indígena; 
y temas ambientales

Fecha de la reunión:
Martes 28 de julio 2020 de 8:00 a.m. a 10:40 a.m.

Participantes:
Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Comisión de Gestión Ambiental Institucional y de las Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y de Personas con Discapacidad
Lic. Hugo Vega Castro, jefe del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional
Licda. Ana Lucía Vásquez Rivera
Licda. Stephannie Phillips Asch

Temas desarrollados:
El licenciado Hugo y la Licenciada Ana Lucía comentaron los antecedentes y funcionamiento de la campaña de Institucionalidad. Se comentó acerca de la inversión de los recursos destinados para la campaña. Se detalló sobre la producción de cuñas en idiomas indígenas, la complejidad para su grabación, la coordinación con el ICER y la coordinación que se ha hecho con administraciones para su revisión. Doña Damaris indica que la Dirección Ejecutiva podría analizar la posibilidad de facilitar traductores para revisar los materiales en idiomas indígenas, para lo cual Ana Lucía le remitirá un correo con los detalles al respecto para que doña Damaris pueda gestionar con la Dirección Ejecutiva lo correspondiente. Dicho correo fue remitido esta misma mañana por doña Ana Lucía. También se comentó que de producirse spots se pautarían en redes sociales, ya que no se cuenta con recursos para pautar en televisión. Además, se pautarán cuñas en radio.
Se le comentó que se le envió el spot que se realizó con el visto bueno de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas cuando la magistrada Damaris no estaba coordinándola. También que se le envió un guión de cuña para revisión. Durante la reunión doña Damaris dio respuesta y gestionó ambos correos.
La magistrada Damaris menciona sobre cambio del tema de salvaguarda relacionado con discapacidad. El licenciado Hugo indica que hoy va a enviar el informe del depto. sobre acciones desarrolladas sobre discapacidad, ya la Sección de Comunicación le remitió a don Hugo lo correspondiente hace algunos días, solo falta una parte de prensa. 
Sobre el plan de gestión ambiental, la magistrada Damaris indica que la Auditoría les pidió más divulgación. Es necesario al menos dos campañas al año sobre este tema, ya que las personas siguen desconociendo el plan.
La licenciada Ana Lucía le comenta sobre la problemática mundial de falta de lectura y sobre la iniciativa que se tuvo sobre el boletín.
El licenciado Hugo indica que puede conversarse con la empresa contratada para pautar los temas de pueblos indígenas en las zonas donde habitan. La licenciada Ana Lucía agrega que se puede abarcar poco a poco de acuerdo con los medios de comunicación que utilicen y que paulatinamente se pueda ir cubriendo mayor población. También, agrega que la coordinación de materiales debe ser rápida y concreta por la dinámica de aprobación de materiales con las empresas de acuerdo con los carteles de contratación. Se menciona que la contratación de este año contempla la traducción de spots en varias lenguas indígenas.
La licenciada Ana Lucía comentó sobre el guión de población indígena que está en revisión para que puedan definir si es prioridad o se desea desarrollar otro tema. Sobre el tema de discapacidad indica si pudieran dar criterio sobre el spot de discapacidad en cuanto a la política de empleabilidad. Ya doña Damaris dio hoy mismo respuesta.
La magistrada Damaris se compromete a definir las personas voceras para cada uno de los tres temas tratados en la reunión (población con discapacidad, población indígena y ambientales). Adicionalmente, va a definir los temas importantes en cuanto a ambientales y revisará el guion de pueblos indígenas que se le remitió para dar el visto bueno, realizar modificaciones (tomando en cuenta que, si se agrega texto, debe eliminarse la misma cantidad para mantener la duración de 30 segundos) o priorizar otro tema a desarrollar. 
La magistrada Damaris indica, si se puede participar en la próxima reunión de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas para analizar el guión, sin embargo, le indica la licenciada Ana Lucía que el plazo para enviar el contenido a la empresa contratada expira antes de la próxima reunión de la subcomisión. Se propone que la magistra Damaris realice una revisión previa para realizar ajustes y la licenciada Ana Lucía pedirá tiempo para que el guión se entregue a la empresa el viernes 7 de agosto y ella participaría en la reunión con la subcomisión para tener el visto bueno. La magistrada Damaris va a enviar el guión a las personas integrantes de la subcomisión y la licenciada Ana Lucía participará en la reunión del viernes 7 de agosto a la 1:30 p.m. para el visto bueno. Hoy mismo doña Damaris remitió el guión a la subcomisión y Ana Lucía dio respuesta al correo con algunas especificaciones puntuales.

La magistrada Damaris revisó y envió las observaciones del spot de personas con discapacidad. También envió las invitaciones a don Hugo y doña Ana Lucía con su equipo de trabajo para participar en las sesiones ordinarias de la Comisión de Gestión Ambiental Institucional y las Subcomisiones de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y Discapacidad programadas para agosto con el objetivo de analizar los temas prioridad para campañas y finiquitar los temas pendientes según la reunión realizada para los 3 temas de interés institucional: Ambiental, Indígenas y Discapacidad. 

La licenciada Ana Lucía Vásquez Rivera el 30 de julio de 2020, 08:28, señaló: 

“Tomando en cuenta la observación suya de incluir el tema de la Defensa Pública y también la observación de Cheryl, les remitimos esta segunda versión de guión para su análisis. Se acortaron algunos textos y se incluyeron las observaciones mencionadas. Es importante comentarle que, tomando en cuenta los 30 segundos en los que debe hacerse la grabación, consideramos que podemos incluir en texto escrito en el video los ejemplos más comunes de casos que usted nos indicó en la reunión (violencia doméstica, pensión alimentaria y problemas de tierras), los cuales también se mencionarían en las traducciones. Ello para que la versión en español, ya contratada pueda ajustarse a los 30 segundos.

Propuesta 2. guión población indígena 
Locutor: ¿Conoce la Ley de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas? 
Locutora: El Poder Judicial la aplica para garantizar que toda persona indígena sea tratada con respeto a su dignidad debido a sus tradiciones.
Locutor:  Por eso hace peritajes culturales, define horarios de atención según su realidad, usa lenguaje comprensible, asigna intérprete para el proceso judicial y le da defensa pública gratuita en todas las materias (en el caso del video se pondría en letras el siguiente texto:  por ejemplo, en casos de violencia doméstica, pensión alimentaria, problemas de tierras. También esos ejemplos se incluirían en la traducción de cuñas)
Voz institucional: Más información en la línea gratuita 800 800 3000
Voz institucional: Poder Judicial: fortaleza de nuestra Democracia”
La licenciada Ana Lucía Vásquez Rivera, el martes, 28 de julio de 2020, remitió comunicado electrónico en el que señaló:
“De acuerdo con la reunión sostenida esta mañana en cuanto al tema de producción de materiales divulgativos enfocados en la población indígena, y según usted nos comentó respecto a la posibilidad de solicitar a la Dirección Ejecutiva la asignación de peritos en idioma indígena que colaboren para dar visto bueno a las cuñas grabadas en dichos idiomas, le remito los datos que usted nos solicitó:
La idea es que nosotros remitamos mediante correo electrónico las siguientes cuñas (audios grabados en idioma indígena indicado), junto con los guiones en español escritos, y las personas peritas puedan corroborar si efectivamente los audios corresponden a los guiones en español, traducidos en los idiomas que se indican: Se requiere corroborar la traducción de cuñas de 30 segundos (que en idioma indígena pueden ser 2 minutos o 2 minutos y medio) de los siguientes temas:

1. Ley de acceso a la justicia para pueblos indígenas y defensa pública gratuita en todas las materias (se remitirán en idiomas Bribri, Cabécar y Ngöbe)
1. ¿Cómo solicitar medidas de protección por violencia doméstica? (se remitirá en idioma Bribri)
2. Medios de comunicación del Poder Judicial (se remitirá en idiomas Bribri, Cabécar y Ngöbe)
3. Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales (se remitirá en idioma Bribri)

Las cuñas (audios en idiomas indígenas) y guiones en español serán enviados en la primera quincena de agosto 2020 y se requiere la respuesta en el mismo mes de agosto para poder pautarlas (divulgarlas en las emisoras de radio) en setiembre. Saludos cordiales, …” 

La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en ejecución de lo acordado, remitió consulta a la Directora Ejecutiva, Máster Ana Eugenia Romero Jenkins:

“Buenos días. Le remito solicitud para determinar si la Dirección Ejecutiva nos puede colaborar con la traducción en los idiomas indígenas bribri, cabécar y Gnobe de las cuñas radiales que cita doña Ana Lucía en el correo adjunto. Lo anterior, de la lista de peritos, pues, aunque no se trata de traducciones asociadas a procesos judiciales, son de interés institucional. Estaré atenta a sus indicaciones. Muchas gracias.”

La Máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remitió correo en el que indica: 

“Buena noche doña Damaris, pido a don Roy que le facilite la lista de traductores para cada lengua indígena, a efecto de que a través de la respectiva Comisión los contacten y valoren el costo del servicio.  Si no disponen de recursos nos lo hacen saber para determinar si es factible apoyarlos.”

El señor Roy Gutiérrez Navarro, de la Oficina de Peritos, remitió lista actualizada al 30 de julio de los intérpretes de lengua Indígena Cabécar, Bribrí y Ngöbe.





La licenciada Maribel Araya Valverde, del Subproceso de Análisis y Ejecución indica que este tipo de peritajes o traducciones pasan por la subpartida 10499 “Otros Servicios de Gestión y apoyo”. 

SE ACUERDA: Se toma nota y se dispone a solicitar al Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional un informe de avances de lo acordado. -

ARTÍCULO XXXVI

La Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial en correo de 14 de julio de 2020 9:07 a. m. remitió la información recibida en la Oficina de parte de la Delegación Costarricense ante la Organización de Estados Americanos, correspondiente a los documentos:

“1.“La Carta Democrática Interamericana: Guía de acción política para enfrentar la pandemia del COVID-19”.
Este documento corresponde a una guía que se basa en el concepto de que la pandemia exige seguir insistiendo en los mecanismos democráticos como la forma más adecuada para abordar la emergencia y sus consecuencias, se puede consultar en el siguiente link: http://www.oas.org/documents/spa/press/La-CDI-Guia-de-accion-politica-para-la-pandemia-5.28.pdf

2. “Guía para organizar elecciones en tiempos de pandemia”
Esta guía fue preparada para contribuir al fortalecimiento de los procesos políticos de los Estados Miembros. Ante las serias dificultades en la organización de los procesos comiciales, se analizan alternativas democráticas para que no se vea lesionada la legitimidad de origen de los gobernantes, las transiciones democráticas, la alternancia de sus autoridades y la duración de los períodos de gobierno. La Guía señala que, ante la pandemia del COVID-19, “varios países han adoptado medidas para resguardar la salud de sus habitantes, debiendo posponer procesos electorales programados originalmente para el primer semestre de 2020”. A efectos de que las acciones y decisiones que se adopten en materia electoral en respuesta a esta situación permitan resguardar la continuidad de los procesos democráticos, la Secretaría General de la OEA, con la colaboración de la Organización Panamericana de la Salud, recopiló en la guía una serie de medidas para la celebración de elecciones seguras, limpias y transparentes, y que a la vez contribuyan a reducir los riesgos de contagio del COVID-19 a quienes participan en la organización y desarrollo de los comicios. La guía ofrece elementos para tener en cuenta a la hora de decidir si celebrar elecciones o postergarlas, y propone medidas que pueden ser adoptadas en los siguientes ámbitos: Organización y administración electoral; Uso de la tecnología; Participación e inclusión; Campaña electoral; Comunicación y Votación y escrutinio. La OEA fue la primera organización internacional que desplegó una Misión de Observación Electoral durante la pandemia (en República Dominicana) y esa experiencia se refleja también en este documento. El documento fue preparado por el Departamento para la Cooperación y Observación Electoral de la Secretaría para el Fortalecimiento de la Democracia, con el ánimo de apoyar a los Estados Miembros en un momento de especial dificultad histórica.

SE ACUERDA: Se toma nota. -

ARTÍCULO XXXVII

El pasado 30 de julio el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional en comunicado masivo hizo del conocimiento lo relacionado a la Programación de visitas a territorios indígenas (circular 121-2020)
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SE ACUERDA: Se toma nota. -

[bookmark: _Hlk47519058]ARTÍCULO XXXVIII

La Magistrada Damaris Vargas Vásquez el 3 de agosto de 2020, 
remitió a las y los integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el Oficio 54-OCRI-DI-2020 enviado por la OCRI sobre la solicitud de insumos sobre guía antidiscriminatoria, que indica:

“Reciban un atento saludo. Traslado para su conocimiento el Oficio N° 54-OCRI-DI-2020 con el objetivo de que remitan sus sugerencias desde las oficinas que representan ante la Subcomisión, a más tardar el 14 de agosto a la dirección electrónica amenac@poder-judicial.go.cr con el objetivo de integrar la información y enviar una propuesta conjunta. Gracias de antemano por su colaboración.”

En el Oficio la OCRI señala:

“Reciban un cordial saludo.  Con instrucciones de la Señora Karen Leiva Chavarría, jefa de esta oficina, me dirijo a ustedes muy respetuosamente, en ocasión de hacer de su estimable conocimiento que recibimos por parte del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, la comunicación de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH) para desarrollar una “Guía para la Protección de las Minorías”. 

Desde el año 2020 y hasta el momento, la Sección de Pueblos Indígenas y Minorías de la Oficina de Derechos Humanos de las Naciones Unidas (OHCHR IPMS) y “Equal Rights Trust”, están desarrollando un documento llamado "Protección de los Derechos de las Minorías".

Esta es una Guía Práctica que busca desarrollar Legislación en materia de Antidiscriminación ". La Guía tiene por objeto satisfacer las necesidades de orientación en esta esfera derivadas de las recomendaciones de los mecanismos internacionales de derechos humanos, en lo que se refiere a la transposición de la prohibición del derecho internacional sobre la discriminación al ordenamiento jurídico interno, en particular, en lo que respecta a las minorías, teniendo debidamente en cuenta la interseccionalidad.

En este contexto, se adjunta el “Instrumento de Recolección de Datos e Información – Documento de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas “Protección de los Derechos de las Minorías”, con el fin de recibir:

· Ejemplos positivos y buenas prácticas a nivel local, nacional y regional, en relación con la transposición de la prohibición del derecho internacional, sobre la discriminación en el ordenamiento jurídico interno, en particular en lo que respecta a las minorías, teniendo debidamente en cuenta la interseccionalidad;
· Modelos de disposiciones legislativas;
· Jurisprudencia - ejemplos de disposiciones – procedentes de diversas jurisdicciones que incorporen al derecho nacional el principio pertinente existente en derecho internacional.

En razón de lo anterior, mucho se les agradece brindar información que tengan disponible, permitiendo obtener insumos que fortalezcan  el informe institucional, remitiendo la información a más tardar el día  Viernes 21 de agosto, a los correos electrónicos: amorac@poder-judicial.go.cr , con copia al correo ocri@poder-judicial.go.cr .

Con las muestras de mi más alta estima y consideración, 

SE ACUERDA: Se toma nota y se dispone a solicitar a la Unidad de Acceso a la Justicia compartir el informe que presentó en representación de las diferentes poblaciones en situación de discapacidad, concretamente la parte vinculada con población indígena. -

ARTÍCULO XXXIX

En oficio CACC-274-2020 con fecha del 25 de junio de 2020 la Unidad de Acceso a la Justicia comunicó el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas celebrada de manera virtual el pasado 12 de junio de 2020, en el que se acordó:

“Solicitar a la Dirección de Gestión Humana remita a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas la línea gráfica que se utilizó para la realización del curso virtual a fin de valorar utilizarla o hacerle ajustes con ocasión de las demás actividades vinculadas con población indígena.”

Al respecto la Dirección de Gestión Humana y el Subproceso de Gestión de Capacitación en oficio PJ–DGH–CAP–252–2020, remiten la propuesta creativa del curso virtual “Pueblos Indígenas” el cual forma parte del Programa Acceso a la Justicia y está disponible en la plataforma C@pacítate.
[image: ]
[bookmark: _Hlk51833989]SE ACUERDA: Se toma nota. -

ARTÍCULO XL

Se conoce la propuesta de Controles Mínimos asociados a Indígenas planteada por la Oficina de Control Interno, la cual ha sido trabajada con personas expertas de esta Subcomisión. Fue enviada por el señor Hugo Hernández, jefe de esa Oficina mediante comunicado electrónico del 30 de setiembre de 2020.




SE ACUERDA: Se toma nota y se dispone trasladar la propuesta  las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a fin de que en el plazo de 8 días remitan sus sugerencias y observaciones a las direcciones electrónicas accesojusticia@poder-judicial.go.cr y dvargas@poder-judicial.go.cr, y a la Oficina de Control Interno, con el objetivo de analizarlas integralmente y presentar un documento final en la siguiente sesión, a fin de someterlo a análisis y aprobación. Comuníquese este acuerdo a todas las personas integrantes de la Subcomisión con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia.

ARTÍCULO XLI

La señora Jenny Corrales Torres, jueza agraria del Juzgado Agrario de Pérez Zeledón, en comunicado electrónico enviado el 29 de septiembre de 2020, 08:58, remitió la siguiente consulta:
“… el presente correo es a efectos de poder ver si se me puede brindar ayuda con una situación, el 21 de julio del presente año, habíamos programada un reconocimiento judicial en la zona indígena de China Kicha, sin embargo no se contaba con el permiso del comité de salud (circular 103-2020), por lo que no ingresamos, sino que nos quedamos afuera del área en litis, en días anteriores me he comunicado con el señor Geyner Blanco que según se me informé es el encargado en el Viceministerio de la Presidencia de coordinar sobre este plan de abordaje del COVID 19, sin embargo el me paso 5 números telefónicos de las personas que integran dicho comité, desde la semana pasada he intentado comunicarme vía telefónica y es imposible suena la contestadora o timbra y no contestan en ninguno de los números, cabe señalar que los que integran dicho comité son los demandados en el proceso que nos ocupa, el asunto concreto es que yo debo realizar el reconocimiento para poder dictar el fondo de la medida, pero no lo puedo hacer sin el permiso del comité, y no sé de qué otra manera puedo realizar esa coordinación, debo de indicar que desde días atrás se ha cuestionado por qué no se ha resuelto la medida, sin embargo es de suma importancia poder llevar a cabo el reconocimiento para poder dictarla.
En virtud de lo indicado es que acudo respetuosamente a su persona, para que se oriente o si me puede poner en contacto con alguna persona que me brinde esa colaboración, dada la importancia y la prontitud con la que se debe de atender dado que es una medida cautelar.
Le agradezco la colaboración y quedo atenta, se despide cordialmente. M.Sc. Jenny Corrales Torres”

Se remitió comunicado electrónico a la señora Corrales Torres el 1 de octubre de 2020, 22:48, en el que la Magistrada Damaris Vargas Vásquez en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, le indicó a la gestionante:
Estimada doña Jenny: Reciba un atento saludo. Le informo que en mi condición de juzgadora y como Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas no puedo referirme a procesos concretos ni influir de forma alguna en éstos, por disposición legal. No obstante, mañana hay sesión de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, por lo que incluiré su gestión en la agenda. 
 
De toda forma le comento que hay una consulta similar del Consejo de Administración de Turrialba planteada al Consejo Superior, el cual dio audiencia a la Subcomisión y ésta emitió pronunciamiento. Desconozco si el Consejo ya se pronunció, con ocasión de lo cual copio este comunicado a la Unidad de Acceso a la Justicia por si nos pueden colaborar acerca del seguimiento de la gestión. Cordialmente, Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.

El 2 de octubre de 2020, 06:15, la señora Corrales Torres por medio de correo electrónico, señaló: 
“Buenos días. Agradezco la pronta respuesta y con respecto al permiso solicitado, el día miércoles nos contestó una de los miembros del comité de salud a efectos de avalar el mismo, sin embargo si me gustaría que quedara también la solicitud planteada que me indica en el correo, toda vez que posiblemente tengamos que hacer otras diligencias, por lo que reviste de importancia poder formar ese canal de comunicación a efectos de poder hacer nuestra función, así como respetar los lineamientos emanados para resguardo de las poblaciones indígenas. Se despide cordialmente nuevamente reiterando la atención. M.Sc. Jenny Corrales Torres. Jueza Coordinadora. Juzgado Agrario I Circuito Judicial, Zona Sur, Pérez Zeledón.”
Se le informó a la señora Corrales que el Consejo Superior conoció el informe remitido por la Subcomisión con ocasión de la consulta formulada sobre la gestión del Consejo de Administración de Turrialba sobre un tema similar, mediante Oficio CACC-461-2020, en la sesión 94-2020 (Referencia 10798) y que es probable que esa información ya esté disponible en la tarde para que la consulte directamente para mayor celeridad.


SE ACUERDA: Se toma nota de la gestión planteada por el Juzgado Agrario de Pérez Zeledón. Remitir a la señora Corrales a lo acordado por el Consejo Superior en relación con la consulta formulada por el Consejo Superior en relación con la consulta formulada por el Consejo de Administración de Turrialba. -

ARTÍCULO XLII

La señora Nathalia Ulloa Castillo, Asesora Legal de Forest Peoples Programme, remitió comunicado electrónico el 1 de octubre de 2020 mostrándose inconforme por la atención brindada a una persona indígena beneficiaria de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado cuando pretendió plantear una denuncia. 

La gestión fue trasladada a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Fiscalía General y Comisión de Acceso a la Justicia para su conocimiento, conforme a sus competencias, lo cual se hizo de conocimiento de la gestionante.



SE ACUERDA: Se toma nota de la gestión planteada y de la comunicación enviada a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia al ser parte de sus competencias ante la trascendencia nacional e internacional. -

ARTÍCULO XLIII

El 22 de setiembre de 2020 la Unidad de Acceso a la Justicia remitió comunicado donde se solicita emitir pronunciamiento acerca de la propuesta planteada asociada a las 100 Reglas de Brasilia.



 

SE ACUERDA: Se toma nota. Se dispone a solicitar a la Unidad de Acceso a la Justicia la ampliación de 15 días para poder dar respuesta. Trasladar la propuesta a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para que en el plazo de 8 días remitan sus observaciones y sugerencias a accesojusticia@poder-judicial.go.cr. Comuníquese este acuerdo con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia.


ARTÍCULO XLIV

El 18 de setiembre de 2020 la OCRI remitió el siguiente comunicado:


SE ACUERDA: Se toma nota y se dispone a trasladarlo a las y los integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para que remitan sus sugerencias y aportes a la Unidad de Acceso a la Justicia. -

[bookmark: _Hlk51833989]ARTÍCULO XLV

[bookmark: _MON_1663488861]La señora Aida Cristina Sinclair Myers en correo de 7 de septiembre de 2020 remite oficio EJ-DIR-167-2020 que da respuesta a oficio CACC-287-2020 y sobre FD-1619-2020-UCR



  

SE ACUERDA: Se toma nota. -
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		From

		Hugo Hernández Alfaro

		To

		Damaris Vargas Vásquez

		Recipients

		dvargas@Poder-Judicial.go.cr



Hola doña Damaris. 



 



Adjunto la propuesta de Controles mínimos para la población indígena. Esta fue validada por los expertos de la Comisión. Quedamos a la espera de recibir las observaciones que corresponda, o si fuera del caso de reunirnos para aclarar o profundizar cualquier tema.



 



 



Sin otro particular,



 



Hugo Hernández A. 





Controles minimos poblacion indigena_Actualizado. 28 set.docx

PROPUESTA


Acciones de mejora vinculadas a la población indígena[footnoteRef:1]. [1: Alineados con los 20 Ejes de Acción aprobados por Corte Plena en sesión n°20-19 del 27 de mayo de 2019, articulo XIX, entre otros documentos relacionados.] 






Componentes funcionales del Sistema de Control Interno (SCI)





1. Normas Generales


Las personas funcionarias judiciales son responsables de realizar acciones pertinentes y atender los requerimientos para el diseño, implantación, operación, y fortalecimiento de los distintos Componentes Funcionales del Sistema de Control Interno (SCI), de forma adecuada, efectiva y con observancia a las regulaciones aplicables.





Es oportuno mencionar que la norma 1.7 referente a Rendición de Cuentas indica que el Jerarca y los Titulares Subordinados, según sus competencias, deben disponer y ejecutar un proceso periódico, formal y oportuno de rendición de cuentas sobre el diseño, el funcionamiento, la evaluación y el perfeccionamiento del Sistema de Control Interno, ante los diversos sujetos interesados.





			Actividad de Control


			Acciones de mejora





			Responsable del cumplimiento


			Fundamento 





			Reuniones rendición de cuentas.[footnoteRef:2] [2: Informar a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH
] 



			Realizar sesiones periódicas en las que se informe sobre los avances alcanzados de las medidas cautelares a integrantes del pueblo indígena beneficiario.


Se reitera realizar visitas a las comunidades indígenas, dada la necesidad de que los despachos publiciten los derechos y garantías que cubren a la población indígena. 


Debe considerarse que en caso de efectuarse esas visitas, se podría valorar impartir una charla o taller informativo con el que se brinde ese tipo de información.


Es necesario indicar que se hará excepción por motivos de fuerza mayor o imprevisto como el que nos encontramos viviendo (COVID 19).


			Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 


Unidad de Acceso como órgano técnico y/o la Comisión de Acceso a la Justicia.


Despacho de la Presidencia


Consejos de Administración


Oficinas y despachos responsables según zona.





			Norma 1.7 Rendición de Cuentas











2. Ambiente de Control 


La Ley General de Control interno lo define como: “Conjunto de factores del ambiente organizacional que deben establecer y mantener el Jerarca, los Titulares Subordinados y demás personas funcionarias, para permitir el desarrollo de una actitud positiva y de apoyo para el Control Interno y para una administración escrupulosa.” Un aspecto de interés incluido en este informe es el siguiente:





Capacitación


Se considera oportuno mencionar que la norma 2.1 referente al Ambiente de Control, indica que el Jerarca, así como a las y los Titulares Subordinados, según sus competencias, deben establecer un Ambiente de Control que se constituya en el fundamento para la operación y el fortalecimiento del SCI, mediante el mantenimiento de personal comprometido y con competencia profesional para el desarrollo de las actividades y contribuir con el logro de los objetivos 


Desde la Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, se encuentran realizando grandes esfuerzos, con el fin de implementar varios proyectos de capacitación en coordinación con la Escuela Judicial y Unidades de Capacitación institucionales.


Actualmente se han emitido una serie de lineamientos internos entre ellos los 20 Ejes de Acción aprobados por Corte Plena en sesión N°20-19 del 27 de mayo de 2019, articulo XIX, Circular 188-19, con el fin de dar cumplimiento a una serie de actividades de mejora que coadyuvarán con el trato en los procesos vinculados con la población indígena.  Una de esas propuestas de mejora es dar cumplimiento a capacitaciones dirigidas a los servidores judiciales sobre la historia, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas. Además de buscar la priorización del personal judicial que, con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. 





			Actividad de Control


			Acciones de mejora


			Responsable del cumplimiento


			Fundamento 





			Capacitación del Personal





			Elaborar un control y seguimiento del personal capacitado en temas de población indígenas y asociados a personas indígenas.








			Escuela Judicial


Unidades de capacitación (Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Defensa Pública, Gestión Humana). 


Centro de apoyo a la función jurisdiccional


Jefaturas de despachos u oficinas judiciales responsables.


			Articulo 10- Capacitación permanente del personal. Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.





Artículo 12. Ley Orgánica del Poder Judicial





			Visitas a territorios indígenas.


			Elaborar un cronograma para realizar visitas a los territorios indígenas, se recomienda que se programen al menos 3 reuniones anuales. (En este caso en particular y virtud de que se redujo el presupuesto las visitas se podrán realizar según el presupuesto asignado).


Con dichas visitas se pretende conocer el entorno de la población indígena de ser posible:


Cuáles son los órganos representativos de cada territorio. Por ejemplo: Consejo de Mayores, Asociación de Desarrollo.


Qué necesidades presentan las personas indígenas en cuanto a: traslados, asistencia letrada, nombramiento de intérpretes, horarios de atención y ayudas económicas. 


Con qué condiciones de infraestructura cuenta cada territorio, para realizar audiencias in situ. 


Qué personas estarían interesadas en colaborar como personas intérpretes o personas facilitadoras judiciales.


Qué temas interesan a la población indígena en cuanto correspondiente a capacitación, charlas y acercamiento de los servicios en cuanto a los obstáculos que han tenido en el Poder Judicial y cómo cree que podrían mejorarse   esas barreras para hacer más adecuado el acceso a la justicia intercultural.


De cada reunión se debe levantar una minuta donde se documente la fecha de la actividad y se anoten cuáles fueron los temas tratados.





			Jefaturas de despachos u oficinas judiciales responsables.





			Artículo 1 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.








			Brindar protección y seguridad a las personas indígenas


			Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.


Valorar la protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.


			Ministerio Público. (Siempre que haya un proceso judicial abierto)


Organismo de Investigación Judicial.





			











3.  Valoración del Riesgo


Uno de los componentes funcionales de la normativa de Control Interno que corresponde a la identificación, análisis, evaluación, administración, revisión, documentación y la comunicación de los riesgos, con el fin del logro de los objetivos institucionales.[footnoteRef:3] [3:  Según lo establece la Ley General de Control Interno] 






			Control


			Acciones de mejora


			Responsable del


cumplimiento


			Fundamento 








			Identificación y análisis de riegos 


(Matriz del SEVRI)


			[footnoteRef:4]Validar la información obtenida en el SEVRI, especialmente los riesgos identificados y las acciones de respuesta [4:  Es necesario la valoración integral de los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas vinculadas con la población indígena, según lo establecido en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024.] 



 


​Implementar las medidas de control ​establecidas según los riesgos identificados​.


 


Documentar y establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones con relación a la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte ​personas indígenas, priorizando las que sean miembros de los pueblos indígenas Teribe y Bribri de Salitre.


 


​Utilizar la información recopilada como insumo para la toma de decisiones, ​procurando que las acciones ​establecidas contribuyan a lograr que el nivel de riesgo organizacional en este tema sea aceptable.





			Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas








CONAMAJ (justicia abierta)





Justicia Restaurativa.





Jefaturas de despachos u oficinas judiciales responsables[footnoteRef:5] [5:  Pueden brindar insumos importantes del tema.] 



Dirección de Planificación





			Artículos 14 y 19 de la Ley General de Control Interno, las normas 3.1 y 3.2 del Manual de Normas de Control Interno para el sector público y la circular No. 99-09 de la Secretaría General de la Corte, publicada en el Boletín Judicial No. 188 del 28 de setiembre del 2009.





Aplicación de la metodología SEVRI aprobada.














4. Actividades de Control





Es uno de los cinco componentes funcionales de la normativa de Control Interno, se contempla el conjunto de factores del ambiente organizacional que se deben establecer y mantener para permitir el desarrollo de una actitud positiva y de apoyo para el Control Interno, además, de propiciar un apropiado proceso de rendición de cuentas ante la ciudadanía. Además, estas normas se interrelacionan y regulan el cumplimiento del Sistema de Control Interno





			Control


			Acciones de mejora





			Responsable del


Cumplimiento


			Fundamento 








			Atención preferencial a la persona indígena[footnoteRef:6] [6: Se debe atender a todas las personas indígenas en todas las materias, de acuerdo con sus necesidades, en atención a los pueblos indígenas de Teribe y Bribri de Salitre. (definido por la Magistrada Damaris Vargas)] 



			Utilizar una carátula[footnoteRef:7]con color “Rojo” que puede identificar los expedientes judiciales vinculados con la población indígena tanto en expedientes físicos como digitales, específicamente en las materias de impacto social tales como: laboral, violencia doméstica, familia, y pensiones alimentarias, entre otras. [7:  Física o digital según se requiera.] 



Además, es necesario que los servidores y servidoras judiciales brinden un trato igualitario en la tramitación y resolución de los procesos en que sea parte la población indígena.  





Respecto a los expedientes físicos y en los casos que sea posible se requiere habilitar una casilla especial para el trámite ágil y la resolución de los expedientes judiciales en que intervenga una persona indígena.





			Jefaturas


Departamento de Artes Gráficas.


Dirección de Tecnología de la Información.


			Circular N°4-2019, por acuerdo de la Defensa Pública.


Circular N°61-08, por acuerdo del Consejo Superior.





Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y las Reglas Prácticas de Acceso a la Justicia emitidas por el Consejo Superior.





Circular del Ministerio Público.





Circulares de la Dirección Ejecutiva, Corte Plena y Consejo Superior sobre el tema.





Circular No. 10-09.  Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas.





Adicionar.











			Realización diligencias in situ.[footnoteRef:8] [8: La ley establece que en casos de personas indígenas, las audiencias deban llevarse en cabo en los propios territorios indígenas. ] 



			Las Autoridades Judiciales deben promover la realización de diligencias in situ, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas[footnoteRef:9] [9: Para dar cumplimiento a la política de fortalecimiento en la prestación del servicio público que nuestra Institución brinda a los usuarios y usuarias indígenas.
] 






Se debe fijar los señalamientos de las audiencias y juicios dentro de un horario accesible (Para el inicio y el término de las diligencias), contemplando las particularidades de cada zona, entre los cuales de denotan medios de transporte, u otros elementos particulares de las personas indígenas. De lo contrario debe tramitárseles las ayudas económicas para las comidas, transporte (incluyendo taxi si no hay servicio de buses), el hospedaje (debe valorarse si la persona viene sola o acompañada).


Debe llevarse un control en el que se indique cuantos casos de personas indígenas han ingresado y en cuántos se han efectuado ese tipo de diligencias.[footnoteRef:10] [10: Es necesario que la Dirección de Planificación, propiamente la Sección de Estadística elabore indicadores que puedan incluirse en los sistemas, así como a SIGMA.] 



			Las personas juzgadoras y las personas funcionarias judiciales.


Personas juzgadoras coordinadoras


Contraloría de Servicios





Personas Coordinadoras Judiciales











Dirección de Planificación- Sección de Estadística


			Acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008. Artículo XLI.





Circular No. 10-09.  Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas.

















			Se debe brindar prioridad a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.[footnoteRef:11] [11: El personal judicial deberá dar prioridad a los procesos con personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.
] 






			Las personas juzgadoras, así como las personas funcionarias judiciales darán prioridad, trato digno y respetuoso a las personas que pertenecen a ese tipo de población.


 Se debe considerar que una de las limitaciones que la persona usuaria podría experimentar es si comprende o no el idioma español, con el fin de asignarle una persona intérprete.


Se debe considerar que es necesario que la consulta sea en lenguaje sencillo si su idioma materno es algún idioma indígena y a partir de ello facilitar una persona intérprete para garantizar la comprensión de la persona usuaria y de las personas juzgadoras.


Recordar que no hay interpretación simultánea, sino, debe ofrecerse espacios de tiempo para una adecuada comprensión. Además debe respetarse el género.





Es importante recordarles a las personas juzgadoras que atienden a la población indígena, tener una comunicación directa con grupos representativos de cada territorio, con el fin de conocer las condiciones en las que vive la población, además, de conocer las necesidades en las que el Poder Judicial puede ir trabajando para ofrecer un mejor acceso a la justicia y por ello se reitera utilizar un lenguaje sencillo, inclusivo y sin estereotipos ni prejuicios, que no genere discriminaciones.


. 


			Los y las jueces, así como los y las funcionarios (as) judiciales


			





			Cumplimiento de Medidas Cautelares[footnoteRef:12] [12: Garantizar la seguridad y la vida de los integrantes del pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre.   ] 



			Realizar sesiones de trabajo en los territorios indígenas en coordinación con personas intérpretes.[footnoteRef:13] [13: Edificando confianza y diálogo intercultural, facilitando una comunicación efectiva y transparente.] 



Informar sobre las Medidas Cautelares que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos.[footnoteRef:14] [14: Estos hechos dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición.] 



			Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas





Jefaturas de despachos u oficinas judiciales responsables según su competencia legal.





			Aplicación de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015 establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.





Medidas Cautelares N°21-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica








			Cumplimiento de normativa vigente.[footnoteRef:15] [15: Acatamiento de la normativa vigente en procesos judiciales en los que actúen personas indígenas de Teribe y Bribri de Salitre.] 






			Se debe promover documentar, actualizar y divulgar internamente las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el fortalecimiento del Sistema de Control Interno.


Con el cumplimiento de la normativa se mejora el desempeño de las funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas Teribe y Bribri de Salitre.














			Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas





Unidad de Acceso





Secretaria General de la Corte


Contraloría de Servicios


Departamento de Prensa y comunicación 


Despacho de la Presidencia.


Jefaturas de despachos u oficinas judiciales responsables.


Inspección Judicial 


			Articulo N°15 Actividades de Control, inciso a. Ley de Control Interno. Documentar, mantener actualizados y divulgar las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el fortalecimiento del Sistema de Control Interno institucional.














			Cumplimiento y regulaciones internas dirigidas al personal judicial





			Se debe elaborar circulares internas dirigidas a todas las personas servidoras judiciales que tramiten procesos judiciales vinculados con la población indígena.


Facilitar intérpretes u otros medios eficaces para la compresión en los procedimientos legales iniciados.


Proporcionar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales.


Otorgamiento de una protección efectiva que tome los cuenta (factores de interseccionalidad), además de las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, entre otros.





			Consejo Superior 


Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas


Secretaria General de la Corte


Departamento de Prensa y comunicación 


CONAMAJ (justicia abierta) 


(A través de las personas facilitadoras judiciales)





Jefaturas de despachos u oficinas judiciales responsables.








			Reiterar el deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras.[footnoteRef:16] [16:  Estos se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.] 






			Prioridad en la tramitación de expedientes.


			Elaborar una lista con los expedientes de personas intervinientes indígenas, a fin de garantizar que se le dé prioridad a la tramitación de esos asuntos. 


Este control debe contener la fecha de entrada y la fecha de resolución del caso, a fin de establecer cuál es el tiempo promedio que se requiere para la resolución de dichos casos y compararlo con el promedio general de cada oficina.





			Artículo 4 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.


			Jefaturas de despachos u oficinas judiciales responsables.














5. Sistema de Información





			Control


			Acciones de mejora


			Responsable del cumplimiento


			Fundamento 





			Gestión documental institucional





			Se debe contar con un sistema de información en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre.


Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en relación con la tramitación y resolución respecto a procesos judiciales vinculados a la población indígena.


El sistema de información debe permitir que la información institucional se debe almacenar, recuperar de manera oportuna y eficiente. 





			Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas





Dirección de Tecnología de la información.


Dirección de Planificación





			Normativa 5.4 Gestión documental. Ley de Control Interno.[footnoteRef:17] [17: El Jerarca y los Titulares Subordinados, según sus competencias, deben asegurar razonablemente que los sistemas de información propicien una debida gestión documental institucional.] 









			Identificar los expedientes de las personas indígenas en los sistemas judiciales.








			Establecer en los sistemas de información institucional el color “Rojo” el cual identifique a las personas usuarias indígenas en los procesos con, con el fin de priorizar la atención en todos los despachos.





Realizar divulgación respectiva





			Consejo Superior





Secretaria de la Corte


Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas





Dirección de Tecnología de la información.


Secretaria General de la Corte





Departamento de Prensa y comunicación 











			Acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008.Artículo XLI.


Circular No. 10-09.  Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones


Indígenas.

















6. [bookmark: _Hlk49279015]Seguimiento





			[bookmark: _Hlk49502667]Control


			Acciones de mejora 





			Responsable del cumplimiento


			Fundamento Legal








			Medidas de seguimiento





			Se deberán incluir dentro de las actividades de capacitación a evaluar, la efectividad de los cursos relacionados con la temática indígena.








			Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas





Escuela Judicial





Unidades de capacitación (OIJ, MP, DP)





			Norma 6.3 Actividades de seguimiento del SCI.


Norma 6.4 Acciones para el fortalecimiento del SCI.
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Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Comisión de Acceso a la Justicia 


Poder Judicial 
 
 


San José, 13 de setiembre de 2020 


Oficio DVV-S1-0127-2020 


 


Señor 


Efraín Fernández Zuñiga 


Presidente Asociación de Desarrollo Integral Indígena de China Kichá 


 


Señor 


Gustavo Oreamuno Vignet 


Coordinadora Lucha Sur Sur 


 


Estimados Señores: 


Reciban un atento saludo. Acuso recibido del comunicado electrónico del 11 de setiembre 
pasado, 3:58 p.m., enviado por el señor Gustavo Oreamuno Vignet, en el que se adjuntan 2 
documentos y se indica: “… solicitamos con vehemencia, legitimidad y de acuerdo con la 
legislación nacional e internacional de los derechos humanos de los Pueblos Originarios, la 
respuesta e intervención inmediata ante las demandas planteadas.” 


En el documento fechado jueves 10 de setiembre de 2020, dirigido al Poder Ejecutivo y al Poder 
Judicial, se indica:  
 


“Las organizaciones del Pueblo Cabecar de China Kichá que suscribimos, manifestamos: 
ante la ocupación ilegal de nuestro Territorio Cabecar de China Kichá por parte de 
personas que no pertenecen a este Pueblo, la violencia sistemática y las graves 
violaciones de nuestros Derechos Humanos por parte de estas personas, sus peones y 
otras personas ajenas a este Territorio y la necesidad de que el Estado de Costa Rica 
garantice el efectivo disfrute y ejercicio de nuestro derecho colectivo a la tierra – territorio 
y a la autodeterminanción; solicitamos con vehemencia, legitimidad y de acuerdo a la 
legislación nacional e internacional de los derechos humanos de los Pueblos Originarios, 
la respuesta e intervención inmediata ante las siguientes demandas: 


1. Que en un acto de buena fe y cumplimiento de sus deberes el Poder Ejecutivo 
solicite al Instituto de Desarrollo Rural (INDER) realizar inmediatamente una 
investigación a fondo, haga público los resultados de la misma y se establezcan 
las responsabilidades administrativas y judiciales sobre cómo se dio la inscripción 
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y titulación o no de las fincas que reclaman  los ocupantes ilegales del Territorio, 
cuál es la situación jurídica de esos terrenos y  que de acuerdo a la legislación se 
solicite al Registro Público de la Propiedad la anulación de esos títulos.  


2. De acuerdo con los artículos 8 y 9 de la Ley Indígena 6172 y 22 inciso 1) del a Ley 
de Jurisdicción Agraria Ley 6734 y legislación relacionada; el INDER se tiene que 
apersonar inmediatamente a los tres procesos judiciales en materia agraria donde 
se dirimen tres de los procesos de recuperación de tierra – territorio emprendidos 
por el Pueblo Cabecar de China Kichá, para hacer valer su potestad y cumplir con 
su obligación de defender los intereses de los Pueblos Originarios. Los expedientes 
referidos son:  


EXPEDIENTE No. 19-000033-1555-AG, JUZGADO CIVIL, TRABAJO y FAMILIA DE BUENOS 
AIRES (Materia Agraria); referido a la recuperación de Kono Ju. 
EXPEDIENTE No. 20-000018-1555-AG-1, JUZGADO CIVIL, TRABAJO y FAMILIA DE 
BUENOS AIRES (Materia Agraria); referido a la recuperación de Sá Ka Duwé Senaglö 
EXPEDIENTE No. 20-00024-1129- AG-2 JUZGADO CIVIL, TRABAJO y FAMILIA DE 
BUENOS AIRES (Materia Agraria); referido a la recuperación de Sakeglo Kaskä 
 


3. Entregar a las organizaciones que suscriben una copia del Recurso de Apelación 
que presentó el INDER en el proceso Contencioso Administrativo interpuesto por 
varios ocupantes ilegales del Territorio y sociedades anónimas que amenaza la 
integridad territorial.  


4. Dar respuesta por escrito al documento entregado por la Asociación de Desarrollo 
Indígena al Ejecutivo desde el pasado 22 de agosto de 2020; en el cual se solicitan 
medidas concretas para la reafirmación territorial (se adjunta documento) 


 


Al Poder Judicial 


1. Denunciamos que las diversas instancias judiciales involucradas en los procesos 
judiciales indicados han obviado su obligación legal de hacer parte de estos al 
INDER tal y como lo establece 22 inciso 1) del a Ley de Jurisdicción Agraria Ley 
6734. 


2. También estas instancias se han retrasado en resolver por el fondo los procesos 
indicados, existiendo todos los elementos probatorios para resolver conforme a 
derecho, creando así una gran incertidumbre jurídica y propiciando la grave 
violación de los derechos humanos del Pueblo Cabecar de China Kichá.  


 


Para cualquier comunicación; 


asociacionchinakicha@gmail.com 


dorisrios78@gmail.com 



mailto:asociacionchinakicha@gmail.com
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coordinadoraluchass@gmail.com 


Recuperadoras/es Cabecar de Kono Jú 


Recuperadoras Cabecar de Sá Ka Duwé Senaglö 


Recuperadoras/es Cabecar de Sakeglo Kaskä 


Recuperadoras/es Cabecar de Kelpego 


Asociación de Desarrollo Indígena de China Kichá 


 


  


 


En relación con lo solicitado, le informo: 


 


De conformidad con el Oficio N° 952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto de 2020 emitido por la 
Auditoría Judicial, existe una dependencia organizacional en cuanto a la coordinación y 
subordinación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en relación con 
la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, constituyéndose esta última en el órgano 
institucional rector en materia de acceso a la justicia -valga la redundancia- de las poblaciones 
en condición de vulnerabilidad, para lo cual se le encargó la elaboración de políticas y 
lineamientos institucionales para el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones. 
Sin embargo, dichas políticas y lineamientos deben ser aprobadas en última instancia por la 
Corte Plena, o bien por el Consejo Superior, según corresponda.  


 


A manera de ejemplo, se citan algunas de esas políticas, vinculadas con la temática Indígena: 


 
1. Circular 173-19 de Corte Plena: “100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las 


personas en condición de vulnerabilidad” aprobadas como Políticas Institucionales en la 
Sesión Extraordinaria de Corte Plena N0 17-2008, celebrada a las ocho horas treinta 
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Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Comisión de Acceso a la Justicia 


Poder Judicial 
 
 


minutos del veintiséis de mayo de dos mil ocho, Artículo II. La actualización de ese 
documento fue aprobada por Corte Plena recientemente. 
 


2. Circular: Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas. 
Aprobada en la sesión N0 77-08 del Consejo Superior celebrada a las catorce de octubre 
de dos mil ocho. Artículo XLI. 
 


3. Circular 188-19 de Corte Plena sobre “20 ejes de acción sobre la temática indígena y las 
Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado”. 
 


4. Circular 192-19 de Consejo Superior sobre el “Deber de las personas servidoras judiciales 
de utilizar lenguaje claro y sencillo en la atención de las personas indígenas”. 
 


5. Circular 103-20 de Corte Plena sobre “Lineamientos establecidos en el Plan de Trabajo: 
Abordaje de la emergencia del virus Covid-19 en territorios indígenas” 


  
 
Es de destacar que el ámbito de acción de la Comisión de cita, se delimita a constituirse en 
órgano asesor del jerarca para las diferentes materias, tal como señala el artículo 19 del 
Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente, por lo que no guardan la categoría 
de tomadores de decisiones finales que reflejan la última voluntad de la institución, por ello, los 
alcances de las funciones propias de las Subcomisiones, son aún más limitadas, en relación con 
las Comisiones a la que pertenecen, en virtud de que éstas se constituyen en un importante 
apoyo especializado a su labor, pero siempre bajo su coordinación y con los límites de acción 
expuestos líneas atrás, de modo que tampoco podrían atribuirse la determinación última que se 
pueda adoptar sobre un tema específico, situación que explica el por qué sus productos no 
tienen fuerza vinculante, sino que son meramente consultivos. 
 
 
En lo atinente a la conformación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas, 
existe un vacío normativo en el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de 
Justicia; sin embargo, desde el punto de vista de control interno, se remarca la importancia 
sobre la idoneidad de las personas seleccionadas para llevar a cabo las labores asignadas y, en 
consecuencia, aquellas que permitan atender de forma eficiente el cumplimiento de los objetivos 
institucionales, concretamente de las Normas de Control Interno para el Sector Público, se cita 
la 2.4 sobre idoneidad del personal. Ante ese panorama, las personas que integran la 
Subcomisión, a pesar de que deben poseer las competencias necesarias para la toma de 
decisiones- haciendo la salvedad- dentro de un limitado ámbito de acción preestablecido, es un 
riesgo para la Administración que su conformación no responda a tal necesidad específica.  
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Precisamente por esta característica, es que los temas de trascendencia vertebral del Poder 
Judicial no pueden ser endosados para ser tratados a nivel de Comisiones o Subcomisiones, 
dado que para ello se requiere de representación integral de la institución y por tanto una figura 
con influencia determinante en la toma de decisiones. Por tanto, la Auditoría Judicial en el 
informe citado señaló que  
 


“… los temas de la Administración que tengan especial trascendencia a lo externo de la 
institución, sea nacional o internacional, requiere la representación del Presidente de la 
Corte Suprema de Justicia, con toda su investidura e incidencia en la toma de decisiones, 
de conformidad con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual establece 
en toda su amplitud, que la representación jerárquica de la Institución es una atribución 
que recae sobre dicha figura y no podría ser reemplazada nunca por ninguna Comisión o 
Subcomisión, las cuales como se desarrolló líneas atrás, tienen sus funciones muy 
delimitadas.” 


 
 
Con ocasión de lo anterior, y ante la trascendencia de lo expuesto en su comunicado, traslado 
de inmediato la gestión a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia para su conocimiento 
a fin de que proceda conforme a sus competencias, concretamente, en relación con las 
siguientes peticiones: 
 
 


“Al Poder Judicial 


1. Denunciamos que las diversas instancias judiciales involucradas en los procesos 
judiciales indicados han obviado su obligación legal de hacer parte de estos al INDER 
tal y como lo establece 22 inciso 1) del a Ley de Jurisdicción Agraria Ley 6734. 
 


2. También estas instancias se han retrasado en resolver por el fondo los procesos 
indicados, existiendo todos los elementos probatorios para resolver conforme a 
derecho, creando así una gran incertidumbre jurídica y propiciando la grave violación 
de los derechos humanos del Pueblo Cabecar de China Kichá.  


 
Además, le informo que existe prohibición legal en la Ley Orgánica del Poder Judicial para que 
la suscrita, en la condición de juzgadora, emita pronunciamiento sobre procesos específicos,  
concretamente los expedientes 19-000033-1555-AG, 20-000018-1555-AG, 20-000024-1129-AG 
y el contencioso administrativo que se cita pero no se indica número de expediente; lo anterior, 
porque como magistrada integrante de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia me 
corresponde conocer del recurso de casación que se formule en procesos judiciales de naturaleza 
Agraria, Contenciosa Administrativa y otras materias. A lo anterior se suman los lineamientos 
dispuestos en el Reglamento Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada 
de los conflictos de interés en el Poder Judicial. 
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Atentamente, 
 
 
 
 
 
 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 
Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 
Poder Judicial 
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				2020-09-14T00:34:42-0600

		DAMARIS VARGAS VASQUEZ (FIRMA)










RE_ Coordinaci�n comit� de salud asunto China Kicha.msg
RE: Coordinación comité de salud asunto China Kicha

		From

		Katherine Salazar Duarte

		To

		Acceso a la Justicia

		Cc

		Melissa Benavides Víquez; Damaris Vargas Vásquez

		Recipients

		accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr; dvargas@Poder-Judicial.go.cr



Estimada Angie:



Reciba un cordial saludo. Por este medio le informo que me acabo de comunicar con el compañero Randy Córdoba, funcionario de la Secretaría de la Corte y me informó que la gestión planteada en el Oficio CACC-461-2020 fue conocida el pasado miércoles en la sesión 94-2020 de Consejo Superior, sin embargo en el sistema aún no es posible visualizar lo que se acordó.




Se le asignó el siguiente número de referencia 10798, es probable que esta información ya esté disponible en la tarde.



Agradezco la atención.



Muy cordialmente,





Katherine Salazar Duarte, asistente administrativa.



Unidad de Acceso a la Justicia, Poder Judicial



TEL. 2295-3874





  _____  


De: Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado: viernes, 2 de octubre de 2020 9:04
Para: Katherine Salazar Duarte <ksalazard@Poder-Judicial.go.cr>
Cc: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Coordinación comité de salud asunto China Kicha 

 



Buenos días, Katherine








Verificar en el Consejo Superior (Secretaría General de la Corte) sí ya se conoció el oficio comunicado de la Sub. de Indígenas, para darle respuesta a doña Damaris, caso contrario para indicarle por lo menos el número de referencia y para qué sesión esta previsto conocerlo. 








Nota: es es el oficio que doña Melissa le solicitó reenviara al Consejo de Administración de Turrialba (es un acuerdo de la sesión #9, mes de septiembre).








Me avisa cualquier cosa. 








Gracias. 








Att. Angie.







  _____  


De: Jenny Corrales Torres
Enviado: viernes, 2 de octubre de 2020 6:15
Para: Damaris Vargas Vásquez
Cc: Juzgado Agrario I Circuito Judicial Zona Sur; Jenny Corrales; Rebeca Salazar Alcócer; Acceso a la Justicia
Asunto: Re: Coordinación comité de salud asunto China Kicha 

 

Buenos días



Agradezco la pronta respuesta y con respecto al permiso solicitado, el día miércoles nos contesto una de los miembros del comité de salud a efectos de avalar el mismo, sin embargo si me gustaría que quedara también la solicitud planteada que me indica en el correo, toda vez que posiblemente tengamos que hacer otras diligencias, por lo que reviste de importancia poder formar ese canal de comunicación a efectos de poder hacer nuestra función, así como respetar los lineamientos emanados para resguardo de las poblaciones indígenas.



Se despide cordialmente nuevamente reiterando la atención.



M.Sc. Jenny Corrales Torres.

Jueza Coordinadora 

Juzgado Agrario I Circuito Judicial, Zona Sur, Pérez Zeledón.



  _____  


De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado: jueves, 1 de octubre de 2020 22:48
Para: Jenny Corrales Torres <jcorralest@poder-judicial.go.cr>
Cc: Juzgado Agrario I Circuito Judicial Zona Sur <jagrario-pze@Poder-Judicial.go.cr>; Jenny Corrales <jcorralest17@hotmail.com>; Rebeca Salazar Alcócer <rsalazara@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Coordinación comité de salud asunto China Kicha 

 



Estimada doña Jenny:



 



Reciba un atento saludo. Le informo que en mi condición de juzgadora y como Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas no puedo referirme a procesos concretos ni influir de forma alguna en éstos, por disposición legal. No obstante, mañana hay sesión de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, por lo que incluiré su gestión en la agenda. 



 



De toda forma le comento que hay una consulta similar del Consejo de Administración de Turrialba planteada al Consejo Superior, el cual dio audiencia a la Subcomisión y ésta emitió pronunciamiento. Desconozco si el Consejo ya se pronunció, con ocasión de lo cual copio este comunicado a la Unidad de Acceso a la Justicia por si nos pueden colaborar acerca del seguimiento de la gestión.



 



Cordialmente,



 



Magistrada Damaris Vargas Vásquez



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



De: Jenny Corrales Torres <jcorralest@poder-judicial.go.cr> 
Enviado el: martes, 29 de septiembre de 2020 08:58
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Juzgado Agrario I Circuito Judicial Zona Sur <jagrario-pze@Poder-Judicial.go.cr>; Jenny Corrales <jcorralest17@hotmail.com>
Asunto: Coordinación comité de salud asunto China Kicha



 



Buen día



 



Estimada Magistrada Damaris Vargas, reciba un cordial saludo, el presente correo es a efectos de poder ver si se me puede brindar ayuda con una situación, el 21 de julio del presente año, habíamos programada un reconocimiento judicial en la zona indígena de China Kicha, sin embargo no se contaba con el permiso del comité de salud (circular 103-2020), por lo que no ingresamos, sino que nos quedamos afuera del área en litis, en días anteriores me he comunicado con el señor Geiner Blanco que según se me informé es el encargado en el Viciministerio de la Presidencia de coordinar sobre este plan de abordaje del COVID 19, sin embargo el me paso 5 números telefónicos de las personas que integran dicho comité, desde la semana pasada he intentado comunicarme vía telefónica y es imposible suena la contestadora o timbra y no contestan en ninguno de los números, cabe señalar que los que integran dicho comité son los demandados en el proceso que nos ocupa, el asunto concreto es que yo debo realizar el reconocimiento para poder dictar el fondo de la medida, pero no lo puedo hacer sin el permiso del comité, y no se de que otra manera puedo realizar esa coordinación, debo de indicar que desde días atrás se ha cuestionado el porque no se ha resuelto la medida, sin embargo es de suma importancia poder llevar a cabo el reconocimiento para poder dictarla.



 



En virtud de lo indicado es que acudo respetuosamente a su persona, para que se oriente o si me puede poner en contacto con alguna persona que me brinde esa colaboración, dada la importancia y la prontitud con la que se debe de atender dado que es una medida cautelar.



 



Le agradezco la colaboración y quedo atenta, se despide cordialmente.



 



M.Sc. Jenny Corrales Torres.
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San José, 18 de septiembre de 2020


Oficio CACC-461-2020


Al contestar refiérase a este # de oficio








Señoras y Señores


Integrantes


Consejo Superior


Poder Judicial


S.D. 








Estimadas señoras, estimados señores: 





Por este medio se remite para su estimable conocimiento, el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas celebrada el pasado viernes 04 de septiembre, modalidad virtual, en donde se acordó:





“ARTÍCULO II


 


La Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia en correo electrónico del 2 de setiembre de 2020 comunicó a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, el acuerdo del Consejo Superior en sesión 82-20 de 20 de agosto de 2020, Artículo LX, que literalmente señala:


 


“Analizada la gestión presentada por los licenciados Fabian Calderón Barrios. y William Cerdas Zúñiga, por su orden, Vicepresidente y Secretario del Consejo de Administración Tribunales de Turrialba, en oficio N° 25-CAT-2020 de 11 de agosto de 2020, se acordó: Previamente a resolver, remitir a la Subcomisión de Asuntos Indígenas del Poder Judicial, para que valoren lo indicado por el Consejo de Administración de los Tribunales de Turrialba e informe a este Consejo en el plazo de 15 días contados a partir de la comunicación de este acuerdo, lo que estime pertinente. Se declara acuerdo firme.”


 


 


[image: ]


Refiere la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas, que estima conveniente informar a las y los integrantes del Consejo Superior, en relación con la gestión enviada por el Consejo de Administración del Circuito Judicial de Turrialba que en Costa Rica no hay pueblos indígenas en aislamiento en los términos dispuestos por la resolución 01-2020 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, por lo que las acciones a seguir con ocasión de la pandemia Covid-19 se enmarcan en lo señalado por la CIDH y los lineamientos del Ministerio de Salud establecidos en los Decretos de Emergencia y concretamente, tratándose de personas indígenas, en el “Plan de Trabajo Abordaje de la Emergencia del Virus Covid-19 en Territorios Indígenas” elaborado por el Ministerio de Salud, Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano, la Caja Costarricense de Seguro Social, la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas.


 


La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con la anuencia de la Comisión de Acceso a la Justicia, sometió a conocimiento de Corte Plena el “Plan de Trabajo Abordaje de la Emergencia del Virus Covid-19 en Territorios Indígenas” y la resolución 01-2020 de la CIDH con la solicitud de que se emitiera una circular dirigida a las personas servidoras judiciales con el objetivo de que se cumpliera con lo ahí estipulado para proteger la salud de las personas indígenas y garantizar la continuidad del servicio. Con ocasión de lo anterior, Corte Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, artículo XVIII, dispuso que tanto esa Corte como el Consejo Superior, en las directrices que emitan en relación con la realización de audiencias judiciales en territorios indígenas en atención a la declaratoria de emergencia nacional, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, considerará los lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud. Lo anterior, en el entendido de que los despachos judiciales de país coordinarán previamente a realizar cualquier eventual audiencia que haya que hacerse, con los Comités de Salud de cada uno de los territorios el ingreso a estas diferentes áreas. El referido acuerdo generó la publicación de la Circular 103-2020 que al efecto dispone:


[bookmark: x_x_x_x_x__Hlk22190564] 


“CIRCULAR No. 103-2020


Asunto:   Lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud.


A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS


SE LES HACE SABER QUE:


La Corte Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, artículo XVIII, dispuso que tanto esa Corte como el Consejo Superior, en las directrices que emitan en relación con la realización de audiencias judiciales en territorios indígenas en atención a la declaratoria de emergencia nacional, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, considerará los lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud. Lo anterior, en el entendido de que los despachos judiciales de país coordinarán previamente a realizar cualquier eventual audiencia que haya que hacerse, con los Comités de Salud de cada uno de los territorios el ingreso a estas diferentes áreas.


El citado Plan se encuentra en la dirección electrónica adjunta:


https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas


De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 2009, se comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo pago de derechos. Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.


San José, 21 de mayo de 2020


Licda. Silvia Navarro Romanini


Secretaria General


Corte Suprema de Justicia


 


En el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” se establece como objetivo general la implementación de acciones estratégicas para la contención, prevención y atención de la emergencia del COVID-19, en los 24 territorios indígenas de Costa Rica de acuerdo con los lineamientos técnicos emitidos por la instancia rectora en salud de Costa Rica, ante la emergencia pandémica.


En relación con el alcance del Plan se dispone: “La aplicación de este plan de trabajo, juntamente con los lineamientos definidos por el Ministerio de Salud, es obligatorio para todos los funcionarios de salud y población. Esto para colaborar en la contención y prevención y atención de la emergencia del COVID-19.”


El Plan describe las actividades a desarrollar según lineamientos y objetivos.


De igual forma, la priorización que debe darse a los territorios para su atención.


 


 


PRIORIZACIÓN DE TERRITORIOS 


 


En el Plan se indica que los pueblos indígenas presentan condiciones variadas en cuanto a su ubicación geográfica, el uso de su idioma y las cercanías con los núcleos más poblados del país, y que estas condiciones hacen que en caso de riesgo de la pandemia COIVD 19 no sea uniforme, por lo que en el siguiente cuadro se ofrece una priorización de acuerdo con esas condiciones:


 


1. PRIORIZACIÓN DE TERRITORIOS PARA ENTREGA DE INSUMOS DE HIGIENE: los siguientes territorios en el orden que se indican, son de alta prioridad para la distribución de kits de higiene (alcohol, gel, detergente) debido a su cercanía con localidades con grandes concentraciones de personas y porque ya se han presentado algunos casos confirmados de COVID-19 cercano a éstos.  


 


			      Territorio 


			Provincia 


			Cantón distrito 


			Población según censo 201


			Priorización 





			1. MATAMBÚ


 


			Guanacaste 


			Nicoya, Hojancha, Mansión


			1685


			ACCESO DIRECTO (carreteras nacionales, cantonales)





			2. MALEKU


 


			Alajuela 


			Guatuso,                  San


Rafael 


			1423


			Acceso             directo               (carreteras


nacionales, cantonales)





			3. QUITIRRISÍ


 


			San José


			Mora, Colón


			1965


			Acceso             directo               (carreteras


nacionales, cantonales)





			4. CHINA


KICHÁ


 


			San José


			Pérez Zeledón 


			105


			Acceso             directo               (carreteras


nacionales, cantonales)





			5. CURRE


			Puntarenas


			Buenos                   Aires


Boruca 


			1089


			Acceso             directo               (carreteras


nacionales, cantonales)





			6. COTO BRUS


			Puntarenas 


			Coto                       Brus,


Changuena 


			1785


			Accesos terrestres limitado





			7. TALAMANCA CABÉCAR


			Limón


			Talamanca, Bratsi 


			1435


			 Accesos terrestres limitado
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			8. CABAGRA


			Puntarenas 


			Buenos                  Aires,


Potrero Grande 


			3188


			Accesos terrestres limitado





			9. ALTO


LAGUNA


			Puntarenas


			Golfito,    Puerto Jiménez 


			159


			Accesos terrestres limitado





			10. ABROJO MONTEZUMA


			Puntarenas


			Corredores,


Corredores 


			1495


			Accesos terrestres limitado





			11. TALAMANCA BRIBRI


			Limón


			Talamanca, Bratsi, Valle La Estrella


			8368


			Accesos terrestres limitado





			12. KEKOLDI


			Limón


			Talamanca, Cahuita


			3575


			Accesos terrestres limitado





			13. ZAPATÓN  


			San José 


			Puriscal, Chires 


			452


			Accesos terrestres limitado





			14. TÉRRABA


			Puntarenas


			Buenos Aires, Potrero Grande,


Pilas 


			2084


			Accesos terrestres limitado





			15. BORUCA


			Puntarenas


			Buenos                  Aires,


Potrero Grande 


			3228


			Accesos terrestres limitado





			16. UJARRÁS


			Puntarenas


			Buenos                  Aires,


Buenos Aires 


			1321


			Accesos terrestres limitado





			17. SALITRE


			Puntarenas


			Buenos                  Aires,


Buenos Aires


			1807


			Accesos terrestres limitado





			18. ALTOS DE SAN


ANTONIO


			Puntarenas


			Corredores, Centro 


			342


			Zonas sin accesos terrestre 





			19. TELIRE


			Limón


			Talamanca Bratsi


			545


			Zonas sin accesos terrestre





			20. ALTO CHIRRIPÓ


 


			Limón Cartago


			Turrialba, Limón Valle la Estrella Matina, Talamanca La Suiza Tayutic


Tres Equis


			6341


			Zonas sin accesos terrestre





			21. CONTE


BURICA


			Puntarenas


			Golfito Corredores Pavón Laurel


			1863


			Zonas sin accesos terrestre
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			22. TAYNÍ


			Limón


			Limón,        Valle        La


estrella 


			2850


			Zonas sin accesos terrestre





			23. NAIRI AWARI


			Limón


			Turrialba              Matina


Siquirres


Tres                      Equis


Pecuarito             Tayutic


Batan, Matina


			473


			Zonas sin accesos terrestre





			24. BAJO


CHIRRIPÓ


			Limón


			Turrialba Matina


Matina               Carrandi


Tayutic


			923


			Zonas sin accesos terrestre








 


 


2.      PRIORIZACIÓN DE TERRITORIOS PARA CONTENCIÓN EN INFORMACIÓN E INSUMOS BÁSICOS:  


Los siguientes territorios en el orden que se indican, son de alta prioridad para la distribución de información contextualizada a su cultura, en el orden que se indican se encuentran muy alejadas de los centros de población  


 


			Territorio 


			Provincia 


			Cantón


distrito 


			Población según censo 201


			Priorización 





			1. TELIRE


 


			Limón


			Talamanca


Bratsi


			545


			No comprensión del español, sin acceso terrestre





			2. ALTO CHIRRIPÓ


 


			Limón Cartago


			Turrialba,


Limón Valle la Estrella


Matina,


Talamanca


La                Suiza


Tayutic Tres 


Equis


			6341


			No comprensión del español, sin acceso terrestre
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			3.


 


			CONTE BURICA


			Puntarenas


			Golfito Corredores Pavón Laurel


			1863


			No comprensión del español, sin acceso terrestre en algunas comunidades 





			4.


 


			TAYNÍ


			Limón


			Limón, Valle


La estrella 


			2850


			Problemas de analfabetismo, monolingües, sin acceso terrestre





			5.


 


			NAIRI AWARI


			Limón


			Turrialba Matina


Siquirres


Tres Equis


Pacuarito


Tayutic


Batan,


Matina


			473


			Problemas de analfabetismo, monolingües, sin acceso terrestre





			6.


			BAJO CHIRRIPÓ


			Limón


			Turrialba


Matina


Matina


Carrandi


Tayutic


			923


			Problemas de analfabetismo, monolingües, sin acceso terrestre





			7.


 


			COTO BRUS


			Puntarenas 


			Coto      Brus, Changuena 


			1785


			Nivel de educación baja, bilingües (español e idioma materno), acceso terrestre limitado





			8.


 


			TALAMANCA CABÉCAR 


			Limón


			Talamanca,


Bratsi 


			1435


			Nivel de educación baja, bilingües (español e idioma materno), acceso terrestre limitado





			9.


 


			CABAGRA


			Puntarenas 


			Buenos


Aires,


Potrero


Grande 


			3188


			Nivel de educación baja, bilingües (español e idioma materno), acceso terrestre limitado
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			10. ALTO LAGUNA


 


			Puntarenas


			Golfito,


Puerto


Jiménez 


			159


			Nivel de educación baja, bilingües (español e idioma materno), acceso terrestre limitado





			11. ABROJO MONTEZUMA


 


			Puntarenas


			Corredores,


Corredores 


			1495


			Nivel de educación baja, bilingües (español e idioma materno), acceso terrestre limitado





			12. TALAMANCA


BRIBRI


 


			Limón


			Talamanca,


Bratsi, Valle


La Estrella


			8368


			Nivel de educación baja, bilingües (español e idioma materno), acceso terrestre limitado





			13. KEKOLDI


			Limón


			Talamanca, Cahuita


			3575


			Nivel de educación baja, bilingües (español e idioma materno), acceso terrestre limitado





			14. MATAMBÚ


			Guanacaste 


			Nicoya,


Hojancha,


Mansión


			1685


			No tiene idioma, accesible vía terrestre 





			15. MALEKU


			Alajuela 


			Guatuso,


San Rafael 


			1423


			 





			16. QUITIRRISÍ


			San José


			Mora, Colón


			1965


			No tiene idioma, accesible vía terrestre





			17. ZAPATÓN 


 


			San José 


			Puriscal, Chires 


			452


			No tiene idioma, accesible vía terrestre





			18. CHINA KICHÁ


 


			San José


			Pérez


Zeledón 


			105


			Accesible vía terrestre





			19. TÉRRABA


 


			Puntarenas


			Buenos


Aires,


Potrero


Grande,


Pilas 


			2084


			No tiene idioma, accesible vía terrestre
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			20. BORUCA


 


			Puntarenas


			Buenos


Aires,


Potrero


Grande 


			3228


			No tiene idioma, accesible vía terrestre





			21. CURRE


 


			Puntarenas


			Buenos Aires Boruca 


			1089


			No tiene idioma, accesible vía terrestre





			22. UJARRÁS


			Puntarenas


			Buenos


Aires,


Buenos Aires 


			1321


			Accesible vía terrestre 





			23. SALITRE


 


			Puntarenas


			Buenos


Aires,


Buenos Aires


			1807


			Accesible vía terrestre





			24. ALTOS DE SAN ANTONIO


			Puntarenas


			Corredores, Centro 


			342


			Accesible vía terrestre








 


 


En el Plan se señala que su vigencia estará determinada por el comportamiento epidemiológico del COVID 19, entrando a regir el documento el 24 de marzo del 2020. De igual forma se indica que en caso de consultas deben dirigirse a dialogociudadano@presidencia.go.cr, tteléfono: 22079450.


Refiere la Magistrada Vargas que resuelta de particular interés para la consulta lo dispuesto por la Sala Constitucional en voto 10034-2020 de las 9 horas 5 minutos del 2 de junio de 2020, en la que indicó:


 


“En el sub examine, la asociación recurrida admite haber adoptado algunas medidas que tienen incidencia en la libertad de tránsito, pero amparados en la necesidad de proteger a su pueblo de la pandemia por covid-19. De la prueba documental aportada se tiene que la asociación recurrida adoptó las siguientes medidas en su territorio: “1. Que no se prohíbe el ingreso de aquellas personas que solo tienen familiar, no vivienda ya que este no es tiempo de salir a pasear o visitar familiares, exceptos casos de emergencias.


2. Se permite el ingreso de los vehículos de proveedores de alimentos, se solicita utilizar las medidas de seguridad emitida por el Ministerio de Salud. 3. Se solicita a los vecinos que habitan permanentemente en el territorio organizarse, de tal manera que salgan a Buenos Aires cada 8 días para abastecer de alimento a la familia, (excepto casos de emergencias) 4. que aquellas personas que por una razón no son indígenas pero tiene terreno dentro del territorio, organizarse que asista la finca cada 8 días, y que se organice en solicitar la ayuda a un vecino de Ujarrás le colabore con el trabajo de la propiedad. 5. No se permite el ingreso de alcohol o alguna otra sustancia, esto se podría prestar para estar haciendo reuniones familiares y por ende una aglomeración de persona. 6. No se permite la realización de actividades como cumpleaños, asistir a la plaza a “mejengas” ir al río, o algún otro lugar que provoque aglomeraciones. 7. Se lleva un registro de los nombres de personas que salen e ingresan al territorio. 8. Se solicita al transporte de bus, no cargar más del 20% de su capacidad, recomendación por el MOPT. 9. Que toda emergencia tiene paso libre.” En lo referido a los hechos acusados por el recurrente, la asociación recurrida no negó que, el 9 de mayo pasado, sus representantes le hayan impedido al amparado ingresar al pueblo de Ujarrás a realizar la compra de granos básicos que aduce, ya que cerraron la única vía pública para ingresar por la alerta de la covid-19. Tampoco refutaron haber pretendido cobrarle un peaje para pasar. Lejos de ello, admitió que había adoptado medidas pertinentes para evitar que la población indígena se contagiara de esa enfermedad, por lo que pidió a este Tribunal que respetase tal decisión con base en la autonomía de su pueblo.


 


Es cierto que las comunidades indígenas son especialmente sensibles a la situación sanitaria que enfrenta no solo el país, sino el resto del mundo. La Presidenta del Foro Permanente de las Naciones Unidas para las Cuestiones Indígenas así lo expresó: “La pandemia del coronavirus (COVID-19) constituye una grave amenaza para la salud de los pueblos indígenas de todo el mundo. Los pueblos indígenas ya experimentan un acceso deficiente a la atención sanitaria, tasas significativamente más altas de enfermedades transmisibles y no transmisibles, falta de acceso a servicios esenciales, saneamiento y otras medidas preventivas clave, como agua limpia, jabón, desinfectante, etc. Asimismo, la mayoría de las instalaciones médicas locales cercanas, si es que las hay, suelen estar mal equipadas y carecen de personal. Incluso cuando los pueblos indígenas pueden acceder a los servicios de salud, pueden enfrentarse al estigma y la discriminación. Un factor clave es asegurar que en esas instalaciones se presten servicios en lenguas indígenas y, según proceda, en función de la situación específica de los pueblos indígenas… Los pueblos indígenas experimentan un alto grado de marginación socioeconómica y corren un riesgo desproporcionado en las emergencias de salud pública, haciéndose aún más vulnerables durante esta pandemia mundial, debido a factores como su falta de acceso a sistemas eficaces de vigilancia y alerta temprana y a servicios sanitarios y sociales adecuados. Sin embargo, los pueblos indígenas están buscando sus propias soluciones a esta pandemia. Están tomando medidas y utilizando los conocimientos y prácticas tradicionales, como el aislamiento voluntario y el cercamiento de sus territorios, así como medidas preventivas, en sus propias lenguas… ”. De ahí que resulte razonable que esas comunidades adopten ciertas medidas de seguridad temporales en resguardo de su población. Sin embargo, en el sub iudice no se constata que se trate de un aislamiento colectivo y voluntario en aras de preservar la identidad cultural de una población indígena, sino de la adopción de medidas que si bien se motivan en cuestiones de salud, lo cierto es que lesionan el contenido esencial del derecho humano a la libertad de tránsito, toda vez que se impide el tránsito por caminos públicos a personas, cuyo propósito en ningún momento consiste en afectar la identidad cultural de la referida comunidad ni mucho menos perjudicar aspectos fundamentales de ella, como su propiedad. Si la asociación recurrida considera que en su territorio, por razones de salud y mientras dure la pandemia, lo procedente es el cierre de alguna vía pública para personas no indígenas, por tratarse de un bien demanial así debe solicitarlo ante las autoridades competentes. Se reitera, en ningún momento se cuestiona la procedencia de gestionar medidas en aras de la salud de la población indígena; no obstante, como en el caso concreto se trata del cierre de un bien público, la medida cuestionada debió canalizarse a través de la autoridad competente. Por otro lado, el fundamento dado por la recurrida para cerrar la vía pública ha sido la adopción de medidas sanitarias para evitar que la población indígena se contagiase de covid-19. Empero, llama poderosamente la atención que se pretendió condicionar el paso del recurrente por esa vía pública al pago de un tipo de “peaje”. Tal actuación respecto de una vía pública, de libre tránsito y naturaleza demanial, , constituye un acto arbitrario e inconstitucional, que, además, resulta incompatible con la supuesta intención de velar por la salud de la población indígena, puesto que el pago de un peaje en nada previene el contagio de la covid-19 y, por ende, resulta del todo inútil a los efectos de proteger la salud y la vida de la referida comunidad. En virtud de lo expuesto, el recurso debe ser estimado únicamente contra la asociación recurrida…”


 


 


Luego de deliberar ampliamente, se dispone:


 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota del acuerdo del Consejo Superior tomado en sesión 82-20 de 20 de agosto de 2020, Artículo LX. 2° Comunicar al Consejo Superior que en criterio de esta Subcomisión, la decisión sobre el ingreso a los territorios indígenas corresponde a las personas juzgadoras, o bien, al Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública y autoridades administrativas, según corresponda, conforme a sus competencias, previo a lo cual deben tomar en consideración lo dispuesto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en la resolución 01-2020, los lineamientos de Corte Plena y Consejo Superior emitidos con ocasión de la pandemia Covid-19, los Decretos de Emergencia del Ministerio de Salud y concretamente, tratándose de personas indígenas, el “Plan de Trabajo Abordaje de la Emergencia del Virus Covid-19 en Territorios Indígenas” elaborado por el Ministerio de Salud, Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano, la Caja Costarricense de Seguro Social y la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas. El citado Plan se encuentra en la dirección electrónica https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas; y  la Circular 103-2020. El objetivo del “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” es la implementación de acciones estratégicas para la contención, prevención y atención de la emergencia del COVID-19, en los 24 territorios indígenas de Costa Rica de acuerdo con los lineamientos técnicos emitidos por la instancia rectora en salud de Costa Rica, ante la emergencia pandémica; y se indica que la aplicación de este plan de trabajo, conjuntamente con los lineamientos definidos por el Ministerio de Salud, es obligatorio para todos los funcionarios de salud y población. Esto para colaborar en la contención y prevención y atención de la emergencia del COVID-19. En el Plan se señala que su vigencia estará determinada por el comportamiento epidemiológico del COVID 19, entrando a regir el documento el 24 de marzo del 2020. De igual forma se indica que en caso de consultas deben dirigirse a dialogociudadano@presidencia.go.cr, teléfono: 22079450. Por ende, las personas servidoras judiciales que con ocasión de sus funciones deben ingresar a un territorio indígena, deben coordinar previamente con el Ministerio de Salud y las personas designadas en el referido Plan, ponderando la situación particular de los pueblos indígenas involucrados y en todos los supuestos, consignarse el motivo por el cual se estima es urgente e importante el ingreso al territorio indígena que justifique la decisión. 3° Se declara acuerdo firme por unanimidad. Comuníquese al Consejo Superior por medio de la Secretaría General de la Corte, y a la Comisión de Acceso a la Justicia, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -





Cordialmente, 


Máster Melissa Benavides Víquez


Coordinadora


Unidad de Acceso a la Justicia


Poder Judicial














PD: Mucho le agradeceré copiar su respuesta a las siguientes personas:





· Sra. Damaris Vargas Vásquez, Magistrada, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas.


· Sra. Alejandra Mena Cárdenas, secretaria. 


· Sra. Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia


· Sra. Katherine Salazar Duarte, asistente.


Correo oficial de la Unidad de Acceso a la Justicia, accesojusticia@poder-judicial.go.cr 
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Señor



Dr. Fernando Cruz Castro



Presidente



Corte Suprema de Justicia



 



Señora



Dra. Emilia Navas Aparicio



Fiscala General



 



Señor



Dr. Jorge Olaso Alvarez



Magistrado Coordinador



Comisión de Acceso a la Justicia



 



Estimados Señores y Señora:



 



Reciban un atento saludo. A la vez, traslado para su conocimiento el comunicado enviado el día de hoy 1 de octubre de 2020, 7:38 a.m., en el que formula una queja acerca de la atención brindada al señor Pablo Sibar, quien es beneficiario de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. Por la trascendencia nacional e internacional que el planteamiento podría revestir, de conformidad con las competencia que el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial confiere a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia lo comunico para lo que corresponda. De igual forma lo traslado a la Fiscalía Genera para su conocimiento y decisión. De igual forma remito al Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, ente rector del tema de acceso a la justicia, para su conocimiento.



 



Estoy a disposición de ustedes en lo que pueda apoyar desde las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. Aprovecho para adjuntar a este comunicado las Medidas Cautelares 321-12, las circulares institucionales vinculadas con ayudas económicas y reiterar a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia atenta solicitud para que se proceda con el análisis de las circulares propuestas a Corte Plena y al Consejo Superior, en especial, las vinculadas con la comunicación de las Medidas Cautelares a todas las personas servidoras judiciales dada su trascendencia nacional e internacional.



 



Cordialmente,



 



Magistrada Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



 



 



De: Nathalia Ulloa <Nathalia@forestpeoples.org> 
Enviado el: jueves, 1 de octubre de 2020 07:38
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Tattiana Garcia Chaves <tgarciach@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Vanessa Jimenez <vjimenez342@gmail.com>; Karinna Fernandez <Karinna@forestpeoples.org>; sandra@frontlinedefenders.org; concejomayoresbroran@gmail.com; Pablo Sibar <psibar2008@gmail.com>; Viceministerio Presidencia <dialogociudadano@presidencia.go.cr>; Despacho Viceministro Unidades Especiales <despachoesolano@gmail.com>
Asunto: URGENTE. Se solicita se reciba la denuncia del defensor Pablo Sibar Sibar por nuevos incidentes amenazantes.



 



Señora



Damaris Vargas



Magistrada Coordinadora 



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Corte Suprema de Justicia



 



Señora



Tattiana García Chaves



Fiscala Adjunta Indígena



Fiscalía de Asuntos Indígenas



Poder Judicial



 



Señoras Magistrada y Fiscala:



 



Reciban un cordial saludo. Les escribo para solicitarles su intervención urgente sobre la actuación de la Fiscala Rebeca Moya el día de ayer 30 de setiembre, quien se negó a tomarle una denuncia al beneficiario Brörán de las MC 321/12 Pablo Sibar Sibar.



 



Como ustedes saben, Pablo ha sido sujeto de múltiples delitos de amenazas y de múltiples ataques. En este sentido el Ministerio de Seguridad le otorgó protección personal, sin embargo, desde hace al menos mes y medio las patrullas dejaron de asistirlo. Esto se dio justo después de un incidente contra la familia Granados, conocida usurpadora del Territorio Térraba.



En este contexto el día 28 de setiembre, su hijo Jorge Sivas Vega se dirigía de Potrero Grande hacia su casa de habitación en Crun Shurín en el vehículo personal de Pablo, el cual usualmente conduce únicamente Pablo. En ese momento, un vehículo le dio persecución de manera amenazante, ante lo cual Jorge logró escapar. Cuando logró llegar, Pablo y Jorge fueron tras el vehículo que lo persiguió, para lograr anotar su placa. De esta forma lograron identificar que el vehículo es de la señora Angie Granados, hija de Hilda Granados, quien es persona no indígena, poseedora ilegal del Restaurante y Bar Hilda dentro del territorio indígena Térraba, con quienes actualmente mantiene una disputa por su usurpación ilegítima. La señora Granados se encontraba en el vehículo que persiguió a Jorge junto con un hombre que no se logró identificar. 



Ante dicha situación, se intentó interponer la correspondiente ante la Fiscalía de Buenos Aires, tal como corresponde en casos como este. Sin embargo, la fiscala Rebeca Moya, el día 30 de setiembre  negó la toma de la denuncia y le indicó a Pablo que no estaba legitimado para interponerla y que debía hacerlo frente al Organismo de Investigación Judicial.



Esta situación va en contra de todas las garantías que doña Damaris le ha ofrecido a los indígenas en las reuniones bilaterales de seguimiento de las MC 321/12, como la toma de denuncia de manera eficiente y siempre en el Ministerio Público independientemente de la individualización del sujeto activo.



Por ello, les solicito amablemente a las dos atender esta situación de manera inmediata y efectiva, de la siguiente forma:



1.	Se le reciba la denuncia al señor Pablo Sibar por los hechos alegados. En este caso que el Poder Judicial asuma los gastos de traslado del señor Sibar desde su casa de habitación hasta la Fiscalía y viceversa, pues el mismo ya había invertido en esto y por negligencia de la fiscala Rebeca Moya fue un esfuerzo infructuoso. 

2.	Se investigue y sancione a la fiscala Rebeca Moya.



Saludos cordiales, 



Nathalia Ulloa Castillo | Asesora Legal



Forest Peoples Programme



Moreton-in-Marsh, GL56 9NQ, UK



 







 



Manténgase al día con nuestro trabajo: suscríbase a nuestro boletín



 



E: nathalia@forestpeoples.org 



m: +506 8309 4689



www.forestpeoples.org
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Máster


Damaris Vargas Vásquez


Magistrada


Sala Primera


Corte Suprema de Justicia 








Estimada señora:








De conformidad con el artículo 22, inciso d) de la Ley General de Control Interno, y el numeral 1.1.4 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público emitido por la Contraloría General de la República, nos permitimos rendir el presente informe de asesoría, relacionado con su consulta DVV-S1-0103-2020 de fecha 5 de agosto de 2020, en los siguientes términos.  


I. Origen y función de las subcomisiones.


En primer lugar, se hace necesario analizar el marco normativo de las Comisiones y Subcomisiones del Poder Judicial. 


Al respecto, la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el Capítulo X, establece el aparte relacionado con las comisiones permanentes, abriendo la posibilidad de crearse otras adicionales por acuerdo de Corte Plena, así como remitir a la posibilidad de elaboración de un Reglamento para definir los alcances de éstas. Dicho apartado entre otras consideraciones establece:





“DE LAS COMISIONES


Artículo 66.- Corresponde a la Corte nombrar comisiones permanentes, especiales y temporales.





Son comisiones permanentes:





1.- El Consejo de Personal, con las atribuciones señaladas en el Estatuto Judicial y leyes conexas.





2.- El Consejo Directivo de la Escuela Judicial, con las atribuciones establecidas en la Ley de Creación de la Escuela Judicial.





3.- La de enlace con el Organismo de Investigación Judicial, que tendrá como atribuciones principales la de pronunciarse, previamente, sobre los asuntos relativos a ese Organismo que deban ser resueltos por la Corte y mantener sobre él una labor de vigilancia para garantizar una eficiente y correcta función policial.


4.- La de salud y seguridad ocupacional, que se encargará, fundamentalmente, de hacer recomendaciones a la Corte y al Consejo Superior del Poder Judicial, tendientes a lograr una adecuada política institucional sobre salud y seguridad ocupacional, según lo dispuesto sobre esa materia en el Código de Trabajo.





5.- La de relaciones laborales, que debe pronunciarse, por petición de los interesados, sobre los conflictos derivados de la fijación y aplicación de la política laboral en general y sobre el régimen disciplinario, en relación con los empleados del Poder Judicial, de previo a que esos asuntos sean conocidos por el órgano que agote la vía administrativa. La consulta deberá ser evacuada dentro del término de quince días, plazo en el que no correrá la prescripción.





Esta Comisión estará integrada por seis miembros, tres de ellos elegidos por la Corte, entre una lista que le someterán a su consideración todas las organizaciones de empleados del Poder Judicial. Los otros tres los escogerá libremente la Corte.





6.- Cualquier otra que determine la Corte.





Las comisiones especiales son aquellas que se nombren para el estudio de un asunto determinado o para el cumplimiento de una misión específica.





Serán temporales cuando, por la naturaleza del encargo, se establezca que su cometido debe ser cumplido en un plazo determinado.





Salvo disposición legal en contrario, la Corte integrará las comisiones, les fijará su competencia, las reglamentará y les designará su Presidente.





Los dictámenes, informes y recomendaciones de las comisiones no serán vinculantes para la Corte, pero ésta deberá fundamentar su decisión cuando se separe de ellos.





El Presidente de la Corte podrá formar parte de cualquier comisión y cuando lo haga la coordinará.” (El resaltado no es del original)








[bookmark: _Hlk48128896]Ahora bien, el citado Reglamento (aún vigente) se denomina Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, publicado en el Boletín Judicial N° 44, 2 de marzo del 2000, el cual regula su composición, clasificación y el alcance de la labor que realizan:





Artículo 19°. - Los dictámenes, informes y recomendaciones de las Comisiones tendrán un carácter meramente consultivo y no serán vinculantes para la Corte, pero ésta deberá fundamentar sus decisiones cuando se separe de ellos. 


Cuando por disposición expresa de la Ley o de la Corte Plena se atribuyan a


una Comisión competencias o potestades propias, se entenderán, en todo caso, reservadas a la propia Corte las de avocar el conocimiento de cualquier asunto o de revocar, reformar y sustituir lo resuelto por la Comisión. (El resaltado no es del original)





Importante destacar que la Auditoría Judicial en el año 2014, presentó el informe N° 512-44-AEE-2014 del 21 de mayo de 2014, cuyo objetivo era determinar si la gestión de las comisiones que asesoran al Jerarca del Poder Judicial, se desarrolla de conformidad al Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente.





En dicho informe se concluyó –entre otros temas- que el Reglamento no respondía a la actualidad institucional, por lo que requería revisión y ajuste integral.





A raíz de dicha situación, Corte Plena acordó:





“1.) Trasladar las anteriores diligencias a la Dirección de Planificación para que se sirva analizar y realizar lo siguiente: a) Revisar y ajustar de manera integral el Reglamento General de Comisiones, y presentar a esta Corte, en un plazo no mayor a tres meses, una propuesta para su actualización o modificación, a fin de contar con una normativa que se ajuste a la realidad actual de la Institución. b) Definir, en la citada reforma, cuándo se está ante un Consejo, Comisión, Comité, Grupo de Trabajo, etcétera, y a su vez, precisar si estos son dirigidos por un “Coordinador”, “Coordinadora” o “Presidente”, “Presidenta”. c) Valorar la cantidad de personas que deben integrar una Comisión, por cuanto conformar grupos considerablemente amplios, podrían repercutir, primero en la ejecutividad en la toma de decisiones o en el mismo desarrollo de las reuniones, y segundo, en el costo económico que ello representa para la Institución. 2.) Solicitar a la Secretaría General de la Corte, lo siguiente: a) Mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios. b) En el caso de las Comisiones especiales temporales, deberá registrar las tareas encomendadas y el plazo para su cumplimiento, a fin de que se cuente con información actualizada que permita dar seguimiento a la labor de estas Comisiones. c) Indicar en los acuerdos de creación de las Comisiones temporales, el tema de análisis, así como el plazo para cumplir con la entrega del informe que se les solicita, con el propósito que lleve el control de los plazos otorgados, para el cumplimiento de la misión encomendada. Asimismo, una vez cumplido el objetivo para el cual fue creada la Comisión, la Corte Plena debe acordar la desintegración de la misma. d) Ratificar la continuidad de las Comisiones enlistadas en los apartados de: “Comisiones Institucionales Activas”, “Comisiones Interinstitucionales Activa” y “Comisiones Internacionales Activas”. e) Tener presente que los “Consejos”, los “Programas”, las “Representaciones Internacionales” y “Otros”, no deben ser catalogados como una Comisión, por lo tanto, se deberán separar de la lista de Comisiones, tomando en cuenta que esa acción no tiene ninguna injerencia en relación con su vigencia. f) En cuanto al listado de “Comisiones Institucionales Inactivas”, “Comisiones sin información” y el de “Otros”, se declaran “inactivas”, por lo tanto no deberán ser consideradas en el control solicitado. g) Tomar en consideración lo manifestado por las Magistradas Pereira, Camacho y los Magistrados Chinchilla y Solís. 3.) Solicitar a las Magistradas y a los Magistrados de esta Corte, se sirvan realizar una revisión general en relación con el estado de las Comisiones por ellas y ellos coordinadas, así como revisar el listado de “Comisiones sin Información”, de forma tal que se realicen las correcciones que puedan resultar necesarias y comunicar lo que a bien estimen a la Dirección de Planificación, a fin de que sea tomado en cuenta en la actualización del Reglamento General de Comisiones. 4.) Una vez aprobadas las reformas o modificaciones al citado Reglamento, solicitar a las Comisiones que cuentan con sus propios reglamentos realicen los ajustes necesarios, con el propósito de que éstos contengan los aspectos reformados en el Reglamento General.


Lo realizado deberá ser conocido por la Corte Plena.


La Secretaría General de la Corte dará el seguimiento a este acuerdo.


Comuníquese a las Comisiones, al Departamento de Planificación y a la Secretaría General de la Corte.” (El destacado no corresponde al original).





En cumplimiento de la normativa que rige el accionar de esta Auditoría, se procedió a dar seguimiento a dicho acuerdo, por lo que mediante oficio N°1161-250-SEGA-2018 del 12 de setiembre del 2018, dirigido a la licenciada Indira Jiménez González, Administradora de la Secretaría General de la Corte, se remitió el “Informe sobre el resultado del primer seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas al Consejo Superior”, conocido por ese órgano jerárquico administrativo en sesión del 20 de Setiembre del 2018, en el cual se determinó la existencia de un borrador de reforma al Reglamento en mención que fue propuesto por la Dirección Jurídica mediante oficio DJ-AJ-1911-2016 del 06 de agosto de 2016 y que estaba en estudio del Magistrado que lidera el Grupo del Proyecto “Las Competencias de Corte Plena” para que sea considerado como insumo del análisis que estaba desarrollando ese Grupo. 


Posteriormente y ante la preocupación de este órgano fiscalizador a mi cargo, por el aún incumplimiento de las recomendaciones emitidas en su momento (2014-2018), se efectúa un segundo seguimiento sobre el tema de cita, del cual resulta el  Informe N.º 572-164-SEGA-2020 del 25 de mayo de 2020, donde se determinó que el proyecto de Reglamento estaba listo pero aún a la espera de conocerse por Corte Plena, no obstante y debido a la Emergencia Nacional originada por la pandemia  mundial COVID-19, no se había logrado cubrir en las agendas de Corte -ya de por si recargadas-, el espacio necesario para su análisis y eventual aprobación, por lo cual debimos concluir, que dichas recomendaciones se encontraban todavía en proceso de cumplimiento para poder lograr la emisión de la reforma integral al Reglamento de referencia.





Considerando este escenario, se llega a la conclusión de que el Reglamento publicado en el Boletín Judicial N° 44 del 2 de marzo del 2000, aún se encuentra vigente y por tanto, todavía su contenido mantiene las omisiones y vacíos con relación a la figura de las Subcomisiones, que en definitiva no se contemplan en ninguna parte del texto de dicho cuerpo normativo.





A pesar de ese vacío regulatorio y considerando la Comisión a la que pertenecen ciertas Subcomisiones en la realidad, se logra inferir que existe una dependencia organizacional en cuanto a la coordinación y subordinación, dado que bajo ese parámetro podría indicarse que no pueden tener mayores competencias que la primera. Es en esa línea que precisamente, la Comisión de Acceso a la Justicia, se constituye en el órgano institucional rector en materia de acceso a la justicia -valga la redundancia- de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para lo cual se le encargó la elaboración de políticas y lineamientos institucionales para el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones. Sin embargo, dichas políticas y lineamientos, deben ser aprobadas en última instancia por la Corte Plena,  o bien por el Consejo Superior, según corresponda. A manera de ejemplo se puede ilustrar este argumento con las siguientes políticas de aplicación a grupos específicos:





1. Políticas y Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad aprobadas como Políticas Institucionales en la Sesión Extraordinaria de Corte Plena N0 17-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del veintiséis de mayo de dos mil ocho, Artículo II.





2. Política de equidad de género del Poder Judicial de Costa Rica. Aprobada en la sesión N0 34-2005 de la Corte Plena, celebrada el 7 de noviembre del dos mil cinco, Artículo XIV.





3. Políticas de lenguaje inclusivo Aprobada en la sesión n.º 15-12 del Consejo Superior celebrada el veintiuno de febrero del dos mil doce. Artículo LIII.





4. Política de igualdad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial Aprobada en la sesión n.º 14-08 de la Corte Plena, celebrada el cinco de mayo del dos mil ocho. Artículo XXIII.





5. Políticas para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población adulta mayor. Aprobada en la sesión nº 27-08 del Consejo Superior celebrada el quince de abril del dos mil ocho. Artículo XLVI.





6. Política institucional para el acceso a la Justicia por parte de la población migrante y refugiada. Aprobada en la sesión n.º 32-10 de la Corte Plena, celebrada el ocho de noviembre de año dos mil diez. Artículo XXIV.





7. Política institucional para el acceso a la Justicia de niños, niñas y adolescentes. Aprobada en la sesión N° 34-10 de la Corte Plena, celebrada el veintinueve de noviembre de dos mil diez, Artículo XVII.





8. Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas. Aprobada en la sesión N0 77-08 del Consejo Superior celebrada a las catorce de octubre de dos mil ocho. Artículo XLI.


	


Es de destacar que el ámbito de acción de la Comisión de cita, se delimita a constituirse en órgano asesor del jerarca para las diferentes materias, tal como señala el artículo 19 del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente, por lo que no guardan la categoría de tomadores de decisiones finales que reflejan la última voluntad de la institución, por ello, los alcances de las funciones propias de las Subcomisiones, son aún más limitadas, en relación con las Comisiones a la que pertenecen, en virtud de que éstas se constituyen en un importante apoyo especializado a su labor, pero siempre bajo su coordinación y con los límites de acción expuestos líneas atrás, de modo que tampoco podrían atribuirse la determinación última que se pueda adoptar sobre un tema específico, situación que explica el por qué sus productos no tienen fuerza vinculante, sino que son meramente consultivos.








II. Sobre el Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional.





El marco legal del Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional se encuentra regulado en los artículos 18 y 19 de la Ley de Control Interno, que en lo que interesa señala:





Artículo 18.-Sistema específico de valoración del riesgo institucional. Todo ente u órgano deberá contar con un sistema específico de valoración del riesgo institucional por áreas, sectores, actividades o tarea que, de conformidad con sus particularidades, permita identificar el nivel de riesgo institucional y adoptar los métodos de uso continuo y sistemático, a fin de analizar y administrar el nivel de dicho riesgo.



La Contraloría General de la República establecerá los criterios y las directrices generales que servirán de base para el establecimiento y funcionamiento del sistema en los entes y órganos seleccionados, criterios y directrices que serán obligatorios y prevalecerán sobre los que se les opongan, sin menoscabo de la obligación del jerarca y titulares subordinados referida en el artículo 14 de esta Ley.





Artículo 19.-Responsabilidad por el funcionamiento del sistema. El jerarca y los respectivos titulares subordinados de los entes y órganos sujetos a esta Ley, en los que la Contraloría General de la República disponga que debe implantarse el Sistema Específico de Valoración de Riesgo Institucional, adoptarán las medidas necesarias para el adecuado funcionamiento del Sistema y para ubicarse al menos en un nivel de riesgo institucional aceptable.





En la misma línea, la Contraloría General de la República emitió las “Directrices Generales para el establecimiento y funcionamiento del Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional (SEVRI) D-3-2005-CO-DFOE”, aprobadas mediante resolución R-CO-64-2005 de las once horas del primero de julio del dos mil cinco, las cuales establecen su ámbito de aplicación:





Ámbito de aplicación. Toda institución pública deberá establecer y mantener en funcionamiento un Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional (SEVRI) por áreas, sectores, actividades o tareas, de acuerdo, como mínimo, con lo establecido en estas directrices generales que serán de acatamiento obligatorio. Se exceptúa de su aplicación a las instituciones de menor tamaño, entendidas como aquellas que dispongan de un total de recursos que ascienda a un monto igual o inferior a seiscientas mil unidades de desarrollo y que cuenten con menos de treinta funcionarios, incluyendo al jerarca, los titulares subordinados, y todo su personal, quienes deberán observar lo que al efecto establecen las “Normas de control interno para el sector público”. (Así modificado según resolución R-CO-9-2009 de las nueve horas del veintiséis de enero del dos mil nueve, mediante la cual se emitieron las “Normas de control interno para el Sector Público”, publicada en La Gaceta Nº 26 del 6 de febrero del mismo año).





Además, las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE) aprobadas mediante resolución R-CO-9-2009 de las nueve horas del veintiséis de enero del dos mil nueve, las cuales, sobre este tema regulan:





3.2 Sistema específico de valoración del riesgo institucional (SEVRI)





El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben establecer y poner en funcionamiento un sistema específico de valoración del riesgo institucional (SEVRI).





El SEVRI debe presentar las características e incluir los componentes y las actividades que define la normativa específica aplicable. Asimismo, debe someterse a las verificaciones y revisiones que correspondan a fin de corroborar su efectividad continua y promover su perfeccionamiento.





De conformidad con lo anteriormente expuesto, todo centro de responsabilidad institucional debe contar con un SEVRI para cumplir con la finalidad establecida en la normativa técnica, por lo dicha obligación cubre también centros de responsabilidad como las Comisiones y Subcomisiones Institucionales.





III. Integración de las Comisiones y Subcomisiones.





En cuanto a la integración de las Comisiones, el Reglamento vigente indica lo siguiente:





Artículo 3°. - De acuerdo con su composición, tanto unas como otras Comisiones pueden ser:


1- Superiores: las integradas sólo con Magistrados, o con Magistrados y Miembros del Consejo Superior.


2- Mixtas: las integradas con los anteriores y otros funcionarios, o aún expertos, judiciales o no;


3- Administrativas: las integradas solamente con funcionarios o expertos, judiciales o no, designadas por la Corte y dependientes de ella, pero sin participación de Magistrados;


4- Interinstitucionales: creadas en otras esferas institucionales y no dependientes de la Corte, pero con participación delegada de Magistrados o


funcionarios judiciales.





Los tipos de Comisiones según dicho Reglamento son:





Artículo 2°. - Las Comisiones de Corte Plena se clasifican en:


1- Generales: de carácter permanente, cuya materia y objetivos corresponden al funcionamiento normal y general de la Corte, inclusive algunas que serían, por su materia, especializadas, pero que atañen a problemas y a objetivos generales y permanentes del Poder Judicial.


2- Especializadas: de carácter permanente y con objetivos generales, pero en relación con materias determinadas, como las referidas a una Jurisdicción especial;


3- Especiales: con objetivos concretos; su duración depende del cumplimiento de estos, aunque deben permanecer vigentes lo necesario para explicar, defender o ejecutar sus informes. 





En atención a dichas normas, se puede concluir que la Comisión de Acceso a la Justicia se clasifica dentro de las Comisiones Generales y por lo tanto, sólo podrían estar conformadas bajo las categorías de Superiores o Mixtas.





Artículo 5°. - Las Comisiones Generales, sean Superiores o Mixtas, estarán integradas por cuatro Magistrados, uno por cada Sala, propuestas por éstas a la Corte Plena, mediante un riguroso procedimiento de rotación en cada rango de las Comisiones, tanto Principales como Ordinarias.


La Presidencia de una Sala a opción de su titular podrá contarse como un turno de Comisión Principal para efecto de rotación.


Los miembros restantes de las Comisiones Mixtas serán designados libremente, por la Corte Plena, salvo cuando se trate de Magistrados del Consejo Superior, los cuales serán propuestos por el propio Consejo.





En lo atinente a la conformación de las Subcomisiones, se reitera lo indicado supra sobre el vacío normativo existente en el Reglamento, por lo cual no existe restricción en su conformación, salvo que así lo disponga Corte Plena.





Ahora bien, en relación con las aptitudes del personal que integre una Comisión o Subcomisión; desde el punto de vista de control interno, se remarca la importancia sobre la idoneidad de las personas seleccionadas para llevar a cabo las labores asignadas y en consecuencia, aquellas que permitan atender de forma eficiente el cumplimiento de los objetivos institucionales. Al respecto, las Normas de Control Interno para el Sector Público, disponen:





2.4 Idoneidad del personal. El personal debe reunir las competencias y valores requeridos, de conformidad con los manuales de puestos institucionales, para el desempeño de los puestos y la operación de las actividades de control respectivas. (…).





Por tal razón y en concordancia con la inquietud de su última interrogante, al ser la competencia y capacidad suficiente de los funcionarios, una habilidad tan necesaria y determinante, ineludiblemente, debe ser considerada como el principal aspecto a tomar en cuenta para la integración de las Comisiones o Subcomisiones.


Ante ese panorama, las personas que integren estas organizaciones, a pesar  de que deben poseer las competencias necesarias para la toma de decisiones- haciendo la salvedad- dentro de un limitado ámbito de acción preestablecido, es un riesgo para la Administración que su conformación no responda a tal necesidad específica. Precisamente por esta característica, es que los temas de trascendencia vertebral del Poder Judicial no pueden ser endosados para ser tratados a nivel de Comisiones o Subcomisiones, dado que para ello se requiere de representación integral de la institución y por tanto una figura con influencia determinante en la toma de decisiones. Por tanto, con toda claridad se concluye que los temas de la Administración que tengan especial trascendencia a lo externo de la institución, sea nacional o internacional, requiere la representación del Presidente de la Corte Suprema de Justicia, con toda su investidura e incidencia en la toma de decisiones, de conformidad con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual establece en toda su amplitud, que la representación jerárquica de la Institución es una atribución que recae sobre dicha figura y no podría ser reemplazada nunca por ninguna Comisión o Subcomisión, las cuales como se desarrolló líneas atrás, tienen sus funciones muy delimitadas. 





De esta forma, se rinde la presente asesoría con el fin de que se considere como un elemento más de apoyo, para la toma de decisiones que más convengan a los intereses institucionales.





Atentamente,








Roberth García González


Auditor Judicial





c: Archivo.- 
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Trámite de pago de ayuda económica a testigos, imputados, víctimas y a personas usuarias en general”



*En horas y días no laborales se deben crear cajas chicas auxiliares.



La Dirección Ejecutiva, mediante la circular Nº 22-2007 y  su reiteración en la circular Nº 34-2008, dio las instrucciones para el trámite de pago de ayuda económica a testigos, imputados, víctimas y a las personas usuarias en general  (se adjunta circular).



“Muy atentamente me permito reiterar la circular Nº 22-2007 del 9 de abril de 2007,  donde se ordenó tomar las previsiones del caso, para que bajo ningún concepto se limite, ni establezca horarios dentro de la jornada laboral, para cancelar la ayuda económica a testigos, imputados, víctimas y a las personas usuarias en general, que lo requieran por su situación económica en alguna diligencia.  Debiendo quedar siempre una persona asignada para cualquier trámite que se requiera, en caso de que el encargado/a esté en otra diligencia.



Asimismo, en cuanto a horas y días no laborales, por parte de esta Dirección se  ordenó la creación de cajas chicas auxiliares en las Delegaciones Regionales del Organismo de Investigación Judicial de Alajuela, Cartago, Heredia, Puntarenas, Liberia, Limón, Pérez Zeledón, San Carlos, Ciudad Neilly, Pococí-Guácimo; en la  Sección de Cárceles y Transportes del Primero y Segundo Circuito Judicial de San José y en la Sección de Patología Forense del Departamento de Medicina Legal, con el propósito de hacer frente al pago de ayudas económicas a testigos, imputados, víctimas y las personas usuarias en general, que lo requieran por su condición económica.  



En virtud de lo anterior, ruégoles dar cumplimiento al contenido de esta circular, y girar las instrucciones que estimen pertinentes, a efecto de que este tipo de gestiones se atiendan en forma eficiente y oportuna.”



**Dirección Ejecutiva, circular Nº 34-2008, 12 de agosto del 2008



Dirección Ejecutiva
Secretaría Técnica de Género
Depto. de Prensa y Comunicación Organizacional
Julio 2011
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CIRCULAR Nº14-2018
 
DE:             Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva
PARA:       Administraciones Regionales.
ASUNTO: Reglas Prácticas para el Reconocimiento y Pago de Ayuda Económica a Testigos,
                     Menores Infractores, Victimas e Imputados.
FECHA:    13 de febrero de 2018               




En adición a la Circular N° 21-2016 de 26 setiembre de 2016 en la cual se establecen una serie de Reglas Prácticas con el fin de
unificar, estandarizar y agilizar el proceso de reconocimiento de ayudas económicas a testigos, menores infractores, víctimas e
imputados; me permito a señalar lo siguiente:
 
·        Mediante oficio N° DJ-AJ-4498-2018 emitido por de la Dirección Jurídica se señala que:




“…en caso de que aun cuando se haya pagado los viáticos, la persona se  ausente a la diligencia judicial, amén de especificar que
lo que se brinda es una   ayuda económica a una población de muy escasos recursos económicos, esta Dirección Jurídica
determina que son sumas que no se pueden cobrar por la naturaleza de fin que se otorga.




Es importante recomendar, que como parte de los mecanismos de control y registro que debe llevar la persona encargada, en cada
Administración o Despacho Judicial, de tramitar estas ayudas, se incluya la  que 




 lo utilice para el fin que se le concedió, es decir que si la persona se ausenta a la diligencia judicial que
motiva dicha ayuda, la misma no será otorgada una segunda ocasión. 




obligación de advertir a la persona beneficiaria el fin
del dinero que se le otorga,




Asimismo, que se establezcan controles adicionales ex ante para evitar el uso indebido de los fondos públicos girados por el
concepto de análisis.” (El resaltado no corresponde al original)
 
·        En línea con lo anterior, si una persona usuaria necesita trasladarse a Medicatura Forense o bien a alguna otra dependencia
judicial, el monto del pasaje de autobús
 
 
 
 
para el traslado del usuario debe ser cancelado por la Administración donde se solicita la ayuda, mientras que lo correspondiente a
alimentación y el pasaje de regreso se tramite ante la Administración Regional de la Ciudad Judicial o de la dependencia que se
visite. Por lo anterior, se deberá coordinar oportunamente con el Administrador o Administradora Regional donde se presente la
persona usuaria.
 
·        Se reitera que todo pago de ayuda económica puede darse siempre y cuando la autoridad judicial elabore una resolución,
constancia o escrito, la cual acredite que se atendió a una persona en condición de pobreza. De igual forma, es de obligatoriedad
de los despachos y oficinas judiciales dejar constancia, en el respectivo expediente judicial, cuando se brinde esta ayuda
económica y su respaldo[1].
 
 















 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
AERJ/aco/VºBºmagc




[1]
 Circular No.25-2011 de la Dirección Ejecutiva en la que se señala que el Consejo Superior en sesión N° 07-2001 celebrada el 23




de enero del 2001, artículos XXXV y XXXVI, por recomendación de la Auditoría Judicial (Oficios Nos. 035-17-AF-2001 y 036-018-AF-
2001), acordó comunicarles la obligación de dejar constancia por escrito en el expediente respectivo, de la  que
realicen los interesados, en virtud de las que se brinde ayuda económica a testigos y menores infractores, con el propósito de dar
cumplimiento a lo establecido por este Consejo en la circular N° 75-95 de 22 de diciembre de 1995, publicada en el Boletín Judicial
N° 9 del 12 de enero de 1996, en la que se estableció que ese tipo de ayuda debe otorgarse a  del testigo  y
nunca de oficio.-




solicitud expresa




solicitud expresa




Clasificación elaborada por Dirección Ejecutiva del Poder Judicial. Prohibida su reproducción y/o distribución en forma
onerosa.
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CIRCULAR Nº21-2016




 
DE:             Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva
PARA:       Administraciones Regionales.
ASUNTO: Reglas Prácticas para el Reconocimiento y Pago de Ayuda Económica a Testigos,
                       Menores Infractores, Victimas e Imputados.
FECHA:    26 de setiembre de 2016                




Con el fin de unificar, estandarizar y agilizar el proceso de reconocimiento y pago de ayudas económicas a testigos, menores infractores, victimas e imputados, se
establecen las siguientes reglas prácticas las cuales recogen directrices dadas en diferentes circulares o acuerdo:
 
·         Dentro del presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a testigos, menores infractores, victimas
imputados, personas con discapacidad y sus acompañantes, que por sus condiciones de pobreza o circunstancias particulares lo requieran, para cubrir los gastos
que se originen producto de su traslado a las oficinas o despachos judiciales.  En ningún caso esta ayuda se entenderá como una retribución por atender el
llamado judicial.
 
·         Si se tratase de un imputado que no puede hacerse presente a la comparecencia que le ha señalado un tribunal o cualquier otra diligencia judicial, por ser
una persona en condiciones de pobreza, lo procedente es que su defensor lo haga saber al despacho que corresponda, a fin de obtener la ayuda económica




necesaria .
[1]




 
·         Se cubrirá la ayuda económica a los acompañantes cuando, además de la condición de pobreza, se compruebe que la persona no puede desplazarse sola,
ya se por su condición de discapacidad, porque se trata de un menor de edad, un adulto mayor o porque priven otras condiciones que lo hagan indispensable.
 
·         Será responsabilidad de la persona servidora judicial que gestione la ayuda, verificar la condición de pobreza o las circunstancias particulares que se
mencionan en los puntos anteriores. Todo esto lo acreditará ante las oficinas o despachos que tengan asignados los fondos para pagar las ayudas quienes
mantendrán un archivo con los respectivos comprobantes.
 
·         En el proceso de solicitud y pago de ayudas económicas privará la no revictimización de las personas que lo requieran y el acceso a la justicia.
 
·         De igual forma, los despachos y oficinas judiciales tienen la obligación de dejar constancia, en el respectivo expediente judicial, cuando se brinde esta




ayuda económica y su respaldo
[2]




.
 
·         Las Administraciones Regionales u oficinas judiciales que tengan a su cargo los fondos para atender estas ayudas, siempre mantendrán recursos en
reserva para atender, de manera prioritaria frente a otros gastos, el pago de estas ayudas, las cuales se deberán hacer efectivas cuando la persona se presente
ante los despachos u oficinas judiciales. Para lo anterior, se deberá tomar las previsiones del caso ya que bajo ningún concepto se limitará este servicio, ni se
establecerán horarios dentro de la jornada laboral, para cancelar la ayuda económica, de toda suerte que siempre deberá quedar una persona asignada para




cualquier trámite que se requiera, en caso de que el encargado esté en otra diligencia .
[3]




 
·         En horas y días no laborales, el pago de estas ayudas se atenderá a través de las Delegaciones Regionales del Organismo de Investigación Judicial,
Secciones de Cárceles y Transportes  del I y II Circuito Judicial de San José y en la Sección de Patología Forense del Departamento de Medicina Legal, en la
medida que cuentan cajas chicas auxiliares con el propósito de hacer frente al pago de ayudas económicas a testigos, imputados, víctimas y a los usuarios en
general, que lo requieran por su condición económica .
 




·         Para las autorizaciones del pago de las ayudas económicas las Administraciones Regionales y los diferentes programas presupuestarios
[4] , deben




establecer los mecanismos necesarios para que se agilice el proceso, donde es fundamental como medio oficial de comunicación el correo electrónico, sin
detrimento de las coordinaciones que se pueda realizar vía telefónica. Debe prevalecer el servicio público por lo que la búsqueda de soluciones es primordial, con
el fin de no afectar a las personas usuarias en la entrega de este tipo de ayudas.
 
·         Para la cancelación de las ayudas económica las Administraciones Regionales deberá disponer de la información actualizada en cuanto al costo de los
pasajes de las rutas de buses de la zona a cargo, en la medida que la persona usuaria no puede aportar factura sobre este tipo servicio, así como del costo del
servicio de hospedaje (hoteles, cabinas, pensiones, hostales, entre otros) de la zona a cargo con el fin de orientar a la persona usuaria sobre posibles lugares de
hospedaje, conforme la ayudada económica brindada.
 
·         Conforme la Ley de Control Interno; reglamentos y demás directrices vinculas con el pago de ayudas económicas, las oficinas que deben realizar pagos por
concepto de este rubro, deben establecer los mecanismos de control necesarios para su registro y cancelación.
 
 
AERJ/mary




[1]
 Circular No.131-2003 de la Secretaria General de la Corte, Publicada en el Boletín Judicial N° 243 del 17-12-03.-, hace conocimiento lo acordado por el




Consejo Superior en sesión N° 82-2003, celebrada el 30 de octubre de 2003, artículo XLIX.
[2]




 Circular No.25-2011 de la Dirección Ejecutiva en la que se señala que el Consejo Superior en sesión N° 07-2001 celebrada el 23 de enero del 2001, artículos
XXXV y XXXVI, por recomendación de la Auditoría Judicial (Oficios Nos. 035-17-AF-2001 y 036-018-AF-2001), acordó comunicarles la obligación de dejar
constancia por escrito en el expediente respectivo, de la  que realicen los interesados, en virtud de las que se brinde ayuda económica a testigos
y menores infractores, con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido por este Consejo en la circular N° 75-95 de 22 de diciembre de 1995, publicada en el
Boletín Judicial N° 9 del 12 de enero de 1996, en la que se estableció que ese tipo de ayuda debe otorgarse a  del testigo  y nunca de oficio.-




solicitud expresa




solicitud expresa
[3]




 Circular No.22-2007, 34-2008, 25-2009, Dirección Ejecutiva.
[4]




 Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Defensa Pública, Servicio Jurisdiccional, Servicio de Atención y Protección de Victimas y Testigos,
Dirección, administracion y otros órganos de Apoyo.
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SE REPRODUCE POR ERROR EN EL DOCUMENTO ADJUNTO, SE MODIFICA EL TÍTULO Y SE AGREGA UN NUEVO
REQUÍSITO




 
CIRCULAR No. 29-2019




 
DE: Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva                
 
PARA: Administraciones Regionales de Corredores, Golfito, Pérez Zeledón, Limón, San Carlos, Turrialba.           
COPIA: Comisión de Acceso a la Justicia.         
 
ASUNTO: Ampliación de la lista de Traductores e Intérpretes en los diferentes idiomas o lenguas indígenas de Costa Rica, así
como el cumplimiento del artículo 6 de la ley  




     
 N°9593 “Ley de Acceso a la Justicia de los pueblos indígenas”.




 
FECHA:  27 de febrero de 2019              
 
 
La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, mediante nota de fecha 04 de febrero del presente año solicita a
esta Dirección Ejecutiva:
 
1-      Ampliar la lista oficial de personas intérpretes y traductoras en los diferentes idiomas o lenguas indígenas de Costa Rica, y en
los diversos dialectos que tengan esos idiomas o lenguas. Lo anterior, a fin de garantizar a dicha población el respeto a las
costumbres y las normas culturales mediante la disponibilidad de suficientes personas intérpretes y traductoras en todos los
Circuitos Judiciales del país.
2-      Incorporar en dichas listas de personas intérpretes y traductoras a mujeres indígenas con el objetivo de propiciar que en los
procesos judiciales en los que intervengan mujeres indígenas sean atendidas siempre por intérpretes y traductoras del mismo
género, en cumplimiento del artículo 6 de la referida ley, que indica:
“(…) se deberá propiciar que las mujeres indígenas sean atendidas por intérpretes de mismo género”.
“(…) estos auxiliares serán nombrados de una lista oficial, respetándose las costumbres y las normas culturales de la persona
indígena”.
Por lo anterior se les solicita realizar esfuerzos en sus zonas, especialmente donde habitan personas indígenas para ampliar la lista
de Intérpretes procurando la incorporación de mujeres.
 
Se adjunta archivo donde se indican los Requisitos para que estas personas se puedan inscribir. Cualquier consulta la pueden
dirigir al señor Roy Gutiérrez Navarro encargado del Sistema de Administración de Peritos al correo electrónico
oficina_peritos@poder-judicial.go.cr o contactarlo al teléfono 2295-3331.







mailto:oficina_peritos@poder-judicial.go.cr











 
Ruego brindar todo el apoyo para lograr este objetivo y facilitar el proceso de inscripción, así como informar a esta Dirección
Ejecutiva de los resultados de los esfuerzos realizados en el plazo de 3 meses.       
 
 
AERJ/Daa/rgn
Ref. 980-2019
 
 
 
 




REQUISITOS PARA LA INSCRIPCIÓN DE TRADUCTORES E INTÉRPRETES EN LENGUAS INDÍGENAS COSTARRICENSES.
 




REQUISITOS DE INSCRIPCIÓN PARA INTÉRPRETES, TRADUCTORES O
TRADUCTORAS EN LENGUAS INDÍGENAS COSTARRICENSES:
Para inscribirse como intérprete, traductor o traductora se deberá cumplir con los
siguientes requisitos y presentar a la Dirección Ejecutiva los documentos que se
indicarán, según sea el caso:
a) Nota en la que solicita su inscripción en la Lista Oficial con indicación de la zona del
país y la materia o materias en las que ofrece sus servicios. Además deberá consignar
los números de teléfono, fax y dirección electrónica en los que pueda ser localizada o
localizado por los despachos judiciales o la Dirección Ejecutiva. La dirección electrónica
indicada será además el medio señalado para recibir notificaciones.
b) Dos fotografías tamaño pasaporte.
c) Hoja de vida.
d) Fotocopia de la cédula de identidad junto con el documento original para confrontarla.
e) Declaración jurada en la que haga constar que no trabaja para ninguna institución del
Estado .y que no ha recaído ningún auto de apertura a juicio a su nombre
f) Además deberá presentar, según la lengua o lenguas que ofrece para el servicio de
interpretación o traducción, lo siguiente:
- :Intérprete, traductor o traductora en lenguas nativas diferentes al español
Documento idóneo expedido por autoridad pública o privada de la comunidad de
residencia, que acredite que el o la solicitante posee conocimiento en determinada
lengua o dialecto.
g) Certificación de Antecedentes Penales.
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CIRCULAR Nº57-2019
 




Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora EjecutivaDE:              
 




Administradores y Administradoras RegionalesPARA:        
 




Reintegro de recursos relacionados con “Ayudas Económicas”, a la Administración de Ciudad Judicial por parte de las
Administraciones Regionales del resto del país.
ASUNTO:  




 
FECHA:     25 de abril 2019




En atención al informe realizado por la Sección Auditoría de Estudios Económicos relacionado con la “Evaluación de fondos
públicos asignados a la caja chica y contratación administrativa de la Administración Regional de la Ciudad Judicial San Joaquín de
Flores”, correspondiente al período del 01 de abril al 30 de setiembre 2018, del cual se emite la siguiente recomendación para esta
Dirección Ejecutiva que literalmente indica:
 
“A LA DIRECTORA EJECUTIVA
 
4.1     Analizar la situación que se presenta con el atraso del reintegro de los montos correspondientes a ayudas económicas y
facturas generadas por otras dependencias y Administraciones Regionales a la Administración Regional Ciudad Judicial San
Joaquín de Flores y valorar la emisión de una directriz formal que complemente lo señalado en el Reglamento de Caja Chica sobre
el trámite de los dineros que las otras oficinas judiciales deberán devolver a dicha Administración Regional, para minimizar el
número de comprobantes pendientes de reintegro mayores a 15 días y así cumplir con la normativa vigente.”
 
Dado lo anterior, esta Dirección Ejecutiva reitera las reglas prácticas para el reconocimiento y pago de “Ayuda Económica a
Testigos, Personas Menores en conflicto con la ley, Víctimas e Imputados”, comunicadas mediante circulares N°21-2016, N°14-2018
y N°96-2018, con propósito de unificar, estandarizar y agilizar el proceso de reconocimiento y pago de ayudas económicas, lo que
incluye el reintegro de los recursos económicos a la Administración de la Ciudad Judicial en San Joaquín de Flores, de forma
oportuna y sin que medie atrasos injustificados.
 















Debe entenderse 
, motivo por el cual , previo a girar los recursos




(según la tabla de pago por ayudas económicas que rige a partir del 01 de enero de cada año), 




; esto en el entendido que si una persona usuaria necesita trasladarse al Departamento de
Medicina Legal o bien a alguna otra dependencia ubicada en San Joaquín de Flores, el monto del pasaje de autobús para el
traslado del usuario debe ser cancelado por la Administración donde se solicita la ayuda, mientras que lo correspondiente a la
alimentación y el pasaje de regreso, se tramite ante la Administración Regional de la Ciudad Judicial o de la dependencia que se
visite (circular N°14-2018 de la Dirección Ejecutiva).




que el auxilio de la ayuda económica
lo define la Autoridad Judicial es deber de las Administraciones Regionales




solicitar a la oficina judicial
competente la resolución o constancia por escrito, que acredite que se debe atender y se girar los recursos a una
persona en condición de pobreza




 
Por lo anterior, mediante el formulario establecido para
“Ayudas Económicas” y por correo electrónico a las cuentas de ”, con copia a




”, incluyendo los datos de la persona que se envía con el auxilio de ayuda económica,
además deberá adjuntar copia de la resolución que acredita el pago respectivo por parte del despacho judicial.  De forma inmediata
atenderá la solicitud de reintegro por parte de esa Administración, acatando para ello lo dispuesto en cuanto al tema de la reserva
de recursos económicos.




las Administraciones Regionales deberán informar oportunamente 
“Caja Chica Administración Ciudad Judicial




“Administración de la Ciudad Judicial




 
Por su parte, la Sección del Departamento de Medicina Legal o la Sección del Departamento Laboratorio de Ciencias Forenses que
atendió a la persona usuaria para la valoración respectiva, deberá complementar mediante el formulario de “Ayudas Económicas”,
previamente enviado por el despacho judicial que solicita la atención,  (nombre, cédula, firma, fecha y sello) 




 a la persona usuaria y   acreditándose
de esa forma la atención de la persona remitida por el despacho judicial, lo que justificará el pago de los montos respectivos y la
solicitud del reintegro de forma oportuna.




con el visto bueno de
la persona que realizó la revisión enviarlo a la Administración de la Ciudad Judicial,




 
Como medida o acción de mejora, al inicio de cada ejercicio presupuestario la Administración de la Ciudad Judicial, solicitará a los
diferentes “Centros Gestores” los recursos presupuestarios necesarios para afrontar el pago de ayudas económicas a la persona
usuaria, según los registros históricos anuales del gasto por este concepto. Esta práctica evitará retrasos por falta de contenido
presupuestario en el artículo y la subpartida correspondiente, permitiendo a la Administración de la Ciudad Judicial contar con los
recursos suficientes para realizar una “Solicitud Interna de Recursos (SIR)” en el SIGA-PJ con la finalidad de gestionar el reintegro
ante el Departamento Financiero Contable de forma oportuna.
 
En línea con lo anterior, si se presenta alguna situación especial, la Administración Regional deberá proceder de forma inmediata a
confeccionar la “Solicitud de Modificación Interna (SMI)” o cambio de línea respectivo para asignarle el contenido económico al
Centro Gestor de la Cuidad Judicial; para ello deberán ejercer una eficiente supervisión y administración de los recursos















disponibles, que permitan controlar el gasto por este concepto.
 
Finalmente, con el objetivo de evitar el riesgo descrito y atender de forma integral la recomendación de la Sección Auditoría de
Estudios Económicos se le solicita a la Administración de la Ciudad Judicial, informar a esta Dirección Ejecutiva, el incumplimiento
de las disposiciones para el auxilio de ayudas económicas a la persona usuaria declarada en condición de pobreza, cuando se
cause atraso por parte de otras Administraciones Regionales para reintegrar los montos girados en el plazo menor a 15 días, según
la normativa vigente.
 
 
   : Administraciones Regionales Copia
              Dr. Franz Vega Zúñiga, Jefatura del Departamento de Medicina Legal
              MSc. Mauricio Chacón Hernández, Jefatura del Departamento Laboratorio de Ciencias Forenses
              
AERJ/cfernandez/Ref. N°1931-19
VB°MGC
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CIRCULAR Nº83-2019
 




Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora EjecutivaDE:              
 




Administradores y Administradoras RegionalesPARA:        
 




Horario para la atención del pago de “Ayudas Económicas”, en las Administraciones Regionales.ASUNTO:  
 
FECHA:     28 de junio 2019




 
Mediante las circulares N°21-2016 y 96-2018, respecto al horario de atención para realizar el pago de “Ayuda Económica” a la
persona usuaria, esta Dirección Ejecutiva ha indicado lo siguiente:
 
“……Las Administraciones Regionales u oficinas judiciales que tengan a su cargo los fondos para atender estas ayudas, siempre
mantendrán recursos en reserva para atender, de manera prioritaria frente a otros gastos, el pago de estas ayudas, las cuales se
deberán hacer efectivas cuando la persona se presente ante los despachos u oficinas judiciales. Para lo anterior, se deberá tomar
las previsiones del caso ya que bajo ningún concepto se limitará este servicio, ni se establecerán horarios dentro de la jornada
laboral, para cancelar la ayuda económica, de toda suerte que siempre deberá quedar una persona asignada para cualquier
trámite que se requiera, en caso de que el encargado esté en otra diligencia.
 
 En horas y días no laborales, el pago de estas ayudas se atenderá a través de las Delegaciones Regionales del Organismo de
Investigación Judicial, Secciones de Cárceles y Transportes del I y II Circuito Judicial de San José y en la Sección de Patología
Forense del Departamento de Medicina Legal, en la medida que cuentan cajas chicas auxiliares con el propósito de hacer frente al
pago de ayudas económicas a testigos, imputados, víctimas y a los usuarios en general, que lo requieran por su condición
económica……..”
 
 
Al respecto, interesa aclarar que en horario de lunes a viernes, de 11:30 para algunas zonas regionales y de 12 medio día a las 13
horas, 
motivo por el cual esta tarea no debe delegarse a otra oficina; siempre deberá designarse a un servidor judicial capacitado para
que atienda este trámite, en caso de que el encargado de la caja chica no pueda atender la gestión de pago.




la atención del pago de ayudas económicas corresponde a la Administración Regional de cada Circuito Judicial,




 
Posterior a las 16:30 horas y en general en horario no hábil, el pago de las ayudas económicas se atenderá a través de las cajas
chicas auxiliares, según las circulares mencionadas. 
 
 
   : Lic. Mauricio Fonseca Umaña, Administrador Organismo de Investigación Judicial  Copia
               Lic. Erick Alfaro Romero, Contralor de Servicios del Poder Judicial
              
AERJ/cfernandez/VB°WKA
Ref. N°4404, 4669, 4669-2019
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CIRCULAR Nº96-2018
DE:              Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva
PARA:        Administraciones Regionales.
ASUNTO: Se corrige “




”, conforme observación realizada por la Comisión de Acceso a la Justicia, en cuanto a la terminología correcta de “menor infractor” por “persona menor
en conflicto con la ley”.




Circular No.21-2016 Reglas Prácticas para el Reconocimiento y Pago de Ayuda Económica a Testigos, Menores Infractores, Victimas e
Imputados




FECHA:     31 de julio de 2018            




Conforme la  realizada por la en sesión de 4 de julio de 2018, en cuanto a que se  observación Comisión de Acceso a la Justicia, corrija la terminología 
”




de
“ ” por “menor infractor persona menor en conflicto con la ley , se corrige la Circular No.21-2016, acorde al ajuste requerido, por lo que se debe leer dicha
circular de la siguiente forma “Reglas Prácticas para el Reconocimiento y Pago de Ayuda Económica a Testigos, personas menores en conflicto con la ley,
Victimas e Imputados”, en el cuerpo de la circular se indica el ajuste subrayado y en negrita, a saber:
Con el fin de unificar, estandarizar y agilizar el proceso de reconocimiento y pago de ayudas económicas a testigos, ,
victimas e imputados, se establecen las siguientes reglas prácticas las cuales recogen directrices dadas en diferentes circulares o acuerdos




personas menores en conflicto con la ley
:




·         Dentro del presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a testigos, 
, victimas imputados, personas con discapacidad y sus acompañantes, que por sus condiciones de pobreza o circunstancias particulares lo requieran,




para cubrir los gastos que se originen producto de su traslado a las oficinas o despachos judiciales.  En ningún caso esta ayuda se entenderá como una
retribución por atender el llamado judicial.




personas menores en conflicto
con la ley




·         Si se tratase de un imputado que no puede hacerse presente a la comparecencia que le ha señalado un tribunal o cualquier otra diligencia judicial, por ser
una persona en condiciones de pobreza, lo procedente es que su defensor lo haga saber al despacho que corresponda, a fin de obtener la ayuda económica




necesaria . [1]




·         Se cubrirá la ayuda económica a los acompañantes cuando, además de la condición de pobreza, se compruebe que la persona no puede desplazarse sola,
ya sea por su condición de discapacidad, porque se trata de una persona menor de edad, un adulto mayor o porque priven otras condiciones que lo hagan
indispensable.
·         Será responsabilidad de la persona servidora judicial que gestione la ayuda, verificar la condición de pobreza o las circunstancias particulares que se
mencionan en los puntos anteriores. Todo esto lo acreditará ante las oficinas o despachos que tengan asignados los fondos para pagar las ayudas quienes
mantendrán un archivo con los respectivos comprobantes.
·         En el proceso de solicitud y pago de ayudas económicas privará la no revictimización de las personas que lo requieran y el acceso a la justicia.
·         De igual forma, los despachos y oficinas judiciales tienen la obligación de dejar constancia, en el respectivo expediente judicial, cuando se brinde esta




ayuda económica y su respaldo [2] .
·         Las Administraciones Regionales u oficinas judiciales que tengan a su cargo los fondos para atender estas ayudas, siempre mantendrán recursos en
reserva para atender, de manera prioritaria frente a otros gastos, el pago de estas ayudas, las cuales se deberán hacer efectivas cuando la persona se presente
ante los despachos u oficinas judiciales. Para lo anterior, se deberá tomar las previsiones del caso ya que bajo ningún concepto se limitará este servicio, ni se
establecerán horarios dentro de la jornada laboral, para cancelar la ayuda económica, de toda suerte que siempre deberá quedar una persona asignada para




cualquier trámite que se requiera, en caso de que el encargado esté en otra diligencia . [3]




·         En horas y días no laborales, el pago de estas ayudas se atenderá a través de las Delegaciones Regionales del Organismo de Investigación Judicial,
Secciones de Cárceles y Transportes  del I y II Circuito Judicial de San José y en la Sección de Patología Forense del Departamento de Medicina Legal, en la
medida que cuentan cajas chicas auxiliares con el propósito de hacer frente al pago de ayudas económicas a testigos, imputados, víctimas y a los usuarios en
general, que lo requieran por su condición económica .




·         Para las autorizaciones del pago de las ayudas económicas las Administraciones Regionales y los diferentes programas presupuestarios [4] , deben
establecer los mecanismos necesarios para que se agilice el proceso, donde es fundamental como medio oficial de comunicación el correo electrónico, sin
detrimento de las coordinaciones que se pueda realizar vía telefónica. Debe prevalecer el servicio público por lo que la búsqueda de soluciones es primordial, con
el fin de no afectar a las personas usuarias en la entrega de este tipo de ayudas.
·         Para la cancelación de las ayudas económica las Administraciones Regionales deberá disponer de la información actualizada en cuanto al costo de los
pasajes de las rutas de buses de la zona a cargo, en la medida que la persona usuaria no puede aportar factura sobre este tipo servicio, así como del costo del
servicio de hospedaje (hoteles, cabinas, pensiones, hostales, entre otros) de la zona a cargo con el fin de orientar a la persona usuaria sobre posibles lugares de
hospedaje, conforme la ayudada económica brindada.
·         Conforme la Ley de Control Interno; reglamentos y demás directrices vinculas con el pago de ayudas económicas, las oficinas que deben realizar pagos por
concepto de este rubro deben establecer los mecanismos de control necesarios para su registro y cancelación.
 
AERJ/mary  
 
[1] Circular No.131-2003 de la Secretaria General de la Corte, Publicada en el Boletín Judicial N°243 del 17-12-03, hace conocimiento lo acordado por el Consejo
Superior en sesión N°82-2003, celebrada el 30 de octubre de 2003, artículo XLIX.
[2] Circular No.25-2011 de la Dirección Ejecutiva en la que se señala que el Consejo Superior en sesión N°07-2001 celebrada el 23 de enero del 2001, artículos
XXXV y XXXVI, por recomendación de la Auditoría Judicial (Oficios Nos. 035-17-AF-2001 y 036-018-AF-2001), acordó comunicarles la obligación de dejar
constancia por escrito en el expediente respectivo, de la  que realicen los interesados, en virtud de las que se brinde ayuda económica a testigos
y las personas menores en conflicto con la ley, con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido por este Consejo en la circular N°75-95 de 22 de diciembre
de 1995, publicada en el Boletín Judicial N°9 del 12 de enero de 1996, en la que se estableció que ese tipo de ayuda debe otorgarse a  del
testigo y nunca de oficio.-




solicitud expresa




solicitud expresa




[3] Circular No.22-2007, 34-2008, 25-2009, Dirección Ejecutiva.
[4] Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Defensa Pública, Servicio Jurisdiccional, Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos,
Dirección, administración y otros órganos de Apoyo.
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CIRCULAR No. 97-2020
 
DE:              Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva
 




PARA:              Administraciones Regionales de Corredores, Golfito, Pérez Zeledón, Limón, San Carlos, Turrialba.
COPIA:              Comisión de Acceso a la Justicia.




 
ASUNTO:               Se reitera la Circular 29-2019, sobre la ampliación de la lista de Traductores e Intérpretes en los
diferentes idiomas o lenguas indígenas de Costa Rica, así como el cumplimiento del artículo 6 de la ley N°9593 “Ley
de Acceso a la Justicia de los pueblos indígenas”.




 
FECHA:                              17 de junio de 2020
 
 




Me permito reiterar el cumplimiento de la Circular 29-2019 del 27 de febrero de 2019, que literalmente indica:
 
La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, mediante nota de fecha 04 de febrero del presente año solicita a
esta Dirección Ejecutiva:
 
1-      Ampliar la lista oficial de personas intérpretes y traductoras en los diferentes idiomas o lenguas indígenas de Costa Rica, y en
los diversos dialectos que tengan esos idiomas o lenguas. Lo anterior, a fin de garantizar a dicha población el respeto a las
costumbres y las normas culturales mediante la disponibilidad de suficientes personas intérpretes y traductoras en todos los
Circuitos Judiciales del país.
2-     Incorporar en dichas listas de personas intérpretes y traductoras a mujeres indígenas con el objetivo de propiciar que en los
procesos judiciales en los que intervengan mujeres indígenas sean atendidas siempre por intérpretes y traductoras del mismo
género, en cumplimiento del artículo 6 de la referida ley, que indica:




“(…) se deberá propiciar que las mujeres indígenas sean atendidas por intérpretes de mismo género”.




“(…) estos auxiliares serán nombrados de una lista oficial, respetándose las costumbres y las normas culturales de la persona
indígena”.




Por lo anterior se les solicita realizar esfuerzos en sus zonas, especialmente donde habitan personas indígenas para ampliar la lista
de Intérpretes procurando la incorporación de mujeres.
 
Se adjunta archivo donde se indican los Requisitos para que estas personas se puedan inscribir. Cualquier consulta la pueden
dirigir al señor Roy Gutiérrez Navarro encargado del Sistema de Administración de Peritos al correo electrónico
oficina_peritos@poder-judicial.go.cr o contactarlo al teléfono 2295-3331.
 







mailto:oficina_peritos@poder-judicial.go.cr











Ruego brindar todo el apoyo para lograr este objetivo y facilitar el proceso de inscripción, así como informar a esta Dirección
Ejecutiva de los resultados de los esfuerzos realizados en el plazo de 3 meses.      
 
 
AERJ/Daa/rgn
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                                      PODER JUDICIAL                DIRECCION EJECUTIVA
Tel. 295-3329                                                                                                                                                                                    
San José,
Fax  233-8438                                       direc_ejecutiva@poder-judicial.go.cr                                                            Costa Rica




 
Circular N°115- 2014




 
De:     Ana Eugenia Romero Jenkins,  Directora Ejecutiva.
 
            Para: Servidores y servidoras del Departamento de Trabajo Social y Psicología.
 
CC: Administraciones Regionales y Departamento Financiero Contable.
                       
Asunto: Pago de kilometraje u autorización para el manejo de vehículo oficial en horas y días no hábiles por disponibilidad.
 
Fecha: 21 de octubre  del 2014
 




Con el propósito de atender la disponibilidad en horas y días no hábiles, por parte de los  servidores y servidoras del Departamento
de Trabajo Social y Psicología, podrán recurrir a las siguientes modalidades:




 




1). Pago de Kilometraje:




 




La Corte Plena en sesión celebrada el 14 de marzo del 2011, artículo X, en relación con el pago de kilometraje, acordó a partir de
esa fecha, el pago por concepto de kilometraje a los servidores que utilizan el vehículo particular para realizar diligencias laborales,
lo cual se realizaría de conformidad con lo establecido por la Contraloría General de la República, en resolución N°R-DC-194-2010,
que aparece al pie de esta circular.
 
Respecto al pago de kilometraje, esta Dirección Ejecutiva reitera la circular 139-2013 y 81-14, las cuales indican que para este
reconocimiento “...debe tomarse en cuenta el artículo 36, de la Ley Orgánica del Poder Judicial e igualmente se debe tener  claro
que el kilometraje se debe establecer partiendo y regresando al edificio donde se presta el servicio, el medio oficial para establecer
la distancia es el que promulga el Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT) y se reitera que previo a autorizar la solicitud
de pago de kilometraje, se deben valorar las condiciones del vehículo del servidor o servidora.”
 
Además, se deberá observar los controles internos que hasta la fecha se han establecido y en especial la fórmula diseñada al
efecto y que aparece al final de esta circular.
 
La fórmula deberá contar con la firma del superior o coordinador de la oficina a la que pertenece el servidor que hace uso de su
vehículo, con el fin de que la Administración Regional correspondiente pueda realizar los cálculos de pago respectivo.
 
Dentro de esta modalidad, se reconocerá el pago partiendo y regresando a su lugar de trabajo.
 
Para el servidor o servidora del Departamento de Trabajo Social y Psicología que quiera optar por este sistema, la primera vez
deberá informarlo a la Dirección Ejecutiva, para realizar el registro correspondiente de los servidores que hacen uso de esta















modalidad.
 
2). Autorización para el manejo de vehículo oficial:




 




El servidor o servidota judicial del Departamento de Trabajo Social y Psicología, que no desee hacer uso de la opción de pago de
kilometraje, en día y horas no hábiles por disponibilidad, podrá gestionar ante la Administración Regional de su zona, la autorización
correspondiente, para la conducción de vehículos oficiales de la Administración Regional o bien de la Fiscalía, acorde a lo
estipulado en el  artículo 5 del Reglamento para el Uso, Control y Mantenimiento de Vehículos del Poder Judicial, instancia que a la
vez la elevará a está Dirección.
 
En cuanto a la utilización de vehículos oficiales, tanto el servidor o servidora solicitante así como la Administración Regional o
Sección de Transportes Administrativos deberán establecer los canales de comunicación, coordinación y normas practicas
necesarias para la utilización de los automotores, en cuanto a solicitud, controles de préstamos y devolución de las unidades y
llaves correspondientes, entre otros, los cuales son vinculantes conforme lo dispuesto en la Circular No.102-2014, de esta
Dirección Ejecutiva.
 
La opción de autorización para el manejo de vehículo oficial, significa que el servidor o servidora judicial se debe trasladar a su
centro de trabajo por sus propios medios, y una vez ahí hará uso del vehículo oficial para deslazarse donde deba realizar la
diligencia
 
 
 
 
 
 
 
Mary
C: Diligencias 
    Archivo




"Hacia una justicia de calidad"




walter.guidoR-DC-194-2010. . San José, a las quince horas del
diecinueve de noviembre de dos mil diez.----------------------------------------------




Contraloría General de la República. Despacho Contralor




CONSIDERANDO:
I.—Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 131, inciso l), del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa
(Decreto Ejecutivo Nº 33411-H del 27 de setiembre del 2006), corresponde a esta Contraloría General la fijación periódica de las
tarifas por concepto de arrendamiento de vehículos a funcionarios de la Administración.
II.—Que con base en el comportamiento mostrado por algunas variables que inciden en el cálculo de las tarifas de kilometraje que
se reconocen a funcionarios de la Administración, entre ellas el tipo de cambio del colón respecto al dólar, el precio de los
combustibles y el precio de los vehículos, esta Contraloría General procedió a la actualización de las mismas.
RESUELVE:
Autorizar a aquellos entes públicos que cuenten en esta materia con un sistema de control interno eficiente y la reglamentación
respectiva, el reconocimiento de pago de las tarifas que seguidamente se detallan y que están expresadas en colones por kilómetro
recorrido:
Antigüedad del vehículo en
años




Vehículo rural¹ Vehículo liviano² Motocicleta




Gasolina Diesel Gasolina Diesel
A³ B 4
0 235,89 225,44 155,33 214,95 185,93 51,99
1 211,47 199,73 140,51 191,39 166,99 49,44
2 197,49 184,81 132,05 177,81 156,10 48,16
3 189,77 176,38 127,42 170,21 150,03 47,63
4 185,80 171,83 125,07 166,20 146,86 47,63
5 184,08 169,61 124,09 164,33 145,42 47,63
6 183,70 168,79 124,09 163,76 145,02 47,63
7 178,36 162,82 120,76 158,43 140,79 47,63
8 173,72 157,60 118,00 153,78 137,11 47,63
9 169,72 153,03 115,64 149,74 133,91 47,63
10 y más 166,29 149,05 113,62 146,24 131,16 47,63




 
-2-




Quedan incluidos dentro de la categoría de vehículos rurales, los que cumplan simultáneamente con los siguientes tres requisitos:1 
• Que su carrocería sea tipo rural, familiar o “pick up”.
• Que su motor sea de más de 2.200 (dos mil doscientos) centímetros cúbicos.















• Que sea de doble tracción.
Todos los vehículos que no clasifiquen dentro de la categoría rural descrita en el punto anterior y que no sean motocicletas, se




clasifican como vehículos livianos.
2 




Vehículos con motor de hasta 1.600 (mil seiscientos) centímetros cúbicos.3 
Vehículos con motor de más de 1.600 (mil seiscientos) centímetros cúbicos.4 




Rige a partir de la fecha de publicación en el Diario Oficial La Gaceta.
Publíquese.—
Marta E. Acosta Zúñiga
SUBCONTRALORA GENERAL DE LA REPÚBLICA
MAZ/src




 
 




PODER JUDICIAL
 




BOLETA PARA EL PAGO DE COMBUSTIBLE POR KILÓMETRO RECORRIDO
PARA FUNCIONARIOS JUDICIALES




 
 
Nombre del solicitante:




 




Oficina Judicial:




 




Fecha: __/___/____




 




Hora de salida:_________




Hora de regreso:__________




 




Km. de ida:_____________




a.m. de regreso: _________




Tipo de diligencia:                                                            




 




(  ) Indagatoria




(  ) Diligencia por fallecimiento             




(  ) Levantamiento de cuerpo




(  ) Audiencias    (  ) Inspecciones      (  ) Juicios




(  ) Otros (especifique): ______________




                         




 Despacho judicial que solicita:________________




 




Tipo de combustible:




Gasolina: ___________ Diesel:_________




Nombre del Juez, Fiscal o Defensor que solicita la
diligencia:________________________________




Tipo de vehículo:




Liviano:__________ Rural:____________




 




Antigüedad del vehículo en años:____




 




 




                           Firma             (Sello)




 




 




Circular Dirección Ejecutiva : 102  del 18/09/2014   
   Fecha Publicación: 18/09/2014    Fecha Comunicación: 18/09/2014




CIRCULAR Nº 102-2014
DE: MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva
PARA: Todas las Administraciones Regionales del país
ASUNTO: Normas prácticas para la utilización de los vehículos del Ministerio Público
FECHA: 18 de setiembre de 2014
Hago de conocimiento lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión Nº 77-14 celebrada el 28 de agosto de 2014 artículo LXXV,
en el cual se aprobaron las normas prácticas para la utilización de los vehículos del Ministerio Público por parte de las
Administraciones Regionales, a saber:
1. “Los vehículos oficiales asignados a las diferentes fiscalías del país, serán prioritariamente utilizados y conducidos por los















fiscales y fiscalas de la República, y el personal del Ministerio Público autorizado, en las funciones que legalmente les son propias.
2. En tanto las Fiscalías dispongan de sus vehículos no requerirán el servicio de transporte a las Administraciones Regionales.
salvo casos de demostrada e impostergable urgencia de la diligencia a realizar en la cual por alguna razón no puedan disponer de
estos.
3. En el tanto las unidades no estén siendo utilizados por los servidores de la fiscalía, podrán ser facilitados a las Administraciones
Regionales, las cuales canalizarán el recurso a otras oficinas judiciales que requieran el servicio de transporte, por medio de los
servidores judiciales autorizados para conducir conforme lo estipulado en los artículos 5, 15 y 19 del Reglamento para el Uso,
Control y Mantenimiento de vehículos del Poder Judicial.
4. El vehículo del Ministerio Público será facilitado, por medio del llenado completo de la fórmula “Solicitud de Vehículo” por parte
del Administrador Regional, el cual consignará en el espacio “Nombre del solicitante” su nombre y firmará en el espacio de “Firma y
sello solicitante”, independientemente de que sea la persona que conduzca o no el vehículo.
5. El control de uso del vehículo, deberá llevarse mediante la fórmula F.22 que corresponde a la "Libreta de Control y Servicio de
Mantenimiento Preventivo" la cual permanece dentro del vehículo y, la F.90, correspondiente a la "Solicitud de Vehículo" para la
revisión del estado del mismo en el momento del préstamo, así como en los registros electrónicos estipulados al respecto.
6. La entrega del vehículo a la Administración Regional se hará, previa revisión por parte del servidor del Ministerio Público que lo
entrega, verificando el estado de la unidad, conforme la fórmula F-90 y F-22 en caso de daños.
7. A efecto de que se pueda cargar combustible la Administración del Ministerio Público, asignará pines a los chóferes designados
por las Administraciones Regionales.
8. En caso de que la diligencia concluya en horas o día inhábiles, las llaves del vehículo facilitado a la Administración, serán
custodiadas por el Administrador Regional o bien por quien este designe esa función, hasta la respectiva devolución a la fiscala o
fiscal al día siguiente hábil.
9. Para la recepción del vehículo una vez realizada la diligencia oficial, el chofer que devuelve la unidad debe de terminar de
completar la formula F.90 y F.22, consignando al dorso su firma y el encargo de la recepción por parte de la Fiscalía debe constar
el estado de ingreso del mismo.
10. En caso de encontrarse daños a la carrocería del vehículo, el encargado de la recepción por parte de la Fiscalía debe
señalarlos tanto en la fórmula F.90 y como en la F.22 y proceder a tomar fotografías al respecto. Posteriormente, debe solicitar
informe escrito al Administrador Regional, referente a los daños. Una vez que se cuente con toda la información, debe remitirla vía
correo electrónico a la Unidad Administrativa del Ministerio Público, para lo que proceda.
11. Los formularios F.90 debidamente llenos de las unidades prestadas a la Administraciones Regionales, deben almacenarse en
una carpeta denominada "Préstamo Vehículos a otros Despachos" e incorporarse el registro estadístico en el informe trimestral
remitido a la Unidad Administrativa del Ministerio Público.
12. En caso de presentarse percances en el momento de uso, que impliquen el pago de reparaciones y/o compra de repuestos, el
costo será asumido con contenido presupuestario de la oficina a la cual se le realizó el préstamo del vehículo oficial.”
 
Lo anterior, con el fin de lograr un mayor aprovechamiento, tomando en consideración la priorización del uso de los recursos
públicos y las carencias institucionales, es entendido que se debe dar prioridad a su utilización por parte del Ministerio Público, pero
también se compartirán con las necesidades de cada Circuito.
C: Lic. Walter Jiménez Sorio, Auditor General, Auditoria Judicial
AERJ/Melissa H.
Es copia fiel del original - Tomado del Sistema Costarricense de Información Jurídica el: 17/10/2014 4:24:40 PM




Clasificación elaborada por Dirección Ejecutiva del Poder Judicial. Prohibida su reproducción y/o distribución en forma
onerosa.
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				Circular N°115- 2014



				De:     Ana Eugenia Romero Jenkins,  Directora Ejecutiva.



				Para: Servidores y servidoras del Departamento de Trabajo Social y Psicología.



				CC: Administraciones Regionales y Departamento Financiero Contable.



				Asunto: Pago de kilometraje u autorización para el manejo de vehículo oficial en horas y días no hábiles por disponibilidad.



				Fecha: 21 de octubre  del 2014
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Publicada en Dirección Ejecutiva N°165 del 26 de noviembre del 2013




CIRCULAR N° 165-2013
 




PARA:                  Fiscales Adjuntos y Administradores Regionales
 
DE:                       Jorge Chavarría Guzmán, Fiscal General
Alfredo Jones León,  Director Ejecutivo
 
ASUNTO:             Adición al Protocolo de Actuaciones de las Administraciones  Regionales para la atención de las
Fiscalías
 
FECHA:                26 de noviembre de 2013
 
 
          Nos permitimos hacer del conocimiento de ustedes, el Protocolo de Actuaciones de las Administraciones Regionales para la
atención de las Fiscalías, al adicionarse un último punto:




 
PROTOCOLO DE ACTUACIONES DE LAS ADMINISTRACIONES REGIONALES PARA LA ATENCIÓN DE LAS FISCALÍAS




 
 
- Colaborar, desde la perspectiva técnica, en la formulación y evaluación de los  Planes Anuales Operativos, Planes Estratégicos
Regionales y Plan Estratégico del Ministerio Público.
- Colaborar en la formulación del Anteproyecto de presupuesto y ejecución del presupuesto aprobado.
- Colaborar  en las Autoevaluaciones de Control Interno y su seguimiento, y ejecución del Sistema de Valoración de Riesgos.
- Facilitar la información necesaria para los informes estadísticos para la elaboración de la memoria anual.
 
Las anteriores actividades comprenden las siguientes labores:
- Tramitación de Compras Menores y por Caja Chica.  Esta actividad incluye: realizar cotizaciones, gestionar criterios técnicos,
seguimiento del proceso, recepción de bienes y servicios y reclamos por garantía.
- Tramitación de contrataciones de bienes y servicios ante el Departamento de Proveeduría, cuando por su cuantía corresponda a
ese Departamento el trámite.  Incluye la confección de oficios de decisión inicial para el caso de arriendos y otros.
- Trámite de Solicitudes de Pedidos de Suministros ante el Departamento de Proveeduría.  Incluye: gestión de suministros,
sustitución de artículos de oficina, pedidos extraordinarios, reclamos por bienes dañados, etc.
- Elaboración y remisión de informes de consumo de papel y gasto en fotocopias: generar el reporte de consumo de papel del
Ministerio Público en los centros de impresión y remitir copia a la Unidad Administrativa del Ministerio Público
- Gestiones ante el Departamento de Artes Gráficas: boletas de atención de servicios, confección de rótulos.
- Trámite de pericias y traducciones escritas y orales.  Incluye Gestión de Autorización de Gastos para las pericias que deben hacer
las Fiscalías, corroborando que cumplen con los requerimientos y solicitar el visto bueno de la Dirección Ejecutiva cuando por
cuantía corresponda. Igualmente, en casos de inopia, deberán apoyar en  la búsqueda de peritos o traductores, para lo cual 
deberán tener una lista actualizada de personas que estén dispuestas a brindar estos servicios.
-Brindar el servicio de transporte periódico y programado de evidencias al Depósito de Objetos Decomisados a la Dirección General
de Armamento.
-Dar trámite prioritario a la atención de ayudas económicas y de víctimas y testigos conforme a las múltiples directrices que sobre el
particular ha emitido la Dirección Ejecutiva.
- Control e inventario de activos e implementos.  Comprende: realizar el inventario físico y llevar el control en el sistema que se
dispone para ese fin.
 - Recepción, asignación y entrega de mobiliario, equipo e implementos así como la devolución de mobiliario y equipo dañado u
obsoleto al Departamento de Proveeduría.
- Control y trámite de reparaciones de mobiliario y equipo.  En caso de que, por carga de trabajo, el obrero especializado no pueda
realizar los trabajos, se podrá recurrir a la contratación de servicios de terceros.
- Coadyuvar en las labores de verificación y ejecución de los contratos vigentes con terceros.















- Incluir en el rol de visitas periódicas a las Fiscalías de las zonas a su cargo, con el ánimo de determinar oportunamente problemas
de mantenimiento de la infraestructura (goteras, vidrios quebrados, mobiliario y equipos dañados), esto sin detrimento de la
atención a tiempo, de los reportes que hagan los servidores de estos despachos.  Cuando resulte factible, se hará coincidir una de
estas visitas con las que realiza la Unidad Administrativa del Ministerio Público, para lo cual esta comunicará, al menos con 2
semanas de antelación, al Administrador Regional.
-Incluir a las oficinas del Ministerio Público en las actividades de capacitación para uso de equipos como fax, impresoras, etc.
-Efectuar reportes y dar seguimiento a los trámites de reparaciones ante el Departamento de Proveeduría, así como coordinar lo
correspondiente con las diferentes instancias administrativas involucradas (Departamento de Servicios Generales, Departamento de
Proveeduría y Dirección de Tecnología de la Información, entre otros), para realizar las remodelaciones que requieran los
despachos de la Fiscalía.
-Trámite de reparación y mantenimiento de los vehículos asignados a las Fiscalías.
 
          En caso de que se presente duda respecto a la responsabilidad de ejecutar una tarea no detallada anteriormente, se deberá
elevar la consulta a la Dirección la cual resolverá lo correspondiente en coordinación con la Fiscalía General, en el plazo máximo de
3 días, salvo situaciones catalogadas como urgentes que se resolverán en forma inmediata.
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REGLAMENTO DE CAJAS CHICAS AUXILIARES
Y SUS MODIFICACIONES 



Incluida la modificación art. 2. Sesión 22-08 Art. XII.




Ultima actualización incluida reforma en sesión de Corte Plena 38-08 del 10 de noviembre de 2008, artículo XI).
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 “Reglamento de Cajas Chicas Auxiliares” publicado mediante circular N° 080-2002, en el Boletín Judicial N° 147 del 01 de agosto de 2001, para que en adelante el Reglamento se lea de la siguiente manera: 



CAPITULO I



DISPOSICIONES GENERALES 
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Artículo 1°. Ámbito de aplicación.  Se promulga el presente Reglamento, con base en el artículo tercero del Reglamento General para la Operación del Fondo de Caja Chica del Poder Judicial, para regular la creación, organización, funcionamiento y control de las Cajas Chicas Auxiliares del Poder Judicial, que operan en  las diferentes Unidades, Subunidades Administrativas Regionales, Oficinas Administrativas, Oficinas del Organismo de Investigación Judicial y otros Despachos Judiciales.



Artículo 2.  Gastos Autorizados:



La Caja Chica central del Poder Judicial se subdivide en Cajas Chicas Auxiliares, y con ellas se podrán sufragar los siguientes gastos:



Tribunales de Justicia:



a. Adquisición de bienes y servicios menores, indispensables para la buena marcha de la oficina, de verdadera urgencia y que se presenten en forma ocasional.



 b. Bienes y servicios que por lo limitado de su monto o por su naturaleza resultare más dificultoso hacerlo mediante el trámite de factura de gobierno.



Despachos Adscritos al Organismo de Investigación Judicial:



a. Pago de viáticos a los investigadores del Organismo de Investigación Judicial.



b. Adquisición de otros bienes y servicios menores con cargo a las partidas 1 “Servicios no personales” y 2 “Materiales y suministros”, indispensables para la buena marcha de la oficina, de verdadera urgencia y que se presentan en forma ocasional y cuyo suministro no esté a cargo del Departamento de Proveeduría.



c. Bienes y servicios que por lo limitado de su monto o por su naturaleza resultare más dificultoso hacerlo mediante el trámite de factura de gobierno.



Unidades Administrativas:



a. Pago de viáticos y gastos de transporte a los servidores judiciales.



b. Gasto de alimentación para los detenidos, cuando por lo limitado de su monto o por el tipo de servicios de que se trata y de las personas que lo prestan resultare más dificultoso hacerlo mediante el trámite de factura de gobierno.



c. Adquisición de otros bienes y servicios menores con cargo a las partidas 1 “Servicios no personales” y 2 “Materiales y suministros”, indispensables para la buena marcha de la oficina, de verdadera urgencia y que se presenten en forma ocasional y cuyo suministro no este a cargo del Departamento de Proveeduría.



d. Pago de servicios municipales



e. Reintegros a otras cajas chicas de menor cuantía a cargo de las oficinas judiciales adscritas a la Unidad Administrativa Regional u otras Centros de Responsabilidad locales.



f. Adquisición de derechos telefónicos con cargo a la subpartida 5.99.03 “Bienes Intangibles”



Departamento Financiero Contable:



a. Pago de gastos de viajes al interior y exterior del país.



b. Pago de ayuda económica, según programas de capacitación y aprendizaje.



c. Pago de gastos menores, al igual que para la adquisición de bienes y servicios indispensables, que se presenten en forma ocasional y que justifiquen su pago fuera de los trámites ordinarios establecidos.



Departamento de Proveeduría:



a. Pago de gastos menores, al igual que para la adquisición de bienes y servicios indispensables, que se presenten en forma ocasional y que justifiquen su pago fuera de los trámites ordinarios establecidos.



b. Adquisición de mobiliario y equipo de oficina, equipo de comunicación y equipos varios, hasta por la suma que como gasto menor establezca la Dirección Ejecutiva.



Otras Cajas Chicas Auxiliares:



Adquisición de otros bienes y servicios menores con cargo a las partidas 1 “servicios no personales” y 2 “materiales y suministros”, indispensables para la buena marcha de la oficina, de verdadera urgencia y que se presentan en forma ocasional y cuyo suministro no esté a cargo del Departamento de Proveeduría.”



Artículo 3.  Prohibición.  Queda prohibido el pago de gastos de transporte, alimentación y hospedaje de testigos y ofendidos, imputados y menores infractores,  salvo a quienes por su estado de pobreza y que provengan de lugares lejanos, lo amerite según la tarifa autorizada por el Consejo Superior a juicio del responsable de la Caja Chica.



 



CAPITULO II



FUNCIONAMIENTO
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4°.  Fondo Fijo.  Los Fondos de las Cajas Chicas Auxiliares operarán por medio del sistema de fondo fijo, lo que implica que los encargados de éstos, tendrán en todo momento, la suma total asignada, representada por uno o varios de los siguientes conceptos:



a. Efectivo. 



b. Depósitos en cuenta corriente. 



c. Documentos originales (facturas, anticipos, liquidaciones, otros). 



d. Solicitudes de reintegro en trámite. 



e. Cheques de reintegro sin cambiar. 



f. Otros comprobantes. 



Cuando el monto del fondo fijo supere la suma de ¢200,000.00 se deberá abrir una cuenta corriente en uno de los Bancos del Sistema Bancario. En el Manual de Procedimientos se regularán todas las actividades para el manejo y control de las cajas chicas auxiliares, y se establecerá, según las características de cada oficina, el porcentaje que se mantendrá en efectivo y en cuenta corriente.



Se autoriza a los encargados de las Cajas Chicas Auxiliares a mantener una diferencia de más o menos en el efectivo, de hasta cincuenta colones, con ocasión de los faltantes o sobrantes debidamente justificados, que por diferencia, en el cambio de cheques y pago en efectivo se produzcan. En caso de sobrantes mayores a la suma supra indicada deberán ser depositados en la cuenta Nº 20192-8 de la Contaduría Judicial.”



(Así reformado en sesión de Corte Plena 38-08 del 10 de noviembre de 2008, artículo XI).



Artículo 5°.  Autorización del Fondo.  El monto del fondo fijo con el que operarán las Cajas Chicas Auxiliares, lo establecerá la Dirección Ejecutiva mediante resolución.



Artículo 6°.  Monto máximo de compra.  La suma máxima de compra se establece conforme a la siguiente tabla :




				MONTO AUTORIZADO



				PORCENTAJE







				  



				  







				Hasta ¢40.000.00 



				50 %







				De ¢50.000.00 a ¢100.000.00



				40 %







				De ¢150.000.00 a 200.000.00 



				30 %







				De ¢300.000.00 a 400.000.00



				20 %







				De ¢500.000.00 en adelante



				15 %











Para realizar adquisiciones superiores a las sumas antes indicadas, deberá contarse con la autorización de la Dirección Ejecutiva. 



Artículo 7°.  Comprobantes autorizados.  Todo pago por medio de Caja Chica Auxiliar, deberá estar respaldado por una factura comercial registrada ante el Ministerio de Hacienda, lo que se verificará con el timbraje correspondiente o dispensa emitida por dicho Ministerio.



Se aceptarán tiquetes de caja registradora únicamente acompañados de la respectiva factura comercial, la cual las empresas están en obligación de suministrar, al tenor de lo establecido en la resolución No. 11-97 de 12-08-97 de la Dirección General de la Tributación Directa.



Si en razón del servicio, no existiera factura que justifique el gasto, se hará un comprobante o boleta donde conste el servicio prestado, el nombre del proveedor, el monto correspondiente y el visto bueno del jefe de la oficina respectiva.  Podrán autorizarse  para el efecto los siguientes gastos: limpieza de lotes, lavado de ropa y cortinas y otros sumamente calificados a juicio de la administración.  Sin embargo, si dichos servicios son prestados por técnicos colegiados o profesionales que ejercen en forma liberal, los justificantes deberán estar sellados por la Tributación Directa.



Artículo 8°.  Requisitos de los comprobantes.  Toda factura comercial que respalde la compra de bienes y servicios a pagar por medio del fondo de Caja Chica Auxiliar, deberá cumplir con los siguientes requisitos:



a.  Confeccionada en original, a nombre del Poder Judicial, indicando claramente el monto, los bienes y servicios suministrados y la fecha de emisión.



b.  Tener el sello de cancelado, firma y número de cédula jurídica de la casa comercial proveedora o de la persona que suministra el bien o el servicio prestado. Además, debe poseer el nombre o firma de la persona que autoriza el gasto, así como el sello de la Oficina.



c.  No deben contener borrones, tachaduras, ni alteraciones que hagan dudar de su veracidad.  La cantidad indicada debe coincidir tanto en número como en letras.



Artículo 9°.  Viáticos.  Los pagos por concepto de gastos de viaje y transporte para servidores judiciales se regirán por lo dispuesto en el «Reglamento de Gastos de Viaje y de Transporte para Funcionarios Públicos» o las disposiciones que al efecto emita la Corte Plena.



Artículo 10.  Emisión de cheques.  Todo cheque que emita una Caja Chica Auxiliar, será girado a nombre de una persona física o jurídica determinada.  Queda prohibido el giro de cheques «al portador» o «caja».



El autorizado para girar contra la cuenta corriente será el Jefe de Oficina, quien deberá registrar su firma en el Banco.



Artículo 11°.  Autorización de anticipos.  Los adelantos de dinero que se tramiten por Caja Chica Auxiliar deberán ser aprobados por el jefe de la  oficina respectiva.



Artículo 12°.  Formularios para anticipos.  Las solicitudes de adelanto de dinero para gastos de viaje (transporte, alimentación y alojamiento) se tramitarán en un formulario diseñado para tales propósitos, el cual se enumerará consecutivamente y en él se consignará la fecha, oficina, nombre del solicitante, número de cédula, objeto del viaje, lugares a visitar, fecha de partida y de regreso, días que estima durar, suma solicitada, sellos y firma del servidor que autoriza el viaje.



Las solicitudes de adelanto de dinero para efectuar la compra de bienes y servicios, se tramitarán mediante formulario, el cual se enumerará consecutivamente y en él se consignará la fecha, oficina, monto solicitado, destino del dinero, visto bueno del jefe de oficina, nombre y firma del servidor que recibe el adelanto.



Dichos formularios se resguardarán adecuadamente y serán liquidados por la persona que realizó la gira o la compra, una vez que proceda a la devolución del dinero que le fue entregado, así como a la presentación de las respectivas facturas originales que respaldan la erogación o en su defecto la constancia de la persona que prestó el servicio.



Artículo 13°.  Fecha límite para liquidación de anticipos.  La liquidación correspondiente a los adelantos, deberá presentarse dentro de los siete días hábiles siguientes a la adquisición del bien o servicio, o a la finalización de la gira.  No serán reconocidos los gastos, al servidor judicial que presente las liquidaciones en forma extemporánea, sin perjuicio de las sanciones a imponer de conformidad con lo dispuesto en la  Ley  Orgánica del Poder Judicial,  la Ley de la Administración Financiera de la República, el Reglamento de la Contratación  Administrativa y demás ordenamientos jurídicos.



Artículo 14°.  Impedimento para un nuevo  anticipo.  Al servidor judicial que tenga pendiente una liquidación de un anticipo de dinero, no le será tramitado otro hasta tanto no liquide el que tiene pendiente.



Artículo 15°.  Trámite de reintegro.  El reintegro de las sumas canceladas por las Cajas Chicas Auxiliares, deberá solicitarse como máximo, dentro de los 15 días naturales inmediatos siguientes a la fecha en que se realizó su pago.  Para ello deberá presentarse al Departamento Financiero Contable, un detalle impreso de los documentos a reintegrar y un diskette u otro medio de transferencia de datos con esta información, conservando bajo su custodia las facturas originales debidamente canceladas , como evidencia de las erogaciones efectuadas, las que deberán cumplir con lo dispuesto por los artículos 7° y 8° de este Reglamento. 



La solicitud de reembolso deberá realizarse en forma independiente y separada de la presentación del arqueo mensual.



En relación con los reintegros de las Unidades y Subunidades Administrativas, y en aquellas oficinas en las cuales exista personal técnico tales como: la Defensa Pública, Ministerio Público, Secretaria General del O.I.J., Servicios Generales, entre otras,  la autenticidad, razonabilidad y exactitud aritmética del reembolso es responsabilidad del superior administrativo de estas oficinas.



Donde no existan UARS o en aquellas oficinas que no cuenten con personal especializado en materia financiera - presupuestaria , le corresponderá al Departamento Financiero Contable verificar la autenticidad, razonabilidad y exactitud aritmética del reembolso, sin perjuicio de la responsabilidad que le corresponda al titular de la oficina respectiva, al tenor de lo dispuesto en los artículos  20 y 21 de este Reglamento.



Artículo 16°.  Medios de reintegro.  La provisión de fondos a las Cajas Chicas Auxiliares, se hará a través de cheque o transferencia electrónica, el cual será girado a favor de la cuenta de la caja chica respectiva, en los casos en que exista cuenta corriente o a favor del encargado en aquellas en que no exista esta. Podrá reintegrarse en efectivo cuando las circunstancias así lo ameriten. 



Artículo 17°.  Fecha límite de pago.  Los comprobantes del período presupuestario que finaliza el 31 de diciembre, deberán ser pagados máximo durante la primer quincena de enero del siguiente año; el Encargado de la Caja Chica no pagará los comprobantes que le presenten con posterioridad a la fecha indicada. 



Artículo 18°.  Arqueos.  El encargado del manejo de la Caja Chica Auxiliar deberá efectuar el último día de cada mes un arqueo, el cual deberá contar con el visto bueno del jefe de la oficina, remitiéndolo al Departamento Financiero Contable con copia a la Auditoria Judicial a más tardar el tercer día del mes siguiente.  Este arqueo corresponde enviarlo independientemente si hubo erogación o movimiento alguno durante ese mes.



Artículo 19°.  Cierre de Cajas Chicas Auxiliares.  El Departamento Financiero Contable en coordinación con la Unidad o Subunidad Administrativa Regional, donde las hubiere, deberá determinar cuando una Caja Chica Auxiliar que no está cumpliendo con los objetivos de su creación, y recomendar a la Dirección Ejecutiva su cierre, la que emitirá la resolución correspondiente.



 



CAPITULO III



DEBERES Y RESPONSABILIDADES



[image: image4.jpg]









Artículo 20°.  Responsabilidad del jefe de oficina.  En las oficinas donde opere una Caja Chica, el jefe será el responsable por el cumplimiento de los procedimientos y disposiciones que establece este Reglamento y velará por el correcto uso de esos fondos.



Artículo 21°.  Encargados.  El manejo de las mismas estará a cargo del jefe de oficina o de la persona en la que este delegue su manejo. Una vez que haya recibido a satisfacción la entrega formal de los recursos, éstos serán los responsables de la correcta operación de los fondos. Lo anterior, sin detrimento de la responsabilidad que el Oficial Presupuestal tiene en el establecimiento de los controles de operación general del fondo asignado, en garantía del adecuado uso de los recursos.



En ningún caso podrá haber dos o más personas encargadas simultáneamente del manejo de la Caja Chica Auxiliar.



Artículo 22°.  Custodia de los fondos.  Para su debida custodia el encargado de la Caja Chica Auxiliar, deberá mantener en una caja metálica con llavín, el efectivo, los cheques, valores y documentos relacionados con dicha Caja.



Artículo 23°.  Funciones del encargado.  Son tareas del encargado de la Caja Chica Auxiliar:



a.  Recibir, custodiar y entregar dinero en efectivo o cheques.



b.  Recibir y custodiar comprobantes o facturas de gastos realizados



c.  Verificar que las facturas y comprobantes tengan todos los datos necesarios para su pago conforme a los artículos 7 y 8 de este Reglamento.



d.  Revisar los cálculos aritméticos de toda factura o comprobante que se tramite, así como la razonabilidad de los mismos.



e.  Codificar por subpartida según el objeto del gasto conforme al Diccionario de imputaciones presupuestarias y al Clasificador del gasto, los documentos que sustentan las erogaciones.



f.  Consignar en las facturas y comprobantes de gastos de Caja Chica, el sello de cancelado que corresponda (efectivo, cheque y fecha )



Imprimir el sello «anulado» en los cheques que por una u otra razón no fueron utilizados.



g.  Reportar por escrito a su jefe inmediato los servidores que no hayan liquidado los anticipos en el plazo que establece el presente reglamento.



h.  Llevar los registros y archivos actualizados sobre los movimientos del fondo.



i.  Confeccionar las solicitudes de reintegro conforme a lo establecido en el artículo 15 de este Reglamento.



j.  Realizar mensualmente y en forma conjunta con el superior inmediato el arqueo y la conciliación bancaria del fondo de Caja Chica Auxiliar, dejando constancia por escrito del acto, con la firma de ambos.



k.  Velar por el uso correcto de los fondos.



l.  Cualquier otra que le asigne su jefe inmediato.



CAPITULO IV



DEL CONTROL DE LAS CAJAS CHICAS AUXILIARES
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Artículo 24°.  Cambio de encargado.  Toda persona que asuma la responsabilidad de operar la Caja Chica Auxiliar, ya sea en forma permanente o transitoria, deberá recibirla previo arqueo, con la presencia y firma de quien entrega y quien recibe y del jefe inmediato de ambos.  De dicho arqueo se remitirá copia al Departamento Financiero y a la Auditoría Judicial.



Artículo 25°.  Registros y archivos.  Como parte del manejo de las Cajas Chicas Auxiliares, cuando el Fondo es superior a los ¢200,000.00, es obligatorio llevar un libro para el manejo de efectivo y otro para el control de la cuenta corriente. Si el fondo es igual o menor a los ¢200,000.00 debe utilizarse únicamente el libro de control de efectivo. 



Todas las Subcajas Chicas en general deberán llevar los archivos que permitan la evaluación de los componentes del fondo fijo.



Artículo 26°.  Arqueos  y evaluaciones.  Periódicamente y en forma sorpresiva la Tesorería Judicial efectuará arqueos de las Cajas Chicas Auxiliares del Poder Judicial. Las UARS y SUB-UARS a las de la zona de su competencia. Si se detectara alguna irregularidad se informará a la Dirección Ejecutiva, a la Auditoría Judicial y al Tribunal de la Inspección Judicial.  Asimismo, sin previo aviso, la Auditoría efectuará evaluaciones que considere pertinentes a dichos fondos.



Artículo 27°.  Faltantes y sobrantes.  Si en el arqueo practicado se determinan faltantes, éstos deberán ser cubiertos en forma inmediata por el encargado de la Caja Chica Auxiliar.  En caso de no cubrirse el faltante se comunicará a la Inspección Judicial para lo que corresponda.  Si se presentan sobrantes, deberán ser depositados inmediatamente en la cuenta 20192-8 “Contaduría Judicial”, consignando en forma clara el detalle del mismo, copia del depósito deberá remitirse a la Auditoría Judicial para los fines que interesan a esta oficina.



Artículo 28°.  Prohibiciones.  Los fondos de las Cajas Chicas Auxiliares, no se deben utilizar para cambios monetarios, cambio de cheques u operaciones distintas a las que se destinan dichos fondos.



No deben mezclarse con la Caja Chica Auxiliar, dinero, cheques, valores, otros documentos y objetos que no tengan relación con el fondo.



 CAPITULO V



DISPOSICIONES FINALES
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Artículo 29°.  Sanciones.  Cualquier infracción a las disposiciones contenidas en este reglamento, dará lugar a la aplicación del régimen disciplinario, sin perjuicio de lo dispuesto por los artículos 6 y 7 de la Ley de Administración Financiera de la República.



Artículo 30°.  Capacitación.  El Departamento Financiero Contable en coordinación con la Comisión de capacitación del sector administrativo y la Escuela Judicial mantendrá un programa de capacitación permanente para todos aquellos servidores que tengan relación con el manejo y control de las Cajas Chicas Auxiliares.



Artículo 31°.  Manual de Procedimientos.  La Dirección Ejecutiva a través de su Departamento Financiero Contable, elaborará el Manual de Procedimientos correspondiente a todas las actividades y tareas a realizar en los diferentes procesos que involucre el manejo y control de las cajas chicas auxiliares, el cual será de acatamiento obligatorio.  Corresponde al Departamento Financiero Contable, velar y procurar porque el manual se mantenga actualizado y acorde con los cambios que exige la dinámica administrativa, sin perjuicio de las iniciativas y sugerencias que surjan de los responsables de las Cajas Chicas Auxiliares,  para ello enviarán los respectivos proyectos de modificación a la Dirección Ejecutiva.



Artículo 32°.  Lineamientos y directrices.  El Departamento Financiero Contable por medio de su Sección de Tesorería, velará por la actualización del presente reglamento y tendrá la competencia por especialización para dictar los lineamientos y directrices generales para el correcto uso y adecuado control de los  fondos  asignados  a  las  Cajas  Chicas  Auxiliares.    Tendrá  el  deber  de evacuar con prontitud las consultas que en la materia se le realicen.  Sus lineamientos escritos serán de acatamiento obligatorio.



Artículo 33°.  Responsabilidad.  Será responsabilidad del jefe de la oficina y del encargado directo de la Caja Chica Auxiliar, el cumplimiento de las disposiciones contempladas en este Reglamento, en el Manual de Procedimientos y los demás instructivos y circulares que se emitan al respecto.



Corresponde al Departamento Financiero Contable, a las UARS  y SUB-UARS velar por el cumplimiento de las disposiciones estipuladas establecidas en este reglamento.



Artículo 34°.  Evaluaciones.  La Auditoría Judicial velará, mediante las intervenciones y medios que considere oportunos, el cumplimiento de lo dispuesto en este reglamento, manual de procedimientos y demás normativa relacionada, conforme a las potestades que le otorga el Reglamento de la Auditoria interna del Poder Judicial.



Artículo 35°.  Aplicación de otras normativas.  Para resolver los casos no contemplados en este reglamento, se aplicarán supletoriamente el Reglamento General de Cajas Chicas, la Ley de la Administración Financiera de la República, el Reglamento de Contratación Administrativa y el Reglamento de Gastos de Viaje y Transporte para  Funcionarios Públicos.



Artículo 36°.  Derogaciones.  Se deroga el Reglamento de Cajas Chicas aprobado por el Consejo Superior en sesión celebrada el veinticuatro de marzo de mil novecientos noventa y cuatro, y sus reformas, así como cualquier otra disposición que se le oponga.



Artículo 37°.  Vigencia.  Este reglamento entrará en vigencia a partir de su publicación en el Boletín Judicial.”



 


San José, 25 de abril de 2005.- 



     Silvia Navarro Romanini



                                                           Secretaria General  



-CC:   - Diligencias                        



Róger.-  



Ver circular N° 80-01 y aviso N° 19.02



Publicada en el Boletín Judicial N° 84 del 3 de mayo de 2005.-
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Publicada en Dirección Ejecutiva N°165 del 26 de noviembre del 2013



CIRCULAR N° 165-2013
 



PARA:                  Fiscales Adjuntos y Administradores Regionales
 
DE:                       Jorge Chavarría Guzmán, Fiscal General
Alfredo Jones León,  Director Ejecutivo
 
ASUNTO:             Adición al Protocolo de Actuaciones de las Administraciones  Regionales para la atención de las
Fiscalías
 
FECHA:                26 de noviembre de 2013
 
 
          Nos permitimos hacer del conocimiento de ustedes, el Protocolo de Actuaciones de las Administraciones Regionales para la
atención de las Fiscalías, al adicionarse un último punto:



 
PROTOCOLO DE ACTUACIONES DE LAS ADMINISTRACIONES REGIONALES PARA LA ATENCIÓN DE LAS FISCALÍAS



 
 
- Colaborar, desde la perspectiva técnica, en la formulación y evaluación de los  Planes Anuales Operativos, Planes Estratégicos
Regionales y Plan Estratégico del Ministerio Público.
- Colaborar en la formulación del Anteproyecto de presupuesto y ejecución del presupuesto aprobado.
- Colaborar  en las Autoevaluaciones de Control Interno y su seguimiento, y ejecución del Sistema de Valoración de Riesgos.
- Facilitar la información necesaria para los informes estadísticos para la elaboración de la memoria anual.
 
Las anteriores actividades comprenden las siguientes labores:
- Tramitación de Compras Menores y por Caja Chica.  Esta actividad incluye: realizar cotizaciones, gestionar criterios técnicos,
seguimiento del proceso, recepción de bienes y servicios y reclamos por garantía.
- Tramitación de contrataciones de bienes y servicios ante el Departamento de Proveeduría, cuando por su cuantía corresponda a
ese Departamento el trámite.  Incluye la confección de oficios de decisión inicial para el caso de arriendos y otros.
- Trámite de Solicitudes de Pedidos de Suministros ante el Departamento de Proveeduría.  Incluye: gestión de suministros,
sustitución de artículos de oficina, pedidos extraordinarios, reclamos por bienes dañados, etc.
- Elaboración y remisión de informes de consumo de papel y gasto en fotocopias: generar el reporte de consumo de papel del
Ministerio Público en los centros de impresión y remitir copia a la Unidad Administrativa del Ministerio Público
- Gestiones ante el Departamento de Artes Gráficas: boletas de atención de servicios, confección de rótulos.
- Trámite de pericias y traducciones escritas y orales.  Incluye Gestión de Autorización de Gastos para las pericias que deben hacer
las Fiscalías, corroborando que cumplen con los requerimientos y solicitar el visto bueno de la Dirección Ejecutiva cuando por
cuantía corresponda. Igualmente, en casos de inopia, deberán apoyar en  la búsqueda de peritos o traductores, para lo cual 
deberán tener una lista actualizada de personas que estén dispuestas a brindar estos servicios.
-Brindar el servicio de transporte periódico y programado de evidencias al Depósito de Objetos Decomisados a la Dirección General
de Armamento.
-Dar trámite prioritario a la atención de ayudas económicas y de víctimas y testigos conforme a las múltiples directrices que sobre el
particular ha emitido la Dirección Ejecutiva.
- Control e inventario de activos e implementos.  Comprende: realizar el inventario físico y llevar el control en el sistema que se
dispone para ese fin.
 - Recepción, asignación y entrega de mobiliario, equipo e implementos así como la devolución de mobiliario y equipo dañado u
obsoleto al Departamento de Proveeduría.
- Control y trámite de reparaciones de mobiliario y equipo.  En caso de que, por carga de trabajo, el obrero especializado no pueda
realizar los trabajos, se podrá recurrir a la contratación de servicios de terceros.
- Coadyuvar en las labores de verificación y ejecución de los contratos vigentes con terceros.











- Incluir en el rol de visitas periódicas a las Fiscalías de las zonas a su cargo, con el ánimo de determinar oportunamente problemas
de mantenimiento de la infraestructura (goteras, vidrios quebrados, mobiliario y equipos dañados), esto sin detrimento de la
atención a tiempo, de los reportes que hagan los servidores de estos despachos.  Cuando resulte factible, se hará coincidir una de
estas visitas con las que realiza la Unidad Administrativa del Ministerio Público, para lo cual esta comunicará, al menos con 2
semanas de antelación, al Administrador Regional.
-Incluir a las oficinas del Ministerio Público en las actividades de capacitación para uso de equipos como fax, impresoras, etc.
-Efectuar reportes y dar seguimiento a los trámites de reparaciones ante el Departamento de Proveeduría, así como coordinar lo
correspondiente con las diferentes instancias administrativas involucradas (Departamento de Servicios Generales, Departamento de
Proveeduría y Dirección de Tecnología de la Información, entre otros), para realizar las remodelaciones que requieran los
despachos de la Fiscalía.
-Trámite de reparación y mantenimiento de los vehículos asignados a las Fiscalías.
 
          En caso de que se presente duda respecto a la responsabilidad de ejecutar una tarea no detallada anteriormente, se deberá
elevar la consulta a la Dirección la cual resolverá lo correspondiente en coordinación con la Fiscalía General, en el plazo máximo de
3 días, salvo situaciones catalogadas como urgentes que se resolverán en forma inmediata.
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CIRCULAR Nº96-2018
DE:              Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva
PARA:        Administraciones Regionales.
ASUNTO: Se corrige “



”, conforme observación realizada por la Comisión de Acceso a la Justicia, en cuanto a la terminología correcta de “menor infractor” por “persona menor
en conflicto con la ley”.



Circular No.21-2016 Reglas Prácticas para el Reconocimiento y Pago de Ayuda Económica a Testigos, Menores Infractores, Victimas e
Imputados



FECHA:     31 de julio de 2018            



Conforme la  realizada por la en sesión de 4 de julio de 2018, en cuanto a que se  observación Comisión de Acceso a la Justicia, corrija la terminología 
”



de
“ ” por “menor infractor persona menor en conflicto con la ley , se corrige la Circular No.21-2016, acorde al ajuste requerido, por lo que se debe leer dicha
circular de la siguiente forma “Reglas Prácticas para el Reconocimiento y Pago de Ayuda Económica a Testigos, personas menores en conflicto con la ley,
Victimas e Imputados”, en el cuerpo de la circular se indica el ajuste subrayado y en negrita, a saber:
Con el fin de unificar, estandarizar y agilizar el proceso de reconocimiento y pago de ayudas económicas a testigos, ,
victimas e imputados, se establecen las siguientes reglas prácticas las cuales recogen directrices dadas en diferentes circulares o acuerdos



personas menores en conflicto con la ley
:



·         Dentro del presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a testigos, 
, victimas imputados, personas con discapacidad y sus acompañantes, que por sus condiciones de pobreza o circunstancias particulares lo requieran,



para cubrir los gastos que se originen producto de su traslado a las oficinas o despachos judiciales.  En ningún caso esta ayuda se entenderá como una
retribución por atender el llamado judicial.



personas menores en conflicto
con la ley



·         Si se tratase de un imputado que no puede hacerse presente a la comparecencia que le ha señalado un tribunal o cualquier otra diligencia judicial, por ser
una persona en condiciones de pobreza, lo procedente es que su defensor lo haga saber al despacho que corresponda, a fin de obtener la ayuda económica



necesaria . [1]



·         Se cubrirá la ayuda económica a los acompañantes cuando, además de la condición de pobreza, se compruebe que la persona no puede desplazarse sola,
ya sea por su condición de discapacidad, porque se trata de una persona menor de edad, un adulto mayor o porque priven otras condiciones que lo hagan
indispensable.
·         Será responsabilidad de la persona servidora judicial que gestione la ayuda, verificar la condición de pobreza o las circunstancias particulares que se
mencionan en los puntos anteriores. Todo esto lo acreditará ante las oficinas o despachos que tengan asignados los fondos para pagar las ayudas quienes
mantendrán un archivo con los respectivos comprobantes.
·         En el proceso de solicitud y pago de ayudas económicas privará la no revictimización de las personas que lo requieran y el acceso a la justicia.
·         De igual forma, los despachos y oficinas judiciales tienen la obligación de dejar constancia, en el respectivo expediente judicial, cuando se brinde esta



ayuda económica y su respaldo [2] .
·         Las Administraciones Regionales u oficinas judiciales que tengan a su cargo los fondos para atender estas ayudas, siempre mantendrán recursos en
reserva para atender, de manera prioritaria frente a otros gastos, el pago de estas ayudas, las cuales se deberán hacer efectivas cuando la persona se presente
ante los despachos u oficinas judiciales. Para lo anterior, se deberá tomar las previsiones del caso ya que bajo ningún concepto se limitará este servicio, ni se
establecerán horarios dentro de la jornada laboral, para cancelar la ayuda económica, de toda suerte que siempre deberá quedar una persona asignada para



cualquier trámite que se requiera, en caso de que el encargado esté en otra diligencia . [3]



·         En horas y días no laborales, el pago de estas ayudas se atenderá a través de las Delegaciones Regionales del Organismo de Investigación Judicial,
Secciones de Cárceles y Transportes  del I y II Circuito Judicial de San José y en la Sección de Patología Forense del Departamento de Medicina Legal, en la
medida que cuentan cajas chicas auxiliares con el propósito de hacer frente al pago de ayudas económicas a testigos, imputados, víctimas y a los usuarios en
general, que lo requieran por su condición económica .



·         Para las autorizaciones del pago de las ayudas económicas las Administraciones Regionales y los diferentes programas presupuestarios [4] , deben
establecer los mecanismos necesarios para que se agilice el proceso, donde es fundamental como medio oficial de comunicación el correo electrónico, sin
detrimento de las coordinaciones que se pueda realizar vía telefónica. Debe prevalecer el servicio público por lo que la búsqueda de soluciones es primordial, con
el fin de no afectar a las personas usuarias en la entrega de este tipo de ayudas.
·         Para la cancelación de las ayudas económica las Administraciones Regionales deberá disponer de la información actualizada en cuanto al costo de los
pasajes de las rutas de buses de la zona a cargo, en la medida que la persona usuaria no puede aportar factura sobre este tipo servicio, así como del costo del
servicio de hospedaje (hoteles, cabinas, pensiones, hostales, entre otros) de la zona a cargo con el fin de orientar a la persona usuaria sobre posibles lugares de
hospedaje, conforme la ayudada económica brindada.
·         Conforme la Ley de Control Interno; reglamentos y demás directrices vinculas con el pago de ayudas económicas, las oficinas que deben realizar pagos por
concepto de este rubro deben establecer los mecanismos de control necesarios para su registro y cancelación.
 
AERJ/mary  
 
[1] Circular No.131-2003 de la Secretaria General de la Corte, Publicada en el Boletín Judicial N°243 del 17-12-03, hace conocimiento lo acordado por el Consejo
Superior en sesión N°82-2003, celebrada el 30 de octubre de 2003, artículo XLIX.
[2] Circular No.25-2011 de la Dirección Ejecutiva en la que se señala que el Consejo Superior en sesión N°07-2001 celebrada el 23 de enero del 2001, artículos
XXXV y XXXVI, por recomendación de la Auditoría Judicial (Oficios Nos. 035-17-AF-2001 y 036-018-AF-2001), acordó comunicarles la obligación de dejar
constancia por escrito en el expediente respectivo, de la  que realicen los interesados, en virtud de las que se brinde ayuda económica a testigos
y las personas menores en conflicto con la ley, con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido por este Consejo en la circular N°75-95 de 22 de diciembre
de 1995, publicada en el Boletín Judicial N°9 del 12 de enero de 1996, en la que se estableció que ese tipo de ayuda debe otorgarse a  del
testigo y nunca de oficio.-



solicitud expresa



solicitud expresa



[3] Circular No.22-2007, 34-2008, 25-2009, Dirección Ejecutiva.
[4] Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Defensa Pública, Servicio Jurisdiccional, Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos,
Dirección, administración y otros órganos de Apoyo.
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 Descriptores/Temas: Ayuda económica



Publicada en Dirección Ejecutiva N°083 del 28 de junio del 2019



 



CIRCULAR Nº83-2019
 



Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora EjecutivaDE:              
 



Administradores y Administradoras RegionalesPARA:        
 



Horario para la atención del pago de “Ayudas Económicas”, en las Administraciones Regionales.ASUNTO:  
 
FECHA:     28 de junio 2019



 
Mediante las circulares N°21-2016 y 96-2018, respecto al horario de atención para realizar el pago de “Ayuda Económica” a la
persona usuaria, esta Dirección Ejecutiva ha indicado lo siguiente:
 
“……Las Administraciones Regionales u oficinas judiciales que tengan a su cargo los fondos para atender estas ayudas, siempre
mantendrán recursos en reserva para atender, de manera prioritaria frente a otros gastos, el pago de estas ayudas, las cuales se
deberán hacer efectivas cuando la persona se presente ante los despachos u oficinas judiciales. Para lo anterior, se deberá tomar
las previsiones del caso ya que bajo ningún concepto se limitará este servicio, ni se establecerán horarios dentro de la jornada
laboral, para cancelar la ayuda económica, de toda suerte que siempre deberá quedar una persona asignada para cualquier
trámite que se requiera, en caso de que el encargado esté en otra diligencia.
 
 En horas y días no laborales, el pago de estas ayudas se atenderá a través de las Delegaciones Regionales del Organismo de
Investigación Judicial, Secciones de Cárceles y Transportes del I y II Circuito Judicial de San José y en la Sección de Patología
Forense del Departamento de Medicina Legal, en la medida que cuentan cajas chicas auxiliares con el propósito de hacer frente al
pago de ayudas económicas a testigos, imputados, víctimas y a los usuarios en general, que lo requieran por su condición
económica……..”
 
 
Al respecto, interesa aclarar que en horario de lunes a viernes, de 11:30 para algunas zonas regionales y de 12 medio día a las 13
horas, 
motivo por el cual esta tarea no debe delegarse a otra oficina; siempre deberá designarse a un servidor judicial capacitado para
que atienda este trámite, en caso de que el encargado de la caja chica no pueda atender la gestión de pago.



la atención del pago de ayudas económicas corresponde a la Administración Regional de cada Circuito Judicial,



 
Posterior a las 16:30 horas y en general en horario no hábil, el pago de las ayudas económicas se atenderá a través de las cajas
chicas auxiliares, según las circulares mencionadas. 
 
 
   : Lic. Mauricio Fonseca Umaña, Administrador Organismo de Investigación Judicial  Copia
               Lic. Erick Alfaro Romero, Contralor de Servicios del Poder Judicial
              
AERJ/cfernandez/VB°WKA
Ref. N°4404, 4669, 4669-2019
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Circular Dirección Ejecutiva N° 058 - 2011



21 de Julio del 2011



Publicada en Dirección Ejecutiva N°058 del 21 de julio del 2011



CIRCULAR No. 58-2011



PARA:                  Fiscales adjuntos y Administradores Regionales



                       DE: Jorge Chavarría Guzmán, Fiscal General
Alfredo Jones León,  Director Ejecutivo



ASUNTO:              Protocolo de actuaciones de las Administraciones Regionales para la atención de las fiscalías



FECHA:                21 de julio de 2011
________________________________________________________________



En atención a la obligada colaboración que la Administración debe brindar al Ministerio Público, particularmente a las Fiscalías
Adjuntas y debido a que se han presentado situaciones que evidencian que es necesario clarificar los alcances de ese apoyo, de
seguido se presenta el protocolo que recoge las actividades y labores en las  que los Administraciones Regionales apoyarán  a las
diferentes citadas oficinas, sean territoriales o especializadas, así como a las Oficinas de Atención y de Defensa Civil de la Víctima.



PROTOCOLO DE ACTUACIONES DE LAS ADMINISTRACIONES REGIONALES PARA LA ATENCIÓN DE LAS FISCALÍAS



- Colaborar, desde la perspectiva técnica, en la formulación y evaluación de los Planes Anuales Operativos, Planes Estratégicos
Regionales y Plan Estratégico del Ministerio Público.
- Colaborar en la formulación del Anteproyecto de presupuesto y ejecución del presupuesto aprobado.
- Colaborar  en las Autoevaluaciones de Control Interno y su seguimiento, y ejecución del Sistema de Valoración de Riesgos
- Facilitar la información necesaria para los informes estadísticos para la elaboración de la memoria anual.



Las anteriores actividades comprenden las siguientes labores:
- Tramitación de Compras Menores y por Caja Chica.  Esta actividad incluye: realizar cotizaciones, gestionar criterios técnicos,
seguimiento del proceso, recepción de bienes y servicios y reclamos por garantía.
- Tramitación de contrataciones de bienes y servicios ante el Departamento de Proveeduría, cuando por su cuantía corresponda  a
ese Departamento el trámite.  Incluye la confección de oficios de decisión inicial para el caso de arriendos y otros.
- Trámite de Solicitudes de Pedidos de Suministros ante el Departamento de Proveeduría.  Incluye: gestión de suministros,
sustitución de artículos de oficina, pedidos extraordinarios, reclamos por bienes dañados, etc.
- Elaboración y remisión de informes de consumo de papel y gasto en fotocopias: Generar el reporte de consumo de papel del
Ministerio Público en los centros de impresión y remitir copia a la Unidad Administrativa del Ministerio Público
- Gestiones ante el Departamento de Artes Gráficas: Boletas de atención de servicios, confección de rótulos.
- Trámite de pericias y traducciones escritas y orales.  Incluye Gestión de Autorización de Gastos para las pericias que deben hacer
las Fiscalías, corroborando que cumplen con los requerimientos y solicitar el visto bueno de la Dirección Ejecutiva cuando por
cuantía corresponda. Igualmente, en casos de inopia, deberán apoyar en  la búsqueda de peritos o traductores, para lo cual las
deberán tener una lista actualizada de personas que estén dispuestas a brindar estos servicios.
-Brindar el servicio de transporte periódico y programado de evidencias al Depósito de Objetos Decomisados a la Dirección General
de Armamento.
-Dar trámite prioritario a la atención de ayudas económicas y de víctimas y testigos conforme a las múltiples directrices que sobre el
particular ha emitido la Dirección Ejecutiva.
- Control e inventario de activos e implementos.  Comprende: Realizar el inventario físico y llevar el control en el sistema que se
dispone para ese fin
 - Recepción, asignación y entrega de mobiliario, equipo e implementos así como la devolución de mobiliario y equipo dañado u
obsoleto al Departamento de Proveeduría.











- Control y trámite de reparaciones de mobiliario y equipo.  En caso que, por carga de trabajo, el obrero especializado no pueda
realizar los trabajos, se podrá recurrir a la contratación de servicios de terceros.
- Coadyuvar en las labores de verificación y ejecución de los contratos vigentes con terceros
- Incluir en el rol de visitas periódicas a las Fiscalías de las zonas a su cargo, con el ánimo de determinar oportunamente problemas
de mantenimiento de la infraestructura (goteras, vidrios quebrados, mobiliario y equipos dañados), esto sin detrimento de la
atención a tiempo, de los reportes que hagan los servidores de estos despachos.  Cuando resulte factible, se hará coincidir una de
estas visitas con las que realiza la Unidad Administrativa del Ministerio Público, para lo cual esta comunicará, al menos con 2
semanas de antelación, al Administrador Regional.
-Incluir a las oficinas del Ministerio Público en las actividades de capacitación para uso de equipos como fax, impresoras, etc.
-Efectuar reportes y dar seguimiento a los trámites de reparaciones ante el Departamento de Proveeduría, así como coordinar lo
correspondiente, con las diferentes instancias administrativas involucradas (Departamento de Servicios Generales, Departamento
de Proveeduría y Departamento de Tecnología, entre otros), para realizar las remodelaciones que requieran los despachos de la
Fiscalía.



En caso de que se presente duda respecto a la responsabilidad de ejecutar una tarea no detallada anteriormente, se deberá elevar
la consulta a la Dirección la cual resolverá lo correspondiente en coordinación la Fiscalía General, en el plazo máximo de 3 días,
salvo situaciones catalogadas como urgentes que se resolverán en forma inmediata.



 



Jorge Chavarría Guzmán                                          Alfredo Jones León
Fiscal General de la República                        Director Administrativo Poder Judicial
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Circular Dirección Ejecutiva N° 034 - 2008



12 de Agosto del 2008
 Descriptores/Temas: Ayuda económica



Reitera: Circular Dirección Ejecutiva 022 del año 2007



Documentos citados: - Circulares y Avisos



Publicada en Dirección Ejecutiva N°034 del 12 de agosto del 2008



 
 



CIRCULAR Nº 34-2008
 



PARA:         Jefes de las Administraciones Regionales y Despachos Judiciales
 
   DE:             Alfredo  León,  Director Ejecutivo.Jones
 
   ASUNTO:   Reiteración de º 22-2007 emitida por esta Dirección Ejecutiva el 9 de abril de 2007, sobre el
“Trámite de pago de ayuda económica a testigos”



la Circular N



 
FECHA:      12 de agosto de 2008



 
     
          Muy atentamente me permito reiterar la circular Nº 22-2007 de 9 de abril de 2007,  donde se ordenó tomar las previsiones del
caso, para que bajo ningún concepto se limite, ni establezca horarios dentro de la jornada laboral, para cancelar la ayuda económica a
testigos, imputados, víctimas y a los usuarios en general, que lo requieran por su situación económica en alguna diligencia.  Debiendo
quedar siempre una persona asignada para cualquier trámite que se requiera, en caso de que el encargado esté en otra diligencia.
            Asimismo, en cuanto a horas y días no laborales, por parte de esta Dirección se ordenó la creación de cajas chicas auxiliares en
las Delegaciones Regionales del Organismo de Investigación Judicial de Alajuela, Cartago, Heredia, Puntarenas, Liberia, Limón, Pérez
Zeledón, San Carlos, Ciudad Neilly, Pococí-Guácimo; en la Sección de Cárceles y Transportes del Primero y Segundo Circuito Judicial
de San José y en la Sección de Patología Forense del Departamento de Medicina Legal, con el propósito de hacer frente al pago de
ayudas económicas a testigos, imputados, víctimas y a los usuarios en general, que lo requieran por su condición económica. 
            En virtud de lo anterior, ruégoles dar cumplimiento al contenido de esta circular, y girar las instrucciones que estimen
pertinentes, a efecto de que este tipo de gestiones se atienden en forma eficiente y oportuna.
 
AJL/gsc
c: Diligencias
    Archivo
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Circular Dirección Ejecutiva N° 021 - 2016



26 de Setiembre del 2016
 Fecha de Publicación: 26 de Setiembre del 2016



 Descriptores/Temas: Protección a testigos y víctimas
Reitera: Circular Dirección Ejecutiva 066 del año 2020



Documentos citados: - Circulares y Avisos



Publicada en Dirección Ejecutiva N°021 del 26 de septiembre del 2016











 



 











 
CIRCULAR Nº21-2016



 
DE:             Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva
PARA:       Administraciones Regionales.
ASUNTO: Reglas Prácticas para el Reconocimiento y Pago de Ayuda Económica a Testigos,
                       Menores Infractores, Victimas e Imputados.
FECHA:    26 de setiembre de 2016                



Con el fin de unificar, estandarizar y agilizar el proceso de reconocimiento y pago de ayudas económicas a testigos, menores infractores, victimas e imputados, se
establecen las siguientes reglas prácticas las cuales recogen directrices dadas en diferentes circulares o acuerdo:
 
·         Dentro del presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a testigos, menores infractores, victimas
imputados, personas con discapacidad y sus acompañantes, que por sus condiciones de pobreza o circunstancias particulares lo requieran, para cubrir los gastos
que se originen producto de su traslado a las oficinas o despachos judiciales.  En ningún caso esta ayuda se entenderá como una retribución por atender el
llamado judicial.
 
·         Si se tratase de un imputado que no puede hacerse presente a la comparecencia que le ha señalado un tribunal o cualquier otra diligencia judicial, por ser
una persona en condiciones de pobreza, lo procedente es que su defensor lo haga saber al despacho que corresponda, a fin de obtener la ayuda económica



necesaria .
[1]



 
·         Se cubrirá la ayuda económica a los acompañantes cuando, además de la condición de pobreza, se compruebe que la persona no puede desplazarse sola,
ya se por su condición de discapacidad, porque se trata de un menor de edad, un adulto mayor o porque priven otras condiciones que lo hagan indispensable.
 
·         Será responsabilidad de la persona servidora judicial que gestione la ayuda, verificar la condición de pobreza o las circunstancias particulares que se
mencionan en los puntos anteriores. Todo esto lo acreditará ante las oficinas o despachos que tengan asignados los fondos para pagar las ayudas quienes
mantendrán un archivo con los respectivos comprobantes.
 
·         En el proceso de solicitud y pago de ayudas económicas privará la no revictimización de las personas que lo requieran y el acceso a la justicia.
 
·         De igual forma, los despachos y oficinas judiciales tienen la obligación de dejar constancia, en el respectivo expediente judicial, cuando se brinde esta



ayuda económica y su respaldo
[2]



.
 
·         Las Administraciones Regionales u oficinas judiciales que tengan a su cargo los fondos para atender estas ayudas, siempre mantendrán recursos en
reserva para atender, de manera prioritaria frente a otros gastos, el pago de estas ayudas, las cuales se deberán hacer efectivas cuando la persona se presente
ante los despachos u oficinas judiciales. Para lo anterior, se deberá tomar las previsiones del caso ya que bajo ningún concepto se limitará este servicio, ni se
establecerán horarios dentro de la jornada laboral, para cancelar la ayuda económica, de toda suerte que siempre deberá quedar una persona asignada para



cualquier trámite que se requiera, en caso de que el encargado esté en otra diligencia .
[3]



 
·         En horas y días no laborales, el pago de estas ayudas se atenderá a través de las Delegaciones Regionales del Organismo de Investigación Judicial,
Secciones de Cárceles y Transportes  del I y II Circuito Judicial de San José y en la Sección de Patología Forense del Departamento de Medicina Legal, en la
medida que cuentan cajas chicas auxiliares con el propósito de hacer frente al pago de ayudas económicas a testigos, imputados, víctimas y a los usuarios en
general, que lo requieran por su condición económica .
 



·         Para las autorizaciones del pago de las ayudas económicas las Administraciones Regionales y los diferentes programas presupuestarios
[4] , deben



establecer los mecanismos necesarios para que se agilice el proceso, donde es fundamental como medio oficial de comunicación el correo electrónico, sin
detrimento de las coordinaciones que se pueda realizar vía telefónica. Debe prevalecer el servicio público por lo que la búsqueda de soluciones es primordial, con
el fin de no afectar a las personas usuarias en la entrega de este tipo de ayudas.
 
·         Para la cancelación de las ayudas económica las Administraciones Regionales deberá disponer de la información actualizada en cuanto al costo de los
pasajes de las rutas de buses de la zona a cargo, en la medida que la persona usuaria no puede aportar factura sobre este tipo servicio, así como del costo del
servicio de hospedaje (hoteles, cabinas, pensiones, hostales, entre otros) de la zona a cargo con el fin de orientar a la persona usuaria sobre posibles lugares de
hospedaje, conforme la ayudada económica brindada.
 
·         Conforme la Ley de Control Interno; reglamentos y demás directrices vinculas con el pago de ayudas económicas, las oficinas que deben realizar pagos por
concepto de este rubro, deben establecer los mecanismos de control necesarios para su registro y cancelación.
 
 
AERJ/mary



[1]
 Circular No.131-2003 de la Secretaria General de la Corte, Publicada en el Boletín Judicial N° 243 del 17-12-03.-, hace conocimiento lo acordado por el



Consejo Superior en sesión N° 82-2003, celebrada el 30 de octubre de 2003, artículo XLIX.
[2]



 Circular No.25-2011 de la Dirección Ejecutiva en la que se señala que el Consejo Superior en sesión N° 07-2001 celebrada el 23 de enero del 2001, artículos
XXXV y XXXVI, por recomendación de la Auditoría Judicial (Oficios Nos. 035-17-AF-2001 y 036-018-AF-2001), acordó comunicarles la obligación de dejar
constancia por escrito en el expediente respectivo, de la  que realicen los interesados, en virtud de las que se brinde ayuda económica a testigos
y menores infractores, con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido por este Consejo en la circular N° 75-95 de 22 de diciembre de 1995, publicada en el
Boletín Judicial N° 9 del 12 de enero de 1996, en la que se estableció que ese tipo de ayuda debe otorgarse a  del testigo  y nunca de oficio.-



solicitud expresa



solicitud expresa
[3]



 Circular No.22-2007, 34-2008, 25-2009, Dirección Ejecutiva.
[4]



 Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Defensa Pública, Servicio Jurisdiccional, Servicio de Atención y Protección de Victimas y Testigos,
Dirección, administracion y otros órganos de Apoyo.
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Circular Dirección Ejecutiva N° 014 - 2018



13 de Febrero del 2018
 Fecha de Publicación: 13 de Febrero del 2018



 Descriptores/Temas: Protección a testigos y víctimas
Reitera: Circular Dirección Ejecutiva 066 del año 2020



Documentos citados: - Circulares y Avisos



Publicada en Dirección Ejecutiva N°014 del 13 de febrero del 2018



 
 



 
 



CIRCULAR Nº14-2018
 
DE:             Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva
PARA:       Administraciones Regionales.
ASUNTO: Reglas Prácticas para el Reconocimiento y Pago de Ayuda Económica a Testigos,
                     Menores Infractores, Victimas e Imputados.
FECHA:    13 de febrero de 2018               



En adición a la Circular N° 21-2016 de 26 setiembre de 2016 en la cual se establecen una serie de Reglas Prácticas con el fin de
unificar, estandarizar y agilizar el proceso de reconocimiento de ayudas económicas a testigos, menores infractores, víctimas e
imputados; me permito a señalar lo siguiente:
 
·        Mediante oficio N° DJ-AJ-4498-2018 emitido por de la Dirección Jurídica se señala que:



“…en caso de que aun cuando se haya pagado los viáticos, la persona se  ausente a la diligencia judicial, amén de especificar que
lo que se brinda es una   ayuda económica a una población de muy escasos recursos económicos, esta Dirección Jurídica
determina que son sumas que no se pueden cobrar por la naturaleza de fin que se otorga.



Es importante recomendar, que como parte de los mecanismos de control y registro que debe llevar la persona encargada, en cada
Administración o Despacho Judicial, de tramitar estas ayudas, se incluya la  que 



 lo utilice para el fin que se le concedió, es decir que si la persona se ausenta a la diligencia judicial que
motiva dicha ayuda, la misma no será otorgada una segunda ocasión. 



obligación de advertir a la persona beneficiaria el fin
del dinero que se le otorga,



Asimismo, que se establezcan controles adicionales ex ante para evitar el uso indebido de los fondos públicos girados por el
concepto de análisis.” (El resaltado no corresponde al original)
 
·        En línea con lo anterior, si una persona usuaria necesita trasladarse a Medicatura Forense o bien a alguna otra dependencia
judicial, el monto del pasaje de autobús
 
 
 
 
para el traslado del usuario debe ser cancelado por la Administración donde se solicita la ayuda, mientras que lo correspondiente a
alimentación y el pasaje de regreso se tramite ante la Administración Regional de la Ciudad Judicial o de la dependencia que se
visite. Por lo anterior, se deberá coordinar oportunamente con el Administrador o Administradora Regional donde se presente la
persona usuaria.
 
·        Se reitera que todo pago de ayuda económica puede darse siempre y cuando la autoridad judicial elabore una resolución,
constancia o escrito, la cual acredite que se atendió a una persona en condición de pobreza. De igual forma, es de obligatoriedad
de los despachos y oficinas judiciales dejar constancia, en el respectivo expediente judicial, cuando se brinde esta ayuda
económica y su respaldo[1].
 
 











 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
AERJ/aco/VºBºmagc



[1]
 Circular No.25-2011 de la Dirección Ejecutiva en la que se señala que el Consejo Superior en sesión N° 07-2001 celebrada el 23



de enero del 2001, artículos XXXV y XXXVI, por recomendación de la Auditoría Judicial (Oficios Nos. 035-17-AF-2001 y 036-018-AF-
2001), acordó comunicarles la obligación de dejar constancia por escrito en el expediente respectivo, de la  que
realicen los interesados, en virtud de las que se brinde ayuda económica a testigos y menores infractores, con el propósito de dar
cumplimiento a lo establecido por este Consejo en la circular N° 75-95 de 22 de diciembre de 1995, publicada en el Boletín Judicial
N° 9 del 12 de enero de 1996, en la que se estableció que ese tipo de ayuda debe otorgarse a  del testigo  y
nunca de oficio.-



solicitud expresa



solicitud expresa
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San José, 22 de septiembre de 2020

Oficio CACC-487-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio







Señora, 

Damaris Vargas 

Coordinadora, Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y Pueblos Indígenas

Poder Judicial

S.D. 





Estimada señora:



Por este medio se remite para su estimable conocimiento, el acuerdo tomado por la Comisión de Acceso a la Justicia celebrada virtualmente y realizada el día martes 08 de septiembre de 2020, en donde se acordó: 



“ARTÍCULO III:



Tema:  Propuesta de Circular “Lineamientos Generales para la atención de las Personas en Condición de Vulnerabilidad”



La Licenciada Angie Calderón Chaves, en consideración del acuerdo del artículo II del Acta del 07 de mayo de la Comisión de Acceso a la Justicia realizó una propuesta de borrador de Circular sobre Lineamientos Generales para la atención de las personas en condición de vulnerabilidad, este se acuerdo se transcribe literalmente.



 5. Se propone la elaboración de un lineamiento con recomendaciones generales y de aplicación obligatoria para la atención de todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad; lo anterior a partir de las directrices que ya se han girado al respecto, considerando además las políticas institucionales vigentes y las Reglas de Brasilia.











SE ACUERDA: 1. Se toma nota de la propuesta confecciona por la Unidad de Acceso a la Justicia. 2. Hacer esta propuesta del conocimiento de las y los integrantes de la Comisión y diferentes Subcomisiones de Acceso a la Justicia, para que se sirvan revisar dicho documento y emitir las observaciones o consideraciones que estimen pertinentes con la finalidad que sea un documento de construcción conjunta y que contemple los elementos o particularidades de cada población en situación de vulnerabilidad. 3. A partir de la comunicación de este acuerdo contarán con un mes calendario para que se emitan las observaciones que estimen pertinentes; mismas que deberán comunicarse a la Unidad de Acceso a la justicia, conforme se les indique en la comunicación oficial. 







Cordialmente, 





Máster Melissa Benavidez Víquez

Coordinadora 

Unidad de Acceso a la Justicia

Poder Judicial





CC: Consecutivo/ Archivo/
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Cuestionario sobre defensores de DDHH

		From

		Alexis Mora Cambronero

		To

		Jorge Olaso Alvarez; Damaris Vargas Vásquez; Juan Carlos Pérez Murillo; Jose Pablo Esquivel Segura; Laura Cordero Capuano; Xinia Fernández Vargas

		Cc

		Paula Calderón Devandas; Secretaría Defensa Publica I Circuito Judicial; Melissa Benavides Víquez; Mariana Salas Góngora; Oficina de Enlace y Relaciones Internacionales del OIJ; Elias Carranza Maxera; Oficina de Asesoría Técnica y Relaciones Internacionales; Secretaria de Género; Alejandra Mena Cárdenas; Karen Leiva Chavarría; Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial

		Recipients
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República de Costa Rica



Poder Judicial



Oficina de Cooperación  y Relaciones Internacionales



18 de septiembre de 2020



Señoras (es)



Enlaces de Cooperación Internacional 



Poder Judicial



 



Reciban un cordial saludo.  Con instrucciones de la señora Karen Leiva Chavarría, Jefa de esta oficina, me dirijo a ustedes muy respetuosamente, en ocasión de hacer de su estimable conocimiento que recibimos por parte del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, la solicitud de cumplimentar el “ Cuestionario de la Relatora Especial sobre la situación de los defensores de los derechos humanos”, de conformidad con la resolución 43/16 del Consejo de Derechos Humanos.



 



El próximo informe temático de la Relatora Especial sobre la situación de los defensores de derechos humanos, versará sobre los asesinatos de defensores y defensoras de derechos humanos que se presentará en la 46° período de sesión del Consejo de Derechos Humanos, en marzo de 2021.



 



En razón de lo anterior, se le agradece brindar información que tenga disponible la instancias que usted representa, permitiendo obtener insumos que fortalezcan  el informe institucional, remitiendo el cuestionario a más tardar el día  martes 29 de septiembre, a los correos electrónicos: amorac@poder-judicial.go.cr , con copia al correo ocri@poder-judicial.go.cr .



 



Agradecemos de antemano la valiosa atención que pueda brindar a la presente comunicación y quedo a total disposición ante cualquier consulta.
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Cuestionario – Relatora Especial sobre la situación de los defensores de derechos humanos 





			Tipo de actor ( por favor seleccione uno)


			_____Estado Miembro 


_____Estado Observador 


_____Otro (por favor específique)














			Nombre de la Organización / institución (si procede)


			





			Correo electrónico 


			





			Teléfono 


			





			Dirección 


			





			¿Podemos atribuir públicamente estas respuestas a su Estado o a su institución?


			Si                     No








Comentarios (si fuera relevante)














Preguntas





Los defendores y defensoras de los derechos humanos son personas que, individual o colectivamente, trabajan pacificamente para promover y procurar la protección y realización de los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos, de conformidad con la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos Humanos.


¿ Acepta su Gobierno el derecho legitimo a defender los derechos humanos y si un defensor o defensora es asesinado en el desempeño de su labor, lo condena públicamente?

















___________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________





¿ Ha habido algún caso de persona defenora de los derechos humanos asesinado en su país desde el 1 de enero de 2019 hasta el 30 de junio de 2020?

















___________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________


¿ Cúantas condenas de los autores de asesinatos de defensores y defensoras de los derechos humanos hubo en su país desde el 1 de enero de 2019 hasta el el 30 de junio de 2020?








1. 











___________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________


¿Cuenta su Gobiernos con un procedimiento para responder a las amenazas de muerte contra las personas defensoras de los derechos humanos?




















___________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________





¿Cuenta su Gobierno con garantías jurídicas y otras medidas de protección, o está dispuesto a adoptarlas, para que los defensores de los derechos humanos puedan realizar su labor sin ser perseguidos?




















___________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________





¿Podría usted compartir buenas prácticas (basadas en evidencias) que hayan demostrado ser eficaces para hacer frente a las amenazas de muerte? ¿ Y para evitar que dichas amenazas se traduzcan en el asesinato o asesinatos de personas defensoras de los derechos huamano?























___________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________
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1   OCRI - PJ     Cuestionar io  –   Relatora  Especial sobre la situación de los defen sores  de  derechos humanos     



Ti po de actor  (   por favor seleccione uno)  _____ Estad o Miembro    _____ Estado Observador    _____ Otro (por favor es pecífique)        



Nombre de la Organización /  institución (si procede)   



Correo electrónico    



Teléfono    



Dirección    



¿Pode mos atribuir públicamente estas  re spuestas a   su Es tado o a su  institución?  S i                       No       Comentarios (si fuera rel evante)  



    Preguntas     Los defendores y defen soras de los derechos hu manos  son personas   que, individual  o colectivamente, t rabajan pac i ficamente para promover y  procurar la protección y  realización de los derechos humanos y las libertades fundament a les universalmente   recon ocidos , de confor midad con la Declar ación de las Naciones Unidas  sobre los  Derechos  Hu manos .           _________________________________________________________________________ _________________________________________________________________________ __________________________ _______________________________________________  



¿ Acepta su Gobierno el derecho legitimo a defender los derechos humanos y  si un defensor o defensora es asesinado en el desempeño  de su labor, lo  condena p úblicamente?    
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EJ-DIR-167-2020




7 de setiembre de 2020

Señora

Melissa Benavides Víquez 

Coordinadora Unidad Acceso a la Justicia 

Poder Judicial 






Asunto: Respuesta a oficio CACC-287-2020.

Estimada señora:


Reciba un cordial saludo. 

En respuesta a su oficio número CACC-287-2020, de fecha 26 de junio del presente año, en el que se indica: "2° Consultar a la Escuela Judicial sobre los avances de la capacitación a la que hace referencia en el oficio citado, coordinada con la Universidad de Costa Rica denominada “Capacitación en temáticas vinculadas con pueblos y territorios indígenas”, calendarizada para los meses de agosto a octubre de 2020" , se informa lo siguiente:

La capacitación aludida se encuentra diseñada y lista para ser impartida. Sin embargo, la Universidad de Costa Rica, en oficio FD-1619-2020, del 15 de julio de 2020, comunicó a la Escuela Judicial sobre la imposibilidad de dar cumplimiento durante este año 2020, con la capacitación relativa a  “Pueblos y Territorios Indígenas”, dadas las limitaciones actuales y circunstancias operativas, en atención a la emergencia nacional por la pandemia generada por el COVID-19.

Ante esta manifestación, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en la sesión extraordinaria virtual por Microsoft Teams nº. 010-2020, del 16 de julio del 2020, Artículo único, aprobó la cesión del recurso destinado a esta capacitación.

Se adjunta el oficio FD-1619-2020 de la Universidad de Costa Rica y el oficio n°. 039-CD/EJ-20  del Consejo Directivo de la Escuela Judicial aludidos.

La Escuela Judicial y la Universidad de Costa Rica tienen programado impartir esta capacitación en el primer semestre del año 2021, si las circunstancias de la emergencia nacional lo permiten.

Sin otro particular, 

 Licda. Rebeca Guardia Morales

Directora a.i.

Escuela Judicial

C. Arch. Consec.

fam
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15 de julio de 2020
FD-1619-2020


Señora
Rebeca Guardia Morales, Directora
ESCUELA JUDICIAL
PODER JUDICIAL


Estimada señora:


A la vez que saludarla por este medio me permito comunicar en resumen las conclusiones a que se
ha llegado luego del intercambio de correspondencia entre el Despacho que Usted dirige y esta Area
de Acción Social,  así  como los  temas analizados  y consensuados  en la  reunión  via  zoom que
sostuvimos su equipo de trabajo con el nuestro el pasado viernes 10 de julio en curso.


En  lo  esencial,  dadas  las  actuales  limitaciones  y  circunstancias  operativas,  financieras,
organizativas, de imposibilidad de contar con el apoyo logístico de la Fundación UCR, las medidas
adoptadas por las Autoridades universitarias ante la pandemia y demás aspectos que analizamos, se
concluye que no será posible por lo que resta del año impartir la “Capacitación relativa a pueblos y
territorios indígenas”, cuyos avances en todo caso se retoman y confiamos, si las circunstancias lo
permiten, que con nuestros esfuerzos conjuntos podamos estar impartiéndola de la mejor manera
posible en el primer ciclo lectivo universitario del año 2021.


Me  complace  en  lo  personal,  poder  colaborar  con  proyectos  de  tanta  trascendencia,  y  en  lo
institucional deseamos que las circunstancias sean propicias para culminar estos esfuerzos,


Atentamente,


Lic. Carlos Manuel Estrada Navas
DIRECTOR


ÁREA DE ACCIÓN SOCIAL
 


CMEN/eng


Cc.  Expediente


               Recepción                             Consultorios Jurídicos                           Casa de Justicia 
              Tel.: 2511-4032                           Tel.: 2511-1521                                  Tel.: 2511-1558
            recepcion.fd@ucr.ac.cr            accionsocial.fd@ucr.ac.cr           administrativacasajustica.fd@ucr.ac.cr


www.derecho.ucr.ac.cr



http://www.derecho.ucr.ac.cr/
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ESCUELA JUDICIAL “Lic. Édgar Cervantes Villalta”


Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, Heredia


Teléfono 22671541 Fax - 22671542


N° 039-CD/EJ-20
16 de julio de 2020


Licda. Rebeca Guardia Morales
Directora a.í., de la Escuela Judicial
Presente


Estimada señora:


Le transcribo el acuerdo tomado por el CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, en
la sesión extraordinaria virtual por Microsoft Teams nº. 010-2020, del 16 de julio del 2020, que dice:


“ARTICULO ÚNICO


Las  personas integrantes del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, presentes en esta sesión, con base 
en los siguientes acuerdos:


 Acuerdo tomado por el CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, en la sesión
extraordinaria nº. 08-16 del 19 de abril del 2016, ARTÍCULO I, que dice:


SE ACUERDA: Visto el informe de Auditoría Financiera, Nº 292-21-SAF-2016 de 18 de marzo de 2016y luego de
escuchar la intervención de la Licda. Eimy Solano Castro, Administradora de la Escuela Judicial, y valorar los
distintos tipos de modificaciones presupuestarias que se deben realizar en la Escuela, siendo que las modificaciones
internas y cambios de línea se realizan de manera constante y a fin de lograr una mayor eficiencia en el manejo de
las finanzas de Escuela Judicial, este Consejo acuerda por unanimidad:
1) Las “Modificaciones presupuestarias externas” deberán ser aprobadas por el Consejo Directivo de la Escuela
Judicial, por lo que serán sometidas a la consideración de este Consejo con la debida antelación, previo al plazo
para la presentación al órgano correspondiente.
2) Que en cuanto a las “Modificaciones presupuestarias internas” y las “Modificaciones por cambio de línea”, se
acuerda: Delegar en la persona que funja como Director o Directora de la Escuela Judicial, la aprobación de las
modificaciones presupuestarias internas y cambios de línea, hasta un límite máximo de cinco millones de colones.
Aquellas que excedan esa suma deberán ser aprobadas previamente por este Consejo. Esto a tenor de lo
establecido en los artículos 70 y 84 inciso a) de la Ley General de la Administración Pública, que establecen, en lo
conducente: Artículo 70. “La competencia será ejercida por el titular del órgano respectivo, salvo caso de
delegación, avocación, sustitución o subrogación, en las condiciones y límites indicados por esta ley”.
Artículo 84. “Las competencias administrativas o su ejercicio podrán ser transferidas mediante: a) Delegación...”
En casos de ausencias temporales de la persona que funja como Director o Directora de la Escuela Judicial no
mayores a cinco días hábiles, quien ocupe el cargo de Subdirector o Subdirectora deberá ser ascendido al cargo de
Dirección, a fin de que pueda cumplir con esta delegación. Las ausencias temporales de la Dirección que excedan
el plazo de cinco días hábiles deberán ser comunicadas al Consejo Directivo, quien recomendará el nombramiento
de la persona que ocupe el cargo interinamente.
3) Las modificaciones presupuestarias internas del presupuesto de la Escuela Judicial, a modo de préstamo a otras
dependencias, que hayan sido solicitadas para cubrir otra necesidad institucional, con independencia de su monto,
deberán ser reembolsadas a la Escuela Judicial en la modificación externa más próxima. Por consiguiente, la
oficina solicitante del préstamo deberá realizar la debida modificación presupuestaria externa para su devolución.
De modo que, será responsabilidad de la Dirección, conjuntamente con la Administradora o Administrador de la
Escuela, velar por ello.
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ESCUELA JUDICIAL “Lic. Édgar Cervantes Villalta”


Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, Heredia


Teléfono 22671541 Fax - 22671542


4) En caso de que se solicite que se ceda un recurso que no va ser utilizado por la Escuela Judicial, deberá
contarse previamente con la autorización del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, con independencia de su
monto.
5) La sub-partida presupuestaria de capacitación de la Escuela Judicial es una partida que no podrá ser destinada
para otros fines distintos a la capacitación.
6) Que todos los movimientos presupuestarios que realice la Administradora o Administrador de la Escuela
Judicial, deberán contar con la aprobación escrita de quien funja como Director o Directora de la Escuela
Judicial….


 Acuerdo tomado por el CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, en la sesión 
ordinaria nº. 20-2016 del 27 de setiembre del 2016, ARTÍCULO I, que dice:


SE ACUERDA: Luego de escuchar la intervención de la Licda. Eimy Solano Castro, administradora de la Escuela
Judicial, en adición al acuerdo tomado por el CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, en la sesión
extraordinaria nº. 08-16 del 19 de abril del 2016, ARTÍCULO I, en cuanto al siguiente punto: “4) En caso de que
se solicite que se ceda un recurso que no va ser utilizado por la Escuela Judicial, deberá contarse previamente con
la autorización del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, con independencia de su monto.” Se acuerda como
una excepción y para una mayor eficiencia en la ejecución del presupuesto, realizar la siguiente modificación con
respecto a este punto en específico, en el siguiente sentido: Que en cuanto a la cesión de un recurso que no va ser
utilizado por la Escuela Judicial, únicamente en el último trimestre del año, siempre y cuando que no corresponda
a la partida de profesores o de capacitación, podrá cederse los recursos para las líneas para las cuales fueron
creados, visto que no cabe su devolución mediante una modificación presupuestaria interna. La persona que funja
como Director o Directora de la Escuela Judicial, podrá aprobar la cesión de recurso hasta por un millón de
colones. Aquellas que excedan esta suma, deberán ser aprobadas previamente por este Consejo Directivo de la
Escuela. Comuníquese este acuerdo al Consejo Superior, a la Auditoría Judicial, al Departamento Financiero
Contable y a la Dirección Ejecutiva, para lo de sus cargos. ACUERDO FIRME.


A continación proceden al análisis de lo siguiente:


Correo electrónico adjunto, del jueves 16 de julio del año en curso, suscrita por la Licda. Eimy Solano
Castro, administradora de la Escuela Judicial, que dice:


De: Eimy Solano Castro <esolanoc@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado: jueves, 16 de julio de 2020 07:17
Para: Rebeca Guardia Morales <rguardia@Poder-Judicial.go.cr>
Cc: Aida CrisƟna Sinclair Myers <asinclair@Poder-Judicial.go.cr>; Gustavo Cespedes Chinchilla 
<gcespedes@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Consulta sobre Ejecución PEC y Presupuesto 10701


EsƟmada Rebeca


Según del oficio remiƟdo por la UCR y con el fin de dar respuesta a la Dirección EjecuƟva en virtud que el
Ministerio de Hacienda propone realizar varias disminuciones en diferentes subparƟdas en un presupuesto


2







ESCUELA JUDICIAL “Lic. Édgar Cervantes Villalta”


Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, Heredia


Teléfono 22671541 Fax - 22671542


extraordinario se solicita respetuosamente que a más tardar el día de hoy antes de las 9:00 a.m. indiquen si los
recursos de la SubparƟda 10701 AcƟvidades de Capacitación se pueden ceder :


25.000.000.00 corresponden al Presupuesto desƟnado al convenio UCR-Poder Judicial.
9.776.790.60 correspondiente al Presupuesto asignado a la Escuela Judicial para Capacitación el cual estaría
quedando como sobrante.


-0-


Urgente. Recursos rebajados por Ministerio de Hacienda


Modificaciones Externas - Subproceso PresupuestarioMié 15/7/2020 16:40
Ȩ


� 


vPara:
  Roxana Arrieta Meléndez;
  Alejandra García Sánchez;
  Ilse González Cheves;
  Alexandra Mora Steller;
  Sergio Flores García;
  Kenneth Muñoz Rojas;
  Wendy Beita Urena;
  Johan Alberto Granados Mora


y 103 más
CC:


  Marlen Sánchez Solís (Jefa Subproceso Presupuesto);
  Floribel Campos Solano;
  Maria Antonieta Herrera Charraun (Jefe de Proceso Presupuestario Contable);
  Shirley López González;
  Ana Eugenia Romero Jenkins


Rebajos mayores 10 millones Ppto. Extraordinario.xlsx
747 KB


Buenas tardes, con instrucciones de la Dirección EjecuƟva y en virtud que el Ministerio de Hacienda 
propone realizar varias disminuciones en diferentes subparƟdas en un presupuesto extraordinario se 
solicita respetuosamente que a más tardar el día de mañana antes de las 9:00 a.m. indiquen si los 
recursos que propone dicho Ministerio se pueden rebajar, de lo contrario, anotar el impacto que 
conlleva el realizar dicho rebajo.


Muchas gracias.


Se adjunta el siguiente archivo electrónico:


3


M


R
e
s
p
o
n
d
e
r


R
e
e
n
v
i
a
r


M
á
s


a
c
c
i
o
n
e
s







ESCUELA JUDICIAL “Lic. Édgar Cervantes Villalta”


Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, Heredia


Teléfono 22671541 Fax - 22671542


C:\Users\asinclair\Desktop\Rebajos mayores 10 millones Ppto. Extraordinario.xlsx


- 0 -


 Síntesis de la motivación de los acuerdos:


La señora Presidenta a.i. del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, Magistrada Julia Varela Araya, de
previo a conocer el tema de fondo convocado, procedio a la consulta consulta virtual, a la M. Sc. Ana
Eugenia Romero, directora ejecutiva, Dirección Ejecutiva del Poder Judicial, así al del Sr. Adrían
Navarro Ángulo, profesional 2 a.í. de Financiero Contable, Poder Judicial, para las aclaraciones
pertinentes, con respecto a tema de cesión de recurso de la Escuela Judicial aquí tratado, recibiendose las
aclaraciones  pertinentes sobre el tema. 


Por otra parte, ante una necesidad de capacitación manifestada por la Unidad de Capacitación de la
Defensa Pública y la Unidad de Capacitación del Ministerio Público, basado en el siguiente voto de la
Sala Constitucional, detallado a continuación:


 Voto de la SALA CONSTITUCIONAL n.º 09630 – 2017, del 23 de junio del 2017, Expediente:
17-007941-0007-CO, Redactado por: Luis Fdo. Salazar Alvarado Clase de Asunto: Recurso de
amparo, que dice: 


“Por tanto: Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Berenice Smith Bonilla, en su
condición de Fiscal General de la República a.i., o a quien ocupe ese cargo, tomar las
medidas técnicas y humanas necesarias para que de inmediato la Fiscalía de Hatillo
ofrezca al recurrente el acceso al expediente en idioma Lesco. Asimismo, se ordena a la
citada funcionaria y a Walter Espinoza Espinoza, en su condición de Director General del
Organismo de Investigación Judicial, o a quienes ejerzan tales cargos, tomar las medidas
necesarias para que en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de este
fallo, coordinen la capacitación del personal necesario con el fin de brindar atención
oportuna a las personas con discapacidad auditiva. Se advierte a las autoridades
accionadas, que de conformidad con lo establecido por el artículo 71, de la Ley de la
Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de veinte a
sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada
dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el
delito no esté más gravemente penado. Se condena al Estado, al pago de las costas, daños y
perjuicios generados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se
liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. En lo demás, se
declara sin lugar el recurso. Notifíquese esta sentencia a a Berenice Smith Bonilla, en su
condición de Fiscal General de la República a.i. y a Walter Espinoza Espinoza, en su
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condición de Director General del Organismo de Investigación Judicial, o a quienes
ejerzan tales cargos, en forma personal. “ 


Asimismo, con base en siguiente comunicado de la Universidad de Costa Rica, detallado a continuación:


“15 de julio de 2020 FD-1619-2020


 Señora 
Rebeca Guardia Morales, 
Directora ESCUELA JUDICIAL PODER JUDICIAL 


Estimada señora:


A la vez que saludarla por este medio me permito comunicar en resumen las conclusiones a
que se ha llegado luego del intercambio de correspondencia entre el Despacho que Usted
dirige y esta Area de Acción Social, así como los temas analizados y consensuados en la
reunión via zoom que sostuvimos su equipo de trabajo con el nuestro el pasado viernes 10
de julio en curso. En lo esencial, dadas las actuales limitaciones y circunstancias
operativas, financieras, organizativas, de imposibilidad de contar con el apoyo logístico de
la Fundación UCR, las medidas adoptadas por las Autoridades universitarias ante la
pandemia y demás aspectos que analizamos, se concluye que no será posible por lo que
resta del año impartir la “Capacitación relativa a pueblos y territorios indígenas”, cuyos
avances en todo caso se retoman y confiamos, si las circunstancias lo permiten, que con
nuestros esfuerzos conjuntos podamos estar impartiéndola de la mejor manera posible en el
primer ciclo lectivo universitario del año 2021. Me complace en lo personal, poder
colaborar con proyectos de tanta trascendencia, y en lo institucional deseamos que las
circunstancias sean propicias para culminar estos esfuerzos, 


Atentamente, 


Lic. Carlos Manuel Estrada Navas 
DIRECTOR ÁREA DE ACCIÓN SOCIAL CMEN/eng 


Cc. Expediente Recepción Consultorios Jurídicos Casa de Justicia “


- 0 -


Con fundamento en lo antes señalado, SE ACUERDA, POR UNANIMIDAD:
1. Que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial considerando lo antes expuesto en el correo


electrónico del 16 de julio de 2020, suscrita por la Licda. Eimy Solano Castro, administradora de
la Escuela Judicial, aprueba la cesión del recurso por el monto de ₡25.000.000.00 (veinticinco
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millones de colones 00/100), que corresponden al presupuesto destinado al “Convenio UCR-Poder
Judicial”. Lo anterior, basado en lo comunicado la Universidad de Costa Rica, en el oficio FD-
1609-2020, del 15 de julio de 2020 sobre la imposibilidad de dar cumplimiento durante este año
2020, con la capacitación relativa a “Pueblos y Territorios Indígenas”, dadas las limitaciones
actuales y circunstancias operativas, en atención a la emergencia nacional por la pandemia
generada por el COVID-19.


2. En cuanto al monto de ₡9.776.790.60 (nueve millones setecientos setenta y seis mil, setecientos
noventa colones con 60/100), que correspondiente al presupuesto asignado a la Escuela Judicial
para capacitación ordinaria de la Escuela Judicial, no será cedido por cuanto se estará atendiendo
con dicho recurso, lo dispuesto en el voto de la SALA CONSTITUCIONAL n.º 09630 – 201, del
23 de junio del 2017, “...la capacitación del personal necesario con el fin de brindar atención
oportuna a las personas con discapacidad auditiva...”, en virtud de lo anterior se destinará el
monto indicado a la contratación de los procesos de formación necesarios para atención primaria
de lo ordenado por la Sala Constitucional.


3. Lo anterior, respondiendo a la petición de la Dirección Ejecutiva, en virtud de que el Ministerio de
Hacienda propone realizar varias disminuciones a diferentes subpartidas, mediante un presupuesto
extraordinario, en vista de la situación de emergencia en consecuencia de la pandemia generada
por el COVID-19 y la situación económica del país.


4. Comuníquese a la Licda. Eimy Solano Castro, administradora de la Escuela Judicial y a la Licda.
Rebeca Guardia Morales. POR UNANIMIDAD, SE DECLARA ACUERDO FIRME.


-0-
Atentamente,


Aida Cristina Sinclair Myers
Secretaria de la Escuela Judicial


C. -Licda. Eimy Solano Castro, administradora de la Escuela Judicial.
    -Licda. Kattia Escalante Barboza, subdirectora a.í. de la Escuela Judicial.
   -Arch.  Consec.
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San José, 14 de setiembre de 2020 


Oficio DVV-S1-0128-2020 


Señora 


Vanessa Jiménez  


Asesora Legal  


Forest People Programme  


 


Estimada Señora: 


Reciba un atento saludo. A la vez, acuso recibido del comunicado electrónico enviado el 11 de setiembre 


de 2020, 3:33 p.m., a la señora Tattiana García Chaves, Fiscala Adjunta Indígena, con copia a la suscrita 


en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, y a 


otras personas y organizaciones, sobre procesos judiciales que indica están vinculados con las personas 


beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. Lo anterior, en respuesta al 


correo electrónico que le trasladara la señora García ese día a las 9:53 a.m. 


Aprovecho para informarle que, de conformidad con el Oficio N° 952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto 


de 2020 emitido por la Auditoría Judicial, existe una dependencia organizacional en cuanto a la 


coordinación y subordinación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en relación 


con la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, constituyéndose esta última en el órgano 


institucional rector en materia de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, 


para lo cual se le encargó la elaboración de políticas y lineamientos institucionales para el mejoramiento 


del acceso a la justicia de estas poblaciones. Sin embargo, dichas políticas y lineamientos deben ser 


aprobadas en última instancia por la Corte Plena, o bien por el Consejo Superior, según corresponda.  


A manera de ejemplo, se citan algunas de esas políticas, vinculadas con la temática Indígena: 


 


1. Circular 173-19 de Corte Plena: “100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas 


en condición de vulnerabilidad” aprobadas como Políticas Institucionales en la Sesión 


Extraordinaria de Corte Plena N0 17-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del 


veintiséis de mayo de dos mil ocho, Artículo II. La actualización de ese documento fue aprobada 


por Corte Plena recientemente. 


 


2. Circular: Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas. 


Aprobada en la sesión N0 77-08 del Consejo Superior celebrada a las catorce de octubre de dos 


mil ocho. Artículo XLI. 
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3. Circular 188-19 de Corte Plena sobre “20 ejes de acción sobre la temática indígena y las Medidas 


Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado”. 


 


4. Circular 192-19 de Consejo Superior sobre el “Deber de las personas servidoras judiciales de 


utilizar lenguaje claro y sencillo en la atención de las personas indígenas”. 


 


5. Circular 103-20 de Corte Plena sobre “Lineamientos establecidos en el Plan de Trabajo: Abordaje 


de la emergencia del virus Covid-19 en territorios indígenas” 


  


Es de destacar que el ámbito de acción de la Comisión de cita se delimita a constituirse en órgano asesor 


del jerarca para las diferentes materias, tal como señala el artículo 19 del Reglamento General de 


Comisiones del Poder Judicial vigente, por lo que esa Comisión y la Subcomisión de Acceso a la Justicia 


de Pueblos Indígenas no guardan la categoría de tomadores de decisiones finales que reflejan la última 


voluntad de la institución. Por ello, los alcances de las funciones propias de la Subcomisión de Acceso a 


la Justicia de Pueblos Indígenas son aún más limitadas. 


 


En lo atinente a la conformación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas, existe 


un vacío normativo en el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia; sin 


embargo, desde el punto de vista de control interno, se remarca la importancia sobre la idoneidad de las 


personas seleccionadas para llevar a cabo las labores asignadas y, en consecuencia, aquellas que 


permitan atender de forma eficiente el cumplimiento de los objetivos institucionales, concretamente de 


las Normas de Control Interno para el Sector Público, se cita la 2.4 sobre idoneidad del personal. Ante 


ese panorama, quienes integramos la Subcomisión, a pesar de que debemos poseer las competencias 


necesarias para la toma de decisiones dentro de un limitado ámbito de acción preestablecido, es un 


riesgo para la Administración que su conformación no responda a tal necesidad específica.  


 


Precisamente por esta característica, es que los temas de trascendencia vertebral del Poder Judicial no 


pueden ser endosados para ser tratados a nivel de Comisiones o Subcomisiones, dado que para ello se 


requiere de representación integral de la institución y por tanto una figura con influencia determinante 


en la toma de decisiones. Por tanto, la Auditoría Judicial en el informe citado señaló que  


 


“… los temas de la Administración que tengan especial trascendencia a lo externo de la institución, 


sea nacional o internacional, requiere la representación del Presidente de la Corte Suprema de 


Justicia, con toda su investidura e incidencia en la toma de decisiones, de conformidad con el 


artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual establece en toda su amplitud, que la 


representación jerárquica de la Institución es una atribución que recae sobre dicha figura y no 


podría ser reemplazada nunca por ninguna Comisión o Subcomisión, las cuales como se desarrolló 


líneas atrás, tienen sus funciones muy delimitadas.” 
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Con ocasión de lo anterior, y ante la trascendencia que para el Poder Judicial tiene el seguimiento y 


cumplimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 


contra el Estado, traslado de inmediato su gestión a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia para 


su conocimiento. 


 


Además, le informo que existe prohibición en la Ley Orgánica del Poder Judicial para que la suscrita, en 


la condición de juzgadora, emita pronunciamiento sobre procesos específicos. A lo anterior se suman los 


lineamientos dispuestos en el Reglamento Regulación para la prevención, identificación y la gestión 


adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial. 


 


Atentamente, 


 


 


 


 


 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 


Poder Judicial 


 


 
Copias: 


Presidencia de la Corte Suprema de Justicia 


Despacho de la Presidencia 


Comisión de Acceso a la Justicia  


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


concejomayoresbroran@gmail.com 


codiawdayedi@gmail.com 


Nathalia@forestpeoples.org 


Fiscalía General 


defensoria@dhr.go.cr 


Randall Otarola Madrigal  
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San José, 23 de setiembre de 2020



Oficio N° DVV-S1-0131-2020



 



Señora



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General de la Corte



 



 



Estimada señora: 



 



Tengo el honor de saludarle y en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, remito por su digno medio a las y los integrantes del Consejo Superior para su valoración, propuesta de circular que venga a establecer lineamientos para la realización de puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, -entre otras- pertenecientes a pueblos indígenas.



 



Lo anterior a fin de que sea conocida y aprobada por el Consejo Superior si a bien lo tienen. La propuesta cuenta con el visto bueno del Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia. 



 



 



“CIRCULAR No. ____ -2020



 



Asunto: Lineamientos para la realización de puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas, en situación de discapacidad, adultas mayores y menores de edad.



 



 



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS QUE TRAMITAN PROCESOS JUDICIALES DONDE SE DISPONEN PUESTAS EN POSESIÓN Y DESALOJOS EN LOS QUE INTERVENGAN PERSONAS EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD



 



SE LES HACE SABER QUE:



 



Con fundamento en la normativa nacional e internacional de derechos humanos -de carácter supraconstitucional conforme a la jurisprudencia reiterada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia-, los pronunciamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, entre ellos, la emitida el 6 de febrero de 2020 en el caso Comunidades Indígenas miembros de la Asociación Lhaka Honhat vs. Argentina, y los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, concretamente el 16, sobre “Promover sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y crear instituciones eficaces, responsables e inclusivas a todos los niveles”, a solicitud de la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, se insta a las personas servidoras judiciales vinculadas con la tramitación y ejecución de desalojos y puestas en posesión para que, a fin de garantizar el acceso a la justicia, en especial de las personas en situación de vulnerabilidad, cumplan con lo siguiente:



 



1.	Si en la puesta en posesión y el desalojo están involucradas personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, tales como indígenas, en situación de discapacidad, adultas mayores, menores de edad, u otras, o bien, se trate de personas en quienes confluyan varias causas de vulnerabilidad, en los términos dispuestos en la Circular 173-19 sobre las 100 Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de la Personas en Condición de Vulnerabilidad (XIV Cumbre Judicial Iberoamericana/Corte Plena Sesión 17-2008) actualizada en 2019 (Quito, Ecuador), debe tomarse en consideración la normativa nacional e internacional que regula los derechos de dicha población; así como la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención Americana de Derechos humanos y el Protocolo de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Carta de San José sobre los derechos de las personas mayores de América Latina y el Caribe, en especial, la Convención de CEDAW y de Belem do Pará para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las mujeres. En general, debe evitarse ejecutar desalojos compulsivos.

2.	Si en el desalojo y puesta en posesión están involucrados niños o niñas deberá coordinarse previamente con el Patronato Nacional de la Infancia; si se trata de personas adultas mayores, con el Consejo Nacional de Personas Adultas Mayores; si son personas en situación de discapacidad con el Consejo Nacional de Discapacidad; y así sucesivamente en relación con las demás poblaciones.

3.	En general, deben tomarse las medidas legalmente dispuestas para el resguardo de los animales, plantaciones y bienes de las personas a desalojar, considerando las previsiones necesarias para tal fin.

4.	Reiterar la importancia de que desde el inicio del proceso se identifique en los procesos judiciales la presencia de personas usuarias en situación de vulnerabilidad para que quede consignado a efecto de que, a partir del comienzo de la tramitación se tomen todas las previsiones que sean necesarias para garantizar los derechos consagrados en la normativa nacional e internacional. En especial, se alimenten las estadísticas institucionales debidamente, garantizándose así contar con información confiable, relevante, pertinente, útil y oportuna, para la toma de decisiones institucionales, de conformidad con la regulación 5.6 de las Normas de Control Interno para el Sector Público” (N-2-2009-CO-DFOE) sobre la responsabilidad de asegurar dichos atributos en la calidad de la información.

5.	Tratándose de personas indígenas quienes estén involucradas, en forma previa a la emisión y ejecución de la orden de desalojos y/o puestas en posesión, deberán considerarse los derechos de esta población, consagrados en los instrumentos internacionales de derechos humanos y demás normativa nacional, entre ellos, el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y la Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas de la Organización de Estados Americanos y la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, a saber:



 



a.	En forma previa a ejecutar, u ordenar a la fuerza pública practicar una puesta en posesión o un desalojo, debe procederse con las acciones de coordinación dispuestas en la Circular 103-2020 denominada “Lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud”, aprobada por Corte Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, Artículo XVIII, en atención a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19 declarada vía Decreto Ejecutivo 42227-MSP-S de 6 de marzo de 2020, y lo dispuesto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en la resolución 01-2020. El Plan de Acción se encuentra en la dirección electrónica: https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas. 

b.	Garantizar el acceso a la justicia a la población indígena tomando en consideración sus condiciones étnicas, socioeconómicas y culturales, aplicando el Derecho Indígena -siempre y cuando no transgreda los derechos humanos- así como sus costumbres y cosmovisión, conforme a la normativa nacional e internacional, en especial, el artículo 1 de la Constitución Política, que declara a Costa Rica como una República multiétnica y pluricultural. De ser necesario podrá requerirse un peritaje antropológico, para garantizar, proteger y tutelar los derechos humanos de los pueblos indígenas, conforme lo dispone la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.

c.	Respetar la importancia que para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios, en resguardo del derecho colectivo y comunitario de esa relación. La utilización del término «tierras» debe incluir el concepto de territorios, que cubre “la totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna otra manera”. Además, tomar medidas para salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar tierras que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus actividades. Lo anterior, en los términos dispuestos por el Convenio 169 de la OIT citado.

d.	Realizar los esfuerzos necesarios para que las personas indígenas puedan comprender y hacerse comprender en sus propios idiomas, facilitándoles, si fuere necesario, intérpretes u otros medios eficaces. Para ello el Poder Judicial cuenta con listados oficiales. Si se trata de mujeres indígenas, deberá procurarse una mujer traductora o intérprete indígena en los términos dispuestos en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.

e.	Informar a las personas indígenas el derecho a hacerse representar por personas defensoras públicas, en todas las materias, conforme lo faculta la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.

f.	Cumplir con los lineamientos dispuestos en la Circular 10-2009 reiterada mediante circulares N° 105-2011 del 7 de setiembre del 2011 y N° 123-2013, publicadas en los Boletines Judiciales N° 192 del 6 de octubre del 2011, N° 83 del 2 de mayo del 2013 y N° 160 del 22 de agosto del 2013, respectivamente, en los que se dispone el deber de fijar los señalamientos de las audiencias dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.

g.	Ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas establecidos por Corte Plena en la Circular 188-2019 para la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígena.



 



San José, 23 de setiembre de 2020.”



 



La propuesta de circular está basada en la normativa nacional e internacional que regula los derechos de las poblaciones en situación de vulnerabilidad, con énfasis en los derechos de la población indígena; así como en los pronunciamientos jurisprudenciales de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia y demás Salas de Casación.



 



Atentamente,



 



Magistrada Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia



Poder Judicial
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Señora


Licda. Silvia Navarro Romanini


Secretaria General de la Corte








Estimada señora: 





Tengo el honor de saludarle y en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, remito por su digno medio a las y los integrantes del Consejo Superior para su valoración, propuesta de circular que venga a establecer lineamientos para la realización de puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, -entre otras- pertenecientes a pueblos indígenas.





Lo anterior a fin de que sea conocida y aprobada por el Consejo Superior si a bien lo tienen. La propuesta cuenta con el visto bueno del Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia. 








“CIRCULAR No. ____ -2020


 


Asunto: Lineamientos para la realización de puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas, en situación de discapacidad, adultas mayores y menores de edad.


 


 


A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS QUE TRAMITAN PROCESOS JUDICIALES DONDE SE DISPONEN PUESTAS EN POSESIÓN Y DESALOJOS EN LOS QUE INTERVENGAN PERSONAS EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD





SE LES HACE SABER QUE:





Con fundamento en la normativa nacional e internacional de derechos humanos -de carácter supraconstitucional conforme a la jurisprudencia reiterada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia-, los pronunciamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, entre ellos, la emitida el 6 de febrero de 2020 en el caso Comunidades Indígenas miembros de la Asociación Lhaka Honhat vs. Argentina, y los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, concretamente el 16, sobre “Promover sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y crear instituciones eficaces, responsables e inclusivas a todos los niveles”, a solicitud de la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, se insta a las personas servidoras judiciales vinculadas con la tramitación y ejecución de desalojos y puestas en posesión para que, a fin de garantizar el acceso a la justicia, en especial de las personas en situación de vulnerabilidad, cumplan con lo siguiente:





1. Si en la puesta en posesión y el desalojo están involucradas personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, tales como indígenas, en situación de discapacidad, adultas mayores, menores de edad, u otras, o bien, se trate de personas en quienes confluyan varias causas de vulnerabilidad, en los términos dispuestos en la Circular 173-19 sobre las 100 Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de la Personas en Condición de Vulnerabilidad (XIV Cumbre Judicial Iberoamericana/Corte Plena Sesión 17-2008) actualizada en 2019 (Quito, Ecuador), debe tomarse en consideración la normativa nacional e internacional que regula los derechos de dicha población; así como la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención Americana de Derechos humanos y el Protocolo de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Carta de San José sobre los derechos de las personas mayores de América Latina y el Caribe, en especial, la Convención de CEDAW y de Belem do Pará para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las mujeres. En general, debe evitarse ejecutar desalojos compulsivos.


2. Si en el desalojo y puesta en posesión están involucrados niños o niñas deberá coordinarse previamente con el Patronato Nacional de la Infancia; si se trata de personas adultas mayores, con el Consejo Nacional de Personas Adultas Mayores; si son personas en situación de discapacidad con el Consejo Nacional de Discapacidad; y así sucesivamente en relación con las demás poblaciones.


3. En general, deben tomarse las medidas legalmente dispuestas para el resguardo de los animales, plantaciones y bienes de las personas a desalojar, considerando las previsiones necesarias para tal fin.


4. Reiterar la importancia de que desde el inicio del proceso se identifique en los procesos judiciales la presencia de personas usuarias en situación de vulnerabilidad para que quede consignado a efecto de que, a partir del comienzo de la tramitación se tomen todas las previsiones que sean necesarias para garantizar los derechos consagrados en la normativa nacional e internacional. En especial, se alimenten las estadísticas institucionales debidamente, garantizándose así contar con información confiable, relevante, pertinente, útil y oportuna, para la toma de decisiones institucionales, de conformidad con la regulación 5.6 de las Normas de Control Interno para el Sector Público” (N-2-2009-CO-DFOE) sobre la responsabilidad de asegurar dichos atributos en la calidad de la información.


5. Tratándose de personas indígenas quienes estén involucradas, en forma previa a la emisión y ejecución de la orden de desalojos y/o puestas en posesión, deberán considerarse los derechos de esta población, consagrados en los instrumentos internacionales de derechos humanos y demás normativa nacional, entre ellos, el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y la Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas de la Organización de Estados Americanos y la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, a saber:





a. [bookmark: _Hlk22190564]En forma previa a ejecutar, u ordenar a la fuerza pública practicar una puesta en posesión o un desalojo, debe procederse con las acciones de coordinación dispuestas en la Circular 103-2020 denominada “Lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud”, aprobada por Corte Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, Artículo XVIII, en atención a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19 declarada vía Decreto Ejecutivo 42227-MSP-S de 6 de marzo de 2020, y lo dispuesto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en la resolución 01-2020. El Plan de Acción se encuentra en la dirección electrónica: https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas. 


b. Garantizar el acceso a la justicia a la población indígena tomando en consideración sus condiciones étnicas, socioeconómicas y culturales, aplicando el Derecho Indígena -siempre y cuando no transgreda los derechos humanos- así como sus costumbres y cosmovisión, conforme a la normativa nacional e internacional, en especial, el artículo 1 de la Constitución Política, que declara a Costa Rica como una República multiétnica y pluricultural. De ser necesario podrá requerirse un peritaje antropológico, para garantizar, proteger y tutelar los derechos humanos de los pueblos indígenas, conforme lo dispone la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.


c. Respetar la importancia que para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios, en resguardo del derecho colectivo y comunitario de esa relación. La utilización del término «tierras» debe incluir el concepto de territorios, que cubre “la totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna otra manera”. Además, tomar medidas para salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar tierras que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus actividades. Lo anterior, en los términos dispuestos por el Convenio 169 de la OIT citado.


d. Realizar los esfuerzos necesarios para que las personas indígenas puedan comprender y hacerse comprender en sus propios idiomas, facilitándoles, si fuere necesario, intérpretes u otros medios eficaces. Para ello el Poder Judicial cuenta con listados oficiales. Si se trata de mujeres indígenas, deberá procurarse una mujer traductora o intérprete indígena en los términos dispuestos en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.


e. Informar a las personas indígenas el derecho a hacerse representar por personas defensoras públicas, en todas las materias, conforme lo faculta la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.


f. Cumplir con los lineamientos dispuestos en la Circular 10-2009 reiterada mediante circulares N° 105-2011 del 7 de setiembre del 2011 y N° 123-2013, publicadas en los Boletines Judiciales N° 192 del 6 de octubre del 2011, N° 83 del 2 de mayo del 2013 y N° 160 del 22 de agosto del 2013, respectivamente, en los que se dispone el deber de fijar los señalamientos de las audiencias dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.


g. Ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas establecidos por Corte Plena en la Circular 188-2019 para la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígena.





San José, 23 de setiembre de 2020.”





La propuesta de circular está basada en la normativa nacional e internacional que regula los derechos de las poblaciones en situación de vulnerabilidad, con énfasis en los derechos de la población indígena; así como en los pronunciamientos jurisprudenciales de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia y demás Salas de Casación.





Atentamente,











Magistrada Damaris Vargas Vásquez


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia


Poder Judicial
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San José, 23 de setiembre de 2020 
Oficio N° DVV-S1-0131-2020 



 
Señora 
Licda. Silvia Navarro Romanini 
Secretaria General de la Corte 
 
 
Estimada señora:  



 



Tengo el honor de saludarle y en mi condición de Coordinadora de la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, remito por su digno medio 
a las y los integrantes del Consejo Superior para su valoración, propuesta de circular 
que venga a establecer lineamientos para la realización de puestas en posesión y 
desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, -entre otras- 
pertenecientes a pueblos indígenas. 
 



Lo anterior a fin de que sea conocida y aprobada por el Consejo Superior si a 
bien lo tienen. La propuesta cuenta con el visto bueno del Magistrado Jorge Olaso 
Alvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia.  



 
 



“CIRCULAR No. ____ -2020 
  
Asunto: Lineamientos para la realización de puestas en posesión y desalojos 



de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, 
pertenecientes a pueblos indígenas, en situación de discapacidad, adultas mayores 
y menores de edad. 



  
  



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS QUE TRAMITAN 
PROCESOS JUDICIALES DONDE SE DISPONEN PUESTAS EN POSESIÓN Y 
DESALOJOS EN LOS QUE INTERVENGAN PERSONAS EN SITUACIÓN DE 



VULNERABILIDAD 
 



SE LES HACE SABER QUE: 
 
Con fundamento en la normativa nacional e internacional de derechos 



humanos -de carácter supraconstitucional conforme a la jurisprudencia reiterada de 
la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia-, los pronunciamientos de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, entre ellos, la emitida el 6 de febrero 
de 2020 en el caso Comunidades Indígenas miembros de la Asociación Lhaka Honhat 
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vs. Argentina, y los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, 
concretamente el 16, sobre “Promover sociedades pacíficas e inclusivas para el 
desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y crear instituciones 
eficaces, responsables e inclusivas a todos los niveles”, a solicitud de la Comisión de 
Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, 
se insta a las personas servidoras judiciales vinculadas con la tramitación y ejecución 
de desalojos y puestas en posesión para que, a fin de garantizar el acceso a la 
justicia, en especial de las personas en situación de vulnerabilidad, cumplan con lo 
siguiente: 
 



1. Si en la puesta en posesión y el desalojo están involucradas personas en 
situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, tales como indígenas, en 
situación de discapacidad, adultas mayores, menores de edad, u otras, o bien, 
se trate de personas en quienes confluyan varias causas de vulnerabilidad, 
en los términos dispuestos en la Circular 173-19 sobre las 100 Reglas de 
Brasilia sobre Acceso a la Justicia de la Personas en Condición de 
Vulnerabilidad (XIV Cumbre Judicial Iberoamericana/Corte Plena Sesión 17-
2008) actualizada en 2019 (Quito, Ecuador), debe tomarse en consideración 
la normativa nacional e internacional que regula los derechos de dicha 
población; así como la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la 
Convención Americana de Derechos humanos y el Protocolo de los Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, la Carta de San José sobre los derechos 
de las personas mayores de América Latina y el Caribe, en especial, la 
Convención de CEDAW y de Belem do Pará para la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra las mujeres. En general, debe evitarse 
ejecutar desalojos compulsivos. 



2. Si en el desalojo y puesta en posesión están involucrados niños o niñas deberá 
coordinarse previamente con el Patronato Nacional de la Infancia; si se trata 
de personas adultas mayores, con el Consejo Nacional de Personas Adultas 
Mayores; si son personas en situación de discapacidad con el Consejo 
Nacional de Discapacidad; y así sucesivamente en relación con las demás 
poblaciones. 



3. En general, deben tomarse las medidas legalmente dispuestas para el 
resguardo de los animales, plantaciones y bienes de las personas a desalojar, 
considerando las previsiones necesarias para tal fin. 



4. Reiterar la importancia de que desde el inicio del proceso se identifique en 
los procesos judiciales la presencia de personas usuarias en situación de 
vulnerabilidad para que quede consignado a efecto de que, a partir del 
comienzo de la tramitación se tomen todas las previsiones que sean 
necesarias para garantizar los derechos consagrados en la normativa nacional 
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e internacional. En especial, se alimenten las estadísticas institucionales 
debidamente, garantizándose así contar con información confiable, relevante, 
pertinente, útil y oportuna, para la toma de decisiones institucionales, de 
conformidad con la regulación 5.6 de las Normas de Control Interno para el 
Sector Público” (N-2-2009-CO-DFOE) sobre la responsabilidad de asegurar 
dichos atributos en la calidad de la información. 



5. Tratándose de personas indígenas quienes estén involucradas, en forma 
previa a la emisión y ejecución de la orden de desalojos y/o puestas en 
posesión, deberán considerarse los derechos de esta población, consagrados 
en los instrumentos internacionales de derechos humanos y demás normativa 
nacional, entre ellos, el Convenio 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas y la Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos 
Indígenas de la Organización de Estados Americanos y la Ley de Acceso a la 
Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, a saber: 
 



a. En forma previa a ejecutar, u ordenar a la fuerza pública practicar una 
puesta en posesión o un desalojo, debe procederse con las acciones 
de coordinación dispuestas en la Circular 103-2020 denominada 
“Lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la 
emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por 
el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo 
Ciudadano y el Ministerio de Salud”, aprobada por Corte Plena en 
sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, Artículo XVIII, en 
atención a la situación de emergencia sanitaria provocada por la 
enfermedad COVID-19 declarada vía Decreto Ejecutivo 42227-MSP-S 
de 6 de marzo de 2020, y lo dispuesto por la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos en la resolución 01-2020. El Plan de Acción se 
encuentra en la dirección electrónica: https://secretariacorte.poder-
judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-
trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-
indigenas.  



b. Garantizar el acceso a la justicia a la población indígena tomando en 
consideración sus condiciones étnicas, socioeconómicas y culturales, 
aplicando el Derecho Indígena -siempre y cuando no transgreda los 
derechos humanos- así como sus costumbres y cosmovisión, conforme 
a la normativa nacional e internacional, en especial, el artículo 1 de la 
Constitución Política, que declara a Costa Rica como una República 
multiétnica y pluricultural. De ser necesario podrá requerirse un 
peritaje antropológico, para garantizar, proteger y tutelar los derechos 





https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas


https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas


https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas


https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas
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humanos de los pueblos indígenas, conforme lo dispone la Ley de 
Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 



c. Respetar la importancia que para las culturas y valores espirituales de 
los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios, 
en resguardo del derecho colectivo y comunitario de esa relación. La 
utilización del término «tierras» debe incluir el concepto de territorios, 
que cubre “la totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos 
interesados ocupan o utilizan de alguna otra manera”. Además, tomar 
medidas para salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a 
utilizar tierras que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a 
las que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus actividades. Lo 
anterior, en los términos dispuestos por el Convenio 169 de la OIT 
citado. 



d. Realizar los esfuerzos necesarios para que las personas indígenas 
puedan comprender y hacerse comprender en sus propios idiomas, 
facilitándoles, si fuere necesario, intérpretes u otros medios eficaces. 
Para ello el Poder Judicial cuenta con listados oficiales. Si se trata de 
mujeres indígenas, deberá procurarse una mujer traductora o 
intérprete indígena en los términos dispuestos en la Ley de Acceso a 
la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 



e. Informar a las personas indígenas el derecho a hacerse representar 
por personas defensoras públicas, en todas las materias, conforme lo 
faculta la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa 
Rica. 



f. Cumplir con los lineamientos dispuestos en la Circular 10-2009 
reiterada mediante circulares N° 105-2011 del 7 de setiembre del 2011 
y N° 123-2013, publicadas en los Boletines Judiciales N° 192 del 6 de 
octubre del 2011, N° 83 del 2 de mayo del 2013 y N° 160 del 22 de 
agosto del 2013, respectivamente, en los que se dispone el deber de 
fijar los señalamientos de las audiencias dentro de un horario 
accesible, contemplando las particularidades de cada zona. 



g. Ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas 
establecidos por Corte Plena en la Circular 188-2019 para la no 
discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los 
miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender 
en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u 
otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los 
pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con 
su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se 
encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría 
conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones 
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administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de 
garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas 
y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el 
desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier 
otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o 
exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a 
dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los 
procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva 
que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de 
la población en general y que conforman su identidad cultural, sus 
características económicas y sociales, su posible situación de 
vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y 
costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de 
los mecanismos internos de decisión de controversias en materia 
indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos 
humanos, según los estándares internacionales establecidos por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña 
y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las 
disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígena. 



 
San José, 23 de setiembre de 2020.” 
 
La propuesta de circular está basada en la normativa nacional e internacional que 
regula los derechos de las poblaciones en situación de vulnerabilidad, con énfasis en 
los derechos de la población indígena; así como en los pronunciamientos 
jurisprudenciales de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia y demás Salas de Casación. 
 
Atentamente, 
 
 
 



Magistrada Damaris Vargas Vásquez 



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 



Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 



Poder Judicial 
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Señora



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General de la Corte



 



 



Estimada señora: 



 



Tengo el honor de saludarle y en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, remito por su digno medio a las magistradas y los magistrados integrantes de Corte Plena para su valoración, propuesta de circular que haga de conocimiento de las personas servidoras judiciales el contenido íntegro de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado en beneficio de los pueblos indígenas de Salitre y Teribe, para lo que corresponda conforme a sus competencias.



 



Lo anterior a fin de que sea conocida y aprobada por Corte Plena, si a bien lo tienen. 



 



La propuesta cuenta con el visto bueno del Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia. 



 



 



“CIRCULAR No. ____ -2020



 



Asunto: Lineamientos para las personas servidoras judiciales en relación con las Medidas Cautelares 321-12 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos contra el Estado, y la aplicación de la normativa internacional de derechos humanos referida a personas indígenas.



 



 



A TODAS LAS PERSONAS SERVIDORAS JUDICIALES QUE CONOCEN PROCESOS JUDICIALES VINCULADOS CON PERSONAS INDIGENAS BENEFICIARIAS DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 321-12 DE LA CIDH CONTRA EL ESTADO



 



SE LES HACE SABER QUE:



 



Con fundamento en la normativa nacional e internacional de derechos humanos -de carácter supraconstitucional conforme a la jurisprudencia reiterada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia-, los pronunciamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, entre ellos, la emitida el 6 de febrero de 2020 en el caso Comunidades Indígenas miembros de la Asociación Lhaka Honhat vs. Argentina, y los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, concretamente el 16, sobre “Promover sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y crear instituciones eficaces, responsables e inclusivas a todos los niveles”, a solicitud de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia, se insta a las personas servidoras judiciales con competencia para conocer procesos judiciales relacionados con pueblos indígenas beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, con el objetivo de garantizar el acceso a la justicia y cumplimiento de los compromisos y responsabilidades institucionales, lo siguiente:



 



1.	La Comisión Interamericana de Derechos Humanos emitió resolución 16/15 en la Medida cautelar No. 321-12 del Pueblo Indígena Teribe y Bribri de Salitre respecto de Costa Rica, el 30 de abril de 2015. Lo anterior, con ocasión de la solicitud de medidas cautelares presentada por Fergus MacKay y Vanessa Jimenez de la organización "Forest Peoples Programme" (en adelante "los solicitantes"), solicitando que la Comisión requiera a la República Costa Rica que proteja la vida e integridad de los miembros del pueblo indígena Teribe y el pueblo indígena Bribri de Salitre, ubicados en una zona denominada Salitre. Según la solicitud, debido a un presunto contexto de ocupación de sus tierras, los pueblos Teribe y Bribri de Salitre estarían en una situación de riesgo para su vida e integridad personal, en el marco de acciones orientadas a recuperar sus territorios. Tras analizar las alegaciones de hecho y de derecho presentadas por las partes, la Comisión consideró que la información presentada demuestra prima facie que los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre, que se encontrarían en la región sureste del departamento de Puntarenas, específicamente en la zona denominada Salitre, se encuentran en una situación de gravedad y urgencia, toda vez que sus vidas e integridad personal estarían amenazadas y en riesgo. En consecuencia, de acuerdo con el Artículo 25 del Reglamento de la CIDH, la Comisión solicita a Costa Rica que: a) Adopte las medidas necesarias para garantizar la vida y la integridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y del pueblo indígena Bribri de Salitre, quienes se encontrarían en la región sureste del departamento de Puntarenas, específicamente en la zona denominada Salitre; b) Concierte las medidas a implementarse con los beneficiarios y sus representantes; e c) Informe sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la presente medida cautelar y así evitar su repetición. El contenido íntegro de la resolución de la CIDH se encuentra en el link: \\SJ10004-734451\Informes_para_comunicar\Medida cautelar 321-12

2.	En sesiones de Corte Plena Nº 20-19 celebrada el 27 de mayo, Artículo VII y N° 42-19 de 7 de octubre, Artículo XIX, ambas de 2019, se dispuso aprobar los 20 ejes de acción, recomendados por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia, que deberán ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional, con ocasión del encuentro realizado entre representantes del Estado incluyendo al Poder Judicial y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, en cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. Se aprobó la publicación de la Circular 188-19 cuyo contenido es el siguiente:



\\SJ10004-734451\Informes_para_comunicar\Circular 188-19



 



3.	Corte Plena como jerarca máximo institucional dispuso en las sesiones citadas, en cumplimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH, el deber de concertar con las personas indígenas beneficiarias las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. 



 



4.	En la construcción de los SEVRI de cada uno de los centros de responsabilidad involucrados con el conocimiento de procesos judiciales en los que participen personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares deben analizarse e identificarse los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros) y establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con esa población.



 



5.	Reiterar lo dispuesto en la Circular 188-19 sobre el deber de establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, que cuente con información confiable, relevante, pertinente, útil y oportuna, para la toma de decisiones institucionales, de conformidad con la regulación 5.6 de las Normas de Control Interno para el Sector Público” (N-2-2009-CO-DFOE) sobre la responsabilidad de asegurar dichos atributos en la calidad de la información. Lo anterior, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre. Además, la inclusión en las estadísticas institucionales de indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con esa población, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.



 



6.	Instar a las personas servidoras judiciales al cumplimiento, desde sus competencias y con absoluto respeto al principio de independencia judicial, del deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica; reiterados en el caso Comunidades Indígenas miembros de la Asociación Lhaka Honhat vs. Argentina.



 



7.	Hacer de conocimiento de las personas servidoras judiciales que el Poder Judicial rinde informes periódicos a la Cancillería, Defensoría de los Habitantes de la República, entre otras instituciones, organizaciones y pueblos indígenas, entre otros, sobre rendición de cuentas y avances en el seguimiento y cumplimiento de la Medida Cautelar 321-12 de la CINDH donde se reflejan las acciones realizadas por las oficinas judiciales. De ahí la importancia de que se lleve una gestión documental adecuada y una comunicación efectiva, a fin de que se brinde a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia como jerarca máximo a cargo de dicho seguimiento -ante la trascendencia nacional e internacional que reviste- con fundamento el artículo 60 inciso 1) de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el Informe de la Auditoría Judicial Nº 952-AUD-48-UJ-2020 en el que se señala: “… los temas de trascendencia vertebral del Poder Judicial no pueden ser endosados para ser tratados a nivel de Comisiones o Subcomisiones, dado que para ello se requiere de representación integral de la institución y por tanto una figura con influencia determinante en la toma de decisiones. Por tanto, con toda claridad se concluye que los temas de la Administración que tengan especial trascendencia a lo externo de la institución, sea nacional o internacional, requiere la representación del Presidente de la Corte Suprema de Justicia, con toda su investidura e incidencia en la toma de decisiones, de conformidad con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual establece en toda su amplitud, que la representación jerárquica de la Institución es una atribución que recae sobre dicha figura y no podría ser reemplazada nunca por ninguna Comisión o Subcomisión, las cuales como se desarrolló líneas atrás, tienen sus funciones muy delimitadas.” Para tal efecto la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, desde sus competencias, brindan colaboración con la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia.



 



8.	Reiterar la importancia de priorizar la atención y resolución de los procesos judiciales vinculados con pueblos indígenas, en especial aquellos en los que intervienen personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 a fin de garantizar su vida e integridad. De igual forma, resolver los procesos en referencia conforme a la pertinencia cultural de las personas indígenas involucradas, sus costumbres y cosmovisión, poniendo a disposición de éstas, de ser necesario a fin de asegurar la comprensión de las actuaciones judiciales, personas traductoras e intérpretes en los diferentes idiomas indígenas; así como peritajes antropológicos, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.”



 



 



Se informa a las magistradas y los magistrados que la propuesta de circular está basada en la normativa nacional e internacional que regula los derechos de los pueblos indígenas, así como en los pronunciamientos jurisprudenciales de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia y demás Salas de Casación, con especial énfasis en la Medida Cautelar 321-12 de la CIDH contra el Estado.



 



Atentamente,



 



 



Magistrada Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia



Poder Judicial
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San José, 23 de setiembre de 2020


Oficio N° DVV-S1-0132-2020





Señora


Licda. Silvia Navarro Romanini


Secretaria General de la Corte








Estimada señora: 





Tengo el honor de saludarle y en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, remito por su digno medio a las magistradas y los magistrados integrantes de Corte Plena para su valoración, propuesta de circular que haga de conocimiento de las personas servidoras judiciales el contenido íntegro de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado en beneficio de los pueblos indígenas de Salitre y Teribe, para lo que corresponda conforme a sus competencias.





Lo anterior a fin de que sea conocida y aprobada por Corte Plena, si a bien lo tienen. 





La propuesta cuenta con el visto bueno del Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia. 








“CIRCULAR No. ____ -2020


 


Asunto: Lineamientos para las personas servidoras judiciales en relación con las Medidas Cautelares 321-12 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos contra el Estado, y la aplicación de la normativa internacional de derechos humanos referida a personas indígenas.





 


A TODAS LAS PERSONAS SERVIDORAS JUDICIALES QUE CONOCEN PROCESOS JUDICIALES VINCULADOS CON PERSONAS INDIGENAS BENEFICIARIAS DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 321-12 DE LA CIDH CONTRA EL ESTADO





SE LES HACE SABER QUE:





Con fundamento en la normativa nacional e internacional de derechos humanos -de carácter supraconstitucional conforme a la jurisprudencia reiterada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia-, los pronunciamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, entre ellos, la emitida el 6 de febrero de 2020 en el caso Comunidades Indígenas miembros de la Asociación Lhaka Honhat vs. Argentina, y los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, concretamente el 16, sobre “Promover sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y crear instituciones eficaces, responsables e inclusivas a todos los niveles”, a solicitud de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia, se insta a las personas servidoras judiciales con competencia para conocer procesos judiciales relacionados con pueblos indígenas beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, con el objetivo de garantizar el acceso a la justicia y cumplimiento de los compromisos y responsabilidades institucionales, lo siguiente:





1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos emitió resolución 16/15 en la Medida cautelar No. 321-12 del Pueblo Indígena Teribe y Bribri de Salitre respecto de Costa Rica, el 30 de abril de 2015. Lo anterior, con ocasión de la solicitud de medidas cautelares presentada por Fergus MacKay y Vanessa Jimenez de la organización "Forest Peoples Programme" (en adelante "los solicitantes"), [image: ]solicitando que la Comisión requiera a la República Costa Rica que proteja la vida e integridad de los miembros del pueblo indígena Teribe y el pueblo indígena Bribri de Salitre, ubicados en una zona denominada Salitre. Según la solicitud, debido a un presunto contexto de ocupación de sus tierras, los pueblos Teribe y Bribri de Salitre estarían en una situación de riesgo para su vida e integridad personal, en el marco de acciones orientadas a recuperar sus territorios. Tras analizar las alegaciones de hecho y de derecho presentadas por las partes, la Comisión consideró que la información presentada demuestra prima facie que los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre, que se encontrarían en la región sureste del departamento de Puntarenas, específicamente en la zona denominada Salitre, se encuentran en una situación de gravedad y urgencia, toda vez que sus vidas e integridad personal estarían amenazadas y en riesgo. En consecuencia, de acuerdo con el Artículo 25 del Reglamento de la CIDH, la Comisión solicita a Costa Rica que: a) Adopte las medidas necesarias para garantizar la vida y la integridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y del pueblo indígena Bribri de Salitre, quienes se encontrarían en la región sureste del departamento de Puntarenas, específicamente en la zona denominada Salitre; b) Concierte las medidas a implementarse con los beneficiarios y sus representantes; e c) Informe sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la presente medida cautelar y así evitar su repetición. El contenido íntegro de la resolución de la CIDH se encuentra en el link: \\SJ10004-734451\Informes_para_comunicar\Medida cautelar 321-12


2. En sesiones de Corte Plena Nº 20-19 celebrada el 27 de mayo, Artículo VII y N° 42-19 de 7 de octubre, Artículo XIX, ambas de 2019, se dispuso aprobar los 20 ejes de acción, recomendados por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia, que deberán ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional, con ocasión del encuentro realizado entre representantes del Estado incluyendo al Poder Judicial y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, en cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. Se aprobó la publicación de la Circular 188-19 cuyo contenido es el siguiente:


\\SJ10004-734451\Informes_para_comunicar\Circular 188-19





3. Corte Plena como jerarca máximo institucional dispuso en las sesiones citadas, en cumplimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH, el deber de concertar con las personas indígenas beneficiarias las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. 





4. En la construcción de los SEVRI de cada uno de los centros de responsabilidad involucrados con el conocimiento de procesos judiciales en los que participen personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares deben analizarse e identificarse los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros) y establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con esa población.





5. Reiterar lo dispuesto en la Circular 188-19 sobre el deber de establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, que cuente con información confiable, relevante, pertinente, útil y oportuna, para la toma de decisiones institucionales, de conformidad con la regulación 5.6 de las Normas de Control Interno para el Sector Público” (N-2-2009-CO-DFOE) sobre la responsabilidad de asegurar dichos atributos en la calidad de la información. Lo anterior, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre. Además, la inclusión en las estadísticas institucionales de indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con esa población, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.





6. Instar a las personas servidoras judiciales al cumplimiento, desde sus competencias y con absoluto respeto al principio de independencia judicial, del deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica; reiterados en el caso Comunidades Indígenas miembros de la Asociación Lhaka Honhat vs. Argentina.





7. Hacer de conocimiento de las personas servidoras judiciales que el Poder Judicial rinde informes periódicos a la Cancillería, Defensoría de los Habitantes de la República, entre otras instituciones, organizaciones y pueblos indígenas, entre otros, sobre rendición de cuentas y avances en el seguimiento y cumplimiento de la Medida Cautelar 321-12 de la CINDH donde se reflejan las acciones realizadas por las oficinas judiciales. De ahí la importancia de que se lleve una gestión documental adecuada y una comunicación efectiva, a fin de que se brinde a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia como jerarca máximo a cargo de dicho seguimiento -ante la trascendencia nacional e internacional que reviste- con fundamento el artículo 60 inciso 1) de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el Informe de la Auditoría Judicial Nº 952-AUD-48-UJ-2020 en el que se señala: “… los temas de trascendencia vertebral del Poder Judicial no pueden ser endosados para ser tratados a nivel de Comisiones o Subcomisiones, dado que para ello se requiere de representación integral de la institución y por tanto una figura con influencia determinante en la toma de decisiones. Por tanto, con toda claridad se concluye que los temas de la Administración que tengan especial trascendencia a lo externo de la institución, sea nacional o internacional, requiere la representación del Presidente de la Corte Suprema de Justicia, con toda su investidura e incidencia en la toma de decisiones, de conformidad con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual establece en toda su amplitud, que la representación jerárquica de la Institución es una atribución que recae sobre dicha figura y no podría ser reemplazada nunca por ninguna Comisión o Subcomisión, las cuales como se desarrolló líneas atrás, tienen sus funciones muy delimitadas.” Para tal efecto la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, desde sus competencias, brindan colaboración con la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia.





8. Reiterar la importancia de priorizar la atención y resolución de los procesos judiciales vinculados con pueblos indígenas, en especial aquellos en los que intervienen personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 a fin de garantizar su vida e integridad. De igual forma, resolver los procesos en referencia conforme a la pertinencia cultural de las personas indígenas involucradas, sus costumbres y cosmovisión, poniendo a disposición de éstas, de ser necesario a fin de asegurar la comprensión de las actuaciones judiciales, personas traductoras e intérpretes en los diferentes idiomas indígenas; así como peritajes antropológicos, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.”








Se informa a las magistradas y los magistrados que la propuesta de circular está basada en la normativa nacional e internacional que regula los derechos de los pueblos indígenas, así como en los pronunciamientos jurisprudenciales de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia y demás Salas de Casación, con especial énfasis en la Medida Cautelar 321-12 de la CIDH contra el Estado.





Atentamente,




















Magistrada Damaris Vargas Vásquez


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia


Poder Judicial
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San José, 23 de setiembre de 2020 
Oficio N° DVV-S1-0132-2020 



 
Señora 
Licda. Silvia Navarro Romanini 
Secretaria General de la Corte 
 
 
Estimada señora:  



 
Tengo el honor de saludarle y en mi condición de Coordinadora de la 



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, remito por su digno 
medio a las magistradas y los magistrados integrantes de Corte Plena para su 
valoración, propuesta de circular que haga de conocimiento de las personas 
servidoras judiciales el contenido íntegro de las Medidas Cautelares 321-12 de la 
CIDH contra el Estado en beneficio de los pueblos indígenas de Salitre y Teribe, 
para lo que corresponda conforme a sus competencias. 



 
Lo anterior a fin de que sea conocida y aprobada por Corte Plena, si a bien 



lo tienen.  
 
La propuesta cuenta con el visto bueno del Magistrado Jorge Olaso Alvarez, 



Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia.  
 



 
“CIRCULAR No. ____ -2020 



  
Asunto: Lineamientos para las personas servidoras judiciales en relación 



con las Medidas Cautelares 321-12 de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos contra el Estado, y la aplicación de la normativa internacional de derechos 
humanos referida a personas indígenas. 



 
  



A TODAS LAS PERSONAS SERVIDORAS JUDICIALES QUE CONOCEN 
PROCESOS JUDICIALES VINCULADOS CON PERSONAS INDIGENAS 
BENEFICIARIAS DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 321-12 DE LA CIDH 



CONTRA EL ESTADO 
 



SE LES HACE SABER QUE: 
 
Con fundamento en la normativa nacional e internacional de derechos 



humanos -de carácter supraconstitucional conforme a la jurisprudencia reiterada de 
la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia-, los pronunciamientos de la 
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Corte Interamericana de Derechos Humanos, entre ellos, la emitida el 6 de febrero 
de 2020 en el caso Comunidades Indígenas miembros de la Asociación Lhaka 
Honhat vs. Argentina, y los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, 
concretamente el 16, sobre “Promover sociedades pacíficas e inclusivas para el 
desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y crear instituciones 
eficaces, responsables e inclusivas a todos los niveles”, a solicitud de la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas con el visto bueno de la 
Comisión de Acceso a la Justicia, se insta a las personas servidoras judiciales con 
competencia para conocer procesos judiciales relacionados con pueblos indígenas 
beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, con el 
objetivo de garantizar el acceso a la justicia y cumplimiento de los compromisos y 
responsabilidades institucionales, lo siguiente: 
 



1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos emitió resolución 16/15 
en la Medida cautelar No. 321-12 del Pueblo Indígena Teribe y Bribri de 
Salitre respecto de Costa Rica, el 30 de abril de 2015. Lo anterior, con 
ocasión de la solicitud de medidas cautelares presentada por Fergus MacKay 
y Vanessa Jimenez de la organización "Forest Peoples Programme" (en 
adelante "los solicitantes"), solicitando que la Comisión requiera a la 
República Costa Rica que proteja la vida e integridad de los miembros del 
pueblo indígena Teribe y el pueblo indígena Bribri de Salitre, ubicados en una 
zona denominada Salitre. Según la solicitud, debido a un presunto contexto 
de ocupación de sus tierras, los pueblos Teribe y Bribri de Salitre estarían en 
una situación de riesgo para su vida e integridad personal, en el marco de 
acciones orientadas a recuperar sus territorios. Tras analizar las alegaciones 
de hecho y de derecho presentadas por las partes, la Comisión consideró 
que la información presentada demuestra prima facie que los miembros del 
pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre, que se encontrarían en la región 
sureste del departamento de Puntarenas, específicamente en la zona 
denominada Salitre, se encuentran en una situación de gravedad y urgencia, 
toda vez que sus vidas e integridad personal estarían amenazadas y en 
riesgo. En consecuencia, de acuerdo con el Artículo 25 del Reglamento de la 
CIDH, la Comisión solicita a Costa Rica que: a) Adopte las medidas 
necesarias para garantizar la vida y la integridad personal de los miembros 
del pueblo indígena Teribe y del pueblo indígena Bribri de Salitre, quienes se 
encontrarían en la región sureste del departamento de Puntarenas, 
específicamente en la zona denominada Salitre; b) Concierte las medidas a 
implementarse con los beneficiarios y sus representantes; e c) Informe sobre 
las acciones adoptadas a fin de investigar los presuntos hechos que dieron 
lugar a la adopción de la presente medida cautelar y así evitar su repetición. 
El contenido íntegro de la resolución de la CIDH se encuentra en el link: 
\\SJ10004-734451\Informes_para_comunicar\Medida cautelar 321-12 





file://///SJ10004-734451/Informes_para_comunicar/Medida%20cautelar%20321-12








                                           
SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS INDÍGENAS 



COMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA 



CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 



 



 



 



3 



 



2. En sesiones de Corte Plena Nº 20-19 celebrada el 27 de mayo, Artículo VII y 
N° 42-19 de 7 de octubre, Artículo XIX, ambas de 2019, se dispuso aprobar 
los 20 ejes de acción, recomendados por la Subcomisión de Acceso a la 
Justicia de Pueblos Indígenas con el visto bueno de la Comisión de Acceso 
a la Justicia, que deberán ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio 
Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión 
Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, 
Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional, con ocasión del encuentro 
realizado entre representantes del Estado incluyendo al Poder Judicial y 
Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, en cumplimiento de las 
Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. 
Se aprobó la publicación de la Circular 188-19 cuyo contenido es el siguiente: 
\\SJ10004-734451\Informes_para_comunicar\Circular 188-19 
 



3. Corte Plena como jerarca máximo institucional dispuso en las sesiones 
citadas, en cumplimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH, el 
deber de concertar con las personas indígenas beneficiarias las acciones a 
seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del 
pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre; e informarles las que ya se han 
adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales 
medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar 
cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo 
intercultural.  
 



4. En la construcción de los SEVRI de cada uno de los centros de 
responsabilidad involucrados con el conocimiento de procesos judiciales en 
los que participen personas indígenas beneficiarias de las Medidas 
Cautelares deben analizarse e identificarse los riesgos relevantes asociados 
al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la 
población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 
2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre 
otros) y establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las 
acciones por ejecutar en relación con esa población. 
 



5. Reiterar lo dispuesto en la Circular 188-19 sobre el deber de establecer un 
sistema de información que permita tener una gestión documental 



institucional en el desarrollo de las actividades, que cuente con información 
confiable, relevante, pertinente, útil y oportuna, para la toma de decisiones 
institucionales, de conformidad con la regulación 5.6 de las Normas de Control 
Interno para el Sector Público” (N-2-2009-CO-DFOE) sobre la responsabilidad 
de asegurar dichos atributos en la calidad de la información. Lo anterior, con 
el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con 





file://///SJ10004-734451/Informes_para_comunicar/Circular%20188-19
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la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que 
sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre. Además, 
la inclusión en las estadísticas institucionales de indicadores que visibilicen 
los procesos judiciales que estén vinculados con esa población, incorporando 
además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre 
otros datos de interés para la toma de decisiones. 
 



6. Instar a las personas servidoras judiciales al cumplimiento, desde sus 
competencias y con absoluto respeto al principio de independencia judicial, 
del deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos 
indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar 
que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse 
comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes 
u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos 
indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a 
la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una 
situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el 
acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los 
organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de 
los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los 
pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de 
cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos 
o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas 
instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, 
el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las 
particularidades propias que los diferencian de la población en general y que 
conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, 
su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, 
usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de 
los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, 
los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los 
estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, 
sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de 
Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica; reiterados en 
el caso Comunidades Indígenas miembros de la Asociación Lhaka Honhat 
vs. Argentina. 
 



7. Hacer de conocimiento de las personas servidoras judiciales que el Poder 
Judicial rinde informes periódicos a la Cancillería, Defensoría de los 
Habitantes de la República, entre otras instituciones, organizaciones y 
pueblos indígenas, entre otros, sobre rendición de cuentas y avances en el 
seguimiento y cumplimiento de la Medida Cautelar 321-12 de la CINDH 
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donde se reflejan las acciones realizadas por las oficinas judiciales. De ahí la 
importancia de que se lleve una gestión documental adecuada y una 
comunicación efectiva, a fin de que se brinde a la Presidencia de la Corte 
Suprema de Justicia como jerarca máximo a cargo de dicho seguimiento -
ante la trascendencia nacional e internacional que reviste- con fundamento 
el artículo 60 inciso 1) de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el Informe de 
la Auditoría Judicial Nº 952-AUD-48-UJ-2020 en el que se señala: “… los 
temas de trascendencia vertebral del Poder Judicial no pueden ser 
endosados para ser tratados a nivel de Comisiones o Subcomisiones, dado 
que para ello se requiere de representación integral de la institución y por 
tanto una figura con influencia determinante en la toma de decisiones. Por 
tanto, con toda claridad se concluye que los temas de la Administración que 
tengan especial trascendencia a lo externo de la institución, sea nacional o 
internacional, requiere la representación del Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia, con toda su investidura e incidencia en la toma de decisiones, de 
conformidad con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual 
establece en toda su amplitud, que la representación jerárquica de la 
Institución es una atribución que recae sobre dicha figura y no podría ser 
reemplazada nunca por ninguna Comisión o Subcomisión, las cuales como 
se desarrolló líneas atrás, tienen sus funciones muy delimitadas.” Para tal 
efecto la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la 
Justicia de Pueblos Indígenas, desde sus competencias, brindan 
colaboración con la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia. 
 



8. Reiterar la importancia de priorizar la atención y resolución de los procesos 
judiciales vinculados con pueblos indígenas, en especial aquellos en los que 
intervienen personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-
12 a fin de garantizar su vida e integridad. De igual forma, resolver los 
procesos en referencia conforme a la pertinencia cultural de las personas 
indígenas involucradas, conforme a sus costumbres y cosmovisión, poniendo 
a disposición de éstas, de ser necesario a fin de asegurar la comprensión de 
las actuaciones judiciales, personas traductoras e intérpretes en los 
diferentes idiomas indígenas; así como peritajes antropológicos, en 
cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.” 



 
 
Se informa a las magistradas y los magistrados que la propuesta de circular está 
basada en la normativa nacional e internacional que regula los derechos de los 
pueblos indígenas, así como en los pronunciamientos jurisprudenciales de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, Sala Constitucional de la Corte Suprema de 
Justicia y demás Salas de Casación, con especial énfasis en la Medida Cautelar 
321-12 de la CIDH contra el Estado. 
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Atentamente, 
 
 
 
 
 
 



Magistrada Damaris Vargas Vásquez 



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 



Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 



Poder Judicial 
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                    Corte Suprema de Justicia

                           Secretaría General

San José, 08 de setiembre de 2020

N° 8402-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio



Señora

Licda. Maricruz Chacón Cubillo, Directora 

Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento

de la Función Jurisdiccional 



Estimada señora



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 81-2020 celebrada el 18 de agosto de 2020, que literalmente dice:

[bookmark: _Toc48230163][bookmark: _Toc48652478]“ ARTÍCULO XXVI



Documento N°6897-19, 9234-2020



El licenciado Danny Alberto Gutiérrez Gómez, Juez Coordinador del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, mediante oficio N° 129-JCBA-2020 del 7 de agosto de 2020, gestionó lo siguiente:



“…con el debido respeto del ámbito de sus competencias, y en aras de garantizar el servicio público de calidad, la estabilidad y buen funcionamiento de este Juzgado, me dirijo a ustedes, a fin de solicitarles, no conformar de momento, hasta la culminación del rediseño de este Juzgado, la terna para nombrar en propiedad la plaza vacante de Juez correspondiente al puesto número 45079. Actualmente quien ocupa el puesto es el Msc. Rigoberto Alfaro Zúñiga y lo ha hecho en los últimos seis meses aproximadamente, dándole mucha estabilidad a este despacho judicial.  



De momento, nos encontramos brindándole colaboración a la Dirección de Planificación a fin de que realicen todas las gestiones necesarias para culminar con el rediseño de esta oficina. Estamos a la espera de que este estimable Consejo Superior se refiera al informe técnico número 894-PLA-OI-2020 confeccionado por la Dirección de Planificación en aras de continuar con la digitalización del Juzgado, establecer indicadores de rendimiento y la manera en la que se va a abordar todo el tema de mora judicial de forma remota, una vez culminada la labor mencionada.  



El señor Alfaro Zúñiga, ha contribuido en mantener la estabilidad del Juzgado a través de su trabajo, dedicación y presencia. Dentro de esta tesitura, las dos últimas personas nombradas en propiedad, en el puesto que él ocupa de manera interina, fueron la Licda. Eimy Granados Aguilar y el Lic. Diego Angulo Hernández. Ninguno de ellos tuvo interés en quedarse y sus inasistencias recurrentes y sin sustitución, tomando en cuenta de que este no es un Juzgado unipersonal, me recargaron toda la labor de ambos puestos, afectando considerablemente los servicios que brindamos, por ende, a las personas usuarias. En el caso de la señora Granados Aguilar, se ausentó en múltiples ocasiones con motivo de capacitaciones, incapacidades y permisos sin goce de salario, mientras que el señor Angulo Hernández lo hizo a través de cualquier ascenso que le ofrecieran, dicho de otra forma, el señor Alfaro Zúñiga le ha brindado mayor estabilidad al puesto que los últimos dos Jueces propietarios nombrados.



Estamos en una etapa crucial de cambio, así como atravesando por una  crisis sanitaria y necesariamente debemos garantizar brindarle a las personas  usuarias, 95% de ellas indígenas, el mejor servicio que podamos con los  recursos disponibles, por consiguiente, esta solicitud la presento motivado en la  necesidad de culminar, de la mejor manera posible, el rediseño del Juzgado y  evitando, al menos de momento, que la persona que nombren en propiedad tenga  otras aspiraciones y no pretenda quedarse aquí, ocasionando inestabilidad y  dificultando el rediseño del Juzgado Contravencional de Buenos Aires.  



En virtud de lo anterior, solicito vehementemente y por el plazo de seis meses, no sacar a concurso la plaza vacante de Juez correspondiente al puesto número 45079. Considero que es un plazo razonable que le permitirá al Consejo Superior, a la Dirección de Planificación y Administración Regional del I Circuito Judicial de la Zona Sur, ajustar todos los detalles para dar por terminado toda la ardua labor ut supra.”
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En sesión N° 76-2020 celebrada el 30 de julio del 2020, artículo XXIX, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva dice:



“Se acordó: 1) Tener por rendido el Informe N° 1066-PLA-OI-2020 de la Dirección de Planificación, relacionado con “la valoración de cargas de trabajo y estructura organizacional del Juzgado Contravencional de Buenos Aires.” 2) Tomar nota de los elementos conclusivos de este informe, entre lo más importante se encuentra que: a) Existe la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas la cual está dirigida específicamente a la forma de trato y atención que debe tener esta población ante los servicios que presta la Corte Suprema de Justicia. Sin embargo, para el caso específico del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, actualmente al mostrar un atraso en la tramitación de su carga de trabajo, no se está cumpliendo con un servicio óptimo de acuerdo con el artículo 4 de la Ley indicada, el cual señala que “El sistema de administración de justicia dará prioridad al trámite y a la resolución de casos en que figuran personas indígenas como parte.” b) Según análisis de los datos durante el período 2015 al 2019, se observa que a partir del 2017 y 2018 la relación de casos salidos es siempre menor a la cantidad de casos entrados, aspecto que impacta directamente en el incremento del circulante de todas las materias que atiende el Juzgado Contravencional, acentuándose más esta situación a partir del 2018 en adelante. c) El despacho mantiene registro de controles de todas las gestiones que realiza el personal, tanto lo que detalla el Escritorio Virtual como los libros manuales donde se realizan controles de evidencias que ingresan, cantidad de personas atendidas por día, bitácoras por cada uno de los escritorios sobre las labores que desempeñan diariamente, entre otras cosas, lo que permite visualizar que sí existe una adecuada organización y seguimiento de todo lo que hace el recurso humano ahí asignado, permitiendo esto medir el rendimiento de cada persona según la gestión que realice. Como parte de estos controles es donde se observa que una gran mayoría del tiempo lo destacan a la atención de público lo cual es constante durante todo el día, debido a las características que muestra la zona de personas usuarias con vulnerabilidad, y al ser zonas indígenas estas se encuentran alejadas del centro de Buenos Aires, lo que hace que las personas que acuden al despacho tengan su tiempo un tanto limitado por la dependencia que hay en los horarios del transporte público. Sin embargo, es importante que se pueda cambiar la distribución de carga de trabajo y los roles de atención que se tienen para la manifestación, con el objetivo de agilizar los procesos. d) Se reconoce que el Juez Coordinador del Despacho ha buscado diferentes alternativas internas y externas con el objetivo de mejorar en la tramitación de casos y el servicio que se presta. Sin embargo, a pesar de los esfuerzos de contar con personal Supernumerario por diferentes periodos, personal meritorio, Facilitadores Judicial, implementación de Escritorio Virtual, no se ha podido lograr el objetivo de mantener al día el despacho. 3) Aprobar las recomendaciones dadas en este informe, por consiguiente: a) Siendo que del análisis efectuado en las variables cuantitativas y cualitativas se evidencia que el Juzgado Contravencional de Buenos Aires, presenta un atraso significativo en la tramitación de casos de materias como Pensiones Alimentarias que son consideradas de alto impacto social, lo que preocupa por tener que atender una población vulnerable como lo es la indígena, se considera necesario que de manera inmediata se atienda la labor de digitalización de expedientes, la cual se calcula aproximadamente en 2300 casos; lo cual se requiere para obtener un funcionamiento óptimo del despacho y un 100% de utilidad del Escritorio Virtual. b) Para llevar a cabo esta labor de digitalización de expedientes y de existir contenido presupuestario, se avala el plan de trabajo establecido como opción 1 en este informe, con los respectivos monitoreos y rendición de cuentas para analizar el nivel de avance. Para dicho plan de trabajo se asignarán dos puestos de Técnica o Técnico Supernumerario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, quienes asumirán las cuotas de digitalización de expedientes indicadas en este informe, por el plazo señalado. Lo anterior debe complementarse con la propuesta de cuotas de trabajo establecidas para el puesto de la Coordinación Judicial, y el personal Técnico Judicial de planta (3 puestos), así como el pago de 285 horas extra para este personal por esta única vez, según se detalla en la recomendación 5.2.1 de este informe. En caso de que no se pueda contar con el presupuesto para materializar este plan, debido a la situación actual del país, se considera conveniente que se implemente el mismo plan (opción 1) pero excluyendo el pago de horas extras. Es decir se mantiene la asignación de los dos técnicos supernumerarios, así como las cuotas de trabajo establecidas para éstos como para el personal de planta. En razón de lo anterior, la Dirección de Planificación deberá remitir a la brevedad posible a este Consejo una propuesta con la que se pueda asumir las cuotas de trabajo que se definieron para la jornada extraordinaria con la finalidad de actualizar los registros contables del Sistema de Depósitos Judiciales. 4) El Juzgado Contravencional de Buenos Aires deberá incorporar dentro su gestión, la utilización de la matriz de indicadores judiciales, la cual iniciará su tabulación de historial de datos a partir del momento en que se encuentre finalizada la labor de digitalización de expedientes, con el objetivo de contar con una herramienta de medición donde se visualice la carga de trabajo que recibe el despacho y la forma en que la está gestionando de acuerdo con las variables ahí incorporadas. Debe utilizarse la plantilla expuesta en el punto 3.10 del informe. 5) Una vez finalizada la digitalización de expedientes, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional realizará nuevamente un plan de atención para resolución de expedientes tramitados para que sean resueltos por el personal profesional de esta oficina, con el objetivo de agilizar los tiempos de atención. De igual forma la Gestora que atiende la materia Laboral de esta oficina, revisará el circulante que muestra la oficina en esa materia y procederá a emitir el criterio jurídico que corresponda. El objetivo será verificar si son expedientes que tengan más de seis meses sin tener movimiento y dictar la resolución de caducidad y archivo. 6) Es necesario que por parte de le Defensa Pública se valore la posibilidad de ampliar el tiempo de atención en el Juzgado Contravencional para la atención de casos en Pensiones Alimentarias, que no se limite únicamente a dos días a la semana, sino que puedan ser más, con el objetivo que la población indígena pueda contar con un asesoramiento y dirección en las causas que interponen ante el Juzgado. Mediante informe 660-PLA-RH-MI-2020, se incluyó reforzar con un recurso de Defensor Público para la zona, por lo que es de esperar que de aprobarse por parte de la Asamblea Legislativa el presupuesto del Poder Judicial para el próximo año se contará con un recurso adicional. 7) La Dirección de Tecnología de la Información verificará por medio de los Informáticos de la zona si se requiere hacer una mejora en el Escritorio Virtual o bien capacitar al personal, para que se elimine la concentración de gestiones a nivel de los sistemas informáticos en el puesto de la Coordinadora Judicial, como lo es en la apertura de expedientes nuevos y otras gestiones que únicamente pueden ser realizados por ese puesto. Lo anterior permitiría un mayor diligenciamiento en las labores que tiene el puesto de Coordinación y disminuir el atraso en las atenciones de los controles de libros físicos por concepto de evidencias y otras labores a su cargo. 8) La Dirección de Planificación deberá realizar un seguimiento sobre las condiciones y situación que muestre el Juzgado en cuanto a carga de trabajo y actualización en la tramitación de expedientes, de acuerdo con los datos que registre la matriz de indicadores al finalizar el primer semestre del 2021. 9) Tanto la Administración Regional como la Dirección Ejecutiva realizarán una valoración integral de la situación presentada en cuanto al hacinamiento que genera las instalaciones donde se ubica el Juzgado Contravencional, a fin de buscar soluciones de acuerdo a las necesidades que se presentan para atender a una población vulnerable, tomando en cuenta que el despacho es visitado por madres con sus hijos menores que deben esperar a las afueras del Juzgado para ser atendidas. 10) Una vez analizados los datos estadísticos que se reportan de carga de trabajo de la zona por parte de la Oficina de Comunicaciones Judiciales, de los cuales se extrae un aumento tanto a nivel de notificaciones en ruta, como las informatizadas se ordena que el puesto de Técnica o Técnico en Comunicaciones Judiciales número 45081 del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, se traslade de manera definitiva a la mencionada Oficina de Comunicaciones Judiciales. 11) La Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, deberá facilitar al Juzgado Contravencional de Buenos Aires el escáner de alta velocidad, con el objetivo de obtener mejores rendimientos al momento de realizar el proceso de digitalización de expedientes, gestión que se considera prioritaria en el despacho para dar el mayor aprovechamiento a la herramienta informática del Escritorio Virtual. 12) Una vez que se tenga actualizado el tarjetero electrónico de registros contables en el Sistema de Depósitos Judiciales, deberá el Juzgado Contravencional de Buenos Aires adoptar las medidas necesarias para que este proceso se mantenga actualizado en todo momento y no se presenten atrasos en la actualización del tarjetero electrónico. Esta acción es elemental para que no se muestren atrasos en los tiempos de atención a las personas usuarias al momento que lleguen a solicitar las órdenes de apremio. 4) Comuníquese el presente acuerdo al Juzgado Contravencional de Buenos Aires, al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, a la Defensa Pública, a la Dirección de Tecnología de la Información, a la Dirección Ejecutiva, a la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. Se declara acuerdo firme.”
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Asimismo, en la citada sesión, pero en su artículo LI, se nombró en propiedad al licenciado Diego Jesús Angulo Hernández, como Juez Supernumerario de la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, plaza vacante N° 363531, a partir del 17 de agosto de 2020. A esos efectos, se solicitó al Consejo de la Judicatura, remitir la terna correspondiente a la vacante N° 45079 de Juez (a) 1 en el Juzgado Contravencional de Buenos Aires, con ocasión del nombramiento del licenciado Diego Angulo Hernández.



[bookmark: _Hlk50446261]Una vez analizada la solicitud presentada por el licenciado Danny Alberto Gutiérrez Gómez, Juez Coordinador del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, mediante oficio N° 129-JCBA-2020 del 7 de agosto de 2020, se acordó: Indicar al licenciado Gutiérrez Gómez, que no es posible postergar la designación de una plaza ya que por Ley de Carrera Judicial no puede haber plazas de jueces con vacantes mayores a tres meses.”



Atentamente, 





Kenneth Aguilar Hernández

Prosecretario Genera interino

Secretaría General de la Corte



c:	Juzgado Contravencional de Buenos Aires

	Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional

Área de Gestión y Apoyo

Área de Coordinación y Mejoramiento

Dirección de Tecnología de la Información

Dirección Ejecutiva

Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur

Lic. Danny Alberto Gutiérrez Gómez, Juez Coordinador del Juzgado Contravencional de Buenos Aires

Lic. Mariano Rodríguez Flores, Jefe del Área de Gestión y Apoyo

Diligencias / Refs: (9234-2020, 6897-2019) 

Marilyn



Teléfonos: 2295-3707 al 2295-3711	 Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr Fax: (506) 2295-3706 Apdo: 1-1003 San José
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San José, 24 de setiembre de 2020



Oficio N° DVV-S1-0133-2020



 



Señor



Gustavo Oreamuno Vignet



Coordinadora de Lucha Sur Sur



 



 



Estimado Señor: 



 



Tengo el honor de saludarle y en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, acusar recibido del comunicado electrónico enviado el 23 de setiembre de 2020, 07:07, a la suscrita y a las siguientes direcciones electrónicas: “Viceministerio Presidencia <dialogociudadano@presidencia.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Alvaro Paniagua <apaniagua@dhr.go.cr>; Byron Reyes <barozz100@gmail.com>; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; pabrao@oas.org; Consejo de Mayores Iriria <consejomayores.iriria@gmail.com>; Roberth Morales <roberthmv1974@gmail.com>; codiawdayedi@gmail.com; randall.otarola@presidencia.go.cr; tavoreamuno72@gmail.com; felipeculturabribri@gmail.com; patrimoraac@hotmail.com; cristhian.gonzalez@one.un.org; k.llach@unesco.org; vjimenez342@gmail.com; asociacionchinakicha@gmail.com; dorisrios78@gmail.com”, cuyo contenido literal es el siguiente: 



 



En el comunicado se señala:



“Señores



Poder Ejecutivo



Poder Judicial 



República de Costa Rica



Reciban un saludo de parte de las organizaciones de Pueblos Originarios, comunidades campesinas y organizaciones sociales de la Zona Sur de Costa Rica. 



En adjuntos enviamos 1 documento; referidos a una alerta temprana que emitió la Defensoría de los Habitantes sobre una orden de desalojo a practicarse el lunes 28 de setiembre en el Territorio Cabecar de China Kichá; solicitamos una pronta y concreta respuesta ante lo planteado. 



Agradeciendo su atención;



Efraín Fernández Zuñiga



Presidente



Asociación de Desarrollo Integral Indígena de China Kichá.



Gustavo Oreamuno V



Coordinadora de Lucha Sur Sur.



Dicho comunicado anexa la siguiente información:



 



Comunicado Público



-          Defensoría de los Habitantes emite “Alerta temprana” por el inminente desalojo en Kono Ju.



-          Poder Ejecutivo ni siquiera ha respondido a las últimas solicitudes del Pueblo Cabecar de China Kichá



Martes 22 de setiembre de 2020. Ante el inminente desalojo de las y los recuperadores Cabecar de Kono Ju en el Territorio de China Kichá ordenado mediante medida cautelar del Tribunal Agrario del II Circuito Judicial de San José, para el próximo lunes 28 de setiembre y ante la inacción del Estado Costarricense; la Defensoría de los Habitantes de Costa Rica emitió el día de hoy una “Alerta Temprana” Oficio N. 11352-2020-DHR; en el cual indican:



1. Que el INDER se apersone de inmediato en los procesos judiciales, aportando los estudios realizados en el Plan RTI, en los que se identifiquen las propiedades otorgadas por el Estado costarricense a la comunidad indígena de China Kichá, y señale las acciones administrativas urgentísimas que tomara para iniciar los procesos legales de expropiación, de manera que no sea necesario recurrir al desalojo judicial de las personas indígenas de su propio territorio.  Tal y como lo han solicitado expresamente las personas indígenas que se encuentran en la finca Kono Jú y la Asociación de Desarrollo Integral de China Kichá. 



2. Que la Dirección Nacional de Resolución Alterna de Conflictos y el Viceministerio de Diálogo Ciudadano generen un espacio de diálogo entre las partes (finqueros e indígenas), a fin de alcanzar una tregua, con el firme compromiso del Gobierno, mediante un acuerdo conciliatorio, de que la misma se mantenga mientras avanzan las diligencias administrativas urgentísimas, en el marco del Plan RTI, para la expropiación de los terrenos. 



 



De darse el desalojo; la Defensoría de los Habitantes solicitan al Estado de Costa Rica:



 



3.1 Que antes y durante los actos de desalojo la Fuerza Pública realice inspecciones y mantenga retenes policiales en las vías de acceso al Territorio, para garantizar que no ingresen vehículos ni personas ajenas, portando ningún tipo de arma. Dicha actividad debería realizarse en coordinación con la comunidad indígena. 



3.2 Levantar un listado de todas las personas y vehículos a los que se autorice ingresar al Territorio, particulares y oficiales, para facilitar la identificación de los responsables en caso de que sea necesario tomar alguna acción administrativa o judicial. 



3.3 Que se realice un proceso de inducción a los oficiales de la Fuerza Pública designados para la ejecución del desalojo, de manera que se evite: 1) cualquier abuso policial, 2) provocar o responder cualquier tipo de provocación, 3) la detención de personas indígenas y 4) remitirlas al Ministerio Público. 



 



Desde las y los recuperadores Cabecar del Territorio de China Kichá denunciamos que el Poder Ejecutivo no ha dado respuesta a nuestras demandas plasmadas en documento de fecha 10 de setiembre en el cual le solicitamos entre otras cosas:



1.     Que en un acto de buena fe y cumplimiento de sus deberes el Poder Ejecutivo solicite al Instituto de Desarrollo Rural (INDER) realizar inmediatamente una investigación a fondo, haga público los resultados de la misma y se establezcan las responsabilidades administrativas y judiciales sobre cómo se dio la inscripción y titulación o no de las fincas que reclaman  los ocupantes ilegales del Territorio, cuál es la situación jurídica de esos terrenos y  que de acuerdo a la legislación se solicite al Registro Público de la Propiedad la anulación de esos títulos. 



2.     De acuerdo con los artículos 8 y 9 de la Ley Indígena 6172 y 22 inciso 1) del a Ley de Jurisdicción Agraria Ley 6734 y legislación relacionada; el INDER se tiene que apersonar inmediatamente a los tres procesos judiciales en materia agraria donde se dirimen tres de los procesos de recuperación de tierra – territorio emprendidos por el Pueblo Cabecar de China Kichá, para hacer valer su potestad y cumplir con su obligación de defender los intereses de los Pueblos Originarios.



Para más información: coordinadoraluchass@gmail.com



Lista de todas las organizaciones, primero las de China Kichá



En relación con su gestión, le informo que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas tiene limitada su competencia a ser órgano técnico asesor de la Comisión de Acceso a la Justicia, Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Consejo Superior y demás órganos jerárquicos institucionales conforme a la normativa dispuesta en la Ley Orgánica del Poder Judicial, el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia y la recomendación emitida por la Auditoría Judicial N° 952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto de 2020 que literalmente indica:



“De conformidad con el artículo 22, inciso d) de la Ley General de Control Interno, y el numeral 1.1.4 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público emitido por la Contraloría General de la República, nos permitimos rendir el presente informe de asesoría, relacionado con su consulta DVV-S1-0103-2020 de fecha 5 de agosto de 2020, en los siguientes términos:



… la Comisión de Acceso a la Justicia, se constituye en el órgano institucional rector en materia de acceso a la justicia -valga la redundancia- de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para lo cual se le encargó la elaboración de políticas y lineamientos institucionales para el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones. Sin embargo, dichas políticas y lineamientos deben ser aprobadas en última instancia por la Corte Plena, o bien por el Consejo Superior, según corresponda…



Es de destacar que el ámbito de acción de la Comisión de cita, se delimita a constituirse en órgano asesor del jerarca para las diferentes materias, tal como señala el artículo 19 del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente, por lo que no guardan la categoría de tomadores de decisiones finales que reflejan la última voluntad de la institución, por ello, los alcances de las funciones propias de las Subcomisiones, son aún más limitadas, en relación con las Comisiones a la que pertenecen, en virtud de que éstas se constituyen en un importante apoyo especializado a su labor, pero siempre bajo su coordinación y con los límites de acción expuestos líneas atrás, de modo que tampoco podrían atribuirse la determinación última que se pueda adoptar sobre un tema específico, situación que explica el por qué sus productos no tienen fuerza vinculante, sino que son meramente consultivos…



Ante ese panorama, las personas que integren estas organizaciones, a pesar de que deben poseer las competencias necesarias para la toma de decisiones- haciendo la salvedad- dentro de un limitado ámbito de acción preestablecido, es un riesgo para la Administración que su conformación no responda a tal necesidad específica. Precisamente por esta característica, es que los temas de trascendencia vertebral del Poder Judicial no pueden ser endosados para ser tratados a nivel de Comisiones o Subcomisiones, dado que para ello se requiere de representación integral de la institución y por tanto una figura con influencia determinante en la toma de decisiones. Por tanto, con toda claridad se concluye que los temas de la Administración que tengan especial trascendencia a lo externo de la institución, sea nacional o internacional, requiere la representación del Presidente de la Corte Suprema de Justicia, con toda su investidura e incidencia en la toma de decisiones, de conformidad con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual establece en toda su amplitud, que la representación jerárquica de la Institución es una atribución que recae sobre dicha figura y no podría ser reemplazada nunca por ninguna Comisión o Subcomisión, las cuales como se desarrolló líneas atrás, tienen sus funciones muy delimitadas…”



 



Con ocasión de lo anterior, le informo que existe prohibición expresa en la Ley Orgánica del Poder Judicial para que la suscrita, en mi condición de juzgadora, emita pronunciamiento sobre casos concretos como el que refiere su comunicado relacionado con una resolución dictada por el Tribunal Agrario en una medida cautelar. De lo contrario, tendría que asumir responsabilidad disciplinaria.



 



De igual forma, la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas no me faculta para pronunciarme sobre casos concretos, de acuerdo con la normativa vigente y según se desprende de la recomendación emitida por la Auditoría Judicial. A su sumo, de constituirse en un órgano técnico asesor de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia para la emisión, entre otras, de recomendaciones y circulares para su valoración, función que efectivamente se ha estado asumiendo, pudiéndose citar, entre otras, las siguientes circulares institucionales de interés:



 



 



1.	Circular 80-15: Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas. Aprobada en la sesión N0 77-08 del Consejo Superior celebrada a las catorce de octubre de dos mil ocho. Artículo XLI. 



 



2.	Circular 81-15 de Consejo Superior sobre “Gestiones ante el Departamento Laboratorio de Ciencias Forenses en las que personas indígenas sean parte”



 



3.	Circular 86-15 de Consejo Superior sobre “Obligación de brindar trato preferencial a las personas indígenas y otras poblaciones en situación de vulnerabilidad.”



 



4.	Circular 173-19: Políticas y Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad aprobadas como Políticas Institucionales en la Sesión Extraordinaria de Corte Plena N0 17-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del veintiséis de mayo de dos mil ocho, Artículo II, actualizada en 2019.



 



5.	Circular 188-19 de Corte Plena sobre “20 ejes de acción para la atención de los procesos judiciales vinculados con población indígena y atención de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado”



 



6.	Circular 192-2019 de Consejo Superior sobre “Deber de las personas juzgadoras de usar lenguaje claro y sencillo en los procesos en los que intervienen personas indígenas.”



 



7.	Circular 103-2020 de Corte Plena sobre “Lineamientos establecidos en el Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas”.



 



Es de destacar la existencia de gestiones de circulares propuestas por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia, pendientes de estudio y valoración de aprobación de Corte Plena y Consejo Superior, respectivamente, vinculadas con las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado y el proceso de desalojos y puestas en posesión de poblaciones en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas.



 



Atentamente,



 



Magistrada Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia



Poder Judicial



 



 



 



 



 



 



De: Gustavo Oreamuno Vignet <coordinadoraluchass@gmail.com> 
Enviado el: miércoles, 23 de septiembre de 2020 07:07
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Viceministerio Presidencia <dialogociudadano@presidencia.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Alvaro Paniagua <apaniagua@dhr.go.cr>; Byron Reyes <barozz100@gmail.com>; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; pabrao@oas.org; Consejo de Mayores Iriria <consejomayores.iriria@gmail.com>; Roberth Morales <roberthmv1974@gmail.com>; codiawdayedi@gmail.com; randall.otarola@presidencia.go.cr; tavoreamuno72@gmail.com; felipeculturabribri@gmail.com; patrimoraac@hotmail.com; cristhian.gonzalez@one.un.org; k.llach@unesco.org; vjimenez342@gmail.com; asociacionchinakicha@gmail.com; dorisrios78@gmail.com
Asunto: 



 



Señores



Poder Ejecutivo



Poder Judicial 



República de Costa Rica



 



Reciban un saludo de parte de las organizaciones de Pueblos Originarios, comunidades campesinas y organizaciones sociales de la Zona Sur de Costa Rica. 



 



En adjuntos enviamos 1 documento; referidos a una alerta temprana que emitió la Defensoría de los Habitantes sobre una orden de desalojo a practicarse el lunes 28 de setiembre en el Territorio Cabecar de China Kichá; solicitamos una pronta y concreta respuesta ante lo planteado. 



Agradeciendo su atención;



Efrain Fernandez Zuñiga



Presidente



Asociación de Desarrollo Integral Indígena de China Kichá.



Gustavo Oreamuno V



Coordinadora de Lucha Sur Sur.
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Comunicado Público


· Defensoría de los Habitantes emite “Alerta temprana” por el inminente desalojo en Kono Ju.


· Poder Ejecutivo ni siquiera ha respondido a las últimas solicitudes del Pueblo Cabecar de China Kichá


Martes 22 de setiembre de 2020. Ante la inminente desalojo de las y los recuperadores Cabecar de Kono Ju en el Territorio de China Kichá ordenado mediante medida cuatelar del Tribunal Agrario del II Circuito Judicial de San José, para el próximo lunes 28 de setiembre y ante la inacción del Estado Costarricense; la Defensoría de los Habitantes de Costa Rica emitió el día de hoy una “Alerta Temprana” Oficio N. 11352-2020-DHR; en el cual indican:


1. Que el INDER se apersone de inmediato en los procesos judiciales, aportando los estudios realizados en el Plan RTI, en los que se identifiquen las propiedades otorgadas por el Estado costarricense a la comunidad indígena de China Kichá, y señale las acciones administrativas urgentísimas que tomara para iniciar los procesos legales de expropiación, de manera que no sea necesario recurrir al desalojo judicial de las personas indígenas de su propio territorio.  Tal y como lo han solicitado expresamente las personas indígenas que se encuentran en la finca Kono Jú y la Asociación de Desarrollo Integral de Chiná Kichá. 


2. Que la Dirección Nacional de Resolución Alterna de Conflictos y el Viceministerio de Diálogo Ciudadano generen un espacio de diálogo entre las partes (finqueros e indígenas), a fin de alcanzar una tregua, con el firme compromiso del Gobierno, mediante un acuerdo conciliatorio, de que la misma se mantenga mientras avanzan las diligencias administrativas urgentísimas, en el marco del Plan RTI, para la expropiación de los terrenos. 





De darse el desalojo; la Defensoría de los Habitantes solicitan al Estado de Costa Rica:





3.1 Que antes y durante los actos de desalojo la Fuerza Pública realice inspecciones y mantenga retenes policiales en las vías de acceso al Territorio, para garantizar que no ingresen vehículos ni personas ajenas, portando ningún tipo de arma. Dicha actividad debería realizarse en coordinación con la comunidad indígena. 


3.2 Levantar un listado de todas las personas y vehículos a los que se autorice ingresar al Territorio, particulares y oficiales, para facilitar la identificación de los responsables en caso de que sea necesario tomar alguna acción administrativa o judicial. 


3.3 Que se realice un proceso de inducción a los oficiales de la Fuerza Pública designados para la ejecución del desalojo, de manera que se evite: 1) cualquier abuso policial, 2) provocar o responder cualquier tipo de provocación, 3) la detención de personas indígenas y 4) remitirlas al Ministerio Público. 





Desde las y los recuperadores Cabecar del Territorio de China Kichá denunciamos que el Poder Ejecutivo no ha dado respuesta a nuestras demandas plasmadas en documento de fecha 10 de setiembre en el cual le solicitamos entre otras cosas:


1. Que en un acto de buena fe y cumplimiento de sus deberes el Poder Ejecutivo solicite al Instituto de Desarrollo Rural (INDER) realizar inmediatamente una investigación a fondo, haga público los resultados de la misma y se establezcan las responsabilidades administrativas y judiciales sobre cómo se dio la inscripción y titulación o no de las fincas que reclaman  los ocupantes ilegales del Territorio, cuál es la situación jurídica de esos terrenos y  que de acuerdo a la legislación se solicite al Registro Público de la Propiedad la anulación de esos títulos. 


2. De acuerdo a los artículos 8 y 9 de la Ley Indígena 6172 y 22 inciso 1) del a Ley de Jurisdicción Agraria  Ley 6734 y legislación relacionada; el INDER se tiene que apersonar inmediatamente a los tres procesos judiciales en materia agraria donde se dirimen tres de los procesos de recuperación de tierra – territorio emprendidos por el Pueblo Cabecar de China Kichá, para hacer valer su potestad y cumplir con su obligación de defender los intereses de los Pueblos Originarios.


Para más información: coordinadoraluchass@gmail.com


Lista de todas las organizaciones, primero las de China Kichá


[bookmark: _GoBack]Logo de la clss




comunicado defensoria kono ju1.jpg

COORDINADORA

COMUNICADO
SURSUR) PUBLICO

* Defensoria de los Habitantes emite “Alerta temprana” por el inminente desalojo
en Kono Ju.

* Poder Ejecutivo ni siquiera ha respondido a las titimas solicitudes del Pueblo
Cabecar de China Kicha

Martes 22 de setiembre de 2020. Ante la inminente desalojo de las y los recuperadores Cabecar de
Kono Ju en el Territorio de China Kicha ordenado mediante medida cuatelar del Tribunal Agrario del Il
Circuito Judicial de San José, para el pr6ximo lunes 28 de setiembre y ante la inaccion del Estado
Costarricense; la Defensoria de los Habitantes de Costa Rica emitié el dia de hoy una “Alerta
Temprana” Oficio N. 11352-2020-DHR; en el cual indican:

1. Que el INDER se apersone de inmediato en los procesos judiciales, aportando los estudios
realizados en el Plan RTI, en los que se identifiquen las propiedades otorgadas por el Estado
costarricense a la comunidad indigena de China Kicha, y sefale las acciones administrativas
urgentisimas que tomara para iniciar los procesos legales de expropiacion, de manera que no sea
necesario recurrir al desalojo judicial de las personas indigenas de su propio territorio. Tal y como lo
han solicitado expresamente las personas indigenas que se encuentran en la finca Kono Ju y la
Asociacion de Desarrollo Integral de China Kicha.

2. Que la Direccién Nacional de Resolucién Altemna de Confiictos y el Viceministerio de Didlogo
Ciudadano generen un espacio de dialogo entre las partes (finqueros e indigenas), a fin de alcanzar
una tregua, con el firme compromiso del Gobierno, mediante un acuerdo conciliatorio, de que la
misma se mantenga mientras avanzan las diligencias administrativas urgentisimas, en el marco del
Plan RTI, para la expropiacion de los terrenos.

De darse el desalojo; la Defensoria de los Habitantes solicitan al Estado de Costa Rica:

3.1 Que antes y durante los actos de desalojo la Fuerza Publica realice inspecciones y mantenga
retenes policiales en las vias de acceso al Territorio, para garantizar que no ingresen vehiculos ni
personas ajenas, portando ningun tipo de arma. Dicha actividad deberia realizarse en coordinacion
con la comunidad indigena.

3.2 Levantar un listado de todas las personas y vehiculos a los que se autorice ingresar al
Territorio, particulares y oficiales, para facilitar la identificacion de los responsables en caso de que
sea necesario tomar alguna accion administrativa o judicial.

3.3 Que se realice un proceso de induccion a los oficiales de la Fuerza Publica designados para la
ejecucion del desalojo, de manera que se evite: 1) cualquier abuso policial, 2) provocar o responder
cualquier tipo de provocacion, 3) la detencion de personas indigenas y 4) remitirlas al Ministerio
Pablico.

Desde las y los recuperadores Cabecar del Territorio de China Kicha denunciamos que el Poder
Ejecutivo no ha dado respuesta a nuestras demandas plasmadas en documento de fecha 10 de
setiembre en el cual le solicitamos entre otras cosas:
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1. Que en un acto de buena fe y cumplimiento de sus deberes el Poder Ejecutivo solicite al

Instituto de Desarrollo Rural (INDER) realizar inmediatamente una investigacion a fondo, haga
publico los resultados de la misma y se establezcan las responsabilidades administrativas y
judiciales sobre cémo se dio la inscripcion y titulacién o no de las fincas que reclaman los
ocupantes ilegales del Territorio, cuél es la situacion juridica de esos terrenos y que de
acuerdo a la legislacion se solicite al Registro Publico de la Propiedad la anulacion de esos
titulos.

De acuerdo a los articulos 8 y 9 de la Ley Indigena 6172 y 22 inciso 1) del a Ley de
Jurisdiccion Agraria Ley 6734 y legislacion relacionada; el INDER se tiene que apersonar
inmediatamente a los tres procesos judiciales en materia agraria donde se dirimen tres de los
procesos de recuperacion de tierra — territorio emprendidos por el Pueblo Cabecar de China
Kicha, para hacer valer su potestad y cumplir con su obligacion de defender los intereses de

los Pueblos Originarios.

Para mas informacién: coordinadoraluchass@gmail.com

Organizaciones firmantes:

Recuperador@s Cabecar de Kono Ju de China Kicha.
Recuperador@s Cabecar de Sa Sekeiré Kaska de China Kicha.
Recuperadoras Cabecares de Sa Ka Duwé Senaglo.
Recuperadoras/es Cabecares de Kelpego.

Asociacion de Desarrollo Integral Indigena de China Kicha.

Concejo Ditsé Iriria Ajkbnuk Wakpa de Salitre.

Concejo Indigena Regional Pacifico Sur de Yimba Cajc.

Concejo de Mayores Iriria Jteché Wakpa de Cabagra.
Recuperador@s Broran de Crun Shurin.

Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.

Organizacién Auténoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngébe de Conte
Burica.Asociacién de Productores de Finca 10.

Comité de lucha por la tierra de finca Changuina.

Cootraosa.

Asociacion Voces Nuestras.

Comité de Lucha por la tierra de kilometro 37 de Golfito y Corredores.
Asociacion para la defensa de los Usuarios de los Servicios Publicos (ADUSP).
Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia.

SOJUPANO de Palmar de Osa.

Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA).
SERBUSUR de Finca Puntarenas.

Ditsé.

Coordinadora de Lucha Sur Sur
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San José, 24 de setiembre de 2020 



Oficio N° DVV-S1-0133-2020 



 



Señor 



Gustavo Oreamuno Vignet 



Coordinadora de Lucha Sur Sur 



 



 



Estimado Señor:  



 



Tengo el honor de saludarle y en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la 



Justicia de Pueblos Indígenas, acusar recibido del comunicado electrónico enviado el 23 de 



setiembre de 2020, 07:07, a la suscrita y a las siguientes direcciones electrónicas: “Viceministerio 



Presidencia <dialogociudadano@presidencia.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-



Judicial.go.cr>; Alvaro Paniagua <apaniagua@dhr.go.cr>; Byron Reyes <barozz100@gmail.com>; 



Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; pabrao@oas.org; Consejo de Mayores Iriria 



<consejomayores.iriria@gmail.com>; Roberth Morales <roberthmv1974@gmail.com>; 



codiawdayedi@gmail.com; randall.otarola@presidencia.go.cr; tavoreamuno72@gmail.com; 



felipeculturabribri@gmail.com; patrimoraac@hotmail.com; cristhian.gonzalez@one.un.org; 



k.llach@unesco.org; vjimenez342@gmail.com; asociacionchinakicha@gmail.com; 



dorisrios78@gmail.com”, cuyo contenido literal es el siguiente:  



 



En el comunicado se señala: 



“Señores 



Poder Ejecutivo 



Poder Judicial  



República de Costa Rica 



Reciban un saludo de parte de las organizaciones de Pueblos Originarios, comunidades 



campesinas y organizaciones sociales de la Zona Sur de Costa Rica.  



En adjuntos enviamos 1 documento; referidos a una alerta temprana que emitió la Defensoría 



de los Habitantes sobre una orden de desalojo a practicarse el lunes 28 de setiembre en el 



Territorio Cabecar de China Kichá; solicitamos una pronta y concreta respuesta ante lo 



planteado.  



Agradeciendo su atención; 



Efraín Fernández Zuñiga 



Presidente 





mailto:dorisrios78@gmail.com
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Asociación de Desarrollo Integral Indígena de China Kichá. 



Gustavo Oreamuno V 



Coordinadora de Lucha Sur Sur. 



Dicho comunicado anexa la siguiente información: 



 



Comunicado Público 



- Defensoría de los Habitantes emite “Alerta temprana” por el inminente desalojo 



en Kono Ju. 



- Poder Ejecutivo ni siquiera ha respondido a las últimas solicitudes del Pueblo 



Cabecar de China Kichá 



Martes 22 de setiembre de 2020. Ante el inminente desalojo de las y los recuperadores 



Cabecar de Kono Ju en el Territorio de China Kichá ordenado mediante medida cautelar del 



Tribunal Agrario del II Circuito Judicial de San José, para el próximo lunes 28 de setiembre y 



ante la inacción del Estado Costarricense; la Defensoría de los Habitantes de Costa Rica 



emitió el día de hoy una “Alerta Temprana” Oficio N. 11352-2020-DHR; en el cual indican: 



1. Que el INDER se apersone de inmediato en los procesos judiciales, aportando los estudios 



realizados en el Plan RTI, en los que se identifiquen las propiedades otorgadas por el Estado 



costarricense a la comunidad indígena de China Kichá, y señale las acciones administrativas 



urgentísimas que tomara para iniciar los procesos legales de expropiación, de manera que no 



sea necesario recurrir al desalojo judicial de las personas indígenas de su propio territorio.  Tal 



y como lo han solicitado expresamente las personas indígenas que se encuentran en la finca 



Kono Jú y la Asociación de Desarrollo Integral de China Kichá.  



2. Que la Dirección Nacional de Resolución Alterna de Conflictos y el Viceministerio de Diálogo 



Ciudadano generen un espacio de diálogo entre las partes (finqueros e indígenas), a fin de 



alcanzar una tregua, con el firme compromiso del Gobierno, mediante un acuerdo conciliatorio, 



de que la misma se mantenga mientras avanzan las diligencias administrativas urgentísimas, en 



el marco del Plan RTI, para la expropiación de los terrenos.  



 



De darse el desalojo; la Defensoría de los Habitantes solicitan al Estado de Costa Rica: 



 



3.1 Que antes y durante los actos de desalojo la Fuerza Pública realice inspecciones y 



mantenga retenes policiales en las vías de acceso al Territorio, para garantizar que no ingresen 



vehículos ni personas ajenas, portando ningún tipo de arma. Dicha actividad debería realizarse 



en coordinación con la comunidad indígena.  



3.2 Levantar un listado de todas las personas y vehículos a los que se autorice ingresar al 



Territorio, particulares y oficiales, para facilitar la identificación de los responsables en caso de 



que sea necesario tomar alguna acción administrativa o judicial.  



3.3 Que se realice un proceso de inducción a los oficiales de la Fuerza Pública designados 



para la ejecución del desalojo, de manera que se evite: 1) cualquier abuso policial, 2) provocar 



o responder cualquier tipo de provocación, 3) la detención de personas indígenas y 4) remitirlas 



al Ministerio Público.  
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Desde las y los recuperadores Cabecar del Territorio de China Kichá denunciamos que el 



Poder Ejecutivo no ha dado respuesta a nuestras demandas plasmadas en documento de 



fecha 10 de setiembre en el cual le solicitamos entre otras cosas: 



1. Que en un acto de buena fe y cumplimiento de sus deberes el Poder Ejecutivo solicite 



al Instituto de Desarrollo Rural (INDER) realizar inmediatamente una investigación a 



fondo, haga público los resultados de la misma y se establezcan las responsabilidades 



administrativas y judiciales sobre cómo se dio la inscripción y titulación o no de las fincas 



que reclaman  los ocupantes ilegales del Territorio, cuál es la situación jurídica de esos 



terrenos y  que de acuerdo a la legislación se solicite al Registro Público de la Propiedad 



la anulación de esos títulos.  



2. De acuerdo con los artículos 8 y 9 de la Ley Indígena 6172 y 22 inciso 1) del a Ley de 



Jurisdicción Agraria Ley 6734 y legislación relacionada; el INDER se tiene que apersonar 



inmediatamente a los tres procesos judiciales en materia agraria donde se dirimen tres 



de los procesos de recuperación de tierra – territorio emprendidos por el Pueblo Cabecar 



de China Kichá, para hacer valer su potestad y cumplir con su obligación de defender 



los intereses de los Pueblos Originarios. 



Para más información: coordinadoraluchass@gmail.com 



Lista de todas las organizaciones, primero las de China Kichá 



En relación con su gestión, le informo que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 



Indígenas tiene limitada su competencia a ser órgano técnico asesor de la Comisión de Acceso a la 



Justicia, Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Consejo Superior y demás órganos jerárquicos 



institucionales conforme a la normativa dispuesta en la Ley Orgánica del Poder Judicial, el 



Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia y la recomendación emitida 



por la Auditoría Judicial N° 952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto de 2020 que literalmente indica: 



“De conformidad con el artículo 22, inciso d) de la Ley General de Control Interno, y el 



numeral 1.1.4 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público 



emitido por la Contraloría General de la República, nos permitimos rendir el presente informe 



de asesoría, relacionado con su consulta DVV-S1-0103-2020 de fecha 5 de agosto de 2020, 



en los siguientes términos: 



… la Comisión de Acceso a la Justicia, se constituye en el órgano institucional rector en 



materia de acceso a la justicia -valga la redundancia- de las poblaciones en condición de 



vulnerabilidad, para lo cual se le encargó la elaboración de políticas y lineamientos 



institucionales para el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones. Sin 



embargo, dichas políticas y lineamientos deben ser aprobadas en última instancia por la 



Corte Plena, o bien por el Consejo Superior, según corresponda… 



Es de destacar que el ámbito de acción de la Comisión de cita, se delimita a constituirse en 



órgano asesor del jerarca para las diferentes materias, tal como señala el artículo 19 del 



Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente, por lo que no guardan la 



categoría de tomadores de decisiones finales que reflejan la última voluntad de la institución, 



por ello, los alcances de las funciones propias de las Subcomisiones, son aún más limitadas, 



en relación con las Comisiones a la que pertenecen, en virtud de que éstas se constituyen 



en un importante apoyo especializado a su labor, pero siempre bajo su coordinación y con 
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los límites de acción expuestos líneas atrás, de modo que tampoco podrían atribuirse la 



determinación última que se pueda adoptar sobre un tema específico, situación que explica 



el por qué sus productos no tienen fuerza vinculante, sino que son meramente consultivos… 



Ante ese panorama, las personas que integren estas organizaciones, a pesar de que deben 



poseer las competencias necesarias para la toma de decisiones- haciendo la salvedad- 



dentro de un limitado ámbito de acción preestablecido, es un riesgo para la Administración 



que su conformación no responda a tal necesidad específica. Precisamente por esta 



característica, es que los temas de trascendencia vertebral del Poder Judicial no pueden ser 



endosados para ser tratados a nivel de Comisiones o Subcomisiones, dado que para ello se 



requiere de representación integral de la institución y por tanto una figura con influencia 



determinante en la toma de decisiones. Por tanto, con toda claridad se concluye que los 



temas de la Administración que tengan especial trascendencia a lo externo de la institución, 



sea nacional o internacional, requiere la representación del Presidente de la Corte Suprema 



de Justicia, con toda su investidura e incidencia en la toma de decisiones, de conformidad 



con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual establece en toda su 



amplitud, que la representación jerárquica de la Institución es una atribución que recae sobre 



dicha figura y no podría ser reemplazada nunca por ninguna Comisión o Subcomisión, las 



cuales como se desarrolló líneas atrás, tienen sus funciones muy delimitadas…” 



 



Con ocasión de lo anterior, le informo que existe prohibición expresa en la Ley Orgánica del Poder 



Judicial para que la suscrita, en mi condición de juzgadora, emita pronunciamiento sobre casos 



concretos como el que refiere su comunicado relacionado con una resolución dictada por el Tribunal 



Agrario en una medida cautelar. De lo contrario, tendría que asumir responsabilidad disciplinaria. 



 



De igual forma, la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 



Indígenas no me faculta para pronunciarme sobre casos concretos, de acuerdo con la normativa 



vigente y según se desprende de la recomendación emitida por la Auditoría Judicial. A su sumo, de 



constituirse en un órgano técnico asesor de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Presidencia de 



la Corte Suprema de Justicia para la emisión, entre otras, de recomendaciones y circulares para su 



valoración, función que efectivamente se ha estado asumiendo, pudiéndose citar, entre otras, las 



siguientes circulares institucionales de interés: 



 



 



1. Circular 80-15: Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones 



Indígenas. Aprobada en la sesión N0 77-08 del Consejo Superior celebrada a las catorce de 



octubre de dos mil ocho. Artículo XLI.  



 



2. Circular 81-15 de Consejo Superior sobre “Gestiones ante el Departamento Laboratorio de 



Ciencias Forenses en las que personas indígenas sean parte” 



 



3. Circular 86-15 de Consejo Superior sobre “Obligación de brindar trato preferencial a las 



personas indígenas y otras poblaciones en situación de vulnerabilidad.” 



 



4. Circular 173-19: Políticas y Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en 



condición de vulnerabilidad aprobadas como Políticas Institucionales en la Sesión 
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Extraordinaria de Corte Plena N0 17-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del 



veintiséis de mayo de dos mil ocho, Artículo II, actualizada en 2019. 



 



5. Circular 188-19 de Corte Plena sobre “20 ejes de acción para la atención de los procesos 



judiciales vinculados con población indígena y atención de las Medidas Cautelares 321-12 



de la CIDH contra el Estado” 



 



6. Circular 192-2019 de Consejo Superior sobre “Deber de las personas juzgadoras de usar 



lenguaje claro y sencillo en los procesos en los que intervienen personas indígenas.” 



 



7. Circular 103-2020 de Corte Plena sobre “Lineamientos establecidos en el Plan de Trabajo: 



Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas”. 



 



Es de destacar la existencia de gestiones de circulares propuestas por la Subcomisión de Acceso a 



la Justicia de Pueblos Indígenas con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia, 



pendientes de estudio y valoración de aprobación de Corte Plena y Consejo Superior, 



respectivamente, vinculadas con las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado y el 



proceso de desalojos y puestas en posesión de poblaciones en situación de vulnerabilidad o 



vulnerabilizadas. 



 



Atentamente, 



 



 



 



 



 



Magistrada Damaris Vargas Vásquez 



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 



Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 



Poder Judicial 
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San José, 24 de setiembre de 2020


Oficio N° DVV-S1-0133-2020





Señor


Gustavo Oreamuno Vignet


Coordinadora de Lucha Sur Sur








Estimado Señor: 





[bookmark: _MailOriginal]Tengo el honor de saludarle y en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, acusar recibido del comunicado electrónico enviado el 23 de setiembre de 2020, 07:07, a la suscrita y a las siguientes direcciones electrónicas: “Viceministerio Presidencia <dialogociudadano@presidencia.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Alvaro Paniagua <apaniagua@dhr.go.cr>; Byron Reyes <barozz100@gmail.com>; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; pabrao@oas.org; Consejo de Mayores Iriria <consejomayores.iriria@gmail.com>; Roberth Morales <roberthmv1974@gmail.com>; codiawdayedi@gmail.com; randall.otarola@presidencia.go.cr; tavoreamuno72@gmail.com; felipeculturabribri@gmail.com; patrimoraac@hotmail.com; cristhian.gonzalez@one.un.org; k.llach@unesco.org; vjimenez342@gmail.com; asociacionchinakicha@gmail.com; dorisrios78@gmail.com”, cuyo contenido literal es el siguiente: 





En el comunicado se señala:


“Señores


Poder Ejecutivo


Poder Judicial 


República de Costa Rica


Reciban un saludo de parte de las organizaciones de Pueblos Originarios, comunidades campesinas y organizaciones sociales de la Zona Sur de Costa Rica. 


En adjuntos enviamos 1 documento; referidos a una alerta temprana que emitió la Defensoría de los Habitantes sobre una orden de desalojo a practicarse el lunes 28 de setiembre en el Territorio Cabecar de China Kichá; solicitamos una pronta y concreta respuesta ante lo planteado. 


Agradeciendo su atención;


Efraín Fernández Zuñiga


Presidente


Asociación de Desarrollo Integral Indígena de China Kichá.


Gustavo Oreamuno V


Coordinadora de Lucha Sur Sur.


Dicho comunicado anexa la siguiente información:





Comunicado Público


· Defensoría de los Habitantes emite “Alerta temprana” por el inminente desalojo en Kono Ju.


· Poder Ejecutivo ni siquiera ha respondido a las últimas solicitudes del Pueblo Cabecar de China Kichá


Martes 22 de setiembre de 2020. Ante el inminente desalojo de las y los recuperadores Cabecar de Kono Ju en el Territorio de China Kichá ordenado mediante medida cautelar del Tribunal Agrario del II Circuito Judicial de San José, para el próximo lunes 28 de setiembre y ante la inacción del Estado Costarricense; la Defensoría de los Habitantes de Costa Rica emitió el día de hoy una “Alerta Temprana” Oficio N. 11352-2020-DHR; en el cual indican:


1. Que el INDER se apersone de inmediato en los procesos judiciales, aportando los estudios realizados en el Plan RTI, en los que se identifiquen las propiedades otorgadas por el Estado costarricense a la comunidad indígena de China Kichá, y señale las acciones administrativas urgentísimas que tomara para iniciar los procesos legales de expropiación, de manera que no sea necesario recurrir al desalojo judicial de las personas indígenas de su propio territorio.  Tal y como lo han solicitado expresamente las personas indígenas que se encuentran en la finca Kono Jú y la Asociación de Desarrollo Integral de China Kichá. 


2. Que la Dirección Nacional de Resolución Alterna de Conflictos y el Viceministerio de Diálogo Ciudadano generen un espacio de diálogo entre las partes (finqueros e indígenas), a fin de alcanzar una tregua, con el firme compromiso del Gobierno, mediante un acuerdo conciliatorio, de que la misma se mantenga mientras avanzan las diligencias administrativas urgentísimas, en el marco del Plan RTI, para la expropiación de los terrenos. 





De darse el desalojo; la Defensoría de los Habitantes solicitan al Estado de Costa Rica:





3.1 Que antes y durante los actos de desalojo la Fuerza Pública realice inspecciones y mantenga retenes policiales en las vías de acceso al Territorio, para garantizar que no ingresen vehículos ni personas ajenas, portando ningún tipo de arma. Dicha actividad debería realizarse en coordinación con la comunidad indígena. 


3.2 Levantar un listado de todas las personas y vehículos a los que se autorice ingresar al Territorio, particulares y oficiales, para facilitar la identificación de los responsables en caso de que sea necesario tomar alguna acción administrativa o judicial. 


3.3 Que se realice un proceso de inducción a los oficiales de la Fuerza Pública designados para la ejecución del desalojo, de manera que se evite: 1) cualquier abuso policial, 2) provocar o responder cualquier tipo de provocación, 3) la detención de personas indígenas y 4) remitirlas al Ministerio Público. 





Desde las y los recuperadores Cabecar del Territorio de China Kichá denunciamos que el Poder Ejecutivo no ha dado respuesta a nuestras demandas plasmadas en documento de fecha 10 de setiembre en el cual le solicitamos entre otras cosas:


1. Que en un acto de buena fe y cumplimiento de sus deberes el Poder Ejecutivo solicite al Instituto de Desarrollo Rural (INDER) realizar inmediatamente una investigación a fondo, haga público los resultados de la misma y se establezcan las responsabilidades administrativas y judiciales sobre cómo se dio la inscripción y titulación o no de las fincas que reclaman  los ocupantes ilegales del Territorio, cuál es la situación jurídica de esos terrenos y  que de acuerdo a la legislación se solicite al Registro Público de la Propiedad la anulación de esos títulos. 


2. De acuerdo con los artículos 8 y 9 de la Ley Indígena 6172 y 22 inciso 1) del a Ley de Jurisdicción Agraria Ley 6734 y legislación relacionada; el INDER se tiene que apersonar inmediatamente a los tres procesos judiciales en materia agraria donde se dirimen tres de los procesos de recuperación de tierra – territorio emprendidos por el Pueblo Cabecar de China Kichá, para hacer valer su potestad y cumplir con su obligación de defender los intereses de los Pueblos Originarios.


Para más información: coordinadoraluchass@gmail.com


Lista de todas las organizaciones, primero las de China Kichá


En relación con su gestión, le informo que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas tiene limitada su competencia a ser órgano técnico asesor de la Comisión de Acceso a la Justicia, Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Consejo Superior y demás órganos jerárquicos institucionales conforme a la normativa dispuesta en la Ley Orgánica del Poder Judicial, el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia y la recomendación emitida por la Auditoría Judicial N° 952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto de 2020 que literalmente indica:


“De conformidad con el artículo 22, inciso d) de la Ley General de Control Interno, y el numeral 1.1.4 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público emitido por la Contraloría General de la República, nos permitimos rendir el presente informe de asesoría, relacionado con su consulta DVV-S1-0103-2020 de fecha 5 de agosto de 2020, en los siguientes términos:


… la Comisión de Acceso a la Justicia, se constituye en el órgano institucional rector en materia de acceso a la justicia -valga la redundancia- de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para lo cual se le encargó la elaboración de políticas y lineamientos institucionales para el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones. Sin embargo, dichas políticas y lineamientos deben ser aprobadas en última instancia por la Corte Plena, o bien por el Consejo Superior, según corresponda…


Es de destacar que el ámbito de acción de la Comisión de cita, se delimita a constituirse en órgano asesor del jerarca para las diferentes materias, tal como señala el artículo 19 del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente, por lo que no guardan la categoría de tomadores de decisiones finales que reflejan la última voluntad de la institución, por ello, los alcances de las funciones propias de las Subcomisiones, son aún más limitadas, en relación con las Comisiones a la que pertenecen, en virtud de que éstas se constituyen en un importante apoyo especializado a su labor, pero siempre bajo su coordinación y con los límites de acción expuestos líneas atrás, de modo que tampoco podrían atribuirse la determinación última que se pueda adoptar sobre un tema específico, situación que explica el por qué sus productos no tienen fuerza vinculante, sino que son meramente consultivos…


Ante ese panorama, las personas que integren estas organizaciones, a pesar de que deben poseer las competencias necesarias para la toma de decisiones- haciendo la salvedad- dentro de un limitado ámbito de acción preestablecido, es un riesgo para la Administración que su conformación no responda a tal necesidad específica. Precisamente por esta característica, es que los temas de trascendencia vertebral del Poder Judicial no pueden ser endosados para ser tratados a nivel de Comisiones o Subcomisiones, dado que para ello se requiere de representación integral de la institución y por tanto una figura con influencia determinante en la toma de decisiones. Por tanto, con toda claridad se concluye que los temas de la Administración que tengan especial trascendencia a lo externo de la institución, sea nacional o internacional, requiere la representación del Presidente de la Corte Suprema de Justicia, con toda su investidura e incidencia en la toma de decisiones, de conformidad con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual establece en toda su amplitud, que la representación jerárquica de la Institución es una atribución que recae sobre dicha figura y no podría ser reemplazada nunca por ninguna Comisión o Subcomisión, las cuales como se desarrolló líneas atrás, tienen sus funciones muy delimitadas…”





Con ocasión de lo anterior, le informo que existe prohibición expresa en la Ley Orgánica del Poder Judicial para que la suscrita, en mi condición de juzgadora, emita pronunciamiento sobre casos concretos como el que refiere su comunicado relacionado con una resolución dictada por el Tribunal Agrario en una medida cautelar. De lo contrario, tendría que asumir responsabilidad disciplinaria.





De igual forma, la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas no me faculta para pronunciarme sobre casos concretos, de acuerdo con la normativa vigente y según se desprende de la recomendación emitida por la Auditoría Judicial. A su sumo, de constituirse en un órgano técnico asesor de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia para la emisión, entre otras, de recomendaciones y circulares para su valoración, función que efectivamente se ha estado asumiendo, pudiéndose citar, entre otras, las siguientes circulares institucionales de interés:








1. Circular 80-15: Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas. Aprobada en la sesión N0 77-08 del Consejo Superior celebrada a las catorce de octubre de dos mil ocho. Artículo XLI. 





2. Circular 81-15 de Consejo Superior sobre “Gestiones ante el Departamento Laboratorio de Ciencias Forenses en las que personas indígenas sean parte”





3. Circular 86-15 de Consejo Superior sobre “Obligación de brindar trato preferencial a las personas indígenas y otras poblaciones en situación de vulnerabilidad.”





4. Circular 173-19: Políticas y Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad aprobadas como Políticas Institucionales en la Sesión Extraordinaria de Corte Plena N0 17-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del veintiséis de mayo de dos mil ocho, Artículo II, actualizada en 2019.





5. Circular 188-19 de Corte Plena sobre “20 ejes de acción para la atención de los procesos judiciales vinculados con población indígena y atención de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado”





6. Circular 192-2019 de Consejo Superior sobre “Deber de las personas juzgadoras de usar lenguaje claro y sencillo en los procesos en los que intervienen personas indígenas.”





7. Circular 103-2020 de Corte Plena sobre “Lineamientos establecidos en el Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas”.





Es de destacar la existencia de gestiones de circulares propuestas por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia, pendientes de estudio y valoración de aprobación de Corte Plena y Consejo Superior, respectivamente, vinculadas con las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado y el proceso de desalojos y puestas en posesión de poblaciones en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas.





Atentamente,

















Magistrada Damaris Vargas Vásquez


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia


Poder Judicial
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RE Consulta - Semanario UNIVERSIDAD.msg
RE: Consulta - Semanario UNIVERSIDAD

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		Andrea Marín Mena; Sandra Castro Mora

		Cc

		Sergio Bonilla Bastos; Sandra Castro Mora; Alejandra Mena Cárdenas; Presidencia de la Corte; Despacho de la Presidencia de la Corte; Acceso a la Justicia; Jorge Olaso Alvarez; Subcomisión de Pueblos Indígenas; Alejandra Mena Cárdenas

		Recipients

		amarinme@Poder-Judicial.go.cr; scastromo@Poder-Judicial.go.cr; sbonilla@Poder-Judicial.go.cr; scastromo@Poder-Judicial.go.cr; amenac@Poder-Judicial.go.cr; presidencia@Poder-Judicial.go.cr; despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr; accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr; jolaso@Poder-Judicial.go.cr; spindigenas@Poder-Judicial.go.cr; amenac@Poder-Judicial.go.cr



Estimadas doña Sandra y doña Andrea:



Buenos días. Remito para su conocimiento la información solicitada.



 



De: Andrea Marín Mena <amarinme@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 24 de septiembre de 2020 10:39
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Sergio Bonilla Bastos <sbonilla@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Castro Mora <scastromo@Poder-Judicial.go.cr>; Alejandra Mena Cárdenas <amenac@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta - Semanario UNIVERSIDAD



 



Buenos días Licencia, reiteramos la consulta que nos envió la periodista Fabiola Pomareda del Semanario Universidad 



 



Saludos cordiales 



 



De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 23 de septiembre de 2020 08:13
Para: Andrea Marín Mena <amarinme@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Sergio Bonilla Bastos <sbonilla@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Castro Mora <scastromo@Poder-Judicial.go.cr>; Yendry Campos Rodríguez <ycamposr@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta - Semanario UNIVERSIDAD



 



Buenos días Andrea.



Tengo vista en la Sala a las 9. Después de eso les preparo y remito la respuesta.



Muchas gracias!



 



De: Andrea Marín Mena <amarinme@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 23 de septiembre de 2020 07:57
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Sergio Bonilla Bastos <sbonilla@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Castro Mora <scastromo@Poder-Judicial.go.cr>; Yendry Campos Rodríguez <ycamposr@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Consulta - Semanario UNIVERSIDAD



 



Buenos días Licenciada, remitimos esta consulta de la periodista Fabiola Pomareda del Semanario Universidad, específicamente sobre un asunto indígena



 



Saludos cordiales 



 



 







 



 



 



De: FABIOLA CECILIA POMAREDA GARCIA <FABIOLA.POMAREDA@ucr.ac.cr> 
Enviado el: martes, 22 de septiembre de 2020 16:13
Para: Sandra Castro Mora <scastromo@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Consulta - Semanario UNIVERSIDAD



 



Buenas tardes Sandra



Le escribe Fabiola Pomareda del Semanario UNIVERSIDAD. Le agradezco si me puede ayudar con estas consultas para la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial. Tenemos tiempo hasta mañana a las 4pm. Ojalá sea posible. Muchas gracias!



 



1. Un grupo de indígenas que están en un tereno en Kono Ju, territorio indígena de China Kicha, Pérez Zeledón, recibió una orden de desalojo para el próximo 28 de setiembre. Según organizaciones indígenas y su representación legal, el asunto no está resuelto por el fondo a nivel judicial y se está adelantando criterio.



 



Tomará la Subcomisión alguna acción para evitar el desalojo judicial?



 



2. Según se informa a este medio, el voto N.288-F-2020 del Tribunal Agrario del Segundo Circuito Judicial de San José del 27 de marzo del 2020 ordena: “a los codemandados poner en posesión del fundo a la parte actora para que siga realizando la actividad agropecuaria productiva” y dentro del mismo expediente consta que esta finca está dentro del Territorio Indígena de China Kichá. Y el Juzgado Civil, de Trabajo y de Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) ya había rechazado antes esta medida cautelar solicitada por la parte actora.



 



Va a intervenir la Subcomisión en este proceso judicial?



 



3. Según organizaciones indígenas y su representación legal, las instancias judiciales no han hecho parte de los procesos al INDER y se han retrasado en resolver por el fondo de los procesos indicados, creando así una gran incertidumbre jurídica entre los indígenas.



 



Qué gestiones ha hecho la Subcomisión al respecto? En qué se ha avanzado concretamente? Por qué no se llama al INDER a comparecer?



 



_____________________________________



Fabiola Pomareda García



Periodista – Semanario UNIVERSIDAD



Cel. 8433-2985 / Twitter @Fabiola.Pomareda
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San José, 25 de setiembre de 2020


Oficio N° DVV-S1-0134-2020





Señora


Sandra Castro Mora


Periodista


Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional





Estimada doña Sandra:





Reciba un atento saludo. En seguimiento de la consulta que me traslada, planteada por la señora Fabiola Cecilia Pomareda García de Semanario Universidad el 22 de setiembre de 2020, 16:13, relacionada con la gestión de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en mi vinculadas con:


“1. Un grupo de indígenas que están en un terreno en Kono Ju, territorio indígena de China Kicha, Pérez Zeledón, recibió una orden de desalojo para el próximo 28 de setiembre. Según organizaciones indígenas y su representación legal, el asunto no está resuelto por el fondo a nivel judicial y se está adelantando criterio. ¿Tomará la Subcomisión alguna acción para evitar el desalojo judicial?


2. Según se informa a este medio, el voto N.288-F-2020 del Tribunal Agrario del Segundo Circuito Judicial de San José del 27 de marzo del 2020 ordena: “a los codemandados poner en posesión del fundo a la parte actora para que siga realizando la actividad agropecuaria productiva” y dentro del mismo expediente consta que esta finca está dentro del Territorio Indígena de China Kichá. Y el Juzgado Civil, de Trabajo y de Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) ya había rechazado antes esta medida cautelar solicitada por la parte actora. ¿Va a intervenir la Subcomisión en este proceso judicial?


 3. Según organizaciones indígenas y su representación legal, las instancias judiciales no han hecho parte de los procesos al INDER y se han retrasado en resolver por el fondo de los procesos indicados, creando así una gran incertidumbre jurídica entre los indígenas. ¿Qué gestiones ha hecho la Subcomisión al respecto? ¿En qué se ha avanzado concretamente? ¿Por qué no se llama al INDER a comparecer?”


En mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, le informo:


La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas tiene limitada su competencia a ser órgano técnico asesor de la Comisión de Acceso a la Justicia, Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Consejo Superior y demás órganos jerárquicos institucionales conforme a la normativa dispuesta en la Ley Orgánica del Poder Judicial, el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia y la recomendación emitida por la Auditoría Judicial N° 952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto de 2020, que literalmente indica:


“De conformidad con el artículo 22, inciso d) de la Ley General de Control Interno, y el numeral 1.1.4 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público emitido por la Contraloría General de la República, nos permitimos rendir el presente informe de asesoría, relacionado con su consulta DVV-S1-0103-2020 de fecha 5 de agosto de 2020, en los siguientes términos:


… la Comisión de Acceso a la Justicia, se constituye en el órgano institucional rector en materia de acceso a la justicia -valga la redundancia- de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para lo cual se le encargó la elaboración de políticas y lineamientos institucionales para el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones. Sin embargo, dichas políticas y lineamientos deben ser aprobadas en última instancia por la Corte Plena, o bien por el Consejo Superior, según corresponda…


Es de destacar que el ámbito de acción de la Comisión de cita, se delimita a constituirse en órgano asesor del jerarca para las diferentes materias, tal como señala el artículo 19 del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente, por lo que no guardan la categoría de tomadores de decisiones finales que reflejan la última voluntad de la institución, por ello, los alcances de las funciones propias de las Subcomisiones, son aún más limitadas, en relación con las Comisiones a la que pertenecen, en virtud de que éstas se constituyen en un importante apoyo especializado a su labor, pero siempre bajo su coordinación y con los límites de acción expuestos líneas atrás, de modo que tampoco podrían atribuirse la determinación última que se pueda adoptar sobre un tema específico, situación que explica el por qué sus productos no tienen fuerza vinculante, sino que son meramente consultivos…


Ante ese panorama, las personas que integren estas organizaciones, a pesar de que deben poseer las competencias necesarias para la toma de decisiones- haciendo la salvedad- dentro de un limitado ámbito de acción preestablecido, es un riesgo para la Administración que su conformación no responda a tal necesidad específica. Precisamente por esta característica, es que los temas de trascendencia vertebral del Poder Judicial no pueden ser endosados para ser tratados a nivel de Comisiones o Subcomisiones, dado que para ello se requiere de representación integral de la institución y por tanto una figura con influencia determinante en la toma de decisiones. Por tanto, con toda claridad se concluye que los temas de la Administración que tengan especial trascendencia a lo externo de la institución, sea nacional o internacional, requiere la representación del Presidente de la Corte Suprema de Justicia, con toda su investidura e incidencia en la toma de decisiones, de conformidad con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual establece en toda su amplitud, que la representación jerárquica de la Institución es una atribución que recae sobre dicha figura y no podría ser reemplazada nunca por ninguna Comisión o Subcomisión, las cuales como se desarrolló líneas atrás, tienen sus funciones muy delimitadas…”





Con ocasión de lo anterior, le informo que existe prohibición expresa en la Ley Orgánica del Poder Judicial para que la suscrita, en el carácter de Magistrada integrante de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, por la condición de juzgadora, para emitir pronunciamiento sobre casos concretos como el que refiere la consulta, relacionada con una resolución dictada por el Tribunal Agrario en una medida cautelar de un proceso específico; proceder en sentido contrario, implicaría para la suscrita responsabilidad disciplinaria y una vulneración al principio de independencia judicial.





De igual forma, la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas no me faculta para pronunciarme sobre casos concretos, de acuerdo con la normativa citada y según se desprende de la recomendación emitida por la Auditoría Judicial N° 952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto de 2020. 





La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas está integrada por personas representantes de la Judicatura, Fiscalía General, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Dirección Ejecutiva, Dirección de Planificación, Dirección de Gestión Humana, Dirección de Tecnología de la Información, Dirección de la Escuela Judicial, entre otras oficinas institucionales. Sesiona en forma presencial o virtual una vez al mes de manera ordinaria y en forma extraordinaria cada vez que sea necesario, conforme lo dispone el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia. 





La Subcomisión, en los términos dispuestos por la normativa citada y el informe de la Auditoría Judicial N° 952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto de 2020, es un órgano técnico asesor de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y el Consejo Superior, encontrándose facultada para la emisión de propuestas de informes, recomendaciones y circulares a Corte Plena y el Consejo Superior, siempre y cuando se cuente con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia, al ser el ente rector del tema de acceso a la justicia en el Poder Judicial. Decisiones vinculadas con decisiones jurisdiccionales en procesos concretos o integración de personas, organizaciones e instituciones como parte de procesos judiciales en trámite, independientemente la materia, escapa de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.





En el ejercicio de sus funciones, conforme al marco regulador citado, la Subcomisión ha participado activamente en la emisión de varias circulares, entre otras, las siguientes:





1. Circular 80-15: Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas. Aprobada en la sesión N0 77-08 del Consejo Superior celebrada a las catorce de octubre de dos mil ocho. Artículo XLI. Es reiteración de circulares emitidas con anticipación.





2. Circular 81-15 de Consejo Superior sobre “Gestiones ante el Departamento Laboratorio de Ciencias Forenses en las que personas indígenas sean parte”





3. Circular 86-15 de Consejo Superior sobre “Obligación de brindar trato preferencial a las personas indígenas y otras poblaciones en situación de vulnerabilidad.”





4. Circular 173-19: Políticas y Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad aprobadas como Políticas Institucionales en la Sesión Extraordinaria de Corte Plena N0 17-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del veintiséis de mayo de dos mil ocho, Artículo II, actualizada en 2019.





5. Circular 188-19 de Corte Plena sobre “20 ejes de acción para la atención de los procesos judiciales vinculados con población indígena y atención de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado”





6. Circular 192-2019 de Consejo Superior sobre “Deber de las personas juzgadoras de usar lenguaje claro y sencillo en los procesos en los que intervienen personas indígenas.”





7. Circular 103-2020 de Corte Plena sobre “Lineamientos establecidos en el Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas”.





Es de destacar la existencia de gestiones de circulares propuestas por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia, pendientes de estudio y valoración de aprobación de Corte Plena y Consejo Superior, respectivamente, vinculadas con las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado y el proceso de desalojos y puestas en posesión de poblaciones en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, las cuales fueron planteadas de la misma forma que las anteriormente citadas, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y basadas en la normativa nacional e internacional y jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia y las Salas de Casación.





En el marco de las competencias citadas, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se ocupa de dar respuesta a las consultas formuladas por la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Consejo Superior, Comisión de Acceso a la Justicia, así como instituciones del Poder Ejecutivo, la Defensoría de los Habitantes de la República, y organizaciones nacionales e internacionales defensoras de los derechos humanos de los pueblos indígenas o de éstas personas, entre otras.





Atentamente,








Magistrada Damaris Vargas Vásquez


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia


Poder Judicial
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San José, 25 de setiembre de 2020 



Oficio N° DVV-S1-0134-2020 



 



Señora 



Sandra Castro Mora 



Periodista 



Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional 



 



Estimada doña Sandra: 



 



Reciba un atento saludo. En seguimiento de la consulta que me traslada, planteada por la señora 



Fabiola Cecilia Pomareda García de Semanario Universidad el 22 de setiembre de 2020, 16:13, 



relacionada con la gestión de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en mi 



vinculadas con: 



“1. Un grupo de indígenas que están en un terreno en Kono Ju, territorio indígena de China 
Kicha, Pérez Zeledón, recibió una orden de desalojo para el próximo 28 de setiembre. Según 
organizaciones indígenas y su representación legal, el asunto no está resuelto por el fondo 
a nivel judicial y se está adelantando criterio. ¿Tomará la Subcomisión alguna acción para 
evitar el desalojo judicial? 



2. Según se informa a este medio, el voto N.288-F-2020 del Tribunal Agrario del Segundo 
Circuito Judicial de San José del 27 de marzo del 2020 ordena: “a los codemandados poner 
en posesión del fundo a la parte actora para que siga realizando la actividad agropecuaria 
productiva” y dentro del mismo expediente consta que esta finca está dentro del Territorio 
Indígena de China Kichá. Y el Juzgado Civil, de Trabajo y de Familia de Buenos Aires 
(Materia Agraria) ya había rechazado antes esta medida cautelar solicitada por la parte 
actora. ¿Va a intervenir la Subcomisión en este proceso judicial? 



 3. Según organizaciones indígenas y su representación legal, las instancias judiciales no 
han hecho parte de los procesos al INDER y se han retrasado en resolver por el fondo de 
los procesos indicados, creando así una gran incertidumbre jurídica entre los indígenas. 
¿Qué gestiones ha hecho la Subcomisión al respecto? ¿En qué se ha avanzado 
concretamente? ¿Por qué no se llama al INDER a comparecer?” 



En mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, 
le informo: 



La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas tiene limitada su competencia a ser 



órgano técnico asesor de la Comisión de Acceso a la Justicia, Presidencia de la Corte Suprema de 



Justicia, Consejo Superior y demás órganos jerárquicos institucionales conforme a la normativa 



dispuesta en la Ley Orgánica del Poder Judicial, el Reglamento General de Comisiones de la Corte 



Suprema de Justicia y la recomendación emitida por la Auditoría Judicial N° 952-AUD-48-UJ-2020 



de 13 de agosto de 2020, que literalmente indica: 



“De conformidad con el artículo 22, inciso d) de la Ley General de Control Interno, y el 



numeral 1.1.4 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público 











                                           
SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS INDÍGENAS 



COMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA 



CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 



 



 



 



2 



 



emitido por la Contraloría General de la República, nos permitimos rendir el presente informe 



de asesoría, relacionado con su consulta DVV-S1-0103-2020 de fecha 5 de agosto de 2020, 



en los siguientes términos: 



… la Comisión de Acceso a la Justicia, se constituye en el órgano institucional rector en 



materia de acceso a la justicia -valga la redundancia- de las poblaciones en condición de 



vulnerabilidad, para lo cual se le encargó la elaboración de políticas y lineamientos 



institucionales para el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones. Sin 



embargo, dichas políticas y lineamientos deben ser aprobadas en última instancia por la 



Corte Plena, o bien por el Consejo Superior, según corresponda… 



Es de destacar que el ámbito de acción de la Comisión de cita, se delimita a constituirse en 



órgano asesor del jerarca para las diferentes materias, tal como señala el artículo 19 del 



Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente, por lo que no guardan la 



categoría de tomadores de decisiones finales que reflejan la última voluntad de la institución, 



por ello, los alcances de las funciones propias de las Subcomisiones, son aún más limitadas, 



en relación con las Comisiones a la que pertenecen, en virtud de que éstas se constituyen 



en un importante apoyo especializado a su labor, pero siempre bajo su coordinación y con 



los límites de acción expuestos líneas atrás, de modo que tampoco podrían atribuirse la 



determinación última que se pueda adoptar sobre un tema específico, situación que explica 



el por qué sus productos no tienen fuerza vinculante, sino que son meramente consultivos… 



Ante ese panorama, las personas que integren estas organizaciones, a pesar de que deben 



poseer las competencias necesarias para la toma de decisiones- haciendo la salvedad- 



dentro de un limitado ámbito de acción preestablecido, es un riesgo para la Administración 



que su conformación no responda a tal necesidad específica. Precisamente por esta 



característica, es que los temas de trascendencia vertebral del Poder Judicial no pueden ser 



endosados para ser tratados a nivel de Comisiones o Subcomisiones, dado que para ello se 



requiere de representación integral de la institución y por tanto una figura con influencia 



determinante en la toma de decisiones. Por tanto, con toda claridad se concluye que los 



temas de la Administración que tengan especial trascendencia a lo externo de la institución, 



sea nacional o internacional, requiere la representación del Presidente de la Corte Suprema 



de Justicia, con toda su investidura e incidencia en la toma de decisiones, de conformidad 



con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual establece en toda su 



amplitud, que la representación jerárquica de la Institución es una atribución que recae sobre 



dicha figura y no podría ser reemplazada nunca por ninguna Comisión o Subcomisión, las 



cuales como se desarrolló líneas atrás, tienen sus funciones muy delimitadas…” 



 



Con ocasión de lo anterior, le informo que existe prohibición expresa en la Ley Orgánica del Poder 



Judicial para que la suscrita, en el carácter de Magistrada integrante de la Sala Primera de la Corte 



Suprema de Justicia, por la condición de juzgadora, para emitir pronunciamiento sobre casos 



concretos como el que refiere la consulta, relacionada con una resolución dictada por el Tribunal 



Agrario en una medida cautelar de un proceso específico; proceder en sentido contrario, implicaría 



para la suscrita responsabilidad disciplinaria y una vulneración al principio de independencia judicial. 



 



De igual forma, la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 



Indígenas no me faculta para pronunciarme sobre casos concretos, de acuerdo con la normativa 
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citada y según se desprende de la recomendación emitida por la Auditoría Judicial N° 952-AUD-48-



UJ-2020 de 13 de agosto de 2020.  



 



La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas está integrada por personas 



representantes de la Judicatura, Fiscalía General, Defensa Pública, Organismo de Investigación 



Judicial, Dirección Ejecutiva, Dirección de Planificación, Dirección de Gestión Humana, Dirección de 



Tecnología de la Información, Dirección de la Escuela Judicial, entre otras oficinas institucionales. 



Sesiona en forma presencial o virtual una vez al mes de manera ordinaria y en forma extraordinaria 



cada vez que sea necesario, conforme lo dispone el Reglamento General de Comisiones de la Corte 



Suprema de Justicia.  



 



La Subcomisión, en los términos dispuestos por la normativa citada y el informe de la Auditoría 



Judicial N° 952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto de 2020, es un órgano técnico asesor de la 



Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y el Consejo Superior, encontrándose facultada para la 



emisión de propuestas de informes, recomendaciones y circulares a Corte Plena y el Consejo 



Superior, siempre y cuando se cuente con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia, al 



ser el ente rector del tema de acceso a la justicia en el Poder Judicial. Decisiones vinculadas con 



decisiones jurisdiccionales en procesos concretos o integración de personas, organizaciones e 



instituciones como parte de procesos judiciales en trámite, independientemente la materia, escapa 



de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 



 



En el ejercicio de sus funciones, conforme al marco regulador citado, la Subcomisión ha participado 



activamente en la emisión de varias circulares, entre otras, las siguientes: 



 



1. Circular 80-15: Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones 



Indígenas. Aprobada en la sesión N0 77-08 del Consejo Superior celebrada a las catorce de 



octubre de dos mil ocho. Artículo XLI. Es reiteración de circulares emitidas con anticipación. 



 



2. Circular 81-15 de Consejo Superior sobre “Gestiones ante el Departamento Laboratorio de 



Ciencias Forenses en las que personas indígenas sean parte” 



 



3. Circular 86-15 de Consejo Superior sobre “Obligación de brindar trato preferencial a las 



personas indígenas y otras poblaciones en situación de vulnerabilidad.” 



 



4. Circular 173-19: Políticas y Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en 



condición de vulnerabilidad aprobadas como Políticas Institucionales en la Sesión 



Extraordinaria de Corte Plena N0 17-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del 



veintiséis de mayo de dos mil ocho, Artículo II, actualizada en 2019. 



 



5. Circular 188-19 de Corte Plena sobre “20 ejes de acción para la atención de los procesos 



judiciales vinculados con población indígena y atención de las Medidas Cautelares 321-12 



de la CIDH contra el Estado” 



 



6. Circular 192-2019 de Consejo Superior sobre “Deber de las personas juzgadoras de usar 



lenguaje claro y sencillo en los procesos en los que intervienen personas indígenas.” 
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7. Circular 103-2020 de Corte Plena sobre “Lineamientos establecidos en el Plan de Trabajo: 



Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas”. 



 



Es de destacar la existencia de gestiones de circulares propuestas por la Subcomisión de Acceso a 



la Justicia de Pueblos Indígenas con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia, 



pendientes de estudio y valoración de aprobación de Corte Plena y Consejo Superior, 



respectivamente, vinculadas con las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado y el 



proceso de desalojos y puestas en posesión de poblaciones en situación de vulnerabilidad o 



vulnerabilizadas, las cuales fueron planteadas de la misma forma que las anteriormente citadas, con 



absoluto respeto al principio de independencia judicial y basadas en la normativa nacional e 



internacional y jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sala Constitucional 



de la Corte Suprema de Justicia y las Salas de Casación. 



 



En el marco de las competencias citadas, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 



Indígenas se ocupa de dar respuesta a las consultas formuladas por la Presidencia de la Corte 



Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Consejo Superior, Comisión de Acceso a la 



Justicia, así como instituciones del Poder Ejecutivo, la Defensoría de los Habitantes de la República, 



y organizaciones nacionales e internacionales defensoras de los derechos humanos de los pueblos 



indígenas o de éstas personas, entre otras. 



 



Atentamente, 



 



 



 



 



Magistrada Damaris Vargas Vásquez 



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 



Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 



Poder Judicial 
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1696-DTI-2020

1° de setiembre 2020 

 

Máster Melisa Benavides Víquez

Coordinadora

Unidad de Acceso a la Justicia



Estimada señora

En atención al oficio CACC-282-2020,  en el que se transcribe el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión del pasado 12 de junio artículo I,  en el cual literalmente se indica:

Se acuerda solicitar a esa Dirección la remisión de un reporte, a la mayor brevedad, de los procesos judiciales que se tramitan en el Poder Judicial, de las diferentes materias, en los que intervengan personas indígenas y Asociaciones de éstas, con indicación de los despachos donde se tramitan por materia y la fase o estado en que se encuentran, así como la cantidad de personas indígenas u organizaciones de éstas que participan en cada proceso. Solicitar que el reporte sea integral y a la vez, separado por Jurisdicción, que facilite la toma de decisiones. Valorar la posibilidad de que en el reporte se indiquen los números de expedientes para solicitar a los despachos la priorización de la tramitación y resolución de esos asuntos, y de ser viable, la indicación de la procedencia de asuntos, ya sea de algunos de los 8 pueblos o de los 24 territorios indígenas, que permitan identificar entre otros datos de interés, cuáles asuntos corresponden a los pueblos beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, los cuales requieren una atención pronta. 3° Solicitar a la Dirección de Tecnología de la Información informe sobre la posibilidad tecnológica de garantizar que en todos los procesos donde intervienen personas indígenas u organizaciones de éstos se coloque un distintivo de que el asunto es indígena y que por ende, debe priorizarse su tramitación y resolución, pues en ocasiones algunas personas servidoras judiciales no alimentan debidamente el sistema. Además, la posibilidad de verificar que los procesos cobratorios tengan también ese distintivo.



Al respecto se informa que, en coordinación con doña Damaris Vargas Vásquez, Magistrada, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas,   se desarrolló el reporte "Circulante Población Indígena" en la plataforma SIGMA,  el cual está basado en la información que se tiene disponible, dicho reporte se encuentra en la ruta SIGMA_JURISDICCIONAL - Despachos Judiciales - 1. Informes Estadísticos - 08. Informes de Control y Seguimiento. 



Atentamente,









		Carlos Morales Castro

		Orlando Castrillo Vargas



		Corodinador de la Unidad de Inteligencia

		Subirector de Tecnología de Información, Proceso de Sistemas
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San José, 25 de setiembre de 2020



Oficio N° DVV-S1-0135-2020



Señor



Dr. Fernando Cruz Castro



Presidente



Corte Suprema de Justicia



 



Estimado Señor:



 



Reciba un atento saludo y a la vez, en el carácter de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y con el visto bueno del Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, traslado para su conocimiento el comunicado electrónico enviado el día de hoy, 25 de setiembre de 2020, 16:10 p.m., que contiene el Oficio N° 70-2020-Naciones Unidas, remitido por la señora Maria Gabriela Chaves Duarte, Asistente Ejecutiva de la Oficina de la Coordinadora Residente del Sistema de Naciones Unidas en Costa Rica, firmado por la señora Allegra Baiocchi, Coordinadora Residente del Sistema de Naciones Unidas en Costa Rica. Lo anterior, en su condición de Presidente de la Corte Suprema de Justicia, con fundamento en el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y la recomendación emitida por la Auditoría Judicial N° 952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto de 2020 que señala:



“los temas de la Administración que tengan especial trascendencia a lo externo de la institución, sea nacional o internacional, requiere la representación del Presidente de la Corte Suprema de Justicia, con toda su investidura e incidencia en la toma de decisiones, de conformidad con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual establece en toda su amplitud, que la representación jerárquica de la Institución es una atribución que recae sobre dicha figura y no podría ser reemplazada nunca por ninguna Comisión o Subcomisión, las cuales como se desarrolló líneas atrás, tienen sus funciones muy delimitadas…”



 



El Oficio N° 70-2020 plantea una sistematización de los principales estándares internacionales de derechos humanos aplicables en el marco de desalojos forzosos, incluyendo disposiciones de tratados internacionales, la interpretación de estos desarrollada por los órganos encargados de su supervisión, como directrices desarrolladas por los relatores especiales de Naciones Unidas en la materia. 



 



El contenido literal del Oficio N° 70-2020, es el siguiente:



 



“Estándares internacionales en materia de derechos humanos aplicables en el marco de los desalojos forzosos 



 



En cumplimiento de su mandato, corresponde a la Oficina Regional de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en América Central (Oficina Regional) asesorar a las instituciones del Estado y velar porque las medidas implementadas sean respetuosas de los instrumentos internacionales de los derechos humanos. 



 



El Estado de Costa Rica en virtud de los compromisos adquiridos internacionalmente, debe adoptar medidas concretas que garanticen el pleno respeto y protección del derecho a la vivienda. En tal sentido, el Derecho Internacional de los Derechos Humanos ofrece una serie de criterios aplicables para la protección del derecho a una vivienda adecuada y la protección contra el desalojo forzoso. 



 



En el marco anterior, la Oficina Regional presenta a continuación una sistematización de los principales estándares internacionales de derechos humanos en la materia, incluyendo disposiciones de tratados internacionales, la interpretación de estos desarrollada por los órganos encargados de su supervisión, como directrices desarrolladas por los relatores especiales de Naciones Unidas en la materia. 



 



1. Marco jurídico internacional 



 



La obligación de los Estados de abstenerse de los desalojos forzosos y de proteger contra los desalojos de los hogares y de la tierra se deriva de varios instrumentos jurídicos internacionales que protegen el derecho humano a una vivienda adecuada y otros derechos humanos conexos. Entre éstos figuran la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (párr. 1, art. 11), la Convención sobre los Derechos del Niño (párr. 3, art. 27), las disposiciones sobre la no discriminación que figuran en el párrafo 2 h) del artículo 14 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer y el artículo 5 e) de la Convención sobre la Eliminación de la Discriminación Racial. 



 



Igualmente, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en adelante Comité DESC) en su Observación general Nº 4 (1991) y en la Observación general Nº 7 (1997) desarrolla el contenido normativo del derecho a la vivienda y la protección legal contra el desalojo forzoso. Asimismo, el Relator Especial sobre una vivienda adecuada, como parte del derecho a un nivel de vida adecuado ha desarrollado los “Principios básicos y directrices sobre los desalojos y el desplazamiento generados por el desarrollo”. 



 



2. La aplicación de los estándares internacionales en el marco de los desalojos forzosos1 



 



1 Los comentarios están basados en las Observaciones Generales 4 y 7 del Comité DESC. Observación general Nº 4 sobre el derecho a una vivienda adecuada (1991) (E/1992/23) y en la Observación general Nº 7 sobre los desalojos forzosos (1997) (E/1998/22, annex IV.) Véase: http://www2.ohchr.org/english/bodies/cescr/comments.htm 



2 Ver Observación No 7 Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales 



 



Los desalojos forzosos con frecuencia están vinculados a la falta de una tenencia jurídicamente segura, lo cual constituye un elemento esencial del derecho a una vivienda adecuada. El Comité DESC señaló que todas las personas deberían gozar de cierto grado de seguridad de la tenencia que les garantizara una protección legal contra el desalojo forzoso, el hostigamiento u otras amenazas. Además, concluye que los desalojos forzosos son prima facie incompatibles con los requisitos del Pacto. 



 



Según el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, observación general Nº 7, sobre el derecho a una vivienda adecuada por desalojo forzoso se entiende “el hecho de hacer salir a personas, familias y/o comunidades de los hogares y/o las tierras que ocupan, en forma permanente o provisional, sin ofrecerles medios apropiados de protección legal o de otra índole ni permitirles su acceso a ellos”. 2 



 



Diversos elementos definen el desalojo forzoso: 



 



- Una separación permanente o provisional de la vivienda, la tierra o ambas; 



- La separación se lleva a cabo en contra de la voluntad de los ocupantes, con o sin el uso de la fuerza; 



- Se puede llevar a cabo sin la provisión de vivienda adecuada alternativa y reubicación, indemnización adecuada y/o acceso a tierras productivas, en su caso; 



- Se lleva a cabo sin la posibilidad de impugnar la decisión o el proceso de desalojo, sin las debidas garantías procesales y sin tener en cuenta las obligaciones nacionales e internacionales del Estado. 



 



Según el derecho internacional, no todos los desalojos son prohibidos. La prohibición de los desalojos forzosos no se aplica a aquellos desalojos efectuados legalmente y de acuerdo con las disposiciones de los Pactos Internacionales de Derechos Humanos. Así, aunque algunos desalojos pueden ser justificables, las autoridades competentes deberán garantizar que los desalojos se lleven a cabo de conformidad con una legislación compatible con el Pacto y que las personas afectadas dispongan de todos los recursos jurídicos apropiados. 



 



Antes de que se lleve a cabo cualquier desalojo forzoso, en particular los que afectan a grandes grupos de personas, los Estados Parte deben velar por que se estudien en consulta con los interesados todas las demás posibilidades que permitan evitar o, cuando menos, minimizar la necesidad de recurrir a la fuerza. Deben establecerse recursos o procedimientos legales para los afectados por las órdenes de desalojo. Los Estados deben velar también porque todas las personas afectadas tengan derecho a la debida indemnización por los bienes personales o raíces de que pudieran ser privadas. Igualmente, los Estados deben garantizar "un recurso efectivo" a las personas cuyos derechos hayan sido violados y que "las autoridades competentes" cumplan "toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso." 



 



Entre las garantías procesales que se deben aplicar en el contexto de los desalojos forzosos figuran: 



 



a) una auténtica oportunidad de consultar a las personas afectadas; 



b) un plazo suficiente y razonable de notificación a todas las personas afectadas, con antelación a la fecha prevista para el desalojo; 



c) facilitar a todos los interesados, en un plazo razonable, información relativa a los desalojos previstos y, en su caso, a los fines a que se destinan las tierras o las viviendas; 



d) la presencia de funcionarios del gobierno o sus representantes en el desalojo, especialmente cuando éste afecte a grupos de personas; 



e) identificación exacta de todas las personas que efectúen el desalojo; 



f) no efectuar desalojos cuando haga mal tiempo o de noche, salvo que las personas afectadas den su consentimiento; 



g) ofrecer recursos jurídicos; y 



h) ofrecer asistencia jurídica siempre que sea posible a las personas que necesiten pedir reparación a los tribunales. 



 



Los desalojos no deberían dar lugar a que haya personas que se queden sin vivienda o expuestas a violaciones de otros derechos humanos. Cuando los afectados por el desalojo no dispongan de recursos, el Estado Parte deberá adoptar todas las medidas necesarias, en la mayor medida que permitan sus recursos, para que se les facilite otra vivienda, reasentamiento o acceso a tierras productivas, según proceda. 



 



Prohibición del desalojo forzoso en virtud del derecho internacional: 



 



Dadas la interrelación y la interdependencia que existen entre todos los derechos humanos, los desalojos forzosos constituyen graves violaciones de un conjunto de derechos humanos internacionalmente reconocidos, entre ellos: 



- El derecho a la vida;3 



- Libertad de tratos crueles, inhumanos y degradantes;4 



- El derecho a la seguridad personal;5 



- El derecho a un nivel de vida adecuado, incluido el derecho a una vivienda adecuada, alimentos, agua y saneamiento;6 



- El derecho a no ser objeto de injerencias en la vida privada, el domicilio y la familia;7 



- Libertad de circulación y elección de la residencia;8 



 



3 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 6.1. 



4 Ibid., art. 7. 



5 Ibid., art. 9.1. 



6 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, art. 11. 



7 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 17. 



8 Ibid., art. 12.1.



 



- El derecho a la salud;9 



- El derecho a la educación;10 



- El derecho a trabajar;11 



- El derecho a un recurso efectivo;12 



- El derecho a la propiedad;13 



 



9 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, art. 12. 



10 Ibid., art. 13 



11 ibid., art. 6.1 



12 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, arts. 2.3 y 26. 



13 Declaración Universal de Derechos Humanos, art. 17 



14 Principios básicos y directrices sobre los desalojos y el desplazamiento (A/HRC/4/18, anexo I). 



15 Ver COVID-19 Guidance Note, Prohibition of evictions, Leilani Farha, Special Rapporteur on the right to adequate housing,28 April 2020 



 



Estas violaciones se pueden atribuir directa o indirectamente a: 



 



- La forma en que se deciden los desalojos (por ejemplo, sin consulta o participación, sin información, sin mecanismos de recurso); 



- La forma en que se planifican los desalojos (por ejemplo, sin notificación, sin reubicación disponible, no se ofrece indemnización, se retrasa o se somete a condiciones injustificadas); 



- La forma en que se llevan a cabo los desalojos (por ejemplo, por la noche o con mal tiempo, sin protección para las personas o sus pertenencias); 



- El uso de hostigamiento, amenazas, violencia o fuerza (por ejemplo, obligar a las personas a firmar acuerdos, utilizar excavadoras cuando las personas siguen intentando salvar sus pertenencias...); 



- Los resultados del desalojo (por ejemplo, interrupción de la educación de los niños, interrupción de los tratamientos médicos, trauma mental, pérdida de puestos de trabajo y medios de vida, imposibilidad de votar debido a la falta de vivienda, falta de acceso a los servicios básicos o la justicia, porque los documentos de identidad y los títulos de propiedad fueron destruidos durante los desalojos, etc.). 



 



Numerosas decisiones de mecanismos nacionales, regionales e internacionales de derechos humanos han confirmado las múltiples violaciones de los derechos humanos derivadas de los desalojos forzosos. Por ejemplo, el Comité contra la Tortura ha constatado que, en determinadas circunstancias, la quema y la destrucción de casas son actos que constituyen tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 



 



Por su parte, el Relator Especial sobre una vivienda adecuada ha señalado que “los desalojos forzosos intensifican la desigualdad, los conflictos sociales, la segregación y la creación de guetos, que invariablemente afectan a los sectores de la sociedad más pobres, más vulnerables social y económicamente y a los marginados, especialmente a las mujeres, a los niños, a las minorías y a los pueblos indígenas”14. 



 



Igualmente, ha señalado que los desalojos durante el contexto de pandemia de la COVID-19 “no solo son incompatibles con la política de 'quedarse en casa', sino que son una violación del derecho internacional de los derechos humanos, incluido el derecho a la vivienda. Frente a esta pandemia, ser desalojado de su hogar es una posible sentencia de muerte.”15 



 



Los desalojos forzosos pueden violar el derecho de los pueblos indígenas a la tierra: 



 



La falta de garantía de protección sobre acceso a tierra, territorio y recursos naturales para los pueblos indígenas, muchas veces tienen como efecto el desalojo de las comunidades, sin tomar en cuenta los estándares internacionales en materia de derechos humanos. Con frecuencia estos desalojos están vinculados a la falta de seguridad de la tenencia jurídica de la tierra. 



 



Los desalojos forzosos son una forma de desplazamiento arbitrario, dado que ambos tienen como resultado el traslado de la población y las expulsiones masivas de personas, entre otras prácticas, que significan el desplazamiento coaccionado e involuntario de personas de sus hogares, tierras y comunidades16. 



 



16 Principios básicos y directrices sobre los desalojos y el desplazamiento generados por el desarrollo. Anexo I del Informe del Relator Especial sobre una vivienda adecuada, como parte del derecho a un nivel de vida adecuado. A/HRC/4/18 A/HRC/4/18. Párr. 6. 



17 Véase su recomendación general Nº 23 (1997), relativa a los pueblos indígenas. Véase también el Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes. 



18 Ver disposiciones contra la discriminación del artículo 2 párrafo 2 y del artículo 3 del Pacto de DESC. 



 



Los pueblos indígenas gozan de la protección no solo de las normas generales de derechos humanos, sino también de las normas específicamente aplicables a ellos. Estas normas reconocen la relación cultural especial que los pueblos indígenas tienen con sus tierras y los protegen del desplazamiento. La Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas establece que los pueblos indígenas gozan de protección especial para impedir o reparar las acciones por las que se los desposea de sus tierras. 



 



En este contexto, no se puede expulsar a los pueblos indígenas por la fuerza de sus tierras sin su consentimiento libre, previo e informado y un acuerdo previo sobre una indemnización justa y equitativa y, siempre que sea posible, con la opción de regresar. Estos principios han sido reafirmados por el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial.17 



 



Impacto de los desalojos sobre los derechos de los pueblos indígenas, las mujeres, las niñas y los niños: 



 



Los pueblos indígenas, se ven particularmente afectados de manera desproporcionada por la práctica de los desalojos forzosos. 



Cuando los desalojos forzosos se combinan con discriminación racial o étnica, el Comité de Derechos Humanos ha constatado que contraviene el artículo 26 del Pacto (igualdad ante la ley y no discriminación en este contexto) y cuando afecta a indígenas y minorías contraviene su artículo 27 (discriminación contra una minoría étnica, religiosa o lingüística). 



 



Los gobiernos tienen la obligación adicional de velar por que, cuando se produzca un desalojo, se adopten medidas apropiadas para impedir toda forma de discriminación.18 



Los desalojos forzosos pueden ser muy traumáticos y dificultar aún más las vidas de quienes ya se encuentran en condiciones de vulnerabilidad, en particular las mujeres, las niñas y niños, las personas adultas mayores. Las personas desalojadas puedan quedar, particularmente en condiciones de extrema pobreza y desamparo. 



 



Las mujeres son particularmente vulnerables a causa de la discriminación y de su particular vulnerabilidad a los actos de violencia y abuso sexual cuando se quedan sin hogar. 



 



El desalojo forzoso implica violencia directa e indirecta contra las mujeres antes, durante y después del mismo. Con frecuencia, las mujeres son objetivos directos de intimidación y acoso psicológico o físico antes del desalojo. El estrés y la ansiedad vinculados a la amenaza de desalojo o el desalojo afectan particularmente a las mujeres embarazadas. En las sociedades con funciones de género tradicionalmente definidas, se suele programar el desalojo cuando los hombres están ausentes y las mujeres se encuentran solas de manera que haya menos resistencia. Durante los desalojos, los malos tratos verbales y la violencia física, incluida la violencia sexual, son habituales. 



 



La Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer señala que “aunque el desalojo forzoso afecte a toda la familia, la mujer es, una vez más, la más afectada, pues tendrá que afrontar nuevas circunstancias, desempeñar las mismas funciones que antes con menos medios y trabajar más para ganar lo suficiente”. 



 



Los desalojos forzosos tienen graves repercusiones en los derechos de los niños y su desarrollo. El Relator Especial sobre una vivienda adecuada señaló que la demolición o la expulsión de sus casas es una experiencia humillante para toda la familia, pero en especial para los niños, que sienten que ellos y sus familias son prescindibles y cuya autoestima se resiente.19 



 



19 Véase el informe del Relator Especial sobre una vivienda adecuada, como parte del derecho a un nivel de vida adecuado, Sr. Miloon Kothari (E/CN.4/2004/48). 



20 Los comentarios están basados en el documento: “Principios básicos y directrices sobre los desalojos y el desplazamiento generados por el desarrollo”. Anexo I del Informe del Relator Especial para una vivienda adecuada, como parte del derecho a un nivel de vida adecuado (A/HRC/4/18). 



 



Además de la pérdida de sus hogares y el trauma conexo, los niños a menudo pierden el acceso a las escuelas y los servicios de salud. Los desalojos y los desplazamientos aumentan el riesgo de separación de la familia, que puede dejar a las niñas y los niños en una situación de vulnerabilidad ante la trata y otros abusos. 



 



3. Los desalojos y desplazamientos generados por el desarrollo20 



 



Muchos casos de desalojos forzosos tienen lugar en nombre del desarrollo. Los desalojos generados por el desarrollo incluyen los que con frecuencia se planifican y se llevan a cabo so pretexto de servir al "bien común", como, por ejemplo, los desalojos vinculados a los proyectos de desarrollo e infraestructuras (en particular, grandes presas, proyectos industriales y energéticos a gran escala, industrias mineras u otras industrias extractivas); medidas de compra del suelo relacionadas con la renovación urbana, la rehabilitación de los tugurios, la renovación de las viviendas, la restauración de las ciudades y otros programas de utilización de la tierra (también para fines agrícolas); litigios sobre bienes, propiedad inmobiliaria o el sueldo; especulación descontrolada del suelo; importantes negocios internacionales o actos deportivos; y, aparentemente, fines ambientales. 



 



El Relator Especial sobre una vivienda adecuada, como parte del derecho a un nivel de vida adecuado ha desarrollado unos “Principios básicos y directrices sobre los desalojos y el desplazamiento generados por el desarrollo”. Estas directrices abordan las repercusiones para los derechos humanos de los desalojos y los desplazamientos conexos vinculados al desarrollo en las zonas urbanas y/o rurales. Aunque estas directrices se centran en ofrecer orientación a los Estados sobre medidas y procedimientos que han de adoptarse para garantizar que los desalojos generados por el desarrollo no se efectúen en contravención de las normas internacionales de derechos humanos existentes y, por tanto, no constituyan "desalojos forzosos", pueden proporcionar orientaciones muy útiles a los demás contextos en que tienen lugar los desalojos. 



 



Según las directrices, los Estados deberán garantizar que los desalojos se produzcan únicamente en circunstancias excepcionales. Los desalojos requieren una plena justificación dados sus efectos adversos sobre una gran cantidad de derechos humanos internacionalmente reconocidos. Cualquier desalojo debe: a) estar autorizado por la ley; b) llevarse a cabo de acuerdo con el derecho internacional relativo a los derechos humanos; c) hacerse únicamente con el fin de promover el bienestar general; d) ser razonable y proporcional; e) estar reglamentado de tal forma REGIONAL OFFICE FOR CENTRAL AMERICA - OFICINA REGIONAL PARA AMÉRICA CENTRAL Casa 136 A y B, Ciudad de Saber, Ciudad de Panamá, República de Panamá. Apartado Postal 0816-01914, Panamá www.oacnudh.org EMAIL: pregionaloffice@ohchr.org 



 



que se garantice una indemnización y rehabilitación completas y justas; y f) realizarse de acuerdo con las presentes directrices. La protección que ofrecen estos requisitos de procedimiento se aplica a todas las personas vulnerables y a los grupos afectados, independientemente de si poseen un título de propiedad sobre el hogar o los bienes en virtud de la legislación nacional. 



 



Antes de los desalojos 



 



Los siguientes elementos deberían ser respetados para garantizar la participación de todos los que pueden verse afectados: a) un aviso apropiado a todas las personas que podrían verse afectadas de que se está considerando el desalojo y que habrá audiencias públicas sobre los planes y las alternativas propuestos; b) difusión eficaz por las autoridades de la información correspondiente por adelantado, en particular los registros de la tierra y los planes amplios de reasentamiento propuestos, con medidas dirigidas especialmente a proteger a los grupos vulnerables; c) un plazo razonable para el examen público, la formulación de comentarios y/o objeciones sobre el plan propuesto; d) oportunidades y medidas para facilitar la prestación de asesoramiento jurídico, técnico y de otro tipo a las personas afectadas sobre sus derechos y opciones; y e) celebración de audiencias públicas que den la oportunidad a las personas afectadas y a sus defensores a impugnar la decisión de desalojo y/o presentar propuestas alternativas y formular sus exigencias y prioridades de desarrollo. Antes de cualquier decisión sobre el inicio de un desalojo, las autoridades deben demostrar que el desalojo es inevitable y corresponde a los compromisos internacionales de derechos humanos que protegen el bienestar general. 



 



Cualquier decisión relacionada con los desalojos debe anunciarse por escrito en el idioma local a todas las personas afectadas, con suficiente antelación. El aviso de desalojo debe contener una justificación detallada de la decisión, en particular sobre: a) la ausencia de alternativas razonables; b) todos los detalles de la alternativa propuesta; y c) cuando no hay alternativas, todas las medidas adoptadas y previstas para reducir al mínimo los efectos perjudiciales de los desalojos. Todas las decisiones definitivas deben ser objeto de un examen administrativo y judicial. Se debe garantizar a las partes afectadas el acceso oportuno a la asistencia letrada, gratuita en caso necesario. 



 



Los desalojos no deben generar personas sin hogar o vulnerables a la violación de otros derechos humanos. El Estado debe prever la adopción de todas las medidas apropiadas, hasta el máximo de los recursos disponibles, especialmente a favor de los que no pueden ganarse la vida, para garantizar que se disponga o se ofrezca vivienda adecuada alternativa, reasentamiento o acceso a tierras productivas, según el caso. 



 



La vivienda alternativa debe estar situada lo más cerca posible del lugar inicial de residencia y la fuente de ingresos de las personas desalojadas. 



 



Durante los desalojos 



 



De acuerdo con las normas de derechos humanos, los siguientes requisitos de procedimiento deberían ser garantizados: 



a) presencia obligatoria durante los desalojos de funcionarios gubernamentales o sus representantes en el lugar; 



b) permisión de acceso de observadores neutrales, en particular observadores nacionales e internacionales, a petición de éstos, para garantizar la transparencia y el cumplimiento de los principios internacionales de derechos humanos durante la ejecución de cualquier desalojo; 



c) Los desalojos no deberían realizarse de una forma que viole la dignidad y los derechos humanos a la vida y a la seguridad de las personas afectadas; 



d) cualquier uso legal de la fuerza debe respetar los principios de la necesidad y la proporcionalidad, así como los Principios básicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley y el código de conducta nacional o local que corresponda a las normas internacionales de aplicación de la ley y de los derechos humanos; 



e) no deben realizarse con tiempo inclemente, por la noche, durante los festivales o las fiestas religiosas, antes de las elecciones o durante o justo antes de los exámenes en las escuelas; 



f) adopción de medidas para garantizar que nadie sea objeto de ataques directos o indiscriminados u otros actos de violencia, especialmente dirigidos contra las mujeres y los niños, o privado arbitrariamente de sus bienes o posesiones a consecuencia de la demolición, el incendio intencionado y otras formas de destrucción deliberada, negligencia o cualquier forma de castigo colectivo. Los bienes y las posesiones abandonados involuntariamente deben protegerse contra la destrucción y la apropiación, la ocupación o el uso arbitrarios e ilegales. 



 



Después del desalojo 



 



El Gobierno y cualesquiera otras partes responsables de proporcionar una indemnización justa y un alojamiento alternativo suficiente, o la restitución cuando sea factible, deben hacerlo inmediatamente después del desalojo, excepto en los casos de fuerza mayor. Como mínimo, independientemente de las circunstancias y sin discriminación, las autoridades competentes deben garantizar que las personas o los grupos desalojados, especialmente los que no pueden ganarse el sustento, tienen acceso seguro a: a) alimentos esenciales, agua potable y saneamiento; b) alojamiento básico y vivienda; c) vestimenta apropiada; d) servicios médicos esenciales; e) fuentes de sustento; f) pienso para los animales y acceso a la recursos comunes de propiedad de los que dependían anteriormente; y g) educación para los niños e instalaciones para el cuidado de los niños. Los Estados también deberían asegurar que los miembros de la misma familia ampliada o comunidad no se separen a consecuencia de los desalojos. 



 



Todas las personas que estén amenazadas o sean objeto de desalojos forzosos tienen el derecho de acceder oportunamente a un recurso. Entre las medidas apropiadas figuran una audiencia imparcial, acceso a la asistencia letrada, asistencia jurídica, retorno, restitución, reasentamiento, rehabilitación e indemnización y éstas deben ajustarse, según se aplique, a los Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones. 



 



Cuando el desalojo es inevitable y necesario para la promoción del bienestar general, el Estado debe proporcionar o garantizar una indemnización justa e imparcial por cualesquiera de las pérdidas de bienes personales, inmobiliarios o de otro tipo, en particular los derechos y los intereses relacionados con la propiedad. 



 



Todas las personas desalojadas, independientemente de si poseen un título de propiedad, deben tener derecho a una indemnización por la pérdida, el rescate y el transporte de sus bienes afectados, en particular la vivienda inicial y las tierras pérdidas o dañadas en el proceso. La consideración de las circunstancias de cada caso permitirá ofrecer indemnización por las pérdidas relacionadas con las formas no oficiales de propiedad, tales como los tugurios. 



 



Cuando lo permitan las circunstancias, los Estados deben dar prioridad a los derechos de todas las partes deben asignar prioridad al derecho al retorno, determinadas circunstancias (incluida la promoción del bienestar general, o en casos en que la seguridad, la salud o el disfrute de los derechos humanos lo exigen) pueden requerir el reasentamiento de determinadas personas, grupos o comunidades a causa de los desalojos generados por el desarrollo. Los reasentamientos deben producirse de forma justa y equitativa y en plena conformidad con el derecho internacional relativo a los derechos humanos. 



Septiembre 2020”



 



Se estima que la información suministrada por la Agente Residente para Costa Rica del Sistema de Naciones Unidas resulta de particular trascendencia para el Poder Judicial, por lo que ante su investidura e incidencia en la toma de decisiones institucionales se le traslada, de conformidad con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 



 



Importante mencionar que la suscrita en la condición de juzgadora y Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, carezco de competencia para emitir pronunciamiento sobre procesos concretos e influir de cualquier forma en resoluciones emitidas por los despachos judiciales, al existir prohibición legal. 



 



Atentamente,



 



Magistrada Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia



Poder Judicial



 



 



De: Maria Gabriela Chaves Duarte <maria.chavesduarte@un.org> 
Enviado el: viernes, 25 de septiembre de 2020 16:10
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: ccresposancho@dhr.go.cr; Randall Otarola Madrigal <randall.otarola@presidencia.go.cr>; Allegra Baiocchi <baiocchi@un.org>
Asunto: Oficio OCR 070-2020 - Naciones Unidas
Importancia: Alta



 



Magistrada



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial



 



 



Estimada señora Magistrada:



 



Sírvase encontrar adjunto, para su consideración, el oficio OCR 070-2020, firmado por la señora Allegra Baiocchi, Coordinadora Residente del Sistema de Naciones Unidas en Costa Rica.



 



Agradeceremos recibir atenta confirmación de la buena recepción de este correo y sus anexos.



 



Cordial saludo,



 



 







 



Gabriela Chaves



Asistente Ejecutiva



Oficina de la Coordinadora Residente



Sistema de Naciones Unidas en Costa Rica



……………………………………………………………………………..



Oficentro la virgen II • zona industrial • Pavas



maria.chavesduarte@un.org



gabriela.chaves@one.un.org



Telf.+506 2103-8919



Skype: maria.chavesduarte@un.org 



Sitio:  https://costarica.un.org/es/sdgs



……………………………………………
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 OCR 070-2020 
 25 de septiembre de 2020 
 
 
Estimada señora Magistrada: 
 
Reciba un cordial saludo. 
 
Como es de su estimable conocimiento, el Sistema de Naciones Unidas en Costa Rica ha coordinado y apoyado 
distintos procesos para la promoción y protección de los derechos de los pueblos indígenas del país. 
 
En el actual contexto, y en conjunto con el Gobierno de la República, hemos realizado en los territorios, una serie de 
acciones para el abordaje de la crisis provocada por la pandemia de COVID-19 en esta población. 
 
Particularmente, estamos dando un cercano seguimiento a la situación del territorio indígena de China Kichá en 
Pérez Zeledón. 
 
Con el propósito de instar a la no violencia en más territorios del país, deseamos solicitarle interponer sus buenos 
oficios a fin de que las acciones que se realicen consideren las recomendaciones y los estándares de los derechos 
humanos e indígenas que el país ha ratificado en los distintos convenios y tratados, y especialmente el resguardo de 
los derechos humanos en el marco de la actual pandemia. 
 
Para tal fin, respetuosamente nos permitimos remitir en el archivo anexo, un recuento de los estándares 
internacionales que se relacionan con las acciones del Estado para el caso de China Kichá, y en los territorios 
indígenas de alta conflictividad por la tenencia de tierras. 
 
Consideramos de suma importancia el continuar con el camino emprendido para garantizar los derechos de los 
pueblos indígenas, y de las poblaciones demandantes de soluciones para el fortalecimiento de la convivencia 
democrática y pacífica, que favorezca el desarrollo económico sostenible del país y el mejoramiento de la calidad de 
vida de la población. 
 
Aprovecho la ocasión para reiterarle las muestras de mi mayor consideración. 
 
Atentamente, 
 



 
Allegra Baiocchi 
Coordinadora Residente  
Sistema de las Naciones Unidas 



 
 
Señora  
Damaris Vargas Vázquez  
Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  
Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia  
Poder Judicial 
 
Anexo 
 
c.c.: Sra. Catalina Crespo Sancho, Defensora de los Habitantes 



Sr. Randall Otárola Madrigal, Viceministro de la Presidencia 
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Estándares internacionales en materia de derechos humanos aplicables en el marco de los 



desalojos forzosos 



En cumplimiento de su mandato, corresponde a la Oficina Regional de la Alta Comisionada de 



las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en América Central (Oficina Regional) asesorar 



a las instituciones del Estado y velar porque las medidas implementadas sean respetuosas de los 



instrumentos internacionales de los derechos humanos.  



El Estado de Costa Rica en virtud de los compromisos adquiridos internacionalmente, debe 



adoptar medidas concretas que garanticen el pleno respeto y protección del derecho a la vivienda. 



En tal sentido, el Derecho Internacional de los Derechos Humanos ofrece una serie de criterios 



aplicables para la protección del derecho a una vivienda adecuada y la protección contra el 



desalojo forzoso.  



En el marco anterior, la Oficina Regional presenta a continuación una sistematización de los 



principales estándares internacionales de derechos humanos en la materia, incluyendo 



disposiciones de tratados internacionales, la interpretación de los mismos desarrollada por los 



órganos encargados de su supervisión, como directrices desarrolladas por los relatores especiales 



de Naciones Unidas en la materia. 



 



1. Marco jurídico internacional 



 



La obligación de los Estados de abstenerse de los desalojos forzosos y de proteger contra los 



desalojos de los hogares y de la tierra se deriva de varios instrumentos jurídicos internacionales 



que protegen el derecho humano a una vivienda adecuada y otros derechos humanos conexos. 



Entre éstos figuran la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de 



Derechos Económicos, Sociales y Culturales (párr. 1, art. 11), la Convención sobre los Derechos 



del Niño (párr. 3, art. 27), las disposiciones sobre la no discriminación que figuran en el párrafo 



2 h) del artículo 14 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 



contra la mujer y el artículo 5 e) de la Convención sobre la Eliminación de la Discriminación 



Racial.  



Igualmente, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en adelante Comité 



DESC) en su Observación general Nº 4 (1991) y en la Observación general Nº 7 (1997) desarrolla 



el contenido normativo del derecho a la vivienda y la protección legal contra el desalojo forzoso. 



Asimismo, el Relator Especial sobre una vivienda adecuada, como parte del derecho a un nivel 



de vida adecuado ha desarrollado los “Principios básicos y directrices sobre los desalojos y el 



desplazamiento generados por el desarrollo”.   
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2. La aplicación de los estándares internacionales en el marco de los desalojos forzosos1  



 



Los desalojos forzosos con frecuencia están vinculados a la falta de una tenencia jurídicamente 



segura, lo cual constituye un elemento esencial del derecho a una vivienda adecuada. El Comité 



DESC señaló que todas las personas deberían gozar de cierto grado de seguridad de la tenencia 



que les garantizara una protección legal contra el desalojo forzoso, el hostigamiento u otras 



amenazas. Además, concluye que los desalojos forzosos son prima facie incompatibles con los 



requisitos del Pacto.  



Según el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, observación general Nº 7, sobre 



el derecho a una vivienda adecuada por desalojo forzoso se entiende “el hecho de hacer salir a 



personas, familias y/o comunidades de los hogares y/o las tierras que ocupan, en forma 



permanente o provisional, sin ofrecerles medios apropiados de protección legal o de otra índole 



ni permitirles su acceso a ellos”. 2  



Diversos elementos definen el desalojo forzoso: 



- Una separación permanente o provisional de la vivienda, la tierra o ambas; 



- La separación se lleva a cabo en contra de la voluntad de los ocupantes, con o sin el uso 



de la fuerza;   



- Se puede llevar a cabo sin la provisión de vivienda adecuada alter-nativa y reubicación, 



indemnización adecuada y/o acceso a tierras productivas, en su caso; 



- Se lleva a cabo sin la posibilidad de impugnar la decisión o el pro-ceso de desalojo, sin 



las debidas garantías procesales y sin tener en cuenta las obligaciones nacionales e 



internacionales del Estado. 



Según el derecho internacional, no todos los desalojos son prohibidos. La prohibición de los 



desalojos forzosos no se aplica a aquellos desalojos efectuados legalmente y de acuerdo con las 



disposiciones de los Pactos Internacionales de Derechos Humanos. Así, aunque algunos desalojos 



pueden ser justificables, las autoridades competentes deberán garantizar que los desalojos se 



lleven a cabo de conformidad con una legislación compatible con el Pacto y que las personas 



afectadas dispongan de todos los recursos jurídicos apropiados. 



Antes de que se lleve a cabo cualquier desalojo forzoso, en particular los que afectan a grandes 



grupos de personas, los Estados Partes deben velar por que se estudien en consulta con los 



interesados todas las demás posibilidades que permitan evitar o, cuando menos, minimizar la 



necesidad de recurrir a la fuerza. Deben establecerse recursos o procedimientos legales para los 



afectados por las órdenes de desalojo. Los Estados deben velar también porque todas las personas 



afectadas tengan derecho a la debida indemnización por los bienes personales o raíces de que 



pudieran ser privadas. Igualmente, los Estados deben garantizar "un recurso efectivo" a las 



personas cuyos derechos hayan sido violados y que "las autoridades competentes" cumplan "toda 



 
1 Los comentarios están basados en las Observaciones Generales 4 y 7 del Comité DESC. Observación general Nº 4 



sobre el derecho a una vivienda adecuada (1991) (E/1992/23) y en la Observación general Nº 7 sobre los desalojos 



forzosos (1997) (E/1998/22, annex IV.) Véase: http://www2.ohchr.org/english/bodies/cescr/comments.htm 
2 Ver Observación No 7 Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales  
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decisión en que se haya estimado procedente el recurso." 



Entre las garantías procesales que se deben aplicar en el contexto de los desalojos forzosos 



figuran:  



a) una auténtica oportunidad de consultar a las personas afectadas;  



b) un plazo suficiente y razonable de notificación a todas las personas afectadas, con antelación 



a la fecha prevista para el desalojo; 



c) facilitar a todos los interesados, en un plazo razonable, información relativa a los desalojos 



previstos y, en su caso, a los fines a que se destinan las tierras o las viviendas;  



d) la presencia de funcionarios del gobierno o sus representantes en el desalojo, especialmente 



cuando éste afecte a grupos de personas;  



e) identificación exacta de todas las personas que efectúen el desalojo;  



f) no efectuar desalojos cuando haga mal tiempo o de noche, salvo que las personas afectadas den 



su consentimiento;  



g) ofrecer recursos jurídicos; y  



h) ofrecer asistencia jurídica siempre que sea posible a las personas que necesiten pedir reparación 



a los tribunales. 



Los desalojos no deberían dar lugar a que haya personas que se queden sin vivienda o expuestas 



a violaciones de otros derechos humanos. Cuando los afectados por el desalojo no dispongan de 



recursos, el Estado Parte deberá adoptar todas las medidas necesarias, en la mayor medida que 



permitan sus recursos, para que se les facilite otra vivienda, reasentamiento o acceso a tierras 



productivas, según proceda. 



 



Prohibición del desalojo forzoso en virtud del derecho internacional:   



Dadas la interrelación y la interdependencia que existen entre todos los derechos humanos, los 



desalojos forzosos constituyen graves violaciones de un conjunto de derechos humanos 



internacionalmente reconocidos, entre ellos: 



- El derecho a la vida;3  



- Libertad de tratos crueles, inhumanos y degradantes;4  



- El derecho a la seguridad personal;5  



- El derecho a un nivel de vida adecuado, incluido el derecho a una vivienda adecuada, 



alimentos, agua y saneamiento;6  



- El derecho a no ser objeto de injerencias en la vida privada, el domicilio y la familia;7  



- Libertad de circulación y elección de la residencia;8  



 
3 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 6.1. 
4 Ibid., art. 7. 
5 Ibid., art. 9.1. 
6 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, art. 11. 
7 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 17. 
8  Ibid., art. 12.1. 
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- El derecho a la salud;9  



- El derecho a la educación;10  



- El derecho a trabajar;11  



- El derecho a un recurso efectivo;12  



- El derecho a la propiedad;13 



Estas violaciones se pueden atribuir directa o indirectamente a: 



- La forma en que se deciden los desalojos (por ejemplo, sin consulta o participación, sin 



información, sin mecanismos de recurso);  



- La forma en que se planifican los desalojos (por ejemplo, sin notificación, sin reubicación 



disponible, no se ofrece indemnización, se retrasa o se somete a condiciones 



injustificadas); 



- La forma en que se llevan a cabo los desalojos (por ejemplo, por la noche o con mal 



tiempo, sin protección para las personas o sus pertenencias);  



- El uso de hostigamiento, amenazas, violencia o fuerza (por ejemplo, obligar a las personas 



a firmar acuerdos, utilizar excavadoras cuando las personas siguen intentando salvar sus 



pertenencias...); 



- Los resultados del desalojo (por ejemplo, interrupción de la educación de los niños, 



interrupción de los tratamientos médicos, trauma mental, pérdida de puestos de trabajo y 



medios de vida, imposibilidad de votar debido a la falta de vivienda, falta de acceso a los 



servicios básicos o la justicia, porque los documentos de identidad y los títulos de 



propiedad fueron destruidos durante los desalojos, etc.). 



Numerosas decisiones de mecanismos nacionales, regionales e inter-nacionales de derechos 



humanos han confirmado las múltiples violaciones de los derechos humanos derivadas de los 



desalojos forzosos. Por ejemplo, el Comité contra la Tortura ha constatado que, en determinadas 



circunstancias, la quema y la destrucción de casas son actos que constituyen tratos o penas 



crueles, inhumanos o degradantes. 



 



Por su parte, el Relator Especial sobre una vivienda adecuada ha señalado que “los desalojos 



forzosos intensifican la desigualdad, los conflictos sociales, la segregación y la creación de 



guetos, que invariablemente afectan a los sectores de la sociedad más pobres, más vulnerables 



social y económicamente y a los marginados, especialmente a las mujeres, a los niños, a las 



minorías y a los pueblos indígenas”14. 



 



Igualmente, ha señalado que los desalojos durante el contexto de pandemia de la COVID-19 “no 



solo son incompatibles con la política de 'quedarse en casa', sino que son una violación del 



derecho internacional de los derechos humanos, incluido el derecho a la vivienda. Frente a esta 



pandemia, ser desalojado de su hogar es una posible sentencia de muerte.”15 



Los desalojos forzosos pueden violar el derecho de los pueblos indígenas a la tierra: 



 



La falta de garantía de protección sobre acceso a tierra, territorio y recursos naturales para los 



 
9 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, art. 12. 
10 Ibid., art. 13 
11 ibid., art. 6.1 
12 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, arts. 2.3 y 26. 
13 Declaración Universal de Derechos Humanos, art. 17 
14 Principios básicos y directrices sobre los desalojos y el desplazamiento (A/HRC/4/18, anexo I). 
 
15 Ver COVID-19 Guidance Note, Prohibition of evictions, Leilani Farha, Special Rapporteur on the right to adequate housing,28 April 2020 
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pueblos indígenas, muchas veces tienen como efecto el desalojo de las comunidades, sin tomar 



en cuenta los estándares internacionales en materia de derechos humanos. Con frecuencia estos 



desalojos están vinculados a la falta de seguridad de la tenencia jurídica de la tierra.  



Los desalojos forzosos son una forma de desplazamiento arbitrario, dado que ambos tienen como 



resultado el traslado de la población y las expulsiones masivas de personas, entre otras prácticas, 



que significan el desplazamiento coaccionado e involuntario de personas de sus hogares, tierras 



y comunidades16. 



 



Los pueblos indígenas gozan de la protección no solo de las normas generales de derechos 



humanos, sino también de las normas específicamente aplicables a ellos. Estas normas reconocen 



la relación cultural especial que los pueblos indígenas tienen con sus tierras y los protegen del 



desplazamiento. La Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 



Indígenas establece que los pueblos indígenas gozan de protección especial para impedir o reparar 



las acciones por las que se los desposea de sus tierras.  



En este contexto, no se puede expulsar a los pueblos indígenas por la fuerza de sus tierras sin su 



consentimiento libre, previo e informado y un acuerdo previo sobre una indemnización justa y 



equitativa y, siempre que sea posible, con la opción de regresar. Estos principios han sido 



reafirmados por el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial.17 



 



Impacto de los desalojos sobre los derechos de los pueblos indígenas, las mujeres, las niñas y 



los niños: 



 



Los pueblos indígenas, se ven particularmente afectados de manera desproporcionada por la 



práctica de los desalojos forzosos.  



Cuando los desalojos forzosos se combinan con discriminación racial o étnica, el Comité de 



Derechos Humanos ha constatado que contraviene el artículo 26 del Pacto (igualdad ante la ley y 



no discriminación en este contexto) y cuando afecta a indígenas y minorías contraviene su artículo 



27 (discriminación contra una minoría étnica, religiosa o lingüística).  



Los gobiernos tienen la obligación adicional de velar por que, cuando se produzca un desalojo, 



se adopten medidas apropiadas para impedir toda forma de discriminación.18 



Los desalojos forzosos pueden ser muy traumáticos y dificultar aún más las vidas de quienes ya 



se encuentran en condiciones de vulnerabilidad, en particular las mujeres, las niñas y niños, las 



personas adultas mayores. Las personas desalojadas puedan quedar, particularmente en 



condiciones de extrema pobreza y desamparo. 



 



Las mujeres son particularmente vulnerables a causa de la discriminación y de su particular 



vulnerabilidad a los actos de violencia y abuso sexual cuando se quedan sin hogar.   



 



El desalojo forzoso implica violencia directa e indirecta contra las mujeres antes, durante y 



después del mismo. Con frecuencia, las mujeres son objetivos directos de intimidación y acoso 



psicológico o físico antes del desalojo. El estrés y la ansiedad vinculados a la amenaza de desalojo 



o el desalojo afectan particularmente a las mujeres embarazadas. En las sociedades con funciones 



de género tradicionalmente definidas, se suele programar el desalojo cuando los hombres están 



ausentes y las mujeres se encuentran solas de manera que haya menos resistencia. Durante los 



 
16 Principios básicos y directrices sobre los desalojos y el desplazamiento generados por el desarrollo. Anexo I del Informe del Relator Especial 



sobre una vivienda adecuada, como parte del derecho a un nivel de vida adecuado. A/HRC/4/18 A/HRC/4/18. Párr. 6.  
17 Véase su recomendación general Nº 23 (1997), relativa a los pueblos indígenas. Véase también el Convenio Nº 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes. 
18 Ver disposiciones contra la discriminación del artículo 2 párrafo 2 y del artículo 3 del Pacto de DESC. 
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desalojos, los malos tratos verbales y la violencia física, incluida la violencia sexual, son 



habituales. 



La Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer señala que “aunque el desalojo forzoso 



afecte a toda la familia, la mujer es, una vez más, la más afectada, pues tendrá que afrontar nuevas 



circunstancias, desempeñar las mismas funciones que antes con menos medios y trabajar más 



para ganar lo suficiente”. 



 



Los desalojos forzosos tienen graves repercusiones en los derechos de los niños y su desarrollo. 



El Relator Especial sobre una vivienda adecuada señaló que la demolición o la expulsión de sus 



casas es una experiencia humillante para toda la familia, pero en especial para los niños, que 



sienten que ellos y sus familias son prescindibles y cuya autoestima se resiente.19  



Además de la pérdida de sus hogares y el trauma conexo, los niños a menudo pierden el acceso a 



las escuelas y los servicios de salud. Los desalojos y los desplazamientos aumentan el riesgo de 



separación de la familia, que puede dejar a las niñas y los niños en una situación de vulnerabilidad 



ante la trata y otros abusos.  



3. Los desalojos y desplazamientos generados por el desarrollo20 



Muchos casos de desalojos forzosos tienen lugar en nombre del desarrollo. Los desalojos 



generados por el desarrollo incluyen los que con frecuencia se planifican y se llevan a cabo so 



pretexto de servir al "bien común", como, por ejemplo, los desalojos vinculados a los proyectos 



de desarrollo e infraestructuras (en particular, grandes presas, proyectos industriales y energéticos 



a gran escala, industrias mineras u otras industrias extractivas); medidas de compra del suelo 



relacionadas con la renovación urbana, la rehabilitación de los tugurios, la renovación de las 



viviendas, la restauración de las ciudades y otros programas de utilización de la tierra (también 



para fines agrícolas); litigios sobre bienes, propiedad inmobiliaria o el sueldo; especulación 



descontrolada del suelo; importantes negocios internacionales o actos deportivos; y, 



aparentemente, fines ambientales.  



El Relator Especial sobre una vivienda adecuada, como parte del derecho a un nivel de vida 



adecuado ha desarrollado unos “Principios básicos y directrices sobre los desalojos y el 



desplazamiento generados por el desarrollo”.  Estas directrices abordan las repercusiones para los 



derechos humanos de los desalojos y los desplazamientos conexos vinculados al desarrollo en las 



zonas urbanas y/o rurales. Aunque estas directrices se centran en ofrecer orientación a los Estados 



sobre medidas y procedimientos que han de adoptarse para garantizar que los desalojos generados 



por el desarrollo no se efectúen en contravención de las normas internacionales de derechos 



humanos existentes y, por tanto, no constituyan "desalojos forzosos", pueden proporcionar 



orientaciones muy útiles a los demás contextos en que tienen lugar los desalojos.  



Según las directrices, los Estados deberán garantizar que los desalojos se produzcan únicamente 



en circunstancias excepcionales. Los desalojos requieren una plena justificación dados sus efectos 



adversos sobre una gran cantidad de derechos humanos internacionalmente reconocidos. 



Cualquier desalojo debe: a) estar autorizado por la ley; b) llevarse a cabo de acuerdo con el 



derecho internacional relativo a los derechos humanos; c) hacerse únicamente con el fin de 



promover el bienestar general; d) ser razonable y proporcional; e) estar reglamentado de tal forma 



 
19 Véase el informe del Relator Especial sobre una vivienda adecuada, como parte del derecho a un nivel de vida adecuado, Sr. Miloon Kothari 



(E/CN.4/2004/48). 
20 Los comentarios están basados en el documento: “Principios básicos y directrices sobre los desalojos y el desplazamiento generados por el 
desarrollo”. Anexo I del Informe del Relator Especial para una vivienda adecuada, como parte del derecho a un nivel de vida adecuado 



(A/HRC/4/18).  
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que se garantice una indemnización y rehabilitación completas y justas; y f) realizarse de acuerdo 



con las presentes directrices. La protección que ofrecen estos requisitos de procedimiento se 



aplica a todas las personas vulnerables y a los grupos afectados, independientemente de si poseen 



un título de propiedad sobre el hogar o los bienes en virtud de la legislación nacional.  



Antes de los desalojos 



Los siguientes elementos deberían ser respetados para garantizar la participación de todos los que 



pueden verse afectados: a) un aviso apropiado a todas las personas que podrían verse afectadas 



de que se está considerando el desalojo y que habrá audiencias públicas sobre los planes y las 



alternativas propuestos; b) difusión eficaz por las autoridades de la información correspondiente 



por adelantado, en particular los registros de la tierra y los planes amplios de reasentamiento 



propuestos, con medidas dirigidas especialmente a proteger a los grupos vulnerables; c) un plazo 



razonable para el examen público, la formulación de comentarios y/o objeciones sobre el plan 



propuesto; d) oportunidades y medidas para facilitar la prestación de asesoramiento jurídico, 



técnico y de otro tipo a las personas afectadas sobre sus derechos y opciones; y e) celebración de 



audiencias públicas que den la oportunidad a las personas afectadas y a sus defensores a impugnar 



la decisión de desalojo y/o presentar propuestas alternativas y formular sus exigencias y 



prioridades de desarrollo. Antes de cualquier decisión sobre el inicio de un desalojo, las 



autoridades deben demostrar que el desalojo es inevitable y corresponde a los compromisos 



internacionales de derechos humanos que protegen el bienestar general.  



Cualquier decisión relacionada con los desalojos debe anunciarse por escrito en el idioma local a 



todas las personas afectadas, con suficiente antelación. El aviso de desalojo debe contener una 



justificación detallada de la decisión, en particular sobre: a) la ausencia de alternativas razonables; 



b) todos los detalles de la alternativa propuesta; y c) cuando no hay alternativas, todas las medidas 



adoptadas y previstas para reducir al mínimo los efectos perjudiciales de los desalojos. Todas las 



decisiones definitivas deben ser objeto de un examen administrativo y judicial. Se debe garantizar 



a las partes afectadas el acceso oportuno a la asistencia letrada, gratuita en caso necesario.  



Los desalojos no deben generar personas sin hogar o vulnerables a la violación de otros derechos 



humanos. El Estado debe prever la adopción de todas las medidas apropiadas, hasta el máximo 



de los recursos disponibles, especialmente a favor de los que no pueden ganarse la vida, para 



garantizar que se disponga o se ofrezca vivienda adecuada alternativa, reasentamiento o acceso a 



tierras productivas, según el caso.  



La vivienda alternativa debe estar situada lo más cerca posible del lugar inicial de residencia y la 



fuente de ingresos de las personas desalojadas.  



Durante los desalojos 



De acuerdo a las normas de derechos humanos, los siguientes requisitos de procedimiento 



deberían ser garantizados:  



a) presencia obligatoria durante los desalojos de funcionarios gubernamentales o sus 



representantes en el lugar;  



b) permisión de acceso de observadores neutrales, en particular observadores nacionales e 



internacionales, a petición de éstos, para garantizar la transparencia y el cumplimiento de los 



principios internacionales de derechos humanos durante la ejecución de cualquier desalojo;  



c) Los desalojos no deberían realizarse de una forma que viole la dignidad y los derechos 
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humanos a la vida y a la seguridad de las personas afectadas;  



d) cualquier uso legal de la fuerza debe respetar los principios de la necesidad y la 



proporcionalidad, así como los Principios básicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de 



fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley y el código de conducta nacional 



o local que corresponda a las normas internacionales de aplicación de la ley y de los derechos 



humanos;  



e) no deben realizarse con tiempo inclemente, por la noche, durante los festivales o las fiestas 



religiosas, antes de las elecciones o durante o justo antes de los exámenes en las escuelas;  



f) adopción de medidas para garantizar que nadie sea objeto de ataques directos o indiscriminados 



u otros actos de violencia, especialmente dirigidos contra las mujeres y los niños, o privado 



arbitrariamente de sus bienes o posesiones a consecuencia de la demolición, el incendio 



intencionado y otras formas de destrucción deliberada, negligencia o cualquier forma de castigo 



colectivo. Los bienes y las posesiones abandonados involuntariamente deben protegerse contra 



la destrucción y la apropiación, la ocupación o el uso arbitrarios e ilegales.  



Después del desalojo 



 El Gobierno y cualesquiera otras partes responsables de proporcionar una indemnización justa y 



un alojamiento alternativo suficiente, o la restitución cuando sea factible, deben hacerlo 



inmediatamente después del desalojo, excepto en los casos de fuerza mayor. Como mínimo, 



independientemente de las circunstancias y sin discriminación, las autoridades competentes 



deben garantizar que las personas o los grupos desalojados, especialmente los que no pueden 



ganarse el sustento, tienen acceso seguro a: a) alimentos esenciales, agua potable y saneamiento; 



b) alojamiento básico y vivienda; c) vestimenta apropiada; d) servicios médicos esenciales; e) 



fuentes de sustento; f) pienso para los animales y acceso a la recursos comunes de propiedad de 



los que dependían anteriormente; y g) educación para los niños e instalaciones para el cuidado de 



los niños. Los Estados también deberían asegurar que los miembros de la misma familia ampliada 



o comunidad no se separen a consecuencia de los desalojos.  



Todas las personas que estén amenazadas o sean objeto de desalojos forzosos tienen el derecho 



de acceder oportunamente a un recurso. Entre las medidas apropiadas figuran una audiencia 



imparcial, acceso a la asistencia letrada, asistencia jurídica, retorno, restitución, reasentamiento, 



rehabilitación e indemnización y éstas deben ajustarse, según se aplique, a los Principios y 



directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas 



internacionales de derechos humanos y violaciones graves del derecho internacional humanitario 



a interponer recursos y obtener reparaciones.  



Cuando el desalojo es inevitable y necesario para la promoción del bienestar general, el Estado 



debe proporcionar o garantizar una indemnización justa e imparcial por cualesquiera de las 



pérdidas de bienes personales, inmobiliarios o de otro tipo, en particular los derechos y los 



intereses relacionados con la propiedad. 



Todas las personas desalojadas, independientemente de si poseen un título de propiedad, deben 



tener derecho a una indemnización por la pérdida, el rescate y el transporte de sus bienes 



afectados, en particular la vivienda inicial y las tierras pérdidas o dañadas en el proceso. La 



consideración de las circunstancias de cada caso permitirá ofrecer indemnización por las pérdidas 



relacionadas con las formas no oficiales de propiedad, tales como los tugurios. 



Cuando lo permitan las circunstancias, los Estados deben dar prioridad a los derechos de todas 
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las personas, los grupos y las comunidades que han sido objeto de desalojos forzosos a la 



restitución y el retorno. Aun así, estas personas, grupos y comunidades no serán obligados contra 



su voluntad a regresar a sus hogares, tierras o lugares de origen. 



Aunque todas las partes deben asignar prioridad al derecho al retorno, determinadas 



circunstancias (incluida la promoción del bienestar general, o en casos en que la seguridad, la 



salud o el disfrute de los derechos humanos lo exigen) pueden requerir el reasentamiento de 



determinadas personas, grupos o comunidades a causa de los desalojos generados por el 



desarrollo. Los reasentamientos deben producirse de forma justa y equitativa y en plena 



conformidad con el derecho internacional relativo a los derechos humanos. 



 



Septiembre 2020 
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SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS INDÍGENAS


COMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA











San José, 25 de setiembre de 2020


Oficio N° DVV-S1-0135-2020


Señor


Dr. Fernando Cruz Castro


Presidente


Corte Suprema de Justicia





Estimado Señor:





Reciba un atento saludo y a la vez, en el carácter de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y con el visto bueno del Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, traslado para su conocimiento el comunicado electrónico enviado el día de hoy, 25 de setiembre de 2020, 16:10 p.m., que contiene el Oficio N° 70-2020-Naciones Unidas, remitido por la señora Maria Gabriela Chaves Duarte, Asistente Ejecutiva de la Oficina de la Coordinadora Residente del Sistema de Naciones Unidas en Costa Rica, firmado por la señora Allegra Baiocchi, Coordinadora Residente del Sistema de Naciones Unidas en Costa Rica. Lo anterior, en su condición de Presidente de la Corte Suprema de Justicia, con fundamento en el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y la recomendación emitida por la Auditoría Judicial N° 952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto de 2020 que señala:


“los temas de la Administración que tengan especial trascendencia a lo externo de la institución, sea nacional o internacional, requiere la representación del Presidente de la Corte Suprema de Justicia, con toda su investidura e incidencia en la toma de decisiones, de conformidad con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual establece en toda su amplitud, que la representación jerárquica de la Institución es una atribución que recae sobre dicha figura y no podría ser reemplazada nunca por ninguna Comisión o Subcomisión, las cuales como se desarrolló líneas atrás, tienen sus funciones muy delimitadas…”


[bookmark: _MailOriginal]


El Oficio N° 70-2020 plantea una sistematización de los principales estándares internacionales de derechos humanos aplicables en el marco de desalojos forzosos, incluyendo disposiciones de tratados internacionales, la interpretación de estos desarrollada por los órganos encargados de su supervisión, como directrices desarrolladas por los relatores especiales de Naciones Unidas en la materia. 





El contenido literal del Oficio N° 70-2020, es el siguiente:





“Estándares internacionales en materia de derechos humanos aplicables en el marco de los desalojos forzosos 





En cumplimiento de su mandato, corresponde a la Oficina Regional de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en América Central (Oficina Regional) asesorar a las instituciones del Estado y velar porque las medidas implementadas sean respetuosas de los instrumentos internacionales de los derechos humanos. 





El Estado de Costa Rica en virtud de los compromisos adquiridos internacionalmente, debe adoptar medidas concretas que garanticen el pleno respeto y protección del derecho a la vivienda. En tal sentido, el Derecho Internacional de los Derechos Humanos ofrece una serie de criterios aplicables para la protección del derecho a una vivienda adecuada y la protección contra el desalojo forzoso. 





En el marco anterior, la Oficina Regional presenta a continuación una sistematización de los principales estándares internacionales de derechos humanos en la materia, incluyendo disposiciones de tratados internacionales, la interpretación de estos desarrollada por los órganos encargados de su supervisión, como directrices desarrolladas por los relatores especiales de Naciones Unidas en la materia. 





1. Marco jurídico internacional 





La obligación de los Estados de abstenerse de los desalojos forzosos y de proteger contra los desalojos de los hogares y de la tierra se deriva de varios instrumentos jurídicos internacionales que protegen el derecho humano a una vivienda adecuada y otros derechos humanos conexos. Entre éstos figuran la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (párr. 1, art. 11), la Convención sobre los Derechos del Niño (párr. 3, art. 27), las disposiciones sobre la no discriminación que figuran en el párrafo 2 h) del artículo 14 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer y el artículo 5 e) de la Convención sobre la Eliminación de la Discriminación Racial. 





Igualmente, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en adelante Comité DESC) en su Observación general Nº 4 (1991) y en la Observación general Nº 7 (1997) desarrolla el contenido normativo del derecho a la vivienda y la protección legal contra el desalojo forzoso. Asimismo, el Relator Especial sobre una vivienda adecuada, como parte del derecho a un nivel de vida adecuado ha desarrollado los “Principios básicos y directrices sobre los desalojos y el desplazamiento generados por el desarrollo”. 





2. La aplicación de los estándares internacionales en el marco de los desalojos forzosos1 





1 Los comentarios están basados en las Observaciones Generales 4 y 7 del Comité DESC. Observación general Nº 4 sobre el derecho a una vivienda adecuada (1991) (E/1992/23) y en la Observación general Nº 7 sobre los desalojos forzosos (1997) (E/1998/22, annex IV.) Véase: http://www2.ohchr.org/english/bodies/cescr/comments.htm 


2 Ver Observación No 7 Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales 





Los desalojos forzosos con frecuencia están vinculados a la falta de una tenencia jurídicamente segura, lo cual constituye un elemento esencial del derecho a una vivienda adecuada. El Comité DESC señaló que todas las personas deberían gozar de cierto grado de seguridad de la tenencia que les garantizara una protección legal contra el desalojo forzoso, el hostigamiento u otras amenazas. Además, concluye que los desalojos forzosos son prima facie incompatibles con los requisitos del Pacto. 





Según el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, observación general Nº 7, sobre el derecho a una vivienda adecuada por desalojo forzoso se entiende “el hecho de hacer salir a personas, familias y/o comunidades de los hogares y/o las tierras que ocupan, en forma permanente o provisional, sin ofrecerles medios apropiados de protección legal o de otra índole ni permitirles su acceso a ellos”. 2 





Diversos elementos definen el desalojo forzoso: 





- Una separación permanente o provisional de la vivienda, la tierra o ambas; 


- La separación se lleva a cabo en contra de la voluntad de los ocupantes, con o sin el uso de la fuerza; 


- Se puede llevar a cabo sin la provisión de vivienda adecuada alternativa y reubicación, indemnización adecuada y/o acceso a tierras productivas, en su caso; 


- Se lleva a cabo sin la posibilidad de impugnar la decisión o el proceso de desalojo, sin las debidas garantías procesales y sin tener en cuenta las obligaciones nacionales e internacionales del Estado. 





Según el derecho internacional, no todos los desalojos son prohibidos. La prohibición de los desalojos forzosos no se aplica a aquellos desalojos efectuados legalmente y de acuerdo con las disposiciones de los Pactos Internacionales de Derechos Humanos. Así, aunque algunos desalojos pueden ser justificables, las autoridades competentes deberán garantizar que los desalojos se lleven a cabo de conformidad con una legislación compatible con el Pacto y que las personas afectadas dispongan de todos los recursos jurídicos apropiados. 





Antes de que se lleve a cabo cualquier desalojo forzoso, en particular los que afectan a grandes grupos de personas, los Estados Parte deben velar por que se estudien en consulta con los interesados todas las demás posibilidades que permitan evitar o, cuando menos, minimizar la necesidad de recurrir a la fuerza. Deben establecerse recursos o procedimientos legales para los afectados por las órdenes de desalojo. Los Estados deben velar también porque todas las personas afectadas tengan derecho a la debida indemnización por los bienes personales o raíces de que pudieran ser privadas. Igualmente, los Estados deben garantizar "un recurso efectivo" a las personas cuyos derechos hayan sido violados y que "las autoridades competentes" cumplan "toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso." 





Entre las garantías procesales que se deben aplicar en el contexto de los desalojos forzosos figuran: 





a) una auténtica oportunidad de consultar a las personas afectadas; 


b) un plazo suficiente y razonable de notificación a todas las personas afectadas, con antelación a la fecha prevista para el desalojo; 


c) facilitar a todos los interesados, en un plazo razonable, información relativa a los desalojos previstos y, en su caso, a los fines a que se destinan las tierras o las viviendas; 


d) la presencia de funcionarios del gobierno o sus representantes en el desalojo, especialmente cuando éste afecte a grupos de personas; 


e) identificación exacta de todas las personas que efectúen el desalojo; 


f) no efectuar desalojos cuando haga mal tiempo o de noche, salvo que las personas afectadas den su consentimiento; 


g) ofrecer recursos jurídicos; y 


h) ofrecer asistencia jurídica siempre que sea posible a las personas que necesiten pedir reparación a los tribunales. 





Los desalojos no deberían dar lugar a que haya personas que se queden sin vivienda o expuestas a violaciones de otros derechos humanos. Cuando los afectados por el desalojo no dispongan de recursos, el Estado Parte deberá adoptar todas las medidas necesarias, en la mayor medida que permitan sus recursos, para que se les facilite otra vivienda, reasentamiento o acceso a tierras productivas, según proceda. 





Prohibición del desalojo forzoso en virtud del derecho internacional: 





Dadas la interrelación y la interdependencia que existen entre todos los derechos humanos, los desalojos forzosos constituyen graves violaciones de un conjunto de derechos humanos internacionalmente reconocidos, entre ellos: 


- El derecho a la vida;3 


- Libertad de tratos crueles, inhumanos y degradantes;4 


- El derecho a la seguridad personal;5 


- El derecho a un nivel de vida adecuado, incluido el derecho a una vivienda adecuada, alimentos, agua y saneamiento;6 


- El derecho a no ser objeto de injerencias en la vida privada, el domicilio y la familia;7 


- Libertad de circulación y elección de la residencia;8 





3 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 6.1. 


4 Ibid., art. 7. 


5 Ibid., art. 9.1. 


6 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, art. 11. 


7 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 17. 


8 Ibid., art. 12.1.





- El derecho a la salud;9 


- El derecho a la educación;10 


- El derecho a trabajar;11 


- El derecho a un recurso efectivo;12 


- El derecho a la propiedad;13 





9 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, art. 12. 


10 Ibid., art. 13 


11 ibid., art. 6.1 


12 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, arts. 2.3 y 26. 


13 Declaración Universal de Derechos Humanos, art. 17 


14 Principios básicos y directrices sobre los desalojos y el desplazamiento (A/HRC/4/18, anexo I). 


15 Ver COVID-19 Guidance Note, Prohibition of evictions, Leilani Farha, Special Rapporteur on the right to adequate housing,28 April 2020 





Estas violaciones se pueden atribuir directa o indirectamente a: 





- La forma en que se deciden los desalojos (por ejemplo, sin consulta o participación, sin información, sin mecanismos de recurso); 


- La forma en que se planifican los desalojos (por ejemplo, sin notificación, sin reubicación disponible, no se ofrece indemnización, se retrasa o se somete a condiciones injustificadas); 


- La forma en que se llevan a cabo los desalojos (por ejemplo, por la noche o con mal tiempo, sin protección para las personas o sus pertenencias); 


- El uso de hostigamiento, amenazas, violencia o fuerza (por ejemplo, obligar a las personas a firmar acuerdos, utilizar excavadoras cuando las personas siguen intentando salvar sus pertenencias...); 


- Los resultados del desalojo (por ejemplo, interrupción de la educación de los niños, interrupción de los tratamientos médicos, trauma mental, pérdida de puestos de trabajo y medios de vida, imposibilidad de votar debido a la falta de vivienda, falta de acceso a los servicios básicos o la justicia, porque los documentos de identidad y los títulos de propiedad fueron destruidos durante los desalojos, etc.). 





Numerosas decisiones de mecanismos nacionales, regionales e internacionales de derechos humanos han confirmado las múltiples violaciones de los derechos humanos derivadas de los desalojos forzosos. Por ejemplo, el Comité contra la Tortura ha constatado que, en determinadas circunstancias, la quema y la destrucción de casas son actos que constituyen tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 





Por su parte, el Relator Especial sobre una vivienda adecuada ha señalado que “los desalojos forzosos intensifican la desigualdad, los conflictos sociales, la segregación y la creación de guetos, que invariablemente afectan a los sectores de la sociedad más pobres, más vulnerables social y económicamente y a los marginados, especialmente a las mujeres, a los niños, a las minorías y a los pueblos indígenas”14. 





Igualmente, ha señalado que los desalojos durante el contexto de pandemia de la COVID-19 “no solo son incompatibles con la política de 'quedarse en casa', sino que son una violación del derecho internacional de los derechos humanos, incluido el derecho a la vivienda. Frente a esta pandemia, ser desalojado de su hogar es una posible sentencia de muerte.”15 





Los desalojos forzosos pueden violar el derecho de los pueblos indígenas a la tierra: 





La falta de garantía de protección sobre acceso a tierra, territorio y recursos naturales para los pueblos indígenas, muchas veces tienen como efecto el desalojo de las comunidades, sin tomar en cuenta los estándares internacionales en materia de derechos humanos. Con frecuencia estos desalojos están vinculados a la falta de seguridad de la tenencia jurídica de la tierra. 





Los desalojos forzosos son una forma de desplazamiento arbitrario, dado que ambos tienen como resultado el traslado de la población y las expulsiones masivas de personas, entre otras prácticas, que significan el desplazamiento coaccionado e involuntario de personas de sus hogares, tierras y comunidades16. 





16 Principios básicos y directrices sobre los desalojos y el desplazamiento generados por el desarrollo. Anexo I del Informe del Relator Especial sobre una vivienda adecuada, como parte del derecho a un nivel de vida adecuado. A/HRC/4/18 A/HRC/4/18. Párr. 6. 


17 Véase su recomendación general Nº 23 (1997), relativa a los pueblos indígenas. Véase también el Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes. 


18 Ver disposiciones contra la discriminación del artículo 2 párrafo 2 y del artículo 3 del Pacto de DESC. 





Los pueblos indígenas gozan de la protección no solo de las normas generales de derechos humanos, sino también de las normas específicamente aplicables a ellos. Estas normas reconocen la relación cultural especial que los pueblos indígenas tienen con sus tierras y los protegen del desplazamiento. La Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas establece que los pueblos indígenas gozan de protección especial para impedir o reparar las acciones por las que se los desposea de sus tierras. 





En este contexto, no se puede expulsar a los pueblos indígenas por la fuerza de sus tierras sin su consentimiento libre, previo e informado y un acuerdo previo sobre una indemnización justa y equitativa y, siempre que sea posible, con la opción de regresar. Estos principios han sido reafirmados por el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial.17 





Impacto de los desalojos sobre los derechos de los pueblos indígenas, las mujeres, las niñas y los niños: 





Los pueblos indígenas, se ven particularmente afectados de manera desproporcionada por la práctica de los desalojos forzosos. 


Cuando los desalojos forzosos se combinan con discriminación racial o étnica, el Comité de Derechos Humanos ha constatado que contraviene el artículo 26 del Pacto (igualdad ante la ley y no discriminación en este contexto) y cuando afecta a indígenas y minorías contraviene su artículo 27 (discriminación contra una minoría étnica, religiosa o lingüística). 





Los gobiernos tienen la obligación adicional de velar por que, cuando se produzca un desalojo, se adopten medidas apropiadas para impedir toda forma de discriminación.18 


Los desalojos forzosos pueden ser muy traumáticos y dificultar aún más las vidas de quienes ya se encuentran en condiciones de vulnerabilidad, en particular las mujeres, las niñas y niños, las personas adultas mayores. Las personas desalojadas puedan quedar, particularmente en condiciones de extrema pobreza y desamparo. 





Las mujeres son particularmente vulnerables a causa de la discriminación y de su particular vulnerabilidad a los actos de violencia y abuso sexual cuando se quedan sin hogar. 





El desalojo forzoso implica violencia directa e indirecta contra las mujeres antes, durante y después del mismo. Con frecuencia, las mujeres son objetivos directos de intimidación y acoso psicológico o físico antes del desalojo. El estrés y la ansiedad vinculados a la amenaza de desalojo o el desalojo afectan particularmente a las mujeres embarazadas. En las sociedades con funciones de género tradicionalmente definidas, se suele programar el desalojo cuando los hombres están ausentes y las mujeres se encuentran solas de manera que haya menos resistencia. Durante los desalojos, los malos tratos verbales y la violencia física, incluida la violencia sexual, son habituales. 





La Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer señala que “aunque el desalojo forzoso afecte a toda la familia, la mujer es, una vez más, la más afectada, pues tendrá que afrontar nuevas circunstancias, desempeñar las mismas funciones que antes con menos medios y trabajar más para ganar lo suficiente”. 





Los desalojos forzosos tienen graves repercusiones en los derechos de los niños y su desarrollo. El Relator Especial sobre una vivienda adecuada señaló que la demolición o la expulsión de sus casas es una experiencia humillante para toda la familia, pero en especial para los niños, que sienten que ellos y sus familias son prescindibles y cuya autoestima se resiente.19 





19 Véase el informe del Relator Especial sobre una vivienda adecuada, como parte del derecho a un nivel de vida adecuado, Sr. Miloon Kothari (E/CN.4/2004/48). 


20 Los comentarios están basados en el documento: “Principios básicos y directrices sobre los desalojos y el desplazamiento generados por el desarrollo”. Anexo I del Informe del Relator Especial para una vivienda adecuada, como parte del derecho a un nivel de vida adecuado (A/HRC/4/18). 





Además de la pérdida de sus hogares y el trauma conexo, los niños a menudo pierden el acceso a las escuelas y los servicios de salud. Los desalojos y los desplazamientos aumentan el riesgo de separación de la familia, que puede dejar a las niñas y los niños en una situación de vulnerabilidad ante la trata y otros abusos. 





3. Los desalojos y desplazamientos generados por el desarrollo20 





Muchos casos de desalojos forzosos tienen lugar en nombre del desarrollo. Los desalojos generados por el desarrollo incluyen los que con frecuencia se planifican y se llevan a cabo so pretexto de servir al "bien común", como, por ejemplo, los desalojos vinculados a los proyectos de desarrollo e infraestructuras (en particular, grandes presas, proyectos industriales y energéticos a gran escala, industrias mineras u otras industrias extractivas); medidas de compra del suelo relacionadas con la renovación urbana, la rehabilitación de los tugurios, la renovación de las viviendas, la restauración de las ciudades y otros programas de utilización de la tierra (también para fines agrícolas); litigios sobre bienes, propiedad inmobiliaria o el sueldo; especulación descontrolada del suelo; importantes negocios internacionales o actos deportivos; y, aparentemente, fines ambientales. 





El Relator Especial sobre una vivienda adecuada, como parte del derecho a un nivel de vida adecuado ha desarrollado unos “Principios básicos y directrices sobre los desalojos y el desplazamiento generados por el desarrollo”. Estas directrices abordan las repercusiones para los derechos humanos de los desalojos y los desplazamientos conexos vinculados al desarrollo en las zonas urbanas y/o rurales. Aunque estas directrices se centran en ofrecer orientación a los Estados sobre medidas y procedimientos que han de adoptarse para garantizar que los desalojos generados por el desarrollo no se efectúen en contravención de las normas internacionales de derechos humanos existentes y, por tanto, no constituyan "desalojos forzosos", pueden proporcionar orientaciones muy útiles a los demás contextos en que tienen lugar los desalojos. 





Según las directrices, los Estados deberán garantizar que los desalojos se produzcan únicamente en circunstancias excepcionales. Los desalojos requieren una plena justificación dados sus efectos adversos sobre una gran cantidad de derechos humanos internacionalmente reconocidos. Cualquier desalojo debe: a) estar autorizado por la ley; b) llevarse a cabo de acuerdo con el derecho internacional relativo a los derechos humanos; c) hacerse únicamente con el fin de promover el bienestar general; d) ser razonable y proporcional; e) estar reglamentado de tal forma REGIONAL OFFICE FOR CENTRAL AMERICA - OFICINA REGIONAL PARA AMÉRICA CENTRAL Casa 136 A y B, Ciudad de Saber, Ciudad de Panamá, República de Panamá. Apartado Postal 0816-01914, Panamá www.oacnudh.org EMAIL: pregionaloffice@ohchr.org 





que se garantice una indemnización y rehabilitación completas y justas; y f) realizarse de acuerdo con las presentes directrices. La protección que ofrecen estos requisitos de procedimiento se aplica a todas las personas vulnerables y a los grupos afectados, independientemente de si poseen un título de propiedad sobre el hogar o los bienes en virtud de la legislación nacional. 





Antes de los desalojos 





Los siguientes elementos deberían ser respetados para garantizar la participación de todos los que pueden verse afectados: a) un aviso apropiado a todas las personas que podrían verse afectadas de que se está considerando el desalojo y que habrá audiencias públicas sobre los planes y las alternativas propuestos; b) difusión eficaz por las autoridades de la información correspondiente por adelantado, en particular los registros de la tierra y los planes amplios de reasentamiento propuestos, con medidas dirigidas especialmente a proteger a los grupos vulnerables; c) un plazo razonable para el examen público, la formulación de comentarios y/o objeciones sobre el plan propuesto; d) oportunidades y medidas para facilitar la prestación de asesoramiento jurídico, técnico y de otro tipo a las personas afectadas sobre sus derechos y opciones; y e) celebración de audiencias públicas que den la oportunidad a las personas afectadas y a sus defensores a impugnar la decisión de desalojo y/o presentar propuestas alternativas y formular sus exigencias y prioridades de desarrollo. Antes de cualquier decisión sobre el inicio de un desalojo, las autoridades deben demostrar que el desalojo es inevitable y corresponde a los compromisos internacionales de derechos humanos que protegen el bienestar general. 





Cualquier decisión relacionada con los desalojos debe anunciarse por escrito en el idioma local a todas las personas afectadas, con suficiente antelación. El aviso de desalojo debe contener una justificación detallada de la decisión, en particular sobre: a) la ausencia de alternativas razonables; b) todos los detalles de la alternativa propuesta; y c) cuando no hay alternativas, todas las medidas adoptadas y previstas para reducir al mínimo los efectos perjudiciales de los desalojos. Todas las decisiones definitivas deben ser objeto de un examen administrativo y judicial. Se debe garantizar a las partes afectadas el acceso oportuno a la asistencia letrada, gratuita en caso necesario. 





Los desalojos no deben generar personas sin hogar o vulnerables a la violación de otros derechos humanos. El Estado debe prever la adopción de todas las medidas apropiadas, hasta el máximo de los recursos disponibles, especialmente a favor de los que no pueden ganarse la vida, para garantizar que se disponga o se ofrezca vivienda adecuada alternativa, reasentamiento o acceso a tierras productivas, según el caso. 





La vivienda alternativa debe estar situada lo más cerca posible del lugar inicial de residencia y la fuente de ingresos de las personas desalojadas. 





Durante los desalojos 





De acuerdo con las normas de derechos humanos, los siguientes requisitos de procedimiento deberían ser garantizados: 


a) presencia obligatoria durante los desalojos de funcionarios gubernamentales o sus representantes en el lugar; 


b) permisión de acceso de observadores neutrales, en particular observadores nacionales e internacionales, a petición de éstos, para garantizar la transparencia y el cumplimiento de los principios internacionales de derechos humanos durante la ejecución de cualquier desalojo; 


c) Los desalojos no deberían realizarse de una forma que viole la dignidad y los derechos humanos a la vida y a la seguridad de las personas afectadas; 


d) cualquier uso legal de la fuerza debe respetar los principios de la necesidad y la proporcionalidad, así como los Principios básicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley y el código de conducta nacional o local que corresponda a las normas internacionales de aplicación de la ley y de los derechos humanos; 


e) no deben realizarse con tiempo inclemente, por la noche, durante los festivales o las fiestas religiosas, antes de las elecciones o durante o justo antes de los exámenes en las escuelas; 


f) adopción de medidas para garantizar que nadie sea objeto de ataques directos o indiscriminados u otros actos de violencia, especialmente dirigidos contra las mujeres y los niños, o privado arbitrariamente de sus bienes o posesiones a consecuencia de la demolición, el incendio intencionado y otras formas de destrucción deliberada, negligencia o cualquier forma de castigo colectivo. Los bienes y las posesiones abandonados involuntariamente deben protegerse contra la destrucción y la apropiación, la ocupación o el uso arbitrarios e ilegales. 





Después del desalojo 





El Gobierno y cualesquiera otras partes responsables de proporcionar una indemnización justa y un alojamiento alternativo suficiente, o la restitución cuando sea factible, deben hacerlo inmediatamente después del desalojo, excepto en los casos de fuerza mayor. Como mínimo, independientemente de las circunstancias y sin discriminación, las autoridades competentes deben garantizar que las personas o los grupos desalojados, especialmente los que no pueden ganarse el sustento, tienen acceso seguro a: a) alimentos esenciales, agua potable y saneamiento; b) alojamiento básico y vivienda; c) vestimenta apropiada; d) servicios médicos esenciales; e) fuentes de sustento; f) pienso para los animales y acceso a la recursos comunes de propiedad de los que dependían anteriormente; y g) educación para los niños e instalaciones para el cuidado de los niños. Los Estados también deberían asegurar que los miembros de la misma familia ampliada o comunidad no se separen a consecuencia de los desalojos. 





Todas las personas que estén amenazadas o sean objeto de desalojos forzosos tienen el derecho de acceder oportunamente a un recurso. Entre las medidas apropiadas figuran una audiencia imparcial, acceso a la asistencia letrada, asistencia jurídica, retorno, restitución, reasentamiento, rehabilitación e indemnización y éstas deben ajustarse, según se aplique, a los Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones. 





Cuando el desalojo es inevitable y necesario para la promoción del bienestar general, el Estado debe proporcionar o garantizar una indemnización justa e imparcial por cualesquiera de las pérdidas de bienes personales, inmobiliarios o de otro tipo, en particular los derechos y los intereses relacionados con la propiedad. 





Todas las personas desalojadas, independientemente de si poseen un título de propiedad, deben tener derecho a una indemnización por la pérdida, el rescate y el transporte de sus bienes afectados, en particular la vivienda inicial y las tierras pérdidas o dañadas en el proceso. La consideración de las circunstancias de cada caso permitirá ofrecer indemnización por las pérdidas relacionadas con las formas no oficiales de propiedad, tales como los tugurios. 





Cuando lo permitan las circunstancias, los Estados deben dar prioridad a los derechos de todas las partes deben asignar prioridad al derecho al retorno, determinadas circunstancias (incluida la promoción del bienestar general, o en casos en que la seguridad, la salud o el disfrute de los derechos humanos lo exigen) pueden requerir el reasentamiento de determinadas personas, grupos o comunidades a causa de los desalojos generados por el desarrollo. Los reasentamientos deben producirse de forma justa y equitativa y en plena conformidad con el derecho internacional relativo a los derechos humanos. 


Septiembre 2020”





Se estima que la información suministrada por la Agente Residente para Costa Rica del Sistema de Naciones Unidas resulta de particular trascendencia para el Poder Judicial, por lo que ante su investidura e incidencia en la toma de decisiones institucionales se le traslada, de conformidad con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 





Importante mencionar que la suscrita en la condición de juzgadora y Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, carezco de competencia para emitir pronunciamiento sobre procesos concretos e influir de cualquier forma en resoluciones emitidas por los despachos judiciales, al existir prohibición legal. 





Atentamente,








Magistrada Damaris Vargas Vásquez


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia


Poder Judicial
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San José, 25 de setiembre de 2020 



Oficio N° DVV-S1-0135-2020 



Señor 



Dr. Fernando Cruz Castro 



Presidente 



Corte Suprema de Justicia 



 



Estimado Señor: 



 



Reciba un atento saludo y a la vez, en el carácter de Coordinadora de la 



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y con el visto 



bueno del Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de 



Acceso a la Justicia, traslado para su conocimiento el comunicado 



electrónico enviado el día de hoy, 25 de setiembre de 2020, 16:10 p.m., que 



contiene el Oficio N° 70-2020-Naciones Unidas, remitido por la señora Maria 



Gabriela Chaves Duarte, Asistente Ejecutiva de la Oficina de la 



Coordinadora Residente del Sistema de Naciones Unidas en Costa Rica, 



firmado por la señora Allegra Baiocchi, Coordinadora Residente del Sistema 



de Naciones Unidas en Costa Rica. Lo anterior, en su condición de 



Presidente de la Corte Suprema de Justicia, con fundamento en el artículo 



60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y la recomendación emitida por 



la Auditoría Judicial N° 952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto de 2020 que 



señala: 



“los temas de la Administración que tengan especial trascendencia a lo 



externo de la institución, sea nacional o internacional, requiere la 



representación del Presidente de la Corte Suprema de Justicia, con toda 



su investidura e incidencia en la toma de decisiones, de conformidad 



con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual 



establece en toda su amplitud, que la representación jerárquica de la 



Institución es una atribución que recae sobre dicha figura y no podría 



ser reemplazada nunca por ninguna Comisión o Subcomisión, las 



cuales como se desarrolló líneas atrás, tienen sus funciones muy 



delimitadas…” 



 
El Oficio N° 70-2020 plantea una sistematización de los principales 
estándares internacionales de derechos humanos aplicables en el marco de 



desalojos forzosos, incluyendo disposiciones de tratados internacionales, la 
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interpretación de estos desarrollada por los órganos encargados de su 
supervisión, como directrices desarrolladas por los relatores especiales de 



Naciones Unidas en la materia.  
 
El contenido literal del Oficio N° 70-2020, es el siguiente: 



 
“Estándares internacionales en materia de derechos humanos 



aplicables en el marco de los desalojos forzosos  
 
En cumplimiento de su mandato, corresponde a la Oficina Regional de 
la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos en América Central (Oficina Regional) asesorar a las 
instituciones del Estado y velar porque las medidas implementadas 
sean respetuosas de los instrumentos internacionales de los derechos 
humanos.  
 
El Estado de Costa Rica en virtud de los compromisos adquiridos 
internacionalmente, debe adoptar medidas concretas que garanticen el 
pleno respeto y protección del derecho a la vivienda. En tal sentido, el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos ofrece una serie de 
criterios aplicables para la protección del derecho a una vivienda 
adecuada y la protección contra el desalojo forzoso.  
 
En el marco anterior, la Oficina Regional presenta a continuación una 
sistematización de los principales estándares internacionales de 
derechos humanos en la materia, incluyendo disposiciones de tratados 
internacionales, la interpretación de estos desarrollada por los órganos 
encargados de su supervisión, como directrices desarrolladas por los 
relatores especiales de Naciones Unidas en la materia.  
 
1. Marco jurídico internacional  
 
La obligación de los Estados de abstenerse de los desalojos forzosos y 



de proteger contra los desalojos de los hogares y de la tierra se deriva 
de varios instrumentos jurídicos internacionales que protegen el 
derecho humano a una vivienda adecuada y otros derechos humanos 
conexos. Entre éstos figuran la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (párr. 1, art. 11), la Convención sobre los Derechos del Niño 
(párr. 3, art. 27), las disposiciones sobre la no discriminación que 
figuran en el párrafo 2 h) del artículo 14 de la Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer y el 
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artículo 5 e) de la Convención sobre la Eliminación de la Discriminación 
Racial.  
 
Igualmente, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(en adelante Comité DESC) en su Observación general Nº 4 (1991) y en 
la Observación general Nº 7 (1997) desarrolla el contenido normativo 
del derecho a la vivienda y la protección legal contra el desalojo forzoso. 
Asimismo, el Relator Especial sobre una vivienda adecuada, como parte 
del derecho a un nivel de vida adecuado ha desarrollado los “Principios 
básicos y directrices sobre los desalojos y el desplazamiento generados 
por el desarrollo”.  
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2. La aplicación de los estándares internacionales en el marco 



de los desalojos forzosos1  
 
1 Los comentarios están basados en las Observaciones Generales 4 y 
7 del Comité DESC. Observación general Nº 4 sobre el derecho a una 
vivienda adecuada (1991) (E/1992/23) y en la Observación general Nº 
7 sobre los desalojos forzosos (1997) (E/1998/22, annex IV.) Véase: 
http://www2.ohchr.org/english/bodies/cescr/comments.htm  
2 Ver Observación No 7 Comité de Derechos Económicos Sociales y 
Culturales  
 
Los desalojos forzosos con frecuencia están vinculados a la falta de una 
tenencia jurídicamente segura, lo cual constituye un elemento esencial 
del derecho a una vivienda adecuada. El Comité DESC señaló que 
todas las personas deberían gozar de cierto grado de seguridad de la 
tenencia que les garantizara una protección legal contra el desalojo 
forzoso, el hostigamiento u otras amenazas. Además, concluye que los 
desalojos forzosos son prima facie incompatibles con los requisitos del 
Pacto.  
 
Según el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
observación general Nº 7, sobre el derecho a una vivienda adecuada 
por desalojo forzoso se entiende “el hecho de hacer salir a personas, 
familias y/o comunidades de los hogares y/o las tierras que ocupan, 
en forma permanente o provisional, sin ofrecerles medios apropiados 
de protección legal o de otra índole ni permitirles su acceso a ellos”. 2  
 



Diversos elementos definen el desalojo forzoso:  
 



- Una separación permanente o provisional de la vivienda, la tierra o 
ambas;  



- La separación se lleva a cabo en contra de la voluntad de los 
ocupantes, con o sin el uso de la fuerza;  



- Se puede llevar a cabo sin la provisión de vivienda adecuada 
alternativa y reubicación, indemnización adecuada y/o acceso a tierras 



productivas, en su caso;  
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- Se lleva a cabo sin la posibilidad de impugnar la decisión o el proceso 
de desalojo, sin las debidas garantías procesales y sin tener en cuenta 
las obligaciones nacionales e internacionales del Estado.  
 
Según el derecho internacional, no todos los desalojos son prohibidos. 
La prohibición de los desalojos forzosos no se aplica a aquellos 
desalojos efectuados legalmente y de acuerdo con las disposiciones de 
los Pactos Internacionales de Derechos Humanos. Así, aunque algunos 
desalojos pueden ser justificables, las autoridades competentes 
deberán garantizar que los desalojos se lleven a cabo de conformidad 
con una legislación compatible con el Pacto y que las personas 
afectadas dispongan de todos los recursos jurídicos apropiados.  
 
Antes de que se lleve a cabo cualquier desalojo forzoso, en particular 
los que afectan a grandes grupos de personas, los Estados Parte deben 
velar por que se estudien en consulta con los interesados todas las 
demás posibilidades que permitan evitar o, cuando menos, minimizar 
la necesidad de recurrir a la fuerza. Deben establecerse recursos o 
procedimientos legales para los afectados por las órdenes de desalojo. 
Los Estados deben velar también porque todas las personas afectadas 
tengan derecho a la debida indemnización por los bienes personales o 
raíces de que pudieran ser privadas. Igualmente, los Estados deben 
garantizar "un recurso efectivo" a las personas cuyos derechos hayan 
sido violados y que "las autoridades competentes" cumplan "toda 
decisión en que se haya estimado procedente el recurso."  
 
Entre las garantías procesales que se deben aplicar en el 
contexto de los desalojos forzosos figuran:  
 
a) una auténtica oportunidad de consultar a las personas afectadas;  
b) un plazo suficiente y razonable de notificación a todas las personas 
afectadas, con antelación a la fecha prevista para el desalojo;  
c) facilitar a todos los interesados, en un plazo razonable, información 



relativa a los desalojos previstos y, en su caso, a los fines a que se 
destinan las tierras o las viviendas;  
d) la presencia de funcionarios del gobierno o sus representantes en el 
desalojo, especialmente cuando éste afecte a grupos de personas;  
e) identificación exacta de todas las personas que efectúen el desalojo;  
f) no efectuar desalojos cuando haga mal tiempo o de noche, salvo que 
las personas afectadas den su consentimiento;  
g) ofrecer recursos jurídicos; y  
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h) ofrecer asistencia jurídica siempre que sea posible a las personas 
que necesiten pedir reparación a los tribunales.  
 
Los desalojos no deberían dar lugar a que haya personas que se 
queden sin vivienda o expuestas a violaciones de otros derechos 
humanos. Cuando los afectados por el desalojo no dispongan de 
recursos, el Estado Parte deberá adoptar todas las medidas 
necesarias, en la mayor medida que permitan sus recursos, para que 
se les facilite otra vivienda, reasentamiento o acceso a tierras 
productivas, según proceda.  
 
Prohibición del desalojo forzoso en virtud del derecho 



internacional:  
 
Dadas la interrelación y la interdependencia que existen entre todos los 
derechos humanos, los desalojos forzosos constituyen graves 
violaciones de un conjunto de derechos humanos internacionalmente 
reconocidos, entre ellos:  
- El derecho a la vida;3  



- Libertad de tratos crueles, inhumanos y degradantes;4  



- El derecho a la seguridad personal;5  



- El derecho a un nivel de vida adecuado, incluido el derecho a una 
vivienda adecuada, alimentos, agua y saneamiento;6  



- El derecho a no ser objeto de injerencias en la vida privada, el domicilio 
y la familia;7  



- Libertad de circulación y elección de la residencia;8  
 
3 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 6.1.  
4 Ibid., art. 7.  
5 Ibid., art. 9.1.  
6 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
art. 11.  
7 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 17.  
8 Ibid., art. 12.1. 
 
- El derecho a la salud;9  



- El derecho a la educación;10  



- El derecho a trabajar;11  



- El derecho a un recurso efectivo;12  



- El derecho a la propiedad;13  
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9 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
art. 12.  
10 Ibid., art. 13  
11 ibid., art. 6.1  
12 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, arts. 2.3 y 26.  
13 Declaración Universal de Derechos Humanos, art. 17  
14 Principios básicos y directrices sobre los desalojos y el 
desplazamiento (A/HRC/4/18, anexo I).  
15 Ver COVID-19 Guidance Note, Prohibition of evictions, Leilani Farha, 
Special Rapporteur on the right to adequate housing,28 April 2020  
 
Estas violaciones se pueden atribuir directa o indirectamente a:  
 



- La forma en que se deciden los desalojos (por ejemplo, sin consulta o 
participación, sin información, sin mecanismos de recurso);  



- La forma en que se planifican los desalojos (por ejemplo, sin 
notificación, sin reubicación disponible, no se ofrece indemnización, se 
retrasa o se somete a condiciones injustificadas);  



- La forma en que se llevan a cabo los desalojos (por ejemplo, por la 
noche o con mal tiempo, sin protección para las personas o sus 
pertenencias);  



- El uso de hostigamiento, amenazas, violencia o fuerza (por ejemplo, 
obligar a las personas a firmar acuerdos, utilizar excavadoras cuando 
las personas siguen intentando salvar sus pertenencias...);  



- Los resultados del desalojo (por ejemplo, interrupción de la educación 
de los niños, interrupción de los tratamientos médicos, trauma mental, 
pérdida de puestos de trabajo y medios de vida, imposibilidad de votar 
debido a la falta de vivienda, falta de acceso a los servicios básicos o 
la justicia, porque los documentos de identidad y los títulos de 
propiedad fueron destruidos durante los desalojos, etc.).  
 
Numerosas decisiones de mecanismos nacionales, regionales e 



internacionales de derechos humanos han confirmado las múltiples 
violaciones de los derechos humanos derivadas de los desalojos 
forzosos. Por ejemplo, el Comité contra la Tortura ha constatado que, en 
determinadas circunstancias, la quema y la destrucción de casas son 
actos que constituyen tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes.  
 
Por su parte, el Relator Especial sobre una vivienda adecuada ha 
señalado que “los desalojos forzosos intensifican la desigualdad, los 
conflictos sociales, la segregación y la creación de guetos, que 
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invariablemente afectan a los sectores de la sociedad más pobres, más 
vulnerables social y económicamente y a los marginados, 
especialmente a las mujeres, a los niños, a las minorías y a los pueblos 
indígenas”14.  
 
Igualmente, ha señalado que los desalojos durante el contexto de 
pandemia de la COVID-19 “no solo son incompatibles con la política de 
'quedarse en casa', sino que son una violación del derecho internacional 
de los derechos humanos, incluido el derecho a la vivienda. Frente a 
esta pandemia, ser desalojado de su hogar es una posible sentencia de 
muerte.”15  
 



Los desalojos forzosos pueden violar el derecho de los pueblos 
indígenas a la tierra:  
 
La falta de garantía de protección sobre acceso a tierra, territorio y 
recursos naturales para los pueblos indígenas, muchas veces tienen 
como efecto el desalojo de las comunidades, sin tomar en cuenta los 
estándares internacionales en materia de derechos humanos. Con 
frecuencia estos desalojos están vinculados a la falta de seguridad de 
la tenencia jurídica de la tierra.  
 
Los desalojos forzosos son una forma de desplazamiento arbitrario, 
dado que ambos tienen como resultado el traslado de la población y las 
expulsiones masivas de personas, entre otras prácticas, que significan 
el desplazamiento coaccionado e involuntario de personas de sus 
hogares, tierras y comunidades16.  
 
16 Principios básicos y directrices sobre los desalojos y el 
desplazamiento generados por el desarrollo. Anexo I del Informe del 
Relator Especial sobre una vivienda adecuada, como parte del derecho 
a un nivel de vida adecuado. A/HRC/4/18 A/HRC/4/18. Párr. 6.  
17 Véase su recomendación general Nº 23 (1997), relativa a los pueblos 



indígenas. Véase también el Convenio Nº 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 
Independientes.  
18 Ver disposiciones contra la discriminación del artículo 2 párrafo 2 y 
del artículo 3 del Pacto de DESC.  
 
Los pueblos indígenas gozan de la protección no solo de las normas 
generales de derechos humanos, sino también de las normas 
específicamente aplicables a ellos. Estas normas reconocen la relación 
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cultural especial que los pueblos indígenas tienen con sus tierras y los 
protegen del desplazamiento. La Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas establece que los pueblos 
indígenas gozan de protección especial para impedir o reparar las 
acciones por las que se los desposea de sus tierras.  
 
En este contexto, no se puede expulsar a los pueblos indígenas por la 
fuerza de sus tierras sin su consentimiento libre, previo e informado y 
un acuerdo previo sobre una indemnización justa y equitativa y, 
siempre que sea posible, con la opción de regresar. Estos principios han 
sido reafirmados por el Comité para la Eliminación de la Discriminación 
Racial.17  
 
Impacto de los desalojos sobre los derechos de los pueblos 
indígenas, las mujeres, las niñas y los niños:  
 
Los pueblos indígenas, se ven particularmente afectados de manera 
desproporcionada por la práctica de los desalojos forzosos.  
Cuando los desalojos forzosos se combinan con discriminación racial o 
étnica, el Comité de Derechos Humanos ha constatado que contraviene 
el artículo 26 del Pacto (igualdad ante la ley y no discriminación en este 
contexto) y cuando afecta a indígenas y minorías contraviene su artículo 
27 (discriminación contra una minoría étnica, religiosa o lingüística).  
 
Los gobiernos tienen la obligación adicional de velar por que, cuando se 
produzca un desalojo, se adopten medidas apropiadas para impedir 
toda forma de discriminación.18  
Los desalojos forzosos pueden ser muy traumáticos y dificultar aún 
más las vidas de quienes ya se encuentran en condiciones de 
vulnerabilidad, en particular las mujeres, las niñas y niños, las 
personas adultas mayores. Las personas desalojadas puedan quedar, 
particularmente en condiciones de extrema pobreza y desamparo.  
 



Las mujeres son particularmente vulnerables a causa de la 
discriminación y de su particular vulnerabilidad a los actos de violencia 
y abuso sexual cuando se quedan sin hogar.  
 
El desalojo forzoso implica violencia directa e indirecta contra las 
mujeres antes, durante y después del mismo. Con frecuencia, las 
mujeres son objetivos directos de intimidación y acoso psicológico o 
físico antes del desalojo. El estrés y la ansiedad vinculados a la 
amenaza de desalojo o el desalojo afectan particularmente a las 
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mujeres embarazadas. En las sociedades con funciones de género 
tradicionalmente definidas, se suele programar el desalojo cuando los 
hombres están ausentes y las mujeres se encuentran solas de manera 
que haya menos resistencia. Durante los desalojos, los malos tratos 
verbales y la violencia física, incluida la violencia sexual, son 
habituales.  
 
La Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer señala que 
“aunque el desalojo forzoso afecte a toda la familia, la mujer es, una 
vez más, la más afectada, pues tendrá que afrontar nuevas 
circunstancias, desempeñar las mismas funciones que antes con menos 
medios y trabajar más para ganar lo suficiente”.  
 
Los desalojos forzosos tienen graves repercusiones en los derechos de 
los niños y su desarrollo. El Relator Especial sobre una vivienda 
adecuada señaló que la demolición o la expulsión de sus casas es una 
experiencia humillante para toda la familia, pero en especial para los 
niños, que sienten que ellos y sus familias son prescindibles y cuya 
autoestima se resiente.19  
 
19 Véase el informe del Relator Especial sobre una vivienda adecuada, 
como parte del derecho a un nivel de vida adecuado, Sr. Miloon Kothari 
(E/CN.4/2004/48).  
20 Los comentarios están basados en el documento: “Principios básicos 
y directrices sobre los desalojos y el desplazamiento generados por el 
desarrollo”. Anexo I del Informe del Relator Especial para una vivienda 
adecuada, como parte del derecho a un nivel de vida adecuado 
(A/HRC/4/18).  
 
Además de la pérdida de sus hogares y el trauma conexo, los niños a 
menudo pierden el acceso a las escuelas y los servicios de salud. Los 
desalojos y los desplazamientos aumentan el riesgo de separación de 
la familia, que puede dejar a las niñas y los niños en una situación de 



vulnerabilidad ante la trata y otros abusos.  
 
3. Los desalojos y desplazamientos generados por el 



desarrollo20  
 
Muchos casos de desalojos forzosos tienen lugar en nombre del 
desarrollo. Los desalojos generados por el desarrollo incluyen los que 
con frecuencia se planifican y se llevan a cabo so pretexto de servir al 
"bien común", como, por ejemplo, los desalojos vinculados a los 
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proyectos de desarrollo e infraestructuras (en particular, grandes 
presas, proyectos industriales y energéticos a gran escala, industrias 
mineras u otras industrias extractivas); medidas de compra del suelo 
relacionadas con la renovación urbana, la rehabilitación de los tugurios, 
la renovación de las viviendas, la restauración de las ciudades y otros 
programas de utilización de la tierra (también para fines agrícolas); 
litigios sobre bienes, propiedad inmobiliaria o el sueldo; especulación 
descontrolada del suelo; importantes negocios internacionales o actos 
deportivos; y, aparentemente, fines ambientales.  
 
El Relator Especial sobre una vivienda adecuada, como parte del 
derecho a un nivel de vida adecuado ha desarrollado unos “Principios 
básicos y directrices sobre los desalojos y el desplazamiento generados 
por el desarrollo”. Estas directrices abordan las repercusiones para los 
derechos humanos de los desalojos y los desplazamientos conexos 
vinculados al desarrollo en las zonas urbanas y/o rurales. Aunque 
estas directrices se centran en ofrecer orientación a los Estados sobre 
medidas y procedimientos que han de adoptarse para garantizar que 
los desalojos generados por el desarrollo no se efectúen en 
contravención de las normas internacionales de derechos humanos 
existentes y, por tanto, no constituyan "desalojos forzosos", pueden 
proporcionar orientaciones muy útiles a los demás contextos en que 
tienen lugar los desalojos.  
 
Según las directrices, los Estados deberán garantizar que los desalojos 
se produzcan únicamente en circunstancias excepcionales. Los 
desalojos requieren una plena justificación dados sus efectos adversos 
sobre una gran cantidad de derechos humanos internacionalmente 
reconocidos. Cualquier desalojo debe: a) estar autorizado por la ley; b) 
llevarse a cabo de acuerdo con el derecho internacional relativo a los 
derechos humanos; c) hacerse únicamente con el fin de promover el 
bienestar general; d) ser razonable y proporcional; e) estar 
reglamentado de tal forma REGIONAL OFFICE FOR CENTRAL 



AMERICA - OFICINA REGIONAL PARA AMÉRICA CENTRAL Casa 136 A 
y B, Ciudad de Saber, Ciudad de Panamá, República de Panamá. 
Apartado Postal 0816-01914, Panamá www.oacnudh.org EMAIL: 
pregionaloffice@ohchr.org  
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que se garantice una indemnización y rehabilitación completas y justas; 
y f) realizarse de acuerdo con las presentes directrices. La protección 
que ofrecen estos requisitos de procedimiento se aplica a todas las 
personas vulnerables y a los grupos afectados, independientemente de 
si poseen un título de propiedad sobre el hogar o los bienes en virtud 
de la legislación nacional.  
 



Antes de los desalojos  
 
Los siguientes elementos deberían ser respetados para garantizar la 
participación de todos los que pueden verse afectados: a) un aviso 
apropiado a todas las personas que podrían verse afectadas de que se 
está considerando el desalojo y que habrá audiencias públicas sobre 
los planes y las alternativas propuestos; b) difusión eficaz por las 
autoridades de la información correspondiente por adelantado, en 
particular los registros de la tierra y los planes amplios de 
reasentamiento propuestos, con medidas dirigidas especialmente a 
proteger a los grupos vulnerables; c) un plazo razonable para el examen 
público, la formulación de comentarios y/o objeciones sobre el plan 
propuesto; d) oportunidades y medidas para facilitar la prestación de 
asesoramiento jurídico, técnico y de otro tipo a las personas afectadas 
sobre sus derechos y opciones; y e) celebración de audiencias públicas 
que den la oportunidad a las personas afectadas y a sus defensores a 
impugnar la decisión de desalojo y/o presentar propuestas alternativas 
y formular sus exigencias y prioridades de desarrollo. Antes de 
cualquier decisión sobre el inicio de un desalojo, las autoridades deben 
demostrar que el desalojo es inevitable y corresponde a los 
compromisos internacionales de derechos humanos que protegen el 
bienestar general.  
 
Cualquier decisión relacionada con los desalojos debe anunciarse por 
escrito en el idioma local a todas las personas afectadas, con suficiente 
antelación. El aviso de desalojo debe contener una justificación 



detallada de la decisión, en particular sobre: a) la ausencia de 
alternativas razonables; b) todos los detalles de la alternativa 
propuesta; y c) cuando no hay alternativas, todas las medidas 
adoptadas y previstas para reducir al mínimo los efectos perjudiciales 
de los desalojos. Todas las decisiones definitivas deben ser objeto de 
un examen administrativo y judicial. Se debe garantizar a las partes 
afectadas el acceso oportuno a la asistencia letrada, gratuita en caso 
necesario.  
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Los desalojos no deben generar personas sin hogar o vulnerables a la 
violación de otros derechos humanos. El Estado debe prever la 
adopción de todas las medidas apropiadas, hasta el máximo de los 
recursos disponibles, especialmente a favor de los que no pueden 
ganarse la vida, para garantizar que se disponga o se ofrezca vivienda 
adecuada alternativa, reasentamiento o acceso a tierras productivas, 
según el caso.  
 
La vivienda alternativa debe estar situada lo más cerca posible del 
lugar inicial de residencia y la fuente de ingresos de las personas 
desalojadas.  
 



Durante los desalojos  
 
De acuerdo con las normas de derechos humanos, los siguientes 
requisitos de procedimiento deberían ser garantizados:  
a) presencia obligatoria durante los desalojos de funcionarios 
gubernamentales o sus representantes en el lugar;  
b) permisión de acceso de observadores neutrales, en particular 
observadores nacionales e internacionales, a petición de éstos, para 
garantizar la transparencia y el cumplimiento de los principios 
internacionales de derechos humanos durante la ejecución de cualquier 
desalojo;  
c) Los desalojos no deberían realizarse de una forma que viole la 
dignidad y los derechos humanos a la vida y a la seguridad de las 
personas afectadas;  
d) cualquier uso legal de la fuerza debe respetar los principios de la 
necesidad y la proporcionalidad, así como los Principios básicos sobre 
el empleo de la fuerza y de armas de fuego por los funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley y el código de conducta nacional o 
local que corresponda a las normas internacionales de aplicación de la 
ley y de los derechos humanos;  
e) no deben realizarse con tiempo inclemente, por la noche, durante los 



festivales o las fiestas religiosas, antes de las elecciones o durante o 
justo antes de los exámenes en las escuelas;  
f) adopción de medidas para garantizar que nadie sea objeto de 
ataques directos o indiscriminados u otros actos de violencia, 
especialmente dirigidos contra las mujeres y los niños, o privado 
arbitrariamente de sus bienes o posesiones a consecuencia de la 
demolición, el incendio intencionado y otras formas de destrucción 
deliberada, negligencia o cualquier forma de castigo colectivo. Los 
bienes y las posesiones abandonados involuntariamente deben 
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protegerse contra la destrucción y la apropiación, la ocupación o el uso 
arbitrarios e ilegales.  
 
Después del desalojo  
 
El Gobierno y cualesquiera otras partes responsables de proporcionar 
una indemnización justa y un alojamiento alternativo suficiente, o la 
restitución cuando sea factible, deben hacerlo inmediatamente después 
del desalojo, excepto en los casos de fuerza mayor. Como mínimo, 
independientemente de las circunstancias y sin discriminación, las 
autoridades competentes deben garantizar que las personas o los 
grupos desalojados, especialmente los que no pueden ganarse el 
sustento, tienen acceso seguro a: a) alimentos esenciales, agua potable 
y saneamiento; b) alojamiento básico y vivienda; c) vestimenta 
apropiada; d) servicios médicos esenciales; e) fuentes de sustento; f) 
pienso para los animales y acceso a la recursos comunes de propiedad 
de los que dependían anteriormente; y g) educación para los niños e 
instalaciones para el cuidado de los niños. Los Estados también 
deberían asegurar que los miembros de la misma familia ampliada o 
comunidad no se separen a consecuencia de los desalojos.  
 
Todas las personas que estén amenazadas o sean objeto de desalojos 
forzosos tienen el derecho de acceder oportunamente a un recurso. 
Entre las medidas apropiadas figuran una audiencia imparcial, acceso 
a la asistencia letrada, asistencia jurídica, retorno, restitución, 
reasentamiento, rehabilitación e indemnización y éstas deben 
ajustarse, según se aplique, a los Principios y directrices básicos sobre 
el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos y violaciones graves del derecho 
internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones.  
 
Cuando el desalojo es inevitable y necesario para la promoción del 
bienestar general, el Estado debe proporcionar o garantizar una 



indemnización justa e imparcial por cualesquiera de las pérdidas de 
bienes personales, inmobiliarios o de otro tipo, en particular los 
derechos y los intereses relacionados con la propiedad.  
 
Todas las personas desalojadas, independientemente de si poseen un 
título de propiedad, deben tener derecho a una indemnización por la 
pérdida, el rescate y el transporte de sus bienes afectados, en 
particular la vivienda inicial y las tierras pérdidas o dañadas en el 
proceso. La consideración de las circunstancias de cada caso permitirá 
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ofrecer indemnización por las pérdidas relacionadas con las formas no 
oficiales de propiedad, tales como los tugurios.  
 
Cuando lo permitan las circunstancias, los Estados deben dar prioridad 
a los derechos de todas las partes deben asignar prioridad al derecho 
al retorno, determinadas circunstancias (incluida la promoción del 
bienestar general, o en casos en que la seguridad, la salud o el disfrute 
de los derechos humanos lo exigen) pueden requerir el reasentamiento 
de determinadas personas, grupos o comunidades a causa de los 
desalojos generados por el desarrollo. Los reasentamientos deben 
producirse de forma justa y equitativa y en plena conformidad con el 
derecho internacional relativo a los derechos humanos.  
Septiembre 2020” 



 
Se estima que la información suministrada por la Agente Residente para 



Costa Rica del Sistema de Naciones Unidas resulta de particular 



trascendencia para el Poder Judicial, por lo que ante su investidura e 



incidencia en la toma de decisiones institucionales se le traslada, de 



conformidad con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.  



 



Importante mencionar que la suscrita en la condición de juzgadora y 



Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 



Indígenas, carezco de competencia para emitir pronunciamiento sobre 



procesos concretos e influir de cualquier forma en resoluciones emitidas por 



los despachos judiciales, al existir prohibición legal.  



 



Atentamente, 



 



 



Magistrada Damaris Vargas Vásquez 



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 



Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 



Poder Judicial 



Copias: 



Oficina de la Coordinadora Residente del Sistema de Naciones Unidas en Costa Rica 



Despacho de la Presidencia 



Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales 



Comisión de Acceso a la Justicia 



Unidad de Acceso a la Justicia 



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 



Contraloría de Servicios del Poder Judicial 
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“CIRCULAR No. 168-2020

Asunto: Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES, FUNCIONARIOS (AS), SERVIDORES (AS) JUDICIALES EN TODO EL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE_:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 67-2020 celebrada el 02 de julio de 2020, artículo LIX, dispuso divulgar el Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, considerando la importancia de incorporarlas en el quehacer institucional que permita un efectivo acceso a la justicia de todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad, el cual se encuentra disponible en el siguiente link:

https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=5037:informe-del-grupo-de-trabajo-sobre-el-examen-periodico-universal



De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 2009, se le comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo pago de derechos. Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.



San José, 11 de setiembre de 2020.”









Lic. Carlos T. Mora Rodríguez

Subsecretario General interino

Corte Suprema de Justicia
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Señores



 



Magistrado Fernando Cruz Castro



Presidente



Corte Suprema de Justicia



 



Magistrado Jorge Olaso Álvarez



Coordinador



Comisión de Acceso a la Justicia



 



Estimados Señores:



 



Reciban un atento saludo. A la vez, traslado para su conocimiento las gestiones formuladas por el señor Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto de la Fiscalía de Buenos Ares de Puntarenas, así como el Oficio remitido por la Comisión de la Jurisdicción Penal luego de que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas dispusiera, conforme a sus competencias, dar traslado de dicho comunicado tanto a esa Comisión como a la Comisión de la Jurisdicción Agraria. Lo anterior, en relación con la preocupación mostrada por el señor Ramírez Villalobos en la condición dicha, sobre las decisiones tomadas por la Jurisdicción Agraria y la Jurisdicción Penal sobre la situación en que se encuentra la población indígena de China Kichá en Pérez Zeledón y las acciones jurisdiccionales que se están disponiendo.



 



Como es de su conocimiento, y así se le informó a la Fiscalía oportunamente cuando remitió esa consulta, y se ha indicado a personas indígenas y sus organizaciones, que se han manifestado sobre esta temática, en mi condición de juzgadora integrante de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia y de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas existe limitación legal expresa para emitir pronunciamiento o influir de cualquier forma en relación con procesos judiciales concretos que se tramitan ante los tribunales de justicia, tanto en la Ley Orgánica del Poder Judicial como en el Reglamento Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, y las recomendaciones de la Auditoría Judicial.



 



Las competencias de la Subcomisión están limitadas a emitir informes, comunicados y propuestas de circulares. En el ejercicio de esas funciones y considerando la importancia que reviste la temática para el Poder Judicial, aparte de las acciones ya realizadas, en la condición de Coordinadora de la Subcomisión remití oportunamente, tanto a Corte Plena como al Consejo Superior, por medio de la Secretaría General de la Corte, Oficios DVV-S1-0131-2020, DVV-S1-0132-2020, DVV-S1-0133-2020, DVV-S1-0134-2020 Y DVV-S1-0135-2020 donde constan las respuestas a las gestiones planteadas sobre ese tema y además, propuestas de Circulares, con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia, vinculadas con las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, lineamientos sobre desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, incluyendo a pueblos indígenas, basadas en la normativa nacional e internacional, así como en la jurisprudencia de la Corte IDH, la Sala Constitucional y las Salas de Casación; además, oficio que contiene los “Estándares internacionales en materia de  derechos humanos aplicables en el marco de los desalojos forzosos”. Lo anterior, en términos generales, sin referirse por supuesto a casos concretos, por respeto al principio de independencia judicial y a la normativa citada.



 



Estoy a su disposición en todo lo que podamos apoyar desde la Subcomisión. Los oficios citados enviaron oportunamente; sin embargo, estoy a su disposición de requerirlo.



 



Remito en copia a las Comisiones de la Jurisdicción Penal y de la Jurisdicción Agraria, para su conocimiento.



 



Cordialmente,



 



Magistrada Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 



 



 



De: Edgar Ramirez Villalobos <eramirezv@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 13 de agosto de 2020 15:02
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Fiscalia Adjunta Z.Sur Asistente Jurídico <pze-mpasiste@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio 74-FAPZ-JEFATURA-2020 de la Fiscalía Adjunta de Pérez Zeledón



 



 



Buenas tardes, Doña Damaris, de conformidad con lo solicitado remito formal oficio para formalizar las distorsiones que actualmente se presenta en el tema relacionado con la recuperación de tierras por parte de personas indígenas en la jurisdicción penal, contencioso administrativo y agrario.



 



Con toda la consideración y estima que le guardo se suscribe,
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PROCESO: INTERDICTO DE AMPARO DE POSESIÓN



DE: BELSAZAR SALDAÑA ORTIZ



CONTRA: CLARITA QUIEL Y OTROS.



EXPEDIENTE NÚMERO 20-000009-1555-AG



MEDIDAS CAUTELARES NÚMERO 29-2020 



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE BUENOS AIRES (Materia 



Agraria).- A las catorce horas y cinco minutos del tres de junio de dos mil veinte.-



 Vista la solicitud de medidas cautelares y; 



CONSIDERANDO



I. El actor solicita medida cautelar que consiste en "(...) que ordene a los 



demandados   que se abstengan de seguir perturbando por si o por interpuesta 



persona al suscrito, con las advertencias de que su incumplimiento podría ser 



sancionado por el delito de desobediencia a la autoridad (...)"  Los demandados se 



oponen a las medidas. Se señaló audiencia para conocer del planteamiento cautelar 



solicitado. 



II. Las medidas cautelares tienen su fundamento en tres factores: a) La 



apariencia de buen derecho que no es más que el juicio de verosimilitud de las 



pretensiones del actor, es decir que puedan -y este análisis es solo para efectos 



cautelares- encontrar amparo por el ordenamiento jurídico. b) El peligro de demora que 



resulta del atraso judicial y el impacto que genera sobre las actividades agropecuarias 



el conflicto en sí mismo y c) la residualidad que es la imposibilidad de atender lo 



pretendido con una medida típica.  En autos se trata de un conflicto sumario posesorio, 



que recae sobre la posesión actual y momentánea. El actor asegura que es poseedor y 
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que se interrumpió su ejercicio por el irrumpimiento de los demandados. Tiene en su 



haber probatorio elemento documental que le respalda -a su juicio- como legítimo 



poseedor. En el reconocimiento judicial se observó lo siguiente: Se trata de una finca 



ubicada en la comunidad de Palmira dentro del territorio indígena de Cabagra. Colinda 



al sur con calle pública y ahí se ingresa a la propiedad. En primera instancia se observa 



un área de potrero divida en apartos con calle interna de por medio. Los potreros son 



de repastos de braccharia brizanta y cerca de poste vivo con muerto y alambre de púa. 



La colindancia oeste es una quebrada. Conforme se adentra en la finca la topografía va 



subiendo; es decir va en ascenso. Se arriba a áreas de más repastos con apartos en 



las mismas condiciones anteriores. Existe una casa de habitación tipo madera que en 



el momento de la diligencia se encontraba ocupada por quien dijo ser Roxana Ortiz 



junto a su compañero. Acá se observó un área de patio pequeña con piezas sanitarias 



y fogón. El resto que bordea es terreno de pastos. A unos ciento cincuenta metros o 



menos finca arriba se observa el corral que es de madera cuadrada con lámina de zinc. 



Detrás del mismo hay una área de montaña con árboles grandes y aislado de los 



potreros por medio de cerca. El resto de la finca en su colindancia norte y este es de 



naturaleza ganadera con repastos y apartos con cerca de alambre. Al momento de 



realizar la diligencia no se observaron animales semovientes ni actividades 



agropecuarias, a excepción de un caballo que estaba pastando. Los pastos tienen un 



nivel de crecimiento y condición que dejan ver que no hay actividad de pastoreo. Esto 



denota la existencia de una actividad que el actor dice es propia. Se concluye que en el 



fundo se desarrollada una actividad  de ganadería extensiva realizada presuntamente 



por la parte aquí accionante, independientemente a la discusión de la posesión actual y 
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momentánea. Esto es así porque la naturaleza que mantienene  el bien permite 



sostener en esta etapa al menos que es el accionante quien a través del tiempo ha 



realizado las edificaciones  (cercas, corral, apartos, casa etc) para el desarrollo de la 



ganadería. También en este caso particular la medida solicitada, tiende a la protección 



de actividad agraria productiva dado existe el peligro en la demora, que consiste en el 



desmejoramiento de pastos por el no consumo del mismo (los pastos pierden su 



utilidad), mantenimiento de cercas y en general el no aprovechamiento de la naturaleza 



de la finca.  Se da la residualidad porque no existe medida típica que pueda enervar los 



efectos de la demora que se han analizado.  Así las cosas procede acoger la solicitud 



de medida cautelar y ordenar lo siguiente: Previénese a Albino Rojas Torres, Clarita 



Quiel  Torres, Roxana Ortiz Quiel y Eligio Quiel Torres abstenerse de perturbar o 



intimidar por sí o interpuesta persona la posesión que ejerce Belsazar Saldaña Ortiz 



sobre el fundo en conflicto. Deben abstenerse de interferir en la actividad ganadera que 



el actor ejerce sobre la finca en cuestión. En caso de desobediencia se les seguirá 



causa penal por el delito de desobediencia a la autoridad. Notifíquese personalmente. 



POR TANTO



En mérito de lo expuesto se acoge la solicitud de medidas cautelares. Así las 



cosas procede acoger la solicitud de medida cautelar y ordenar lo siguiente: Previénese 



a Albino Rojas Torres, Clarita Quiel  Torres, Roxana Ortiz Quiel y Eligio Quiel Torres 



abstenerse de perturbar o intimidar por sí o interpuesta persona la posesión que ejerce 



Belsazar Saldaña Ortiz sobre el fundo en conflicto. Deben abstenerse de interferir en la 



actividad ganadera que el actor ejerce sobre la finca en cuestión. En caso de 



desobediencia se les seguirá causa penal por el delito de desobediencia a la autoridad. 
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Notifíquese personalmente.  Lic. Jean Carlos Cespedes Mora.- Juez(a).







22RX6DBREY061



JEAN CARLOS CESPEDES MORA - JUEZ/A TRAMITADOR/A
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EXPEDIENTE: 15-160030-1046-AG - 4



PROCESO: ORDINARIO



ACTOR/A: ROGELIA ROJAS ORTIZ



DEMANDADO/A: LUIS ELIECER DE LOS ANGELES SANDI CORRALES



MEDIDA CAUTELAR 65-2017



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE BUENOS AIRES (Materia



Agraria).- A las diez horas y cero minutos del tres de noviembre  de dos mil



diecisiete.-



Proceso ORDINARIO establecido por ROGELIA ROJAS ORTIZ,    contra LUIS



ELIECER DE LOS ANGELES SANDI CORRALES,  LUIS GERARDO ROMERO



CALVO,  y YORLENY SANDI MORALES.



Vista la solicitud de medida cautelar y;



CONSIDERANDO



I. La señora Yorleny  Sandí Morales  (demandada-reconventora) interpone solicitud



de medida  cautelar.  Solicita:  "(...) 1-Se ordene a la actora y a terceros que estén en el



fundo por consentimiento  de ésta, desalojar el terreno hasta tanto exista sentencia firme



en este asunto. 2- Se le impida a la actora ingresar, molestar, perturbar la posesión que



ejerzo en el terreno, hasta tanto no exista sentencia firme en este asunto. 3- En caso de



que la actora no quiera salir por su propia voluntad del terreno, solicito se señale fecha



y hora por parte del despacho para que se ordene el desalojo  respectivo y a su vez se



ordene la restitución a la suscrita del terreno en conflicto. 4- En caso de incumplimiento
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de estas medidas,  solicito  se prevenga  que se le enviará testimonio  de piezas  a la



actora ante el Ministerio Público, por el delito de desobediencia a la autoridad".



II. Doña Rogelia Rojas (actora-reconvenida) solicita declarar sin lugar la solicitud



de medidas cautelares.



III. La pretensión cautelar de la solicitante se basa según su criterio  en que es



poseedora  del terreno en litis desde  el año dos mil doce debido  a que el señor Luis



Gerardo Romero  le cedió los derechos posesorios  lo que fue avalado por la ADITICA.



Sostiene que desde que adquirió el bien ha desarrollado  actividades  agrarias  como



levamiento de cercas, apartos así como cría y engorde de ganado porque la finca es de



repastos. Apunta que la accionante al momento de presentar la demanda solicitó una



medida cautelar con el fin de impedirle  el ejercicio  de la actividad  agraria  lo cual fue



denegado por el Despacho mediante resolución 04-2015 de las once horas del treinta y



uno de agosto del dos mil quince; considerando que no la ampara la apariencia de buen



derecho ni el peligro de demora.  Acusa  que hace unos veintidós días (momento de



solicitud de medidas) de mala fe la señora Rogelia ingresó al fundo en cuestión y la obligó



a sacar el ganado quedando así en un estado complicado debido a que no tiene donde



mantener los animales. Señala que la actora se instaló en un rancho junto con otro familiar.



Por su parte la actora indica que ella junto con sus hijos ingresaron de manera pacífica a



la totalidad del área en conflicto desde el mes de julio pasado; porque tanto el



codemandado Romero Calvo como la señora Sandi Morales habían abandonado el bien



desde el mes de abril anterior y dejaron de darle mantenimiento al terreno. Desde que se



tomó posesión se iniciaron  trabajos de limpieza,  reparación de cercas  y siembra  de



agricultura. Narra que desde esa fecha nunca llegó nadie a decirle que saliera; dándose



un hecho con un hermano de la solicitante quien disparó en varias ocasiones lo que se
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investiga en causa penal. Como bien se ha manifestado por este Juzgado anteriormente y



en lo que corresponde, las medidas  cautelares se basan sobre tres presupuestos: La



apariencia de buen derecho; peligro  de demora  y la residualidad.  El primero  de ellos



refiere al juicio de verosimilitud que puedan tener las pretensiones de quien acciona a



través de demanda o contrademanda para que sus pedimentos puedan ser amparados



por el ordenamiento jurídico; es decir que el reclamo de fondo sea -a través de una



valoración somera y lejana del adelanto de criterio- tutelable en sentencia a favor de quien



pide. El peligro de demora se basa en el efecto que la tardanza judicial pueda tener sobre



circunstancias materiales de lo que las partes han sometido a contienda; osea la



afectación que por la duración del proceso  pueda  resultar sobre los intereses de las



partes  reflejado  en los bienes  agrarios  generalmente. La residualidad  implica  que la



adopción de la medida que se solicita es la única que puede aminorar  los efectos



perjudiciales sin que exista una medida cautelar típica que pueda hacerlo en su lugar.



Al amparo de lo anterior es que estrictamente debe valorarse lo pretendido por la parte



reconventora solicitante de la medida cautelar de citas. Ciertamente a folio 47 y 48 existe



la resolución número 04-2015 de las once horas del treinta y uno de agosto del dos mil



quince donde se consideró ante un pedimento cautelar de la actora Rojas Ortíz, que ella



no gozaba de apariencia de buen derecho porque la ADI del lugar (territorio indígena de



Cabagra) reconocía como poseedora del terreno en conflicto a la señora Sandí Morales.



De la misma manera se consideró que no existía peligro de demora porque el ejercicio



posesorio no era de la accionante sino que la actividad que se apreció que existía era



desplegada por otra persona; pues la finca tiene una naturaleza de pastos, cercas, corral



y apartos  con presencia  de semovientes (reconocimiento judicial de esa época a folio



20).  Opera una situación particular y es que la actora ha irrespetado la desestimación de
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su pretensión cautelar porque confiesa de manera espontánea cuando replica la solicitud



de esta medida,  que ingresó al terreno "de manera pacífica" ante el supuesto abandono



de la señora Sandi Morales y el codemandado Romero Calvo de fundo en cuestión. Esta



circunstancia no puede ser avalada por el Juzgado porque como se ha venido advirtiendo



para los efectos de la tutela cautelar únicamente (sin que esto signifique  una postura



definitiva para lo sucesivo) quien tiene la apariencia de buen derecho es la señora Sandí



Morales porque a ella es a quien la ADI -administradora del territorio por ley- reconoce



como poseedora del bien y además; ella ostenta la condición de persona indígena que es



un hecho que no ha sido controvertido ni siquiera.  Por otro lado,  del reconocimiento



judicial realizado el día de la celebración del juicio verbal; cual se señaló igualmente para



sustentar esta solicitud,  se apreció que la actora está ejerciendo  actividades  que le



cambian la naturaleza al fundo pues se evidenció que se está aplicando  quemantes



químicos a áreas grandes de potrero ya hecho a las orillas de una quebrada; así como



que se están destinando áreas del mismo para la edificación de rancho con patio y piezas



sanitarias asi como siembros de yuca, piña y otros productos. La presencia de cerdos



sueltos también está contribuyendo a la destrucción del pasto existente en la finca. De



esta manera la tardanza judicial o el peligro  de demora  a quien afecta es a la parte



reconventora porque se ha interrumpido la actividad que se había constatado



anteriormente y encima se le está destruyendo la vocación de los pastos y apartos. No



existe por otro lado, otra medida cautelar como la solicitada  que permita detener lo



descrito por lo cual hay residualidad.  El hecho  que la actora haya sembrado  otros



productos y mantenido en cierto modo una actividad agraria no enerva los efectos de esta



medida cautelar porque los mismos son de mala fe y avalar esa situación podría constituir



un consentimiento del abuso del derecho.  Existen mecanismos para poder reclamar,de



EXP: 15-160030-1046-AG
Puntarenas, Buenos Aires, 400 metros norte del Banco Nacional Teléfonos: 2730 0382/ 2730 0387. Fax: 2730 5636. Correo



electrónico: bai-juzcivil@Poder-Judicial.go.cr











manera pacífica y legítima, sin acudir a las vías de hecho (como "aparentemente"



pareciera ocurrir en este caso), el ejercicio  de los derechos legítimos de posesión y



propiedad en los territorios indígenas. De no existir este tipo de tutelas provisionales (a



través de la medida  cautelar)  la administración de justicia estaría permitiendo que se



altere el orden y la paz social.  De manera que no solamente hay apariencia  de buen



derecho, sino también peligro en la demora, y atendiendo  a la ponderación de los



intereses en juego, resulta evidente que es necesario atender a la tutela de la actividad



productiva ganadera, y la producción agraria, de manera provisional, para evitar que se



produzcan daños de difícil o imposible reparación (artículo 242 del Código Procesal Civil



y 41 de la Constitución Política). Así las cosas se acoge la solicitud de medidas



cautelares que interpone Yorleny Sandí Morales y en consecuencia se ordena a Rogelia



Rojas Ortíz y su núcleo familair: a) Se le ordena que dentro del plazo de 24 horas proceda



a desalojar de manera inmediata el fundo en cuestión. Deberá derribar y retirar el rancho



construido con madera, plástico y zinc así como las piezas sanitarias existentes.



Asimismo deberá retirar los animales semovientes de su posesión que existan dentro del



fundo así como cerdos y otros animales domésticos. b) Se le previene a Rogelia Rojas



Ortíz abstenerse de ejecutar ingreso a la propiedad en litis así como a ejecutar actos por



sí o interpuesta persona que limiten el ejercicio posesorio de la señora Sandí Morales. c)



En caso de irrespetar lo ordenado se procederá con el desalojo a través de la autoridad



administrativa y se testimoniará piezas  por el delito de desobediencia  a la autoridad.



Notifíquese esta resolución de forma personal a la requerida.



POR TANTO



De conformidad con lo expuesto, se acoge  la solicitud de medidas cautelares que



interpone Yorleny Sandí Morales y en consecuencia se ordena a Rogelia Rojas Ortíz y su
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núcleo familair: a) Se le ordena que dentro del plazo de 24 horas proceda a desalojar de



manera inmediata el fundo en cuestión. Deberá derribar y retirar el rancho construido con



madera, plástico y zinc así como las piezas sanitarias existentes. Asimismo deberá retirar



los animales semovientes de su posesión que existan dentro del fundo así como cerdos y



otros animales domésticos. b) Se le previene a Rogelia Rojas Ortíz abstenerse  de



ejecutar ingreso  a la propiedad  en litis así como a ejecutar actos por sí o interpuesta



persona que limiten el ejercicio  posesorio  de la señora Sandí Morales. c) En caso de



irrespetar lo ordenado se procederá con el desalojo a través de la autoridad



administrativa y se testimoniará piezas  por el delito de desobediencia  a la autoridad.



Notifíquese esta resolución de forma personal a la requerida.  Lic. Jean Carlos Cespedes



Mora.- Juez(a).- JCESPEDESM



5V1QRB43OI7M61
JEAN CARLOS CESPEDES MORA - JUEZ/A COORDINADOR/A
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EXPEDIENTE: 19-000052-1555-AG - 2



PROCESO: INTERDICTO



ACTOR/A: AGROPECUARIA LA SILVA S. A.



DEMANDADO/A: ALICE VENEGAS  JIMENEZ



MEDIDA CAUTELAR NÚMERO 92-2019



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (Materia 



Agraria).- A las once horas y cinco minutos del cuatro de diciembre de dos mil 



diecinueve.-



Vista la gestión cautelar y; 



CONSIDERANDO



I. Solicitó la parte actora: "Con base en lo dispuesto por el articulo 92 siguientes 



y concordantes del Codigo Procesal Civil, aplicado supletoriamente a esta rama del 



Derecho Agrario. Solito como medida cautelar atipica que mientras no se resuelva en 



definitiva este asunto Se le restablezca la posesion de forma inmediata al titular de la 



propiedad, actor en el presente proceso, sobre la finca inscrita en el Registro Publico 



matricula 615334, del partido de San Jose. Así mismo se le ordene a los demandados 



José Cristóbal Rivera Fernández, cédula N° 1-0633-163, Leandro Rivera Jiménez, 



cédula N° 1-1659-0542, Evelyn Rivera Venegas, cédula N° 1-1443-0287, Jenny Rivera 



Venegas, cédula N° 1- 1387-0058, Silvia Yanory Rivera Jimenez, cédula N° 1-1517-



155, Jeilin María Rivera Venegas, cédula N° 1-1605-407, Karol Fabiola Rivera 



Venegas, cédula N° 1-1788-706, Harold Johany Rivera Venegas, cédula N° 1-1845-



220, Mariela de los Ángeles Rivera Venegas, cédula N° 1-1885-280, Anthony José 
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Rivera Venegas, cédula N° 1-1724-837, Alice Venegas Jiménez, cédula 1-830-795, 



suspender y abstenerse realizar construcciones dentro de la propiedad de mi 



representado, perturbar la posesión de la misma e ingresar de algún modo a la 



propiedad, no agredir, amenazar o intimidar al actor, sea en forma personal o por 



terceras personas, bajo apercibimiento que en caso contrario será juzgado por el delito 



de desobediencia a la autoridad."



II. Se señaló para la práctica de audiencia de medidas cautelares y se realizó 



reconocimiento judicial.



III. En síntesis, la empresa Agropecuaria la Silva  Sociedad Anónima interpone 



proceso sumario de amparo de posesión basada en que es titular registral  y poseedora 



desde el año dos mil once de la finca inscrita en matrícula 615334-000 que se ubica en 



el distrito Pejibaye, cantón Pérez Zeledón de la provincia de San José. Arguye que el 



grupo de demandados que se encontraban invadiendo otra propiedad colindante 



mantuvieron problemas entre sí y se trasladaron a la propiedad objeto de litigio 



aprovechando que no se mantenían reses mediante las vías de hecho y sin 



autorización alguna construyeron ranchos en la colindancia sur con calle pública; 



aparte de realizar daños como quema de pastos y corta para construir modificando 



severamente la actividad que se desarrolla en la finca. Por su lado, los demandados 



José Cristóbal Rivera Fernández, Leandro Rivera Jiménez, Evelyn Rivera Venegas, 



Jenny Rivera Venegas, María Rivera Venegas y Anthony Rivera Venegas han 



contestado la acción en su contra argumentan que no es posible que la actora sea 



dueña legítima porque no adquirió antes del decreto ejecutivo 29447-G del veintiuno de 



marzo del dos mil uno que creó el territorio indígena de China Kichá por lo cual la parte 
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actora no tiene derecho a ejercer posesión alguna. Sostienen que desde hace tiempo 



atrás tienen control de la finca porque se reconoce que son parte de otro proceso 



paralelo de recuperación y eso data de mayo del 2019 y luego tomaron la decisión de 



instalarse en esa sección de la finca porque el territorio es uno solo sin distinción de 



quien alegue derechos. Dicen que en ese tanto ejercen posesión y se decican a 



actividades agropecuarias y establecieron algunas estructuras habitacionales. Piden 



que se declare sin lugar la medida cautelar. Del reconocimiento judicial realizado con 



participación de las partes se ha demostrado que el área en litigio es una finca con 



vocación ganadera. De los distintos videos donde consta la diligencia se ha verificado 



que el área está dividida en apartos con cercas de alambres de púas y postería viva y 



muerta para el pastoreo de animales vacunos. Adicionalmente hay repastos y 



saladeros a lo interno de la finca que revelan la actividad ahí realizada. También se ha 



demostrado que existe un grupo de personas -demandadas- que han levantado 



edificaciones tipo ranchos de madera, palma y plástico con distintas piezas sanitarias y 



áreas de patio. Se acredita, según los hallazgos avistados que se han aplicado 



quemantes químicos y aplicación de fuego para abrir espacios e ir cultivado productos 



de temporada (maiz, yuca, frijolillo etc) en algunas áreas que aparentan eran utilizadas 



como potreros. La discusión de fondo se plantea respecto a una acción de amparo de 



posesión porque la actora se considera dueña registral y poseedora agraria de la 



propiedad. Los demandados dicen que el terreno es parte del territorio indígena 



cabécar de China Kichá. En lo que respecta a la apariencia de buen derecho, se tiene 



que la empresa accionante según los documentos que aporta es titular registral de la 



finca y adicionalmente era quien tenía el ejercicio de la posesión a través de las 
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actividades de crianza y engorde de ganado según se colige de lo inspeccionado. 



Groso modo podría encontrar tutela en esas condiciones por el ordenamiento judírico, 



pero también debe valorarse el elemento de pertenencia o no al territorio indígena. Por 



otro lado, se observa que hay un cambio drástico en la naturaleza de la finca. Se han 



revertido los pastos por áreas de cultivo y construcción de ranchos. Sin embargo la 



pretensión cautelar solicitada en primera instancia tiene los mismos efectos que una 



sentencia estimatoria, que es la restitución de la posesión -efecto de la acción de 



amparo- y en esos términos no puede anticiparse a ese pronunciamiento. Las medidas 



cautelares no pueden bajo contexto alguno resolver el fondo del asunto y por eso es 



que debe ser desestimada la pretensión de la actora de restitución cautelar. Existe 



también un planteamiento de prohibición de innovación a través de la petición de que 



no se innove o modifique la naturaleza con más edificaciones. Ciertamente se ha 



acreditado la naturaleza de la finca. Ya existen areas de cultivo y presencia de 



unidades habitacionales y de trabajaderos en distintas secciones. Esto atenta contra 



esa naturaleza agraria y aunado a la apariencia de buen derecho ya analizada existe 



peligro de demora porque con la tardanza pueden generarse graves daños. Así que 



debe acogerse la medida subsidiaria y en ese tanto se le previene a José Cristóbal 



Rivera Fernández, cédula N° 1-0633-163, Leandro Rivera Jiménez, cédula N° 1-1659-



0542, Evelyn Rivera Venegas, cédula N° 1-1443-0287, Jenny Rivera Venegas, cédula 



N° 1- 1387-0058, Silvia Yanory Rivera Jimenez, cédula N° 1-1517-155, Jeilin María 



Rivera Venegas, cédula N° 1-1605-407, Karol Fabiola Rivera Venegas, cédula N° 1-



1788-706, Harold Johany Rivera Venegas, cédula N° 1-1845-220, Mariela de los 



Ángeles Rivera Venegas, cédula N° 1-1885-280, Anthony José Rivera Venegas, cédula 
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N° 1-1724-837, Alice Venegas Jiménez, cédula 1-830-795 abstenerse de realizar más 



construcciones o eliminar más áreas de repastos, movimientos de cercas o volteo de 



charrales para siembra de las ya existentes y que se acreditaron mediante el 



reconocimiento judicial. En caso de desacato se procederá con una medida cautelar 



más gravosa previa comprobación sin perjuicio de consecuencias penales por esa 



misma situación. Por ello se ordena notificar personalmente a los aquí obligados. 



POR TANTO



De conformidad con lo expuesto, se declara sin lugar la medida cautelar 



solicitada de restitución posesoria. Con relación a la pretensión subsidiaria cautelar se 



le previene a José Cristóbal Rivera Fernández, cédula N° 1-0633-163, Leandro Rivera 



Jiménez, cédula N° 1-1659-0542, Evelyn Rivera Venegas, cédula N° 1-1443-0287, 



Jenny Rivera Venegas, cédula N° 1- 1387-0058, Silvia Yanory Rivera Jimenez, cédula 



N° 1-1517-155, Jeilin María Rivera Venegas, cédula N° 1-1605-407, Karol Fabiola 



Rivera Venegas, cédula N° 1-1788-706, Harold Johany Rivera Venegas, cédula N° 1-



1845-220, Mariela de los Ángeles Rivera Venegas, cédula N° 1-1885-280, Anthony 



José Rivera Venegas, cédula N° 1-1724-837, Alice Venegas Jiménez, cédula 1-830-



795 abstenerse de realizar más construcciones o eliminar más áreas de repastos, 



movimientos de cercas o volteo de charrales para siembra de las ya existentes y que 



se acreditaron mediante el reconocimiento judicial. En caso de desacato se procederá 



con una medida cautelar más gravosa previa comprobación sin perjuicio de 



consecuencias penales por esa misma situación. Por ello se ordena notificar 



personalmente a los aquí obligados.  Continúese. Lic. Jean Carlos Cespedes Mora.- 



Juez.
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TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO



EXPEDIENTE: 20-002096-1027-CA
MEDIDA CAUTELAR INTRAPROCESAL
ACTOR: INVERSIONES NAVA N&V, S.A Y OTROS
DEMANDADO: INSTITUTO DE DESARROLLO RURAL Y COMISIÓN DE 
ASUNTOS INDÍGENAS



Resolución N.  1088-2020



TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y CIVIL DE HACIENDA. 
Segundo Circuito Judicial de San José. Goicoechea, a las diez horas cincuenta 
y cinco minutos del veinticinco de junio de dos mil veinte. 



RESULTANDO



1. Mediante escrito visible de página 155 a página 177 del expediente electrónico 



la parte actora solicita medida cautelar consistente en: 



a) Se le ordene al INDER y a la CONAI para que, en coordinación y con el auxilio de la fuerza pública 
si es
necesario, tomen las acciones pertinentes y necesarias para evitar cualquier invasión, usurpación, 
despojo
o, en general, perturbación en los terrenos de los co-actores propietarios de parte de los grupos o 
personas
indígenas, hasta tanto no se proceda con los trámites expropiatorios, se les indemnice de manera 
justa e
integral sus terrenos y se coordine una entrega pacífica y por las vías legales de las tierras.
b) En caso de despojo o perturbación por parte de los supuestos derechos de los indígenas, se 
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proceda a la
restitución inmediata.
c) Mientras el Inder y el Conai no realicen en forma la expropiación y el pago de ella, no podrán 
tomar ningún
acción o medida contra los actuales y legítimos propietarios y poseedores de los inmuebles objeto 
de
controversia.



2.- Que mediante auto de las quince horas  treinta y dos minutos del once de 



mayo de dos mil veinte se confiere traslado de la medida solicitada a la 



demandada .   



3.- Mediante escrito visible de pág 32 a 37  se contestó la audiencia conferida 



sobre la medida cautelar por parte de El INDER.



4.- Mediante escrito visible de pág 18 a 21  se contestó la audiencia conferida 



sobre la medida cautelar por parte de la CONAI.



5.- En los procedimientos se han seguido las prescripciones de rigor y no se 



observan omisiones ni causales de nulidad. 



CONSIDERANDO



I.-  DE LA JUSTICIA CAUTELAR: Las medidas cautelares como Instituto 
procesal encuentran su fundamento en la propia Constitución Política y los 
Tratados Internacionales. El artículo 41 de la Constitución Política, señala al 
respecto lo siguiente:"ARTÍCULO 41.- Ocurriendo a las leyes, todos han de 
encontrar reparación para las injurias o daños que hayan recibido en su persona, 
propiedad o intereses morales. Debe hacérseles justicia pronta, cumplida, sin 
denegación y en estricta conformidad con las leyes".   Por su parte la Declaración 
Universal de Derechos humanos, hace una referencia a la necesidad de que los Firmado digital de:
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recursos jurisdiccionales deben guardar necesaria efectividad para el amparo de 
los derechos constitucionales y legales, en tanto dispuso: "Artículo 8.- Toda 
persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales 
competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales 
reconocidos por la constitución o por la ley".  Resulta de relevancia indicar que la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos dispone, de manera general: 
"Garantías Judiciales: 1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas 
garantías, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, 
establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación 
penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y 
obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter." 
Complementario con estas disposiciones, es el principio general de Derecho 
Procesal elaborado por Chiovenda y desarrollado por Calamandrei que indica que 
"la necesidad de servirse del proceso para obtener la razón no debe convertirse en 
daño para quien probablemente tenga la razón". Estas apreciaciones se entrelazan 
con la seguridad jurídica que debe conferir todo ordenamiento jurídico a quienes 
recurren a los órganos jurisdiccionales a hacer valer sus derechos. Es entonces 
dentro de este marco general  que la medida cautelar es una decisión provisional 
adoptada con el fin de evitar un  daño grave e irreversible para el recurrente.  
Hechas las anteriores consideraciones, proceden entrar a detallar, tanto los 
presupuestos como las características de las medidas cautelares en el Código 
Procesal Contencioso Administrativo, aplicable a la materia.
II.- Sobre la apariencia de buen derecho: II.I- Consideraciones 
generales: Para efectos de la  solicitud de medida cautelar, como primera 
condición para valorar si procede su otorgamiento, encontramos el denominado 
fummmus boni iuris. En este sentido, el artículo 21 del Código Procesal 
Contencioso Administrativo establece al respecto, lo siguiente:



"La medida cautelar será procedente cuando la ejecución o permanencia de la 
conducta sometida a proceso, produzca graves daños o perjuicios, actuales o 
potenciales, de la situación aducida, y siempre que la pretensión no sea temeraria 
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o, en forma palmaria, carente de seriedad".  (El destacado es nuestro para efectos 
del presente análisis)



De conformidad con lo anterior, se evidencia que la seriedad en la demanda es 
una condición sine qua non para el otorgamiento de la medida cautelar. Dicha 
seriedad entraña una valoración, que si bien no significa realizar el juicio de fondo 
propio del Tribunal de Juicio, sí implica la determinación de una apariencia 
preliminar de existencia de fundamentación de la demanda. Con lo anterior, se 
descartaría la posibilidad de otorgar una medida cautelar, en situaciones de 
demandadas evidente y manifiestamente temerarias, carentes de toda 
fundamentación,  en donde se evidencie un fummus mali iuris. Es entonces claro 
que la apariencia de buen derecho, no significa exigir certeza de buen derecho 
desde el inicio del proceso de conocimiento, en tanto que lo que se requerirá es un 
juicio de probabilidad en donde se determine que de manera razonable la parte 
está ejerciendo su derecho de acceso a la justicia, -tutelado en el artículo 41 de la 
Constitución Política- sin una perversión del mismo, haciéndolo instrumento para 
dilatar, lesionar o entorpecer el actuar administrativo sin fundamento alguno. La 
comprobación que deberá realizar el Juez Tramitador en la presente medida 
cautelar para efectos de determinar la apariencia de buen derecho, deberá 
centrarse en determinar que la demanda no posee el carácter infundado o 
temerario a que hemos hecho referencia, sin caer en valoraciones con respecto a 
los argumentos de fondo, propias del Tribunal de Juicio. En casos como el objeto 
de esta medida cautelar - actuaciones administrativas -  se hará un juicio de 
probabilidad o verosimilitud de la demanda,  por lo que no se realiza  el llamado 
juicio de verdad, realizado por el Tribunal con base en las pruebas atraídas a la 
audiencia oral y pública o al proceso. Con base en lo anterior, se procederá a 
determinar la existencia de una apariencia de buen derecho en el caso concreto de 
análisis. 



II.II.- Sobre el análisis del caso concreto con relación al presupuesto de Firmado digital de:
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la apariencia de buen derecho: Para fundamentar su derecho la parte 



gestionante señala en síntesis:  1. Que los actores son propietarios de buena fe de 



terrenos que después de inscritos se afectaron a una reserva indígena, sin que 



dicha condición se anotara hasta el año 2019.  2. Que las demandadas tienen más 



de 42 años de incumplir con sus obligaciones administrativas y legales (detalladas 



en el  escrito de demanda).     Por su parte el INDER señala en síntesis:  Que no 



puede existir invasión ni despojo por los mismos indígenas pues son tierras que les 



pertenecen. Que no corresponde a las instituciones demandadas realizar desalojos 



y menos a los mismos indígenas y realiza una serie de manifestaciones 



relacionadas con la paz social que se ha implementado en dichos territorios. Por su 



parte la CONAI señala en síntesis que no existe apariencia de buen derecho puesto 



que las instituciones codemandadas han cumplido con lo que ordena la normativa 



para la protección de pueblos indígenas.    En  grado de probabilidad,  estima esta 



Juzgadora que le asiste a la parte promovente una apariencia de buen derecho, en 



el tanto son revisables en esta vía las actuaciones que por ordenamiento legal 



deben cumplir las codemandadas, o si existen omisiones que deban revisarse;   y 



en el caso particular, para analizar este presupuesto, no es que se pase por alto un 



derecho indígena o sus poblaciones;  sino que las normas internas como las 



internacionales no señalan que para cumplir con una satisfacción legal para dichos 



pueblos debe indubitablemente ceder un  derecho otro ciudadano;  y es que 



claramente lo que debe entenderse de los Convenios  Internacionales y legislación 



indígena interna referido a la protección de dichos pueblos, es en el tanto de la Firmado digital de:
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vulnerabilidad de sus miembros;  ya que la misma no les permitiría por sí solos 



enfrentarse a defender sus derechos;  y El Estado y sus instituciones deben 



propiciar la defensa de los mismos, pero ello no implica que otro derecho 



fundamental sea bajado de categoría por esta situación,  y es que este Poder de la 



República también vela por el cumplimiento de esas normas,  en un rango de 



igualdad de derechos, y que caracteriza un Estado de Derecho como el nuestro;  



que  es precisamente determinar si existe o no un derecho que no está siendo 



protegido,  y es esa circunstancia la que permite que en el proceso de fondo se 



pueda  verificar si lleva razón quien gestiona;  porque si siempre tuviese la razón 



dicha población,  sería ridículo y hasta irrisorio  la interposición de un proceso 



como el que en este caso se interpone.  Es competencia de esta sede el garantizar 



la legalidad de la conducta administrativa y el restablecer  una situación jurídica, 



sea por acción u omisión al ordenamiento jurídico por parte de las 



administraciones públicas y en este caso debe analizarse como se dijo, si procede 



o no indemnización a favor de las actoras, o si por el contrario,  están usurpando 



un terreno indígena;   pero ello solo se podrá esclarecer dentro del proceso 



principal y la prueba que en aquel se requiera evacuar.     Es aquí donde es 



importante tener claro que se tiene un derecho fundamental contrapuesto con el 



mismo derecho fundamental entre varios sujetos de derecho, sea el derecho de 



propiedad, protegido en nuestra Constitución Política. No se debe confundir que 



por pertenecer a una población vulnerable se le debe otorgar sin un previo análisis 



jurídico un derecho.  No se cuestiona que las instituciones demandadas realicen lo Firmado digital de:
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que les corresponde por derecho realizar, en aras de proteger esa poblaciones;  



sino que  en razón de esa protección supuestamente no se cumple con otra 



normativa que protege de igual manera a la otra parte de la relación jurídica.  En 



otro orden de ideas se debe tener claro que el objeto del proceso es la 



realización de un proceso expropiatorio por parte de 2 instituciones 



públicas y el eventual pago de una indemnización en consecuencia, en 



donde es superflua la participación de otro sujeto público o privado 



aparte de los ya involucrados.  En razón de todo lo expuesto es que debe 



otorgarse el presupuesto bajo examen.  Todo lo anterior, sin prejuzgar el fondo de 



los argumentos y de manera de juicio de probabilidad. II.III.- Conclusión: Esta 



Juzgadora  advierte la apariencia de buen derecho en la medida. 



III.- De la existencia  del peligro de un daño grave en la mora: Para el 



análisis de la aplicación de este presupuesto al caso concreto, estima esta 



Juzgadora necesario realizar algunas consideraciones sobre el denominado peligro 



en la demora. III.I.- Consideraciones generales:  Para efectos de la presente  



solicitud de medida cautelar, como segunda condición para valorar si procede su 



otorgamiento, encontramos el denominado periculum in mora. En este sentido, el 



artículo 21 del Código Procesal Contencioso Administrativo establece al respecto, lo 



siguiente:



"La medida cautelar será procedente cuando la ejecución o permanencia de la 
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conducta sometida a proceso, produzca graves daños o perjuicios, actuales 



o potenciales, de la situación aducida, y siempre que la pretensión no sea 



temeraria o, en forma palmaria, carente de seriedad".  (El destacado es nuestro 



para efectos del presente análisis)



De la norma indicada se evidencia con gran claridad el profundo avance que con 



respecto a este presupuesto presenta el Código Procesal Contencioso 



Administrativo para con la antigua Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso 



Administrativa. Lo anterior, en tanto que ésta última lo que exigía era un daño o 



perjuicio de reparación imposible o difícil, criterio mucho más restrictivo que el 



actual daño o perjuicio grave del CPCA y en donde se admite de manera expresa la 



posibilidad de daños  potenciales.  Calamandrei define dicho presupuesto de la 



siguiente manera:



 “el periculum in mora que está en la base de las medidas cautelares no es el 



genérico peligro de daño jurídico, el cual se puede en ciertos casos obviar con la 



tutela ordinaria, sino específicamente el peligro de aquél ulterior daño marginal 



que podría derivarse del retraso, consecuencia inevitable de la lentitud del proceso 



ordinario, de la resolución definitiva” Calamandrei citado por VECINA CIFUENTES, 



Javier. Las medidas cautelares en los procesos ante el Tribunal Constitucional. 



Madrid, Editorial Colex, 1993.



El denominado periculum in mora se ha entendido como el temor razonable y 
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objetivamente fundado de la parte actora  - lo que implica demostración, no mera 



alegación, distintivo del anterior presupuesto-, de que una concreta y determinada 



situación jurídica sustancial aducida por la parte promovente de la medida cautelar 



pueda ser dañada o perjudicada de forma grave  durante el transcurso del tiempo 



necesario para dictar la sentencia principal, y dado el tiempo que normalmente 



puede tardar un proceso de conocimiento en todas sus etapas. Es entonces que 



este presupuesto parte de dos elementos- condición para su existencia, a saber, el 



daño actual o potencial inminente y la demora misma del proceso. El peligro de la 



mora parte de los mismos fundamentos que dan origen a la justicia cautelar, en 



tanto que busca proteger el resultado de una eventual sentencia de fondo y evitar 



que la misma se torne nugatoria por el mero transcurso del tiempo transcurrido 



durante el proceso. Dado lo anterior, no procedería una medida cautelar en donde 



no se evidencia la posibilidad de un daño grave, sea cuando pueda mediar otro 



tipo de daños de menor gravedad, desde el punto de vista cualitativo y 



cuantitativo,  o cuando se invoca mas no se demuestra al menos con indicios o se 



desprende de los elementos de convicción, para efectos de la tutela cautelar, los 



daños graves alegados. Es por esta razón que se ha estimado al peligro en la 



demora como el presupuesto o pilar fundamental sobre el cual se asienta la 



medida cautelar que el Juez adopte.    En razón de lo anterior, es que para el 



otorgamiento de la medida cautelar se requerirá la presencia de una probabilidad 



razonable y objetivamente fundada de existencia de una afectación grave a la 



parte promovente con motivo de la dilación del proceso de conocimiento y hasta la Firmado digital de:
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firmeza de la resolución final. Acorde con lo dicho, se puede considerar que en el 



caso del peligro en la mora se requiere al menos la acreditación de un grado de 



certeza razonable de la existencia de las condiciones de hecho consistentes en la 



amenaza que el invocante de la medida cautelar estima como daño grave. Esa 



certeza, entonces puede devenir, ya sea de prueba o de indicios que evidencien de 



manera razonable u objetiva la existencia de un daño o de las circunstancias 



mismas en que se da el daño alegado, en que este se puede presentar como una 



consecuencia evidente de la conducta administrativa. Con base en lo anterior, se 



procederá a determinar la existencia del peligro en la demora  en el caso concreto 



de análisis.



III.II.- Sobre el análisis del caso concreto con relación al presupuesto 



del peligro en la demora:     Ahora bien, en el presente caso se evidencia la 



existencia de demostración de un daño  grave con motivo de la no adopción de la 



medida cautelar  o la dilación en un  proceso de conocimiento;  ya que 



precisamente en él se demostrará lo dicho por esta juzgadora en el apartado de la 



apariencia de buen derecho;  porque el permitir que se retiren de las 



propiedades los supuestos propietarios de buena fe sin el pago eventual 



de una indemnización por corresponder jurídicamente, acarrea 



indudablemente un daño irreparable;  de igual manera no se está 



poniendo en discusión a quien pertenecen las tierras;  pero sí es 



jurídicamente imposible no atender lo que señalen las mismas normas 



indígenas en cuanto a las acciones a seguir por parte de las instituciones 
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públicas involucradas, cuando los terrenos sean ocupados por personas 



no indígenas,  y es un presupuesto a demostrar en esta sede judicial,  y 



al existir prueba que las propiedades están a nombre de las actoras se 



desprende su buena fe y en consecuencia debe atenderse su solicitud en 



una summaria cognitio.  Debe demostrarse el daño y su gravedad para poder 



acreditarse el presupuesto de peligro en la demora,  y en este caso se demuestra 



el mismo como se indicó.   Asimismo y como parte de la paz social que señalan las 



codemandadas deben de igual manera dichas instituciones propiciarla  en la zona 



en conflicto, entablando acercamientos pacíficos y enterando a todos los 



involucrados de lo que se lleva a cabo en esta vía judicial y el objeto de dicho 



proceso, que está muy lejos de no existir una anuencia de entregar terrenos a 



quien eventualmente correspondan, pero con la protección legal a aquellos que 



también las posean de acuerdo a lo establecido en las propias  normas indígenas. 



III.III.- Conclusión: Esta Juzgadora advierte la existencia de un peligro en la 



demora en un proceso de conocimiento;  sea tanto por un derecho fundamental 



que se debe proteger ( derecho de propiedad) como la integridad física de todos 



los intervinientes. 



IV.- De la ponderación de intereses en juego:  En el caso concreto, por los 



motivos que se verán, se analiza la ponderación de intereses en juego. IV.I.- 



Sobre la naturaleza y condiciones de este presupuesto:  Para efectos de la 



presente  solicitud de medida cautelar, como  condición para valorar si procede su 



otorgamiento, encontramos la denominada ponderación de intereses en juego. En 
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este sentido, el artículo 22 del Código Procesal Contencioso Administrativo 



establece al respecto, lo siguiente: "Para otorgar o denegar alguna medida 



cautelar, el tribunal o el juez respectivo deberá considerar, especialmente, el 



principio de proporcionalidad, ponderando la eventual lesión al interés 



público, los daños y los perjuicios provocados con la medida a terceros, 



así como los caracteres de instrumentalidad y provisionalidad, de modo que no se 



afecte la gestión sustantiva de la entidad, ni se afecte en forma grave la situación 



jurídica de terceros. También deberá tomar en cuenta las posibilidades y 



previsiones financieras que la Administración Pública deberá efectuar 



para la ejecución de la medida cautelar." (El destacado es nuestro para 



efectos del presente análisis) Con respecto a este presupuesto, es menester hacer 



referencia a lo señalado en esta materia por el maestro Eduardo Ortiz Ortiz, en 



tanto indicó: "El interés público de la administración y la eventualidad de daños 



graves al mismo son materia de obligada consideración para decidir sobre la 



petición de suspensión del acto impugnado y para rechazarla si, otorgarla, 



lesionaría severamente un fin o interés público de importante rango. De este 



modo, cabe concluir en que no basta la procedencia de la demanda cautelar de 



suspensión que el particular invoque y pruebe daños graves o de difícil reparación 



por obra o con motivo de la ejecución del acto impugnado, sino que es necesario 



que así resulte ser después de haberlos comparado con los que produciría al 



interés público la suspensión de esa misma ejecución, dados los hechos del caso y 



el rango de los bienes jurídicos en conflicto.” Ortíz Ortiz, Eduardo, Justicia Firmado digital de:
CINDY CHAVARRIA HERNANDEZ, JUEZ/A TRAMITADOR/A











 



 



Administrativa Costarricense, (Cuatro Estudios), San José, Litografía e Imprenta 



LIL, 1990, pág. 370. El análisis de la bilateralidad del peligro en la mora, también 



resultará fundamental para determinar la procedencia de una medida cautelar, 



debiendo  valorarse comparativamente el interés del peticionante  con el interés 



público y el de terceros. En este supuesto, el análisis realizado debe concluir  que  



la medida  se puede denegar cuando el perjuicio sufrido por la colectividad o 



terceros es cualitativa y cuantitativamente superior al experimentado por el 



solicitante sin su otorgamiento. Con base en lo anterior, esta Juzgadora parte de la 



necesaria ponderación de la proporcionalidad y razonabilidad de la medida, y la 



valoración de estas consideraciones en el análisis de los intereses en juego dentro 



del proceso de conocimiento.  Con respecto a terceros, procede hacer referencia a 



que se debe partir de lo que se ha llamado como la  interdicción de órdenes lesivas 



a los intereses de terceros ajenos al proceso, como una limitación intrínsica de la 



medida cautelar.  Estas consideraciones son reafirmadas en la doctrina española, 



en tanto indica expresamente: "La necesidad de no perjudicar intereses de 



terceros, al decidir con carácter provisional, medidas cautelares es un principio 



bien conocido. Aquí esos posibles derechos de terceros pueden ser eventualmente 



los de toda la colectividad...."  García de Enterría Eduardo. La Batalla Por las 



Medidas Cautelares. Editorial Thompson Civitas, 2004. Con respecto al interés 



público, debe tomarse en consideración que éste por si mismo no es suficiente 



para denegar la medida cautelar, será la afectación al interés público cualitativa  y 



cuantitativamente superior con relación al peticionante de la medida cautelar, el Firmado digital de:
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que podrá incidir en una negatoria de la misma.  Es entonces ese calificado 



perjuicio al interés general o de tercero, el que deberá evidenciarce de la conducta 



administrativa objeto de  la medida cautelar pedida, debiendo quedar claro que 



sólo si la afectación al mismo resulta más gravosa que aquella, procedería denegar 



la justicia cautelar. Con base en los anterior, se procederá a analizar los intereses 



en juego en la presente medida cautelar. 



IV.II.- Sobre el análisis del caso concreto con relación a la ponderación 



de intereses: Con respecto a este presupuesto, al acreditarse tanto la apariencia 



de buen derecho como el peligro en la demora debe tenerse por establecida una 



afectación a un interés particular en consecuencia. Lo contrario conllevaría a 



menoscabar un derecho también protegido a la parte accionante  por norma legal 



y constitucional para hacer valer  sus derechos ante los Tribunales de Justicia 



cuando los considere lesionados,   tendientes en criterio, a satisfacer un interés y 



fin públicos;  sean en este caso un derecho fundamental ( derecho de propiedad) 



como una obligación institucional de velar por: la protección de los pueblos 



indígenas, sí, pero en estricto apego a las normas que nunca dejaron de lado los 



derechos de otros sujetos de derecho.       Todo lo anterior a manera de juicio de 



probabilidad. IV.III.- Conclusión:  Se advierte una afectación de mayor 



gravedad al interés particular que repercute a su vez en un  interés público por lo 



expuesto.



V.- Dadas las consideraciones hechas y respecto de la existencia de  los 
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presupuestos  básicos establecidos para la aceptación de la medida cautelar 



solicitada, procede disponer su ADMISIBILIDAD.-  



POR TANTO



Se ADMITE la medida cautelar solicitada por INVERSIONES AGRÍCOLAS NAVA 



N&V, S.A y OTROS contra EL INSTITUTO DE DESARROLLO RURAL (INDER) 



Y LA COMISIÓN DE ASUNTOS INDÍGENAS (CONAI) cuya forma de 



implementación se extrae en el punto III.II del análisis del presupuesto del peligro 



en la demora. NOTIFÍQUESE.- Licda. Cindy Chavarría Hernández.-Jueza.
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FISCALÍA ADJUNTA DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN) 
I Circuito Judicial de la Zona Sur, Edificio Tribunales, Segundo Piso, 150 metros sureste de 



McDonalds, sobre Carretera Interamericana 
 



Tel: 2785-0363, 0364, 0353, 0441 y 0442. Fax: 2785-0369.   
Correo electrónico: pze-fazs@poder-judicial.go.cr 



13 de agosto del año 2020 



San Isidro, Pérez Zeledón 



Oficio 74-FAPZ-JEFATURA-2020 



Señora 



Dra. Damaris Vargas Vásquez 



Magistrada de la Sala Primera 



Coordinadora de la Subcomisión de Asuntos Indígenas 



Corte Suprema de Justicia 



 



Estimada señora: 



Me permito poner en conocimiento de su autoridad, con el fin de buscar una 



solución al problema que se está presentando, en torno al abordaje judicial de los casos, 



en los figuran como parte personas indígenas de los territorios ubicados en los cantones 



de Buenos Aires y Pérez Zeledón, consideraciones que de seguido procedo a exponer: 



 



a.- Como es de su conocimiento a Costa Rica la Comisión Interamericana de 



Derechos Humanos, le ha impuesto una medida cautelar como Estado, tendiente a 



garantizar la efectiva recuperación de tierras a las personas indígenas, tierras que 



ostentan personas no indígenas en los territorios del Cantón de Buenos Aires. 



b.- Producto de lo anterior la Fiscalía General de la República, ha dictado política 



de persecución penal, para proteger a las personas indígenas y permitirle acceder a este 



derecho humano y garantizar su efectiva recuperación. 



c.- En consonancia con lo anterior las Fiscalías de Buenos Aires y Pérez Zeledón, 



adscritas a la Fiscalía Adjunta del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, han iniciado, 



tramitado y acusado casos en los que se acusa a personas no indígenas por usurpación 



y otros delitos derivados. 











  
 



FISCALÍA ADJUNTA DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN) 
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McDonalds, sobre Carretera Interamericana 
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d.- Es decir el sistema penal ha dado seguimiento efectivo, para dar 



cumplimiento a las medidas cautelares internacionales, que como Estado nos han sido 



impuestas en este tema. 



e.- Sin embargo, se están presentando una serie de distorsiones, entre lo que se 



ha venido resolviendo en el sistema penal, con las jurisdicciones Contenciosa 



Administrativa y la Agraria, donde las resoluciones se contraponen de manera directa 



con lo dispuesto en la jurisdicción penal y consecuentemente con los objetivos de las 



medidas cautelares internacionales. 



f.- A tales efectos para su consideración y análisis, se adjuntan al presente 



correo, ejemplos de resoluciones dictadas por Jueces de lo Contencioso Administrativos 



y Agrarios, quienes están ordenando al Ministerio de Seguridad Pública, dar efectivo 



cumplimientos a las ordenes dispuestas en sus resoluciones. 



g.- La preocupación del suscrito es por el tema país, y por el tema del Poder 



Judicial, que ante el problema de recuperación de tierras por personas indígenas, le 



están en sus diferentes jurisdicciones solución distinta y lo más grave en lo que interesa 



en el caso de las Jurisdicciones de lo Contencioso Administrativo y Agrario tutelando 



los intereses de personas no indígenas, en detrimento de los derechos reconocidos por 



la autoridades internacionales a las personas indígenas que constituye población 



vulnerable.  Todo lo anterior no permite cumplir con lolas demandas, que el Estado 



Costarricense se comprometió a tutelar al imponerse las medidas cautelares 



internacionales anteriormente citadas. 



 



Por todo lo anterior rogaría que el tema sea conocido de ser posible ante Corte 



Plena, con el fin de buscar una solución o soluciones adecuadas, ante el conflicto que se 



plantea, respetando en todo momento el principio de independencia que cobija a 



nuestros jueces. 



 



Sin otro particular se suscribe, 











  
 



FISCALÍA ADJUNTA DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN) 
I Circuito Judicial de la Zona Sur, Edificio Tribunales, Segundo Piso, 150 metros sureste de 



McDonalds, sobre Carretera Interamericana 
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Edgar Francisco Ramírez Villalobos 



Fiscal Adjunto del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur 



Sedes Pérez Zeledón, Buenos Aires y Osa 
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			EDGAR FRANCISCO RAMIREZ VILLALOBOS (FIRMA)
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Av PODER 
JUDICIAL  


Comisión de la Jurisdicción Penal 
Sala de Casación Penal 


Corte Suprema delustide 


San José, 22 de setiembre de 2020 


CJP190-2020 


Señora: 
Damaris Vargas Vásquez 
Magistrada 
Coordinadora 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Estimada señora: 


Reciba un cordial saludo. Mediante correo electrónico recibido en la Comisión de la 


Jurisdicción Penal el día 13 de agosto de 2020, se nos informa sobre la respuesta que su 


persona remite al señor Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto del Primer Circuito 


Judicial de la Zona Sur, en respuesta a la nota enviada por él bajo el oficio No. 74-FAPZ-


JEFATURA-2020, en dicha misiva, el funcionario expone una serie de preocupaciones 


relacionadas con las disposiciones adoptadas en las jurisdicciones contenciosa 


administrativa y agraria, que se contraponen, en su criterio, con lo resuelto en la vía penal y 


que estima, afectan los objetivos de las medidas impuestas al Estado costarricense por 


órganos internacionales en materia de protección a la población indígena 


Al respecto, debe tenerse presente que lo indicado por el señor fiscal se relaciona 


con actuaciones jurisdiccionales en las que, por el principio de independencia judicial, esta 


Comisión no puede intervenir, además de que se vinculan con otras materias que no es la 


penal. 


Por otro lado, el gestionante acude a la Sub Comisión de Acceso a la Justicia para 


poblaciones indígenas en razón de que considera que la situación planteada afecta de 


manera directa los derechos de este grupo en condición de vulnerabilidad, por cuanto debe 
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recordarse que dicha sub comisión fue creada con el objetivo de promover el respeto de los 


derechos humanos de los Pueblos Indígenas, por lo que la petición del gestionante consiste 


también en que la Sub Comisión a su cargo plantee la preocupación ante la Corte Plena del 


Poder Judicial para valorar el tema en el ese órgano plenario. 


Atentamente, 


Ma istrada Patricia Solano Castro 


Presidenta e la Comisión de la Jurisdicción Penal 
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San José, 22 de septiembre de 2020

1857-DTI-2020





Máster Melissa Benavides Víquez

Coordinadora

Unidad de Acceso a la Justicia



Estimada señora:



En atención al oficio CACC-429-2020, en el que se remite el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas celebrada el pasado viernes 04 de septiembre, artículo X, el cual en su punto N°2 literalmente indica:



2° En seguimiento de la Circular 188-19 de Corte Plena, solicitar al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación y a la Dirección de Tecnología de la Información mejorar los indicadores vinculados con la población indígena, concretamente, cambiar las variables consignadas en grupo étnico en el Sistema de Gestión y en el Sistema de Seguimiento de Casos, para que se cambien los catálogos y se estandaricen en ambos; especialmente, la eliminación de conceptos discriminatorios y la incorporación de variables respetuosas de los derechos humanos de las personas indígenas, en especial a las beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 3° Se declara este acuerdo firme por unanimidad y se dispone a comunicarlo al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, Dirección de Tecnología de la Información y Comunicación y Comisión de Acceso a la Justicia, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -



Al respecto me permito remitir el oficio 1841-DTI_2020 suscrito por la Licda. Fabiola Arancibia Hernández, Coordinadora de la Unidad de Implantaciones, mediante el que informa sobre el estado de cumplimiento de lo requerido en dicho acuerdo.



Atentamente, 





Katia Morales Navarro

Directora de Tecnología de Información
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San José, 22 de septiembre de 2020

1857-DTI-2020





Máster Melissa Benavides Víquez

Coordinadora

Unidad de Acceso a la Justicia



Estimada señora:



En atención al oficio CACC-429-2020, en el que se remite el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas celebrada el pasado viernes 04 de septiembre, artículo X, el cual en su punto N°2 literalmente indica:



2° En seguimiento de la Circular 188-19 de Corte Plena, solicitar al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación y a la Dirección de Tecnología de la Información mejorar los indicadores vinculados con la población indígena, concretamente, cambiar las variables consignadas en grupo étnico en el Sistema de Gestión y en el Sistema de Seguimiento de Casos, para que se cambien los catálogos y se estandaricen en ambos; especialmente, la eliminación de conceptos discriminatorios y la incorporación de variables respetuosas de los derechos humanos de las personas indígenas, en especial a las beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 3° Se declara este acuerdo firme por unanimidad y se dispone a comunicarlo al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, Dirección de Tecnología de la Información y Comunicación y Comisión de Acceso a la Justicia, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -



Al respecto me permito remitir el oficio 1841-DTI_2020 suscrito por la Licda. Fabiola Arancibia Hernández, Coordinadora de la Unidad de Implantaciones, mediante el que informa sobre el estado de cumplimiento de lo requerido en dicho acuerdo.



Atentamente, 





Katia Morales Navarro

Directora de Tecnología de Información
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                    Corte Suprema de Justicia

                           Secretaría General

San José, 22 de setiembre de 2020

N° 8814-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio



Señora

Licda. Nacira Valverde Bermúdez

Directora de Planificación



Estimada señora:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 88-2020 celebrada el 10 de setiembre de 2020, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc50392522]“ARTÍCULO XXXIII 



Documento N° 8506-2016 / 10021-2020 



En oficio número 1335-PLA-EV-2020, del 28 de agosto de 2020, la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora interina de Planificación, remitió el siguiente informe:



“En atención al oficio 11515-19, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 31 de octubre del 2019, artículo XXXIX, le remito el informe suscrito por el Ing. Jorge Fernando Rodriguez Salazar, Jefe a.i del Subproceso de Evaluación, relacionado con estudio realizado con el objeto de obtener los insumos complementarios, requeridos para ponderar la carga de trabajo del personal de las fiscalías penales, generada por la atención de las causas asignadas en las que intervienen personas indígenas.



Con el fin de que se manifestaran al respecto, mediante oficio 946-PLA-EV-2020, del 25 de junio del año en curso, el preliminar de este documento fue puesto en conocimiento de la Máster Emilia Navas Aparicio, Fiscala General, a la Comisión de Acceso a la Justicia, a la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, a la Fiscalía de Buenos Aires y a la Inga. Elena Gabriela Picado Gonzalez, Jefa a.i del Subproceso de Modernización Institucional. Como respuesta se recibió oficio CACC-305-2020 de la Comisión de Acceso a la Justicia y oficio 126-FAI-2020 de la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas. Las observaciones se consideraron en lo pertinente, en el informe que se presenta.



(...).”



- 0 - 



A esos efectos se transcribe el informe de fecha 28 de agosto de 2020, suscrito por el Ingeniero Jorge Fernando Rodríguez Salazar, Jefe interino de Subproceso de Evaluación, dirigido a la licenciada Nacira Valverde Bermudez, Directora interina de Planificación, que dice:



“En atención al acuerdo tomado por el Consejo Superior en su sesión número 95-2019 celebrada el 31 de octubre de 2019, artículo XXXIX, comunicado a la Dirección de Planificación mediante oficio número 11515-2019 del 04 de noviembre de 2019 por la Secretaría General de la Corte, le comunico los resultados del estudio realizado con el objeto de obtener los insumos complementarios requeridos por la Dirección de Planificación, para ponderar la carga de trabajo del personal de las fiscalías penales, generada por la atención de las causas asignadas en las que intervienen personas indígenas en condición o posición de parte procesal.



Con el fin de que se manifestaran al respecto, mediante oficio número 946-PLA-EV-2020 del 25 de junio de 2020, el preliminar de este documento fue sometido al conocimiento de la máster Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República, solicitando criterio además a la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, Fiscalía de Buenos Aires, y a la Jefatura del Subproceso Modernización Institucional de la Dirección de Planificación.



La Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y Unidad de Acceso a la Justicia, remitieron una respuesta conjunta mediante oficio número CACC-305-2020 del 30 de junio de 2020; y la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas por medio de oficio número 126-FAI-2020 del 02 de julio de 2020, todas las cuales fueron debidamente atendidas en el ítem “3.6-” de este informe, y se agregaron al “Anexo A” de este informe.



		Dirección de Planificación

		Fecha:

		28/08/2020



		Oficina remitente:

		Unidad de Evaluación Operativa, Subproceso Evaluación.

		# Informe:

		1335-PLA-EV-2020



		Temática:

		Obtención los insumos complementarios requeridos por la Dirección de Planificación, para ponderar la carga de trabajo del personal de las fiscalías penales, generada por la atención de las causas asignadas en las que intervienen personas indígenas en condición o posición de parte procesal.



		Para:

		

Secretaría General de la Corte 



		Copias: 

		

Fiscalía General de la República

Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas.

Fiscalía de Buenos Aires.

Comisión de Acceso a la Justicia.

Sub Comisión de Acceso a la Justicia 

Dirección de Tecnología de la Información 

Sub Proceso de Modernización, Proyecto Modelo Penal Ámbito Auxiliar de Justicia.





		Oficios y Referencias:

		Oficio número 11515-2019 del 04 de noviembre de 2019 emitido por la Secretaría General de la Corte, mediante el cual comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 95-2019 celebrada el 31 de octubre de 2019, artículo XXXIX.



Oficio número 12415-2019 del 26 de noviembre de 2019 emitido por la Secretaría General de la Corte, mediante el cual comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 102-2019 celebrada el 21 de noviembre de 2019, artículo V.



Oficio número 861-2020 del 28 de enero de 2020 emitido por la Secretaría General de la Corte, mediante el cual recuerda a la Dirección de Planificación la remisión del informe solicitado por el Consejo Superior, dentro del acuerdo tomado en la sesión número 102-2019 celebrada el 21 de noviembre de 2019, artículo V. Este recordatorio fue atendido mediante oficio número 258-PLA-EV-2020 del 28 de febrero de 2020 (sic).



Oficio número 2804-2020 del 19 de marzo de 2020 emitido por la Secretaría General de la Corte, mediante el cual comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 17-2020 celebrada el 03 de marzo de 2020, artículo XLI, denegando la solicitud de prórroga de la fecha de entrega del presente informe.



Oficio número 7095-2020 del 30 de julio de 2020 emitido por la Secretaría General de la Corte, mediante el cual comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 69-2020 celebrada el 07 de julio de 2019, artículo XXXV, respecto de la fecha de entrega de este informe.



		I. Antecedentes:

		1.1-Acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 95-2019 celebrada el 31 de octubre de 2019, artículo XXXIX, del cual se transcribe el siguiente extracto dirigido a la Dirección de Planificación, el cual constituye el contexto de la temática a desarrollar en el presente informe:



“… este Consejo, recomienda que la Fiscalía de Asuntos Indígenas lleve un control de las estadísticas de los asuntos indígenas por fiscalía, y a partir de la experiencia de Bribri-Salitre defina un cronograma de atención a los territorios indígenas en el Cantón de Buenos Aires y brinde seguimiento al proyecto. Asimismo, que rinda informes trimestrales a la Dirección de Planificación de las actividades realizadas por las plazas asignadas y el desarrollo del proyecto, con el fin de tener datos y elementos para evaluar la necesidad del recurso.”(el subrayado es suplido).”.



1.2-Acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 102-2019 celebrada el 21 de noviembre de 2019, artículo V, del cual se transcribe el ordinal “1.)” por formar parte del alcance del presente informe:



“1.) La Dirección de Planificación, rendirá a este Consejo, a la brevedad posible, un informe detallado sobre las cargas laborales del personal técnico de la Fiscalía de Buenos Aires, con indicación de si el mismo está en la capacidad de asumir la atención de los usuarios indígenas otorgando una justicia accesible y prioritaria o bien, si se requiere una plaza adicional de Técnico Judicial, en el entendido que en caso de que el informe recomiende la asignación del recurso humano solicitado, quedará supeditado a la existencia de contenido presupuestario.”.



1.3-Acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 77-2008 celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, dentro del cual se acogieron las “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de Poblaciones Indígenas”, así como su publicación, la cual se verificó mediante Circular número 10-2009 del 02 de febrero de 2009, y del Boletín Judicial número 32 del 16 de febrero de 2009.



El contenido de las “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de Poblaciones Indígenas” fue reformado en dos ocasiones luego de entrar en vigencia:



· El punto “2.”, correspondiente al rubro para brindar ayuda económica a las personas indígenas, fue modificado mediante acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 104-2009 celebrada el 17 de noviembre de 2009, artículo LXVII, y comunicado a través de la Circular número 145-2009 del 16 de diciembre de 2009. 

· 

· La adición de dos reglas adicionales denominadas “Derecho al intérprete o traductor” y “Respeto a la diversidad cultural: obligación del peritaje antropológico/cultural”, aprobadas mediante acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 61-2011 celebrada el 07 de julio de 2011, artículo LIII.



Las “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de Poblaciones Indígenas”, fueron reiteradas dentro del acuerdo tomado por la Corte Plena en la sesión número 15-2013 celebrada el 15 de abril de 2013, artículo XI, a petición de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, denominada actualmente Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, lo cual fue comunicado a través de la Circular número 123-2013 del 11 de julio de 2013.



1.4-Circular administrativa 03-ADM-2010 del 28 de enero de 2010 de la Fiscalía General de la República, sobre la obligación de aplicar el “Protocolo para la toma de denuncias a Persona (sic) Indígenas” por parte del personal de las fiscalías.



1.5-Acta del Consejo Superior correspondiente a la sesión número 65-2019 celebrada el 23 de julio de 2019, artículo XLVI, cuyo contenido versa sobre la oferta de capacitación brindada por la Escuela Judicial y sus unidades de capacitación, en la temática “Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica”.



1.6-Acuerdo tomado por la Corte Plena en la sesión número 20-2019 celebrada el 27 de mayo de 2019, artículo XIX, dentro del cual se aprobaron los veintiún ejes de acción a ser desarrollados por el personal judicial, “con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.”



A petición de la Coordinación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, la Corte Plena adicionó en la parte dispositiva del acuerdo antes indicado, los veintiún ejes de acción a desarrollar por el personal judicial, en la sesión número 25-2019 celebrada el 24 de junio de 2019, artículo II.



Luego, en la sesión número 42-2019 celebrada el 07 de octubre de 2019, artículo VII, dispuso publicar de nuevo la Circular N°123-2019, denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”, eliminando el eje número 20 por encontrarse repetido. La Secretaría General de la Corte emitió la Circular número 188-2019 del 17 de octubre de 2019, en acatamiento a lo dispuesto por la Corte Plena en la sesión de referencia. 



1.7-Acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 43-2019 celebrada el 14 de mayo de 2019, artículo XLII, dentro del cual aprobó el “Modelo de tramitación del Ministerio Público”.



1.8-Acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 108-2019 celebrada el 12 de diciembre de 2019, artículo LXXI, dentro del cual se aprobaron parcialmente las recomendaciones contenidas en el informe número 2130-PLA-PP-PE-2019 del 12 de diciembre de 2019, referente a la propuesta de los permisos con goce de salario para los proyectos y labores operativas del año 2020.



El informe número 2130-PLA-PP-PE-2019 contiene la iniciativa de proyecto denominada “Modelo de abordaje de casos penales vinculados a poblaciones en condiciones de vulnerabilidad y vulnerabilizadas”, propuesta por el Ministerio Público, la cual resultó inviable luego de ajustar el Proyecto de presupuesto del Poder Judicial correspondiente al 2020, a lo establecido por la Ley número 9635 “Fortalecimiento de las finanzas públicas”.



1.9-Acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 09-2020 celebrada el 04 de febrero de 2020, artículo XXX, dentro del cual se aprobó el “… el diseño e implementación del Modelo de Sostenibilidad en cada uno de los abordajes que realiza la Dirección de Planificación en las oficinas del Ministerio Público (Implementación de Indicadores de Gestión y seguimiento de los mismos).”



1.10-Acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 11-2020 celebrada el 11 de febrero de 2020, artículo LXXXII, dentro del cual autorizó la modificación del cronograma del Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo estándar integral del proceso penal, el cual incluye a las oficinas del Ministerio Público.



1.11-Titular “Arranca proyecto para llevar Telecomunicaciones a 14 territorios indígenas” publicado por la Superintendencia de Telecomunicaciones del 31 de marzo de 2020 a través de su portal (https://sutel.go.cr/noticias/comunicados-de-prensa/arranca-proyecto-para-llevar-telecomunicaciones-14-territorios), cuya cobertura sería la mencionada a continuación:



“Este 31 de marzo del 2020, con la firma del contrato entre el Fideicomiso del Fondo Nacional de Telecomunicaciones (FONATEL) y el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), se da el inicio de las obras parar llevar telefonía e Internet a 14 territorios indígenas en la Zona Atlántica y Sur del país.



[…]



La inversión en la Zona Atlántica es de $27.6 millones para atender las comunidades: Cabécar Tayní, Talamanca, Bajo de Chirripó, Altos de Chirripó, y las comunidades Bribrí de Talamanca y Keköldi.



En la Zona Sur la inversión es de $20.2 millones y llevará el servicio a los territorios: Guaymí de Conteburica, Altos De San Antonio, Abrojos-Montezuma, Brunka de Curre (Rey Curre), Térraba, Cabécar de Ujarrás, Bribrí de Salitre y Cabagra.

[…]



A estos 14 territorio (sic) indígenas, se suma el territorio de Matambú en la provincia de Guanacaste, que ya cuenta con servicios de Telecomunicaciones provistos por los proyectos ejecutados por SUTEL con recursos del FONATEL. Actualmente planificamos un proyecto para incluir a 7 territorios más, aún hay 2 territorios que no han dado su anuencia para ser incluidos en los proyectos.”



		II. Justificación:

		Atención de la parte del acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 95-2019 celebrada el 31 de octubre de 2019, artículo XXXIX, relacionado con la rendición de informes trimestrales a la Dirección de Planificación por parte de la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, de las actividades realizadas por las plazas asignadas, y el desarrollo del proyecto de atención a los territorios indígenas en el Cantón de Buenos Aires (experiencia Bribri-Salitre), con el fin de tener datos y elementos para evaluar la necesidad del recurso.



Atención del acuerdo tomado por Consejo Superior en la sesión número 102-2019 celebrada el 21 de noviembre de 2019, artículo V.



		III. Información Relevante:

		El alcance del presente informe comprende la atención de dos temas relacionados:



· La rendición de informes trimestrales a la Dirección de Planificación, por parte de la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, de las actividades realizadas por las plazas asignadas, y el desarrollo del proyecto de atención a los territorios indígenas en el Cantón de Buenos Aires (experiencia Bribri-Salitre), con el fin de tener datos y elementos para evaluar la necesidad del recurso.



· Los resultados del estudio solicitado por el Consejo Superior a la Dirección de Planificación, sobre la necesidad de asignar una plaza adicional de técnica o técnico judicial adicional a la Fiscalía de Buenos Aires, para designarla a la atención y tramitación de las causas penales en las cuales intervienen personas indígenas.

 

3.1-En relación con el primer aspecto antes señalado, sobre la rendición de informes trimestrales a la Dirección de Planificación, los cuatro formularios adjuntos reúnen los datos y elementos complementarios requeridos por la Dirección de Planificación, para evaluar con mayor profundidad la necesidad de personal técnico judicial y profesional, en las fiscalías penales cuya competencia territorial interseca con territorio indígena.



Los cuatro formularios, dos para ser aplicados por el personal fiscal profesional y los otros dos por el técnico judicial, solicitan la fecha, el tipo y tiempo consumido por cada actividad realizada por el personal fiscal, tanto dentro como fuera de territorio indígena, en las causas penales cuya parte procesal involucra al menos una persona indígena, beneficiaria o no de la medida cautelar número 321-12 emitida por Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 30 de abril de 2015.



La información complementaria requerida, aunada a la obtenida actualmente de la aplicación del: a) “Modelo de tramitación del Ministerio Público.”, b) “Modelo de Sostenibilidad en cada uno de los abordajes que realiza la Dirección de Planificación en las oficinas del Ministerio Público (implementación de indicadores de gestión y seguimiento de los mismos).”, y c) “Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo estándar integral del proceso penal.” que incluye a las oficinas del Ministerio Público; permitirá pormenorizar la carga de trabajo entrante a este tipo de oficinas, cuya competencia territorial interseca con territorio indígena, y eventualmente, proporcionará la evidencia necesaria para realizar los ajustes correspondientes en la cantidad de personal asignado a cada una de ellas.



La información solicitada en los cuatro formularios propuestos consideran las regulaciones establecidas en la Circular número 123-2013 del 11 de julio de 2013, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de Poblaciones Indígenas.”; el acuerdo tomado por la Corte Plena en la sesión número 25-2019 celebrada el 24 de junio de 2019, artículo II, respecto de los veintiún ejes de acción a ser desarrollados por el personal judicial, “con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.”; y la Circular administrativa 03-ADM-2010 del 28 de enero de 2010 de la Fiscalía General de la República, sobre la obligación de aplicar el “Protocolo para la toma de denuncias a Persona (sic) Indígenas.”.



3.2-El diseño, desarrollo y la implementación de una solución informática, o bien, el ajuste de alguna en funcionamiento facilitaría el proceso de control y concentración de las causas penales que involucran personas indígenas en condición o posición de parte procesal a nivel nacional, por parte de la Fiscalía de Asuntos Indígenas del Ministerio Público, así como la generación automática de los reportes estadísticos requeridos; siendo ésta una de las recomendaciones del presente informe.



3.3-Referente al segundo aspecto del primer tema mencionado al inicio de este apartado, de rendir informes trimestrales sobre el desarrollo del proyecto de atención a los territorios indígenas en el Cantón de Buenos Aires (experiencia Bribri-Salitre) a la Dirección de Planificación, el cual está vinculado al eje de acción número “9.” (encuentros entre representantes indígenas y personal judiciales) de los veintiuno aprobados por la Corte Plena en la sesión número 20-2019 celebrada el 27 de mayo de 2019, artículo XIX, la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas lo operativiza en su “Plan anual operativo” 2020, a través del establecimiento de las siguientes dos metas:



· “8.1 - Que al 30 de Junio del 2020, se realice en conjunto con la OAPVD y Fiscalías territoriales, reuniones en al menos 6 territorios indígenas, afín de atender la población indígena y brindar información de la FAI, y OAPVD.”



· “8.2 - Que al 30 de noviembre del 2020, se realice en conjunto con la OAPVD y Fiscalías territoriales, reuniones en al menos 12 territorios indígenas, afín de atender la población indígena y brindar información de la FAI, y OAPVD.”



Ambas metas son objeto de seguimiento a través del “Sistema de formulación y seguimiento del plan anual operativo (PAO)”, por parte del personal de la Dirección de Planificación.



3.4-La realización de encuentros entre representantes indígenas y del Poder Judicial, así como la comunicación con personas localizables dentro de territorios indígenas de interés institucional por medios telemáticos, podrían convertirse en realidad con la ejecución del proyecto dirigido a dotar de telecomunicaciones a 14 territorios indígenas, anunciado recientemente por la Superintendencia de Telecomunicaciones.



3.5-Respecto del segundo tema citado al inicio de este apartado del presente informe, el Consejo Superior dentro del acuerdo tomado en la sesión número 102-2019 celebrada el 21 de noviembre de 2019, artículo V, solicitó a esta Dirección lo siguiente:



“1.) La Dirección de Planificación, rendirá a este Consejo, a la brevedad posible, un informe detallado sobre las cargas laborales del personal técnico de la Fiscalía de Buenos Aires, con indicación de si el mismo está en la capacidad de asumir la atención de los usuarios indígenas otorgando una justicia accesible y prioritaria o bien, si se requiere una plaza adicional de Técnico Judicial, en el entendido que en caso de que el informe recomiende la asignación del recurso humano solicitado, quedará supeditado a la existencia de contenido presupuestario.”.



El informe solicitado ya fue rendido mediante oficio número 1625-PLA-OI-PE-2019 del 02 de octubre de 2019, denominado “Estudio para determinar la necesidad de las plazas de Fiscal Auxiliar y Técnico Judicial 2 en la Fiscalía de Buenos Aires, así como una plaza de Juez 4 para el Tribunal de la Zona Sur, un Fiscal y Defensor Público, asignada mediante permiso con goce de salario y sustitución, para atender prioritariamente los asuntos indígenas en Buenos Aires.”, y el Consejo Superior lo tuvo por rendido en la sesión número 95-2019 celebrada el 31 de octubre de 2019, artículo LXIX; de tal forma que la solicitud en mención ya se encuentra debidamente atendida por la Dirección de Planificación. En el informe indicado se recomendó lo siguiente:



“Fiscalía de Buenos Aires



5.1.-En cuanto a la necesidad de las plazas de Fiscal Auxiliar y Técnico Judicial 2 asignadas con permiso con goce de salario y sustitución para atender el ejercicio de la acción penal de los posibles delitos de usurpación de tierras en los territorios indígenas del Cantón de Buenos Aires, y en atención de la medida cautelar impuesta por la Corte Interamericana al Estado costarricense, esta Dirección no puede recomendar su creación en virtud de algunos conceptos, a saber:



· Al igual que en estudios anteriores, se ha determinado que la carga de trabajo no justifica plenamente la creación de los recursos que se han venido desempeñando, tanto en la Fiscalía de Buenos Aires, como en el I Circuito Judicial de la Zona Sur.



· La coyuntura presupuestaria de la Institución y las limitaciones existentes a nivel de las propuestas para crear permisos con goces de salario.



A pesar de lo anterior, esta Dirección también es consciente de la importancia de atender con prioridad los asuntos en los que están involucrados grupos vulnerables de la sociedad, como en este caso, los grupos indígenas de esas zonas. De igual forma, se reconoce el abordaje y las actividades investigativas ya realizadas por los permisos concedidos en el 2017 en el caso de Térraba (17-000125-634-PE), que es un territorio más amplio, por lo que se estima que se tomará más tiempo en la investigación que el caso de Salitre. Asimismo, se es consciente de una nueva solicitud de personas indígenas y la ONG para ampliar la medida cautelar, al pueblo de Bribri de Cabagra y se debe tomar en consideración el resto de los territorios, a los cuales también hay que brindar el servicio público de administración de justicia.



Por lo anterior se recomienda que la Fiscalía General y la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, valoren si existen recursos internos que puedan trasladarse a la zona de Buenos Aires, para que asuman las importantes funciones que se han venido desarrollando y en los que están involucrados los grupos indígenas de esa zona. Esta misma medida aplicaría en relación con la plaza de Fiscal que se ha establecido en el I Circuito Judicial de la Zona Sur. 



Realizar la gestión ante la Administración de Pérez Zeledón para que les brinden colaboración con el respectivo cronograma de trabajo, dado que la Fiscalía General destacó en Buenos Aires un Fiscal para la atención de los asuntos indígenas, no así la plaza de Técnico Judicial para las labores de apoyo, razón por la cual se coordinó con la Administración.



Sobre la plaza de Fiscal para el I Circuito de la Zona Sur, y la plaza de Técnico Judicial, informa la Fiscala General, mediante el informe que dados los aspectos cualitativos mencionados y a las cargas de trabajo asignados a los funcionarios y servidores se hace imposible destacar esos recursos en la zona. Asimismo, señala que la Administración colabora con una plaza de Auxiliar Supernumerario para las labores de apoyo.



5.2.- Se recomienda que la Fiscalía de Asuntos Indígenas lleve un control de las estadísticas de los asuntos indígenas por fiscalía, y a partir de la experiencia de Bribri Salitre defina un cronograma de atención a los territorios indígenas en el Cantón de Buenos Aires y brinde seguimiento al proyecto. Asimismo, que rinda informes trimestrales a la Dirección de Planificación de las actividades realizadas por las plazas asignadas y el desarrollo del proyecto, con el fin de tener datos y elementos para evaluar la necesidad del recurso otorgado.





Respecto al acuerdo citado, el Consejo Superior entre varios aspectos acordó: 



“.3) Con base en el criterio técnico se decide no aprobar la creación de las plazas solicitadas para ofrecer el servicio de administración de justicia penal en Buenos Aires (a nivel de Tribunal Penal), en virtud de las razones expuestas en el presente estudio relacionadas con cargas de trabajo, las cuales no justifican la asignación de los recursos. 4) Se recomienda a la Fiscalía General y la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, valoran la posibilidad de que recursos internos puedan trasladarse a la zona de Buenos Aires, para que asuman las importantes funciones que se han venido desarrollando y en los que están involucrados los grupos indígenas de esa zona”. 



También las necesidades de personal de la Fiscalía de Buenos Aires han sido atendidas en la medida que lo permitan las restricciones presupuestarias que enfrenta la Institución. El Consejo Superior le otorgó a esta dependencia del Ministerio Público, un permiso con goce de salario y sustitución ininterrumpido, sobre el puesto número 96502 de técnica o técnico judicial 2, del 16 de agosto de 2016 al 31 de diciembre de 2017 para la atención prioritaria de los asuntos indígenas; y otro de idéntica naturaleza y por el mismo motivo al puesto número 19899 de fiscal o fiscala auxiliar, de 24 de diciembre de 2016 al 31 de diciembre de 2017.



Además, la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, le facilitó una plaza técnica supernumeraria en condición de préstamo, desde inicios de enero de 2018 hasta el 30 de octubre de 2019, para apoyar la tramitación de los asuntos indígenas de esta Fiscalía.



3.6-Atención de las observaciones planteadas al contenido del informe preliminar número 946-PLA-EV-2020 del 25 de junio de 2020, enviado en consulta a las partes involucradas.



Con el fin de que se manifestaran al respecto, mediante oficio número 946-PLA-EV-2020 del 25 de junio de 2020, el preliminar de este documento fue sometido al conocimiento de la máster Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República, solicitando criterio además a la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, Fiscalía de Buenos Aires, y a la Jefatura del Subproceso Modernización Institucional de la Dirección de Planificación



El contenido de la respuesta conjunta remitida por la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio número CACC-305-2020 del 30 de junio de 2020; así como la enviada por la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas por medio de oficio número 126-FAI-2020 del 02 de julio de 2020, se presentan a continuación junto con la posición asumida por la Dirección de Planificación. Estos documentos fueron agregados de forma íntegra al “Anexo A” de este informe.

		Respuestas Recibidas

		Criterio de la Dirección

de Planificación



		Respuesta número CACC-305-2020 del 25 de junio de 2020, suscrita por el Magistrado Jorge Enrique Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, y la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia.

“De las recomendaciones referidas (las incluidas dentro del informe 946-PLA-EV-2020 del 30 de junio de 2020), se estima es la Fiscalía General la que tiene la experticia acerca de si los datos y herramientas citadas constituyen información confiable, relevante, competente, pertinente y oportuna, para la toma de decisiones acerca de los requerimientos de las Fiscalías para la atención eficaz, eficiente y afectiva de los procesos vinculados con personas indígenas. 

Pese a lo anterior, debemos evidenciar que en el informe en estudio se omite profundizar en dos aspectos fundamentales:

		Tomar nota de lo manifestado en consenso por el Magistrado Olaso Álvarez, la Magistrada Vargas Vásquez y la máster Benavides Víquez.



		a)La atención de los procesos vinculados con personas indígenas beneficiarias de las Medidas cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, de los pueblos Brörán de Térraba y Bribri de Salitre debe hacerse de manera diferenciada pues hay un compromiso del Estado costarricense de cumplir con la resolución 16/15 de la CIDH conforme a la cual se deben adoptar las medidas necesarias para garantizar la vida y la integridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y del pueblo indígena Bribri de Salitre, concertar las medidas a implementarse con los beneficiarios y sus representantes e informar sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los presuntos hechos que dieron lugar a la emisión de la medida cautelar y así evitar su repetición. Conforme a ello, las funciones de las Fiscalías a cargo de la atención de los procesos indígenas, en especial, la que tiene competencia sobre el área donde se ubican los pueblos beneficiarios de las Medidas Cautelares citadas, deben valorarse no solo en forma cuantitativa, sino especialmente, cualitativamente. La atención de esos procesos debe realizarse con pertinencia cultural, lo cual exige mayor inversión de tiempo, el uso de personas traductoras e intérpretes, el pago o reconocimiento de ayudas económicas, el traslado a los territorios indígenas, la contratación y seguimiento de los peritajes culturales, entre otras labores propias de la tramitación de ese tipo de asuntos que deben tramitarse con pertinencia cultural.

		[bookmark: _MON_1658480963]La diferenciación indicada se logró solventar a través del diseño y la elaboración de dos formularios específicos, uno para el fiscal o fiscala y otro para el técnico o técnica judicial, destinados al registro exclusivo de los datos procedentes de las causas penales, cuya parte procesal involucra a la persona indígena beneficiaria de la Medida Cautelar N°321-12 de la CIDH. Estos formularios se incluyen en el siguiente archivo:



La valoración cualitativa del trabajo realizado por las fiscalías penales del país, cuya competencia territorial interseca con el territorio indígena, se direcciona al personal del “Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo estándar integral del proceso penal.”, liderado por la Dirección de Planificación, para que la considere dentro del trabajo de carácter multidisciplinar que está desarrollando en todas las oficinas del Ministerio Público, y formule recomendaciones, en caso de proceder, en ese sentido, lo cual se abordará según el cronograma de trabajo que se tiene para ese proyecto.



La cuantificación del tiempo requerido por el personal fiscal para atender las causas penales con pertinencia cultural, tanto afuera como adentro de territorio indígena, se propone medir a través de los siguientes ítems incluidos en los formularios propuestos en este informe. 

· Recibir la denuncia por intermedio de persona traductora o intérprete.

· Entrevistar a la persona testigo por medio de persona traductora o intérprete.

· Recibir la declaración por intermedio de persona traductora o intérprete.

· Recibir la indagatoria por intermedio de persona traductora o intérprete.

· Autorizar la solicitud de ayuda dineraria para personas testigos, imputadas y ofendidas de escasos recursos económicos.

· Tramitar el nombramiento de intérprete oficial o por inopia.

· Tramitar el peritaje cultural.

· Citar y coordinar con partes indígenas para diversos trámites (citar para denuncia, indagatorias, entrevista a testigo, reconocimiento de una persona).

· Coordinar de forma anticipada el ingreso excepcional a territorio indígena con el comité de salud correspondiente, y otras labores derivadas de la atención a la Circular número 103-2020 del 21 de mayo de 2020, emitida por la Secretaría General de la Corte; así como de la adopción de aquellas recomendaciones formuladas en la Resolución 1/2020 del Comisión Interamericana de Derechos Humanos, dirigidas a beneficiar a las poblaciones indígenas.

· Ir hasta el lugar señalado, fuera de territorio indígena, para celebrar el debate, la audiencia o diligenciada y regresar.

· Participar en el encuentro entre representantes de los pueblos indígenas y del Poder Judicial.

· Compilar, procesar, analizar e informar a la Fiscalía General de la República, Cancillería y Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de las causas penales en las que intervienen personas indígenas beneficiarias de medida cautelar 321/12 de la CIDH.

· Confeccionar el material y seleccionar los aspectos a tratar, en la charla de capacitación a impartir dentro de territorio indígena, en coordinación con otras oficinas.

· Estudiar la cosmovisión de pueblos los indígenas, en acatamiento a la Circular #121-2020 emitida por la Secretaría General de la Corte el 13 de junio de 2020.

· Recibir capacitación en Derecho Indígena o temática relacionada.

· Visitar territorio indígena para impartir capacitación.

· Recibir capacitación en encuentros con personas indígenas sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, de los pueblos indígenas.



		b) En el informe se hace alusión a los lineamientos emitidos por Corte Plena en la Circular 188-19; sin embargo, no se profundiza acerca del abordaje que debe hacerse en la priorización de la atención de ese tipo de asuntos y el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales, en este caso de quienes laboren en las Fiscalías, para la atención idónea y con pertinencia cultural de los procesos involucrados con personas indígenas. De ahí, debe considerarse la inversión de tiempo en procesos de capacitación, la interacción con esa población, entre otras actividades que requieren una importante inversión de tiempo.

		La cuantificación del tiempo invertido por el personal fiscal, en la atención de la Circular número 188-2019 del del 17 de octubre de 2019 emitida por la Secretaría General de la Corte, tanto afuera como adentro de territorio indígena, se propone medir a través de los siguientes ítems incluidos en los formularios propuestos en este informe.

· Ir hasta el lugar señalado, fuera de territorio indígena, para celebrar el debate, la audiencia o diligenciada y regresar.

· Impartir el curso, la charla o conferencia.

· Participar en el encuentro entre representantes de los pueblos indígenas y del Poder Judicial.

· Compilar, procesar, analizar e informar a la Fiscalía General de la República, Cancillería y Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de las causas penales en las que intervienen personas indígenas beneficiarias de medida cautelar 321/12 de la CIDH.

· Confeccionar el material y seleccionar los aspectos a tratar, en la charla de capacitación a impartir dentro de territorio indígena, en coordinación con otras oficinas.

· Estudiar la cosmovisión de pueblos los indígenas, en acatamiento a la Circular #121-2020 emitida por la Secretaría General de la Corte el 13 de junio de 2020.

· Recibir capacitación en Derecho Indígena o temática relacionada.

· Visitar territorio indígena para impartir capacitación.

· Recibir capacitación en encuentros con personas indígenas sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, de los pueblos indígenas.



		c)En relación con la opción de “telencuentros” con la población indígena se estima debe considerarse las costumbres y cosmovisión de la población indígena, así como la brecha cultural y digital desarrollados por la Sala Constitucional, con el objetivo de evitar procesos de discriminación de esa población o el establecimiento de barreras al acceso a la justicia.

		El criterio vinculante externado en consenso por el Magistrado Olaso Álvarez, la Magistrada Vargas Vásquez y la máster Benavides Víquez, sobre la opción de “telencuentos”, se agregó al final de la recomendación “5.5-“ de este informe definitivo.



		d)En tanto este vigente la Pandemia Covid-19, deben tomarse en cuenta los lineamientos dispuestos por Corte Plena en los que se establece la obligación de aplicar el Plan de Acción establecido por el Ministerio de Salud para los accesos a los territorios indígenas y las coordinaciones que deben realizarse con la población de cada territorio, a efecto de no poner en riesgo a la población indígena. Así mismo, debe considerarse en el estudio la resolución 01-2020 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en relación con la cual ya existen lineamientos del Consejo Superior que deben cumplirse y, por ende, sumarse a la medición de los tiempos invertidos para la atención eficiente de las personas indígenas ligadas a procesos judiciales atendidos por las Fiscalías.

		La cuantificación del tiempo invertido por el personal fiscal, en la atención de la Circular número 103-2019 del 21 de mayo de 2020 emitida por la Secretaría General de la Corte, se propone medir a través del siguiente ítem incluido en los formularios propuestos en este informe:

“Coordinar de forma anticipada el ingreso excepcional a territorio indígena con el comité de salud correspondiente, y otras labores derivadas de la atención a la Circular número 103-2020 del 21 de mayo de 2020, emitida por la Secretaría General de la Corte; así como de la adopción de aquellas recomendaciones formuladas en la Resolución 1/2020 del Comisión Interamericana de Derechos Humanos, dirigidas a beneficiar a las poblaciones indígenas:”



Los cuatro formularios propuestos en este informe consideran lo establecido en la Circular número 80-2015 de la Secretaría General de la Corte, publicada el 18 de mayo de 2015, titulada “Reiteración de la Circular No 10-09, sobre “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas.””, y en la Circular número 67-2019 de la Secretaría General de la Corte, publicada el 02 de mayo de 2019, titulada “Reglas mínimas para la aplicación del primer párrafo del numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas de Costa Rica.”; por lo que implícitamente también están considerando lo establecido en la Resolución 01-2020 de emitida por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, relacionado con los pueblos indígenas, en especial el ítem número “55. Respetar de forma irrestricta el no contacto con los pueblos y segmentos de pueblos indígenas en aislamiento voluntario, dados los gravísimos impactos que el contagio del virus podría representar para su subsistencia y sobrevivencia como pueblo.”. No obstante, el personal del “Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo estándar integral del proceso penal.”, liderado por la Dirección de Planificación, continuará considerando la temática transversal de los grupos en especial situación de vulnerabilidad, incluyendo el de los pueblos indígenas, dentro del proceso penal, en el trabajo multidisciplinar que está desarrollando en todas las oficinas del Ministerio Público, y de proceder, formulará recomendaciones en ese sentido.



		Así mismo, se estima oportuno que en el estudio se consideren los informes que ha presentado la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, referidos a la importancia de reforzar con recursos humanos adicionales a las Fiscalías a cargo de procesos surgidos en la zona de Buenos Aires de Puntarenas, los cuales proporcionan datos de interés para las mediciones del tiempo invertido por las personas servidoras judiciales a cargo de la atención de las personas indígenas.

		Los dos nuevos formularios incluidos en este informe, así como la versión mejorada de los formularios propuestos originalmente en el oficio número 946-PLA-EV-2020 del 25 de junio de 2020 enviado en consulta, incorporan todas las funciones y tareas realizadas por el personal fiscal, a cargo de la atención de las causas penales con personas indígenas en condición de parte procesal, mencionadas en el oficio número 126-FAI-2020 del 02 de julio de 2020, suscrito por la licenciada Tatiana García Chaves, Fiscala Adjunta de Asuntos Indígenas.



Cabe agregar que el alcance de las labores a cargo del personal del “Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo estándar integral del proceso penal.”, liderado por la Dirección de Planificación, incluye la determinación de los requerimientos de recurso humano de las fiscalías a nivel nacional y su comparación contra el modelo de tramitación de las fiscalías



		Finalizamos enfatizando que el análisis de la Dirección de Planificación debe ser cualitativo más que cuantitativo al tratarse de una población en situación de vulnerabilidad amparada por normativa internacional de derechos humanos, la cual es de carácter supraconstitucional, conforme a los criterios reiterados de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, entre ellos:

1.	Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT)

2.	Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007

3.	Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016

		La realización del análisis cualitativo de los pueblos indígenas en especial situación de vulnerabilidad, se remite a la consideración del personal del “Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo estándar integral del proceso penal.”, liderado por la Dirección de Planificación, para que sea atendido, como corresponde, de forma multidisciplinar, con un análisis en conjunto del ámbito jurisdiccional y auxiliar de justicia.



		A ello debe sumarse los derechos de acceso a la justicia establecidos en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, vigente desde 2018, cuyo ejercicio representa una mayor inversión de tiempo pues la atención debe ajustarse a la pertinencia cultural de la población usuaria.”

		La cuantificación del tiempo requerido por el personal fiscal para atender las causas penales con pertinencia cultural, tanto afuera como adentro de territorio indígena, tal y como ya se indicó, se propone medir a través de los siguientes ítems incluidos en los cuatro formularios incluidos en este informe. 

· Recibir la denuncia por intermedio de persona traductora o intérprete.

· Entrevistar a la persona testigo por medio de persona traductora o intérprete.

· Recibir la declaración por intermedio de persona traductora o intérprete.

· Recibir la indagatoria por intermedio de persona traductora o intérprete.

· Autorizar la solicitud de ayuda dineraria para personas testigos, imputadas y ofendidas de escasos recursos económicos.

· Tramitar el nombramiento de intérprete oficial o por inopia.

· Tramitar el peritaje cultural.

· Citar y coordinar con partes indígenas para diversos trámites (citar para denuncia, indagatorias, entrevista a testigo, reconocimiento de una persona).

· Coordinar de forma anticipada el ingreso excepcional a territorio indígena con el comité de salud correspondiente, y otras labores derivadas de la atención a la Circular número 103-2020 del 21 de mayo de 2020, emitida por la Secretaría General de la Corte; así como de la adopción de aquellas recomendaciones formuladas en la Resolución 1/2020 del Comisión Interamericana de Derechos Humanos, dirigidas a beneficiar a las poblaciones indígenas.

· Ir hasta el lugar señalado, fuera de territorio indígena, para celebrar el debate, la audiencia o diligenciada y regresar.

· Participar en el encuentro entre representantes de los pueblos indígenas y del Poder Judicial.

· Compilar, procesar, analizar e informar a la Fiscalía General de la República, Cancillería y Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de las causas penales en las que intervienen personas indígenas beneficiarias de medida cautelar 321/12 de la CIDH.

· Confeccionar el material y seleccionar los aspectos a tratar, en la charla de capacitación a impartir dentro de territorio indígena, en coordinación con otras oficinas.

· Estudiar la cosmovisión de pueblos los indígenas, en acatamiento a la Circular #121-2020 emitida por la Secretaría General de la Corte el 13 de junio de 2020.

· Recibir capacitación en Derecho Indígena o temática relacionada.

· Visitar territorio indígena para impartir capacitación.

· Recibir capacitación en encuentros con personas indígenas sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, de los pueblos indígenas.

· Las diligencias que se efectúen en el periodo de pandemia deben respetar las directrices institucionales indicadas por la jerarquía institucional.





		Respuesta número 126-FAI-2020 del 02 de julio de 2020, suscrita por la licenciada Tattiana García Chaves, Fiscala Adjunta de Asuntos Indígenas:

“Luego de un atento saludo, con instrucciones de la señora Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República por este medio procedo a dar respuesta a la información solicitada, con la finalidad de analizar el documento 946-PLA-EV-2020 y aportar observaciones de considerarse necesario, en un plazo de ocho días naturales a partir del día viernes veintiséis de junio del 2020.

Como primer aspecto, se agradece el esfuerzo con respecto a la realización de los dos formularios, que se utilizarán como una herramienta útil para visualizar los esfuerzos continuos que realiza el Ministerio Público para una atención de calidad hacia las personas indígenas.

Se analizaron las herramientas citadas, sin embargo, se estimó en conversación con funcionarios de la Fiscalía de Buenos Aires y la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, que resulta necesario incluir varios aspectos en los cuales se invierte tiempo importante en la atención de dicha población que no se está considerando en la herramienta, como son:

		 Tomar nota de lo manifestado por licenciada Tattiana García Chaves, Fiscala Adjunta de Asuntos Indígenas.



		1.Es necesario realizar una diferenciación entre las atenciones de las personas indígenas y las personas beneficiarias de las medidas cautelares de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos -CIDH- (Territorio Indígena de Térraba y Salitre), toda vez que de la revisión del documento no se observa, con el fin de lograr determinar el tiempo que se invierte con respecto a la atención de la población indígena.

		[bookmark: _MON_1658492177]La diferenciación indicada por la licenciada García Chaves, Fiscala Adjunta de Asuntos Indígenas, se logró solventar mediante la elaboración de dos formularios nuevos, uno para el fiscal o fiscala y otro para el técnico o técnica judicial, destinados al registro exclusivo de los datos procedentes de las causas penales, cuya parte procesal involucra a la persona indígena beneficiaria de la Medida Cautelar N°321-12 de la CIDH. Los formularios diseñados se encuentran incluidos en el siguiente archivo.





		2.Se debe resaltar la importancia de valorar de forma cualitativa y no solo cuantitativa los esfuerzos del Ministerio Público, en virtud de un abordaje diferenciado que ameritan las personas indígenas, en que funcionarios y funcionarias del Ministerio Público deben asegurarse de una correcta comprensión de la población indígena, sobre el proceso penal con pertinencia cultural, lo anterior, amerita inversión de tiempo.

		La valoración cualitativa de los esfuerzos realizados por el personal fiscal, para atender con pertinencia cultural las causas penales en las que intervienen personas indígenas en condición de parte procesal, se remite a la consideración del personal del “Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo estándar integral del proceso penal.”, liderado por la Dirección de Planificación, para que sea atendida, como corresponde, de forma multidisciplinar, según el cronograma de rediseño aprobado por el Consejo Superior.



La cuantificación del tiempo requerido por el personal fiscal para atender las causas penales con pertinencia cultural, tanto afuera como adentro de territorio indígena, tal y como ya se indicó, se propone medir a través de los siguientes ítems incluidos en los cuatro formularios propuestos en este informe. 

· Recibir la denuncia por intermedio de persona traductora o intérprete.

· Entrevistar a la persona testigo por medio de persona traductora o intérprete.

· Recibir la declaración por intermedio de persona traductora o intérprete.

· Recibir la indagatoria por intermedio de persona traductora o intérprete.

· Autorizar la solicitud de ayuda dineraria para personas testigos, imputadas y ofendidas de escasos recursos económicos.

· Tramitar el nombramiento de intérprete oficial o por inopia.

· Tramitar el peritaje cultural.

· Citar y coordinar con partes indígenas para diversos trámites (citar para denuncia, indagatorias, entrevista a testigo, reconocimiento de una persona).

· Coordinar de forma anticipada el ingreso excepcional a territorio indígena con el comité de salud correspondiente, y otras labores derivadas de la atención a la Circular número 103-2020 del 21 de mayo de 2020, emitida por la Secretaría General de la Corte; así como de la adopción de aquellas recomendaciones formuladas en la Resolución 1/2020 del Comisión Interamericana de Derechos Humanos, dirigidas a beneficiar a las poblaciones indígenas.

· Ir hasta el lugar señalado, fuera de territorio indígena, para celebrar el debate, la audiencia o diligenciada y regresar.

· Participar en el encuentro entre representantes de los pueblos indígenas y del Poder Judicial.

· Compilar, procesar, analizar e informar a la Fiscalía General de la República, Cancillería y Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de las causas penales en las que intervienen personas indígenas beneficiarias de medida cautelar 321/12 de la CIDH.

· Confeccionar el material y seleccionar los aspectos a tratar, en la charla de capacitación a impartir dentro de territorio indígena, en coordinación con otras oficinas.

· Estudiar la cosmovisión de pueblos los indígenas, en acatamiento a la Circular #121-2020 emitida por la Secretaría General de la Corte el 13 de junio de 2020.

· Recibir capacitación en Derecho Indígena o temática relacionada.

· Visitar territorio indígena para impartir capacitación.

· Recibir capacitación en encuentros con personas indígenas sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, de los pueblos indígenas.



		3.En relación con la Medida Cautelar de la CIDH y el seguimiento que se realiza por parte del Estado Costarricense, se deben contestar solicitudes a la Cancillería a fin de dar respuesta a la CIDH, como son informes, datos estadísticos y reuniones, que no se visualizan en la herramienta.

		La cuantificación del tiempo invertido por el personal fiscal, en la atención de las labores mencionadas por la licenciada García Chaves, se propone medir a través de los siguientes ítems incluidos en formularios propuestos en este informe:

· Compilar, procesar, analizar e informar a la Fiscalía General de la República, Cancillería y Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de las causas penales en las que intervienen personas indígenas beneficiarias de medida cautelar 321/12 de la CIDH, en los formularios destinados al fiscal o fiscala.

· Recabar información estadística a nivel nacional para elaborar informe, en los formularios destinados al personal técnico.



		4.Es importante hacer mención, en virtud de la situación de emergencia que vive en la actualidad el país por la pandemia del COVID-19, se pueden ver mermados los encuentros con poblaciones indígenas o bien visitas in situ, lo anterior, en atención al riesgo que implica contagiar a la población indígena de COVID-19, de conformidad con el Plan de Acción establecido por el Ministerio de Salud, para el acceso a los territorios indígenas, así como la resolución 01-2020 de la CIDH.

		Efectivamente, la justificación invocada es válida, el ingreso de personal judicial a territorio indígena para realizar labores propias de su cargo debe ser excepcional y previamente coordinado con el comité de salud comunitaria correspondiente, de acuerdo con lo indicado en la Circular # 103-2020 emitida por la Secretaría General de la Corte el 21 de mayo de 2020.



		Es así, que tomando en consideración los anteriores aspectos, se procedió a incorporar a la herramienta aportada, que corresponden al Formulario para el personal fiscal y personal técnico judicial, varios aspectos que son funciones primordiales que realizan dichos funcionarios y funcionarias judiciales, los cuales se encuentran resaltados en color amarillo.

		Los dos formularios originales incluidos dentro del oficio número 946-PLA-EV-2020 del 25 de junio de 2020 enviado en consulta, se diseñaron con base en las tareas incluidas en el perfil competencial de cada puesto, además, son temporales de acuerdo con la recomendación “5.1-” de este informe, y también de lista abierta (numerus apertus); por lo que todas las labores sustantivas propuestas por la licenciada Tatiana García Chaves, Fiscala Adjunta de Asuntos Indígenas, en el oficio número 126-FAI-2020 del 02 de julio de 2020, se integraron por relevantes a los cuatro formularios propuestos en este informe.

 



		Por otra parte, es importante diferenciar en esta herramienta la atención a la población indígena de los Territorios de Térraba y Salitre, beneficiarios de la Medida Cautelar de la CIDH.

		Se reitera, la diferenciación señalada se logra solventar mediante la elaboración de dos nuevos formularios, uno destinado al fiscal o a la fiscala y el otro al técnico o técnica judicial, para ser utilizados exclusivamente en el registro de los datos procedentes de las causas penales, cuya parte procesal involucra a la persona indígena beneficiaria de la Medida Cautelar N°321-12 de la CIDH. Los formularios diseñados se encuentran incluidos en el siguiente archivo.





		Finalmente se reitera que esta plantilla visualiza aspectos estadísticos y no cualitativos de las funciones realizadas por los y las funcionarias del Ministerio Público que atienden población indígena.”

		La propuesta de visualizar cualitativamente las funciones realizadas por el personal fiscal, en la atención de las causas penales con persona indígena intervienen se remite, como corresponde, a la consideración del personal del “Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo estándar integral del proceso penal.”, liderado por la Dirección de Planificación, por tratarse de una temática de carácter multidisciplinar cuando se realice el abordaje respectivo.











		IV. Elementos Conclusivos:

		El desarrollo del presente trabajo comprendió la atención de dos acuerdos relacionados tomados por el Consejo Superior, el primero en la sesión celebrada el 31 de octubre de 2019, artículo XXXIX, y posteriormente, en la verificada el 21 de noviembre de 2019, artículo V.



4.1-La atención del acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 95-2019 celebrada el 31 de octubre de 2019, artículo XXXIX, en lo que correspondió a la Dirección de Planificación, comprendió el diseño y la forma de aplicar los cuatro siguientes formularios incluidos en el archivo adjunto, con el objeto de captar los insumos necesarios para ponderar la carga de trabajo, generada principalmente por el cumplimiento de la Circular número 123-2013 del 11 de julio de 2013, titulada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de Poblaciones Indígenas”, por parte del personal de las fiscalías encargado de la atención de las causas penales con personas indígenas intervinientes en la parte procesal.



4.2-La creación de una solución informática, o bien, el ajuste de alguna en funcionamiento facilitaría el proceso de control, concentración y generación automática de los reportes estadísticos requeridos, de las causas radicadas en la etapa preparatoria penal que involucran personas indígenas en condición o posición de parte procesal a nivel nacional, por parte de la Fiscalía de Asuntos Indígenas del Ministerio Público.



4.3-La atención del acuerdo antes mencionado, también abarcó el seguimiento al desarrollo del proyecto de atención a los territorios indígenas en el Cantón de Buenos Aires (experiencia Bribri-Salitre), a cargo de la Fiscalía de Asuntos Indígenas, el cual lo realiza el personal de la Dirección de Planificación a través del “Sistema de formulación y seguimiento del plan anual operativo (PAO)”.



4.4-El proyecto de dotación de telecomunicaciones a catorce territorios indígenas anunciado por la Superintendencia de Telecomunicaciones, representa una expectativa en este momento para dar curso a una iniciativa dirigida a continuar realizando los encuentros por ese medio (vía Internet), entre representantes de pueblos indígenas y personal judicial, y de una forma más general, a tele comunicarse con personas de interés institucional ubicables dentro de los territorios indígenas.



4.5-La rendición del informe solicitado por el Consejo Superior en la sesión número 102-2019 verificada el 21 de noviembre de 2019, artículo V, ya fue cumplida por la Dirección de Planificación con el envío del oficio número 1625-PLA-OI-PE-2019 del 02 de octubre de 2019, denominado “Estudio para determinar la necesidad de las plazas de Fiscal Auxiliar y Técnico Judicial 2 en la Fiscalía de Buenos Aires, así como una plaza de Juez 4 para el Tribunal de la Zona Sur, un Fiscal y Defensor Público, asignada mediante permiso con goce de salario y sustitución, para atender prioritariamente los asuntos indígenas en Buenos Aires.”, el cual lo tuvo por rendido en la sesión número 95-2019 celebrada el 31 de octubre de 2019, artículo LXIX, en donde se recomendó: 



“Fiscalía de Buenos Aires



5.1.-En cuanto a la necesidad de las plazas de Fiscal Auxiliar y Técnico Judicial 2 asignadas con permiso con goce de salario y sustitución para atender el ejercicio de la acción penal de los posibles delitos de usurpación de tierras en los territorios indígenas del Cantón de Buenos Aires, y en atención de la medida cautelar impuesta por la Corte Interamericana al Estado costarricense, esta Dirección no puede recomendar su creación en virtud de algunos conceptos, a saber:



· Al igual que en estudios anteriores, se ha determinado que la carga de trabajo no justifica plenamente la creación de los recursos que se han venido desempeñando, tanto en la Fiscalía de Buenos Aires, como en el I Circuito Judicial de la Zona Sur.



· La coyuntura presupuestaria de la Institución y las limitaciones existentes a nivel de las propuestas para crear permisos con goces de salario.



A pesar de lo anterior, esta Dirección también es consciente de la importancia de atender con prioridad los asuntos en los que están involucrados grupos vulnerables de la sociedad, como en este caso, los grupos indígenas de esas zonas. De igual forma, se reconoce el abordaje y las actividades investigativas ya realizadas por los permisos concedidos en el 2017 en el caso de Térraba (17-000125-634-PE), que es un territorio más amplio, por lo que se estima que se tomará más tiempo en la investigación que el caso de Salitre. Asimismo, se es consciente de una nueva solicitud de personas indígenas y la ONG para ampliar la medida cautelar, al pueblo de Bribri de Cabagra y se debe tomar en consideración el resto de los territorios, a los cuales también hay que brindar el servicio público de administración de justicia.



Por lo anterior se recomienda que la Fiscalía General y la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, valoren si existen recursos internos que puedan trasladarse a la zona de Buenos Aires, para que asuman las importantes funciones que se han venido desarrollando y en los que están involucrados los grupos indígenas de esa zona. Esta misma medida aplicaría en relación con la plaza de Fiscal que se ha establecido en el I Circuito Judicial de la Zona Sur. 



Realizar la gestión ante la Administración de Pérez Zeledón para que les brinden colaboración con el respectivo cronograma de trabajo, dado que la Fiscalía General destacó en Buenos Aires un Fiscal para la atención de los asuntos indígenas, no así la plaza de Técnico Judicial para las labores de apoyo, razón por la cual se coordinó con la Administración.



Sobre la plaza de Fiscal para el I Circuito de la Zona Sur, y la plaza de Técnico Judicial, informa la Fiscala General, mediante el informe que dados los aspectos cualitativos mencionados y a las cargas de trabajo asignados a los funcionarios y servidores se hace imposible destacar esos recursos en la zona. Asimismo, señala que la Administración colabora con una plaza de Auxiliar Supernumerario para las labores de apoyo.



5.2.- Se recomienda que la Fiscalía de Asuntos Indígenas lleve un control de las estadísticas de los asuntos indígenas por fiscalía, y a partir de la experiencia de Bribri Salitre defina un cronograma de atención a los territorios indígenas en el Cantón de Buenos Aires y brinde seguimiento al proyecto.”.

















		V. Recomendaciones:

		Al Consejo Superior:

5.1-Aprobar los cuatro formularios adjuntos, denominados “Informe mensual complementario de labores realizadas en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas. (Formulario para el personal fiscal)”, “Informe mensual complementario de labores realizadas exclusivamente en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas, beneficiarias de la medida cautelar N°321-12 dictada por la CIDH el 30 de abril de 2015. (Formulario para el personal fiscal)”, “Informe mensual complementario de labores realizadas en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas. (Formulario para el personal técnico judicial)”, e “Informe mensual complementario de labores realizadas exclusivamente en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas beneficiarias de la medida cautelar N°321-12 dictada por la CIDH el 30 de abril de 2015. (Formulario para el personal técnico judicial)”; así como su aplicación por parte del personal de las fiscalías, a cargo de la atención de las causas penales, en las que intervienen personas indígenas en condición o posición de parte procesal.



Los datos complementarios solicitados en ambos formularios, aunados a los obtenidos actualmente de la aplicación del: a) “Modelo de tramitación del Ministerio Público.”, b) “Modelo de Sostenibilidad en cada uno de los abordajes que realiza la Dirección de Planificación en las oficinas del Ministerio Público (implementación de indicadores de gestión y seguimiento de los mismos).”, y c) “Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo integral del proceso penal.” que incluye a las oficinas del Ministerio Público; generará la suficiente evidencia para ponderar la carga de trabajo atendida por el personal de las fiscalías, encargados de la atención de las causas penales en las que intervienen personas indígenas en condición o posición de parte procesal; y además, realizar los ajustes en la cantidad de personal asignado a cada una de estas oficinas cuando corresponda.



El tiempo de aplicación de ambos formularios es temporal por el personal de las fiscalías indicado en el párrafo anterior, desde la comunicación de su aprobación por el Consejo Superior y hasta la llegada del personal del Subproceso de Modernización de la Dirección de Planificación con ocasión “Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo estándar integral del proceso penal.”, de forma tal que sirva como insumo para el análisis que se llevará a cabo.



También, el personal de las fiscalías penales en mención deberá completar y rendir el “Informe mensual complementario de labores realizadas en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas.” y enviarlo a la UMGEF para que sean revisados por el personal de dicha Unidad y sirvan después para el Subproceso de Modernización de la Dirección de Planificación cuando se realice el rediseño respectivo, el reporte se deberá enviar dentro de los primeros cinco días hábiles del mes siguientes, con copia a la Fiscalía de Asuntos Indígenas, en ambos casos por medio del correo electrónico oficial, de tal manera que se resguarde para su posterior análisis una vez que se inicie el proceso de rediseño de las oficinas. 



A la Fiscalía de Asuntos Indígenas:

5.2-Coordinar la aplicación del “Informe mensual complementario de labores realizadas en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas.”



5.3-Custodiar cada copia recibida en soporte digital del “Informe mensual complementario de labores realizadas en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas.”, completado y enviado por el personal de las fiscalías penales, asignado a la atención de las causas penales con personas indígenas intervinientes en condición o posición de parte procesal.



5.4-Gestionar ante la Dirección de Tecnología de la Información la creación de una solución informática, o bien, el ajuste de alguna en funcionamiento, para controlar, concentrar y generar automáticamente los reportes estadísticos requeridos, de las causas de la etapa preparatoria penal que involucran personas indígenas en condición o posición de parte procesal a nivel nacional, por parte de la Fiscalía de Asuntos Indígenas del Ministerio Público.



5.5-Gestionar soporte informático ante la Dirección de Tecnología de la Información, para continuar realizando encuentros con representantes de pueblos indígenas por medio telemático (telencuentros), cuando la Superintendencia de Telecomunicaciones publique la finalización exitosa del proyecto dirigido a dotar de telecomunicaciones a los territorios indígenas. En este proyecto “… debe considerarse las costumbres y cosmovisión de la población indígena, así como la brecha cultural y digital desarrollados por la Sala Constitucional, con el objetivo de evitar procesos de discriminación de esa población o el establecimiento de barreras al acceso a la justicia.”([footnoteRef:2]). [2: 	 Extracto tomado del oficio número CACC-305-2020 del 25 de junio de 2020, suscrito por el Magistrado Jorge Enrique Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, y la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia.] 




		Anexo A:

		Copia del oficio número CACC-305-2020 fechado 30 junio de 2020, remitido de forma conjunta por la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y Unidad de Acceso a la Justicia.





Copia del oficio número 126-FAI-2020 fechado 02 de julio de 2020, remitido por la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas.





		Realizado por:

		Licenciado Rodolfo González Fernández, Profesional 2, Unidad de Evaluación Operativa.



		Revisado por:

		Ing. Jorge Fernando Rodríguez Salazar, Jefe a.i. Subproceso Evaluación.



		Aprobado por:

		Licenciada. Nacira Valverde Bermúdez, Directora a.i Planificación 







(…).”
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Se acordó: 1) Tener por rendido el informe N° 1335-PLA-EV-2020 de la Dirección de Planificación, relacionado con el estudio realizado para obtener los insumos complementarios, requeridos para ponderar la carga de trabajo del personal de las fiscalías penales, generada por la atención de las causas en las que intervienen personas indígenas. 2) Tomar nota de los elementos conclusivos de este informe que se mencionan a continuación: a) Para la atención del acuerdo tomado por este Órgano Colegiado en la sesión número 95-2019 celebrada el 31 de octubre de 2019, artículo XXXIX, la Dirección de Planificación diseñó cuatro formularios con el objeto de captar los insumos necesarios para ponderar la carga de trabajo, generada principalmente por el cumplimiento de la Circular número 123-2013 del 11 de julio de 2013, titulada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de Poblaciones Indígenas”, por parte del personal de las fiscalías encargado de la atención de las causas penales con personas indígenas intervinientes en la parte procesal. b) La creación de una solución informática, o bien, el ajuste de alguna en funcionamiento facilitaría el proceso de control, concentración y generación automática de los reportes estadísticos requeridos, de las causas radicadas en la etapa preparatoria penal que involucran personas indígenas en condición o posición de parte procesal a nivel nacional, por parte de la Fiscalía de Asuntos Indígenas del Ministerio Público. c) La atención del acuerdo antes mencionado, también abarcó el seguimiento al desarrollo del proyecto de atención a los territorios indígenas en el Cantón de Buenos Aires (experiencia Bribri-Salitre), a cargo de la Fiscalía de Asuntos Indígenas, el cual lo realiza el personal de la Dirección de Planificación a través del “Sistema de formulación y seguimiento del plan anual operativo (PAO)”. d) El proyecto de dotación de telecomunicaciones a catorce territorios indígenas anunciado por la Superintendencia de Telecomunicaciones, representa una expectativa en este momento para dar curso a una iniciativa dirigida a continuar realizando los encuentros por ese medio (vía Internet), entre representantes de pueblos indígenas y personal judicial, y de una forma más general, a tele comunicarse con personas de interés institucional ubicables dentro de los territorios indígenas. e) La rendición del informe solicitado por este Consejo en la sesión número 102-2019 verificada el 21 de noviembre de 2019, artículo V, ya fue cumplido por la Dirección de Planificación con el envío del oficio número 1625-PLA-OI-PE-2019 del 02 de octubre de 2019, denominado “Estudio para determinar la necesidad de las plazas de Fiscal Auxiliar y Técnico Judicial 2 en la Fiscalía de Buenos Aires, así como una plaza de Juez 4 para el Tribunal de la Zona Sur, un Fiscal y Defensor Público, asignada mediante permiso con goce de salario y sustitución, para atender prioritariamente los asuntos indígenas en Buenos Aires”, mismo que fue visto en la sesión número 95-2019 celebrada el 31 de octubre de 2019, artículo LXIX de este Consejo. 3) Avalar las recomendaciones dadas en este informe, por consiguiente se debe: a) Aprobar los cuatro formularios diseñados por la Dirección de Planificación, denominados “Informe mensual complementario de labores realizadas en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas. (Formulario para el personal fiscal)”, “Informe mensual complementario de labores realizadas exclusivamente en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas, beneficiarias de la medida cautelar N°321-12 dictada por la CIDH el 30 de abril de 2015. (Formulario para el personal fiscal)”, “Informe mensual complementario de labores realizadas en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas. (Formulario para el personal técnico judicial)”, e “Informe mensual complementario de labores realizadas exclusivamente en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas beneficiarias de la medida cautelar N°321-12 dictada por la CIDH el 30 de abril de 2015. (Formulario para el personal técnico judicial)”; así como su aplicación por parte del personal de las fiscalías, a cargo de la atención de las causas penales, en las que intervienen personas indígenas en condición o posición de parte procesal. Los datos complementarios solicitados en los formularios, aunados a los obtenidos actualmente de la aplicación del: a) “Modelo de tramitación del Ministerio Público”, b) “Modelo de Sostenibilidad en cada uno de los abordajes que realiza la Dirección de Planificación en las oficinas del Ministerio Público” (implementación de indicadores de gestión y seguimiento de los mismos) y c) “Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo integral del proceso penal” que incluye a las oficinas del Ministerio Público; generará la suficiente evidencia para ponderar la carga de trabajo atendida por el personal de las fiscalías, encargados de la atención de las causas penales en las que intervienen personas indígenas en condición o posición de parte procesal; y además, realizar los ajustes en la cantidad de personal asignado a cada una de estas oficinas cuando corresponda. El tiempo de aplicación de ambos formularios es temporal, desde la comunicación de este acuerdo, hasta la llegada del personal del Subproceso de Modernización de la Dirección de Planificación con ocasión del “Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo estándar integral del proceso penal”, de forma tal que sirva como insumo para el análisis que se llevará a cabo. También, el personal de las fiscalías penales en mención deberá completar y rendir el “Informe mensual complementario de labores realizadas en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas” y enviarlo a la Unidad de Monitoreo y Apoyo a la Gestión de Fiscalías (UMGEF) para que sean revisados y sirvan después para el Subproceso de Modernización de la Dirección de Planificación cuando se realice el rediseño respectivo, mismo que se deberá enviar dentro de los primeros cinco días hábiles del mes siguiente, con copia a la Fiscalía de Asuntos Indígenas, en ambos casos por medio del correo electrónico oficial, de tal manera que se resguarde para su posterior análisis una vez que se inicie el proceso de rediseño de las oficinas. b) La Fiscalía de Asuntos Indígenas coordinará la aplicación del “Informe mensual complementario de labores realizadas en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas” c) La Fiscalía de Asuntos Indígenas custodiará cada copia recibida en soporte digital del “Informe mensual complementario de labores realizadas en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas.”, completado y enviado por el personal de las fiscalías penales, asignado a la atención de las causas penales con personas indígenas intervinientes en condición o posición de parte procesal. d) La Fiscalía de Asuntos Indígenas gestionará ante la Dirección de Tecnología de la Información la creación de una solución informática, o bien, el ajuste de alguna en funcionamiento, para controlar, concentrar y generar automáticamente los reportes estadísticos requeridos, de las causas de la etapa preparatoria penal que involucran personas indígenas en condición o posición de parte procesal a nivel nacional, por parte de la Fiscalía de Asuntos Indígenas del Ministerio Público. e) La Fiscalía de Asuntos Indígenas gestionará soporte informático ante la Dirección de Tecnología de la Información, para continuar realizando encuentros con representantes de pueblos indígenas por medio telemático (telencuentros), cuando la Superintendencia de Telecomunicaciones publique la finalización exitosa del proyecto dirigido a dotar de telecomunicaciones a los territorios indígenas. En este proyecto debe considerarse las costumbres y cosmovisión de la población indígena, así como la brecha cultural y digital desarrollados por la Sala Constitucional, con el objetivo de evitar procesos de discriminación de esa población o el establecimiento de barreras al acceso a la justicia. 4) Comunicar el presente acuerdo a la Comisión de la Jurisdicción Penal, al Tribunal Penal de Heredia, al Tribunal Penal de Sarapiquí, a la Administración Regional de Heredia y a la Administración Regional de Sarapiquí. Se declara acuerdo firme.”



Atentamente, 







Lic. Eduardo Chacón Monge

Prosecretario General interino

Secretaría General de la Corte





c: 	Fiscalía General de la República

Fiscalía de Buenos Aires

Fiscalía de Asuntos Indígenas 

Comisión de la Jurisdicción Penal

Tribunal Penal de Heredia

Tribunal Penal de Sarapiquí

Dirección de Tecnología de la Información

Unidad de Monitoreo y Apoyo a la Gestión de Fiscalías 

Administración Regional de Heredia 

Administración Regional de Sarapiquí

Comisión de Acceso a la Justicia

Sub Proceso de Modernización, Proyecto Modelo Penal Ámbito Auxiliar de Justicia

Sub Comisión de Acceso a la Justicia 

Diligencias / Refs: (8506-2016 / 10021-2020) 

Mónica Ross



Teléfonos: 2295-3707 al 2295-3711	 Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr Fax: (506) 2295-3706 Apdo: 1-1003 San José
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Informe sobre Proyecto de incorporación de la jurisprudencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CorteIDH)





1. Antecedentes

Por sugerencia de la Magistrada Nancy Hernández López, se estimó oportuno incorporar dentro del sistema “Nexus-PJ”  la jurisprudencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanas (CorteIDH), por cuanto se consideró que ello resultaría una herramienta  valiosa para quienes utilizan dicho sistema, siendo que en algunos foros donde se compartió esta iniciativa la valoraron de forma positiva.





2. Acciones realizadas



2.1. Reunión inicial

El 12 de setiembre del 2019, se realizó una reunión de primer contacto con personal de la CorteIDH donde participaron el Dr. Pablo Saavedra, Secretario General, don Arturo Herrera Director de Administración y Finanzas,  doña Ana Rita Ramírez, Jefa de Gestión e Información y Conocimiento, así como dos funcionarios de Tecnología de la Información. Por parte del Poder Judicial participaron personal de Centro de Información Jurisprudencial y de la Dirección de Tecnología de la Información.



La CorteIDH manifestó el interés en el proyecto por la facilidad en la búsqueda de la información y el beneficio que representaría para ambas instituciones.  



Para realizar lo anterior se estimó oportuno realizar un adendum al convenio ya existente, siendo que se estimaba oportuno firmarlo aprovechando que la Corte sesionaba en el mes de noviembre.





2.2. Gestión de convenio interinstitucional



[bookmark: _MailOriginal]Basados en el convenio vigente, se realizó un primer borrador de adenda el cual fue avalado por la CorteIDH, y comunicado al Despacho de la Presidencia el 17 de setiembre del 2019, donde a su vez se informó del interés por parte de la Magistrada Hernández en este proyecto, así como las acciones realizadas a la fecha ante la CorteIDH.



Dicha gestión fue trasladada a la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales (OCRI), quienes estimaron oportuno realizar un convenio específico, el cual  fue revisado por la CorteIDH  y consensuado en su versión final el 14 de noviembre, quedando pendiente definir la fecha para su firma.



2.3. [bookmark: _Hlk46158224]Configuración de ambiente de pruebas



Con motivo de afinar algunas dudas respecto al convenio del punto anterior, el día 2 de octubre del año 2019 se llevó a cabo una reunión en la CorteIDH, donde participó por parte del Poder Judicial personal del Despacho de la Presidencia,  de la Dirección de Tecnología de la Información, del Centro de Información Jurisprudencial y de la OCRI.



En dicha reunión los representantes de la CorteIDH manifestaron algunas inquietudes que surgieron a partir de una reunión técnica que se sostuvo de previo (23 de setiembre) con la Jefa de Gestión e Información y Conocimiento de dicha Institución.   Sus inquietudes versaban en los siguientes puntos:



· Las sentencias de la CorteIDH se encuentran en formatos Word y PDF, por lo que en caso que el Poder Judicial las convierta a formato RTF, requieren la certeza de que no van a ser modificadas.   Al respecto se propone hacer una prueba con 10 documentos de la CorteIDH, para subirlos a Nexus.PJ y que personal de la CorteIDH pueda revisar que no se modifica el contenido del documento. 

· La CorteIDH expone la preocupación de que sus sentencias no se muestren gráficamente de manera exacta con número de página y referencias, porque en Nexus.PJ el texto se muestra en formato plano (html).   Para solventar este aspecto, se propone incluir una leyenda al final de las sentencias de la CorteIDH albergadas en Nexus.PJ indicando que en caso de requerir hacer referencia textual se dirija a la consulta del documento original en su página oficial.    

· En relación con el tema de la despersonalización de sentencias, el Poder Judicial está trabajando en la estandarización del protocolo de despersonalización. En este aspecto se consultará a la Dirección Jurídica qué aplica si el Poder Judicial resguarda una sentencia de la CorteIDH y alguien solicita su despersonalización.   Una posible solución planteada en la reunión es que, si el Poder Judicial recibe un reclamo, se elimine la sentencia del Nexus.PJ de manera inmediata y se comunique a la Corte.

Se consensua poner un estribillo como el siguiente:  “Esta resolución se encuentran despersonalizada bajo las reglas definidas por la CorteIDH, el cual es un organismo de derecho público internacional. El Poder Judicial no podrá modificar las resoluciones y en caso de recibir alguna solicitud de protección de datos relacionada con una de las resoluciones de la CORTE IDH, será remitida a dicho organismo para su valoración. Por su formato, no es la oficial; para efectos académicos, de investigación, y de otra índole, se deberá referenciar la resolución que se encuentra en el sitio oficial de la CORTE IDH  http://www.corteidh.or.cr/

En dicha reunión se concluye que de parte de la CorteIDH no vislumbran problema con los aspectos señalados en los puntos anteriores relacionados con el formato y despersonalización, por cuanto estiman son aspectos que podrán subsanarse en miras de difundir su jurisprudencia y se fortalezca su uso.



Es por lo anterior que la Dirección de Tecnología de la Información y el Centro de Información Jurisprudencial trabajaron en la configuración de un ambiente de pruebas, con el cual se pretendía mostrar un sitio similar a Nexus.PJ donde se incluirían las resoluciones y así poder visualizarlas tal y como si estuvieran en producción



El 15 de octubre la CorteIDH comparte un enlace donde se encuentran 12 casos contenciosos y 5 opiniones consultivas todos ellos con sus respectivos votos, resúmenes y anexos, las cuales sirvieron de base para realizar el análisis.



Del trabajo realizado surgieron diversas observaciones las cuales serían planteadas en la reunión de presentación que se sostendría con personal de la CorteIDH.





La profesional en derecho a cargo del proyecto, realizó un análisis básico, a modo de prueba, únicamente para ejemplificar su visualización en Nexus.PJ, trabajando cuatro resoluciones donde identificó contenidos de interés, tal y como se muestra a continuación:



		Tema

		SubTema



		Caso Comunidad Indígena Xámok Kásek vs. Paraguay                                                                                                                                                                                                               

		Consideraciones sobre el carácter comunitario y ancestral de la propiedad indígena                                                                                                                                                                             



		Caso Comunidad Indígena Xámok Kásek vs. Paraguay                                                                                                                                                                                                               

		Análisis sobre la propiedad comunitaria, garantías y protección judicial                                                                                                                                                                                       



		Caso Comunidad Indígena Xámok Kásek vs. Paraguay                                                                                                                                                                                                               

		Consideraciones sobre los derechos de los miembros de pueblos indígenas                                                                                                                                                                                        



		Caso Comunidad Indígena Xámok Kásek vs. Paraguay                                                                                                                                                                                                               

		Voto concurrente y disidente del Juez Agusto Fogel Pedrozo                                                                                                                                                                                                     



		Caso Comunidad Indígena Xámok Kásek vs. Paraguay                                                                                                                                                                                                               

		Voto concurrente del Juez Eduardo Vio Grossi                                                                                                                                                                                                                   



		Caso Comunidad Indígena Xámok Kásek vs. Paraguay                                                                                                                                                                                                               

		Voto concurrente y disidente del Juez Agusto Fogel Pedrozo                                                                                                                                                                                                     



		Propiedad indígena                                                                                                                                                                                                                                             

		Consideraciones sobre su carácter comunitario y ancestral y deber del Estado de protegerlo                                                                                                                                                                     



		Caso Pacheco Teruel y otros vs Honduras                                                                                                                                                                                                                        

		Análisis sobre el deber de prevención de las condiciones carcelarias y la responsabilidad estatal                                                                                                                                                              



		Caso Pacheco Teruel y otros vs Honduras                                                                                                                                                                                                                        

		Relación entre el acuerdo de solución amistosa y la sentencia de la Corte                                                                                                                                                                                      



		Caso Pacheco Teruel y otros vs Honduras                                                                                                                                                                                                                        

		Voto individual del Juez Eduardo Vio Grossi                                                                                                                                                                                                                    



		Institución carcelaria                                                                                                                                                                                                                                         

		Análisis sobre el deber de prevención de las condiciones carcelarias y la responsabilidad estatal                                                                                                                                                              



		Hacinamiento carcelario                                                                                                                                                                                                                                        

		Análisis sobre el deber de prevención de las condiciones carcelarias y la responsabilidad estatal                                                                                                                                                              



		Privado de libertad                                                                                                                                                                                                                                            

		Análisis sobre el deber de prevención de las condiciones carcelarias y la responsabilidad estatal                                                                                                                                                              



		Caso Gudiel Alvarez y otros (Diario Militar) vs Guatemala                                                                                                                                                                                                      

		Responsabilidad del Estado por la desaparición forzada personas, ejecución extrajudicial y los actos de tortura en perjuicio de una niña, por parte de agentes militares                                                                                       



		Caso Granier y otros (Radio Caracas Televisión) vs Venezuela                                                                                                                                                                                                   

		Consideraciones sobre la Carta Democrática Iberoamericana en relación con la libertad de expresión                                                                                                                                                             



		Caso Granier y otros (Radio Caracas Televisión) vs Venezuela                                                                                                                                                                                                   

		Voto individual del Juez Roberto de Figueiredo Caldas                                                                                                                                                                                                          



		Caso Granier y otros (Radio Caracas Televisión) vs Venezuela                                                                                                                                                                                                   

		Alcances de la independencia judicial para interponer denuncias                                                                                                                                                                                                



		Caso Granier y otros (Radio Caracas Televisión) vs Venezuela                                                                                                                                                                                                   

		Condena por la no renovación de concesión para el uso del espectro electromagnético a canal de televisión con línea editorial crítica con el gobierno                                                                                                          



		Libertad de expresión                                                                                                                                                                                                                                          

		Alcances de la independencia judicial para interponer denuncias                                                                                                                                                                                                



		Libertad de expresión                                                                                                                                                                                                                                          

		Condena por la no renovación de concesión para el uso del espectro electromagnético a canal de televisión con línea editorial crítica con el gobierno                                                                                                          



		Concesión de frecuencia televisiva                                                                                                                                                                                                                             

		Condena al Estado por no renovación a canal de televisión con línea editorial crítica con el gobierno                                                                                                                                                          



		Prohibición de discriminación política                                                                                                                                                                                                                         

		Condena por la no renovación de concesión para el uso del espectro electromagnético a canal de televisión con línea editorial crítica con el gobierno                                                                                                          



		Caso miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del Municipio de Rabinal Vs. Guatemala                                                                                                                                                               

		Responsabilidad del Estado por desaparaciones y desplazamientos forzados de comunidades                                                                                                                                                                        









2.4. Presentación de prueba de concepto y resolución de peticiones



El día 22 de enero del año 2020, en reunión convocada en la Presidencia de la Corte, se presentó el avance de la prueba de concepto.  En dicha reunión participaron por parte de la CorteIDH, don Bruno Rodríguez, Asesor de Presidencia y doña Ana Rita Ramírez, quienes realizaron una serie de recomendaciones que estimaban oportunas debería contener el sistema a efecto de ser de su utilidad.  Por parte del Poder Judicial estuvieron presentes personal del Despacho de la Presidencia, Dirección de Tecnologías de la Información, Centro de Información Jurisprudencial y la OCRI. A continuación, se detalla aspectos que fueron solicitados y a su vez, se indica lo resuelto después del análisis técnico, lo cual fue comunicado a la CorteIDH el 12 de mayo del 2020.



Asuntos tratados:



a) Inclusión del nombre del caso en la pantalla de resultados



· Se les indica que en Nexus es importante contar con un número de expediente y un número de voto, datos que no tienen las sentencias de la Corte.   Es por ello que se propone utilizar el número de serie adaptándose a estas particularidades, siendo que el nombre del caso, se desplegaría como un tema en Nexus.

[image: ]

Como puede observarse en la pantalla anterior el  número 293 de la serie fue utilizado tanto en el número de voto 293-2015 (siendo 2015 el año que se dictó la resolución), y el número de expediente quedó como 15-000293-0000-DH, donde el código de oficina quedó en 0 y DH es la materia de “Derechos Humanos” y como tema se incluyó el caso, que para el ejemplo es: “Caso Granier y otros (Radio Caracas Televisión) vs Venezuela”.



En la reunión, los representantes de la CorteIDH solicitaron analizar la viabilidad de incorporar en la pantalla de resultados una mejora al sistema para que el número de resolución sea sustituido por el nombre del caso, dado que ellos distinguen los casos por el nombre y no por el número.



En respuesta a lo anterior, el estudio técnico de la Dirección de Tecnología de la Información señala que no es posible atender la solicitud por cuanto actualmente el Sistema de Análisis y Sistematización (SAS), está en proceso propio de ajuste con una empresa externa y posterior a su finalización inicia un proceso de garantía técnica durante un año, tiempo durante el cual no podrá implementarse ningún cambio, por tanto al consistir  la solicitud planteada en la inclusión de un campo adicional, no es posible realizarlo dado que se perdería la garantía indicada. Sin embargo, la persona usuaria tendrá la posibilidad de localizar los casos mediante una búsqueda libre, o bien por medio del descriptor que será creado con el nombre del caso y sus sinónimos.



b) Inclusión del nombre del caso en la pantalla de resultados

La CorteIDH  explica que desde el 2017 en adelante la sentencia y los votos de la CIDH se almacenan de manera separada, porque cada juez solicita mantener el formato en cada voto. Sin embargo, uno de los requisitos de Nexus.PJ es contar con un solo documento.   



Se consulta sobre la posibilidad de que la CorteIDH envíe al Poder Judicial un sólo documento que contenga los votos y la sentencia, siendo que la CorteIDH manifiesta que esta labor de integración de documentos requiere de trabajo y recursos adicionales por lo que deben discutirlo a lo interno y posteriormente comunicará al Poder Judicial la factibilidad de realizarlo. Adicionalmente, se les sugiere valorar incluir solamente la sentencia de fondo, que es la que genera jurisprudencia, por lo que puede valorarse incorporar solo incluir esta en Nexus.PJ



Al respecto debe tenerse en cuenta que igualmente se les mostró otra alternativa para presentar los votos de manera separada (como ellos lo realizan actualmente),  que sería generándolos de la forma como se muestra en la imagen, donde se puede observar los votos concurrentes, disidentes,  individuales, etc.
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c) Sobre incluir al inicio de la sentencia la observación relacionada con protección de Datos.



Se solicitó que la siguiente leyenda sobre protección de datos  que se muestra la final de cada resolución se despliegue al inicio de esta.



[image: ]



Al respecto la Dirección de Tecnología de la Información señala que desde el punto de vista técnico no se recomienda realizar esta mejora, pues este campo de observaciones se utiliza para cualquier tipo de sentencia, por lo que tendría que validarse cada sentencia que se va a mostrar para detectar cuando se está ante una sentencia de la Corte IDH desplegar las observaciones al inicio de la sentencia y si se trata de una sentencia judicial desplegarla al final. Este aspecto incidiría en el tiempo de procesamiento del Sistema Nexus.PJ, señalan que en un futuro podrían incluirse otros tipos de documentos, por lo que este cambio también podría impactar futuras acciones.   

















d) Sobre el Tesauro

Indican los representantes de la CorteIDH que ellos tienen un Tesauro específico, por lo que analizarán con el Centro de Información Jurisprudencial la posibilidad de incluirlo como parte del Tesauro que se almacena en el Poder Judicial, donde estiman que es necesario considerar la estandarización del vocabulario que se utiliza.  Al respecto el Centro de Información del Poder Judicial  explica que el Tesauro institucional cuenta con términos asociados con sinónimos, por lo que el asunto no representa ningún inconveniente. 



e) Búsqueda de colaboración externa para realizar mejoras al Sistema 



Se solicita a la OCRI valorar la posibilidad de buscar colaboración externa para realizar una contratación directa para desarrollar las mejoras solicitadas por la CorteIDH, para lo cual se hace necesario estimar el costo de las mejoras.  Sin embargo, por las razones técnicas indicadas en el punto a) no se le dio continuidad a esta sugerencia.



2.5.  Respuesta de la CorteIDH



En respuesta a lo anterior, la CorteIDH mediante correo recibido el 4 de junio del 2020, informa que después de celebrar varias reuniones internas de coordinación con diferentes especialistas dedicados a temas informáticos y legales que se relacionan directamente con el Convenio Específico que se ha estado analizando entre la Corte Interamericana y el Poder Judicial resuelven lo siguiente:



  “Como conclusión de dichas sesiones de trabajo, hemos llegado a un consenso interno comprendiendo que nuestras solicitudes para la presentación de la jurisprudencia la Corte IDH en el Nexus. PJ que el Poder Judicial está desarrollando y que entendemos, ha sido contratado con algún proveedor externo del Poder Judicial, son en este momento incompatibles con los formatos  de ingreso y despliegue de la información que el Poder Judicial ha desarrollado tomando en cuenta sus propias necesidades y estilo de presentación de la información jurídica para que sea utilizada por su público meta. 



En este sentido, debemos informarle que estamos sumamente agradecidos por la invitación cursada por el Poder Judicial a la Corte Interamericana para participar de este importante y valioso proyecto, que se plasmaría en un Convenio Específico de Colaboración, pero lamentamos no poder continuar dado que, el hecho que no se pueda realizar las adaptaciones necesarias a los requisitos mencionados por la delegación de la Corte IDH, no se trata de una mera cuestión formal, sino que es incompatible con las formas de citación del Derecho Internacional, que se ven reflejadas en las políticas y protocolos propios establecidos por la Corte IDH, desde su fundación, vinculados con la forma de nombrar, clasificar y numerar sus sentencias, resoluciones, tipos y tamaños de letra, así como inclusión de los votos de los jueces dentro de las sentencias y tratamiento de las notas de pie de página en cada Sentencia. 



En otras palabras, esta forma de citación y nomenclatura de las sentencias de la Corte IDH no podría ser variada para ser adecuada a los requerimientos de ingreso del Nexus. PJ, porque esto tendría un impacto importante en la integridad de la jurisprudencia de la Corte, por lo que lamentablemente, en tanto no se permita mantener íntegramente los requisitos solicitados, resulta incompatible el traslado de la información desde nuestras bases de datos hacia las del Poder Judicial.  

 Estamos seguros de que esta situación puntual y coyuntural no será óbice para continuar trabajando en los demás proyectos de colaboración mutua que ya tenemos encaminados y que se encuentran cobijados por nuestro Convenio Marco de Cooperación firmado hace ya algunos años y que se mantiene vigente a futuro en forma indefinida”.



3. Conclusión



En síntesis, dada las razones expresadas por la CorteIDH y la imposibilidad técnica por parte del Poder Judicial de realizar mejoras a los sistemas, no fue posible concretar el presente proyecto.



0
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                    Corte Suprema de Justicia

                           Secretaría General

San José, 18 de agosto de 2020

N° 7626-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio

Señora

Licda. Nacira Valverde Bermúdez

Directora de Planificación



Estimada señora:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 76-2020 celebrada el 30 de julio de 2020, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc46847225]“ARTÍCULO XXIX 

Documento N° 9860-18 / 8474-20



[bookmark: _Toc2325147]En sesión N° 2-19 celebrada el 10 de enero del 2019, artículo LXII, se trasladó el informe presentado el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional a la Dirección de Planificación para que realice un análisis de las cargas de trabajo y de la estructura actual del El Juzgado Contravencional de Buenos Aires, en acompañamiento con la Dirección de Tecnología de la Información para la implementación del Escritorio Virtual. La solicitud de informe anterior fue reiterada posteriormente en sesión N° 20-19 celebrada el 5 de marzo del 2019, artículo LXXXVII. 



[bookmark: _Hlk4583314]En oficio 1066-PLA-OI-2020 del 17 de julio de 2020, el Ingeniero Dixon Li Morales, Jefe Interino de la Sección de Proceso Ejecución de las Operaciones, informó lo siguiente:



“En atención a los oficios 767-19 y 3001-19, donde se transcriben los acuerdos tomados por el Consejo Superior en las sesiones celebradas el 10 de enero y 5 de marzo de 2019, artículos LXII y LXXXVII respectivamente, le remito el informe suscrito por la Licda. Ginethe Retana Ureña, Jefa del Subproceso de Organización Institucional, relacionado con la valoración de cargas de trabajo y estructura organizacional del Juzgado Contravencional de Buenos Aires. 



Con el fin de que se manifestaran al respecto, mediante oficio 894-PLA-OI-2020 del 19 de junio de 2020, el preliminar de este documento fue puesto en conocimiento del Lic. Danny Gutiérrez Gómez, Juez Coordinador del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, así como también se le solicitó criterio a la Licda. Grettel Matarrita Carrillo, Inspectora Judicial del Tribunal Inspección Judicial, Administración Regional de Pérez Zeledón, Dirección de Tecnología de Información, Dirección Ejecutiva, Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Como respuesta se recibieron los siguientes oficios:



•	109-JCBA-2020 por parte del Lic. Gutiérrez Gómez



•	227-CACMEJ del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Directora Licda. Maricruz Chacón Cubillo.



•	0670-ARICJZS-2020 suscrito por la Máster Wendy Beita Ureña de la Administración Regional de Pérez Zeledón.

 

Las observaciones se consideraron en lo pertinente, en el informe que se presenta.

Se está solicitando la certificación del contenido presupuestario para el permiso con goce de salario, que se recomienda en la propuesta 3 de este informe y que se enviará una vez recibida.”



A Continuación, se trascribe el citado informe: 



		Dirección de Planificación

		Fecha:

		10/07/2020



		Temática:

		Seguimiento de cargas de trabajo y valoración de recurso humano para el Juzgado Contravencional de Buenos Aires, el cual atiende las materias de Contravenciones, Pensiones Alimentarias y Tránsito. 



		Para:

		Secretaría General de la Corte.



		Copia(s): 

		[bookmark: _Hlk43477374]Juzgado Contravencional de Buenos Aires, Administración de Pérez Zeledón, Dirección de Tecnología de Información, Dirección Ejecutiva, Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Tribunal de la Inspección Judicial.





		Oficios y Referencias:

		· Oficio 4676-19 de la Secretaría General de la Corte el cual refiere al acuerdo del Consejo Superior de la sesión 36-19, artículo XLVII celebrada el 26 de abril de 2019, en el que se acordó entre otras cosas incluir de forma prioritaria al Juzgado Contravencional, Pensiones Alimentarias y Tránsito de Buenos Aires en la implementación del escritorio virtual, ubicándolo en la posición 14 del cronograma de trabajo establecido para el 2019. 



· Oficio CACC-349-2019 con fecha 21 de octubre de 2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia en el cual la Dra. Damaris Vargas Vázquez, en su condición de Coordinadora de la referida Comisión, sugiere valorar la posibilidad de que se replique en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur el proyecto desarrollado en Turrialba para la atención de las personas indígenas usuarias por medio de una persona servidora judicial. Referencia 1670-19.



· Oficio CACC-260-2020 con fecha 12 de junio del 2020, suscrito por la máster Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia en el cual, se expone que la Comisión de Acceso de la Justicia con fecha 04 de junio del 2020, acordó en el artículo IV “Tema: Falta de Personal e Infraestructura inadecuada para afrontar la emergencia del COVID-19 en el Juzgado Contravencional de Buenos Aires”. Ref.: 983-2020.









		Metodología aplicada

		1- Se realizó una visita de cuatro días al Juzgado Contravencional de Buenos Aires, con el objetivo de valorar la situación actual de las cargas de trabajo, así como la distribución interna que se realiza al personal de apoyo y profesional de la oficina. También tenía como objetivo valorar la afluencia de público y otras variables a nivel cualitativo, especialmente al ser una oficina que atiende una gran mayoría de población indígena, principalmente en la materia de Pensiones Alimentarias. 



2- Se entrevistó a cada una de las personas que laboran en ese despacho, con el objetivo de conocer su criterio en cuenta el ambiente laboral, distribución de cargas de trabajo y otras variables relevantes para conocer sobre el funcionamiento del despacho.



Las personas entrevistadas fueron:



· Lic. Danny Gutiérrez Gómez, Juez 1

· Lic. Alejandro Brenes Cubero, Juez 1

· Srita. Guaira Camacho Jiménez, Coordinadora Judicial 1

· Srita. Ana Lucrecia Mora Fernández, Técnica Judicial 2

· Srita. Sulman Escalante Hidalgo, Técnica Judicial 2

· Sr. José Leonardo Céspedes Vargas, Técnico Judicial 2 

· Srita. Eleana Herrera Fernández, Técnica Supernumeraria

· Sr. Rubén Bermúdez Vargas, Meritorio

· Srita. Nancy Carvajal Villareal, Meritoria

· 

3- Se solicitó criterio a la Contraloría de Servicios del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, con el objetivo de conocer las gestiones presentadas por las personas usuarias, así como las diferentes soluciones que se han ofrecido por parte de esta oficina al Juzgado en estudio.



4- Se consultó a la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, sobre la colaboración que se ha prestado al despacho en estudio, en cuanto al personal Supernumerario que se ha destacado en diferentes oportunidades. Este tema será ampliado en el desarrollo del documento. 



5- Debido a las cargas de trabajo que viene mostrando el Juzgado Contravencional de Buenos Aires, al momento que el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional realizó la visita al despacho, evidencia que existe un plan remedial en la oficina, con el objetivo de descongestionar la cantidad de asuntos en trámite que muestra el despacho. Este plan ha sido aplicado tal cual fue establecido por el personal de la oficina en estudio. Sin embargo, los resultados no han sido los esperados conforme al objetivo de poner al día la tramitación de casos en el Juzgado. El tema será ampliado en el desarrollo del informe. 



6- Se realiza el análisis con los datos estadísticos correspondientes al 2019 en las tres materias que tramita el despacho. Se realiza una comparación con despachos homólogos, a fin de determinar las cargas de trabajo promedio tanto para el personal juzgado como para el personal Técnico Judicial. De igual forma se expone el comportamiento estadístico de las materias de Contravenciones, tránsito y Pensiones Alimentarias del año 2015 y 2019 en el despacho en estudio. 



7- Se toma en consideración lineamientos específicos para la atención de poblaciones en condición de vulnerabilidad, en el caso particular poblaciones indígenas de acuerdo con los alcances que se han establecido por parte de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 



8- Aún no se cuenta con indicadores de gestión establecidos para este tipo de despachos que atienden tres materias, razón por la que se tomará como punto de referencia el comportamiento de las cargas de trabajo de despachos homólogos, así como los indicadores de gestión de los despachos especializados haciendo los ajustes necesarios para adecuarlos o ajustarlos a la situación que muestra el despacho en análisis.



9- El despacho en análisis cuenta con una infraestructura tecnológica que permite el uso del Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales, así como la utilización del Escritorio Virtual. Cuenta además con otras herramientas que permiten el acceso a consultas del Registro Nacional, correo electrónico, entre otras cosas.



10. La versión preliminar del presente informe se comunicó mediante oficio 894-PLA-OI-2020 del 19 de junio de 2020, al Licenciado Danny Gutiérrez Gómez, Juez Coordinador del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, así como a la Máter Wendy Beita Ureña, Administradora Regional del Prime Circuito Judicial de la Zona Sur, al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, a la Subcomisión de Asuntos Indígenas, a la Dirección de Tecnología de la Información, la Dirección Ejecutiva y, el Tribunal de la Inspección Judicial. Al respecto se recibieron las siguientes respuestas:





		Oficina Judicial

		Oficio

		Fecha del

Oficio



		Juzgado Contravencional de Buenos Aires 

		109-JCBA-2020

		25-06-2020



		Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur

		0670-ARICJZS-2020

		01-07-2020



		Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional

		227-CACMFJ-JEF-2020

		01-07-2020









11.- Otras actividades realizadas que se desarrollan en el presente informe.











		I. Antecedentes

		1.1.- Informe 498-PLA-MI-2019 elaborado por la Dirección de Planificación, relacionado con el tema de implementación del escritorio virtual en el juzgado en estudio, el cual refirió a que se cambiara la prioridad de la implementación de este sistema informático de la posición 49 que se encontraba a la 14. 



Cabe indicar que, al momento de la visita realizada al Juzgado en estudio, se constató que al finalizar el mes de julio del 2019 se había concluido con la implementación y capacitación del Escritorio Virtual. Únicamente se encontraba pendiente de realizar, el escaneo de todos los expedientes en todas las materias, tema que será ampliado en el cuerpo del documento.





1.2.- Oficio 658-IJ-2019 del Tribunal de la Inspección Judicial, el cual realizó una visita el 03 de abril del 2019. Dentro de las recomendaciones se indica entre otras cosas:



“7.) El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en la medida de sus posibilidades, dotará del recurso humano requerido, según el estudio realizado a este Juzgado”.



Sobre la recomendación anterior, se tiene conocimiento que la oficina antes indicada facilitó una plaza de Técnico Supernumerario el cual se destacó del 12 de setiembre al 11 de octubre 2019, realizando labores de actualización de órdenes de apremio y tarjetas de control en Pensiones Alimentarias.



Según criterio expresado por el Lic. Rodríguez Flores, Coordinador del Área de Gestión y Apoyo, no se pudo ampliar más el periodo debido a limitaciones económicas en cuanto al pago de viáticos, debido a que no cuentan con presupuesto para estos efectos. 



1.3.- Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas entró en vigencia a partir de su publicación, la cual fue realizada en la Gaceta 179 (Alcance 174) del 28 de setiembre de 2018.



1.4 Se toma en consideración la circular 67-2019 de la Secretaría de la Corte sobre las Reglas mínimas para la aplicación del primer párrafo del numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas de Costa Rica. Se adjunta circular.
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		II. Justificación de la Situación o Necesidad Planteada

		De conformidad con lo solicitado a esta Dirección, el presente informe responde a la solicitud del seguimiento de cargas de trabajo y la valoración de recurso humano para el Juzgado Contravencional de Buenos Aires, con el fin de determinar las razones de atraso que existen en la tramitación de expedientes en cada una de las tres materias que se atienden y a su vez valorar la distribución de la carga de trabajo a nivel del personal destacado.





		III. Información Relevante

		3.1 Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.



El cantón de Buenos Aires mantiene 24 territorios indígenas, dentro de los que están los Cabécar, Bribris, Gnobe, Brunca, Terraba, Salitre, Ujarrás, Cabagra, Purré, entre otras. La Ley 9593denominada Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, señala claramente la atención prioritaria que se le debe dar a este tipo de personas usuarias. 



Normalmente el transporte público llega al centro de Buenos Aires a las 8:00 horas de las diferentes zonas. Esto quiere decir que salen del lugar de origen a eso de las 6:00 de la mañana y para llegar a ese lugar de origen las personas usuarias deben de caminar mínimo dos horas. 



El regreso normalmente es alrededor de las 15:00 horas para llegar al destino a las 17:00 horas y de ahí caminar hasta el lugar donde reside esta población. 



Como primer aspecto a considerar dentro del informe, es importante hacer referencia a la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, la cual está dirigida específicamente a la forma de trato y atención que debe tener esta población ante los servicios que presta la Corte Suprema de Justicia. Tres de los artículos de la Ley señalan:



ARTÍCULO 1- Acceso a la justicia con apego a la realidad cultural El Estado costarricense deberá garantizar el acceso a la justicia a la población indígena tomando en consideración sus condiciones étnicas, socioeconómicas y culturales, tomando en consideración el derecho indígena siempre y cuando no transgreda los derechos humanos, así como tomando en cuenta su cosmovisión.



ARTÍCULO 2- Trato digno. Toda persona indígena será tratada con respeto a su dignidad humana en razón de sus tradiciones culturales, lo cual se traducirá en acciones afirmativas que tendrán como fin que esta población tenga las mismas condiciones de igualdad que las demás personas. El incumplimiento de estas disposiciones será sancionado conforme al procedimiento y las garantías establecidas en el título VII del régimen disciplinario previsto en la Ley N.07333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993.



ARTÍCULO 4- Prioridad en la resolución y atención de casos. El sistema de administración de justicia dará prioridad al trámite y a la resolución de los casos en que figuran personas indígenas como parte. La anterior será considerada una acción afirmativa a la que deberá darse la publicidad respectiva, tanto a las personas servidoras judiciales para su cumplimiento como a la población indígena para la exigencia de sus derechos.



De acuerdo con lo indicado en el primer artículo, para el caso particular de la zona de Buenos Aires, los diferentes despachos judiciales han realizado visitas a los asentamientos indígenas con el objetivo de informar a esta población la disponibilidad de servicios que tienen con el objetivo de mantener un acercamiento y accesibilidad de la justicia a las poblaciones indígenas.



Para el caso particular del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, el Juez Coordinador como parte de su acercamiento a las comunidades indígenas, hace visitas con el objetivo de informar sobre los servicios que presta el despacho a su cargo, e incluso uno de sus requerimientos para que se le implantara el escritorio virtual, fue precisamente para que esta población que actualmente tiene mayores facilidades con el acceso a internet por medio de teléfonos celulares, pueda accesar la página del Poder Judicial y de esta manera solicitar órdenes de apremio y otra serie de servicios que hoy día se pueden realizar por medio de la tecnología y la accesibilidad que tiene el Poder Judicial a nivel digital. 



Sobre el artículo 4, señala la prioridad en la resolución y atención de casos, para lo cual ha sido de alguna manera publicitado entre estas poblaciones y se les hace saber sobre los derechos que tienen al momento de acercarse a las diferentes oficinas judiciales. 



En la siguiente figura se muestra la representación por materia de los expedientes, donde se cuenta como interviniente una persona usuaria indígena y, que ingresaron de octubre 2018 a setiembre 2019:
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Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, de la Dirección de Planificación con datos facilitados por la Administración de la Defensa Pública.



Con base en la información mostrada en la figura anterior, se puede inferir que, el 80% de la cantidad de expedientes, de octubre 2018 a setiembre 2019, responden a personas indígenas en calidad de intervinientes en asuntos de Pensiones Alimentarias (36%), Penal ordinario (25%), Penalización de violencia contra mujer (11%) y Agrario (8%). El restante 20% de los asuntos entrados es en Laboral, Penal Juvenil, Familia, Ejecución de la Pena, Contravencional, Revisión y Ejecución Penal Juvenil.

Para el caso particular del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, el cual atiende tres materias, una de ellas catalogada como vulnerable y sensible como lo es la de Pensiones Alimentarias, que hoy día muestra un nivel de atraso alto en su tramitación que impacta directamente en el tiempo de resolución de los conflictos de esta población. 



Desde este punto de vista y en acatamiento a lo indicado en el artículo 4 de la Ley 9593, se hace necesario buscar alternativas de solución inmediata que permitan presentar a los despachos judiciales una atención de calidad, efectiva y con tiempo de resolución más razonables. 



· Información socio-demográfica del cantón de Buenos Aires. –



Con datos estadísticos del INEC y según la distribución de territorios, se puede determinar que un 78% de los pueblos indígenas se encuentran en las zonas ubicadas al sur del país, viviendo en las provincias de Limón 26%, Puntarenas 24%, San José (zona sur) 19% y Cartago 8%. El restante 22% se encuentra distribuido en Guanacaste 10%, Alajuela 8% y Heredia 4%. 



Según datos del Censo Nacional de Población y Vivienda 2011, del Instituto Nacional de Estadísticas y Censo (INEC), el cantón de Buenos Aires tiene una extensión de 2384 kilómetros cuadrados, para un total de 45.244 personas, lo que representa una densidad poblacional de 19 personas por kilómetros cuadrados, aumentando en dos puntos en relación a los datos que reportó este cantón para el Censo del 2000, ya que para dicho periodo se contaba con una densidad poblacional de 17 personas por Km2. 



La mayor concentración de población se localiza en el distrito central de Buenos Aires, seguido por el distrito de Potrero Grande, siendo este primero el que mayor concentración de población presenta, seguido por el distrito de Boruca, Volcán y Brunka. 



Cuadro 1 

Distribución de la población del cantón de Buenos Aires por distrito, según total de la población y densidad poblacional

 

		Distrito 

		Población 

		km2 

		Densidad poblacional 



		 

		Absoluta 

		Relativo 

		 

		 



		Buenos Aires 

		21063

		47%

		553

		38



		Volcán 

		3815

		8%

		189

		20



		Potrero Grande 

		5956

		13%

		627

		9



		Boruca 

		3074

		7%

		138

		22



		Pilas 

		1659

		4%

		111

		15



		Colinas 

		1371

		3%

		122

		11



		Chánguena 

		2631

		6%

		273

		10



		Biolley 

		2455

		5%

		208

		12



		Brunka 

		3220

		7%

		164

		20



		Total 

		45 244

		100%

		2384

		19







Fuente: Elaboración propia con datos del Censo Nacional de Población y Vivienda, 2011. INEC. 



El cantón de Buenos Aires tiene un área que se considera primordialmente rural, en la cual predominan las actividades agropecuarias, pecuarias, silvícola y turísticas, así como pequeños comercios y centros conglomerados de viviendas y viviendas dispersas con disposición de servicios de electricidad, agua potable y teléfono, además de servicios de escuela, iglesia, plaza entre otros; donde el 62.3% de la población reside en zonas rurales y el 37.7% en zonas urbanas. 



De acuerdo con los datos del Censo Nacional de Población y Vivienda del 2011, el análisis de los grupos etarios por quinquenios determina que el 51% de la población se concentra en edades superiores a los 20 años e inferiores a los 64 años, por su parte el 44% tiene edades de 0 a 19 años y únicamente el 6% con edad superior a los 65 años; sin embargo si se analiza esta variable según grupos quinquenales se identifica que existe una mayor concentración en los grupos de 10 a 14 años y de 14 a 19 años, por su parte los grupos etarios analizados no presentan una variación significativa mayor a un punto porcentual entre sí. 



Además, el 40.7% de la población al momento del Censo indicó estar soltero o soltera, seguido por las personas casadas con un 28.3%, en unión libre con un 23.3%, separado o separada con un 3.7%, viudo o viuda con un 2.4% y divorciado o divorciada 1.5%. 



Dentro de los principales problemas que enfrenta la población indígena del cantón de Buenos Aires se identifican los siguientes:

 

· Ocupación ilegal y desplazamiento indígena 

· Violencia étnica 

· Oportunidad de empleo 

· Formación educativa y falta de conocimiento en aspectos técnicos (sobre desarrollo de capacidades) e informativos (sobre aspectos de procedimientos propios de la institucionalidad costarricense)

· Generación de espacios productivos y de emprendimiento para jóvenes, mujeres, personas adultas mayores y demás población adulta

· Dificultad de acceso a los servicios públicos 

· Falta de vías de comunicación 

· Existencia de altos índices de pobreza 

· Altos porcentajes de analfabetismo 

· Escasos servicios en salud 

· Programas institucionales adaptados a las condiciones de los pueblos indígenas; entre otros aspectos. 



Un aspecto de gran preocupación es la ocupación ilegal de tierras que ha generado dentro de los territorios indígenas una explosión de violencia desde el 2012, según (Alancay, 2014) Costa Rica es consciente de esta situación, sin embargo, los derechos de los pueblos indígenas siguen siendo violados con impunidad y su integridad cultural se amenaza y desprecia.



Con relación a los medios de trasporte y comunicación, según datos de la Federación de Municipalidades de la Región Sur de la provincia de Puntarenas (FEDEMSUR, s.f), Buenos Aires, tiene una extensión de 1.442.49 kilómetros de red vial cantonal, de los cuales, 57.2% son catalogados como en malas y muy malas condiciones, el 41.4% se encuentra en condición regular y el 1.4% como buena. El tipo de superficie de las vías del cantón son en un 93.7% de lastre, 5.2% de tierra, el 1.1% cuenta con algún tratamiento de la superficie y solo el 0.1% están asfaltadas. 



Al tomar en consideración el Índice de Pobreza Humana cantonal (IPHc), se cataloga a Buenos Aires como una zona de alta pobreza y carencias, razón por lo que el indicador muestra una desmejora al pasar del lugar 75 al puesto 80 del 2013 al 2014, lo que conlleva a clasificar esta zona como un cantón con desarrollo humano rezagado.

 

Por último, el Índice de Progreso Social cantonal (IPSc) es una métrica social y ambiental, que mide el resultado de las inversiones, programas y políticas en un cantón, con el cual se logran identificar prioridades en los cantones, promover acciones de alto impacto, contar con una guía de medición y generar bancos de datos públicos que faciliten la gestión de los gobiernos municipales. 

 

Los datos del IPSc se agrupan en tres categorías: necesidades humanas básicas, fundamentos de bienestar y oportunidades, tal como se presenta en la Figura 2. 







Figura 2 

Categorías del IPS 
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Importante tomar en cuenta que la Corte Plena mediante Circular 188-2019 aprueba 20 ejes de acción para el cumplimiento de las Medidas Cautelares 321-12 del 30 de abril de 2015, específicamente a lo relacionado a los ejes 6 y 7 establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica[footnoteRef:2].  [2:  Según acuerdo de Corte Plena 20-19 del 27 mayo 2019, art. XIX. Se adjunta link https://pizarra.poder-judicial.go.cr/index.php/directrices-destacadas/4714-circular-de-secretaria-de-la-corte-n-188-2019.] 




Lo anterior, viene a reafirmar el compromiso adquirido por parte del Poder Judicial, en cuanto a la prioridad de atención que deben tener las poblaciones indígenas en la accesibilidad de la justicia y su pronta respuesta en los trámites o gestiones que estas personas usuarias presenten en las diferentes oficinas del Poder Judicial.



Se puede concluir que el cantón de Buenos Aires presenta algunas limitaciones en cuanto al desarrollo, lo que genera se clasificada esta zona como un cantón con desarrollo humano rezagado.



3.2 Estructura Organizacional. 



El Juzgado Contravencional de Buenos Aires, atiende las materias de Pensión Alimentarias, Contravenciones y Tránsito y se encuentra conformado actualmente según la Relación de Puestos 2019 por el siguiente recurso humano:



· 2 Juez o Jueza 1 

· 1 Coordinador o Coordinadora Judicial 1

· 1 Técnico o Técnica en Comunicación Judicial

· 3 Técnico o Técnica Judicial 1



 En cuanto a la plaza de Técnico o Técnica en Comunicación Judicial, es importante indicar que se destacó por aproximadamente dos años en la Oficina de Comunicaciones Judiciales conformada en su momento de manera informal[footnoteRef:3], en la zona de Buenos Aires. Sin embargo, a gestión del Lic. Danny Gutiérrez Gómez, Juez Coordinador del despacho en análisis, el puesto de Técnica o Técnico en Comunicaciones Judiciales a partir de noviembre del 2019 se volvió a ubicar en el despacho judicial cumpliendo con sus labores de notificación, esto con el objetivo de mantener la supervisión necesaria sobre la labor que ejecuta el puesto y por estar presupuestariamente adscrita al Juzgado Contravencional de Buenos Aires. [3: 	 Debido a que no se muestra como una oficina dentro de la Relación de Puesto para el 2019. La conforman personal que se encontraba destacado en el Ministerio Público de la zona, así como la plaza antes indicada, para un total de tres personas. ] 




El Lic. Danny Alberto Gutiérrez Gómez, señaló al momento de la visita que cuando se trasladó el puesto de Técnico en Comunicación Judicial a la Oficina de Comunicaciones Judiciales, se dio estando otra persona en el cargo de Juez Coordinador. Sin embargo, menciona que ha buscado antecedentes sobre el traslado de este recurso humano y ha podido determinar que fue un acuerdo verbal entre la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y el Juez Coordinador en ese entonces del despacho. 



Hace ver que oficialmente aún no se ha conformado la Oficina de Comunicaciones Judiciales (OCJ), debido a que el puesto todavía se refleja en la Relación de Puestos del 2019 formando parte del Juzgado a su cargo. 



El interés por parte del Lic. Gutiérrez Gómez de darle seguimiento a esta plaza, es que si bien sus labores se encuentran delimitadas bajo el perfil de puesto, permitía tener una colaboración del recurso en sus labores propias del cargo, y según las posibilidades en la atención a público y otras gestiones de apoyo al despacho, que hoy día son atendidas solamente por los tres puestos de Técnico o Técnica Judicial 2, situación que entre otras cosas se suma a la situación que hoy día se presenta en cuanto al atraso en el trámite que muestra el despacho. 



3.3 Análisis de los datos estadísticos para el periodo del 2015 al 2019 del Juzgado Contravencional de Buenos Aires. 



A continuación, se presentan los cuadros estadísticos según materia, en las variables más representativas, sean circulante, casos entrados, casos terminados. Importante dentro del análisis a realizar, que a partir del 2017 se inicia con el Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales y que en el mes de junio del 2019 se inició con la implementación del Escritorio Virtual, situaciones que de una u otra forma han venido a repercutir en el accionar del despacho con la curva de aprendizaje, que implica el de proceso de cambio, proceso de gestión y capacitación entre otras cosas. 



3.3.1 Comparación de datos estadísticos en despachos homólogos de los despachos que atienden las materias de Contravenciones, Tránsito y Pensiones Alimentarias. 



Con el objetivo de contar con datos sobre las cifras promedio que recibe cada uno de los despachos homólogos en las materias antes indicadas, así como de la cantidad de personal que tiene asignado tanto a nivel de personal juzgador y personal de apoyo cada despacho, se presenta a continuación el siguiente cuadro que integra la totalidad de casos entrados por cada una de las materias y la totalidad de casos terminados o salidos. Los resultados fueron los siguientes para el periodo 2019.



Cuadro 2



Total, de casos entrados en las materias de Contravenciones, Tránsito y Pensiones Alimentarias en los despachos homólogos del país durante el periodo del 2019



		Despachos Homólogos en atención de materias de Contravenciones, Tránsito y Pensiones Alimentarias

		Cant. Juez/jue-zas

		Cant.

Téc. Jud.

		Total Entrados

		Total Terminados

		Prom. entrados

Juez/Jueza

		Prom. Entrados Personal Técnico

		Prom. juez/Jueza Terminados

		Prom. Personal Técnico terminados



		Juzdo Cont. y Menor Ctía Puriscal

		2

		4

		1625

		1294

		68

		34

		54

		27



		Juzdo Cont. y Menor Ctía Upala

		1

		3

		1199

		857

		100

		33

		71

		24



		Juzdo Cont. y Menor Ctía Turrialba

		3

		9

		2257

		1788

		63

		21

		50

		17



		Juzdo Cont. y Menor Ctía Cañas

		2

		4,5

		1218

		923

		51

		23

		38

		17



		Juzdo Cont. y Menor Ctía Quepos

		2

		4

		1431

		1220

		60

		30

		51

		25



		Juzdo Cont. y Menor Ctía Buenos Aires

		2

		3

		1319

		526

		55

		37

		22

		15



		Juzdo Cont. y Menor Ctía de Osa

		1

		4

		1336

		1044

		111

		28

		87

		22





Fuente: Subproceso de Estadística.



El cuadro anterior tiene como fin visualizar la cantidad de personal asignado en cada uno de los despachos homólogos del país y a su vez identificar el promedio de asuntos que atienden De acuerdo con la totalidad de carga de trabajo que les ingresa y que se da por terminado. Lo anterior permite identificar la carga de trabajo que en promedio cada uno de los puestos tiene a su cargo. 



Se hace la salvedad para el Juzgado Contravencional de Cañas, en la cual el puesto de Coordinadora o Coordinador Judicial asume el 50% de la tramitación de la materia de Tránsito, razón por la que se suma un 0.5 más a la cantidad de personal destacado a la tramitación de casos. Para el caso de los demás despachos judiciales, el puesto antes indicado no tiene a su cargo tramitación de expedientes[footnoteRef:4].  [4: 	Según consulta telefónica realizada a cada uno de los despachos judiciales. ] 




De acuerdo con los resultados obtenidos, se observa que, en la variable de casos entrados, el promedio más alto a nivel de Juezas o jueces lo tiene el Juzgado Contravencional de Osa con una cifra de 111 asuntos en total de las tres materias al mes, donde se destaca un solo Juez para la atención de todas las materias. El promedio menor recae sobre el Juzgado Contravencional de Cañas con una cifra de 51 asuntos al mes en todas las materias con la diferencia de que esta oficina cuenta con dos puestos de Jueza o Juez para la atención de la carga de trabajo.



Para el particular del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, ocupa la penúltima posición de los siete despachos analizados, con un dato de 55 casos en promedio al mes del total de las materias que atiende y donde se destacan dos puestos de Jueza o Juez para la atención de las tres materias. De no existir esa segunda plaza de Juez, la situación que se presentaría sería muy similar a la que actualmente tiene el Juzgado de Osa. 



Es importante para el caso del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, valorar la permanencia de una segunda plaza de Jueza o Juez, no solo desde el punto de vista cuantitativo sino tomando en cuenta el tipo de población que atienden la accesibilidad que se debe tener a estas poblaciones. Esta situación se comentará más adelante dentro del informe. 



También se comentará sobre las gestiones que realiza el despacho para tener un mayor acercamiento a las poblaciones indígenas y que estos a su vez tengan la mayor accesibilidad e información sobre los servicios que se prestan en la comunidad de Buenos Aires por medio del Poder Judicial. 



En cuanto al promedio de casos entrados para el personal técnico, se visualiza que el Juzgado Contravencional de Buenos Aires es el que muestra la mayor cifra con un dato de 37 asuntos al mes para cada uno de los tres puestos de Técnica o Técnico Judicial que tiene destacado, mientras que la menor cifra se ubica en el Juzgado Contravencional de Turrialba con un dato de 21 asuntos en promedio al mes para cada puesto, teniendo asignado actualmente un total de nueve Técnicas o Técnicos Judiciales. 



La situación anterior hace ver que comparativamente con los otros despachos, el personal técnico del Juzgado de Buenos Aires tiene una carga de trabajo superior a los demás en la variable independiente de casos entrados con un 8% de asuntos que el Juzgado de Puriscal que es el que más se acerca, tomando en consideración que este último despacho cuenta con cuatro puestos de personal de apoyo.



A nivel de carga de trabajo total de los siete despachos homólogos, se observa que la mayor entrada de casos la tiene el Juzgado Contravencional de Turrialba con un total de 2257 y le sigue el Juzgado Contravencional de Puriscal con 1625 asuntos; situación concordante con que son los que mayor cantidad de recurso humano tienen asignado en proporción a la cantidad de asuntos que les ingresa.



Para el caso específico del Juzgado contravencional de Buenos Aires, la entrada total durante el 2019 fue de 1319 asuntos, un promedio de 114 casos al mes entre todas las materias. De los siete despachos analizados el juzgado en análisis se ubica en el quinto lugar y mantiene entradas muy similares a los juzgados de Osa, Cañas y Upala. Sin embargo, estos despachos cuentas con cuatro puestos de personal de apoyo, mientras que Buenos Aires cuenta con tres puestos, razón por lo que se visualice un promedio mayor de asuntos entrados para el Juzgado de Buenos Aires.



Con respecto a la variable de casos salidos, se observa que a nivel del personal juzgador los mayores promedios están representados por los juzgados de Osa y Upala con una cifra de 87 y 71 casos respectivamente. Siempre sobre la misma variable el dato menor se ubica en el Juzgado Contravencional de Buenos Aires con una cifra de 22 casos al mes por cada puesto de Jueza o Juez.



Misma situación se presenta para el personal técnico, reflejando en esta variable la cifra más baja de los despachos analizados que se ubica en 15 asuntos al mes. Si se toma como referencia el Juzgado Contravencional de Upala que tiene igual cantidad de personal técnico asignado que Buenos Aires, se nota que el promedio es un 37.5% mayor de lo que se da por terminado en despacho de análisis al momento de compararlo en condiciones idénticas. 



Se notan otros despachos que muestran mayores promedios de casos terminados como lo son Puriscal y Quepos; sin embargo, estas oficinas cuentan con un total de cuatro puestos para la atención de la tramitación y gestión de expedientes a nivel de apoyo.



Ahora bien, se tiene conocimiento que el despacho viene afrontando un atraso en la gestión de trámite de expedientes, el cual se puede ser una de las razones por las cuales su rendimiento a nivel de casos terminados sea tan bajo, lo anterior unido también a que muestran el mayor número de asuntos entrados al mes por cada puesto técnico.



A nivel estadístico, la tasa de congestión mide el nivel de saturación o de retraso que tienen las oficinas judiciales y su cálculo se obtiene al dividir la carga de trabajo entre el número de casos terminados en un período definido.



Para el caso específico del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, se tiene que la taza de congestión es de 2.53, lo que se interpreta como que, por cada 100 expedientes terminados, quedan 253 casos sin gestionar pendiente de finalizar.



Sin embargo, al tomarse la totalidad de todas las materias en este caso y considerar dentro de estas el circulante de la Materia de Pensiones Alimentarias, es importante aclarar que esta situación hace que aumente la cifra de la tasa de congestión. No obstante, cuanto se analice de manera individual por materia, para el caso de Pensiones Alimentarias únicamente se tomará en cuenta el circulante activo y no el que se encuentre en ejecución. 



3.3.2 Movimiento estadístico del Juzgado Contravencional de Buenos Aires en cada una de las materias que tramita durante los periodos del 2015 al 2019.



Materia de Contravenciones.



Cuadro 3

Casos Entrados, Reentrados, Testimonios de Piezas, Terminados y Circulante en materia de Contravenciones del Juzgado Contravencional de Buenos Aires durante el Periodo del 2015 al 2019 



		Año

		Activos inicio de Periodo

		Entrados, Reentrados, Test. Piezas

		Terminados

		Activos fin de Periodo

		En trámite

		Promedio mensual Casos entrados *

		Promedio mensual Casos Terminados*



		2015

		110

		443

		453

		100

		100

		40

		40



		2016

		100

		447

		429

		118

		118

		40

		38



		2017

		118

		404

		244

		278

		278

		36

		22



		2018

		278

		337

		163

		452

		452

		30

		15



		2019

		452

		506

		184

		774

		773

		45

		16





Nota: * El promedio de los años del 2015 al 2019 se calcula con una base de 11.25 por cierre de vacaciones colectivas.



**Corresponde a primer trimestre del 2019. 



Fuente: Subproceso de Estadística, anuario estadístico página Web.



De la información anterior, se desprende que la cantidad de casos entrados presenta una tendencia a bajar de un 24% del 2018 con respecto al 2015 para un valor relativo de 106 casos menos en ese periodo. 



Con relación a los datos del 2019, se presenta un considerable aumento de casos con relación al 2018 con un porcentaje de un 33%, situación que evidentemente exige al despacho tomar medidas para la atención de estos casos por ser una variable independiente. 



Al momento de hacer la visita al despacho, el puesto de coordinación indicó que en esta materia se venía presentando un aumento considerable, desde el punto de vista que la fuerza Pública estaba manteniendo mayor vigilancia en la zona y por ende, se hacía una mayor cantidad de reportes o partes policiales con las respectivas evidencias. Estos se refieren a personas tomando licor en vía público, discusiones vecinales, entre otras cosas.



Del 2015 al 2017 se nota que se mantuvo la cantidad de casos ingresados entre los 400 y 450 casos, sin embargo, para el 2018 y 2019 la situación muestra cambios significativos; sin embargo, se debe tomar en cuenta que es una variable independiente y se da De acuerdo con las situaciones que se presenten en la zona.



En cuanto a los casos terminados, al ser una variable dependiente de la gestión que realice el despacho, su comportamiento al igual que en los casos entrados muestra una significativa baja de casos terminados, siendo esto un 64% al 2018 con relación a lo mostrado en el 2015. 



 En cuanto a la cantidad de casos terminados para el 2019, se visualiza que la cifra total para ese año se encuentra muy por debajo de la cantidad de ingresados para ese periodo, sea que no se atendió un 63% de la cantidad de entrados, siendo esto una cifra muy significativa que viene a representar un atraso en la tramitación de asuntos, situación que se refleja en el aumento de la variable del circulante el cual es el más grande de los periodos analizados con 774 asuntos.



Al tomar como referencias los promedios de entrados y salidos para el 2019, se nota una desigualdad, lo que refleja la poca cantidad de asuntos que se atienden y dan por terminados en materia de Contravenciones con relación a lo que ingresa, el cual es aproximadamente de un 64% lo que se está dejando de atender.



Existe una tendencia creciente en el circulante para cada año, ya que el rendimiento no cubre la tramitación de los casos que ingresan. 



Tomando en consideración otros datos estadísticos, se observa que a nivel de casos terminados una gran mayoría corresponden a conciliación, seguido por la variable de archivo y terminados con sentencia por juicio oral, o sobreseimiento definitivo. 



El circulante pasa de 100 asuntos en el 2015 a 773 al finalizar el 2019, sea un 87% de crecimiento con respecto a lo mostrado en el 2015.



Al momento de identificar las diferentes fases a nivel estadístico del circulante, únicamente se obtiene que del total de 774 al cerrar el 2019, 773 se encuentran en la fase de trámite y solamente un caso en la fase de suspendido. Esta situación debe ser objeto de mejora por parte del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, para que se pueda visualizar los casos en otras fases como lo son las de Alzada, los enviados a Conciliación o bien el sobreseimiento correspondiente. 



Al tomar en cuenta lo que reporta los datos del Subproceso de estadística para el 2019, se observa que en la fase de activos existe de los 774 casos en circulante, 771 se encuentran en la fase de denuncia y únicamente 3 en la fase de juicio, situación que refleja un significativo atraso en la tramitación de casos para que puedan pasar a la fase de juicio, ya que tampoco se refleja ningún otro dato que indique que se encuentran para sobreseimiento o que sean remitidos al Centro de Conciliación. 



La situación antes mostrada refleja nuevamente que el atraso se encuentra a nivel de la tramitación de expedientes en la gestión que realiza el personal Técnico, factor que repercute en la carga de trabajo que pueda tener el personal juzgador para resolver, el cual se evidencia que es mínimo. 



En cuanto al tipo de casos que se conocen, al tomar en consideración la entrada neta (quitando las incompetencias) se tiene que, de los 469 casos ingresados en el 2019, el tipo de asunto que se conoce es:



Cuadro 4

Entrada neta de Casos según tipo de asuntos durante el periodo del 2019



		CONTRAVENCIONES

		250



		Abandono causa honor

		1



		Abandono de animales

		8



		Acometimiento a una mujer en estado de gravidez

		1



		Alborotos

		4



		Amenazas personales

		98



		Apertura o cierre de llaves de cañería

		1



		Contravenciones contra el orden público (Desobediencia, desacato e irrespeto a la autoridad)

		4



		Contravenciones contra el orden público (Perturbaciones del Sosiego Público)

		7



		Contravenciones contra la seguridad pública (Seguridad de Tránsito)

		1



		Embriaguez

		4



		Entrada sin permiso a terreno ajeno

		11



		Exhibicionismo

		6



		Infracción ley 8395 (regulación de los servicios de seguridad privados)

		2



		Lanzamiento de objetos

		4



		Llamadas mortificantes

		16



		Miradas indiscretas

		2



		Ofensas a la dignidad

		1



		Palabras o actos obscenos

		60



		Pelea dual

		1



		Proposiciones irrespetuosas

		8



		Provocación en riña

		8



		Tocamientos

		1



		Violación de reglamentos sobre quemas

		1



		DELITOS

		130



		Agresión con arma

		1



		Amenazas contra una mujer

		2



		Daños

		1



		Infracción ley conservación vida silvestre

		28



		Infracción ley licores

		54



		Infracción ley para la gestión integral de residuos

		1



		Lesiones leves

		4



		Lesiones levísimas

		38



		Usurpación de nombre

		1



		OTROS

		89



		NO APLICA

		7



		No indica

		81



		Atípico

		1





Fuente: Subproceso de Estadística.



De los datos anteriores, resalta que en materia de contravenciones la mayor cantidad de asuntos que se presentan son de amenazas personales y palabras o actos obscenos; mientras que las restantes variables presenta un número de casos manejable. 



En el caso de Delitos, la mayor cantidad de casos se concentra en lo que son Infracción a la Ley de Licores, lesiones levísimas y la Infracción a la Ley de Conservación de Vida Silvestre. Dentro de otras variables y que no se indica el tipo se tiene un significativo número de casos con un dato de 81 expedientes entrados que no indican la causa. 



En cuanto a la tasa de congestión en materia de Contravenciones se tiene que la cifra reportada para el 2019 es de 6.95, lo que indica que, por cada asunto resuelto en esa materia, quedan aproximadamente 7 casos sin ser resueltos. 



Cuando se realizó la visita al despacho y se consultó al personal de apoyo, indicaron que una de las razones del no poder atender de una manera más eficiente la entrada de casos en materia de Contravenciones, se debe al atraso que se viene dando desde aproximadamente dos años en la tramitación de la materia de Pensiones Alimentarias, la cual ha tenido prioridad sobre las otras materias por la vulnerabilidad que presenta. 



Por otra parte, de acuerdo con los “roles” que hay establecidos para atención de público, teléfono, atención de hojas de delincuencia y otros factores, hace que el personal de apoyo no pueda estar dedicado al 100% a las labores de tramitación de expedientes. 



Posteriormente dentro del presente informe, se ampliará el tema sobre la distribución de carga de trabajo y roles de atención. 



 Materia de Tránsito. 



Cuadro 5

Casos Entrados, Reentrados, Testimonios de Piezas, casos Terminados y Circulante en materia de Tránsito del Juzgado Contravencional de Buenos Aires durante el Periodo del 2015 al 2019



		Año

		Activos inicio de Periodo

		Entrados, Reentrados, Test. Piezas

		Terminados

		Activos fin de Periodo

		Promedio mensual Casos Entrados*

		Promedio mensual casos terminados*



		2015

		24

		168

		155

		37

		15

		14



		2016

		37

		198

		187

		48

		18

		17



		2017

		48

		181

		164

		65

		16

		15



		2018

		65

		129

		63

		131

		12

		6



		2019

		131

		277

		120

		288

		25

		11







Nota: * El promedio de los años del 2015 al 2019se calcula con una base de 11.25 por cierre de vacaciones colectivas. 



Fuente: Subproceso de Estadística, anuario estadístico página Web.



De la información anterior se desprende, que durante el 2015 y 2017 en la variable independiente de casos entrados el promedio mostrado se mantuvo entre los 15 y 18 asuntos, situación que hace ver una estabilidad en esta variable, mientras que para el 2018 nota una baja de un 25% con relación al promedio del año anterior. 



Para el caso del 2019 el dato de casos ingresados presenta un aumento con relación a lo mostrado en el 2018 siendo que creció en un 53% comparado con el año anterior. 



Se debe tomar en consideración que, al ser una variable independiente, el aumento de casos puede darse por diferentes razones entre los que estarían mayor cantidad de accidentes de tránsito, mayor presencia de policías de tránsito en la zona, entre otras cosas.



Por otra parte, durante los primeros meses del año por motivo de las vacaciones colectivas se tiene que en enero 2019 ingresaron 67 asuntos, mientras que para los meses de febrero y marzo solo ingresan uno y tres asuntos, respectivamente. 



En cuanto a la variable de casos terminados, se observa que entre el 2015 y 2016 se da un aumento en la cantidad de asuntos terminados; sin embargo, a partir de ese momento la tendencia es decreciente, pasando del 2017 al 2018 a mostrar una disminución del 61%. 



La situación antes presentada es coincidente con lo expresado por todo el personal entrevistado, donde aparte del 2018 se instala en el despacho el Sistema Costarricense de Gestión de Despacho Judicial, el cual como todo cambio presenta una curva de aprendizaje, además que en ese mismo momento fue trasladada la plaza de Técnica o Técnico en Comunicaciones Judiciales para conformar la OCJ de Buenos Aires. 



Como parte de la implementación de Sistema de Gestión, señala el personal entrevistado que desconocían que la herramienta permitía realizar la labor de notificación de manera masiva; razón por lo que cada puesto de Técnica o Técnico judicial realizaba esta gestión de manera individual, tanto el acta de envío como el acta de recibo, lo cual hizo que se consumiera una mayor cantidad de tiempo en esta labor y por ende el atraso en la tramitación de las materias que conocen.



Aunado a lo anterior, también formaron parte de la curva de aprendizaje al implementarse el Escritorio Virtual en junio del 2019.



Para el 2019 en esta misma variable, se observa que la relación de casos entrados con los terminados muestra una significativa diferencia en la cual se dio 56% menos de asuntos terminados a lo que ingresó, situación que preocupa, desde el punto de vista que el atraso no es únicamente en esta materia sino también en la analizada con anterioridad. 



La situación anterior, se ve reflejada en la variable circulante, el aumento que se viene presentando año con año, pasando de 37 casos en circulante al finalizar el 2015 a 288 al finalizar el primer trimestre del 2019, sea que incluso al compararlo con el 2018 duplica la cantidad de asuntos reportados en el circulante al finalizar el año. 



En cuanto a las fases del circulante se tiene que al finalizar el 2019 el despacho mostraba la siguiente situación:



		Total

		Demanda

		Demostrativa

		Conclusiva

		Ejecución



		288

		281

		7

		0

		0







Se observa de la información anterior que la gran mayoría de casos, casi el 100% se encuentra en la fase de demanda, sea que se encuentra en un proceso de trámite donde la mayor parte de esta gestión recae sobre el personal técnico; y solamente siete casos se encuentran en la fase demostrativa en la cual si existe una gestión más participativa del personal juzgador.



Esta situación una vez más hace ver que el nivel de atraso que muestra el despacho se encuentra en la labor que lleva a cabo el personal técnico. Sin embargo, al estar el cúmulo de expedientes en la gestión de trámite, hace de alguna forma que la carga de trabajo de las Juezas o Jueces se vea disminuida, en tanto es poco lo que se pasa a fallar o firmar o bien cualquier otra gestión que sea de conocimiento de la parte juzgadora. 



En cuanto a la tasa de congestión en materia de Tránsito para el 2019, se tiene que el resultado que el resultado es de 4,70, lo que indica que por cada 100 casos que ingresan están quedando sin atender 47 asuntos, situación que no estaría siendo consecuente con brindar un servicio pronto y cumplido de la justicia.



Materia de Pensiones Alimentarias



Cuadro 6



Casos Entrados, Reentrados, Testimonios de Piezas, casos Terminados y Circulante en materia de Pensiones Alimentarias del Juzgado Contravencional de Buenos Aires 

durante el Periodo del 2015 al 2019





		Año

		Activos inicio de Periodo

		Entrados, Reent., Test. Piezas

		Prom.

		Terminados

		Inactivos

		Activos fin de Periodo

		En trámite

		Ejec.

activa

		Ejec.

Pasiva



		2015

		1363

		495

		44

		218

		313

		1327

		1327

		1226

		---



		2016

		1327

		585

		52

		247

		232

		1433

		1433

		1322

		---



		2017

		1433

		533

		47

		152

		35

		1779

		1743

		858

		553



		2018

		1779

		448

		40

		141

		187

		1899

		1836

		1027

		420



		2019

		1899

		536

		48

		222

		7

		2206

		2128

		1220

		464





Fuente: Subproceso de Estadística, anuario estadístico página Web.



Uno de los primeros puntos a indicar, es que la atención de la materia de Pensiones Alimentarias debe ser expedita y con una pronta respuesta de solución a la gestión que se presente por parte de la persona usuaria, esto por cuanto se atiende a una población vulnerable como lo es las personas menores de edad.



De acuerdo con los datos mostrados durante el periodo analizado, se observa que, para la variable independiente de casos entrados, muestra movimientos que no son constantes cada año, sea que no hay una tendencia que permita indicar que existe una estabilidad en el ingreso de casos cada año. 



Esta situación podría achacarse en parte a la inestabilidad de fuentes de trabajo que existe en la zona, razón por la que algunas veces puede aumentar o bien en otras disminuir. Se debe tomar en cuenta que la mayor parte de la población es indígena, en la cual muchas veces sus fuentes de ingreso son las ventas de los cultivos que realicen, o bien la otra fuente de trabajo que existe en la zona es PINDECO empresa que se dedica al cultivo de la piña y que generalmente contrata personal cada tres meses.



A nivel del promedio de casos entrados nuevos se visualiza que durante el 2016 y el 2019 son los años que muestra el promedio más alto (54 y 48 respectivamente) lo que representa aproximadamente 2,26 casos diarios nuevos, a los que se le debe dar un trámite inmediato, esto además de las gestiones que debe atender el personal técnico con las otras dos materias que conoce el despacho. 



De la variable de casos terminados los datos durante el periodo del 2015 al 2016 mostró un leve aumento de un 12%; sin embargo, a partir del 2016 hasta el 2018 muestran una tendencia a la baja de un 43%, cifra significativa para la gestión interna de despacho, ya que empieza a visualizarse un retraso en la resolución de este tipo de casos.



Al igual que en el caso de las materias anteriores, el personal indica que el principal motivo fue la forma en que se gestionó el trámite de las notificaciones que fueron de manera individual al momento que se puso en funcionamiento el Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales, ya que no se les informó que este trámite se podía hacer de manera masiva. 



Igualmente insidió la curva de aprendizaje al momento en que se instaló el escritorio virtual el cual en promedio conlleva un tiempo de aproximadamente seis meses. Adicional a lo anterior, hace ver el personal que fue coincidente esa situación con el traslado de la plaza de Técnica o Técnico en Comunicaciones Judiciales, la cual pasó a formar parte de la Oficina de Notificaciones Judiciales en ese momento, debido a que actualmente se encuentra nuevamente en el despacho, desempeñando labores propias del cargo.



Es concordante lo indicado con lo mostrado en el cuadro anterior, ya que el Sistema de Gestión en el despacho inicia en el 2017 y es entre ese año y el 2018 donde se visualiza una baja en la cantidad de asuntos terminados. 



En cuanto a la variable circulante, se nota que año con año desde el 2015 hasta el 2019 la cantidad de expedientes en circulante va en aumento, el cual para de 1327 casos en el 2015 a 2206 en el 2019, lo que representa un 40% de aumento durante esos cuatro años.



Al tomar los datos del 2019 en cuanto a las fases en que se encuentra constituido el circulante de la materia de Pensiones Alimentarias, se tiene:



		Total

		Demanda

		Demostrativa

		Conclusiva

		Ejec. Activa

		Ejec. Pasiva

		Sin Fase



		2206

		437

		31

		54

		1220

		464

		0







De la información anterior, se observa que un 55% del total del circulante se encuentra en ejecución activa, lo cual significa que es una cantidad de expedientes que con frecuencia genera gestiones como órdenes de apremio, incidentes de aumentos entre otras cosas, mientras que solo un 21% se encuentra en ejecución pasiva, lo cual hace ver que no está generando mayor carga de trabajo al personal técnico. 



Sin embargo, llama la atención que un 20% de los casos se encuentra en estado de demanda, lo cual con expedientes que aún no cuenta con una resolución definitiva y que probablemente apenas se encuentre con un dictado de Pensión Provisional mientras se realiza el trámite correspondiente. 



Son pocos los casos que se encuentran en la fase demostrativa o conclusiva, situación que hacer ver de una u otra forma la carga de trabajo que pueda tener el personal juzgador lo cual no estaría siendo representativa en este momento De acuerdo con las cifras mostradas en esta fase, sino más bien, los datos antes expuestos hacen ver que la mayor carga de trabajo recae sobre el personal técnico en este momento.



Por otra parte, de los 2206 casos en circulante al finalizar el 2019, la cifra se distribuye de la siguiente manera:



		Total

		Trámite

		Suspendidos

		Suspendidos acuerdos de partes



		2206

		2198

		33

		45







De los datos anteriores, se observa que el 99.63% de los expedientes en la materia de Pensiones Alimentarias se encuentra en estado de trámite, lo cual hace ver que estos expedientes se encuentran en constante movimiento y que generan carga de trabajo para el personal de apoyo.



De las tres materias que conoce el despacho, la de Pensiones Alimentarias es la que mayor carga de trabajo representa y es además una de las catalogadas como sensibles, al estar de por medio el subsidio económico para la mantención y alimentación de las personas menores de edad. A su vez, tomar en consideración que una gran parte de casos en Pensiones Alimentarias, provienen de las zonas indígenas que componen el Cantón de Buenos Aires, las cuales muestran algunas limitaciones para la accesibilidad de la justicia, en cuanto a distancias, servicios de transporte público, factores económicos, entre otras cosas. 



Al tomar la entrada total del año 2019 (1319 asuntos), se tiene que el 41% corresponde a casos de Pensiones Alimentarias; un 38% a casos de Contravenciones y un 21% a casos de la materia de Tránsito.



De ahí la necesidad e importancia que se le debe dar a la atención de esta materia y poder resolver lo antes posible las gestiones que las personas usuarias llegan a interponer al Juzgado Contravencional de la zona. Más adelante dentro del informe, se mostrará información del atraso que cada puesto de apoyo tiene no solo en la materia de Pensiones Alimentarias sino también en Contravenciones y Tránsito. 



Por otra parte, las fuentes de trabajo son limitadas en la zona, lo cual hace que con frecuencia las personas no tengan trabajo o bien el ingreso que tienen es reducido, ya que no tienen un trabajo estable que les permite mantener un ingreso fijo mensualmente. 



Después de analizar los cuadros anteriores en las diferentes variables dependientes e independientes, se reitera que la disminución en la cantidad de casos terminados y el aumento en la variable de circulante se empieza a mostrar a partir del 2018 en cada una de las materias que conoce el despacho. 



La anterior situación, así como el traslado de la plaza de Comunicador Judicial y otras variables, son las que se consideran que fue la principal causa de atraso que muestra actualmente el despacho. El atraso no solo se refleja en el trámite de los expedientes, sino también en el control del tarjetero electrónico de Depósitos Judiciales por concepto de pago de Pensiones Alimentarias, así como las conciliaciones y control cruzado que se debe hacer de manera permanente con el Sistema de Depósitos Judiciales (SDJ), lo cual se mantenía atrasado en su momento desde el 2013.



De ahí la razón que en este momento cuando se llega a solicitar una orden de apremio por parte de una persona usuaria, deben primero realizar la actualización de registros para determinar el monto exacto por la cual se debe emitir la orden de apremio. 



El despacho ha tomado diferentes medidas al respecto del tema, principalmente porque tienen claro conocimiento de la importancia de prestar un servicio de calidad y eficiente en este tema al estar dirigido a una población vulnerable. Parte de esas medidas ha sido la actualización de esos datos utilizando personal supernumerario de la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, la cual en diferentes ocasiones ha facilitado el recurso, pero no se logra en el tiempo que se destaca poner al día la gestión. 



Más adelante en la consulta realizada a la Administración de la zona, se expondrá la razón por la cual no se puede destacar mucho tiempo un puesto supernumerario en Buenos Aires.



Según consulta realizada al puesto de Coordinación del despacho, al 03 de junio del presente año había 7893 registros pendientes de actualizar en el Sistema de Depósitos Judiciales (SDJ). Al momento que se realizó la visita por parte de la Dirección de Planificación, se constató que cada actualización de expediente con los movimientos correspondientes y revisiones tarda entre 15 y 20 minutos cada una de ellas, debido a que cada expediente tiene varios movimientos sin actualizar. 



En una consulta aleatoria de expedientes al momento de la visita, se pudo constatar que algunos tienen 10 registros pendientes, otros entre 10 y 15; mientras que otros entre 15 y 20 o más. 



A efecto de tener una referencia, se tomará como un promedio de registros pendientes por actualizar en cada expediente, una cifra de 15 registros. Al tomar los 7893 registros pendientes y dividirlo entre los 15 registros promedio de cada expediente, s e tendría que en hay alrededor de 526 pendientes de actualizar. 



Al tomar en cuenta que cada audiencia de trabajo tenga al menos tres horas y media efectivas de trabajo, destacando una persona de manera exclusiva a la labor de actualización, por día se estarían realizando al menos 20 actualizaciones de expedientes. 



De acuerdo con las cifras antes mostradas, para esta gestión se requeriría al menos destacar una persona a la actualización de registros por al menos 6 semanas en esta labor de manera exclusiva.



Hay que tomar en consideración, que otro punto relevante que ha venido a afectar el atraso en la tramitación de casos, es la distribución de la carga de trabajo, la cual se comentará más adelante dentro del informe. 



3.4 Resultados de la vista realizada y entrevista al personal destacado en el Juzgado Contravencional de Buenos Aires. 



El objetivo de realizar una visita al Juzgado Contravencional de Buenos Aires tuvo como fin determinar la distribución de la carga de trabajo de cada uno de los puestos ahí destacados y a su vez determinar la capacidad de atención a público según la demanda de servicio, tomando en consideración la atención de tres materias que tiene a cargo del despacho, así como la entrega de Hojas de Delincuencia a las personas usuarias que así lo soliciten. 



Puesto de Juez 1 (Coordinación del Despacho)



Actualmente este puesto es ocupado por el Lic. Danny Gutiérrez Gómez. Señala que desde el momento que asume la coordinación del despacho en el 2018 realiza un análisis de la situación de la oficina en cuanto a carga de trabajo, gestión de los casos y organización interna, del cual llega a la conclusión que existe un atraso significativo en la tramitación de expedientes, especialmente en lo que a Pensiones Alimentarias se refiere, sin dejar de lado también lo que corresponde a Contravenciones y Tránsito.



Señala que, al momento de asumir el puesto, encuentra una serie de debilidades, pero principalmente la que considera que más afectación causó al despacho fue el procedimiento que se estaba realizando en las notificaciones las cuales se realizaban en el sistema de manera individual y no de manera masiva como así lo permite hacer el Sistema de Gestión. 



De manera inmediata se corrigió esa práctica de trabajo, sin embargo, el atraso a nivel de lo que es la actualización de gestiones en el Sistema de Depósitos Judiciales ya mostraba un tiempo significativo, y a pesar que se han buscado forma de ponerlo al día, por medio de personal supernumerario, tiempo extra después de la jornada laboral sin pago y otras gestiones utilizando personal meritorio, no se ha logrado normalizar la situación.

 

Por otra parte, al momento de su llegada analiza la estructura organizacional de la oficina e identifica que el puesto de Comunicador Judicial, fue trasladado para conformar la Oficina de Comunicaciones Judiciales (OCJ) de la zona, pero que todo había sido mediante conversaciones internas entre la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, el Consejo de Administración y el anterior Coordinador del Despacho, esto a pesar de que el puesto indicado presupuestariamente aún se encuentra adscrito en la Relación de Puestos al Juzgado Contravencional de Buenos Aires. 



A partir de los resultados obtenidos, se empezó a poner en conocimiento de las diferentes instancias judiciales la problemática que enfrentaba el despacho en cuanto atraso y cargas de trabajo, tomando en cuenta el tipo de población vulnerable que se atiende. 



De esta manera es cuando surge la solicitud al Consejo Superior en el sentido de agilizar la implementación del Escritorio Virtual, tomando en cuenta los beneficios en la tramitación y digitalización de expedientes que permite, así como gestiones con la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur para que se les facilite personal Supernumerario. 



La gestión de implantar el sistema de Escritorio Virtual se dio en junio del 2019, razón por la que el despacho labora tanto con el Sistema de Gestión como con el Escritorio Virtual. Importante tomar en consideración que, para la implantación de ambos sistemas informáticos, el despacho tiene una curva de aprendizaje la cual tarda alrededor de seis meses nivelar en cada proceso. Esta situación igualmente se une a las anteriores como parte de los factores de atraso que presenta actualmente el despacho.



Uno de los beneficios que tiene la herramienta informática del escritorio virtual, es que se pueden solicitar las órdenes de apremio en materia de Pensiones Alimentarias sin necesidad de que la persona usuaria se presente al despacho. 



Según indica el Lic. Gutiérrez Gómez, una gran parte de la población indígena cuenta actualmente con dispositivos móviles celulares, los cuales tienen acceso a internet, lo que les permite tener una mayor accesibilidad a los servicios que presta el despacho a su cargo, evitando el traslado de las personas usuarias de largas distancias.



A criterio del Lic. Gutiérrez Gómez, su intención es prestar un servicio de calidad a esta población y mejorar en los tiempos de tramitación de los asuntos que ingresan al despacho. Sin embargo, menciona que a pesar de los esfuerzos no ha sido posible llegar a estabilizar la tramitación del Juzgado, lo cual se considera en alguna medida al momento de la implantación del Sistema de Gestión de Despachos Judiciales, al no realizarse el proceso de notificación como debió ser desde un inicio de manera masiva. 



El hacer de manera individualizada el proceso de notificación en las tres materias que conoce el despacho considera que afectó el rendimiento de cada uno de los técnicos, ya que tenían que tomar un día completo a la semana a realizar esta labor; lo que antes estaba a cargo de una persona que de igual forma fue trasladada a otra oficina y no se contaba con ese recurso. 



Se reitera que en diferentes oportunidades se ha contado con personal supernumerario que pertenece a la Administración Regional de la zona. Sin embargo, por las condiciones que tiene este personal, se destaca de manera intermitente y no permanente.



El personal supernumerario generalmente se ha destacado a la actualización del SDJ, sin embargo, por el corto plazo que son destacados por la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, no es posible ponerlo al día, y lo que se adelanta no es sostenible en el tiempo debido a que el personal técnico pasa en la tramitación de asuntos y atención de público. Esta situación será comentada posteriormente dentro del informe.



Si bien, ha permitido avanzar con la actualización del tarjetero para la gestión de las Pensiones Alimentarias, también el personal supernumerario ha colaborado en el remesado de expedientes y otras gestiones. Sin embargo, la frecuencia de personas por atender y el retraso existente es que, al personal ordinario de la oficina, se le dificulta mantener al día estas labores y vuelve a desactualizarse. 



Argumenta que la situación es preocupante, en especial por el tipo de población que se atiende. Como parte de sus labores de mejoramiento también ha gestionado los Facilitadores Judiciales en la zona, lo cual ya existen 9 personas debidamente capacitadas y que prestan servicio.



A pesar que se cuenta con el personal capacitado, existe una limitante con relación al transporte de estas personas, lo cual no existe disponibilidad de vehículo por parte de la Administración Regional de la zona. 



Un punto importante a indicar es que se han visitado en diferentes oportunidades las poblaciones indígenas de la zona, con el objetivo de hacerles ver y poner en conocimiento los servicios que presta la Corte Suprema de Justicia, razón por lo que las personas se encuentran debidamente informadas a lo que pueden acceder y a los derechos que tienen, aspecto por lo que una gran población acude a los despachos judiciales de la zona.



Con la implementación del Escritorio Virtual, ha permitido que parte de la población que tiene acceso a la telefonía celular y al internet, puedan solicitar mediante la app las órdenes de apremio sin tener que desplazarse hasta el despacho judicial.



Por parte de la coordinación del despacho, en todo momento se ha buscado como mejorar el servicio, pero existen limitaciones de diferente índole que afectan el brindar un servicio de calidad a la población vulnerable. 



También dentro de las mejoras que se han buscado, está el realizar las audiencias en los diferentes sitios donde se concentran las poblaciones indígenas. Se trata de hacer programaciones mensuales y de esta manera mantener una “presencia” del acceso a la justicia sin que deban trasladarse hasta el centro de Buenos Aires. Sin embargo, al momento de la visita esta gestión tenía la limitante de disponibilidad del vehículo por parte de la Administración Regional de la zona, la cual señalaba que no existía vehículos disponibles, ya que estaban programados a los diferentes despachos, principalmente los que atienden materia penal.



Sin embargo, actualmente se facilita un vehículo al menos una vez al mes el cual es conducido por el mismo Juez del Juzgado Contravencional para realizar audiencias en los diferentes poblados indígenas. No obstante, es insuficiente para poder visitar todas las zonas especialmente por las distancias que existen entre el centro de Buenos Aires y los poblados indígenas.

 

A pesar de haberse buscado diferentes beneficios para la población indígena para que tengan un mayor acceso a la justicia, lo cierto es que no se logran realizar al 100%; ya que existe viabilidad judicial pero no así los recursos óptimos que se requieren para brindar el servicio de forma efectiva. 



El cúmulo de trabajo se concentra en la tramitación de expedientes, lo cual recae más en el personal de apoyo que en el personal profesional. Es por esta razón que las recomendaciones que se realicen giren en torno al personal de apoyo del despacho principalmente en lo que a manifestación de personas usuarias se refiere y a la tramitación de expedientes.



La distribución de la carga de trabajo por materia es totalmente equitativa para el personal de apoyo y profesional, por cada materia. Se realiza de manera automática De acuerdo con programado en el Escritorio Virtual. 



Importante tomar en consideración que el puesto de Jueza o Juez que se destaca en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur en el RAC atiende además de los casos de esta oficina, asuntos de Justicia Restaurativa, razón por lo cual, la disponibilidad de atención en este tipo de despachos además de los que se atienden del Circuito Judicial, es reducido, información que confirmó la Licda. Carmen Cerdas Cisneros, Coordinadora del RAC a nivel nacional.



· Carga de Trabajo de los puestos de Jueza o Juez



En cuanto a la carga de trabajo que mantenía este puesto al momento de la visita, se registró:



· 64 expedientes de Pensiones Alimentarias

· 40 casos en Contravenciones

· 26 en materia de Tránsito 

· 1 caso en Laboral antes de la Reforma



Lo anterior hace ver que se dispone de una carga de trabajo baja, a nivel de puestos de Jueza o Juez, incluso si se compara con otras oficinas homólogas. Lo anterior es un indicador de que existe un “cuello de botella” a nivel del personal de apoyo, razón por lo que la carga de trabajo que se pasa a resolver a nivel de Jueza o Juez es baja. 



Para el mes de abril del presente año, este puesto de Juez firmó 206 expedientes que correspondieron a 289 documentos y se realizaron dos audiencias únicamente. Esto representa un promedio de 10 gestiones al día.



Por otra parte, según consulta realizada al despacho sobre el tema de audiencias previas en Pensiones Alimentarias y Contravenciones, indican que la oficina no cuenta con un espacio físico idóneo para la realización de audiencias De acuerdo con los lineamientos que el Ministerio de Salud indica, más en estos momentos por la afectación de la pandemia del Covid 19. 



Este es una de las problemáticas que expone el Lic. Gutiérrez Gómez en los documentos que remite a la Magistrada Damaris Vargas como representante de la Subcomisión de Asuntos Indígenas. Al respecto la Administración Regional de la zona, habilitó un lugar a partir del 21 de abril del año en curso. Sin embargo, el espacio se ubica a 500 metros del Juzgado, lo que en algunas ocasiones se ve limitado su uso por el traslado por factores de lluvia y otros tanto para el personal judicial como para las personas usuarias. 



Puesto de Juez 1 destacado al momento de la visita (Lic. Alejandro Brenes Cubero)



Al momento de la vista, señala que tiene poco tiempo de estar nombrado en el Juzgado en estudio. 



Comparte el criterio del Lic. Gutiérrez Gómez en el sentido de la preocupación del atraso que muestra el despacho en la tramitación de casos, esto a pesar de los diversos esfuerzos realizados para mejorar en este tema y en brindar un servicio oportuno a la población vulnerable de la zona. 



El escritorio del Lic. Brenes Cubero se encontraba al día, con una cifra de cero asuntos en todas las materias. 



Lo anterior hace ver que el “cuello de botella” se encuentra a nivel del personal de apoyo.



No se encuentran expedientes en la etapa de fallo para audiencia, no obstante, cuando las personas interesadas consultan por el proceso, se activa a nivel interno y se le da trámite. 



Considera conveniente poner en práctica las audiencias previas de conciliación; sin embargo, se tiene el inconveniente de la accesibilidad de las notificaciones por ser lugares lejanos donde se deben realizar.



Actualmente debido a la carga de trabajo y atraso presentado, se le da prioridad a establecer la pensión provisional la cual tratan de establecerla en el menor tiempo posible; en cuanto la definitiva, si existe un atraso debido a la tramitación que lleva el expediente y notificación de las partes y pruebas correspondientes.



Hace ver que el tema de la figura del Defensor Público se presenta únicamente dos veces a la semana al despacho, lo cual se considera insuficiente para la demanda que existe en el tema de Pensiones Alimentarias y termina el Juzgado recibiendo todas las demandas de Pensiones. 



Sobre este tema, es que el puesto que se destaca para la atención de casos en Pensiones Alimentarias, corresponde a un puesto de la Defensa Pública que se ubica en la oficina del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, y únicamente dos días a la semana (martes y miércoles) es lo que puede desplazarse hasta Buenos Aires para atender los casos, tiempo que se hace insuficiente no solo para la cantidad de casos que hay, sino también por el tiempo de traslados el cual es de casos una hora y media solo de ida y otro tiempo igual de regreso, lo cual son aproximadamente tres horas únicamente en el traslado, lo cual limita también el tiempo de atención de casos.



Importante destacar que desde el momento en que inició la pandemia, la Defensa Pública indicó que no estarían recibiendo demandas nuevas, situación que a la fecha de realizar este informe se mantenía. Solo se atienden aquellas audiencias que ya se encontraban señaladas.



Referente al caso de contar con un puesto de Defensora o Defensor Público de manera permanente para la atención de demandas de Pensiones, se indica por parte del despacho en estudio que desde hace aproximadamente dos años se ha estado en conversaciones con Jerarcas de la Defensa Pública, pero no se ha logrado el objetivo y se mantiene únicamente la visita dos veces a la semana.



De acuerdo con la consulta realizada en el mes de mayo pasado, en este puedo se encuentra destacado el Lic. Rigoberto Alfaro Zúñiga. Como parte de su carga de trabajo se reporta que en el mes de abril se firmaron 239 expedientes que corresponden a 334 documentos, de forma general en las tres materias que se atienden. Esto representa un promedio de 11 documentos al día.



Por otra parte, se reporta que en el mes de abril se realizaron únicamente dos audiencias. Esta carga de trabajo hace ver que se mantiene la situación, en cuanto a que el volumen de trabajo se concentra siempre en el personal de apoyo, y existe poca capacidad en el trámite de asuntos para generar casos para resolver por parte del personal Juzgador.



Para ambos puestos de Jueza o Juez destacados en el despacho, al 13 de mayo del presente año, la cantidad de asuntos pendientes de fallo por materia era:



		Pendiente para fallo



		Pensión Alimentaria

		9



		Contravenciones

		0



		Tránsito

		24







Tal como se observa, la cantidad de asuntos para fallo es baja para la carga de trabajo que pueden asumir dos puestos de Jueza o Juez, razón por lo que se evidencia una vez más que la mayor problemática se encuentra a nivel del personal de apoyo en la tramitación de asuntos que se encuentran acumulados.



Puesto de Coordinadora o Coordinador Judicial 1 



· Este puesto presenta la particularidad que es donde se concentra la asignación de cada uno de los casos nuevos que ingresan al despacho en los sistemas informáticos, siendo esto que, con frecuencia, la persona destacada en el puesto debe dejar sus labores propias del puesto para realizar el ingreso de la causa. Esta práctica de trabajo se realiza de la misma forma en los juzgados homólogos que se consultaron. De igual manera, la persona que se encuentre manifestando ese día, debe trasladarse hasta el puesto de la coordinación para llevarle la información básica del tipo de caso y la persona que está presentando la denuncia, tiempo que la persona usuaria debe esperar mientras se realiza esta gestión.



· En cuanto a la materia de tránsito, se reciben por medio del sistema informático que del COSEVI la actualización de boletas; sin embargo, los partes se reciben de manera física por parte de la oficina de Tránsito de la localidad. 



· Se concentra en este puesto también la eliminación de expedientes y de acontecimientos, así como el ingreso de incompetencias en las tres materias que conoce el despacho. 



· Dentro de las prioridades de sus labores se encuentra el Sistema de Depósitos Judiciales con el pago de Pensiones Alimentarias. Si el expediente se encuentra actualizado y el monto a girar es el establecido desde un inicio, el trámite de la gestión es sencillo; sin embargo, lo normal es que el monto sea menor o mayor a lo establecido, lo que conlleva a una revisión pormenorizada de los montos que se deben girar. Es una labor diaria y de las que se presenta con mayor frecuencia, situación que resta tiempo a las otras labores del puesto.



· Entre otras cosas también tiene a su cargo el control de Ordenes de Libertad y todos los controles en libros que esta gestión requiere; boletas de incapacidad del personal de la oficina; informe de Jueces o Juezas cada vez que se presenta una sustitución; control de comisiones recibidas y enviadas; control de causas disciplinarias, sustituciones de personal de apoyo, control de expedientes reentrados; control de expedientes de paso de fallo; control de personas detenidas; libro de juramentaciones, Correo Electrónico oficial de la oficina, entre otras cosas.



· Le corresponde la actualización del tarjetero de montos de pensiones, el cual es una labor que se realiza de manera manual, debido a que el sistema informático no hace diferencia entre los montos depositados y las fechas que corresponden a cada período que cubre el depósito. Al momento de la visita existía un atraso que estaba a noviembre del 2017 y faltaban por actualizar 8624 registros. En esta labor participa también el personal de apoyo, supernumerario y meritorio.



· Coordinar la asignación de permisos a nivel de sistemas informáticos con el personal de Tecnología de la Información destacada en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur. Esto es para el personal meritorio, ascensos o sustituciones en el caso de Jueces o Juezas. 



· Cumplir con todas las gestiones relacionadas con el PAO, SEVRI y otras de orden administrativo.



· Confeccionar el reporte del SDJ que solicita la Auditoría Judicial cada seis meses en el cual se deben verificar cada uno de los depósitos que se tengan. 

 

Las labores antes indicadas son las más representativas del puesto, teniendo claro que desempeña otras labores propias del cargo, según el Manuel Descriptivo de Puestos de Gestión Humana.



De acuerdo con la persona entrevistada que ocupa el puesto, actualmente la oficina trabaja tanto con el Sistema de Gestión de Despachos Judiciales como con el Escritorio Virtual. Desde el momento que se implementó el Sistema de Gestión, siempre se presentaron problemas por la inestabilidad de la “señal en línea”, razón por la que con frecuencia se perdía información o tenían que realizar doble trabajo, situación que de una u otra forma afectó también en el atraso que presenta el despacho. Actualmente señala que con el Escritorio Virtual la situación mejoró y son pocas veces en las que se presentan situaciones de este tipo. 



Una situación que en su momento el Juez a cargo del Despacho puso en conocimiento del Departamento de Tecnología de la Información y de la Inspección Judicial, fue el hecho que expedientes propios del Juzgado en Buenos Aires, eran modificados en el Juzgado de Quepos con partes diferentes, situación que llamó la atención sobre la vulnerabilidad del sistema. Al momento de la visita aún no se había recibido respuesta sobre la situación presentada. Por esta razón, se realiza por parte del personal de apoyo, una revisión previa del expediente constatando que sean las partes involucradas e interesadas las que forman parte del expediente.



El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional realizó a inicios del 2019 una distribución de labores para el Juzgado en estudio, el cual se ha venido aplicando según las indicaciones realizadas por la oficina antes indicada. En esta distribución se detallan algunas otras labores que tiene a cargo el puesto de la Coordinación. 



Sin embargo, hace ver que la persona a cargo de ese puesto si bien se ha tratado de cumplir con lo indicado, no ha sido posible debido a las múltiples labores a desempeñar y sobre todo aquellas en las cuales debe prestar colaboración al personal de apoyo al estar concentradas las labores en este puesto. 
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Al momento de la visita al despacho el puesto de Coordinación tenía pendiente de ingresar a los sistemas informáticos lo siguiente:



· Creación de 77 carpetas de expedientes nuevos para casos de tránsito que se recibieron, pero no habían sido ingresados al sistema informático. Conlleva además el ingreso de las partes y los objetos. Se estima que en cada caso se consumen alrededor de 15 minutos. 



· Una cantidad de 148 causas por ingresar correspondiente a “partes” policiales con sus respectivas evidencias, las cuales deben será anotadas en el libro de Registro de Cadena de Custodia de Indicio F421.





· Para el caso de las itineraciones existían 4 pendientes de ingresar, en la cual de manera manual debe asignar al Juez o Jueza correspondiente, revisar el procedimiento, si tiene sentencia o no activa o pasiva y establecer la ubicación, entre otras cosas. Esta gestión se encuentra relacionado con las incompetencias las cuales las origina el puesto de Técnico Judicial y la traslada para hacer el traspaso en el SOAP y en el SDJ del Juzgado que corresponda. Esto debe ser aprobado por el Juez o Jueza y pasarse a la bandeja de salida. 



· Para el caso de las Pensiones Alimentarias la cuenta debe estar en cero, sin embargo, al día de la visita tenía aproximadamente ¢4.500.000.00 para girar. La prioridad en el giro de dineros del SDJ es para las personas que llaman debido a que se deben atender también las otras labores y no da tiempo de abarcar la totalidad de giros, más que se encuentra concentrado en una única persona. En un día normal se atienden hasta 15 llamadas y si es un día de planilla hasta 30 llamadas.



· Siempre sobre el tema de giros pendientes de realizar en materia de Pensiones Alimentarias, de acuerdo al último reporte emitido por el Juzgado Contravencional de Buenos Aires al mes de julio 2020, existía un total de 459 giros por realizar para un monto de ¢9.893.221.47, cifra significativa desde el punto de vista que son dineros que lo antes posible deben ser girados a las personas interesadas. Por otra parte, se observa que la cantidad de giros pendientes es alta, lo cual es necesario abordar el teman al momento de hacer una propuesta de plan de trabajo. Se mantiene como material de trabajo el listado de giros pendientes facilitado por el Juzgado en análisis. 



Indica la persona encargada de realizar la apertura de expedientes en el sistema informático que se en promedio se tarda 10 minutos en un caso de materia de Contravenciones, mientras que para las materias de Tránsito y Pensiones Alimentarias (en la cual se debe poner en conocimiento del PANI) se tarda un promedio de 15 minutos. 



· Digitalización de los expedientes 



Debido a la implementación del Escritorio Virtual en el 2019, se está realizando el proceso de digitalización de todos los expedientes, utilizando un scanner facilitado por la Dirección Ejecutiva y con un recurso meritorio. Lo prioritario son los expedientes sin sentencia que están próximos a fallo con el objetivo que de una vez se constituya el expediente electrónico. Al momento de la visita había 489 expedientes sin sentencia y 1629 con sentencia, lo cuales serán digitalizados en el momento que corresponda.



 En cuanto a la digitalización se refiere, se indica que a mayo del 2020 aún falta por digitar al menos el 70% de la totalidad de expedientes del despacho. Al tomar como referencia la cantidad de expedientes en circulante al iniciar el 2020, se tiene que la totalidad es de 3268 casos, razón por lo que aproximadamente estaría faltando de digitalizar una cantidad de 2300 expedientes. 



Esta labor en un inicio estaba siendo realizada por personal meritorio, sin embargo, no siempre se cuenta con este recurso disponible. 



A pesar que se estableció a lo interno del Juzgado un plan de trabajo en el cual todos los días de las 16:30 a 18:00 horas se mantiene la labor de digitalización donde se divide el personal de apoyo, desamarrando el expediente, escaneando y actualizando datos en el sistema y por último volviendo a confeccionar el expediente y ubicarlo en la casilla correspondiente, no se ha logrado culminar con esta labor.



La persona que desempeña el puesto de la Coordinación, hacer ver que gestiona y controla un sin número de labores las cuales requieren de cuidado, en especial cuando se manejan dineros y papelería de seguridad, lo cual son labores concentradas en un único puesto que demanda una responsabilidad alta en el control y seguimiento de casos.



El mayor volumen de trabajo que maneja la oficina es a nivel de la materia de Pensiones Alimentarias razón por la que debe hacer prioridades al momento de ejecutar sus funciones; esto hace de una u otra forma existan casos pendientes de ingresar en lo que corresponde a las materias de Tránsito y Contravenciones, dándole actualmente la prioridad de Pensiones Alimentarias que es la de mayor demanda. 



Hace ver que si bien se estableció una organización interna por parte del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, no ha sido posible llegar a cumplir las cuotas establecidas de trabajo, lo anterior por las condiciones de orden cuantitativo y cualitativo que tiene el despacho, las cuales serán detalladas posteriormente en cuanto a la forma de atención y división de trabajo del personal, aspecto que es concordante con lo expuesto por el Lic. Danny Gutiérrez Gómez, Juez Coordinador del despacho analizado.



Considera que una de las razones por la que el despacho muestra un atraso, es a partir del momento en que se implementó el Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales, ya que no se realizó el procedimiento correspondiente de realizar las notificaciones de manera masiva, sino que se realizó de forma individual para cada expediente. 



· Análisis de los puestos de Técnica o Técnica Judicial 



Antes de entrar a analizar las particularidades individuales de cada puesto de Técnica o Técnico Judicial, es importante exponer la situación de la carga de trabajo del escritorio de cada uno de estos puestos el cual se detalla seguidamente a la fecha del 13 de mayo del año en curso: 



		Expedientes

		Pensiones A.

		Contravenc.

		Tránsito

		Laboral

		Total



		Téc.1

		996

		209

		72

		8

		1285



		Téc 2

		1045

		181

		89

		4

		1319



		Téc 3

		1115

		216

		78

		7

		1416







De los datos anteriores se observa que, a nivel de distribución de carga de trabajo, los datos que presenta cada uno de los puestos es similar en cada una de las materias que se atienden. Se evidencia que la mayor parte de los asuntos pendientes de tramitación se encuentran a nivel de la materia de Pensiones Alimentarias y la menor cantidad corresponden a la materia de Tránsito. Para el caso de la materia Laboral, corresponde a los expedientes que quedaron en el despacho a partir de la reforma. 



En cuanto a las tareas pendientes que tiene cada puesto de Técnica o Técnico, así como el personal profesional en el buzón electrónico del Escritorio Virtual se muestra: 



		Tareas

		Pensiones Alim

		Contravenciones

		Tránsito

		Laboral

		Total



		Téc 1

		1066

		296

		189

		15

		1566



		Téc 2

		1057

		303

		198

		8

		1566



		Téc 3

		1143

		367

		193

		16

		1719



		Coordinación

		100

		39

		24

		1

		164



		Juez 1

		295

		59

		42

		2

		398



		Juez 2

		4

		2

		0

		0

		6







Se mantiene la condición de mayor carga de trabajo en la materia de Pensiones Alimentarias, la menor en la materia de Tránsito. Se observa que las cargas de trabajo se mantienen dentro de lo posible equiparadas entre los tres puestos de Técnicas o Técnicos Judiciales. 



Para el caso de los puestos de jueces, se detona que uno de los puestos tiene una carga de trabajo pendiente en la bandeja de entrada baja con relación al otro puesto de Juez, lo que podría interpretarse que existe un mayor control y abordaje en las gestiones pendientes de atender por parte del Juez que muestra menos carga de trabajo, esto debido a que mantiene al día su buzón electrónico.



En cuanto al tema de escritos pendientes de atender, se tiene que al 12 de mayo del 2020 la cantidad por cada puesto de Técnica o Técnico Judicial era la siguiente:



		Puestos

		Pensiones Alim

		Contravenciones

		Tránsito

		Total



		Téc 1

		14

		15

		2

		31



		Téc 2

		135

		18

		5

		158



		Téc 3

		129

		11

		6

		146







De los datos anteriores se observa que uno de los puestos de Técnica o Técnico Judicial mantiene una cantidad baja de escritos por atender en su escritorio, mientras que los otros dos puestos, particularmente en la materia de Pensiones Alimentarias, superan ambos los 100 escritos. De la consulta realizada al despacho sobre la situación presentada, señalan que el puesto de Técnica o Técnico trata dentro de sus posibilidades de mantener esta gestión lo más al día posible sin presentar mayor atraso, sea darles el trámite correspondiente a los escritos presentados.



Por último, en cuanto a la cantidad de apremios que se solicitan por día, se tiene que los datos son los siguientes, tomando como referencia el mes de abril del 2020.



		Puestos

		Recibidos

		Resueltos

		% Resuelto



		Téc 1

		28

		16

		57%



		Téc 2

		66

		21

		32%



		Téc 3

		86

		19

		22%







Esta es una de las gestiones que, a nivel del personal de apoyo del despacho, se indica que les consume más tiempo realizar debido a la actualización previa que se debe hacer en cada caso del tarjetero electrónico, además que al ser la mayor carga de trabajo que recibe el despacho en materia de Pensiones Alimentarias, con mayor frecuencia las personas usuarias acuden al Juzgado a realizar la solicitud de orden de apremio. 



Al momento de la visita, el personal de apoyo fue claro en manifestar que es variable la cantidad de solicitudes que se presentan en cada caso, debido que hay casos que se encuentran ligados a la principal fuente de trabajo que existe en la zona con la Compañía PINDECO, la cual recluta personal cada tres meses o bien cuando es época de cosechas. 



Lo anterior hace que existan momentos de estabilidad económica por parte de las personas responsables del pago de la Pensión, pero hay otros momentos que, al no existir trabajo, se atrasan con los pagos y por ende aumentan las solicitudes de órdenes de apremio.



Al igual que en casos anterior, al valorar la carga de trabajo el personal de apoyo se evidencia que existe un puesto de trabajo que mantiene niveles de atraso o gestión bajos, mientras que los otros dos puestos se observan mantienen un rendimiento más bajo en comparación con uno de sus puestos, tomando en cuenta que se realiza una carga de trabajo equitativa en todas las materias, razón por lo que deberían de mostrar rendimientos similares.



En cuanto a la cantidad de personas usuarias que se atienden en el Juzgado analizado, el Lic. Gutiérrez Gómez mediante el oficio 109-JCBA-2020, hace ver que desde el momento que tiene a su cargo del despacho, se implementó un libro de control sobre la cantidad de personas que se atienden mensualmente. Seguidamente se expone la siguiente información:



		Año

		Ene.

		Feb.

		Mar.

		Abr.

		May.

		Jun.

		Jul.

		Agos.

		Set.

		Oct.

		Nov.

		Dic.



		2018

		410

		456

		528

		186

		304

		705

		711

		1044

		864

		840

		996

		677



		2019

		1045

		774

		1322

		---

		---

		---

		---

		---

		---

		---

		---

		---







Tal como se visualiza en los datos anteriores, para el 2018 se atendió un total de 7721 para un promedio mensual de 686, sea aproximadamente 32 personas al día. 



Para el primer trimestre del 2019, se atendió un total de 3141 personas usuarias, para un promedio mensual de 50 personas al día. 



Importante hacer ver que la cantidad de personas que se atienden al mes es variable y no mantiene una constante dentro de los meses analizados, lo cual se debe a varios factores como pueden ser cierre de vacaciones colectivas, pago de aguinaldos en Pensiones Alimentarias, Salario Escolar de Pensiones Alimentarias, épocas de cosechas en la zona en las que se contrata mayor cantidad de personal, entre otros factores. 



Para el 2019 se visualiza que el mes de enero tiene una cantidad representativa de personas usuarias el cual puede deberse el periodo de cierre colectivo de vacaciones; ya para el siguiente mes se observa una disminución de un 26% en la atención de personas, pero para el mes de marzo nuevamente incrementa, lo cual uno de los factores puede ser el pago de salario escolar en la materia de Pensiones Alimentarias. 



Si bien el promedio de atención diaria se ubica alrededor de 30 personas diarias, no siempre se mantiene esa cantidad, ya que se muestra con los datos antes presentados que es variable la cantidad de usuarias y usuarios que acuden al Juzgado Contravencional cada mes. 



Con respecto a rol establecido para la atención de llamadas telefónicas, al momento de la visita se pudo constatar que son frecuentes la cantidad de llamadas para consultas por parte de las personas usuarias en sus expedientes, siempre dentro de las limitaciones de información que se puede brindar. 



Tal como lo indica el Lic. Gutiérrez Gómez, se reciben alrededor de 50 llamadas diarias con un tiempo de atención de aproximadamente 5 minutos. Esta situación se hace ver dentro del informe, como parte del rol de atención que se tiene y como parte del tiempo que conlleva para el puesto de Técnica o Técnico Judicial atender esta labor. 



Estas llamadas telefónicas obedecen a las largas distancias y deficiencias en el transporte público que tienen las personas usuarias, razón por lo que prefieren hacer la consulta vía telefónica antes de apersonarse al despacho judicial.

 

Puesto de Técnica o Técnico Judicial 1



Parte de las labores de este puesto fueron expuestas dentro del Plan Remedial que realizó el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Cuenta con más de 20 años de trabajar en el despacho y tramita las tres materias. Considera que se recibe poca capacitación y las formas de trabajo han venido cambiando, lo cual les exige tener mayores conocimientos, especialmente en el uso de herramientas informáticas. 



Según lo indicado por la persona que ocupa el puesto antes se resolvía solamente en el Sistema de SDJ mientras que actualmente se debe incorporar las órdenes de apremio en el Escritorio Virtual, situación que demanda un poco más de tiempo en cada caso que se atiende. 

 

El personal de apoyo además de las labores de tramitación de expedientes en las tres materias que conoce el despacho, forman parte de un rol de atención de público (un puesto cada día), un rol de atención de teléfono para consultas de Pensiones Alimenticias (todos los martes), un rol de Fotocopias (una vez a la semana cada puesto y se tarda hasta una hora en cada expediente) y un rol para cubrir las consultas y gestiones de expedientes de la persona que ese día se encuentre en manifestación, razón por lo que tiempo específico para la atención de cada escritorio de forma exclusiva solo queda un día a la semana y cumplir la cuota de 14 expedientes para tramitar por día. 



Esta situación es una de las mayores limitaciones en el sentido que su tiempo no está dedicado al 100% a la tramitación de expedientes, sino que deben atender otras labores que, si bien son propias del puesto, no permiten cumplir con las cuotas de trabajo establecidas en el plan remedial, situación que pudo ser constatada al momento de la visita. 



Hace ver que la prioridad de trámite de expedientes está enfocada en los casos de Pensiones Alimentarias y que las otras materias como Tránsito y Contravenciones se encuentran en espera, ya que no tienen tiempo de cubrir toda la tramitación. En el caso que se presente la persona usuaria con algún caso de las materias de tránsito o Contravenciones, se inicia con el proceso de gestionar el expediente. 

 

Una de las labores que se presenta con frecuencia es la atención de personas usuarias que solicitan el subsidio de pasajes y comida principalmente por las condiciones que muestra la zona con una alta población indígena de bajos recursos económicos, lo cual implica un trámite en coordinación con el juzgado penal donde está establecida la caja chica. Normalmente estas personas se presentan acompañadas de testigos o personas menores de edad (hijos). Esta gestión se lleva a cabo por medio de una manifestación en acta. 



En cuanto a cargas de trabajo, al momento de la visita la condición del escrito del puesto en análisis era:



En buzón electrónico hay 1073 tareas pendientes de resolver en Pensiones Alimentarias



· 246 casos en Contravenciones 

· 122 casos en Tránsito

· 14 casos en Laboral que quedó en ejecución antes de la reforma.



En expedientes físicos pendientes de digitalizar mantenía lo siguiente:



· 132 expedientes en Contravenciones

· 29 expedientes en Tránsito

· 36 expedientes en Pensiones Alimentarias

· 10 Expedientes en Laboral

· 67 Apremios Corporales 



Señala como punto crítico del atraso de la oficina, el momento en que se implementó el Sistema Costarricense de Gestión y cuando se trasladó la plaza de Comunicador Judicial a formar parte de la OCJ de Buenos Aires. 



Indica que además de no constarse con ese recurso que apoyaba la manifestación, se presentó el hecho que nunca se le informó a la oficina que se podrían realizar en el sistema notificaciones de manera masiva, situación que al realizarse el proceso de notificación y agregar actas una a una, hizo que se empezara a presentar el atraso en la tramitación de expedientes, ya que consumía un día completo a la semana realizar esta labor. 



Actualmente cada puesto de Técnico Judicial mantiene una bitácora de control con las gestiones que realiza cada día, con el objetivo de poder verificar la carga de trabajo que cada persona tiene. 



Señala que es tanta la presión de trabajo que se genera en el despacho, que por más esfuerzo que ha realizado con tiempo extraordinario, adoptando formas de trabajo diferente, con apoyo de personal supernumerario y meritorio, no ha sido posible estabilizar la carga de trabajo de la oficina, situación que le ha llevado a recurrir a terapia Psicológica en el Poder Judicial.



 Puesto de Técnica o Técnico Judicial 1. 



Al igual que el caso anterior las labores básicas del puesto fueron detalladas en el Plan Remedial que formuló el Centro de Apoyo, Coordinación, Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Tiene 14 años de desempeñar el puesto, lo cual considera que tiene experiencia en la tramitación de las materias que atiende el despacho.



Actualmente es la persona que realiza los ascensos al puesto de Coordinación, lo que en alguna medida hace que se atrase el puesto de su escritorio, ya que, aunque se sustituya, la persona a cargo del puesto no siempre tiene el mismo nivel de rendimiento de la persona propietaria, y debe estar evacuando con frecuencia consultas. Normalmente quien ocupa el puesto en estos casos es el personal meritorio. 



Señala que la principal causa del atraso de la oficina inicia a partir del momento que se implanta el Sistema de Gestión y cuanto trasladan la plaza de Comunicador Judicial, la cual colaboraba con la atención de público la cual es constante durante todo el día. Considera que no les dieron la capacitación debida para el uso integral y más rápida del Sistema de Gestión. 



Aparte de la carga de trabajo de las materias que conoce el despacho, se les asignó la emisión de Hojas de Delincuencia, la cual es solicitada con alta frecuencia, con la problemática de que la persona usuaria debe esperar a que se atienda un caso de la materia de Pensiones, Tránsito o Contravenciones que se tarda hasta 20 minutos y en la emisión de la hoja se otorga en tres minutos. Esto hace también que se vea incrementada la atención de público. 



Al igual que el caso anterior, la prioridad del día a día está en la atención de la carpeta de urgentes con las órdenes de apremio que solicita la persona usuaria para llevársela de forma inmediata, lo que no permite dedicar tiempo a la tramitación de los expedientes en materia de Tránsito y Contravenciones. 



Igualmente, este puesto forma parte de los roles de atención a personas usuarias, rol de atención de llamadas telefónicas, rol de fotocopias y rol de sustitución a las consultas y casos de la persona que se encuentra ese día en manifestación. 



Además, al momento de la visita tres veces a la semana fuera del horario de oficina (16:30 a 18:00 horas) se queda en el proceso de digitalización de expedientes y de esta manera actualizar el sistema de Escritorio Virtual. Según consulta realizada ya no se queda el personal debido a la pandemia. 



El 27 marzo de 2019 se inició un inventario de expedientes en todas las materias con el objetivo de actualizar los datos estadísticos y saber la situación real de carga de trabajo del despacho. En ese momento se determinó que había expedientes en bodega que no habían sido cancelados en los sistemas. Esta gestión terminó el 17 de mayo quedando de esta manera actualizado el Sistema. 



Al momento de la visita, tenía pendiente en el buzón del sistema los siguientes casos:



· 1062 casos de Pensiones Alimentarias

· 303 casos en Contravenciones

· 140 casos en Tránsito

· 9 casos de Laboral antes de la Reforma. 



· Puesto de Técnica o Técnico Judicial 1



 Las labores que desempeña el puesto al igual que los casos anteriores en su mayoría fueron expuestos en el plan de trabajo que gestionó el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de Función Jurisdiccional.



Coincide con el criterio que el mayor atraso que muestra el despacho se debe a la implementación del Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judicial, en el cual no se dio una adecuada capacitación, siendo que se realizaba de manera individual por cada expediente las notificaciones, situación que se mejoró a partir del momento en que llega el Lic. Danny Gutiérrez y da a conocer que el sistema permite realizar esa labor de manera masiva. Antes se tardaba hasta un día completo solo realizando las actas de notificación. 



Por otra parte, también considera que afectó el traslado de la plaza de Comunicador Judicial para la atención de la oficina OCJ en Buenos Aires, ya que esta plaza colaboraba con la atención de las personas usuarias y permitía que los puestos de técnicas o técnicos judiciales pudieran dedicarse más a la tramitación de expedientes. También apoyaba en las labores de correo, atención de teléfono, recepción de denuncias, entre otras cosas. Hace ver que, si bien la plaza fue trasladada, presupuestariamente aún sigue adscrita al despacho.



Si bien el Plan de Trabajo establece al menos la tramitación de 15 expedientes por día, esa cuota no se llega a cumplir al darle prioridad a la gestión de apremios corporales (lo cual las personas usuarias diariamente llegan a solicitar, con la particularidad que no se encuentra actualizado el tarjetero, situación que tampoco se indicó al momento de la implementación del SDJ.



Situación similar se presenta cuando se implementa el SOAP, ya que no se les informa que debe actualizarse los actores o demandados cuando las personas fallecen, lo cual considera que no deben ser ejecutadas solamente por el puesto de coordinación debido a las múltiples labores que tiene a su cargo, situación que también se presenta en el caso de demandas nuevas que se da traslado a la demanda y se concentran solo en ese puesto. 



En cuanto a la atención de personas usuarias, señala que se presentan épocas de mayor afluencia como lo es el mes de febrero por motivos de las pensiones por salario escolar. También hay otros meses con mayor afluencia para lo que es la Hoja de Delincuencia, debido a que la empresa que brinda mayores fuentes de empleo en la zona, cada tres meses hace contrataciones nuevas de personal, así como también constancias y certificaciones de pensión, esto último al no existir una Administración Regional en la zona. 



Actualmente se están utilizando de manera simultánea los dos sistemas informáticos, sean Gestión y Escritorio Virtual. Al momento de realizar cancelaciones de expedientes, debe realizarse de manera individualizada en ambos sistemas, lo cual aparte del control que requiere, hace que se consuma más tiempo en esta labor. 



Colabora con el puesto de Coordinación en las labores de confección del PAO, SEVRI y otras de orden administrativo, así como con los diferentes reportes que se deben generar en diversos periodos a las diferentes instancias. 



El puesto requiere siempre estar atento a las gestiones que se realizan, como lo es en el caso de los obligados y actores que fallecen al momento de girar dineros, lo cual requiere de una resolución detallada; situación similar con lo que son los impedimentos de salida que deben estar siempre lo más actualizados posibles. 



Sin embargo, considera que es difícil cumplir con todos los controles que se solicitan, máxime en la situación que actualmente se encuentra el despacho con los niveles de atraso en la tramitación de expedientes. 



Otra particularidad que menciona es el tipo de población que se atiende, el cual requiere de una atención más personalizada y a la que se le debe dedicar más tiempo debido a que no saben expresar claramente los hechos sucedidos, lo cual hace que se tenga que reiterar con otras palabras lo sucedido con el objetivo de corroborar lo que quieren decir y tomar la denuncia de una manera adecuada. En algunas ocasionas, al ser una población indígena vulnerable, muchas veces la persona usuaria lleva ella misma un intérprete porque solo hablan su dialecto.



La afluencia de público en el despacho es normalmente a partir de las 8:00 horas, momento en que es continuo la cantidad de personas esperando a ser atendidos en el despacho, donde muchas veces la fila sale de la oficina, con el inconveniente que deben ser atendidas antes de las 15:00 horas, momento en que se regresa el bus a las diferentes comunidades. 



El horario de la oficina es de las 7:00 a las 11:30 horas la primera audiencia y de las 13:00 a las 16:30 horas la segunda audiencia. 



Dependiendo de la cantidad de público, muchas veces se requiere apoyar con otro puesto de manifestador y lograr dar una atención a estas personas, teniendo claro que la accesibilidad a la justicia para esta población no es fácil, no solo por el transporte público, sino también por los factores económicos.



Las órdenes de apremio son de las gestiones más solicitadas por la población en general de Buenos Aires, y haciendo un recuento de las solicitudes de los últimos meses, el promedio es alrededor de 1600 órdenes al año, cifra elevada para toda la gestión de trámite que conlleva el generar una orden de apremio. Al momento de la visita existían 834 órdenes de apremio por confeccionar. 



En la visita efectuada este puesto mantenía de carga de trabajo en su escritorio según sistema lo siguiente: 



· 1012 expedientes de Pensiones Alimentarias

· 285 casos en Contravenciones

· 114 casos de Tránsito 

· 16 expedientes de Laboral antes de la reforma. 



· Puesto de Técnica o Técnico Supernumerario destacado en ese momento



· En el mes de febrero de 2019 se destacó en labores de depuración del SDJ en sustitución de uno de los puestos ordinarios del despacho. 



· En el mes de marzo 2019 se destacó nuevamente para la atención de un inventario de expedientes sustituyendo la tramitación de uno de los puestos.



· A partir del 17 de junio del 2019 se destacó con el objetivo de actualizar el tarjetero electrónico de Pensiones Alimentarias. Del listado que se le entregó para la actualización se tenían 11.866 registros de depósitos de los cuales al 28 de agosto 2019 faltaban aún 6877 más 1780 registros que ingresaron como nuevos para un total de 8657. 



Recibió indicaciones que debía realizar al menos 20 actualizaciones diarias, sin embargo, no se logra debido al atraso y cantidad de registros que tiene cada expediente. La cuota real por día se establece entre 10 y 15 actualizaciones. 



· Dos puestos de personal meritorio



Estos puestos se han destacado principalmente a las siguientes labores: 



Escaneo de expedientes por cada uno de los escritorios del personal de apoyo ordinario del cual se le da prioridad a lo que no tiene sentencia en Pensiones y a las órdenes de apremio. Después se continúa con ejecución activa y pasiva de sentencia. A ese momento se tenía escaneado un 90% de uno de los escritorios y faltaban dos más. 



En algunos casos este personal atiende público con el objetivo de no afectar los tiempos de espera de las personas usuarias.



 Según el libro de registro, se atienden aproximadamente 70 personas al día. Aproximante 8 por hora.



3.5 Servicio Nacional de Facilitadores Judiciales. 



Tal como lo comentó el Lic. Gutiérrez Gómez, existe en la zona nueve personas capacitadas como Facilitadoras Judiciales. Existe un listado de Personas Facilitadoras Judiciales de la zona de Buenos Aires los cuales se encuentran divididos por comunidades.



De acuerdo con los datos suministrados por la CONAMAJ, se han obtenido los siguientes resultados del período 2017 al 2019.



Cuadro 7

Cantidad de personas capacitadas en el Servicio Nacional de Facilitadores Judiciales 

y las zonas que atienden



		#

		NOMBRES

		PROVINCIA

		JUZ. CONTR.

		COMUNIDAD



		1

		Alexander Herrera Arias

		Puntarenas

		Buenos Aires

		La Luchita de Potrero 



		2

		Alexis Godínez Méndez

		Puntarenas

		Buenos Aires

		Paraíso de Changuera



		3

		Walter Díaz Hidalgo

		Puntarenas

		Buenos Aires

		Bolas



		4

		Dinia Castro Díaz

		Puntarenas

		Buenos Aires

		Bolas



		5

		Cecilia Acosta Arias

		Puntarenas

		Buenos Aires

		Potrero Grande



		6

		Gerardo Agüero Porras

		Puntarenas

		Buenos Aires

		Colinas



		7

		Ana Yancy Céspedes Jiménez

		Puntarenas

		Buenos Aires

		El Peregrino



		8

		Israel Valverde Camacho

		Puntarenas

		Buenos Aires

		San Rafael



		9

		Alba Manzanares Godínez

		Puntarenas

		Buenos Aires

		Tarise 



		10

		María Victoria Lázaro Ortiz

		Puntarenas

		Buenos Aires

		Boruca







· Acciones realizadas por parte del personal Facilitador



Cuadro 8

Acciones realizadas por las personas facilitadoras 

judiciales, 2017, 2018 y 2019



		Acciones

		2017

		2018

		2019

		Total



		Acompañamientos

		4

		5

		11

		20



		Apoyos de Fuerza Pública

		0

		0

		0

		0



		Charlas

		16

		14

		26

		56



		Diligencias

		0

		1

		0

		1



		Mediaciones

		3

		1

		0

		4



		Orientaciones 

		96

		77

		76

		249



		Total 

		119

		98

		113

		330





Fuente: Informes reportados por el Juzgado Contravencional de Buenos Aires



De los datos anteriores, se observa que la mayor cantidad de acciones de las personas Facilitadoras Judiciales de la zona se concentra en las orientaciones y en las charlas que brindan a las personas usuarias del sistema. Si bien es cierto todas estas gestiones ayudan y forman parte del proceso judicial, lo cierto es que son pocas las acciones relacionadas con el tema de mediaciones, tratando de evitar que este tipo de diligencias no lleguen a judicializarse. 



3.6 Oficina de Resolución Alternativa de Conflictos (RAC).

 

Otra alternativa para mejorar el servicio que presta el despacho en análisis, ha sido que la Oficina de Resolución Alternativa de Conflictos (RAC) del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, les ha prestado colaboración.



 Al momento de la visita se tenía que habían gestionado con 26 expedientes y se tenían programadas fechas para el 2019 en los meses de octubre, noviembre y diciembre.



De acuerdo con la información que suministra la Licda, Ruth Piedra Vargas, destacada del RAC en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, señala que la colaboración se dificultó para los periodos del 2018 y 2019 por falta de espacio físico para poder atender las audiencias ya que, al no existir disponibilidad de espacio físico en el Juzgado Contravencional, la otra alternativa es en las salas del Tribunal de Juicio, pero al tener esta oficina la prioridad se dificultó contar con el espacio.



Señala que, para el presente año, estaba dispuesto iniciar la colaboración a partir de abril, sin embargo, por la emergencia nacional de la pandemia se suspendió la colaboración.



A nivel cuantitativo se habían programado las siguientes audiencias:



		Año/mes

		Cantidad de expedientes Seleccionados

		Cantidad de acuerdos



		Marzo 2018

		15

		4



		Abril 2018

		10

		0



		Junio 2018

		11

		2



		Octubre 2019

		23

		5



		Noviembre 2019

		19

		9







De acuerdo con la información anterior, se observa que del 2018 al 2019 el RAC ha prestado colaboración en cinco oportunidades, con un total de 78 expedientes seleccionados, de los cuales solo en 20 casos se llegó a un acuerdo entre las partes. Los otros expedientes no hubo acuerdo, se archivaron o no se presentaron las partes.



Importante indicar que el puesto que se destaca del RAC en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, atiende además casos de Justicia Restaurativa, por lo que la agenda de cada mes siempre se encuentra señala.



3.7. Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. 



Dentro de las funciones que desempeña la oficina antes indicada, se encuentra el apoyar con la resolución de expedientes previamente seleccionados y de esta manera bajar el circulante de las oficinas. 



En el caso particular del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, los datos suministrados por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramientos de la Función Jurisdiccional fueron:



Cuadro 9

		Apoyo al Juzgado Contravencional de Buenos Aires



		Año

		Cantidad de expedientes recibidos

		Expedientes con sentencia

		Expedientes devueltos sin resolución



		2018

		23

		14

		9



		2019

		0

		0

		0



		2020

		0

		0

		0





 Fuente: Informes trimestrales Programa Reducción del Circulante años 2018,2019, 2020.



De la información anterior se observa que el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramientos de la Función Jurisdiccional ha prestado colaboración únicamente durante el 2018 con una cantidad de 23 expedientes, de los cuales el 61% fueron con sentencia y el 39% devueltos al Juzgado sin resolución.



Es importante aclarar que el cuadro anterior, hace referencia a colaboraciones dadas para fallo, por medio del Programa Reducción del Circulante, por lo que los jueces, no se trasladan a los despachos, sino, que los expedientes se envían a esta oficina. 



Según informa el Lic. Mariano Rodriguez Flores el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramientos de la Función Jurisdiccional tiene previsto junio 2019, brindar colaboración a ese despacho en fallo, y se está a la espera que el juzgado envíe el listado completo de los expedientes que tiene pendientes de fallo en pensiones alimentarias, para valoración de los asuntos a recibir.



Sobre colaboraciones mediante la asignación de personal técnico supernumerario, se asignó un recurso del 10 de setiembre al 11 de octubre del 2019, en cumplimiento de lo ordenado por el Consejo Superior en la sesión 24-19, del 15 de marzo de 2019, Art. XLVIII. Para el año 2020, el despacho solicitó al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramientos de la Función Jurisdiccional, la asignación de un recurso técnico supernumerario el pasado mes de mayo, requerimiento que no fue posible atender por parte de esa oficina, por cuanto no se contaba con recurso disponible; no obstante, se trasladó la solicitud a la Administración Regional de Pérez Zeledón, quienes dieron respuesta indicando que ya se había designado un recurso técnico supernumerario desde el 18 de marzo y hasta el 30 de junio del presente año, enfocado para la atención al público, y atención de las órdenes de apremio que se encuentran atrasadas en el Juzgado, según refirió la Mba. Johanna Gamboa Guzmán, Coordinadora del Área Jurisdiccional de la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur.



3.8 Criterio de la Contraloría de Servicios del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur. 

 

Mediante oficio C123-2019 con fecha 03 de setiembre del 2019, suscrito por el Lic. Carlos Romero Rivera, Contralor Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, expone las diferentes gestiones e inconformidades que las personas usuarias han manifestado sobre el servicio que se recibe en el Juzgado Contravencional de Buenos Aires. 



Durante el periodo del 2018 a setiembre del 2019 se recibieron 40 gestiones de las cuales una gran mayoría corresponden a excesivos tiempos de respuestas institucionales y a trato o insatisfacción con el servicio a la persona usuaria, esto entre las variables más destacadas que utiliza la Contraloría de Servicios para cuantificar las inconformidades.



Es congruente este resultado con lo mostrado anteriormente en cuanto al atraso que muestra el despacho en estudio en las tres materias, ya que se ha externado que la prioridad ha sido las órdenes de apremio y se ha dejado de conocer la tramitación de los expedientes, siendo que en Pensiones Alimentarias se fija un pensión provisional mientras se tramita el caso y en las otras materias se le trámite únicamente cuando se presenta la persona usuaria a darle seguimiento a su caso, debido a que no se ha podido estabilizar la carga de trabajo del despacho. 



Mediante llamada telefónica indica el Lic. Romero Rivera que tiene conocimiento de la situación que muestra el Juzgado y que efectivamente es una situación que no se presenta a causa de una desorganización interna, sino más bien se nota el esfuerzo y compromiso que todo el personal tiene para mejorar los tiempos de respuesta y brindar un mejor servicio. 



Sin embargo, las situaciones presentadas con la implementación de los sistemas informáticos, el traslado de la plaza de Comunicador Judicial, así como la gran cantidad de afluencia de público diariamente, ha hecho que se presente el atraso en el Juzgado.



Por parte de la Contraloría de Servicios de la Zona, con frecuencia se realizan visitas a las poblaciones indígenas en compañía del personal que tiene a cargo los diferentes despachos de la zona de Buenos Aires, con el objetivo de hacer estrategias de trabajo en conjunto no solo con los despachos sino también con se trabaja en coordinación con la Administración Regional de la zona. Todas que gestiones sé que presentan por parte de las personas usuarias son atendidas. Se procede a dar seguimiento a todas aquellas que puedan tener una solución a lo interno de la oficina encargada y en los otros casos, se pone en conocimiento de las diferentes instancias para que sean las oficinas competentes o especializadas quienes hagan la valoración y recomendaciones pertinentes. 



En lo que corresponde al periodo del 07 de octubre al 19 de marzo del 2020, la Contraloría de Servicios de la zona recibió un total de 20 inconformidades por parte de las personas usuarias. El tipo de caso que estas personas presentan, están relacionados principalmente con atraso en resoluciones, atraso en giros de Pensiones Alimentarias, señalamientos, apremios corporales. En cuanto al tema de atraso en giros, esta inconformidad presentada toma relevancia, al momento que se determina la existencia de 459 giros pendientes de realizar por parte del despacho, lo cual se considera de alto nivel de criticidad y de prioridad para atender.



En este periodo analizado, la respuesta por parte del Juzgado ante la Contraloría de Servicios por las inconformidades de las personas usuarias, indican en su mayoría que es el Método (cantidad d trabajo por cuello de botella), que es por Persona (falta de recurso humano), por entorno (temporada de aguinaldo y bono escolar, así elevada presentación de escritos), entre otras cosas. 



De acuerdo con los resultados obtenidos por parte de la Contraloría de Servicios ante la situación que presenta el Juzgado Contravencional de Buenos Aires, el Lic. Carlos Romero Rivera, Contralor Regional, mediante oficio CPZ-030-2020, expone la situación ante el Lic. Erick Alfaro Romero, Contralor General, para que sea puesta en conocimiento del Consejo Superior.



En los oficios presentados por la Contraloría de Servicios, se adjunta el seguimiento que se le da a cada caso expuesto por las personas usuarias.
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3.9. Oficio CACC-349-2019 del 21 2019 suscrito por la Dra. Damaris Vargas Vázquez, representante de la Comisión de Acceso a la Justicia y oficio CACC-260-2020, suscrito por la máster Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia.



La Dra. Vargas Vázquez mediante el oficio antes indicado, solicita valorar la posibilidad de replicar la forma de trabajo que se adoptó para la zona de Turrialba para la atención de las personas Indígenas. 



Sobre este tema se consultó con la Licda. Karol Muñoz Barahona Jueza Coordinadora del Juzgado Contravencional de Turrialba, quien señala que el despacho a su cargo lo que ha gestionado es la realización de las audiencias en el sitio o establecimiento indígena, con el objetivo de evitar que estas personas se deban trasladar hasta el centro de Turrialba a realizar esas gestiones. 



Se trata que al menos dos veces al mes se realicen las coordinaciones necesarias para trasladarse a los diferentes centros o comunidades indígenas y realizar las audiencias, situación que ha tenido buenos resultados en ese sentido. 



Hace ver que esta labor requiere de una logística previa, no solo del despacho para realizar todas las notificaciones, sino también a nivel administrativo para contar con la disponibilidad de vehículo y lugar donde se realicen estas audiencias. 



Es del caso hacer ver que aún la zona de Turrialba está iniciando con el programa de Facilitadores Judiciales, situación en la cual más bien para el caso de Buenos Aires cuentan con nueve personas debidamente capacitadas.



Sobre esta situación aplicar las audiencias en el sitio, tal como lo indicó el Lic. Gutiérrez Gómez, se ha realizado todo el trabajo logístico para realizar las audiencias en el sitio o asentamiento indígena; sin embargo, en un inicio se presentó la limitante de no contar con la disponibilidad de transporte por parte de la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, bajo el argumento que son pocos los vehículos que tienen y que han sido programados con anticipación para Tribunal de Juicio.



A pesar que esa limitante ya fue solventada con la disponibilidad de un vehículo los días viernes de cada semana, se momento se encuentran suspendidas la realización de audiencias las diferentes poblaciones indígenas debido a la pandemia del COVID-19. Se espera que una vez superada esta situación se puedan retomar este tipo de gestiones. 



En el cuanto al tema de las personas Facilitadoras Judiciales que se aplica en los despachos de la zona de Turrialba, éste fue abordado en un punto anterior.



Con relación al oficio CACC-260-2020, una vez analizado el archivo que remite el Lic. Danny Gutiérrez Gómez, Juez Coordinador del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, se considera que las razones expuestas en ese documento deben ser atendidas y valoradas por las dependencias administrativas, sean la Administración Regional de la zona y la Dirección Ejecutiva, en tanto se refiere a problemas de infraestructura física, aires acondicionados, accesibilidad de la Ley 7600 entre otras cosas.



 3.10 Indicadores de Gestión. 



Tal como se ha indicado en líneas anterior, el Juzgado en análisis no cuenta actualmente con indicadores de gestión que le permitan evidenciar y mantener un rendimiento de cuotas de trabajo para cada uno de los puestos que ahí se ubica.



De ahí la importancia que en el corto plazo se puedan establecer este tipo de herramientas, las cuales permiten mantener un control interno sobre el desempeño de cada uno de los puestos y de esta manera también tener un criterio más amplio sobre las condiciones de carga de trabajo que maneja el despacho con las diferentes variables que están sujetas a medición.



Por lo anterior se propone una vez que el despacho se encuentre al día y no muestre atraso en la tramitación de expedientes(ya que es necesario tener datos objetivos i sin inconsistencias de la carga de trabajo que se puede manejar), se establezca la gestión de indicadores y de esta forma dar seguimiento de manera mensual al comportamiento que muestran las cargas de trabajo, en especial a lo que corresponde a la materia de Pensiones Alimentarias con los tiempos de atención y respuesta que pueda dar el despacho. 



Para estos efectos se propone la siguiente tabla de indicadores el cual se adjunta en el archivo de Excel:
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En la anterior matriz se exponen todas las variables medibles referentes a las tres materias que atienden el despacho en estudio. En este momento, tal como se indicó en líneas anteriores, el despacho a nivel estadístico muestra algunas inconsistencias las cuales se están a la espera de ser corregidas y verificadas por el Subproceso de Estadística. 



Por otra parte, la matriz de indicadores debe complementarse con el historial estadístico bajo el criterio que el funcionamiento de la oficina se presenta en condiciones normales. Para el caso en particular de la oficina, si bien el dato de casos entrados puede consignarse dentro del historial, la variable de casos salidos en este momento por el atraso que muestra el despacho no representa un dato real de la situación en la cual podría el despacho funcionar en condiciones óptimas. 



Por la razón anterior, es que se requieren que, una vez conocido el presente informe, se inicie con el historial de datos y que pasados seis meses de haberse consignado esos datos se ponga en práctica la matriz de indicadores y que siga en adelante el proceso de medición de rendimiento de la oficina. 



3.11 Carga de trabajo de Notificaciones Juzgado Contravencional de Buenos Aires.



El tema sobre las notificaciones judiciales se analiza en el presente informe debido a que el puesto de Técnico en Comunicaciones Judiciales del Juzgado Contravencional se había trasladado en su oportunidad a conformar la Oficina de Comunicaciones Judiciales de Zona. 



Si bien es cierto el puesto a partir de noviembre regresó al Juzgado Contravencional físicamente, las labores que ha venido desempeñando han sido únicamente a las correspondientes a notificación y comunicación judicial, apegado a lo que indica el Manual Descriptivo de Puestos. 



La OCJ de Bueno Aires estaría constituida por tres puestos de Técnica o Técnico en Comunicaciones Judiciales, los cuales son tomados, uno del Juzgado Penal, otro del Juzgado Contravencional y la tercera plaza que estaba destacada en la Unidad de Citación y Presentación de la localidad. 



En cuanto a la competencia territorial de Buenos Aires tiene una extensión de 2384 Km2, la cual se divide en los siguientes sectores:



· San Vito, Sabanillas

· Palmar norte con Belgel

· Pérez Zeledón, Concepción de Pilas y San Vicente de Granadillas

· Convento

· Talamanca.



Una vez que se unifican estos recursos se establece una forma de trabajo en forma conjunta, de tal modo que las tres plazas se encargan de realizar las notificaciones y citaciones de todos los despachos judiciales del cantón de Buenos Aires.



Tomando en cuenta este grupo las cargas de trabajo en el periodo del 2018 y 2019 son las siguientes:



Cuadro 10

Cantidad de comunicaciones judiciales realizados durante el periodo del 2018 y 2019 

en los despachos de Buenos Aires



		Año

		Notificación por ruta

		Comisiones

		Citaciones

		Total

		Cant.TCJ

		Prom. Mensual



		2018

		909

		2364

		3691

		6964

		3

		193



		2019

		1266

		3284

		4222

		8772

		3

		244





Fuente: Datos suministrados por el personal Técnico en Comunicaciones Judiciales de Buenos Aires.



De los datos expuestos, se observa que al comparar los datos del 2018 y 2019 se muestra un aumento en la carga de trabajo que está atendiendo las OCJ de Buenos Aires, pasando de un promedio de 193 notificaciones a una cifra de 244, sea un 21% más de lo recibido en el 2018.



Nótese que las variables analizadas con las que generan un trabajo de campo en el cual el puesto de Técnica o Técnico en Comunicaciones Judiciales debe salir al campo para realizar la labor, tomando en cuenta que cubren una extensión territorial de 2384 kilómetros cuadrados con caminos de difícil acceso, aspecto que de una u otra forma el tiempo que se tardan al desplazamiento de cada localidad.









Cuadro 11

Cantidad de comunicaciones judiciales por medio de Correo Electrónico y fax realizados durante el periodo del 2018 y 2019 en los despachos de Buenos Aires



		Año

		Correo electrónico

		Not. Por servidor de Fax

		Total



		2018

		6694

		3699

		10393



		2019

		7909

		3881

		11790





 Fuente: Datos suministrados por el personal Técnico en Comunicaciones 

 Judiciales de Buenos Aires.



Si bien los datos que se muestran en el cuadro anterior corresponden a variables que se materializan de manera digital, siempre representa una carga de trabajo para el personal Técnico de Comunicaciones Judiciales en el seguimiento y control que a lo interno de los sistemas informáticos se debe tener.



De la información de los cuadros 10 y 11, se nota que en ambos la cantidad de gestiones en comunicaciones judiciales presentaron un aumento. Si bien los datos reflejan que los medios electrónicos están siendo más utilizados, lo cierto es que el trabajo de campo del personal que realiza la labor de notificación no ha disminuido a pesar que use la tecnología diseñada para estos efectos. 



Por las razones anteriores, es importante que se mantenga la creación de la OCJ en la zona de Buenos Aires y que el Puesto de Técnico en Comunicaciones Judicial adscrita actualmente al Juzgado Contravencional de Buenos Aires, pase de manera formal a ser parte de la OCJ.



3.12 Criterio de la Dirección de Planificación. 



Después del análisis y la visita realizada al Juzgado Contravencional, se evidencia la siguiente situación:



Según consulta al Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación, aun no existen indicadores establecidos para este tipo de despachos que atienden las materias de Pensiones Alimentarias, Tránsito y Contravenciones. 



Sin embargo, al comparar con los despachos homólogos, específicamente en el caso del Juzgado de Upala, se tiene que como indicador de casos en trámite por día para cada puesto de Técnico Judicial es de 15 expedientes al día entre las tres materias que conocen; mientras que para el caso del Juzgado Contravencional de Buenos Aires la cantidad de expedientes tramitados por puesto al día se ubica entre cinco y siete legajos, dato muy por debajo de lo que normalmente debería estar gestionando.

 

Se nota que los diferentes roles de trabajo que tienen, afecta la tramitación de expedientes de cada escritorio, al ser tres personas de apoyo destacadas en el despacho, el escritorio no muestra avance en la tramitación de casos y así sucesivamente pasa con cada uno de los otros puestos de apoyo; situación, que además del atraso que muestra el despacho a nivel del SDJ limita poder cumplir con la cuota de tramitación que se estableció en el plan de trabajo que avaló el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional al momento de la visita, el cual era de 15 asuntos por día. 



El Juzgado Contravencional de Buenos Aires, ocupa la posición número seis con relación a la cantidad total de casos entrados durante el 2019, al momento de compararlo con sus homólogos, según se expone en el cuadro 2 del presente documento. Sin embargo, al obtener el promedio de casos entrados por puesto de Jueza o Juez se ubica en la posición seis, mientras que para el caso del personal de apoyo muestra el promedio más alto de los siete despachos analizados, lo anterior por cuanto solo el Juzgado en análisis y el Juzgado de Upala cuentan con tres puestos de Técnica o Técnico Judicial, los demás despachos tienen cuatro o más.



En lo que respecta a cantidad de casos salidos, el promedio a nivel de Jueza o Juez es el más bajo con un promedio de 22 asuntos al mes, situación que puede deberse a que existe un cuello de botella en la tramitación de casos a nivel del personal de apoyo. Para el caso del personal Técnico, el promedio se ubica en 15 asuntos terminados al mes, el promedio más bajo de sus homólogos.



Coincide el criterio de todo el personal entrevistado en que una de las causas que más afectó el atraso en el despacho fue a partir del momento en que se implementó el Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judicial, primero por la curva de aprendizaje el cual se ha estimado en tres meses cuando se hace este tipo de implantación informática y después que dentro del proceso de tramitación se desconocía por el personal que la gestión de las notificaciones se podía realizar de manera masiva y no de forma individual como se hizo casi por un año.



Lo anterior, además apegado a la atención de los roles establecidos, el traslado de la plaza de Comunicador Judicial el cual colaboraba con algunas labores de atención al público, así como otros factores que influyen a nivel cualitativo como lo es el tiempo de atención que se le debe dedicar a la persona usuaria por ser de una población vulnerable, lo que normalmente tardan es entre 20 y 30 minutos en cada persona usuaria, dependiendo del caso, y se tiene conocimiento según el registro de atención de personas usuarias que mantiene el despacho, que por día se reciben más de 30 personas usuarias solo para trámite de expedientes, además de las otras personas que llegan a solicitar la hoja de delincuencia. 



Otro aspecto que llama la atención a nivel de sistema informático, es la concentración de gestiones que se tienen a nivel del puesto de la Coordinadora Judicial, ya que toda apertura de expediente nuevo, itineración de expedientes y otras labores solamente pueden ser ejecutadas por ese puesto, lo que limita que pueda atender otras gestiones que igualmente son de orden prioritario, tal como se describieron anteriormente para este puesto, ya que tiene bajo sus responsabilidad el pago de giros de pensiones (el cual muestra un atraso al mes de julio del 2020 de 459 giros por ejecutar)al no existir el puesto de “cajero”, el correo electrónico oficial, todos los controles administrativos de la oficina. Esta situación afecta en el sentido que se evidenció al momento de la visita que había partes policiales con sus respectivas evidencias y boletas de tránsito sin ingresar al sistema.



De acuerdo con la consulta realizada a los despachos homólogos que trabajan mediante el Escritorio Virtual, la apertura, itineración de expedientes y otros, se concentran únicamente en el puesto de la Coordinación, más las otras labores que al ser propias del cargo le corresponde atender. Esta situación hace que en seis despachos de los homólogos este puesto no tramite casos de expedientes y solo en el Juzgado Contravencional de Cañas, para los expedientes de contravenciones (que no es la mayor cantidad) la Coordinación apoye en la tramitación.



Es importante hacer ver que las personas que habitan en la zona de Buenos Aires han sido informadas en diferentes oportunidades de los servicios que presta el Poder Judicial en la zona y el acercamiento y accesibilidad a la justicia que se quiere tener, lo anterior apegados a la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas que les ampara. Sin embargo, cuando estas personas acuden al Juzgado Contravencional para la atención de casos en Pensiones Alimentarias, observan que existe una diferencia entre lo que se ofrece y el servicio que se presta, principalmente en los tiempos de respuesta que hay en este momento y que se refuerza con los resultados que muestra la Contraloría de Servicios de la zona. 



 El Juez Coordinador del Juzgado, ha puesto en evidencia las diferentes alternativas que se han buscado para mejorar el servicio de la persona usuaria (y llegar a mantener una gestión judicial al día sin atrasos, esto mediante apoyo con personal supernumerario, la implementación del Escritorio Virtual, plan remedial, personal que ha enviado el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Gestión Judicial (15 días en octubre del 2019), Facilitadores Judiciales, realización de audiencias en el sitio); sin embargo, se sigue presentando el atraso en la tramitación de causas a nivel del personal de apoyo en la oficina, dándole únicamente prioridad de las órdenes de apremio y tramitación de los expedientes de Pensiones Alimentarias.



Al existir un “cuello de botella” a nivel de la tramitación, se observa que las cargas de trabajo que actualmente manejan los dos puestos de los jueces destacados es baja, incluso uno de ellos reportó al momento de la visita tener cero expedientes para gestionar. Esto en alguna medida hace que se esté subutilizando un recurso profesional, que si fuera el caso contrario que la tramitación estuviera al día, podrían tener una mayor cantidad de casos para dictar sentencia. La permanencia del segundo puesto de Jueza o Juez puede justificarse desde un punto de vista más de accesibilidad del servicios por parte de las personas usuarias que por la carga de trabajo que muestra la oficina, en tanto lo que se pretende es que mientras uno de los Jueces se encuentre atendiendo audiencias en las poblaciones indígenas y otras labores de este tipo fuera de la oficina, el despacho disponga siempre de un puesto de Jueza o Juez para atender los asuntos que se presenten en despacho y que requieran de una acción inmediata. 



Sin embargo, se evidencia que existen factores limitantes tales como la utilización del vehículo que es únicamente una vez a la semana y que no existen lugares adecuados para realizar audiencias, lo cual hace que normalmente los dos puestos de Jueza o Juez se mantengan en el Juzgado. 



Al momento de la visita, los jueces priorizaron dar traslado a la demanda y enviar a notificar en materia de Pensiones Alimentarias. Posteriormente se incluyen los casos en el SOAP y SDJ como trámite inicial; pero lo que corresponde al trámite de apelaciones y contrademanda de los casos se encuentra en pausa. Lo anterior se ha realizado con el objetivo de no afectar a la persona menor de edad y que se pueda establecer una pensional provisional y que el demandado empiece a pagar.



Además de la carga de trabajo que muestra el despacho en las tres materias que tramita, tienen a cargo la emisión de hojas de delincuencia, para lo cual durante el 2018 se realizaron 3362 hojas para un promedio de 280 al mes y para ese mismo periodo fueron 1600 certificaciones de pensiones al año. En lo que respeta a solicitud de constancias, consultas de depósitos, entrega de documentos, firmas de ordenes de apremio, consultas de impedimentos de salida, entrega de procesos nuevos, solicitar archivos suspensión, traslados de expedientes, fueron 4575 gestiones o personas que se atendieron en mostrador, esto para el periodo de abril a diciembre de 2018. Lo datos anteriores se exponen, debido a que son cifras que estadísticamente no se reflejan en el ingreso o salida de casos del despacho y representan una alta demanda de servicios y tiempo de atención.



Para el caso del 2019 de enero a junio, se han emitido 1230 hojas de delincuencia y 738 certificaciones. A partir de junio se mantiene un único libro de registro en el cual de junio a agosto se reporta un total de 2292 gestiones entre atención de público, certificaciones, hojas de delincuencia y otros.



Cabe indicar que la Hoja de Delincuencia puede ser gestionada también en el Juzgado Penal de la zona el cual también la emite; sin embargo, al estar el Juzgado Contravencional en el centro de la localidad, la persona usuaria prefiere acudir al Juzgado Contravencional y no al Penal que se encuentra aproximadamente a 600 metros del centro.



A pesar que el despacho en agosto del 2019 realizó un inventario de expedientes, se observó por medio de los datos estadísticos solicitados al Subproceso encargado, que se presentan inconsistencias en los legajos con órdenes de apremio y otros, por lo cual conviene que, en coordinación con la Dirección de Planificación, se realice lo antes posible, con el objetivo que se pueda ir estableciendo el historial de datos y poner en práctica la matriz de indicadores.



Si bien se ha brindado apoyo por parte de la Administración Regional de la zona y del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional con el personal Supernumerario, existe una limitación para destacar este tipo de puesto en el Juzgado Contravencional de Buenos Aires, por más de 3 meses, dado el impacto presupuestario y las necesidades de otros despachos. 



Para el caso de la Administración Regional de Buenos Aires, tiene un costo de 3819.00 de transporte, 3500.00 de desayuno y 4500.00 de almuerzo, para un total de 11810 diarios, lo que representa por semana 59050.00. Para el caso del Centro de apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, es más alto el costo debido a que debe pagarse el hospedaje el cual según la tabla correspondiente es de 12800.00 colones diarios más alimentación que de 12.500.00 para un total de 25.300.00 colones al día y de 126.500.00 colones a la semana.



Como parte de otras alternativas de solución, el Centro de Conciliación ha agendado casos para ser atendidos por esa oficina, tal como se muestra en el punto 3.6 del presente documento. Sin embargo, se presenta la limitante que no existe un espacio para la celebración de audiencias y el que existe tiene la ocupación prioritaria del Tribunal de Juicio. Esta situación hace que sean pocos los casos que se puedan atender. 



Por otra parte, del total de casos agendados solo el 11.5% llegó a tener una conciliación, lo cual es poco lo que logra el despacho que sea atendido por el Centro de Conciliación. 



Cabe indicar que la misma Jueza o Juez del Centro es quien atiende casos de Justicia Restaurativa y se le presenta el mismo problema en la zona de Buenos Aires al no contar con el espacio para la celebración de audiencias. 



En cuanto al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, cabe indicar que en la gestión de resolución de expedientes que son trasladados a la oficina central en el Primer Circuito Judicial de San José para que sean resueltos por Jueces de esa oficina, el resultado obtenido es mínimo, debido a que tal como se indica en el punto 3.7 de este documento, únicamente en el 2018 se le dio el apoyo con un cantidad de 23 expedientes, de los cuales solamente 14 fueron con sentencia y los demás fueron devueltos al Juzgado. Es importante que esta oficina, pueda realizar una labor más coordinada con el despacho y recibir más expedientes para resolver. No obstante, se tiene claro que, al existir un cuello de botella a nivel de la tramitación, son pocos los expedientes que podrían ser parte de este proceso para resolver por el Centro de Apoyo.



Tal como se constató en la visita al Juzgado por parte de la Dirección de Planificación y como lo hace ver el Lic. Gutiérrez Gómez en diferentes documentos remitidos a la Administración Regional y a la Comisión de Acceso a la Justicia, existen problemas en la infraestructura física donde se ubica el despacho, lo cual influye y afecta en la capacidad de poder realizar audiencias, en la atención del público debido a que es pequeño el espacio destacado para estos efectos, existe hacinamiento, problemas de iluminación, aires acondicionados en mal estado, uso del vehículo que es limitado a un día por semana, las cuales son situaciones que de una u otra forma afectan en el rendimiento del personal de la oficina e igualmente en la atención de las personas usuarias en condiciones de vulnerabilidad, siendo estas principalmente madres que acuden con sus hijos a las instalaciones del Juzgado, así como la atención a la población indígena. 



En cuanto al puesto de Técnica o Técnico en Comunicaciones Judiciales, se nota que existe una carga de trabajo que justifica la creación de la Oficina de Comunicaciones Judiciales de la zona, aspecto por lo que se considera necesario el traslado de ese puesto en definitiva a la OCJ y deje de formar parte del Juzgado Contravencional.



En cuanto a la forma de distribución de la carga de trabajo al personal de apoyo y los roles de atención que se tienen establecidos, es importante que se pueda dar un cambio con el objetivo que exista una persona fija destacada a la atención de la manifestación y que este puesto no se tenga que rotar, lo cual evidencia que no le permite a ninguno de los tres puestos destacados a la tramitación avanzar de una forma óptima en esta gestión. El mantener una sola persona en el puesto de manifestación se justifica por la cantidad de público que diariamente se atiende y el tiempo que se tarda en la atención de cada personal, aspectos que fueron expuestos en el cuerpo de este documento. Esto permitiría, que los otros dos puestos de Técnica o Técnico Judicial puedan cumplir con la cuota de trabajo de 15 expedientes de tramitación al día, disminuyendo con esto las interrupciones o bien los movimientos en atención de roles, lo cual hace que hasta dos días a la semana no se pueda cubrir la tramitación de su escritorio. Se debe tomar en cuenta que, para alcanzar la cuota indicada, se parte del hecho que la gestión del despacho debe estar al día y no presentar atrasos como en este momento. 



El valorar la posibilidad de especializar la materia de Pensiones Alimentarias al ser la que mayor carga de trabajo representa, utilizando parte del mismo recurso con que cuenta el despacho ( al menos una plaza de Jueza o Juez y un Técnico o Técnica Judicial para tramitación), se requiere complementar aun así con una plaza de Coordinadora o Coordinador Judicial y otra de Técnica o Técnico Judicial para la manifestación, lo cual tendría un costo de 16.773.000.00 y de 14.389.000.00 colones, respectivamente, para un total de 31.162.000.00 colones. 



Tal como se tiene conocimiento existen limitaciones presupuestarias en este momento para el crecimiento de recurso humano, lo cual hace que esta alternativa en este momento no sea viable, además que se deben contemplar otros costos de operación con el arrendamiento de otro edificio, en tanto en el que se ubican actualmente no tiene más capacidad de incorporar personal y también ya se ha evidenciado que no cumple con algunos requerimientos mínimos para prestar el servicio. Igual, si se pensara en una separación interna, un solo puesto atendiendo público y tramitando la materia de Pensiones Alimentarias, sería insuficiente para la cantidad de casos que se presenta y si se toma otro recurso o la mitad de la gestión de un puesto, hace que se pueda ver desmejorado el servicio que se presta en las otras dos materias, en tanto se debe recordar la importancia de mantener una persona fija en la manifestación debido a la cantidad de público que se recibe diariamente.



Otra alternativa a valorar es el cambio de competencia territorial de alguna de las materias. Sin embargo, se debe tener presente que la población que se atiende es de escasos recursos económicos según los indicadores de la zona, y el cambiar la competencia territorial hace que se deba incurrir en un gasto adicional de transporte público ya sea a la localidad de Osa o bien a Pérez Zeledón, que son la más cercanas a Buenos Aires. Otro factor a considerar es de lejanía de las poblaciones indígenas y los horarios del transporte público, lo cual limitaría más el acceso a la justicia de estas personas si se cambiara la competencia, no solo en el factor económico, sino también en el tiempo de traslado.



De acuerdo con los datos que refleja el cuadro 2 con relación a los promedios de casos entrados y salidos para el personal de apoyo, se visualiza que no existe posibilidad de trasladar (en el caso que fuera posible la existencia de una plaza vacante) un puesto, ya que la mayoría de los despachos analizados mantienen promedios mayores a los que muestra el Juzgado de Buenos Aires, lo que conllevaría a desmejorar el servicio que se presta en alguno de estos otros despachos. Para el caso del Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur que es especializado, se observaron los indicadores que tienen establecidos y se pudo concluir que el personal que tienen, asignado se ajusta a las necesidades que presenta para atender la carga de trabajo.



En términos generales se observa que la situación de atraso que muestra el Juzgado Contravencional de Buenos Aires, requiere de una inmediata atención, tomando en cuenta que se evidencia una afectación a la persona usuaria en condición de vulnerabilidad con el trámite de casos, especialmente a lo que refiere a Pensiones Alimentarias en la cual solamente se están estableciendo pensiones provisionales, y para el caso de contravenciones se presentan las inconformidades por parte de las personas usuarias en el sentido que denuncian los casos pero no se tiene respuesta o solución a los problemas, razón por lo que consideran que los delincuentes siguen haciendo actos de vandalismo asumiendo que la autoridad competente tarda en resolver los casos.



A pesar que se han buscado alternativas de solución por parte del Juez Coordinador, no se ha logrado la meta de poner al día el despacho, situación que en definitiva está afectando el servicio que se presta y la causa directa a la persona usuaria en que no se le está resolviendo en un tiempo objetivo las gestiones presentadas, tomando en cuenta que existe la Ley 9593, que fue creada con un objetivo de dar una prioritaria atención a los casos judicializados por parte de las poblaciones indígenas.



Las cargas de trabajo que presenta el despacho pueden ser atendidas de manera oportuna si no existiera el atraso en la gestión de trámite y la limitación más relevante que se evidencia es el poco tiempo que tiene el personal de apoyo para resolver expedientes, debido a los diferentes roles que deben asumir como la manifestación, atención telefónica y otros, que no les permiten dedicar tiempo al trámite de asuntos, situación que debe cambiar para un mejor servicio, pero que al igual son labores propias del cargo que deben atender. 



Importante indicar que el Lic. Gutiérrez Gómez mediante correo electrónico con fecha del 19 de noviembre del 2019, señala que el puesto de Comunicador Judicial fue devuelto al despacho a su cargo. Sin embargo, tiene claro que la prioridad de su puesto está en la realización de notificaciones. 



3.13.- Informe puesto en consulta.



La versión preliminar de este informe fue puesta en consulta mediante el oficio 894-PLA-OI-2020 del 28 de junio de 2019, por lo que a continuación se muestran de forma resumida las observaciones remitidas por parte del Lic. Danny Gutiérrez Gómez en su calidad de Juez Coordinador del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, así como dos documentos suscritos por las señoras Ana Lucrecia Mora y Sulma Escalante, ambas Técnicas Judiciales 1. Por otra parte, se recibió criterio de la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.



		N°

		Observaciones recibidas

		Criterio de la Dirección

de Panificación



		Oficio 109-JCBA-2020 Juzgado Contravencional de Buenos Aires.



		1

		El Lic. Gutiérrez señala que el informe no plasma en su totalidad la realidad del Despacho a su cargo, principalmente por el “cuello de botella” que muestra la oficina, debido a la multiplicidad de servicios que brindan y a la ausencia de más recurso humano.

		Con relación a la carga de trabajo y el “cuello de botella” que indica el Lic. Gutiérrez Gómez, la propuesta del informe está dirigida a un descongestionamiento de la carga de trabajo, tanto a nivel de trámite de expedientes en las tres materias como en el escaneo de legajos para que se pueda hacer un uso eficiente de la herramienta del escritorio virtual. Se espera que en un plazo de tres meses el despacho muestre datos estadísticos diferentes con el apoyo de personal Supernumerario y con el pago de horas extra según la recomendación de la Dirección de Planificación. Esta propuesta estará siendo monitoreada semanalmente y mensualmente para ver los resultados obtenidos. 

En cuanto a la posibilidad de contar con más recurso, actualmente debido a las limitaciones presupuestarias por las que atraviesa el Poder Judicial, no es posible la creación de más puestos de trabajo de forma permanente. Además, al hacer una comparación de las cargas de trabajo y estructuras organizacionales con despachos homólogos, se evidencia que una vez que el despacho se encuentre al día con la tramitación de expedientes, podrá asumir la carga de trabajo que le ingresa adoptando la nueva distribución que se propone, tanto para la atención de las personas usuarias como de distribución de casos según materia entre los dos puestos de Técnica o Técnico Judicial 1.



		2

		Indica el Lic. Gutiérrez Gómez que se omite en el informe la cifra de personas usuarias atendidas y que el despacho mantiene los controles y registros respectivos que permiten visualizar ese dato desde el 2018 que se implementaron. Hace ver que en el 2019 se atendieron un total de 7721 personas y detalla la cantidad de persona atendidas en cada mes. Igual lo expone para los tres primeros meses del 2020.

También hace ver la omisión de la cantidad de llamadas telefónicas que se atienden diariamente.

		Con relación al tema de la cantidad de personas usuarias que se atienden, si bien no se presenta un cuadro con la cantidad de personas atendidas cada mes, tal como lo hace el Lic. Gutiérrez Gómez, dentro del informe en el apartado 3.12, se indica que el despacho recibe al día un promedio igual o mayor a las 30 personas. De igual forma dentro del apartado de conclusiones en el punto 4.9, se hace ver que una de las variables que se toma en cuenta a nivel cualitativo es la cantidad de personas que se atienden diariamente, razón por lo que el tema si fue abordado dentro del documento, incluso se relaciona con los horarios que tiene la mayoría del transporte público haciendo ver que es a partir de las 8:00 horas en que se empieza a presentar la mayor cantidad de personas usuarias hasta alrededor de las 15:00 horas momento en que regresan a las localidad los diferentes medios de transporte público a las localidades indígenas. Sin embargo, se incorpora dentro del documento el detalle de las personas atendidas según lo indica el Lic. Gutiérrez Gómez. 



		3

		El Lic. Gutiérrez Gómez expone sobre el tema de las largas distancias y la atención que se brinda por parte del Juzgado a su cargo al momento de hacer visitas a las localidades indígenas, donde hace mención que él mismo conduce el vehículo suministrado por la Administración Regional. 

		Sobre este tema, se contempló el tema de las distancias y otras variables socio-demográficas en el apartado 3.1 del presente documento. De igual forma este tema fue complementado al momento de analizar el tema de la labor de las personas Facilitadoras Judiciales en el punto 3.5 del presente documento y lo expuesto por parte de la Contraloría de Servicios de la zona en el apartado 3.8.



		4

		Indica que con relación a la cantidad de personas usuarias que se atienden, ningún otro despacho recibe esa demanda de servicio y que no se visualiza dentro del informe alguna propuesta o solución, siendo este un punto medular. 

		Al respecto, dentro de las recomendaciones que se proponen, se hace un cambio en los roles de atención y se sugiere dejar un puesto de Técnica o Técnico Judicial de manera permanente en la manifestación, mientras que los otros dos puestos homólogos, estarán destacados a la tramitación de casos de las tres materias de acuerdo con las proporciones que ingresan, además de otras labores administrativas propias del cargo como lo son la atención de llamadas telefónicas. Importante indicar que a este despacho se le está incorporando las variables de indicadores, lo cual permitirá medir en el corto plazo la capacidad de atención que tenga con el personal destacado. Si bien al momento de comparar con otros despachos homólogos se observa que existen despachos con cuatro puestos de Técnica o Técnico Judicial asignados, es debido a que su carga de trabajo a nivel del personal de apoyo que recibe es mayor a la que se atiende en Buenos Aires. Dentro de la propuesta se elimina la atención de personas usuarias por medio de roles de trabajo.





		5

		Señala el Lic. Gutiérrez Gómez que existe un alto nivel de estrés laboral por parte del personal de apoyo del Juzgado, ante la carga de trabajo que atienden.



Por otra parte, indica que “…además del atraso, estamos en hacinamiento y expuestos a un deterioro constante de nuestra salud.”

		Sobre este tema, con la propuesta que se realiza se estima que el despacho quedará al día en un plazo estimado de tres meses, en el cual se actualizaría la digitalización de expedientes en el Escritorio Virtual y además se actualizaría lo correspondiente a los movimientos contables en el Sistema de Depósitos Judiciales de Pensiones Alimentarias. El mantener al día el despacho en la tramitación de casos, es de esperar que los niveles de estrés a nivel del personal de apoyo disminuyan. 



En cuanto al tema de hacinamiento, fue puesto en conocimiento de la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, para su respectivo accionar.



		6

		Comenta el Lic. Gutiérrez Gómez sobre las gestiones que ha presentado en diferentes momentos, para hacer ver la situación por la que atraviesa el despacho a su cargo. Tiene dos años de buscar mejores condiciones para la prestación del servicio.

		Sobre lo indicado, se confirma que el Juzgado Contravencional de Buenos Aires ha sido apoyado en diferentes oportunidades, ya sea por el Centro de Apoyo, Mejoramiento y Coordinación de la Función Jurisdiccional, así como por parte de la Administración Regional de la zona con personal Supernumerario, el cual ha sido destacado en diferentes oportunidades con el objetivo de mejorar el atraso que presenta el despacho en la tramitación de casos. En todo momento se ha prestado especial atención, teniendo conocimiento que la población judicial que se atiende es indígena.





		7

		“Entiendo que el tema presupuestario, pero también es importante resaltar que el ejercicio de derechos fundamentales no puede quedar supeditado a una limitación económica, ya que no es general, este es un caso particular, ósea, no todas las oficinas se encuentran en una posición desventajosa en cuanto a su funcionamiento.”

		Si bien el Poder Judicial atraviesa por limitaciones presupuestarias que impiden el crecimiento de más recurso humano nuevo, el Juzgado Contravencional de Buenos Aires, ha sido atendido en diferentes oportunidades tal como se indicó en líneas anteriores, con personal Supernumerario, con apoyo del Centro de Apoyo, Mejoramiento y Coordinación de la Función Jurisdiccional, por medio de Centro de Conciliación y otras oficinas, con el objetivo de alcanzar el punto óptimo en la tramitación de casos y que no se presenten atrasos en esta gestión. Se tiene pleno conocimiento que existe una diferenciación en el tipo de persona usuaria que se atiende, al igual que otras variables de orden cualitativo. Sin embargo, a nivel estadístico se refleja que la carga de trabajo puede ser atendida con el personal destacado actualmente, siempre que la oficina se encuentra al día con la gestión de tramitación. Sobre lo anterior es parte de lo que incluye la propuesta de organización de trabajo, al plantearse un plan de trabajo para que en un plazo de tres meses el Juzgado pueda estar al día en la tramitación de asuntos. De momento no es posible la creación de más recurso humano de manera permanente, y no por la negativa institucional sino por la política pública establecida por el gobierno.





		8

		“Hay mucho trabajo “invisible” que a la fecha no cuenta con una medición, por ejemplo, he asumido gran parte de la atención de personas usuarias, tomando en cuenta que muchas de las consultas que realizan revisten de cierto grado de complejidad técnica Jurídica y en ocasiones los técnicos judiciales no pueden responder de manera certera.”

		Tal como lo indica el Lic. Gutiérrez Gómez, se presentan situaciones que por el grado de complejidad del asunto requiera ser consultado con la figura de la Jueza o Juez del Despacho, pero es claro que no siempre se presentan. El personal de apoyo del Juzgado cuenta con más de 10 años de experiencia en la tramitación de casos y atención de público en las tres materias que se atienden. 



Por otra parte, con el objetivo de contar con criterio más amplios sobre otras variables, se propuso la implementación de los indicadores de gestión, tal como se indica en el apartado 3.10 del presente documento. En un plazo de seis meses se estará contando con el historial estadístico que permitirá medir cuál es el rendimiento de la oficina, tanto a nivel del personal de apoyo como profesional.





		9

		En relación con el puesto de Técnica o Técnico en Comunicaciones Judiciales, el Lic. Gutiérrez Gómez señala que se opone a la recomendación del traslado formal de la plaza a formar parte de la Oficina de Comunicaciones Judiciales de la zona.



 Adicionalmente indica que “Quitar al técnico en comunicaciones de este Juzgado sin darnos previamente un recurso que compense su aporte, sería hacerle aún más daño a esta oficina judicial, por ende, a personas usuarias en condición de vulnerabilidad…” 

		En el presente informe se presenta un cuadro estadístico sobre la situación que muestra el cantón de Buenos Aires con respecto a la carga de trabajo que se realiza en cuanto al tema de comunicaciones judiciales, el cual es atendido por tres puestos para toda la zona, con condiciones de accesibilidad difíciles al ser asentamientos indígenas, con un amplio territorio por atender y otras variables que justifican el traslado de la plaza. Desde el punto de vista de la Dirección de Planificación es importante la conformación de la Oficina de Comunicaciones Judiciales de manera formal en la zona. Por otra parte, este puesto tiene sus labores delimitadas en el Manual Descriptivo de Labores de la Dirección de Gestión Humana. Su colaboración en el despacho no está ligada a la tramitación de expedientes u otras gestiones de esta naturaleza. En su momento este puesto colaboraba con la atención de público si le era posible. Sin embargo, actualmente está dedicado a las labores propias del cargo, además que se muestra un aumento en la carga de trabajo según el análisis realizado en el 2019. Por lo expuesto anteriormente se mantiene el criterio de trasladar formalmente el puesto de Técnico en Comunicaciones Judiciales a la oficina respectiva. Al conformarse la oficina antes mencionada, el Juzgado Contravencional de Buenos Aires no tendría que asumir labores de notificaciones en estrados judiciales como lo indica lo realizan en colaboración al Tribunal de Juicio de Pérez Zeledón. Aun con el traslado de la plaza, se reitera que no es posible sustituir este puesto creando una plaza para la atención de la manifestación, situación que está contemplada dentro de la propuesta al dejar a una persona de manera permanente en la atención de esas labores.

 



		10

		Expone sobre la actualización del Sistema de Depósitos Judiciales, el cual al 25 de junio del 2020 contaba con 8201 registros pendientes y el equivalente a nueve millones ochocientos setenta y dos mil trescientos setenta y dos colones con sesenta y cinco céntimos. 

		Sobre este punto, si bien es importante contar con el dato a la fecha señalada, son variables que se encuentran en constante movimiento y que no existe un dato único para la aplicación de un plan remedial. Se toma una referencia y a partir de ese dato se trabaja con una propuesta tal como la que se expuso en las recomendaciones del presente informe.
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		Expone que uno de los puestos de Técnica o Técnico Judicial manifestó no estar de acuerdo en laborar horas extra y que otro puesto señala que solo podrá realizarlo en algunos días hasta las 18:00 horas. Considera que en el plazo de tres meses no es posible cumplir con el proceso de la digitalización de expedientes.

		Para esta propuesta se tomó en cuenta el criterio de otros despachos en materia de Pensiones Alimentarias que han realizado la digitalización de expedientes con personal del mismo despacho. De ahí que se toma como referencia un tiempo de 20 minutos por cada expediente y se toma en cuenta todas las labores que representa desamarrar el expediente, quitar grapas, verificar la cantidad de folios, volver a armar el expediente, incorporarlo dentro del sistema informático correspondiente, entre otras variables. Los dos escáner con que se cuenta son de mediana capacidad. Es importante tomar en cuenta que toda esta labor estará siendo monitoreada con informes semanales y mensuales. A partir de los resultados que se vayan obteniendo se pueden sugerir los cambios correspondientes. De momento se mantiene el criterio externado y cual es basado en las experiencias de otros despachos que han realizado esta labor.
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		 Señala que uno de los puestos de Técnica o Técnico Judicial, no aportó los datos correctos al momento que fueron solicitados sobre el estado de carga de trabajo de su escritorio, ya que únicamente informó sobre el dato relacionado con los escritos pendientes. Detalla que al 25 de junio el escritorio pendiente de actualizar mostraba 232 casos de Contravenciones, 168, en procesos de Tránsito y 180 en Pensiones Alimentarias.

		Si bien es cierto es importante contar con los datos estadísticos lo más actualizados posibles, lo cierto es que constantemente están variando y forman parte del plan de trabajo general que se establece para poner al día la tramitación de expedientes. Tal como se expone en las recomendaciones del informe, el proceso de actualización estará siendo monitoreado semanal y mensualmente, además que se recomienda implementar los indicadores de gestión. Esto permitirá ir midiendo el comportamiento que tenga el despacho y tomando las medidas correspondientes para cumplir con el objetivo de actualizar la oficina. Se debe tomar presente que, al momento de presentar el informe, se encontraba pendiente por parte del Juzgado, remitir al Subproceso de Estadística, la actualización de algunos datos, ya que mostraban inconsistencias. Por parte de ese Subproceso se había dado plazo para enviar la información a finales de junio del 2020. 
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		Como parte de las soluciones, el Lic. Gutiérrez Gómez propone que de manera continua hasta por un plazo de dos años, se destaque un puesto de Técnica o Técnico Supernumerario o bien se pueda realizar una especialización del despacho en materia de Pensiones Alimentarias. 

Se adjunta oficio 109-JCBA-2020 suscrito por el Lic. Danny Gutiérrez Gómez en calidad de Juez Coordinador del Juzgado Contravencional de Buenos Aires.
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		Con relación a la posibilidad de destacar un puesto de Técnica o Técnico Supernumerario por un plazo de dos años, hay que tomar en cuenta no solo el costo que representa por concepto de viáticos diarios mantener un recurso por ese periodo, sino también que al superar los tres meses de permanencia en un mismo lugar se debe realizar el pago de zonaje. Además, se debe considerar la cantidad limitada de plazas supernumerarias que dispone la Administración y las necesidades existentes en otros despachos de la zona que también demandan la necesidad de apoyo.



En cuanto a la posibilidad de especializar la materia de Pensiones Alimentarias, se requiere disponer de una estructura básica para brindar el servicio, y tener condiciones más favorables en cuanto a la carga de trabajo que se debería especializar, además de otras variables necesarias de análisis. En otros estudios realizados por parte de la Dirección de Planificación se ha establecido que aparte de un puesto de Coordinador Judicial como lo indica el Lic. Gutiérrez Gómez, también se requiere al menos de una plaza adicional de Técnico o Técnica Judicial, una persona en manifestación, otra en tramitación y la Jueza o Juez, lo que conllevaría a la necesidad de crear recurso adicional, que en este momento debido a las limitaciones presupuestarias que ha establecido el Ministerio de Hacienda, no es posible crear.



Es de esperar que con la propuesta que se hace para actualizar el despacho, se logren tener cargas de trabajo óptimas que serán asumidas por el personal ordinario del despacho, teniendo como herramienta de medición los indicadores de Gestión. Se debe tener claro que este despacho tendría un monitoreo constante que permitiría medir el avance de actualización de expedientes y tramitación de casos. En este sentido, se mantiene la propuesta expuesta por la Dirección de Planificación.





		Oficio sin número suscrito por la señora Ana Lucrecia Mora, Técnica Judicial 1 del Juzgado Contravencional de Buenos Aires.
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		La señora Lucrecia Mora adjunta información sobre el estado de su escritorio al día 25 de junio del 2020, detallando la cantidad de asuntos por cada una de las materias (Pensiones Alimentarias, Contravencional y Tránsito). Hace ver que en informes anteriores se ha contemplado la cantidad de escritos pendientes por resolver. 


En términos generales pone en conocimiento el atraso que muestra el despacho en cada una de las materias y que por la situación de pandemia a pesar de que ha estado laborando bajo el sistema de teletrabajo, no es suficiente el tiempo para resolver expedientes y atender el sin número de gestiones de trámite.

Expone dentro del documento que únicamente se encuentra al día en la atención de escritos; en cuanto al trámite de las demás materias mantiene un atraso. Se adjunta documento. 
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		Para efectos del informe, al momento en que se desarrolla el análisis de las cargas de trabajo, se toman en consideración los datos suministrados por el Subproceso de Estadística, así como otros datos que se obtienen por medio del Escrito Virtual. Sin embargo, tal como se hizo ver en el informe, existen algunas variables que no han sido depuradas y que muestran inconsistencias para el Subproceso de Estadística. 



Esta situación si bien debe ser corregida en el corto plazo, no representa cambios de consideración en la propuesta planteada, en el tanto se contempla el atraso del despacho a nivel general y no solo de un puesto de trabajo. 



Importante destacar que en el plan de trabajo se estima que en el plazo de tres meses el Juzgado se encuentre totalmente digitalizado, lo cual de mantenerse a ese momento todavía algún atraso en la tramitación de expedientes, esta gestión se podría realizar de forma remota por parte del personal supernumerario de la Administración Regional de la zona, previa justificación acompañado de un plan de trabajo.







		Oficio sin número presentado por la señora Sulma Escalante, Técnica Judicial 1 del Juzgado Contravencional de Buenos Aires.
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		La señora Sulma Escalante indica que no se realizó un detalle pormenorizado de las labores que realizada cada uno de los puestos de Técnico Judicial. 

		Sobre lo externado, al momento de la visita se entrevistó de manera individualizada cada uno de los puestos de trabajo, tanto a nivel de jueces como del personal de apoyo. Las labores que cada uno de los puestos detalló fueron expuestas en el apartado 3.4 del informe, en el cual se exponen los resultados de la visita realizada y la entrevista al personal destacado. 





		16

		También refiere que “El abordaje del sistema de gestión y del escritorio virtual en diferentes años, no estuvo respaldado con personal que realizara la digitalización o inclusión de expedientes, sino que el mismo personal en su aprendizaje realizó la digitalización”.

		Actualmente la labor de digitalización de expedientes cuando se realiza la implantación se hace con el mismo personal del despacho, ya que, según las experiencias obtenidas en su momento con la contratación del servicio de digitalización, era que siempre tenía que haber una supervisión por parte de cada puesto de Técnico Judicial. Se debía revisar que estuviera la cantidad de folios de cada expediente bien digitalizado, que se adjuntara toda aquella documentación anexa al expediente y otras variables que fueron consideradas al momento de contratar estos servicios. Por el motivo antes expuesto, es que se prefiere que sea el mismo personal del despacho quienes realicen esta labor de digitalización.



Por parte de la Dirección de Planificación se tiene conocimiento que existe una curva de aprendizaje para el personal del despacho cuando se realizan las implantaciones tanto del Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales, como el de Escritorio virtual.
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		Señala que por las diversas labores que realiza el puesto, no hay posibilidad de atender la cantidad de escritos que ingresan, así como otras labores, como las manifestaciones, atención de apremios, entre otras cosas.



Adicionalmente indican: “Tampoco se indica en el informe que se atienden labores a lo interno y de carácter administrativo”.

		Al momento de la visita al despacho se pudo constatar que existen diversas labores a realizar por parte del personal Técnico de la oficina en estudio, sin embargo, son concordantes con las actividades que se realizan en los diferentes despachos judiciales, y son actividades congruentes para la clase de puesto que desempeñan según lo establece el Manual Descriptivo de Puestos de la Dirección de Gestión Humana. 



No obstante, en lo que respecta a la cantidad de asuntos que les ingresa, esta Dirección contempla dentro del informe, la propuesta del plan remedial en el corto plazo para actualizar el Juzgado y lograr estabilizar la carga de trabajo que se presenta, por cuanto se evidencia que el atraso afecta de forma directa en la gestión diaria de estos puestos, además de contemplar la particularidad de la zona al tener una mayor población indígena.





		18

		Se deja de lado el tema de las fotocopias y la atención telefónica, así como el apoyo a la manifestación una hora antes de cada audiencia para la atención oportuna de las personas usuarias.

		En cuanto al tema de las fotocopias, es de esperar que al momento en que el despacho se encuentre totalmente digitalizado, se tenga una tendencia a disminuir en esta gestión, en tanto se ofrecerá la información por medio de dispositivos electrónicos en la medida que se pueda. Será un factor por medir al momento en que entre en funcionamiento la propuesta realizada por la Dirección de Planificación. 



Para el caso de la atención telefónica, ya no existirá el rol que actualmente se aplica, sino que será una labor atendida por los dos puestos de Técnica o Técnico Judicial que quedan destacados a la tramitación con el apoyo del puesto de Coordinación. 



En cuanto a la cantidad de personas usuarias en la manifestación, dependerá del momento en que se presente la necesidad, ya que como se observó, la afluencia de público es variable en cada mes, por lo que se espera que el tiempo de atención a las personas usuarias se reduzcan al tener la información de consulta digitalizada y sea una atención más expedita.
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		Señala que el tiempo estimado de escaneo (20 minutos por expediente) no es suficiente ya que existen casos que contienen hasta 200 folios o más y que con el tipo de escáner con que cuenta la oficina, no tiene la capacidad para realizar la labor propuesta. 

		En cuanto al tema del escáner, según conversación que se tuvo con la Máster Wendy Beita Ureña, Administradora Regional de la zona, cuentan con un escáner de alta velocidad, el cual puede ser trasladado al Juzgado Contravencional para realizar esta labor en conjunto con el escáner que tienen destacado en ese despacho. En este sentido, es de esperar que se pueda cumplir con la cuota establecida en el plan de trabajo.
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		Existe una gran cantidad de personas usuarias diariamente que deben ser atendidas en la manifestación, por lo que se considera insuficiente destacar un recurso a esta labor; en tanto el personal que está destacado a la tramitación siempre debe mantenerse en la atención de público también.

Se adjunta el documento. 
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		Como parte de la propuesta de trabajo, es que se destaque una persona de manera exclusiva a la manifestación y se eliminen los roles de atención que existen actualmente, lo cual ayuda que los otros puestos de trabajo no tengan que “desatender” sus escritorios varios días a la semana para atender al público.



Por otra parte, de acuerdo con las estadísticas mostradas por el Lic. Gutiérrez Gómez sobre la cantidad de personas usuarias, se denota que no mantiene una constante y que la afluencia de público cada mes es diferente. Si bien existen meses más altos de personas usuarias que visitan el Juzgado, se tomarán en el momento las medidas correctivas necesarias para brindar el servicio, tomando en cuenta que el despacho en un plazo aproximado a los tres meses deberá estar al día con el trámite de expedientes. 
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		Mediante correo electrónico del lunes 13 de julio de 2020, la Sra. Guaira Camacho Jiménez, Coordinadora Judicial del Juzgado Contravencional, informó que el dato consignado de giros a realizar era de 459. 

		Se actualiza el dato brindado en el apartado respectivo y se realizan los ajustes económicos correspondientes.



		Oficio 0670- ARICJZS-2020 suscrito por la Máster Wendy Beita Umaña, Administradora Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur.
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		Sobre la propuesta realizada por la Dirección de Planificación, señalan contar con los recursos para el pago de viáticos por un plazo de dos meses al personal supernumerario para realizar la labor de digitalización de expedientes.



Adicionalmente, señalan que se está a la espera de las fechas programadas para brindar la colaboración respectiva con dos puestos de Técnico Supernumerario.



Se adjunta documento.
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		La Administración Regional de la zona se encuentra anuente a participar del proceso de actualización de trámite de expedientes del Juzgado Contravencional de Buenos Aires y expone su apoyo a la propuesta realizada por la Dirección de Planificación.



		Oficio 227-CACMFJ-JEF-2020 del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, suscrito por la Licda. Maricruz Chacón Cubillo, Directora de ese centro, en el cual se transcribe el criterio del Lic. Cristian Alberto Martínez Hernández, Gestor de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia.
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		“. el escanear los expedientes no resuelve los problemas de fondo del Juzgado.” Indica que requiere una cirugía profunda que tome en cuenta los recursos de personal técnico necesario.

		

Dentro de la propuesta que realiza la Dirección de Planificación, no solo recomienda la digitalización de expedientes, el cual es un proceso necesario para dar un 100% de utilidad a la herramienta informática del Escritorio Virtual y poder accesar vía remota, sino que se propone un plan de descongestionamiento a nivel del trámite de expedientes que muestran atraso, así como en el proceso de registros contables del Sistema de Depósitos Judiciales para lo que corresponde a materia de Pensiones Alimentarias. 



Cabe indicar que el despacho además de tomar en consideración los aspectos de orden cualitativo que muestra la zona, se comparó con otros despachos homólogos en cuanto a la carga de trabajo que recibe, dando como resultado que de los siete despachos analizados el Juzgado Contravencional de Buenos Aires se ubica en la posición seis, razón por lo que se estima que la estructura organizacional con la que cuenta el despacho, se encuentra en capacidad de atender la carga de trabajo que ingresa, una vez que se encuentre al día con el trámite de expedientes, la digitalización en el Escritorio Virtual y los registros contables en el SDJ. 



Además, como parte del seguimiento al despacho, se propuso implantar los indicadores de gestión, lo cual permitirá medir en el corto plazo la capacidad de atención a la carga de trabajo que recibe el Juzgado en análisis. 



La importancia de la digitalización de expedientes 
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		Expone sobre el criterio del Lic. Gutiérrez Gómez, para especializar la materia de Pensiones Alimentarias y por otra parte la atención de las materias de Contravenciones y Tránsito, el cual considera que carece de sustento esa propuesta, debido a que el 70% de lo que atiende el despacho corresponde a Pensiones Alimentarias. 

		Es concordante el criterio de la Dirección de Planificación con lo expuesto por el Lic. Martínez Hernández en cuanto a que no es posible la especialización del Juzgado en este momento, no solo por la diferenciación que existe en las cargas de trabajo de Pensiones Alimentarias y Contravenciones y Tránsito, sino que además existe la limitación presupuestaria en el crecimiento de recurso humano, ya que se estima que para realizar una separación de despachos se requiere al menos una plaza adicional de Técnica o Técnico Judicial 1 y otra en la Coordinación Judicial, las cuales ambas tendrían un valor aproximado a los 31.162.000,00 de colones.
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		También señala el licenciado Martínez, que: “Además históricamente el país y la institución tienen una deuda con la población indígena y para poder hacer efectivos los derechos de estos desde la normas supranacionales y aprobadas por el Estado costarricense es necesario dotar al Juzgado de mayores recursos y una cirugía profunda que evalúe soluciones duraderas en el tiempo para las materias que atiende el Despacho.”

“Con todo respeto el informe propone parches para problemas y males de muchos años y requieren una revisión más profunda de las condiciones del Juzgado.”.

Se adjunta oficio. 
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		El Juzgado Contravencional de Buenos Aires, ha venido siendo atendido desde varios años atrás, en busca de soluciones que permitan a las personas usuarias tener un servicio eficiente. 



A nivel informático en el 2018 se implementó el Sistema de Gestión de Despachos Judicial, el cual fue realizado de manera paralela con inventario de expedientes y otros análisis que permitían valorar la situación del despacho. Para el 2019, en el Juzgado se implementó la herramienta informática de Escritorio Virtual incluso adelantando el cronograma de trabajo, con el objetivo de mejorar los servicios que se brindan a la población indígena. 



En diferentes oportunidades, la Administración Regional de la zona ha facilitado puestos de Técnicos Supernumerarios, con el objetivo de apoyar en el descongestionamiento del trámite de expedientes, en la actualización del SDJ, en el remesado de Expedientes, en la digitalización de legajos, entre otras cosas, lo cual hace ver que en todo momento el Juzgado ha sido monitoreado y se ha prestado la colaboración necesaria para brindar una oportuna atención. 



La propuesta que realiza la Dirección de Planificación, no tiene como objetivo solo atender una parte de la problemática que presenta el despacho, sino que mediante un plan remedial, se están recomendando una serie de actividades que tienen como objetivo buscar una solución integral y poner al día el despacho; incluso si después de esa gestión se requiere seguir atendiendo el trámite de expedientes, al estar el despacho totalmente digitalizado, se puede atender la necesidad de tramitación de expedientes de forma remota con la colaboración de la Administración.

 











		 Elementos Conclusivos

		4.1 Existe la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas la cual está dirigida específicamente a la forma de trato y atención que debe tener esta población ante los servicios que presta la Corte Suprema de Justicia. Sin embargo, para el caso específico del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, actualmente al mostrar un atraso en la tramitación de su carga de trabajo, no se está cumpliendo con un servicio óptimo de acuerdo con el artículo 4 de la Ley indicada, el cual señala que “El sistema de administración de justicia dará prioridad al trámite y a la resolución de casos en que figuran personas indígenas como parte.”. 



4.2 Los datos estadísticos analizados en sus diferentes variables, muestran que el despacho en análisis mantiene promedios de casos terminados que son bajos en comparación a otros despachos homólogos, con condiciones similares de cantidad de recurso y carga de trabajo. Sin embargo, las situaciones presentadas de curvas de aprendizaje al momento que se implantan el Sistema Costarricense de Gestión de Despacho y el Escritorio Virtual, así como el proceso que se utilizó para realizar las notificaciones en el sistema informático de forma individual, apegado a otras variables cualitativas de zona, hace que el Juzgado presente un atraso principalmente en la materia de Pensiones Alimentarias, en la cual al mes de mayo del 2020 existían 7893 registros electrónicos por actualizar en el Sistema de Depósitos Judiciales más la cantidad de expediente por tramitar debido a que solo se fijó una pensión provisional y no la definitiva, así como los demás expedientes en las otras materias. Al tomar en cuenta que cada audiencia de trabajo tenga al menos tres horas y media efectivas de trabajo, destacando una persona de manera exclusiva a la labor de actualización, por día se estarían realizando al menos 20 actualizaciones de expedientes.



A efecto de tener una referencia, se tomará como un promedio de registros pendientes por actualizar en cada expediente, una cifra de 15 registros. Al tomar los 7893 registros pendientes y dividirlo entre los 15 registros promedio de cada expediente, se tendría que en hay alrededor de 526 pendientes de actualizar.



4.3 El despacho a pesar de contar con el Sistema de Escrito Virtual, no ha concluido la labor de digitalización de los expedientes y según se indica falta aproximadamente el 70% de incorporar al sistema. Tomando como base el circulante al iniciar el 2020, representa 2287 legajos por incorporar. 



4.4 En el caso que el despacho contara con la totalidad de los expediente digitalizados, se podría coordinar una labor apoyo con personal Supernumerario tanto de la Administración Regional de la zona como del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional para que de manera remota puedan realizar la tramitación y actualización de expedientes; sin embargo, al no contar con esa herramienta informática actualizada no se puede establecer un plan de trabajo desde cada oficina para actualizar los datos. Esta labor en su momento era realizada por personal meritorio, sin embargo, a raíz de la pandemia no se cuenta con ese recurso. 



4.5 A pesar que existe la disponibilidad de apoyar al despacho por parte del Centro de Conciliación, existen limitantes de espacio físico para realizar las audiencias, aspecto por la cual, son pocos los casos que se atienden por este medio. 



4.6 Se observa que, por parte del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Judicial, desde el año 2018 no se coordina con el Juzgado Contravencional de Buenos Aires la posibilidad de remitir expedientes para resolución, situación que debe coordinarse con mayor frecuencia y disminuir los tiempos de respuesta de los casos que se atienden en la zona.



4.7 Según análisis de los datos durante el período 2015 al 2019, se observa que a partir del 2017 y 2018 la relación de casos salidos es siempre menor a la cantidad de casos entrados, aspecto que impacta directamente en el incremento del circulante de todas las materias que atiende el Juzgado Contravencional, acentuándose más esta situación a partir del 2018 en adelante. 



4.8 Al hacer una comparación de datos estadísticos con el homólogo del Juzgado Contravencional de Osa, se nota que en términos generales la cantidad de casos entrados es mayor en Buenos Aires que en Osa; sin embargo, este último despacho cuenta con un puesto más de Técnica o Técnico Judicial 2 para la tramitación de expedientes lo que le permite tener una mayor disponibilidad en la tramitación de casos, además que el tipo de población y persona usuaria que atiende es otra.

 

4.9 El despacho mantiene registro de controles de todas las gestiones que realiza el personal, tanto lo que detalla el Escritorio Virtual como los libros manuales donde se realizan controles de evidencias que ingresan, cantidad de personas atendidas por día, bitácoras por cada uno de los escritorios sobre las labores que desempeñan diariamente, entre otras cosas, lo que permite visualizar que sí existe una adecuada organización y seguimiento de todo lo que hace el recurso humano ahí asignado, permitiendo esto medir el rendimiento de cada persona según la gestión que realice. Como parte de estos controles es donde se observa que una gran mayoría del tiempo lo destacan a la atención de público lo cual es constante durante todo el día, debido a las características que muestra la zona de personas usuarias con vulnerabilidad, y al ser zonas indígenas estas se encuentran alejadas del centro de Buenos Aires, lo que hace que las personas que acuden al despacho tengan su tiempo un tanto limitado por la dependencia que hay en los horarios del transporte público. Sin embargo, es importante que se pueda cambiar la distribución de carga de trabajo y los roles de atención que se tienen para la manifestación, con el objetivo de agilizar los procesos.

 

4.10 Con el análisis de escritorios del personal técnico, se detectó que se tiene un atraso considerable según los datos reportados en cada uno de ellos en el cuerpo del documento, lo cual por más que se ha tratado de cumplir con el plan de trabajo que en su oportunidad se estableció a lo interno del despacho no se logra alcanzar la cuota establecido de tramitación diaria para cada puesto de apoyo, tomando en cuenta que el Juzgado cuenta con personal de experiencia y capacitado en el despacho para el desempeño de esta labor en las tres materias que atiende. 



4.11 Aparte de las labores de tramitación de casos en las tres materias que conoce el despacho, prestan servicio de atención a personas usuarias de la Hoja de Delincuencia. Si bien este es un trámite rápido de gestionar, muchas veces las personas usuarias deben esperar hasta 20 minutos o más mientras se atiende otra persona que requiere otro servicio como lo es las órdenes de premio o bien llegan a interponer una nueva denuncia. En ese sentido el servicio se torna lento, y dependiendo de la época la afluencia de personas que requiere de la Hoja de Delincuencia es amplia, ya que la empresa que da más fuente de trabajo en la zona cada tres meses recluta personal. El Juzgado Penal de la zona también emite la Hoja de Delincuencia, solo que su ubicación física queda aproximadamente a 600 metros del centro de la localidad, razón por lo que las personas usuarias prefieren acudir al Juzgado Contravencional.



4.12 Coincide el personal entrevistado que parte de la situación de atraso que muestra el despacho se debe al procedimiento que se utilizó para gestionar las notificaciones judiciales en el momento en que se implementó el Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales. ya que ese proceso se podía realizar de forma masiva y no de manera individual como hizo, aspecto que les generó invertir más tiempo (hasta un día completo a la semana) únicamente a realizar la notificación; esto además de otros factores como lo es los roles de atención a personas usuarias lo cual es factor independiente a la gestión interna del despacho.



4.13 El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en el mes de octubre brindó colaboración al Juzgado Contravencional de Buenos Aires por un periodo de 15 días; Sin embargo, el atraso es tan grande que en ese tiempo no es factible avanzar con toda la tramitación de casos que hay en las diferentes materias, así como con las órdenes de apremio. Igualmente, la Administración Regional ha facilitado personal Supernumerario en diferentes oportunidades, pero no se logra el objetivo de poner al día el despacho, debido a que son periodos cortos los que se destacan. Además, se realiza un plan de trabajo previo que permita medir un objetivo y cumplimiento del mismo en la atención de la carga de trabajo, sino que se envía el recurso y el Juez Coordinador es quien determina las labores que debe realizar. 



4.14 Se reconoce que el Juez Coordinador del Despacho ha buscado diferentes alternativas internas y externas con el objetivo de mejorar en la tramitación de casos y el servicio que se presta. Sin embargo, a pesar de los esfuerzos de contar con personal Supernumerario por diferentes periodos, personal meritorio, Facilitadores Judicial, implementación de Escritorio Virtual, no se ha podido lograr el objetivo de mantener al día el despacho. 



4.15 Mediante un informe de la Contraloría de Servicios del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, se observa que el motivo de mayor inconformidad presentada por las personas usuarias del juzgado en estudio es por los “Excesivos tiempos de respuesta institucionales”, situación que viene a reforzar el tema del atraso que muestra el despacho en todas las materias que conoce y que solamente le está dando prioridad a la atención de las órdenes de apremio y trámite inicial de Pensiones Alimentarias.



4.16 El personal entrevistado manifiesta que la situación de carga de trabajo en el despacho es tensa, por lo que algunas personas están acudiendo a terapia Psicológica. Sienten que emocionalmente es desgastante, debido que a pesar del esfuerzo de quedarse tres días a la semana después de las 16:30 sacando trabajo atrasado y contar con personal supernumerario que les refuerza la gestión en diferentes áreas, no ha sido posible mantener al día el despacho.



4.17 El personal de apoyo que se destaca en el Juzgado, cuenta con amplia experiencia en la tramitación de las materias que atiende. Los tres puestos de Técnica o Técnico Judicial que ahí se ubican, cuentan con más de 10 años de trabajar en la institución y han recibido capacitaciones en la tramitación de las materias.



4.18 Se atiende en su mayoría una población indígena vulnerable, la cual es de escasos recursos y bajo nivel de escolaridad, lo cual hace que deba invertir más tiempo al momento de recibir una denuncia con el objetivo que puedan expresar claramente cómo sucedieron los hechos e incluso se requiere muchas veces del apoyo de una persona intérprete debido a que solo hablan su dialecto. A diferencia de otros despachos judiciales los tiempos de atención son menores por el tipo de persona usuaria que acude al despacho.



4.19 Al tomar en consideración el Índice de Pobreza Humana cantonal (IPHc), se cataloga a Buenos Aires como una zona de alta pobreza y carencias, razón por lo que el indicador muestra una desmejora al pasar del lugar 75 al puesto 80 del 2013 al 2014, lo que conlleva a clasificar esta zona como un cantón con desarrollo humano rezagado.



4.20 Al momento de identificar las diferentes fases a nivel estadístico del circulante, únicamente se obtiene que del total de 774 al cerrar el 2019, 773 se encuentran en la fase de trámite y solamente un caso en la fase de suspendido. Esta situación debe ser objeto de mejora por parte del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, para que se pueda visualizar los casos en otras fases como lo son las de Alzada, los enviados a Conciliación o bien el sobreseimiento correspondiente. 



4.21. Si bien la Defensa Pública presta el servicio de atención a las denuncias interpuestas en Pensiones Alimentarias, el recurso humano destacado para estos efectos por parte de la Defensa es únicamente de dos días a la semana, tiempo muy limitado con relación a la cantidad de denuncias que se presentan en la zona. Debe adicionarse que la persona que atiende estos casos se traslada desde Pérez Zeledón, razón por la que el tiempo efectivo de trabajo no siempre corresponde a la jornada completa. Actualmente no se está trasladando debido a la pandemia.



4.22 Sobre el tema de los Facilitadores Judiciales, si bien existen nueve personas destacadas entre las diferentes poblaciones indígenas, su labor está más enfocada a las orientaciones que puedan dar a la persona usuaria y a las charlas en diferentes temas judiciales; es poco la cantidad de mediaciones que realizan tal como se anota en el punto 3.5 del presente documento.







		V. Recomendaciones

		5.1. Se recomienda al Consejo Superior, avalar el presente informe con las recomendaciones emitidas, no sin antes aclarar, que del análisis efectuado en las variables cuantitativas y cualitativas se evidencia que el Juzgado Contravencional de Buenos Aires, presenta un atraso significativo en la tramitación de casos de materias como Pensiones Alimentarias que son consideradas de alto impacto social, lo que preocupa por tener que atender una población vulnerable como lo es la indígena.



5.2.- En razón del retraso existente, se recomienda atender de manera inmediata la labor de digitalización de expedientes la cual se calcula aproximadamente en 2300 casos; que de no realizarlo no se podrá tener un funcionamiento óptimo del despacho y un 100% de utilidad del Escritorio Virtual. Para llevar a cabo esta labor se presenta el siguiente plan de trabajo y se deberá realizar los monitoreos y rendición de cuentas para analizar el nivel de avance:



5.2.1.- Opción #1: 



Asignar al menos dos puestos de Técnica o Técnico Supernumerario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur:



		Cant. Téc Supernumerario

		Cant. Horas efectivas por día

		Cant. Exp. Digitalizados por día

		Cantidad Exp digitalizado al mes



		Téc 1

		7

		21

		441



		Téc 2

		7

		21

		441



		Total

		---

		---

		882







· Se toma como referencia que el tiempo promedio estimado para digitalizar cada expediente es de 20 minutos, razón por lo que se estima un tiempo total de dos meses y tres semanas, máximo tres meses. 



· Al ser esta labor realizada por personal supernumerario se estima un tiempo efectivo de trabajo de 7 horas.



· El costo por concepto de viáticos del personal supernumerario será cubierto por la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, que por día por puesto se estima en 11.810.00 colones para un total en tres meses de 1.488.060.00.



· Existe anuencia por parte de la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur[footnoteRef:5], en facilitar los dos puestos de Técnica o Técnico Supernumerario por el plazo antes indicado. [5: 	 Según Conversación con la Máster Wendy Beita, Administradora Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur.] 




· Se cuenta con dos escáneres en el Juzgado Contravencional para realizar el proceso de digitalización, según lo confirmado por la Administración Regional.



Lo anterior debe complementarse con una propuesta de cuotas de trabajo establecidas para el puesto de la Coordinación Judicial, y el personal Técnico Judicial de planta (3 puestos) y el pago de 285 horas extra para este personal por esta única vez, según se detalla seguidamente:













		Personal de planta Jornada Ordinaria



		Cant. de Personal

		Cuota diaria de trámite

		Labor a desempeñar



		Téc 1

		0

		Atenderá la manifestación, Hojas de Delincuencia y Certificaciones.



		Téc 2

		15 Expedientes

		10 exp. de Pensiones Alimentarias, 4 exp. Contravencional y 1 exp de Tránsito.



		Téc 3

		9 apremios corporales y 10 exp. de trámite 

		Tramitará 7 exp. en Pensiones Alimentarias, 2 exp. en Contravenciones y 1 exp. en Tránsito más los 9 apremios.









		Personal de planta Jornada Extraordinaria



		Cant. de Personal

		Cant. horas extra en 15 días hábiles

		Labor a desempeñar en el Sistema de Depósitos Judiciales

		Cant. horas extra en 15 días hábiles

		Labor a desempeñar Tramitación de escritos pendientes



		Téc 1

		51

		Actualización de registros contables SDJ

		37

		Tramitación de escritos



		Téc 2

		51

		Actualización de registros contables SDJ

		37

		Tramitación de escritos



		Téc 3

		51

		Actualización de registros contables SDJ

		37

		Tramitación de escritos



		Cood. Judicial

		---

		---------------------------------

		42 

		Actualización de Giros







· Los tres puestos de trabajo destacados en el Juzgado Contravencional de Buenos Aires en la jornada ordinaria deberán ajustarse a las cuotas de trabajo antes indicadas y se deberá generar un reporte semanal y mensual del cumplimiento de esas labores el cual se remitirá a la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur para su respetivo seguimiento. 



·  Para el caso de las horas extra, la actualización de registros contables se estimó partiendo que al 25 de junio se reportaban 8201 registros pendientes de actualizar en el SDJ. Se toma como un promedio de registros pendientes por actualizar en cada expediente, una cifra de 15 registros, por lo que se estima un aproximado de 526 expedientes de actualizar. Para esta gestión se estima 51 horas extra para cada puesto en un tiempo de quince días con un costo aproximado total de 612.000.00 colones[footnoteRef:6]. [6: 	 De acuerdo con el valor brindado por el Subproceso de Salarios de la Dirección de Gestión Humana, se estima el costo del pago de hora extra para el tipo de puesto de Coordinador (a) Judicial en 4000,00 (cuatro mil colones).] 




· En el caso de la tramitación de escritos, se tienen pendientes 335 escritos pendientes de trámite, para un promedio de tres escritos por hora por cada puesto, que da un total de 37 horas extra por cada puesto, para un total de 444.000.00 colones.



· Para el caso del puesto de Coordinación Judicial, se estima actualizar 11 giros por hora teniendo pendientes al 15 de julio 2020 un total de 459 giros. Se estima un total de 42 horas para un costo de 252.000.00.[footnoteRef:7] [7: 	 De acuerdo con el valor brindado por el Subproceso de Salarios de la Dirección de Gestión Humana, se estima el costo del pago de hora extra para el tipo de puesto de Coordinador (a) Judicial en 6000,00 (seis mil colones).] 




· Para cubrir la gestión antes expuesta utilizando el factor de horas extra, se estima necesario contar con 1.308.000.00 colones aproximadamente. De acuerdo con la consulta realizada en SIGA PJ dentro del programa 927 de la judicatura, existe el contenido presupuestario para el pago de horas extra, lo cual fue reservado por la Dirección de Gestión Humana y comunicado al Departamento Financiero Contable a la espera de lo que el Consejo Superior determine al conocer el presente informe.



Ventajas. 



· La propuesta anterior estaría permitiendo una actualización del Sistema de Depósitos Judiciales, el cual es una de las mayores causas de atraso y tiempo que se invierte cada vez que la persona usuaria solicita una orden de apremio.



· Se estima que en término de tres meses el despacho judicial tenga la capacidad de atender la carga de trabajo que muestra con el personal ordinario de planta. 



· Se estaría reduciendo los tiempos de atención a las personas usuarias, tomando en cuenta que se atienden una materia sensible como lo es Pensiones Alimentarias y una población indígena.



· Existe anuencia por parte del personal destacado en el Juzgado en laborar horas extra.



· Se cuenta con el equipo necesario (escáner) para realizar la labor de digitalización por parte de personal propio del Poder Judicial, evitando contrataciones y sacar expedientes del despacho judicial.



· Una vez finalizado el plazo de los tres meses, el personal Técnico Judicial de planta deberá mantener la distribución de personal indicada como parte de las labores en la jornada ordinaria de trabajo.



· Una vez finalizada la labor de digitalización de expedientes y estar al día el despacho en este proceso, se podrá contar con la posibilidad cuando sea necesario que el personal Supernumerario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur pueda colaborar con las gestiones de trámite de expedientes de forma remota sin tener que incurrir en el pago de viáticos. 



 Desventajas.



· Se incurre en un gasto adicional por concepto de pago de horas extra.

 

5.2.2.- Opción #2: 



En caso de no existir viabilidad para el pago de horas extraordinarias, se propone la siguiente alternativa que contempla abordar el despacho para su respectiva actualización con el personal de apoyo. 



1. Se hace necesario mantener el recurso supernumerario que pertenece a la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur indicado en la recomendación 5.2, en las mismas condiciones señaladas por el plazo de tres meses. 



2. Adicional al personal supernumerario, la distribución de trabajo del personal Técnico Judicial de planta del despacho, tendría la siguiente carga de trabajo por atender:



		Personal de planta Jornada Ordinaria



		Cant. de Personal

		Cuota diaria de trámite

		Labor a desempeñar

		Mes 1

		Mes 2



		Téc 1

		0

		Atenderá la manifestación, Hojas de Delincuencia y Certificaciones

		----

		----



		Téc 2

		15 Expedientes

		10 exp. de Pensiones Alimentarias, 4 exp. Contravencional y 1 exp de Tránsito

		

		Se genera un atraso de 17 días en la tramitación de escritos teniendo como estimado tramitar 20 al día



		Téc 3

		9 apremios corporales y 10 exp. de trámite 

		Actualización de 20 expedientes diarios en lo que corresponde a registros del SDJ para órdenes de apremio

		Generaría 26 días de atraso en la tramitación de expedientes 

		Se genera un atraso en el trámite de 15 expedientes diarios, así como atención de seis demandas nuevas y nueve 9 apremios 







Ventajas.



· No se incurre en erogación presupuestaria por concepto de pago de horas extras.



Desventajas.



· Uno de los puestos de Técnica o Técnico Judicial no podrá conocer del trámite de expedientes a fin de actualizar los registros del SDJ para el trámite correspondiente de órdenes de apremio. Lo anterior implica alrededor de 315 expedientes al mes que se dejan de tramitar y tiene el efecto secundario que no se estaría pasando esa cantidad de casos a resolver a la Jueza o Juez, razón por la que se estaría subutilizando el recurso profesional. 



5.2.3.- Opción #3: Alternativa de contar con una plaza de Permiso con Goce de Salario y Sustitución. 



Este recurso estaría destinado a realizar la labor prioritaria de digitalización de expedientes por un plazo de seis meses, utilizando los mismos parámetros indicados en el punto 5.2, sea 21 expedientes al día. El costo de este recurso sería de aproximadamente 7.194.500.00. colones, y se demoraría cerca de 7 meses en concluir con la digitalización.



Como recomendación esta Dirección de Planificación se inclina por la Opción # 1 el cual tiene como principal ventaja la actualización del despacho en un plazo de tres meses, beneficiando de esta manera a la población indígena en los tiempos de respuesta de los asuntos que conoce el Juzgado, y permitiendo contar con los recursos que en este momento dispone la Administración de Pérez Zeledón quien coadyuvará de manera activa en beneficio del despacho y velando para que se concrete el plan propuesto.



5.3 El Juzgado Contravencional de Buenos Aires deberá incorporar dentro su gestión, la utilización de la matriz de indicadores judiciales, la cual iniciará su tabulación de historial de datos a partir del momento en que se encuentre finalizada la labor de digitalización de expedientes, con el objetivo de contar con una herramienta de medición donde se visualice la carga de trabajo que recibe el despacho y la forma en que la está gestionando de acuerdo con las variables ahí incorporadas. Debe utilizarse la plantilla expuesta en el punto 3.10 del presente documento. 



5.4 Es importante que el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional una vez finalizada la digitalización de expedientes, realice nuevamente un plan de atención para resolución de expedientes tramitados para que sean resueltos por el personal profesional de esta oficina, con el objetivo de agilizar los tiempos de atención. De igual forma se recomienda que la Gestora que atiende la materia Laboral de esta oficina, revise el circulante que muestra la oficina en esa materia y proceda a emitir el criterio jurídico que corresponda. El objetivo es verificar si son expedientes que tengan más de seis meses sin tener movimiento y dictar la resolución de caducidad y archivo.



5.5. Es necesario que por parte de le Defensa Pública se valore la posibilidad de ampliar el tiempo de atención en el Juzgado Contravencional para la atención de casos en Pensiones Alimentarias, que no se limite únicamente a dos días a la semana, sino que puedan ser más, con el objetivo que la población indígena pueda contar con un asesoramiento y dirección en las causas que interponen ante el Juzgado. Mediante informe 660-PLA-RH-MI-2020, se incluyó reforzar con un recurso de Defensor Público para la zona, por lo que es de esperar que de aprobarse por parte de la Asamblea Legislativa el presupuesto del Poder Judicial para el próximo año se contará con un recurso adicional.

 

5.6 Se recomienda a la Dirección de Tecnología de la Información que por medio de los Informáticos de la zona verifiquen si se requiere hacer una mejora en el Escritorio Virtual o bien capacitar al personal, para que se elimine la concentración de gestiones a nivel de los sistemas informáticos en el puesto de la Coordinadora Judicial, como lo es en la apertura de expedientes nuevos y otras gestiones que únicamente pueden ser realizados por ese puesto. Lo anterior permitiría un mayor diligenciamiento en las labores que tiene el puesto de Coordinación y disminuir el atraso en las atenciones de los controles de libros físicos por concepto de evidencias y otras labores a su cargo. 



5.7 La Dirección de Planificación deberá realizar un seguimiento sobre las condiciones y situación que muestre el Juzgado en cuanto a carga de trabajo y actualización en la tramitación de expedientes, de acuerdo con los datos que registre la matriz de indicadores al finalizar el primer semestre del 2021.

. 

5.8 Tanto la Administración Regional como la Dirección Ejecutiva puedan realizar una valoración integral de la situación presentada en cuanto al hacinamiento del espacio que tiene las instalaciones donde se ubica el Juzgado Contravencional, a fin de buscar soluciones de acuerdo a las necesidades que se presentan para atender a una población vulnerable, tomando en cuenta que el despacho es visitado por madres con sus hijos menores o bien deben esperar a las afueras del Juzgado para ser atendidas. 



5.9 Con relación al puesto de Técnica o Técnico en Comunicaciones Judiciales, una vez analizados los datos estadísticos que se reportan de carga de trabajo de la zona por parte de la Oficina de Comunicaciones Judiciales, se nota un aumento tanto a nivel de notificaciones en ruta como las informatizadas. Bajo este criterio se recomienda el traslado definitivo de este puesto 45081 de Técnico en Comunicaciones Judiciales del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, para que pase a formar parte de la Oficina de Comunicaciones Judiciales de la zona.



5.10 La Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, deberá facilitar al Juzgado Contravencional de Buenos Aires el escáner de alta velocidad, con el objetivo de obtener mejores rendimientos al momento de realizar el proceso de digitalización de expedientes, gestión que se considera prioritaria en el despacho para dar el mayor aprovechamiento a la herramienta informática del Escritorio Virtual. 



5.11 Una vez que se tenga actualizado el tarjetero electrónico de registros contables en el Sistema de Depósitos Judiciales, deberá el Juzgado Contravencional de Buenos Aires adoptar las medidas necesarias para que este proceso se mantenga actualizado en todo momento y no se presenten atrasos en la actualización del tarjetero electrónico. Esta acción es elemental para que no se muestren atrasos en los tiempos de atención a las personas usuarias al momento que lleguen a solicitar las órdenes de apremio. 







(…)”



- 0 -



Interviene la máster Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: “Tuve alguna preocupación con respecto a las alternativas que da la integrante Pizarro que son dos, porque hay un plan que involucra el pago de horas extraordinarias. Yo le pedí a doña Alejandra de la Dirección de Gestión Humana, que indicara si es posible aprobar ese grupo de horas extraordinarias que rondan por un millón trecientos mil colones, eso nos estarían costando. La respuesta fue positiva, pero si debe haber un compromiso importante de cumplir con la tarea en esas horas extraordinarias, porque ya no habría posibilidad de adicionales, porque el programa está muy limitado en esta subpartida, yo les puedo mandar el correo.”



Indicó la integrante Pizarro Gutiérrez: “Cómo les comenté al inicio cuando se estaba ya analizando este informe de la Dirección de Planificación se sostuvo reuniones con ellos porque al inicio era otro proyecto, pero después nos dijeron que sí alcanzaba el dinero entonces se trae este, lo importante obviamente es lo que significa este para el Poder Judicial y sobre todo para esta población de que este despacho se pueda de alguna forma alinear con las métricas de los de los diferentes despachos homólogos a ellos.”



Expresó la integrante Castillo Vargas: “A mí me quedo un par de preocupaciones, una es que señor juez dijo que su personal no estaba dispuesto todo hacer las horas extras, que solamente tenía un recurso que habían aceptado y que el otro no, esa era como una de las preocupaciones, después la otra era que doña Wendy decía que ya tenía recursos para dos meses y no para tres, pero bueno, me imagino que con la información que no dan la integrante Pizarro y la señora Directora Ejecutiva, este asunto queda resuelto, en el fondo a mí sí me parece muy importante que el año entrante cómo se plantea en el recurso, se haga una revisión de este cumplimiento, porque en una línea similar a como ahí lo establece la licenciada Maricruz Chacón, a mí me parece que el problema va más allá de ponerse al día digitalmente, es un problema de una carga de trabajo muy grande, que probablemente requiera más recursos, que en este momento no podemos dar; me parece que éste es como un primer paso para que ellos tengan ese apoyo, pero definitivamente no estimó que esto llegue aportar al problema a la sobrecarga que el juzgado tiene, bueno ya el año entrante lo podremos ver, espero estar equivocada y que ellos con la digitalización puedan seguir adelante manteniendo una producción más alta de la que ahora tienen, porque también entiendo que la producción de ellos es más baja que la de otros juzgados, pero si estimó de gran importancia darle seguimiento, al efecto de esta inversión que se está haciendo este año.”



Responde la integrante Pizarro Gutiérrez: “Es que fueron varios factores, no sólo el digitalizar también ellos tenían todo el proceso de notificaciones, que ellos lo venían haciendo de forma individual, básicamente en eso tenían casi que un año de rezago; como vemos son varias situaciones y circunstancias que se presentaron para que este juzgado definitivamente fuera muy atrasado en comparación con sus homólogos. Pero la idea es eso efectivamente, darles el recurso para que ellos logren ya poder esté aplanar esa diferencia tan grande que tienen con otros y ponerse al día, obviamente que una vez que ya estén al día con este recurso por eso Planificación a determinado el tiempo, ya ellos tienen que continuar con todas las métricas de los diferentes despachos judiciales, los que son similares a ellos.”



Añade la máster Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: “Yo tengo el correo de Doña Alejandra, donde ella indica la disposición de los recursos, nada más lo podemos incorporar, para que quede como respaldo a la propuesta en el extremo sobre las horas extraordinarias, con la Certificación de Gestión Humana.”
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Por lo anterior, la licenciada Alejandra García Sánchez, Coordinadora de la Unidad de Presupuesto y Estudios Especiales, mediante correo electrónico del 30 de julio de 2020, indicó que se procedería a emitir la certificación de contenido para las horas extra por el monto de ¢1.308.000.00.
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Se acordó: 1) Tener por rendido el Informe N° 1066-PLA-OI-2020 de la Dirección de Planificación, relacionado con “la valoración de cargas de trabajo y estructura organizacional del Juzgado Contravencional de Buenos Aires.” 2) Tomar nota de los elementos conclusivos de este informe, entre lo más importante se encuentra que: a) Existe la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas la cual está dirigida específicamente a la forma de trato y atención que debe tener esta población ante los servicios que presta la Corte Suprema de Justicia. Sin embargo, para el caso específico del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, actualmente al mostrar un atraso en la tramitación de su carga de trabajo, no se está cumpliendo con un servicio óptimo de acuerdo con el artículo 4 de la Ley indicada, el cual señala que “El sistema de administración de justicia dará prioridad al trámite y a la resolución de casos en que figuran personas indígenas como parte.” b) Según análisis de los datos durante el período 2015 al 2019, se observa que a partir del 2017 y 2018 la relación de casos salidos es siempre menor a la cantidad de casos entrados, aspecto que impacta directamente en el incremento del circulante de todas las materias que atiende el Juzgado Contravencional, acentuándose más esta situación a partir del 2018 en adelante. c) El despacho mantiene registro de controles de todas las gestiones que realiza el personal, tanto lo que detalla el Escritorio Virtual como los libros manuales donde se realizan controles de evidencias que ingresan, cantidad de personas atendidas por día, bitácoras por cada uno de los escritorios sobre las labores que desempeñan diariamente, entre otras cosas, lo que permite visualizar que sí existe una adecuada organización y seguimiento de todo lo que hace el recurso humano ahí asignado, permitiendo esto medir el rendimiento de cada persona según la gestión que realice. Como parte de estos controles es donde se observa que una gran mayoría del tiempo lo destacan a la atención de público lo cual es constante durante todo el día, debido a las características que muestra la zona de personas usuarias con vulnerabilidad, y al ser zonas indígenas estas se encuentran alejadas del centro de Buenos Aires, lo que hace que las personas que acuden al despacho tengan su tiempo un tanto limitado por la dependencia que hay en los horarios del transporte público. Sin embargo, es importante que se pueda cambiar la distribución de carga de trabajo y los roles de atención que se tienen para la manifestación, con el objetivo de agilizar los procesos. d) Se reconoce que el Juez Coordinador del Despacho ha buscado diferentes alternativas internas y externas con el objetivo de mejorar en la tramitación de casos y el servicio que se presta. Sin embargo, a pesar de los esfuerzos de contar con personal Supernumerario por diferentes periodos, personal meritorio, Facilitadores Judicial, implementación de Escritorio Virtual, no se ha podido lograr el objetivo de mantener al día el despacho. 3) Aprobar las recomendaciones dadas en este informe, por consiguiente: a) Siendo que del análisis efectuado en las variables cuantitativas y cualitativas se evidencia que el Juzgado Contravencional de Buenos Aires, presenta un atraso significativo en la tramitación de casos de materias como Pensiones Alimentarias que son consideradas de alto impacto social, lo que preocupa por tener que atender una población vulnerable como lo es la indígena, se considera necesario que de manera inmediata se atienda la labor de digitalización de expedientes, la cual se calcula aproximadamente en 2300 casos; lo cual se requiere para obtener un funcionamiento óptimo del despacho y un 100% de utilidad del Escritorio Virtual. b) Para llevar a cabo esta labor de digitalización de expedientes y de existir contenido presupuestario, se avala el plan de trabajo establecido como opción 1 en este informe, con los respectivos monitoreos y rendición de cuentas para analizar el nivel de avance. Para dicho plan de trabajo se asignarán dos puestos de Técnica o Técnico Supernumerario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, quienes asumirán las cuotas de digitalización de expedientes indicadas en este informe, por el plazo señalado. Lo anterior debe complementarse con la propuesta de cuotas de trabajo establecidas para el puesto de la Coordinación Judicial, y el personal Técnico Judicial de planta (3 puestos), así como el pago de 285 horas extra para este personal por esta única vez, según se detalla en la recomendación 5.2.1 de este informe. En caso de que no se pueda contar con el presupuesto para materializar este plan, debido a la situación actual del país, se considera conveniente que se implemente el mismo plan (opción 1) pero excluyendo el pago de horas extras. Es decir se mantiene la asignación de los dos técnicos supernumerarios, así como las cuotas de trabajo establecidas para éstos como para el personal de planta. En razón de lo anterior, la Dirección de Planificación deberá remitir a la brevedad posible a este Consejo una propuesta con la que se pueda asumir las cuotas de trabajo que se definieron para la jornada extraordinaria con la finalidad de actualizar los registros contables del Sistema de Depósitos Judiciales. 4) El Juzgado Contravencional de Buenos Aires deberá incorporar dentro su gestión, la utilización de la matriz de indicadores judiciales, la cual iniciará su tabulación de historial de datos a partir del momento en que se encuentre finalizada la labor de digitalización de expedientes, con el objetivo de contar con una herramienta de medición donde se visualice la carga de trabajo que recibe el despacho y la forma en que la está gestionando de acuerdo con las variables ahí incorporadas. Debe utilizarse la plantilla expuesta en el punto 3.10 del informe. 5) Una vez finalizada la digitalización de expedientes, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional realizará nuevamente un plan de atención para resolución de expedientes tramitados para que sean resueltos por el personal profesional de esta oficina, con el objetivo de agilizar los tiempos de atención. De igual forma la Gestora que atiende la materia Laboral de esta oficina, revisará el circulante que muestra la oficina en esa materia y procederá a emitir el criterio jurídico que corresponda. El objetivo será verificar si son expedientes que tengan más de seis meses sin tener movimiento y dictar la resolución de caducidad y archivo. 6) Es necesario que por parte de le Defensa Pública se valore la posibilidad de ampliar el tiempo de atención en el Juzgado Contravencional para la atención de casos en Pensiones Alimentarias, que no se limite únicamente a dos días a la semana, sino que puedan ser más, con el objetivo que la población indígena pueda contar con un asesoramiento y dirección en las causas que interponen ante el Juzgado. Mediante informe 660-PLA-RH-MI-2020, se incluyó reforzar con un recurso de Defensor Público para la zona, por lo que es de esperar que de aprobarse por parte de la Asamblea Legislativa el presupuesto del Poder Judicial para el próximo año se contará con un recurso adicional. 7) La Dirección de Tecnología de la Información verificará por medio de los Informáticos de la zona si se requiere hacer una mejora en el Escritorio Virtual o bien capacitar al personal, para que se elimine la concentración de gestiones a nivel de los sistemas informáticos en el puesto de la Coordinadora Judicial, como lo es en la apertura de expedientes nuevos y otras gestiones que únicamente pueden ser realizados por ese puesto. Lo anterior permitiría un mayor diligenciamiento en las labores que tiene el puesto de Coordinación y disminuir el atraso en las atenciones de los controles de libros físicos por concepto de evidencias y otras labores a su cargo. 8) La Dirección de Planificación deberá realizar un seguimiento sobre las condiciones y situación que muestre el Juzgado en cuanto a carga de trabajo y actualización en la tramitación de expedientes, de acuerdo con los datos que registre la matriz de indicadores al finalizar el primer semestre del 2021. 9) Tanto la Administración Regional como la Dirección Ejecutiva realizarán una valoración integral de la situación presentada en cuanto al hacinamiento que genera las instalaciones donde se ubica el Juzgado Contravencional, a fin de buscar soluciones de acuerdo a las necesidades que se presentan para atender a una población vulnerable, tomando en cuenta que el despacho es visitado por madres con sus hijos menores que deben esperar a las afueras del Juzgado para ser atendidas. 10) Una vez analizados los datos estadísticos que se reportan de carga de trabajo de la zona por parte de la Oficina de Comunicaciones Judiciales, de los cuales se extrae un aumento tanto a nivel de notificaciones en ruta, como las informatizadas se ordena que el puesto de Técnica o Técnico en Comunicaciones Judiciales número 45081 del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, se traslade de manera definitiva a la mencionada Oficina de Comunicaciones Judiciales. 11) La Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, deberá facilitar al Juzgado Contravencional de Buenos Aires el escáner de alta velocidad, con el objetivo de obtener mejores rendimientos al momento de realizar el proceso de digitalización de expedientes, gestión que se considera prioritaria en el despacho para dar el mayor aprovechamiento a la herramienta informática del Escritorio Virtual. 12) Una vez que se tenga actualizado el tarjetero electrónico de registros contables en el Sistema de Depósitos Judiciales, deberá el Juzgado Contravencional de Buenos Aires adoptar las medidas necesarias para que este proceso se mantenga actualizado en todo momento y no se presenten atrasos en la actualización del tarjetero electrónico. Esta acción es elemental para que no se muestren atrasos en los tiempos de atención a las personas usuarias al momento que lleguen a solicitar las órdenes de apremio. 4) Comuníquese el presente acuerdo al Juzgado Contravencional de Buenos Aires, al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, a la Defensa Pública, a la Dirección de Tecnología de la Información, a la Dirección Ejecutiva, a la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.”



Atentamente, 







Lic. Eduardo Chacón Monge

Prosecretario General interino

Secretaría General de la Corte







c: 	Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
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Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional

Área de Gestión y Apoyo

Área de Coordinación y Mejoramiento

Dirección Ejecutiva

Dirección de Tecnología de la Información

Defensa Pública

Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur

	Sra. Annie Ramírez Solano, Autorizada de la Secretaría General de la Corte	

Lic. Danny Gutiérrez Gómez, Juez Coordinador del Juzgado Contravencional de Buenos Aires

Lic. Mariano Rodríguez Flores, Jefe del Área de Gestión y Apoyo 
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                    Corte Suprema de Justicia

                           Secretaría General

San José, 7 de setiembre de 2020

N° 8359-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio



Señora 

Dra. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  





Estimada señora:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 81-2020 celebrada el 18 de agosto de 2020, que literalmente dice:

[bookmark: _Toc48230158][bookmark: _Toc48652475]“ARTÍCULO XXIV



Documento N° 10405-17, 9300-2020



Mediante circular N° 188-2019 del 17 de octubre de 2019, la Secretaría General de la Corte, hizo de conocimiento del Ministerio Público, Defensa Pública, Direcciones General del Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, de Tecnología de la Información, Dirección Ejecutiva, Escuela Judicial y despachos judiciales del país, que la Corte Plena, en sesión Nº 20-19 celebrada el 27 de mayo de 2019, artículo XIX, dispuso aprobar los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, que deberán ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional, con ocasión del encuentro realizado entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, en cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. Asimismo, que en sesión N° 42-19 celebrada el 7 de octubre en curso, artículo VII, se dispuso realizar la publicación nuevamente de la Circular 123-2019 correspondiente a los ejes de acción recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, eliminando el eje número 20 por encontrarse repetido.



La magistrada Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, mediante oficio N° DVV-S1-0111-2020 del 10 de agosto de 2020, dirigido al Dr. Marcos Guevara Berger del Equipo de investigación Proyecto “Conflictos territoriales e interétnicos en Buenos Aires. Aportes Interdisciplinarios para su resolución”, Estudios Avanzados de la Universidad de Costa Rica, y con copia a este Consejo, comunicó:



“Tengo el honor de dirigirme a usted en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y acusar recibido de su comunicado electrónico enviando el viernes 7 de agosto de 2020 a las 9:03 a.m. con copia a las siguiente personas y direcciones electrónicas: nicole@sallyglean.org; Alvaro Paniagua, Elisabeth Cunin, Geyner Blanco Acosta, Georg Grunberg, Henyo Trindade Barretto Filho, Javier Trejos, Diego Lobo, Kevin Evandro Sanchez Saavedra, Monica Perez, Blas Quintero, Ruben Chacon Castro, Silvel Elias, UCREA.APOYO@ucr.ac.cr, Vania Solano Laclé, Ilanyt Williams y Yumi Nukada, en relación con el asunto “La persistente violación de los derechos de los pueblos indígenas costarricenses”. 



El comunicado que remite literalmente señala:



“La persistente violación de los derechos de los pueblos indígenas costarricenses 2010-2020: Una década de violencia e impunidad



El 9 de agosto, Día Internacional de los Pueblos Indígenas, se cumplen 10 años de la “arrastrada”, evento denominado así por los protagonistas indígenas porque describe elocuéntemente lo que sucedió ese día y en la madrugada del día siguiente del año 2010, en la Asamblea Legislativa, experiencia que constituye un hecho histórico en la memoria de las luchas indígenas, como acto de violencia y punto de inflexión en su relación con el Estado costarricense.



“La arrastrada” es un suceso concreto, cargado tanto de materialidad como de  simbolismo, pues se produjo dentro de las instalaciones del Primer Poder de la República, en el Salón de Beneméritos de la Patria, donde un grupo de líderes y lideresas indígenas, al finalizar una actividad relativa a esa fecha, decidieron permanecer de manera pacífica en el lugar, solicitando la presencia de las autoridades legislativas y demandando la votación del proyecto de Ley de Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas, que en ese momento tenía 17 años de estar en la corriente legislativa sin ser votado.



La respuesta de las autoridades del Congreso no podría haber sido más irónica: ordenaron su desalojo por la fuerza y no votaron el proyecto ni en ese, ni en la siguiente legislatura, para ser finalmente desechado sin justificación clara ni alternativa alguna, a los pocos meses del actual período legislativo (2018-2022).



Con esta experiencia como detonante, se agota para los indígenas la confianza en la institucionalidad pública y en las autoridades políticas, cuya consecuencia inmediata fue la decisión de varios de estos líderes comunitarios y sus familias de iniciar acciones para reivindicar, por la vía de hecho, sus derechos sobre sus propios territorios, mediante las llamadas “recuperaciones”. Estas acciones empezaron a darse poco tiempo después en Salitre, luego en Térraba, Cabagra y Curré, en el cantón de Buenos Aires de Puntarenas, para continuar después en el territorio de China Kichá, perteneciente a Pérez Zeledón, y recientemente también por parte de los maleku, en el cantón de Guatuso, en la zona norte del país.



La “arrastrada” como acto de agresión, y el menosprecio del proyecto de Ley de Desarrollo Autónomo -a pesar del amplio proceso de construcción y consulta que tuvo este proyecto entre los pueblos indígenas- se suman a otras experiencias violatorias, como la incursión realizada por el Instituto Costarricense de Electricidad ( ICE ) con el proyecto PH Diquis en el territorio de Térraba, declarado por la Administración Arias Sánchez (2008) como “un proyecto de Conveniencia Nacional e Interés Público”, sin realizar el debido proceso de consulta, el cual es uno de los principales derechos reconocidos mediante el Convenio 169 sobre Derechos de los Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes de la Organización Internacional del Trabajo (OIT-1989), ratificado por Costa Rica en 1993.



También hay que agregar los conflictos y divisiones en el interior de los territorios indígenas, provocados por la imposición estatal de las Asociaciones de Desarrollo Indígena (ADI) como gobiernos locales, por la vía del Reglamento a la Ley Indígena (1977) y por el Voto 14545 del 29 de septiembre del 2006 de la Sala Constitucional, argumentando que estos pueblos carecen de una estructura de gobierno propio, lo cual justificaría la necesidad de esas asociaciones. Esto riñe claramente con el derecho a la Autonomía establecido en el mencionado Convenio de la OIT, instrumento que la Sala Constitucional ha interpretado y aplicado de diferentes formas en los últimos 25 años, mostrando en varias de sus argumentaciones jurídicas las contradicciones de una visión integracionista de larga data en el país, que se extiende a la administración de justicia y es una de las causas estructurales del abandono gubernamental y la ausencia de legislación nacional para implementar, como corresponde, los derechos de los pueblos indígenas.



El incumplimiento de la Ley indígena sobre la devolución de los territorios a sus legítimos propietarios, la ausencia de control de la usurpación en los territorios, así como la falta de atención oportuna y eficaz de las autoridades de gobierno al conflicto planteado por las “recuperaciones”, aumento el estado de vulnerabilidad y desprotección de las personas indígenas. Estas han sufrido las consecuencias derivadas de una violenta reacción por parte de los finqueros no indígenas, quienes, con el apoyo o complicidad de un importante sector de la prensa, las autoridades locales, y utilizando intensamente las redes sociales y sus influencias políticas, han protagonizado, desde entonces, y hasta el momento, múltiples agresiones, balaceras, amenazas de muerte, intimidaciones, impedimentos de circulación, quemas de viviendas y cultivos. La escalada de violencia ha llegado hasta el asesinato de dos de sus líderes, Sergio Rojas Ortiz, del territorio de Salitre, y Jehry Rivera Rivera, del territorio de Térraba, a lo cual hay que sumar las constantes amenazas de muerte, el atentado contra el líder bröran Pablo Sibar Sibar y varios intentos de asesinato del líder bribri Minor Ortiz Delgado, entre otras personas agredidas. Hasta la fecha, nadie ha sido detenido por ninguno de estos hechos. Tal grado de impunidad incentiva el aumento en la frecuencia y la virulencia de los ataques contra estas personas, los cuales se siguen dando incluso en el contexto de la actual pandemia del Covid-19.



Todos los sucesos, incumplimientos, agresiones y violaciones de distinta naturaleza han sido denunciados una y otra vez por los propios indígenas, mediante todas las vías a su disposición en nuestra bicentenaria república, las cuales en realidad son pocas, incluyendo la penal. Son hechos que se encuentran documentados en repetidos informes y notas institucionales de la Defensoría de los Habitantes, pronunciamientos de los Consejos de Mayores Bröran y Ditsö Iriria Ajkönuk Wapa, del Frente Nacional de Pueblos Indígenas (FRENAPI), del Observatorio de Derechos Humanos y Autonomía Indígena (ODHAIN) y otras organizaciones no gubernamentales, como la Coordinadora de Lucha Sur Sur y Forest Peoples Programme. También por parte de las universidades públicas mediante diferentes estudios y pronunciamientos, y de la propia Oficina de Naciones Unidas en Costa Rica. Nada de esto ha encontrado eco ni solución por parte de las autoridades responsables. Entretanto, el conflicto se profundiza y extiende.



En abril de 2015, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) de la OEA, ante la gravedad de los hechos denunciados por peticionarios bribris y bröran, impuso a Costa Rica Medidas Cautelares (MC 321-12) en favor de líderes, recuperadores y familias de los territorios Salitre y Térraba del cantón de Buenos Aires, recordándole al Estado los derechos de los pueblos indígenas y su obligación de adoptar medidas para asegurar el control efectivo de sus territorios y protegerlos de actos de violencia. Esto obligó al gobierno a establecer un protocolo de implementación, cuya elaboración tardó dos años (hasta febrero del 2017). Mediante este protocolo, se definieron acciones especiales para ambos territorios por parte de los Ministerios de Justicia y de Seguridad Pública, para ejecutar procesos aprobados y pendientes de desalojo administrativo, prevenir y atender eficazmente incidentes de violencia en los territorios, desarrollar la coordinación interinstitucional y monitorear el cumplimiento del protocolo con participación de los propios peticionarios.



El Instituto de Desarrollo Agrario (INDER) se responsabilizó de la implementación del Plan de Recuperación de Territorios Indígenas (Plan RTI), que se formuló desde la Administración Solis Rivera en febrero de 2016 para la delimitación “y saneamiento territorial”.



El Poder Judicial también se vio emplazado a atender y mejorar sus procedimientos de acceso a la justicia, y para acelerar los procesos agrarios y penales relacionados con los conflictos por la tierra y las agresiones.



A nadie ha sorprendido, aunque sí causado gran desazón, el hecho de que este protocolo y los compromisos asumidos por parte de las diferentes instancias del Estado se quedaron en el papel, abandonados en su ejecución durante los siguientes dos años, hasta el asesinato de Sergio Rojas Ortiz el 18 de marzo del 2019. Es entonces cuando el actual gobierno se vio obligado a retomarlos. Al día de hoy, año y medio después, la situación no ha cambiado sustancialmente, las agresiones hacia las familias recuperadoras continúan en los territorios, los procesos agrarios y penales se han estancados o avanzan lentamente, y las muertes de sus líderes permanecen impunes.



Las proyecciones de ejecución del Plan RTI, una vez más, se han quedado rezagadas en el tiempo. Hay serias dudas acerca de sus alcances reales, la metodología empleada, las fuentes de información utilizadas para distinguir quién es indígena de quién no lo es, desde el punto de vista jurídico, y según la Ley Indígena, determina el pago de indemnizaciones.



Por lo mismo, algunas de las personas no indígenas contra quienes se han realizado denuncias de agresión o solicitado órdenes de desalojo, han decidido utilizar como otra de sus estrategias la auto identificación como indígenas para dilatar, o evitar, procesos de desalojo en su contra.



En ese contexto debe comprenderse el hecho de que, el pasado 2 de julio del 2020 (Informe 167/20, Petición 448-12), de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA (CIDH), admitiera para su estudio por el fondo, la petición contra el Estado costarricense presentada desde el 2012 por el pueblo bröran. Esta decisión es significativa pues, a pesar de las varias audiencias, informes y argumentos presentados por el Estado durante ocho años, intentando invalidar la solicitud de los indígenas, la Comisión encontró que los peticionarios efectivamente agotaron los recursos internos, que las alegaciones presentadas “no resultan manifiestamente infundadas y requieren un estudio de fondo, pues los hechos alegados, de corroborarse como ciertos podrían caracterizar violaciones” a diferentes artículos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969).



Vale decir que las violaciones alegadas por los bröran están referidas a la falta de reconocimiento del territorio ancestral del pueblo Teribe, la limitación a la participación efectiva y razonable en la toma de decisiones y administración del territorio tradicional, el desconocimiento de sus propias instituciones y autoridades indígenas, la falta de consulta sobre proyectos en sus territorios y la ausencia de recursos efectivos y adecuados, entre otras.



En sintonía con esta posición de la CIDH, se encuentran repetidos llamados de atención y solicitudes de aclaración del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (CERD - ONU), de las Relatorías Especiales de Derechos Humanos y de Defensores de los Derechos Humanos de la ONU (Anaya 2011, Lawlor y Calí Tzay 2020) y del Comité de Derechos Humanos de la ONU (117 período de Sesiones e informe de seguimiento del pasado 27 de Julio del 2020) que en su conjunto demuestran que el Estado costarricense enfrenta graves cuestionamientos por la falta de cumplimiento de sus obligaciones hacia sus propios pueblos indígenas y de sus compromisos internacionales.



Estamos en presencia de un problema histórico y estructural, no ante episodios aislados ni transitorios de violencia y despojo. Por otra parte, la violación de derechos, la usurpación de territorios y la violencia sistemática se lleva a cabo por parte de diversos actores, entre los cuales destacan las personas no indígenas que se encuentran ilegalmente en los territorios, así como los medios de comunicación que, con pocas excepciones, informan de manera descontextualizada, ignoran las voces de líderes comunitarios y desconocen los derechos colectivos de estos pueblos, abonando desde su podio los conflictos interétnicos. También el propio Estado costarricense que, por acción o por omisión, mantiene no solo la ya conocida brecha de implementación de los derechos indígenas, sino también una perversa articulación de raigambre colonial, que persiste en la institucionalidad y en todos los poderes de la República.



La conmemoración del Día Internacional de los Pueblos Indígenas en este 2020 está teñida de sangre por los asesinatos de líderes comunitarios: dos en menos de un año (marzo 2019-febrero 2020). Estos crímenes tuvieron lugar a pesar de que ambos líderes se encontraban bajo la supuesta protección de las medidas cautelares ordenadas por la CIDH a Costa Rica desde el 2015, lo que sin duda aumenta la indignación y la gravedad de estos hechos.



Es la primera vez que esto ocurre en nuestro país y es también la primera vez en nuestra historia que Costa Rica recibe, de manera reiterada, llamados de atención de mecanismos de derechos humanos de Naciones Unidas y de la misma CIDH, exigiéndole remediar esta situación de violencia e impunidad que sufren las comunidades indígenas. Todo esto configura una grave anomalía, tratándose de un país que posee un sólido estado de derecho y que se presenta como abanderado de los derechos humanos. Inevitablemente esto mancha nuestra imagen internacional.



Por otra parte, a pesar de las bondades que observamos en la mayoría de la normativa reciente, como son el Protocolo de Consulta, la Ley de Acceso a la Justicia y la Construcción de la Política Pública Intercultural, incluyendo la modificación del artículo 1º de nuestra Constitución Política, los avances en esta materia parecen agotarse en lo meramente retórico.



Sin duda, las últimas tres administraciones de gobierno han invertido gran cantidad de tiempo y recursos desplazando funcionarios de distinto rango a los territorios indígenas; seguramente son muchas las reuniones técnicas, políticas y comunitarias que se han realizado durante toda una década. Por eso es injustificable que en 10 años no haya verdaderos avances en la resolución del conflicto por las tierras ni en la aplicación de los derechos indígenas, y que la inseguridad, la zozobra, las agresiones y la impunidad persistan.



También es notoria la profunda desconfianza de las comunidades indígenas en las autoridades estatales, la cual se ha profundizado, en particular hacia policías, fiscales y jueces, al persistir la situación de indefensión e impunidad, y puesto que se siguen ignorando los reclamos de los Consejos de Mayores bribri y bröran, no se vislumbra a corto y mediano plazo ninguna iniciativa seria y consistente de las autoridades durante la actual Administración Alvarado Quesada, para intentar remediar este profundo distanciamiento con la dirigencia indígena, y restablecer condiciones que viabilicen el diálogo.



Desde nuestra posición en el ejercicio académico y de investigación, es nuestra obligación generar conocimiento riguroso, útil para las propias comunidades y para las instituciones públicas involucradas. Nos esforzamos por aportar evidencia sólida que deje en claro las deudas históricas y los pendientes no resueltos con los pueblos indígenas. Procuramos, así, contribuir a la superación de prejuicios y el al pleno ejercicio de la ciudadanía, en un contexto democrático respetuoso de las diversidades culturales, y abierto al diálogo y a una pacífica convivencia intercultural.



Por eso afirmamos que la grave situación en los territorios indígenas es injusta, insoportable e, insostenible, muestra una violación sistemática de los derechos fundamentales de las personas de esas comunidades, la inacción e inoperancia estatal y la complacencia con los agresores, todo lo cual comporta responsabilidades muy serias que deben ser asumidas por toda la sociedad costarricense, pero especialmente por las autoridades tanto políticas como técnicas, legislativas, ejecutivas y judiciales, a quienes planteamos con respetuosa vehemencia lo siguiente:



- Que el estado de pandemia por COVID 19 que vive el país no sea utilizada como excusa para aletargar indebidamente el cumplimiento de las obligaciones institucionales ni las soluciones y atenciones que los pueblos indígenas demandan, incluyendo la urgente protección real y atención efectiva a estas poblaciones, dada la actual coyuntura de emergencia sanitaria.



- Que se atiendan, con energía y decisión, las recomendaciones y solicitudes específicas de la Defensoría de los Habitantes y organismos internacionales del sistema de Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos en relación con el cumplimiento de las obligaciones y compromisos del Estado costarricense en materia de derechos indígenas.



- Que se dé contenido político y operativo a la implementación de todos los derechos de los pueblos indígenas, con especial atención a los derechos territoriales y de autonomía, lesionados histórica y sistemáticamente en nuestro país.



- Que se condene a los perpetradores materiales e intelectuales de los asesinatos e intentos de asesinato, y a los agresores de defensores de derechos indígenas, y se repare como corresponde a los familiares de las víctimas.



- Que se tomen las decisiones, se asignen los recursos y se ejecuten las acciones concretas, inmediatas y eficaces, para garantizar la seguridad y protección de los defensores de los derechos indígenas y de sus familias.



- Que se garantice el espacio político y la seguridad jurídica necesaria para el desarrollo autónomo de los pueblos indígenas costarricenses.



- Que se reconozcan las instancias de decisión propias, cuya definición y legitimidad deriva de la tradición y la libre voluntad de las poblaciones indígenas en sus propios territorios. Tal como se han constituidos los Consejos de Mayores en Salitre y Térraba.



- Que se abran los espacios institucionales para que se denuncien las organizaciones que falsamente se autoproponen como “autoridades”, sin un debido reconocimiento comunitario, las cuales se adjudican a sí mismas, de forma indebida, la potestad de emitir e incluso vender certificaciones sobre quién es “indígena”.



- Que se garantice la implementación de todos los instrumentos jurídicos, directrices, normativas y procedimientos institucionales existentes, para atender y resolver, conforme a los derechos indígenas, las denuncias, demandas, procesos judiciales y administrativos pendientes, así como la definición de mecanismos de monitoreo y control al más alto nivel político y comunitario, que contribuyan a reducir radicalmente los tiempos de respuesta y aumentar el acceso a la justicia de la población indígena, así como a la información clara, completa y culturalmente pertinente de todos los asuntos de su interés.



- Que se ejecute, en el corto plazo, el “saneamiento” de los territorios indígenas agilizando sin más preludios los mecanismos correspondientes, tomando las decisiones y actuaciones necesarias sobre los alcances, la ejecución y la rendición de cuentas del Plan RTI, y de cualquiera otra vía o procedimiento para resolver la posesión de los territorios indígenas.



Dr. Luis Paulino Vargas Solís.

Centro de Investigación en Cultura y Desarrollo (CICDE)

Universidad Estatal a Distancia (UNED)



Dr. Marcos Guevara Berger, en representación de equipo de investigación, proyecto “Conflictos territoriales e interétnicos en Buenos Aires. Aportes Interdisciplinarios para su resolución”. Estudios Avanzados, Universidad de Costa Rica.”



Hago de su conocimiento que para el Poder Judicial la atención de los procesos judiciales vinculados con la población indígena constituye una prioridad. Para ello, se han tomado líneas de acción estratégicas por Corte Plena y Consejo Superior, sumado el seguimiento de la normativa nacional e internacional que regula los derechos de dicha población. 



Para la debida diligencia y seguimiento trasladaré a las principales jefaturas institucionales su comunicado a efecto de que procedan conforme lo estimen pertinente conforme a sus competencias.



Adjunto para su conocimiento la Circular 188-19 de Corte Plena.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación de la magistrada Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, mediante oficio N° DVV-S1-0111-2020 del 10 de agosto de 2020. 2.) Aclarar a la magistrada Vargas Vásquez, que por las características especiales que tienen los pueblos indígenas deben ser abordados con especial atención por la Comisión de quien ella lidera.”



Atentamente, 





Lic. Carlos T. Mora Rodríguez

Subsecretario General interino

Secretaría General de la Corte



c: 	Diligencias / Refs: (10405-17, 9300-2020) 

Mónica Ross



Teléfonos: 2295-3707 al 2295-3711	 Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr Fax: (506) 2295-3706 Apdo: 1-1003 San José
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Acta Corte Plena Nº 039-03 del 20-10-2003.
ARTÍCULO IX



ARTÍCULO IX

Se somete a consideración el documento "Estatuto de la Justicia y Derechos de las personas usuarias del Sistema Judicial."

Sobre el tema, el Magistrado Solano, mediante correo electrónico recibido el 24 de setiembre último, manifestó:

"EXPOSICIÓN DE MOTIVOS (Trabajo elaborado por Luis Fernando Solano Carrera, Presidente de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica. Director del Centro de Estudios y Capacitación Judicial para Centroamérica. Vicepresidente del Instituto Costarricense de Derecho Constitucional)

 

Una justificación inicial acerca del nombre que se le da a este proyecto de Ley y del por qué se prefiere la denominación de "Estatuto de la Justicia" por sobre "Estatuto del Juez", que era con el que inicialmente se trabajó a la luz de lo que se aprobó en la VI Cumbre Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas de Justicia, celebrada en mayo del año 2001 en Santa Cruz de Tenerife, Islas Canarias. La denominación finalmente adoptada, obedece a la necesidad de ofrecer a partir de allí una mayor cobertura de materias y sujetos implicados en el funcionamiento de la justicia, pero, en esencia, con el ánimo de abrir espacios normativos a materias no solamente que no estaban reguladas anteriormente, sino que lo hace introduciéndolas de una manera que puede considerarse novedosa.

La ley que se propone está llamada a evolucionar en el enfoque que se ha venido manejando de la justicia, y aunque no es novedosa en todos sus aspectos, al incorporarlo en forma de mandatos jurídicos, exigirá a los operadores judiciales y en primer término a los jueces, a reexaminar mucho de lo que ha sido una cultura judicial de larga tradición.

¿Y a qué obedece que haya llegado el momento de una ley tan particular, de la que no hay mayores antecedentes en nuestra región?

Por una parte, porque resulta evidente que la evolución de nuestras sociedades ha llevado, entre otras cosas, a exigir un mayor protagonismo y capacidad de respuesta al sistema de justicia.

Incluso asumimos hoy, y pacíficamente, la necesidad de que el Poder Judicial se adecue a la demanda de apertura y sensibilidad en relación con las expectativas y deseos expresados por diversos sectores y agentes sociales, así como que adapte sus tradicionales métodos de trabajo y actitudes a esas nuevas y sentidas necesidades. Deben quedar atrás el hermetismo en forma definitiva, el mutismo, el autismo, el secretismo y otros "ismos" de igual tono, que tradicionalmente ha mostrado el sistema judicial y quienes lo componen, poco propensos a trabajar de frente a las personas, a dar cuenta de sus actos, etc, para dar paso a un estilo de trabajo en donde se tenga como eje una cultura del servicio, en la que la dignidad y los derechos de las personas que acuden en demanda de justicia sean protegidos, y en donde la inmediación y la transparencia en todas las actuaciones, sea lo esencial, a fin de que se realice la "justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes", como manda nuestro texto constitucional y que –más modernamente- podemos traducir como un derecho a la "tutela judicial efectiva". O tutela judicial plena.

Por otra parte, el Poder Judicial debe avanzar hacia la consecución o consolidación de su independencia, no como un privilegio de los jueces o de sus integrantes como tales, sino como un derecho de los ciudadanos y como garantía del correcto funcionamiento del Estado constitucional y democrático de Derecho. Adicionalmente debe indicarse que a los jueces hay que exigirles comportamientos y actuaciones en correspondencia con las aspiraciones de la sociedad porque, por supuesto, entendemos que independencia no significa irresponsabilidad. Si el artículo 9° de nuestra Constitución Política incluye como parte del Gobierno del Estado a los tres Poderes y a todos por igual los señala como "responsables", está claro que el Poder Judicial, y sus integrantes los jueces, quedan cubiertos por la exigencia de dar un servicio de excelencia y de rendir cuentas sobre su quehacer. Es en ese sentido que el Estatuto coloca, en adición a la necesaria independencia de los jueces, también la necesidad de que se establezcan mecanismos de evaluación del desempeño, de manera que por este medio se satisfagan las expectativas de una justicia accesible, transparente, proba, oportuna y de calidad, pero a la vez, de jueces que estén en condiciones de hacerlo posible.

 

Precisamente por eso ha de tenerse en cuenta que, a la par de los esfuerzos que se realizan o se han venido realizando en lo que se hemos denominado "Reforma Judicial", con toda esa diversidad y esa riqueza que encierra el concepto, es indispensable responder apropiadamente al reclamo que se escucha con frecuencia para que la justicia se ponga en manos de jueces con una clara idoneidad técnica, profesional y ética. Lo anterior significa que, en adición a los esfuerzos que se hacen para que la justicia cuente con mejores instrumentos procesales, de infraestructura física, de condiciones materiales para que la mejor prestación del servicio y una gestión a tono con el señalado reclamo social, debe comprenderse también que en última instancia, de los jueces y funcionarios va a depender, significativamente, la calidad de la justicia y la percepción que públicamente se tenga de ella.

Una mención a este respecto de la interesante frase que pronunciara Paul Li, en ese momento Director del California Center for Judicial Education and Research, con sede en San Francisco, en el sentido de que "la calidad de la justicia no puede ser mayor que la calidad de los jueces" (En Primer Simposio de Escuelas Judiciales, Buenos Aires, 1991).

Desde ese preciso ángulo de enfoque es que, por lo menos quien redacta estas líneas he venido insistiendo en que cualquier esfuerzo de "reforma judicial", y específicamente para lo que venimos haciendo en Costa Rica, a la par de las legítimas metas relativas a cuestiones estructurales y de gestión, que son las que primero afloran y sobre las que se pone mucho empeño y dinero, han de fijarse otras igualmente importantes y de singular urgencia, como las que tienen que ver con esa idoneidad profesional, la idoneidad técnica, la vocación de servicio y fuertes criterios éticos en jueces y juezas, si hablamos de una justicia en el Estado constitucional y democrático, como debemos insistir que hoy en día debe ser. No puede haber divorcio en esto.

Por eso mismo, si no se avanza en todos esos sentidos, poniendo todas las variables de trabajo para el mejoramiento integral de la justicia, de manera paralela, cualquier reforma será incompleta y pienso que no será sostenible en el tiempo, como ahora se exige para este tipo de procesos. Si bien con una referencia especial, pero que ilustra la tesis anterior, señala James Michel, que "una reforma de la justicia que no aborda la independencia de las decisiones judiciales, carece de credibilidad" ("Independencia Judicial", monografía presentada a la Conferencia sobre Independencia Judicial, Lima, noviembre de 2001).

 

Es por todo ello que, para el mejor desempeño de la función jurisdiccional y del comportamiento del sistema judicial como un todo, teniendo en cuenta las disposiciones que puedan constar en instrumentos de Derecho Internacional, en Declaraciones, en Cartas de Derechos, en Estatutos, algunos de los cuales han sido mencionados en esta breve exposición de motivos, junto a los que ya están en la Constitución Política y en normas legales ordinarias, es necesario que el sistema judicial disponga de un instrumento como éste, que condense o sistematice, de la manera más clara y precisa, los derechos, deberes, condiciones y requisitos que han de acompañar y orientar el ejercicio de tan delicadas tareas y responsabilidades.

 

Como se adivina a estas alturas, un objetivo específico de la promulgación de una Ley como la que en este acto se presenta, consiste en ofrecer un referente que identifique los valores, principios, instituciones, procesos y recursos mínimos necesarios para garantizar que la función jurisdiccional se desarrolle en forma independiente; que defina un perfil de los jueces en el contexto de una sociedad democrática, el papel que desempeñan y lo que se espera no solamente ellos, sino también de otros funcionarios del sistema, a la vez que también se estimulan y potencian los esfuerzos que ya se han venido desarrollando en ese sentido.

Otro objetivo directo, que se detecta con claridad en las partes primera y última de la propuesta de Ley, es que aspectos que hoy se estiman esenciales en la actuación jurisdiccional, se conviertan en derechos efectivos de las personas, y que, como tales, puedan ser exigidos y garantizados en el diario quehacer de los órganos judiciales. De allí todos los elementos que se incorporan y que tienen relación con conceptos como son los de "justicia transparente", "justicia accesible", "justicia responsable", "justicia independiente", "justicia para los más débiles", "justicia para las minorías", a la par de un bloque que trata de abarcar cuestiones que se denominan allí normas sobre "ética judicial" y que al final, reflejan el propósito de que la justicia y sus operadores obedezcan las exigencias del debido proceso.

La Corte Suprema de Justicia, plenamente consciente de que este tipo de instrumentos reviste un carácter importante en el esfuerzo de construir una cultura jurídica y judicial a tono con los requerimientos de la sociedad actual, estima necesario impulsar la promulgación de este Estatuto, que se origina primero en un documento que aprobó la VI Cumbre de Presidentes de Cortes Supremas de Justicia de Iberoamérica, celebrada en Santa Cruz de Tenerife, España, el 25 de mayo de 2001, denominado "Estatuto del Juez Iberoamericano", pero posteriormente se le incorporaron los Acuerdos tomados sobre "Los Derechos de las Personas ante la Justicia", de la VII Cumbre Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas y Tribunales Supremos de Justicia, celebrada en Cancún, México, en noviembre del año 2002.

Se deja constancia, sin embargo, de que ambos documentos y acuerdos, originalmente escritos en abstracto y para un contexto espacial todavía indeterminado, en gran parte ha sido reescrito por mí y adaptado a nuestras propias particularidades nacionales. Para llegar hasta esa fase de "nacionalización", si pudiera decirse, los documentos originales han sido mejorados en base a sesiones de análisis, celebradas tanto a lo interno del Poder Judicial, reuniendo a jueces, fiscales, defensores, integrantes del Consejo Superior, con funcionarios de la Escuela Judicial y otros funcionarios claves del sistema, como también haciéndolo con personas calificadas, externas al sistema, especialistas investigadores sociales, y otros profesionales, algunos de los cuales en estos momentos ostentan la condición de Diputados a la Asamblea Legislativa.

A lo largo de este proceso de "socialización", al Proyecto se le han incorporado atinadas recomendaciones que se han formulado para mejorarlo. Aunque aun le falten detalles y precisiones.

 

Ya se ha indicado que el "Estatuto" tiene la virtud de calificar como un referente o parámetro de actuación. Ha de tenerse claridad sobre que ese referente funcionará en un doble sentido: primeramente, para los operadores judiciales, que sabrán las reglas a que están sometidos y los medios con que cuentan para un apropiado desempeño; pero también es un referente para los usuarios del sistema y para las personas en general, que sabrán lo que pueden exigir o esperar y en qué condiciones, del quehacer del sistema judicial como un todo y de sus operadores en particular.

Como ya se apuntaba, esto es lo propio en el moderno Estado Constitucional de Derecho, en el que se hace efectiva la responsabilidad de los poderes públicos por la forma en que realizan sus cometidos o fines.

En refuerzo de la importancia de este proyecto, hay que insistir en el hecho de que se inscribe dentro de una tendencia muy marcada en el Poder Judicial costarricense, que desde hace ya bastantes años –casi pioneramente- ha venido trabajando en forma intensa en el mejoramiento de las condiciones legales, materiales, intelectuales y éticas en que se desenvuelven quienes desempeñan cargos dentro de él. A raíz de lo anterior es que se promueven otras importantes reformas e iniciativas que tienen relación con el campo procesal, con la gestión judicial y la gerencia de los tribunales, pero también en la formación inicial de los jueces y otros funcionarios del sistema.

Resulta razonable esperar que, en conjunto, los citados esfuerzos produzcan resultados positivos, cualitativa y cuantitativamente. Nos lo debemos nosotros, dentro del sistema, y se lo debemos a la sociedad".
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El Presidente, Magistrado Mora, expresa: "En su oportunidad habíamos aprobado un Estatuto sobre la Justicia. En la última Reunión de Presidentes de Cortes, celebrada en México, se conoció también sobre el estatuto de derechos de las personas usuarias del sistema de justicia. Aprovechando que el Ministerio de Justicia aún no había enviado nuestro proyecto a la Asamblea Legislativa, se le pidió que no lo hiciera, pidiéndole además al Magistrado Solano que nos actualizara el articulado, tomando en consideración esa declaración de derechos de las personas usuarias de la justicia. Ahora el Magistrado Solano nos presenta el articulado con una exposición de motivos y con ambos temas incorporados en el proyecto. Yo revisé en dos ocasiones con el Magistrado Solano el articulado, y me parece que está suficientemente ajustado a lo que ya habíamos aprobado, y a las nuevas indicaciones que se dieron para hacer la incorporación a que me he referido."

El Magistrado Solano agrega: "En realidad lo que se hizo fue trasladar, por ejemplo, la última parte que es la carta de derechos de los usuarios y las usuarias que se aprobó en Cancún en noviembre del año pasado, se puso como una segunda parte del Estatuto de la Justicia y por eso hasta el nombre es compuesto. Pero en realidad lo que se hace es trasladar de esos documentos aprobados tanto en la cumbre de Canarias del año 2.001 como en la cumbre de Cancún, a este documento. Tal vez la importancia que va a tener el proyecto, es que convierte en normas plenamente jurídicas, digámoslo así, con pretensión de eficacia y diligencia plena, muy diferente a lo que sucedería si se quedan como una declaración tomada en una reunión internacional, y por eso digamos es la importancia y la trascendencia del asunto. De todas maneras la primera parte fue objeto de todo un proceso de discusión y de validación, porque hubo varios talleres, reuniones, foros de discusión en donde se analizaron. Esta otra parte (segunda) de la Carta de los Derechos de los usuarios, lo que se hizo fue transcribirla sin someterlo a un nuevo proceso de validación, pero yo creo que se trata de cuestiones de las que todos estamos conscientes de que son necesarias que existan también para efectos también de que las personas sepan hasta donde llegan sus derechos y sus posibilidades de actuar frente a la justicia."

Con el voto de las señoras Magistradas y señores Magistrados presentes, se acordó: Aprobar el siguiente,

"ESTATUTO DE LA JUSTICIA

Y DERECHOS DE LAS PERSONAS USUARIAS DEL SISTEMA JUDICIAL

 

Existe un Acuerdo de la Corte Suprema de Justicia para impulsar este Proyecto de Ley y ciertamente, por diversos motivos, no ha sido posible avanzar en la tarea de convertirlo en ley de la República. Ha transcurrido más de un año desde que fue entregado al anterior Ministro de Justicia, quien prometió impulsarlo, pero al dejar el cargo no se supo la suerte del documento. Esa circunstancia permitió que se le incorporaran disposiciones adicionales relativas a los derechos de las personas ante los servicios de justicia, aprobadas en noviembre de 2002 en la Cumbre de Presidentes de Cortes Supremas de Justdicia de Cancún. En lo personal, he mantenido especial motivación para que la Asamblea Legislativa llegue a analizar este texto, aceptando, sin lugar a dudas, que puede requerir las mejoras que surjan con motivo de la discusión legislativa. Se trata de una nueva forma de aceptar la administración de justicia y sus integrantes, la enorme responsabilidad de servir a la sociedad, por lo que es una cuestión que no podemos dejar "in albis". A mi modo de entender las cosas, una ley de esta naturaleza se orienta a que demos un salto cualitativo de gran significado en el doble sentido: a lo interno, como marco para la prestación del servicio, y a lo externo, como referente de los usuarios acerca de los derechos que les asisten en estas materias.

 

DISPOSICIONES GENERALES

 

Artículo 1°. PRINCIPIOS EN QUE SE FUNDA LA JUSTICIA.

La justicia es un valor esencial para la razonable convivencia en sociedad, pero también lo es para el fortalecimiento del sistema democrático.

Debe entenderse que la justicia es un servicio público y las personas tienen derecho a que se le brinde en los más altos niveles de oportunidad, probidad, eficiencia, transparencia, calidad y, especialmente, con respeto de quien acude en demanda de ella.

Todos los funcionarios que participan y se desempeñan dentro del sistema de justicia, en especial sus jueces y juezas, están en el deber de cuidar su alta misión y de que sus actuaciones respondan a normas de conducta que honren la integridad e independencia de su función y que estimulen el respeto y la confianza en su trabajo.

El Poder Judicial deberá crear y promover canales flexibles e informales a los que las personas puedan acudir a plantear sugerencias, reclamos y quejas acerca del funcionamiento del sistema o de funcionarios en particular, debiéndoseles garantizar que no habrá represalias de ningún tipo por tal motivo.

De igual modo, todo servidor judicial está en el deber de facilitar, o en su caso, canalizar apropiadamente la denuncia de actos reñidos con la legalidad o la ética en el desempeño de otros funcionarios, independientemente del rango o función que ejerza el denunciado ó denunciados.

 

DERECHOS DE LAS PERSONAS USUARIAS DEL SISTEMA JUDICIAL

 

Artículo 2°. LA INFORMACIÓN COMO INSTRUMENTO DE ACCESO A LA JUSTICIA.

 

1. Todas las personas tienen derecho a que el sistema judicial les tenga informados debidamente sobre el funcionamiento de los tribunales en general, especialmente sobre requisitos y características de los distintos procedimientos judiciales, en todos los ámbitos que cubre el Poder Judicial.

 

2. Los interesados tendrán acceso a los documentos, libros, archivos y registros judiciales que legalmente no tengan carácter reservado.

 

3. Es de particular importancia que se brinde información general acerca de los horarios de atención al público. En las sedes judiciales tal información se colocará de modo visible.

 

Artículo 3°. CONOCIMIENTO DE LA LEGISLACIÓN DEL ESTADO Y LA NORMATIVA INTERNACIONAL.

Las personas tienen derecho a conocer el contenido actualizado de la legislación del Estado y la normativa internacional, especialmente la relacionada con la protección de los Derechos Humanos. El Poder Judicial deberá colaborar con otras entidades del Estado para que este derecho se facilite a través de sistemas y tecnologías que permitan el acceso a esa información.

 

Artículo 4°. DERECHO A LA TRANSPARENCIA JUDICIAL.

 

1. Toda persona tiene derecho a ser atendida directamente en las oficinas judiciales, y a recibir información respecto de cualquier aspecto relacionado con el funcionamiento de las dependencias, y en todo caso, a ser orientadas en cuanto a los derechos que puedan asistirles respecto de alguna situación particular. 

 

2. Las partes –y quien tenga interés legítimo en ellos- tendrán derecho a conocer el contenido y el estado de sus procesos, pero no pueden pretender que los jueces u otros funcionarios opinen sobre el fondo de lo que debe resolverse. 

 

3. En ningún caso, pueden los jueces negarse a recibir a las partes o a sus abogados, cuando deséen referirse a aspectos relacionados con la administración del expediente, o para el diligenciamiento de alguna actividad procesal o inquirir sobre algún aspecto que legalmente sea pertinente. Si se entendiere que la solicitud o pretensión de la parte o abogado resulta inadmisible, deberá dejarse constancia de ello en el expediente, de modo que si en el futuro se discutiere el tema, haya mayor seguridad sobre lo sucedido. 

 

Artículo 5°. DERECHO A UNA JUSTICIA COMPRENSIBLE.

1. Además de un trato digno y respetuoso, las personas también tienen derecho a que los actos de comunicación contengan términos sencillos y comprensibles, evitándose además, elementos intimidatorios innecesarios. 

 

2. Igual derecho se tiene a que en las audiencias, comparecencias o cualquier otro acto que se realice oralmente, jueces y funcionarios judiciales utilicen un lenguaje que, respetando las exigencias técnicas necesarias, sea comprensible. 

 

3. Otro tanto cabe exigir de las sentencias y resoluciones en general, que han de ser redactadas en forma clara y comprensible para los destinatarios. 

 

Artículo 6°. DERECHO A LA PUNTUALIDAD Y RAZONABILIDAD DE LOS ACTOS JUDICIALES.

 

1. Las personas que deban participar en cualquier actividad judicial, tienen derecho a exigir que se lleven a cabo con puntualidad. 

 

2. Preferentemente el juez, pero en su caso un funcionario autorizado, deberá informar con claridad y tomando en consideración las circunstancias, las causas de cualquier retraso. 

 

3. Salvo el caso de fuerza mayor, toda suspensión de una actividad procesal que exija la presencia de partes, abogados, testigos, peritos u otras personas, deberá ser comunicada con la debida antelación, a fin de evitar gastos y molestias innecesarias a los interesados. 

 

1. Las comparecencias personales ante cualquier órgano judicial, deberán llevarse a cabo de modo que sea lo menos gravosa posible para la persona. 

 

2. Las comparecencias judiciales personales deben reducirse a los casos estrictamente necesarios y jueces u otros funcionarios están en el deber de concentrarlas y realizarlas empleando la menor cantidad de tiempo posible, para evitar llamados reiterados e innecesarios. 

 

3. Si la asistencia a un acto jurisdiccional implica desplazamiento para una persona, cuando por las condiciones personales corresponda, el Poder Judicial debe tramitarle con la antelación y la celeridad debidas, las indemnizaciones que por ello procedan. 

 

Artículo 7°. DEBER DE PROTEGER A TESTIGOS Y OTRAS PERSONAS QUE COLABOREN CON LA JUSTICIA.

 

Las personas que declaren como testigos, o colaboren de cualquier forma con la administración de justicia, tienen derecho a ser adecuadamente protegidas por las autoridades del Estado, cuando de las circunstancias o de su misma petición se desprenda que ello se hace necesario.

 

Artículo 8°. CONDICIONES DE ATENCIÓN A USUARIOS EL SISTEMA.

 

Las personas tienen derecho a ser atendidos personalmente en las oficinas judiciales respecto de cualquier incidencia relacionada con el funcionamiento de dichas oficinas, en la forma legalmente establecida.

Las dependencias judiciales accesibles al público, tales como salas de espera, salas de vistas, clínicas médicas y otros servicios forenses, deberán reunir las condiciones y facilidades que sean necesarias para asegurar un correcta y adecuada atención a las personas.

 

Artículo 9°. FACILIDADES SOBRE DOCUMENTOS QUE DEBAN SER APORTADOSAL PROCESO.

 

Las personas tienen derecho a que no se les exija la aportación de documentos que obren en poder de las Administraciones Públicas, salvo que justificadamente lo requieran de otra forma. A los efectos de esta disposición, bastará con que la parte indique el lugar donde se encuentren y que sufrague el costo que demande incorporarlos al expediente.

Es deber del Estado y los demás entes públicos, disponer de los mecanismos necesarios que permitan, cuando resulte de interés para la tramitación judicial, la consulta directa por parte de jueces y tribunales, de documentos o cualquier otra información que posean, dejándose de ello constancia en el expediente respectivo.

 

Artículo 10°. FACILIDADES PARA COMUNICARSE CON LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES.

 

El Poder Judicial hará esfuerzos para que en un plazo razonable, las personas puedan comunicarse con los órganos jurisdiccionales a través del correo electrónico, video conferencias y otros medios telemáticos, con las consecuencias que las leyes procesales contemplen.

 

Artículo 11°. LA PARTICIPACIÓN DIRECTA DEL JUEZ O JUEZA.

 

Las declaraciones y testimonios, debates, vistas y audiencias en las que se tenga por objeto oir a las partes antes de dictar una resolución, se celebrarán siempre con la presencia del Juez o del Tribunal, de acuerdo con lo previsto en las leyes.

 

Artículo 12° DERECHO DE LAS PERSONAS A RECLAMAR POR MAL FUNCIONAMIENTO DEL SISTEMA JUDICIAL.

1. Las personas tienen derecho a formular reclamaciones, quejas y sugerencias relativas al incorrecto funcionamiento de la Administración de Justicia, así como a recibir respuesta en forma célere y, en todo caso, dentro de los plazos legalmente establecidos. 

 

2. Con el fin de hacer efectivo este derecho, el Poder Judicial dispondrá de contralorías de servicios que estarán en el deber de atender debidamente esas quejas, y en su momento, implantando sistemas para garantizar su ejercicio por vía telemática. 

 

3. En todo caso, a las personas se les hará conocer en forma apropiada el procedimiento mediante el cual se tramitará su queja, reclamo o sugerencia. 

 

Artículo 13°. RESPONSABILIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.

 

Las personas tienen derecho, con arreglo a la normativa existente, a exigir responsabilidades por error judicial o por el funcionamiento anormal de la administración de justicia.

Artículo 14°. PREVISIONES SOBRE LOS INTERVINIENTES JUDICIALES MÁS DEBILES. PROTECCIÓN DE LA VÍCTIMA.

 

1. La persona que sea víctima, tiene derecho a que el sistema judicial y los tribunales le informen con claridad sobre su intervención en el proceso penal, sobre las posibilidades de obtener una reparación del daño sufrido, así como acerca del curso del proceso. 

 

2. El sistema judicial y cada tribunal en particular debe asegurar a la víctima el conocimiento efectivo de las resoluciones que puedan afectar su seguridad, especialmente en casos de violencia doméstica. 

 

3. De la misma manera, la víctima tiene derecho a ser protegida de forma inmediata y efectiva por los juzgados o tribunales, especialmente frente al que ejerce violencia física, psíquica o de cualquier otra forma, en el ámbito familiar. 

 

4. Las Oficinas de Atención a la víctima ya creadas y las que necesariamente han de crearse en donde haya necesidad de hacerlo, en todo el territorio nacional, buscarán la prestación de un servicio integral a la persona afectada por el delito y en su caso, procurarán coordinar acciones con entidades creadas constitucional y legalmente para esos mismos fines. 

 

5. Se procurará, además, que la víctima sea atendida con respeto a su dignidad y preservando en todo caso su intimidad y propia imagen. Para ello, se adoptarán medidas que impidan que se encuentre, innecesariamente, en las dependencias policiales o judiciales con su agresor. 

 

6. Los funcionarios a cargo de estos casos responderán por descuido o negligencia en el cumplimiento de estos deberes. 

 

7. El Estado y los tribunales o una oficina especializada de éstos, puede adoptar medios técnicos que permitan localizar y ubicar a los agresores a los que se les haya impuesto medidas procesales en protección de las víctimas. 

 

8. Deberá protegerse a la víctima, asimismo, frente a la publicidad no deseada sobre su situación procesal y de su vida privada. 

Artículo 15°. PREVISIONES SOBRE LOS INTERVINIENTES JUDICIALES MÁS DEBILES. PROTECCIÓN DE LOS INDÍGENAS.

 

1. El Poder Judicial y los tribunales en particular, deben garantizar el acceso a la justicia de la población indígena, con plenitud de derechos, facilitando claramente la utilización de la lengua propia y todos aquellos aspectos que les posibiliten la efectiva comprensión del sentido y significado de las actuaciones judiciales. 

 

2. El trato que deberá otorgarse a los integrantes de las poblaciones indígenas en el sistema judicial y los tribunales en especial, deberá ser respetuoso con su dignidad y tradiciones culturales. 

 

3. El Poder Judicial diseñará un modelo que, acorde con lo que establece el Derecho Consuetudinario de las poblaciones indígenas, pueda servir para la resolución alternativa de conflictos en donde sean parte sus integrantes. 

 

Artículo 16°. PREVISIONES SOBRE LOS INTERVINIENTES JUDICIALES MÁS DÉBILES. PROTECCIÓN DEL NIÑO Y EL ADOLESCENTE.

 

1. El niño o el adolescente tiene derecho a que su comparecencia ante cualquier órgano judicial tenga lugar en forma adecuada a su situación y desarrollo personal. 

 

2. A fin de resguardar su dignidad y condiciones de seguridad, en sus intervenciones se podrá disponer la utilización de elementos técnicos tales como circuitos cerrados de televisión, videoconferencias o similares. 

 

3. En lo posible, debe eliminarse la reiteración de comparecencias judiciales del niño o adolescente en relación con un mismo asunto. 

 

4. Cuando el niño o adolescente tuviere desarrollo intelectual suficiente y así se determinare por algún especialista, tiene derecho a ser oído en todo proceso en que tenga interés directo y que conduzca a una decisión que pueda llegar a afectar su esfera personal, familiar o social. 

 

5. Tienen derecho, asimismo, a que se evite que en los procesos en que tenga interés, haya publicidad que pueda llegar a afectar su vida íntima personal y a que se guarde debida reserva de actuaciones relacionadas con ellos. 

 

6. A fin de hacer efectivos estos derechos, el Poder Judicial dictará un instrumento o "protocolo" que sistematice el tratamiento de los asuntos relacionados con menores y adolescentes. 

 

Artículo 17°. PREVISIONES SOBRE LOS INTERVINIENTES JUDICIALES MÁS DÉBILES. LA PROTECCIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD.

 

1. La persona afectada por cualquier tipo de discapacidad sensorial, física ó psíquica, podrá ejercer con plenitud los derechos reconocidos en esta Estatuto, en la Constitución Política y la legislación procesal. 

 

2. Solamente en casos de necesidad comprobada se le hará comparecer en estrados o para diligencias judiciales. De ser posible, se dispondrá realizar determinadas actividades en el lugar de residencia o donde se encuentra la persona con discapacidad. 

 

3. Los edificios judiciales y sus dependencias estarán previstos de aquellos servicios que faciliten el acceso y estancia a los discapacitados. 

 

4. Las personas con limitaciones para ver, oir o hablar tienen derecho a que se les facilite el servicio de intérprete de signos o de aquellos medios tecnológicos que permitan obtener de forma comprensible la información solicitada, como la práctica adecuada de los actos de comunicación y de cualquier otra actuación procesal en que participen con motivo de un asunto judicial. 

 

5. En los actos de comunicación, deberán los tribunales tener absoluta seguridad de que el destinatario con discapacidad no solo haya sido impuesto formalmente de las decisiones jurisdiccionales que deba conocer, sino que comprenda su alcance. Para ello deberá utilizarse el medio que, según el caso, garantice que tal comprensión se ha dado. 

 

6. Se garantizará el uso de intérprete, al extranjero que no conozca la lengua oficial, si hubiere de ser interrogado o prestar alguna declaración, o cuando fuere necesario darle a conocer en forma personal alguna resolución jurisdiccional. Cuando de las circunstancias, la autoridad judicial llegue a tener duda de que un extranjero está comprendiendo lo que sucede en un determinado proceso, deberá proveer el intérprete, aun cuando no exista solicitud expresa suya. 

 

INDEPENDENCIA JUDICIAL

Artículo 18°. PRINCIPIO GENERAL DE INDEPENDENCIA.

Como una garantía para las personas, los Jueces son independientes en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y solamente se encuentran sometidos a la Constitución y a la ley, con estricto respeto al principio de jerarquía normativa.

 

Artículo 19°. OBLIGACION DE RESPETO A LA INDEPENDENCIA JUDICIAL.

Los otros poderes del Estado y, en general, todas las autoridades, instituciones y organismos nacionales o internacionales, deben respetar y hacer efectiva la independencia de la judicatura.

 

Artículo 20°. INDEPENDENCIA JUDICIAL Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN.

Las libertades de expresión e información no resultan incompatibles con la independencia de los jueces, salvo cuando se ejerciten en forma abusiva o arbitraria, con la clara finalidad de influir indebidamente en el dictado de las resoluciones jurisdiccionales.

 

Artículo 21°. INDEPENDENCIA INTERNA.

En el ejercicio de la jurisdicción, los jueces no se encuentran sometidos a autoridades judiciales superiores, sin perjuicio de la facultad de éstas de revisar las decisiones jurisdiccionales a través de los recursos legalmente establecidos, y de la fuerza que el ordenamiento nacional atribuye a la jurisprudencia y a los precedentes emanados de las Salas de la Corte Suprema Justicia y a la jurisprudencia constitucional.

 

Artículo 22°. DEFENSA DE LA INDEPENDENCIA JUDICIAL.

Los ataques a la independencia judicial han de ser sancionados por ley, la que deberá prever los mecanismos por medio de los cuales los jueces inquietados o perturbados en su independencia puedan obtener el respaldo del órgano de gobierno del Poder Judicial.

 

Artículo 23°. CONDICIONES MATERIALES DE LA INDEPENDENCIA.

El Estado garantizará la independencia económica del Poder Judicial, mediante la asignación del presupuesto adecuado para cubrir sus necesidades y a través del desembolso oportuno de las partidas presupuestarias.

 

IMPARCIALIDAD

 

Artículo 24°. PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD.

La imparcialidad del juez es condición indispensable para el ejercicio de la función jurisdiccional.

 

Artículo 25°. IMPARCIALIDAD OBJETIVA.

La imparcialidad del juez ha de ser real, efectiva y evidente para la ciudadanía.

 

Artículo 26°. ABSTENCION Y RECUSACION.

Los jueces tienen la obligación de separarse de la tramitación y conocimiento de asuntos en los que tengan alguna relación previa con el objeto del proceso, partes o interesados en el mismo, en los términos previstos en la ley.

Las abstenciones sin fundamento y las recusaciones infundadas aceptadas por el juez, constituyen falta grave a sus deberes.

 

Artículo 27°. INCOMPATIBILIDADES.

El ejercicio de la función jurisdiccional es incompatible con otras actividades, a excepción de aquéllas admitidas por la ley.

 

SELECCION DEL JUEZ, CARRERA JUDICIAL E INAMOVILIDAD

 

Artículo 28°. ORGANO Y PROCEDIMIENTO DE SELECCIÓN DE LOS JUECES.

Los procesos de selección y nombramiento deben realizarse por medio de órganos predeterminados por la ley, que apliquen procedimientos también predeterminados y públicos, que valoren objetivamente los conocimientos y méritos profesionales de los aspirantes.

 

Artículo 29°.OBJETIVIDAD EN LA SELECCIÓN DE JUECES.

Los mecanismos de selección estarán orientados, en todo caso, a la determinación objetiva de la idoneidad de los aspirantes.

 

Artículo 30°. PRINCIPIO DE NO DISCRIMINACION EN LA SELECCIÓN DE JUECES.

En la selección de los jueces, no se hará discriminación alguna por motivo de raza, sexo, religión, ideología, origen social, posición económica u otro que vulnere el derecho a la igualdad que ampara a los aspirantes. El requisito de nacionalidad del país no se considerará discriminatorio.

 

Artículo 31°. PRINCIPIO DE INAMOVILIDAD.

1. Como garantía de su independencia, los jueces son inamovibles desde el momento en que adquieren su nombramiento en propiedad y cumplen el período de prueba establecido en el Estatuto del Servicio Judicial, pasando a formar parte de la carrera judicial.

2. No obstante, podrán ser suspendidos o separados de sus cargos por incapacidad física o mental, evaluación negativa de su desempeño profesional en los casos en que la ley lo establezca, o destitución o separación del cargo declarada en caso de responsabilidad penal o disciplinaria, por los órganos legalmente establecidos, mediante procedimientos que garanticen el respeto del debido proceso y, en particular, el de los derechos de audiencia, defensa, contradicción y recursos legales que correspondan.

 

Artículo 32°. INAMOVILIDAD INTERNA.

1. La garantía de inamovilidad del juez se extiende a los traslados, promociones y ascensos, que exigen el libre consentimiento del interesado.

2. De manera excepcional, se puede ascender o trasladar un juez por necesidades del servicio o modificación de la organización judicial, pasándolo a reforzar otro órgano jurisdiccional, pero en estos casos, en que prevalece el interés general sobre el particular, deberá garantizarse audiencia previa al juez en cuestión y acordarse lo que corresponda mediante resolución debidamente motivada.

 

Artículo 33°.OBJETIVIDAD EN LA CONFORMACION DE LA CARRERA JUDICIAL.

Los traslados, promociones y ascensos de los jueces se decidirán con criterios objetivos predeterminados en la ley, basados, fundamentalmente, en la experiencia y capacidad profesionales de los solicitantes.

 

Artículo 34°. INAMOVILIDAD "AD HOC".

La inamovilidad del juez garantiza también, como principio general y salvo aquellos casos expresamente previstos en la Ley, que no podrá ser apartado del conocimiento de los asuntos que le estén encomendados.

 

RESPONSABILIDAD, INSPECCIÓN Y EVALUACIÓN DEL JUEZ

 

Artículo 35°. PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN LA RESPONSABILIDAD DEL JUEZ.

Los jueces responderán penal, civil y disciplinariamente de conformidad con lo establecido en la ley.

La exigencia de responsabilidad no amparará los ataques contra la independencia judicial que pretendan encubrirse bajo su formal cobertura.

 

Artículo 36°. ORGANO Y PROCEDIMIENTO PARA LA EXIGENCIA DE RESPONSABILIDAD.

La responsabilidad disciplinaria de los jueces será competencia de los órganos del Poder Judicial legalmente establecidos, mediante procedimientos que garanticen el respeto del debido proceso y, en particular, el de los derechos de audiencia, defensa, contradicción y recursos legales que correspondan.

 

Artículo 37°. SISTEMA DE SUPERVISION JUDICIAL.

Los sistemas de inspección judicial han de entenderse como un medio para verificar el buen funcionamiento de los órganos judiciales y procurar el apoyo a la mejora de la gestión de los jueces, antes que mecanismos puramente represivos.

 

Artículo 38°. EVALUACION DEL DESEMPEÑO.

1. En garantía de la eficiencia y calidad del servicio público de justicia, la Corte Suprema de Justicia deberá establecer un sistema de evaluación del

rendimiento y comportamiento técnico profesional de los jueces y otros funcionarios judiciales, que permita mantener un control sobre índices de desempeño y sobre la calidad del servicio que se presta a la comunidad.

2. El buen desempeño deberá influir en calificaciones que anualmente habrán de realizarse y a través de los puntajes correspondientes, servirá para ser tomado en cuenta en ascensos y demás beneficios acordados para jueces y otros funcionarios judiciales.

 

Artículo 39°. CONSECUENCIAS DE LA EVALUACION NEGATIVA DEL DESEMPEÑO.

El desempeño inadecuado o deficiente en el ejercicio de la función jurisdiccional, debidamente acreditado mediante procedimiento legal y reglamentariamente establecido, que prevea la audiencia al juez, o al funcionario de que se trate, puede conllevar la aplicación de períodos de capacitación obligatoria o, en su caso, la aplicación de otras medidas correctivas o disciplinarias.( Luce evidente que la evaluación no tiene como propósito sancionar o castigar al funcionario mal evaluado. Sería la reiteración, luego de aplicar medidas tendentes al mejoramiento, la que permite llegar a esas consecuencias. Por eso resulta importante regular las consecuencias de "la evaluación positiva", porque de ella pueden hacer depender y creo que objetivamente, derechos funcionariales como por ejemplo en los ascensos en el escalafón, o concesión de becas, para citar al menos dos opciones clásicas)

 

FORMACIÓN Y CAPACITACION JUDICIALES

 

Artículo 40°. FORMACION INICIAL.

La capacitación inicial tiene por objetivos la selección de los candidatos más aptos para el desempeño de la función judicial en una sociedad democrática, a través de mecanismos que permitan comprobar las condiciones que debe reunir todo aspirante a la judicatura y la formación de éste en los conocimientos y las destrezas propias de su función, con una orientación teórico-práctica que incluya, en la medida de lo posible, un período de pasantías en órganos jurisdiccionales u otros previamente seleccionados.

 

Artículo 41°. CENTROS DE CAPACITACION.

La Escuela Judicial debe asumir la responsabilidad de la formación inicial de los jueces, y, en su caso, de los que ya pertenecen a la carrera judicial siguiendo las indicaciones de política general que se lleguen a dictar en la materia, en cuanto a los propósitos que deben perseguirse con esa formación, diseñando, planificando y ejecutando los programas educativos, así como valorando sus resultados y el impacto de tales programas.

 

Artículo 42°. COSTOS DE LA FORMACION INICIAL.

Los costos de la formación inicial deben ser asumidos por el Poder Judicial, aun en casos en que se cuente con la colaboración de instituciones públicas y privadas.

 

Artículo 43°. NATURALEZA Y COSTOS DE LA CAPACITACION CONTINUADA.

La formación continuada o capacitación en servicio constituye un derecho y un deber del juez y una responsabilidad del Poder Judicial, que deberá facilitarla en régimen de gratuidad.

 

Artículo 44°. VOLUNTARIEDAD DE LA CAPACITACION CONTINUADA.

Independientemente de lo dicho en el artículo anterior, la capacitación continuada reviste carácter obligatorio en casos de ascenso o traslado que implique cambio de jurisdicción, reformas legales importantes y otras circunstancias especialmente calificadas por la Escuela Judicial o los órganos competentes del Poder Judicial.

 

Artículo 45°. ORGANO QUE TIENE ENCOMENDADA LA CAPACITACION CONTINUADA.

La formación continuada o capacitación en servicio debe ofrecerse a jueces y magistrados a través de la Escuela Judicial, sin perjuicio de que se recurra a la colaboración de otras instituciones, públicas o privadas,

cuando fuere necesario, lo que se hará a través de reglas claras aprobadas por la autoridad correspondiente del Poder Judicial.

 

Artículo 46°. EVALUACION EN LA CAPACITACIÓN.

1. La evaluación de los aspirantes que participan en procesos de formación inicial, se realizará atendiendo a criterios objetivos, para determinar la posibilidad o imposibilidad del ingreso a la función.

2. La evaluación de la formación continuada, incorporada al expediente personal del juez, puede constituir un elemento de valoración del desempeño judicial y uno de los criterios de decisión para la promoción y ascenso de los jueces, u otros funcionarios del sistema, siempre que

exista una normativa previamente acordada por la autoridad que dentro del Poder Judicial le corresponda hacerlo.

 

Artículo 47°. PARTICIPACION JUDICIAL EN LA PROGRAMACION DE LA CAPACITACIÓN.

En la definición de políticas de formación judicial, los órganos competentes deberán tomar en cuenta la opinión de los jueces, a través de mecanismos confiables de consulta.

 

RETRIBUCIÓN, SEGURIDAD SOCIAL Y MEDIOS MATERIALES

 

Artículo 48°. REMUNERACION.

Los jueces deben recibir una remuneración suficiente, irreductible y acorde con la importancia de la función que desempeñan y con las exigencias y responsabilidades que conlleva.

 

Artículo 49°. SEGURIDAD SOCIAL.

1. El Estado garantiza a los jueces un sistema de seguridad social, así como que al concluir sus años de servicio por retiro, ya sea por enfermedad u otras causas legalmente previstas o en caso de daños personales, derivados del ejercicio del cargo, reciban una pensión o jubilación digna o, en su caso, una indemnización adecuada.

2. Del mismo modo, el Estado debe garantizar a todo juez un seguro de riesgos múltiples.

 

Artículo 50°. RECURSOS HUMANOS, MEDIOS MATERIALES Y APOYOS TECNICOS

1. Los jueces y los tribunales en general, deberán contar con los recursos humanos, medios materiales y apoyos técnicos necesarios para el adecuado desempeño de su función.

2. El Poder Judicial ha de disponer los mecanismos apropiados para que se cuente siempre con el criterio de los jueces y sea considerado a la hora de tomar las decisiones que se adopten sobre el particular.

. 2. En especial, los jueces deben tener fácil acceso a la legislación y a la jurisprudencia y disponer de los demás recursos necesarios para la rápida y motivada resolución de litigios y causas.

 

Artículo 51°. SEGURIDAD PERSONAL Y FAMILIAR.

En garantía de la independencia e imparcialidad que ha de presidir el ejercicio de la función jurisdiccional, el Estado proporcionará los medios necesarios para la seguridad personal y familiar de los jueces cuando, en función de las circunstancias, se detecte que están sometidos a riesgo de esa naturaleza.

 

DERECHO DE ASOCIACION PROFESIONAL

 

Artículo 52°. DERECHO DE ASOCIACION DE LOS JUECES.

Se reconoce a los jueces la libertad de asociación.

 

ETICA JUDICIAL

 

Artículo 53°. SERVICIO Y RESPETO A LAS PARTES.

 

1. En el contexto de un Estado constitucional y democrático de Derecho y en el ejercicio de su función jurisdiccional, los jueces tienen el deber de trascender el ámbito de ejercicio de dicha función, procurando que la justicia se imparta en condiciones de eficiencia, calidad, accesibilidad y transparencia, con respeto a la dignidad de la persona que acude en demanda del servicio.

2. El Poder Judicial está en el deber no solamente de dictar las normas que hagan efectiva esta importante obligación, sino también en el de tomar las medidas apropiadas para mantener los controles sobre su cumplimiento.

 

Artículo 54°. OBLIGACION DE INDEPENDENCIA

El juez está obligado a mantener y defender su independencia en el ejercicio de la función jurisdiccional.

 

Artículo 55°. DEBIDO PROCESO.

Los jueces tienen el deber de cumplir y hacer cumplir el principio del debido proceso, constituyéndose en garantes de los derechos de las partes y, en particular, velando por dispensarles un trato igual que evite cualquier desequilibrio motivado por la diferencia de condiciones materiales entre ellas y, en general, toda situación de indefensión.

 

Artículo 56°. LIMITACIONES EN LA AVERIGUACIÓN DE LA VERDAD.

Los jueces habrán de servirse tan sólo de los medios legítimos que el ordenamiento pone a su alcance en la persecución de la verdad de los hechos en los casos de que conozcan.

 

Artículo 57°. MOTIVACIÓN.

Los jueces tienen la inexcusable obligación, en garantía de la legitimidad de su función y de los derechos de las partes, de motivar debidamente las resoluciones que dicten.

 

Artículo 58°. RESOLUCIÓN EN PLAZO RAZONABLE.

1. Es un derecho de las personas, que los procesos reciban una tramitación ágil, y a que los jueces resuelvan sus pretensiones en un plazo razonable, evitando, o en su defecto sancionando, las actividades dilatorias o contrarias a la buena fe procesal de las partes.

2. En caso de que se produzca un retraso, las partes e interesados tienen derecho a saber el motivo de ello.

 

Artículo 59°. PRINCIPIO DE EQUIDAD.

En la resolución de los conflictos que lleguen a su conocimiento, los jueces, sin menoscabo del estricto respeto a la legalidad vigente y teniendo siempre presente el trasfondo humano de dichos conflictos, procurarán atemperar con criterios de equidad las consecuencias personales, familiares o sociales desfavorables.

 

Artículo 60°. SECRETO PROFESIONAL.

1. Los jueces tienen obligación de guardar absoluta reserva y secreto profesional en relación con las causas en trámite y con los hechos o datos conocidos en el ejercicio de su función o con ocasión de ésta, salvo las autorizaciones que ya contiene el Código de Ética Judicial.

2. Tampoco pueden los jueces evacuar consulta ni dar asesoramiento en los casos de contienda judicial actual o posible.

 

Artículo 61°. CRITERIOS DE APLICACIÓN DE LAS NORMAS DE ESTA LEY.

1. La presente ley es de interés público. Sus normas son autoaplicativas y servirán de criterio para las actuaciones jurisdiccionales de los jueces, así como para la interpretación del resto del ordenamiento jurídico que deban aplicar a un caso, todo de conformidad con los principios y valores que las inspiran.

2. Las normas anteriores tienen, además, un carácter regulador mínimo en su descripción y consecuencias, de manera que no excluyen la existencia de otros contenidos en diferentes cuerpos normativos, de diverso nivel jerárquico, o que se consideren aplicables de principio, por ser inherentes al buen desempeño de la administración de justicia y la judicatura.

 

Artículo 62°. SANCIÓN POR INCUMPLIMIENTO DE LO DISPUESTO EN ESTA LEY.

El incumplimiento de cualquier disposición de esta ley por parte de funcionarios y jueces, se entenderá como falta grave o gravísima, según las consecuencias que haya tenido para la o las personas afectadas, lo que se precisará caso por caso y en tal virtud se sancionará disciplinariamente, de conformidad con la legislación respectiva.

 

Artículo 63°. VIGENCIA.

 

Esta ley rige a partir de su publicación".

- 0 -

El presente acuerdo se pondrá en conocimiento del Ministerio de Justicia, con el ruego atento de que se sirva darle prontamente el trámite legislativo correspondiente.
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San José, 24 de agosto de 2020

Oficio CACC-355-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio





Señoras y señores 

Coordinadoras, Coordinadores

Comisión y Subcomisiones de Acceso a la Justicia

Poder Judicial

S.D. 





Estimadas señoras, estimados señores: 



Por este medio se remite para su estimable conocimiento, el acuerdo tomado por la Comisión de Acceso a la Justicia celebrada virtualmente y realizada el día martes 11 de agosto de 2020, en donde se acordó: 



ARTÍCULO X:



Tema: Propuesta de reiteración, modificación o actualización del Estatuto de la Justicia y Derechos de las personas usuarias aprobado en el Acta Corte Plena Nº 039-03 del 20-10-2003 IX



El funcionario José Luis Vargas Fonseca de la Secretaría de la Corte comunicó el día  23 de junio vía correo electrónico, la posibilidad de que esta Comisión valore realizar una propuesta ante Corte Plena sobre la actualización de esta disposición.

[bookmark: _MON_1659332768][bookmark: _MON_1659332768]











SE ACUERDA: 1. Ponerlo en conocimiento de las diferentes Subcomisiones para que valoren dicha solicitud y de considerarlo pertinente hagan sus observaciones en relación con las Subcomisiones que representan. 2. Deberá establecerse un plazo para la emisión de observaciones, de manera que cuentan con un mes calendario a partir de la comunicación de este acuerdo. 3. Se acuerda conformar un grupo de trabajo que de manera integral analice posteriormente las observaciones propuestas por las diferentes subcomisiones, estableciendo los alcances y delimitaciones pertinentes; en estricta articulación con la Contraloría de Servicios. 4. Ponerlo en conocimiento de la Contraloría de Servicios de San José. 





Cordialmente, 





Máster Melissa Benavidez Víquez

Coordinadora 

Unidad de Acceso a la Justicia

Poder Judicial





CC: Consecutivo/ Archivo/



CC. Sr. José Luis Vargas Fonseca, Secretaría General de la Corte



“Unidad de Acceso a la Justicia, por el respeto de los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad”
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San José, 3 de julio de 2020.  
Oficio DVV-SI-0079-2020 


 
 
Señora 
Licda. Natalia Córdoba Ulate 
Directora Jurídica 
Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto 
 
Estimada Señora: 
 
Tengo el honor de saludarle y en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión 
de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial de Costa Rica, dar 
respuesta al Oficio DJO-272-20 a fin de atender solicitud de información de los 
Relatores Especiales de Naciones Unidas, en relación con los casos de los señores 
Minor Ortiz, Pablo Sibar, Sergio Rojas y Yehry Rivera, de los pueblos indígenas Bribris 
y Broran, y se hace de conocimiento el siguiente comunicado de prensa de dichos 
Relatores: 
 


“Costa Rica: La impunidad vigente impide la protección efectiva de 
las personas defensoras indígenas, dice una experta de la ONU  
 
GINEBRA (8 de junio de 2020) Una experta de la ONU expresó hoy su grave 
preocupación por las vidas de las personas defensoras de los derechos de los 
pueblos indígenas, que están siendo atacadas en Costa Rica, añadiendo que 
la impunidad y la falta de rendición de cuentas están provocando una 
prolongación de la violencia en contra de los defensores en el país, a pesar 
de algunas medidas positivas adoptadas por el Gobierno. 
Costa Rica ha experimentado un auge en ataques contra líderes indígenas 
desde el asesinato del líder indígena Bribri, Sergio Rojas, en marzo de 2019, 
el cual trabajó durante décadas para defender los derechos de los pueblos 
indígenas frente la ocupación ilegal de sus territorios. 
“Hoy, más de 14 meses más tarde, todavía no está claro si las autoridades se 
encuentran más cerca de identificar a los responsables” dijo la experta de la 
ONU Mary Lawlor, la nueva Relatora Especial sobre la situación de los 
defensores de los derechos humanos.  
La experta dijo que otros ataques contra personas defensoras de los derechos 
humanos habían quedado parcialmente o totalmente impunes y “hasta que 
haya investigaciones adecuadas, y rendición de cuentas por estos crímenes, 
podemos ser testigos de más intimidación, agresiones y muerte.”  
Un cambio en la ley de Costa Rica en 1977 estableció un marco legal para la 
redistribución de la tierra indígena ancestral ocupada por personas no 
indígenas pero la implementación de la ley ha sido lenta, y los líderes 
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indígenas han realizado requisiciones pacíficas de las tierras para devolverlas 
a los pueblos indígenas. Esto ha provocado una reacción considerablemente 
violenta por parte de los ocupantes no indígenas de la tierra. 
Mientras que el Gobierno de Costa Rica ha incrementado la presencia de la 
policía en las comunidades afectadas, las investigaciones de la policía siguen 
inadecuadas o inconclusas. Como consecuencia, tanto las víctimas como sus 
familiares siguen amenazadas por los presuntos perpetradores.  
Desde el asesinato del líder indígena Yehry Rivera el pasado febrero, por 
ejemplo, su familia ha sido amenazada e intimidada repetidamente por la 
familia del perpetrador, que a menudo pasa por su tierra, sosteniendo una 
machete en la mano. 
Pablo Sibar, un defensor de los derechos humanos del mismo pueblo Broran 
que el Sr Rivera, también ha sido intimidado y sometido a ataques 
incendiarios que todavía no han sido investigados. 
Minor Ortíz Delgado, un defensor indígena de la tierra, de la misma 
comunidad Bribri que el Sr. Rojas, recibió un balazo en la pierna en marzo. El 
perpetrador, que fue liberado y recibió medidas de restricción, ha vuelto 
amenazar de muerte al Sr. Ortíz y su familia. 
“Parece que los perpetradores de las intimidaciones, amenazas, disparos y 
asesinatos frecuentemente andan sueltos cuando sus víctimas son personas 
defensoras de los derechos de los pueblos indígenas, dijo la Relatora Especial. 
La impunidad aumenta el impacto de violaciones de los derechos humanos, 
ya que se envía un mensaje de falta de reconocimiento de su función en la 
sociedad y ello implica una invitación para seguir violentando sus derechos. 
El llamamiento de la Sra. Lawlor ha sido respaldado por el Relator Especial 
sobre los derechos de los pueblos indígenas, Sr. Francisco Cali Tzay. 
Los expertos están haciendo un seguimiento del tema con las autoridades 
costarricenses.” 


 
Informe: 
 


I. Sobre la petición de datos concretos vinculados con los procesos 
judiciales de las personas indígenas Minor Ortiz, Pablo Sibar, 
Sergio Rojas y Yehry Rivera 


 
En relación con la solicitud de información acerca de los casos de las personas 
indígenas Minor Ortiz, Pablo Sibar, Sergio Rojas y Yehry Rivera, de los pueblos 
indígenas Bribris y Broran, beneficiarios de la Medida Cautelar 321-12 de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos contra el Estado, le comunico que la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas tiene como fin desarrollar 
y articular acciones que contribuyan al acceso real a la justicia de las personas 
indígenas. 
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El artículo 9 inciso 7 de la Ley Orgánica del Poder Judicial prohíbe a las personas 
funcionarias judiciales externar su parecer acerca de asuntos pendientes ante los 
tribunales. De igual forma, el numeral 9 del Reglamento Regulación para la 
prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el 
Poder Judicial señala que, además de las causales reguladas en la ley, todas las 
personas que laboran en el Poder Judicial deben abstenerse de opinar sobre 
procesos que se encuentran en trámite, sin perjuicio de lo señalado por 203 y 346 
del Código Penal. Con ocasión de lo anterior, se omite en este informe referencia 
alguna en relación con los procesos judiciales vinculados con las personas indígenas 
Minor Ortiz, Pablo Sibar, Sergio Rojas y Yehry Rivera. 
 


II. Acciones del Poder Judicial para garantizar el acceso a la justicia 
de las personas indígenas beneficiarias de las Medidas 
Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado y en general, de 
personas usuarias indígenas 


 


En su resolución la CIDH establece que el Estado debe adoptar las medidas necesarias para garantizar 
la vida y la integridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y del pueblo indígena 


Bribri de Salitre, concertar las medidas a implementarse con los beneficiarios y sus representantes, 
informar sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los presuntos hechos que dieron lugar a la 


adopción de la medida cautelar y así evitar su repetición, e informar a la CIDH la adopción de las 


medidas requeridas y actualizar dicha información en forma periódica. 
 


Lo que motivó en su momento a la CIDH a tomar tal decisión, según se desprende de la resolución, 
fue la gravedad de la situación asociada a continuos ciclos de amenazas, hostigamientos y actos de 


violencia en contra de indígenas por presunto clima de hostilidad: por tener que cohabitar con no 
indígenas en sus propios territorios y ante las represalias por la labor de recuperación de tierras.  


 


La urgencia de la medida obedeció a la situación de riesgo de la población indígena pues, según se 
indicó, pese a las acciones implementadas por el Estado, a fin de garantizar la vida e integridad 


personal de los miembros de ambos pueblos indígenas de Salitre: mesa de diálogo, investigaciones, 
patrullajes en la zona, entre otras, las autoridades locales de Buenos Aires de Puntarenas no habían 


a ese momento adoptado medidas integrales para prevenir nuevos actos de violencia y amenazas, 


pues se activan después de que acontece algún hecho de violencia. A ese momento la Defensoría de 
los Habitantes de la República reportó, no habían puestos de control policial, registro de ingreso a 


territorios ni patrullajes.  
 


Acceso a la justicia de las personas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la 
CIDH 


 


En ese marco de referencia, la función del Poder Judicial para la implementación de acciones que 
den cumplimiento a las Medidas Cautelares 321-12, como parte del Estado, es garantizar el acceso a 


la justicia de personas indígenas beneficiarias.  
 


Con ocasión de lo anterior, se enlistan las principales y más recientes acciones emitidas por la Corte 
Plena, jerarquía máxima del Poder Judicial, en sesiones Nº 20-19 celebrada el 27 de mayo de 2019, artículo 


XIX, y N° 42-19 de 7 de octubre en curso, artículo VII, dirigidas a las principales jerarquías institucionales, a 


saber: Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Dirección de Gestión 
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Humana, Dirección de Planificación, Dirección Ejecutiva, Dirección de Tecnología de la Información, 


Dirección de la Escuela Judicial y al sector Jurisdiccional, con ocasión del encuentro realizado entre 


representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba en abril de 2019 en territorio de 


Salitre y en cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la 


Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. Esos lineamientos responden a la 


Circular 123-19 reiterada mediante Circular 188-19, cuyo contenido es el siguiente: 


 


1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas 
Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones 
a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del 
pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 


 


En este proceso se ha dispuesto informar a dicha población que ya se han adoptado para investigar los presuntos 


hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar 


cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural.  


 


Se dispuso que las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas 


traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. 


 


Esas sesiones se vienen realizando de manera periódica por medio de las y los representantes de las instituciones 


involucradas, incluyendo el Poder Judicial por medio de la coordinación de la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia de Pueblos Indígenas, en los territorios indígenas de Salitre y Térraba y con la anuencia de las personas 


beneficiarias de las Medidas Cautelares. 


 


2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos 
y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas 
en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a 
la justicia y justicia abierta, entre otros). 


 


Dentro de esta acción está la determinación del efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad 


de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de 


las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable.  


 


Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación 


con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando 


aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 


 


3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, 
normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del 
sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que 
conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución. 


 


Lo anterior, en el desempeño de las funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan 


personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí 


de Salitre. 


 
4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión 


documental institucional en el desarrollo de las actividades. 
 


El objetivo es prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de 


los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 
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5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los 


procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas. 
 


Se está trabajando en la incorporación de información relativa a los pueblos relacionados con las Medidas 


Cautelares, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones. 


 


6. Emisión de circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en 
las que se les reitera su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia 
de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a 
saber:  


 


i) Asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos 


legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin;  


 


ii) Proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su 


derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad 


que les impediría conseguirla, y  


 


iii) Facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de 


garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la 


participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra 


índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a 


las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el 


otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de 


la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su 


posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su 


especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia 


indígena. 


 


Los lineamientos indicados se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares 


internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y 


Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la 


Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica. También es conteste con la reciente sentencia de la CIDH 


contra Argentina de 6 de febrero de 2020. 


 


7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de 
Bangalore sobre la conducta judicial, se dio la directriz de establecer políticas 
y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas. 


 


Las políticas y prácticas de gestión están asociadas a la contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, 


promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en 


lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias 


indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible. 


 


De manera expresa se señala de nuevo que este proceso debe ejecutarse priorizando lo vinculado con los 


procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 


 


8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con 
personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de 
Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos 
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Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del 
Poder Judicial en sus diferentes ámbitos.  


 


Se dispuso que en forma previa a su ejecución debía concertarse con las personas indígenas la identificación de 


los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el 


Poder Judicial para el acceso a la justicia. 


 


La identificación de esos contenidos mínimos han surgido con ocasión de las visitas realizadas de manera 


periódica con las personas representantes de las diferentes instituciones en los territorios indígenas de Salitre y 


de Térraba, con las personas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12. Los contenidos mínimos han 


servido para el seguimiento de las acciones. 


 


9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí 
de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer 
procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que: 


 


Se dispuso y se están realizando acciones coordinadas con las personas indígenas para que capaciten a las y los 


servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la 


tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas. 


 


El lineamiento institucional es que se priorice a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia 


material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de 


Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, 


fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Además de iniciar el 


proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso 


Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás, especialmente con la materia de 


Familia. 


 


10. Los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, 
de la Escuela Judicial y otras Unidades de Capacitación, deben incluir al 
menos: 


 


✓ Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, 
entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las 
poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los 
países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y 
Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre 
Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016; 
 


✓ Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada 
con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017, 
 


✓ Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los 
Pueblos Indígenas, entre otras. 
 


✓ Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la 
Corte Suprema de Justicia. 
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✓ Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados 
con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas 
indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el 
pluralismo jurídico. 
 


11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de 
esas capacitaciones 


 


El objetivo es fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en 


las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto 


respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre 


otros.  


 


Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó 


el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por 


parte de la Escuela Judicial. 


 


12. Que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior 
declaren obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en 
las capacitaciones sobre Derecho Indígena. 
 


La Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica así lo establece. El lineamiento incluye 


además priorizar a quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales 


vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 


 


13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un 
seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los 
indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, 
ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el 
conocimiento de procesos asociados a personas indígenas. 
 


14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el 
Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, 
así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se 
ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas 
con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y 
sean consultadas a las personas indígenas. 
 


Las acciones coordinadas se están realizando con el Poder Ejecutivo mediante las visitas periódicas a los 


territorios indígenas de Salitre y de Térraba con las personas beneficiarias de las Medidas Cautelares. 


 


En relación con la Asamblea Legislativa se acudió a la audiencia convocada por la Comisión Especial 


Permanente de Derechos Humanos del Plenario Legislativo el 22 de junio pasado junto con las representantes 


de la Fiscalía General de la República. 


 


 
15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para 


que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras 
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públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que 
intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de 
Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de 
Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados. 


 


Las invitaciones al INDER y al Ministerio de Justicia y Paz, e inclusive a otras Instituciones del Poder Ejecutivo, 


para que participen en las capacitaciones se giraron desde 2019, con ocasión de lo cual durante el segundo 


semestre de 2019 se realizaron varias sesiones de capacitación en Buenos Aires de Puntarenas sobre Derecho 


Indígena. De igual forma, representantes de otras instituciones del Estado. 


 


16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas 
indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y 
acordes a sus costumbres. 


 


Al respecto, desde la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se solicitó expresamente desde 


2019 a la Oficina de Atención y Protección a la Víctimas la protección especial y con pertinencia cultural a las 


personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado.  


 


Esas medidas por disposición legal son voluntarias, es decir, si las personas no están de acuerdo, no se les puede 


obligar.  


 


Aunado a ello, la admisión o no de la solicitud de la Subcomisión a la Oficina de Atención y Protección a la 


Víctima, por disposición legal y con pena de prisión, solo puede socializarse con las personas beneficiarias, no 


con la Subcomisión solicitante. 


 


17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo 
indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de 
la CIDH sobre los avances alcanzados. 


 


Se han realizado sesiones continuas con las y los representantes de las personas beneficiarias de Térraba en 


Térraba y representantes de las demás instituciones del Estado. Las sesiones con las personas beneficiarias de 


Salitre se han realizado en forma menos continua a petición expresa precisamente del pueblo Salitre. Lo 


anterior, no ha sido obstáculo para seguir con la implementación de acciones en beneficio de ambas poblaciones 


para garantizar el acceso a la justicia. 


 
18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la 


Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de 
Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes 
culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con 
posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR 
que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales. 
 


Existe actualmente un convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica, el cual 


se está actualizando con el objetivo de que tanto esa Universidad como las demás Universidades estatales 


procedan conforme a la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, a brindar la colaboración al Poder 


Judicial en peritajes culturales y además, hacer la reserva presupuestaria para dar contenido a ese deber. 


 


De la misma forma que Corte Plena, el Consejo Superior comunicó oportunamente a las Universidades el deber 


de brindar colaboración y además, hacer la reserva presupuestaria desde inicios de 2019, con ocasión de la 


aprobación a fines de 2018 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 
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Antes de esa fecha, igual se realizaban las coordinaciones con la Universidad de Costa Rica que por medio de 


un proyecto especial rendía tales peritajes, sin perjuicio de la lista de peritos de la Dirección Ejecutiva que 


cuenta con un estricto rol, y la posibilidad de hacer nombramientos por inopia cuando no existan personas 


expertas de la lista oficial o de las universidades estatales. 


 
19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder 


Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y 
consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de 
acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con 
su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos 
Indígenas de Costa Rica. 


 


La Subcomisión de Acceso a la Justicia en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia estamos en 


proceso de construcción de la Política Indígena del Poder Judicial. Ese proceso se está construyendo en forma 


articulada con el Ministerio de Planificación Nacional conforme a la Metodología para la construcción de 


Políticas Públicas, la Dirección de Planificación del Poder Judicial basada en el acuerdo de Corte plena donde 


se aprobó una metodología basada en la de MIDEPLAN y por supuesto, con las personas indígenas. 


 


20. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las 
personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del 
Estado. 


 


El Poder Judicial por medio de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de  Pueblos Indígenas participa como 


observador activo en las sesiones de seguimiento que se realizan en los territorios indígenas de Salitre y de 


Térraba con ocasión del Protocolo de Seguridad y el Protocolo de Saneamiento, los cuales fueron suscritos por 


el Ministerio de Justicia y Paz y las personas indígenas, únicamente. No obstante, el seguimiento se realiza 


periódicamente por las personas representantes de las Instituciones estatales, entre ellas, el Poder Judicial. 


 


 


III.  Otras acciones de interés para el acceso a la justicia de los 
pueblos indígenas 
 


Desde hace muchos años el Poder Judicial se ha ocupado del establecimiento de acciones para 
garantizar el acceso a la justicia de los pueblos indígenas. 


 
✓ Atención prioritaria de la atención de los procesos vinculados con 


personas indígenas 
 


En el año 2008 Corte Plena -jerarquía máxima del Poder Judicial de Costa Rica- en sesión 08-2009 
de 9 de marzo de 2009, Artículo XXIV, aprobó la propuesta planteada por la Subcomisión de Acceso 


a la Justicia de Pueblos Indígenas, basada en el artículo 41 de  la Constitución Política y el Convenio 
de la OIT 169  Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, adoptado por la 


Organización Internacional del Trabajo, el 27 de junio de 1989,  específicamente, el artículo 8, y 


dentro del ámbito judicial en las Reglas de Brasilia.  


 
De igual forma, el Consejo Superior del Poder Judicial -a cargo de la administración- 
emitió Circular N° 77-2008 a todas las personas servidoras judiciales en la que señala 
el deber de priorización de la tramitación y resolución de los procesos judiciales 
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vinculados con personas indígenas. Esa circular se ha venido reiterando 
periódicamente por el Consejo Superior a fin de administrar los riesgos propios de 
la rotación del personal del Poder Judicial, lo cual se puede evidenciar en las 
Circulares de ese mismo Consejo N° 10-2009 y la N° 123-2013. La Circular se 
denomina “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones 
Indígenas". 
 
Los lineamientos de priorización de la atención de los procesos relacionados con esa 
población se encuentran regulados también en la normativa interna de Costa Rica, 
entre ellos, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas que en lo de interés, 
el artículo 4 dispone: 
 
“El sistema de administración de justicia dará prioridad al trámite y a la resolución 
de los casos en que figuran personas indígenas como parte. La anterior será 
considerada una acción afirmativa a la que deberá darse la publicidad respectiva, 
tanto a las personas servidoras judiciales para su cumplimiento como a la población 
indígena para la exigencia de sus derechos.” 
 


✓ Realización de audiencias judiciales en los territorios indígenas 
 
Se trató de una de las medidas que se adoptaron desde 2008 y se han mantenido en la actualidad, 


reforzada con la entrada en vigencia de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas que lo 


señala de manera expresa. Lo anterior, independientemente de que existan o no 
instalaciones físicas adecuadas.  Existen antecedentes jurisprudenciales de las Salas 
de Casación en las que se ha dispuesto la nulidad de las sentencia cuando no se 
cumple con este requisito. 
 


✓ Otorgar viáticos, en caso necesario, a las personas indígenas cuando 
sea ineludible su traslado a las oficinas judiciales 


 


En sesión N° 104-09 de Consejo Superior, celebrada el 17 de noviembre último, 
artículo LXVII, se modificó el punto 2 de la circular N° 10-09 publicada en el Boletín 
Judicial N° 32 del 16 de febrero del año en curso, el que deberá leerse de la siguiente 
manera: “2. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas, se contemplará 
un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la 
requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos 
judiciales, y un rubro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las 
diligencias “in situ”.  
 
El otorgamiento de viáticos corresponde también a las y los funcionarios judiciales que deban 


desplazarse a la zonas indígenas. 
 


✓ Recibir atención por parte del juez o la jueza 
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✓ Darle prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen 
a los despachos judiciales 
 


✓ Definir señalamientos y audiencias en horarios compatibles con las 
posibilidades de las personas indígenas 
 


✓ Que el despacho correspondiente gestione -en caso de ser posible-
en nombre de las personas indígenas los documentos que se 
requieren de otras instituciones 
 


✓ Hacer visitas periódicas y sistemáticas a las comunidades indígenas 
para divulgar derechos y deberes, prestar servicios, brindar 
información general sobre la institución y atender quejas y 
consultas 
 


✓ Hacer accesibles los mecanismos para formular quejas o solicitar 
ayuda e información 
 


✓ Apertura de consultorios jurídicos en las zonas indígenas 
 


✓ Establecer mecanismos adecuados para el envío de notificaciones 
 


✓ Colocación de distintivos en los expedientes físicos 
 
Se dispuso la colocación de distintivos en los expedientes físicos para una mayor visualización. La 


mayoría de los procesos judiciales actualmente son electrónicos, supuesto en el cual se incorporan 
en el expediente alarmas que hacen referencia a la priorización que deben tener los expedientes 


judiciales, las cuales han sido con la Dirección de Tecnología de la Información, donde se despliega 


toda la normativa nacional e internacional vinculada con los derechos de la población indígena y 
resoluciones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, circulares, entre otros datos de 


interés, contenidos también en la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia. 
 


✓ Utilización de normativa nacional e internacional 
 
El numeral 5 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas señala que en 
la resolución de los casos donde las personas indígenas figuren como parte, los 
jueces y las juezas tomarán en cuenta la normativa internacional vigente en la 
materia y promoverán la resolución alternativa del conflicto, con perspectiva 
restaurativa y con la participación activa de la comunidad indígena involucrada.  
 


✓ Peritajes culturales y costos 
 
El artículo 6 ordenó al Poder Judicial otorgar a las personas indígenas, sin costo 
alguno, personas intérpretes y traductoras con listados oficiales, propiciando que las 
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mujeres indígenas sean atendidas por intérpretes del mismo género, ello en todos 
los procesos en los que participen personas indígenas que requieran de esa 
asistencia y no puedan cubrir los costos; y para garantizar un verdadero acceso a la 
justicia el artículo 7 señala: 
 
“En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia 
letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la 
asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en 
la misma materia de competencia de forma gratuita. El Poder Judicial deberá asumir 
el costo de las pruebas y las pericias requeridas en un proceso judicial, cuando la 
persona indígena no tenga los medios para hacerlo por su cuenta. Para tal efecto, 
las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al 
Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar 
esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones 
deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.” 
 
El intérprete y o traductor será nombrado dentro de la lista oficial, sin embargo, de 
modo excepcional, podrá nombrarse por “inopia”. En tal supuesto, la autoridad 
respectiva verifica que sea una persona idónea, considerando las particularidades 
de la situación concreta. Lo anterior sin perjuicio de que dicha persona nombre uno 
de su confianza. 
 
De lo expuesto se desprende que para el Poder Judicial de Costa Rica la atención de 
las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH 
contra el Estado ha sido una prioridad desde hace muchos años hasta la actualidad. 
Las citadas no agotan las acciones realizadas encaminadas a cumplir con la 
responsabilidad que como parte del Estado se están ejecutando. 
 
La solicitud de información fue trasladada a la Presidencia de la Corte Suprema de 
Justicia, Comisión de Acceso a Acceso a la Justicia y jefaturas de la Fiscalía General, 
Organismo de Investigación Judicial, Defensa Publica, Oficina Atención a la Victima 
del Delito,  Contraloría de Servicios y a las Direcciones Ejecutiva, de Planificación, 
Gestión Humana, Escuela Judicial, Dirección Ejecutiva, Fiscalía de Asuntos 
Indígenas, Inspección Judicial, Dirección de Justicia Restaurativa,  CONAMAJ - 
Participación Ciudadana, Control Interno, Centro de Apoyo, Coordinación y 
Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. 
 
Se adjuntan a este documento los informes remitidos oportunamente por las 
jefaturas con el detalle de las acciones realizadas dentro de sus competencias. 
 


 
Anexos  
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Información Vinculada 
 


  


188-19 EJES DE 


ACCION EN TEMATICA INDIGENA DEL PODER JUDICIAL anexo al original 1.doc
  


  


INFORME PUEBLOS 


INDIGENAS vinculados).xlsx
 


Informe acciones 


comunicación medidas cautelares pueblos indígenas (lunes 22 junio 2020).docx
 


 
 
 
 


Respuestas emitidas por jefaturas del Poder Judicial vinculadas con la 
atención de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado 


 
 


441-DG-2020Ref. 


681-2020 Contestación a la solicitud de información requerida por el Área de Derecho Internacional y Derechos Humanos de la Cancillería de Costa Rica.pdf
  


183-oficio de 


respuesta a subcomisión de indígenas.docx
 


2263-DE-2020_sobr


e acciones en pueblos indígenas DE- RESP 272-2020.pdf
 


JEFDP-646-2020 


fd.pdf
   


EJ-INF-002-2020-Esc


uela Judicial- Resp. al Oficio DJO-272-20 20 Cancillería.pdf
 


Oficio \\sj10110-
654358\Planificacion_Informes\915-
PLA-PE-2020 
 


 
Corresponde al oficio 915-PLA-PE-2020 


de la Dirección de Planificación 


DP-309-2020 Ref. 


92-2020 ( resp 272-2020).pdf
 



file://///sj10110-654358/Planificacion_Informes/915-PLA-PE-2020

file://///sj10110-654358/Planificacion_Informes/915-PLA-PE-2020

file://///sj10110-654358/Planificacion_Informes/915-PLA-PE-2020





                                           


SUBCOMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS 


COMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 


 


 


 14 


Informe de 


contestación Oficio DJO-270-2020 Cancillería(fiscalía).pdf
 


 


 
 
Atentamente,  
 
 


 
 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 
Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Poder Judicial 
República de Costa Rica 


Tel: (506) 2295 4995 
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Presidencia de la Corte Suprema de Justicia 
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Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
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San José, 3 de julio de 2020.  
Oficio DVV-SI-0080-2020 


 
 
 
Señora 
Licda. Natalia Córdoba Ulate 
Directora Jurídica 
Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto 
 
 
 
Estimada Señora: 
 
Tengo el honor de saludarle y en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso 
a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial de Costa Rica, dar respuesta al Oficio 
DJO-284-20, enviado con la autorización del Señor Canciller, Rodolfo Solano Quirós, en el 
que se hace de conocimiento la comunicación de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH) de fecha: 8 de junio de 2020, solicitando información detallada, concreta 
y actualizada al Estado, sobre la situación de las personas beneficiarias de las Medidas 
Cautelares 321-12.  
 
 
 


INFORME 
 
Para el Poder Judicial es una prioridad la implementación de acciones vinculadas con el 
cumplimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH.  
 
Las disposiciones de la normativa internacional que regula los derechos de los pueblos 
indígenas, entre ellas, el Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 
OIT), la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 
(2007) y la Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas (OEA 2016) 
tiene carácter supra constitucional por jurisprudencia reiterada y vinculante de la Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia desde la emisión de la resolución 2313-1995, 
en la que dispuso: “… tratándose de derechos humanos, los instrumentos internacionales 
tienen no solamente un valor similar a la Constitución Política, sino que en la medida en que 
otorguen mayores derechos o garantías a las personas, priman sobre la Constitución.” . Por 
ende, las acciones desarrolladas se enmarcan y direccionan hacia el cumplimiento de los 
estándares internacionales establecidos por la Comisión y la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. 
 
Las acciones se ejecutan también en el marco del “Pacto Nacional por el avance de los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030” constituye un compromiso del Poder 
Judicial, Poder Ejecutivo y Poder Legislativo de Costa Rica para el cumplimiento de los ODS. 
El Objetivo 16 refiere al compromiso de “Promover sociedades pacíficas e inclusivas para el 
desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y crear instituciones eficaces, 
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responsables e inclusivas a todos los niveles”, incluyendo con ellos las acciones asociadas a 
la población indígena. 
 
De seguido se enlistas algunas de las más importantes acciones desarrolladas en forma 
concertada con la población indígena beneficiaria de las Medidas Cautelares 321-12 de la 
CIDH contra el Estado. 
 
 


I. Medidas de emergencia y contención frente a la pandemia Covid-19 
con perspectivas intersectorial 


 
La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas instó a Corte Plena y al Consejo 
Superior la emisión de medidas específicas para las personas servidoras judiciales en 
relación con los procesos vinculados con personas indígenas en relación con la pandemia 
Covid-19 y la Resolución 01-2020 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 
 
Con ocasión de lo anterior, Corte Plena en forma inmediata, urgente y con la debida 
diligencia, con el objetivo de proteger los derechos a la vida, salud e integridad personal de 
las personas indígenas y la continuidad del servicio de administración de justicia, adoptó 
una serie de medidas intersectoriales apegadas al respeto irrestricto de los estándares 
interamericanos e internacionales en materia de derechos humanos. 
 
Para el caso de la población indígena se dispuso, en seguimiento de la Resolución 01-2020, 
respetar de forma irrestricta el no contacto con los pueblos y segmentos de pueblos 
indígenas en aislamiento voluntario, dados los gravísimos impactos que el contagio del virus 
podría representar para su subsistencia y sobrevivencia como pueblo y extremar las medidas 
de protección de los derechos humanos de los pueblos indígenas. 
 


Corte Plena -jerarquía máxima del Poder Judicial- en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de 
abril de 2020, artículo XVIII, dispuso que tanto esa Corte como el Consejo Superior, en las 
directrices que emitan en relación con la realización de audiencias judiciales en territorios 
indígenas en atención a la declaratoria de emergencia nacional, debido a la situación de 
emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, considerará los lineamientos 
establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en 
territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y 
Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud. Lo anterior, en el entendido de que los 
despachos judiciales de país coordinarán previamente a realizar cualquier eventual audiencia 
que haya que hacerse, con los Comités de Salud de cada uno de los territorios el ingreso a 
estas diferentes áreas.  


Ese lineamiento quedó comprendido en la Circular 103-2020 denominado “Lineamientos 
establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en 
territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y 
Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud.” https://secretariacorte.poder-
judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-
emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas  



https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas

https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas

https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas
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El Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas 
fue elaborado por el Ministerio de Salud -órgano rector de salud- así como la Caja 
Costarricense de Seguro Social, Comisión Nacional de Asuntos Indígenas, Viceministerio de 
la Presidencia y Diálogo Ciudadano, Acueductos y Alcantarillados, Ministerio de Justicia y 
Paz, Comisión Nacional de Emergencias, emitido el 24 de marzo de 2020. 


Así mismo, en la Circular 67-2020 del Consejo Superior se establecieron los lineamientos 
para la atención de los procesos en los estén involucradas personas indígenas con ocasión 
de la pandemia. 


De igual forma, en las sesiones de trabajo realizadas con las personas indígenas beneficiarias 
de las Medidas Cautelares 321-12 de Salitre y de Térraba se toman las previsiones de 
protección a efecto de evitar contagios, lo cual se ha logrado. 


 
 


II. Acciones del Poder Judicial para garantizar el acceso a la justicia de las 
personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de 
la CIDH contra el Estado y en general, de personas usuarias indígenas 


 
En su resolución la CIDH establece que el Estado debe adoptar las medidas necesarias para 
garantizar la vida y la integridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y del 
pueblo indígena Bribri de Salitre, concertar las medidas a implementarse con los 
beneficiarios y sus representantes, informar sobre las acciones adoptadas a fin de investigar 
los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la medida cautelar y así evitar su 
repetición, e informar a la CIDH la adopción de las medidas requeridas y actualizar dicha 
información en forma periódica. 
 
Lo que motivó en su momento a la CIDH a tomar tal decisión, según se desprende de la 
resolución, fue la gravedad de la situación asociada a continuos ciclos de amenazas, 
hostigamientos y actos de violencia en contra de indígenas por presunto clima de hostilidad: 
por tener que cohabitar con no indígenas en sus propios territorios y ante las represalias 
por la labor de recuperación de tierras.  
 
La urgencia de la medida obedeció a la situación de riesgo de la población indígena pues, 
según se indicó, pese a las acciones implementadas por el Estado, a fin de garantizar la vida 
e integridad personal de los miembros de ambos pueblos indígenas de Salitre: mesa de 
diálogo, investigaciones, patrullajes en la zona, entre otras, las autoridades locales de 
Buenos Aires de Puntarenas no habían a ese momento adoptado medidas integrales para 
prevenir nuevos actos de violencia y amenazas, pues se activan después de que acontece 
algún hecho de violencia. A ese momento la Defensoría de los Habitantes de la República 
reportó, no habían puestos de control policial, registro de ingreso a territorios ni patrullajes.  
 
En ese marco de referencia, la función del Poder Judicial para la implementación de acciones 
que den cumplimiento a las Medidas Cautelares 321-12, como parte del Estado, es 
garantizar el acceso a la justicia de personas indígenas beneficiarias.  
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La Asamblea Legislativa aprobó en 2018 la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, 
la cual establece una serie de obligaciones para el Poder Judicial a fin de garantizar el acceso 
a la justicia de las personas indígenas, que ya se venían cumpliendo por medio de circulares 
de Corte Plena y de Consejo Superior.  
 
Entre las medidas más importantes están las que se enlistan en el siguiente cuadro, el cual 
es parte del informe emitido por la Dirección de Planificación del Poder Judicial con ocasión 
de la proyección presupuestaria realizada por Corte Plena para el 2021 en la temática 
indígena: 
 


 
 
Con ocasión de lo anterior, se enlistan las principales y más recientes acciones emitidas por 
la Corte Plena, jerarquía máxima del Poder Judicial, en sesiones Nº 20-19 celebrada el 27 
de mayo de 2019, artículo XIX, y N° 42-19 de 7 de octubre en curso, artículo VII, dirigidas 
a las principales jerarquías institucionales, a saber: Ministerio Público, Defensa Pública, 
Organismo de Investigación Judicial, Dirección de Gestión Humana, Dirección de 
Planificación, Dirección Ejecutiva, Dirección de Tecnología de la Información, Dirección de 
la Escuela Judicial y al sector Jurisdiccional, con ocasión del encuentro realizado entre 
representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba en abril de 2019 
en territorio de Salitre y en cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de 
abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) 
contra Costa Rica. Esos lineamientos responden a la Circular 123-19 reiterada mediante 
Circular 188-19, cuyo contenido es el siguiente: 
 


1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas 
Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones 
a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del 
pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 







                                           


SUBCOMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS 


COMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 


 


 


 5 


 
En este proceso se ha dispuesto informar a dicha población que ya se han adoptado para 
investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. 
Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir 
confianza y diálogo intercultural.  
 
Se dispuso que las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la 
colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. 
 
Esas sesiones se vienen realizando de manera periódica por medio de las y los 
representantes de las instituciones involucradas, incluyendo el Poder Judicial por medio de 
la coordinación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en los 
territorios indígenas de Salitre y Térraba y con la anuencia de las personas beneficiarias de 
las Medidas Cautelares. 
 


2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los 
objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, 
establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes 
transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros). 


 
Dentro de esta acción está la determinación del efecto posible de tales riesgos, su 
importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para 
administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse 
por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable.  
 
Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por 
ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que 
sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del 
pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 
 


3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las 
políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el 
cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención 
de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados 
por la institución. 


 
Lo anterior, en el desempeño de las funciones vinculadas con los procesos judiciales en los 
que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros 
del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 


 
4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión 


documental institucional en el desarrollo de las actividades. 
 
El objetivo es prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la 
tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte 
miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 
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5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los 
procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas. 


 
Se está trabajando en la incorporación de información relativa a los pueblos relacionados 
con las Medidas Cautelares, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de 
decisiones. 


 
6. Emisión de circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales 


en las que se les reitera su deber de ser garantes del acceso efectivo a la 
justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de 
barreras. 


 
En las circulares se señala el deber de: 
 
i) Asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender 
en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces 
para tal fin;  
 
ii) Proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en 
relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen 
en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y  
 
iii) Facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos 
encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y 
tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos 
judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer 
esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a 
dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el 
otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias 
que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus 
características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho 
consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y 
respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena. 
 
Los lineamientos indicados se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los 
estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 
y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica. 
También es conteste con la reciente sentencia de la CIDH contra Argentina de 6 de febrero 
de 2020. 
 


7. Políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas. 
 
Las políticas y prácticas de gestión de recursos humanos se emitieron con absoluto respeto 
al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial. 
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Están asociadas a la contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción y 
acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, 
en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las 
personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible. 
 
De manera expresa se señala de nuevo que este proceso debe ejecutarse priorizando lo 
vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena 
Teribe y Bribrí de Salitre. 
 


8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con 
personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión 
de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los 
Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el 
funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos.  


 
Se dispuso que en forma previa a su ejecución debía concertarse con las personas indígenas 
la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser 
informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia. 
 
La identificación de esos contenidos mínimos ha surgido con ocasión de las visitas realizadas 
de manera periódica con las personas representantes de las diferentes instituciones en los 
territorios indígenas de Salitre y de Térraba, con las personas beneficiarias de las Medidas 
Cautelares 321-12. Los contenidos mínimos han servido para el seguimiento de las acciones. 
 


9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y 
Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para 
conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que: 


 
Se dispuso y se están realizando acciones coordinadas con las personas indígenas para que 
capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas 
de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la 
solución de los conflictos indígenas. 
 
El lineamiento institucional es que se priorice a quienes laboren en las oficinas judiciales con 
competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas 
indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y 
coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del 
Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Además de iniciar el proceso de 
capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y 
Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás, 
especialmente con la materia de Familia. 
 


10. Los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, 
de la Escuela Judicial y otras Unidades de Capacitación, deben incluir al 
menos: 
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✓ Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre 
ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas 
y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), 
Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración 
de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, 
Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016; 
 


✓ Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con 
pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017. Más recientemente 
debe incluirse además la resolución emitida por la Corte IDH contra Argentina. 
 


✓ Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos 
Indígenas, entre otras. 
 


✓ Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte 
Suprema de Justicia. 
 


✓ Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las 
reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, 
los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico. 
 


11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto 
de esas capacitaciones para fortalecer las competencias de las personas 
servidoras judiciales en la atención de los procesos judiciales vinculados 
con personas indígenas 


 
El objetivo es fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan 
y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos 
propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los 
principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros.  


 
Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la 
capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la 
capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial. 


 
12. La participación de las personas servidoras judiciales en actividades de 


capacitación en Derecho Indígena debe ser declarada obligatoria por parte 
del Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior 
 


La Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica así lo establece. El 
lineamiento incluye además priorizar a quienes tengan competencia material y territorial 
para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de 
Salitre. 
 


13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un 
seguimiento para medir el impacto en su gestión 
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Se estableció además la inclusión de esos controles en los indicadores de evaluación de 
desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en 
puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas. 


 
14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el 


Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder 
Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones 
que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las 
relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente 
coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas. 
 


Las acciones coordinadas se están realizando con el Poder Ejecutivo mediante las visitas 
periódicas a los territorios indígenas de Salitre y de Térraba con las personas beneficiarias 
de las Medidas Cautelares. 
 
En relación con la Asamblea Legislativa se acudió a la audiencia convocada por la Comisión 
Especial Permanente de Derechos Humanos del Plenario Legislativo el 22 de junio pasado 
junto con las representantes de la Fiscalía General de la República. 
 


 
15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para 


que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, 
defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en 
los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí 
de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de 
Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados 


 
Las invitaciones al INDER y al Ministerio de Justicia y Paz, e inclusive a otras Instituciones 
del Poder Ejecutivo, para que participen en las capacitaciones se giraron desde 2019, con 
ocasión de lo cual durante el segundo semestre de 2019 se realizaron varias sesiones de 
capacitación en Buenos Aires de Puntarenas sobre Derecho Indígena. De igual forma, 
representantes de otras instituciones del Estado. 
 


16. Acciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas 
beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes 
a sus costumbres 


 
Al respecto, desde la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se solicitó 
expresamente desde 2019 a la Oficina de Atención y Protección a la Víctimas la protección 
especial y con pertinencia cultural a las personas indígenas beneficiarias de las Medidas 
Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado.  
 
Esas medidas por disposición legal son voluntarias, es decir, si las personas no están de 
acuerdo, no se les puede obligar.  
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Aunado a ello, la admisión o no de la solicitud de la Subcomisión a la Oficina de Atención y 
Protección a la Víctima, por disposición legal y con pena de prisión, solo puede socializarse 
con las personas beneficiarias, no con la Subcomisión solicitante. 
 


17. Realización de sesiones periódicas en las que se informe a miembros del 
pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas 
cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados 


 
Se han realizado sesiones continuas con las y los representantes de las personas 
beneficiarias de Térraba en Térraba y representantes de las demás instituciones del Estado. 
Las sesiones con las personas beneficiarias de Salitre se han realizado en forma menos 
continua a petición expresa precisamente del pueblo Salitre. Lo anterior, no ha sido 
obstáculo para seguir con la implementación de acciones en beneficio de ambas poblaciones 
para garantizar el acceso a la justicia. 


 
18. Actualización del convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la 


Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de 
Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de 
peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras 
judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras 
Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los 
peritajes culturales 
 


Existe actualmente un convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de 
Costa Rica, el cual se está actualizando con el objetivo de que tanto esa Universidad como 
las demás Universidades estatales procedan conforme a la Ley de Acceso a la Justicia de 
Pueblos Indígenas, a brindar la colaboración al Poder Judicial en peritajes culturales y, 
además, hacer la reserva presupuestaria para dar contenido a ese deber. 
 
De la misma forma que Corte Plena, el Consejo Superior comunicó oportunamente a las 
Universidades el deber de brindar colaboración y, además, hacer la reserva presupuestaria 
desde inicios de 2019, con ocasión de la aprobación a fines de 2018 de la Ley de Acceso a 
la Justicia de Pueblos Indígenas. 
 
Antes de esa fecha, igual se realizaban las coordinaciones con la Universidad de Costa Rica 
que por medio de un proyecto especial rendía tales peritajes, sin perjuicio de la lista de 
peritos de la Dirección Ejecutiva que cuenta con un estricto rol, y la posibilidad de hacer 
nombramientos por inopia cuando no existan personas expertas de la lista oficial o de las 
universidades estatales. 


 
19. Proceso de diseño de una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN 
que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un 
Plan de Acción de acuerdo con la metodología de la Dirección de 
Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley 
de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica 
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La Subcomisión de Acceso a la Justicia en coordinación con la Comisión de Acceso a la 
Justicia estamos en proceso de construcción de la Política Indígena del Poder Judicial. Ese 
proceso se está construyendo en forma articulada con el Ministerio de Planificación Nacional 
conforme a la Metodología para la construcción de Políticas Públicas, la Dirección de 
Planificación del Poder Judicial basada en el acuerdo de Corte plena donde se aprobó una 
metodología basada en la de MIDEPLAN y por supuesto, con las personas indígenas. 
 


20. Participación como parte del Estado en los encuentros que se realicen 
entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras 
instituciones del Estado 


 
El Poder Judicial por medio de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
participa como observador activo en las sesiones de seguimiento que se realizan en los 
territorios indígenas de Salitre y de Térraba con ocasión del Protocolo de Seguridad y el 
Protocolo de Saneamiento, los cuales fueron suscritos por el Ministerio de Justicia y Paz y 
las personas indígenas, únicamente. No obstante, el seguimiento se realiza periódicamente 
por las personas representantes de las Instituciones estatales, entre ellas, el Poder Judicial. 
 
 


III. Reglas prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones 
indígenas (Circular 80-2015) 


 
 
El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 33-15, celebrada el 14 de abril de 2015, 


artículo LXXI, acordó publicar la Circular N° 80-2015 que es reiteración de la Circular N° 10-


09, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones 


Indígenas”. La Circular se dirige a todas las personas servidoras judiciales y en ella se indica: 


1.      Las Autoridades Judiciales promoverán la realización de diligencia “in situ”, en 
aquellos lugares donde existan territorios indígenas.  


2.      Dentro de cada presupuesto de los distintos programas presupuestarios, se 
contemplará el rubro de viáticos tanto para los y las indígenas como para las y los 
funcionarios, quienes desarrollan sus diligencias “in situ”. 


3.      Los y las jueces, así como cualquier autoridad judicial establecerán como 
práctica la atención de las y los usuarios indígenas. 


4.      Los y las jueces, así como los y las funcionarios (as) judiciales darán prioridad 
de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales. 


5.      Deberán los y las jueces, fijar los señalamientos de las audiencias y 
juicios dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada 
zona. 
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6.      Los y las juezas, así como las autoridades judiciales, que requieran documentos 
de otras entidades en este tipo de asuntos; establecerán los canales de 
comunicación y coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto a la 
brevedad posible; y comunicarán a la Comisión de Accesibilidad los obstáculos que 
se les presenten para el cumplimiento efectivo de las recomendaciones. 


7.      Deberán aplicarse las directrices de no revictimización en los casos en que sean 
parte personas indígenas y especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes.  


8.      La Contraloría de Servicios será la encargada de velar porque se cumplan las 
recomendaciones propuestas.  


9.      Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea 
una persona indígena.  


10.  Los servidores judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones 
públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza 
secundaria y universitaria que faciliten su participación en la solución de sus 
asuntos a partir de su propia perspectiva 


 En sesión N° 54-2020 celebrada por el Consejo Superior el 02 de junio de 2020, Artículo 
XLVIII, se aprobó la propuesta de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 
Indígenas para la actualización de dicha Circular. 
 
 


IV.  Designación de personas defensoras públicas pagadas por el Poder 
Judicial especialistas en Derecho Indígena para la atención de las 
personas indígenas en las diferentes jurisdicciones 


 
El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 27-19 celebrada el 26 de marzo de 
2019, artículo LXXI, a solicitud de la Defensa Pública, aprobó las “Reglas mínimas para la 
aplicación del primer párrafo del numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de Personas 
Indígenas de Costa Rica” mediante Circular 67-2019. 
 
La Circular tiene como fin operativizar el artículo 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de 
Pueblos Indígenas de Costa Rica, el cual dispone: “Asistencia letrada gratuita y gratuidad 
de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera 
asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la 
asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la 
materia de competencia de forma gratuita…” 
 
Los lineamientos mínimos, que deben ser valorados y ampliados según el caso en concreto, 
para la atención de personas usuarias indígenas en todas las materias y en todos los 
despachos, son los siguientes: 
 


1) A los Despachos a los cuales les corresponde atender población 
indígena se les informa que debe el Despacho Judicial realizar la valoración 
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acerca de la procedencia de la petición de defensa publica, dejando 
constancia de lo indicado por la persona usuaria en cuanto a no contar 
con medios económicos para sufragar los gastos de defensa técnica, así 
como la petición expresa que solicita que la defensa técnica sea asumida 
por la Defensa Pública. De igual forma, debe establecerse la condición de 
indígena de la persona usuaria, priorizando para ello su auto identificación 
como tal, y de ser necesario, en caso de duda, solicitando una certificación 
de la Asociación de Desarrollo o Autoridad Legitimada en su territorio. Una 
vez verificado lo anterior, debe enviarse la solicitud de apersonamiento de 
persona defensora pública, cuando así resulte pertinente, a la Defensa 
Pública que corresponda según su competencia territorial. Se distinguen 
dos posibles situaciones en que se debe cumplir con este procedimiento: 


-Cuando una persona indígena tenga un proceso pendiente 
en el Despacho Judicial y requiera para este proceso asesoría letrada, 
indicando que no cuenta con la misma, ni con medios económicos para 
pagarla, debe señalársele desde el Despacho Judicial que según el artículo 
7 de la Ley de Acceso a la Justicia de personas Indígenas de Costa Rica, 
puede manifestar si desea la asistencia técnica de una persona defensora 
pública. De ser afirmativa la respuesta, el Despacho Judicial solicitará a la 
Defensa Pública el apersonamiento correspondiente, reponiendo los plazos 
según la ley, hasta el momento en que la Defensa Pública remita el 
apersonamiento. 


-Cuando una persona indígena se presente a un Despacho 
Judicial para establecer un procedimiento nuevo, debe 
comunicársele la existencia del numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia 
de Pueblos Indígenas de Costa Rica, y consultarle si desea asistencia 
letrada y si puede o no cubrir los costos económicos de ello.  En caso de 
que su respuesta sea negativa, se le debe informar de su derecho de 
contar con defensa pública y consultarle si ese es su deseo. En caso 
afirmativo se enviará la solicitud de persona Defensora Pública a la oficina 
de Defensa Pública del Circuito que corresponda, para que esta proceda 
con el trámite.  


2) En caso de existir duda sobre la condición de indígena de la 
persona usuaria, o de si cuenta con dinero para el pago de la asistencia 
letrada, se debe realizar el trámite por parte de los Despachos Judiciales 
accediendo a la solicitud de patrocinio letrado de la Defensa Pública, y en 
caso de que durante el proceso, o por sentencia firme, se declare que la 
persona no tiene la condición de indígena, o tiene dinero para pagar la 
asistencia letrada, se incluirán como costas en la sentencia, los costos de 
la representación por parte de la persona defensora pública. Además, a 
partir de ese momento la defensa pública dejará de representarlo por no 
encontrarse en los supuestos del artículo 7. 


3) El Consejo Superior autoriza para que el Departamento de 
Informática facilite los permisos y habilite el acceso de contexto de 
consulta para la Defensa Pública, de los siguientes Despachos Judiciales: 
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Tribunal Contencioso Administrativo, Juzgado Contencioso Administrativo, 
Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Sala Primera, 
tanto en cuanto al escritorio virtual, como al sistema de gestión. En ese 
mismo sentido se autoriza que se habilite también para los Juzgados de 
Violencia Doméstica y Juzgados de Familia a nivel nacional.” 


 


En relación con la atención de la Defensa Pública de las personas usuarias 
indígenas, incluyendo a las beneficiarias de las medidas Cautelares 321-12 se 
adjunta el siguiente cuadro, construido por la Dirección de Planificación para el 
análisis y proyección presupuestaria 2021 de Corte Plena: 


 


 
 


V. Lineamientos para dar trato preferencial a las personas indígenas 
 
El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 33-15, celebrada el 14 de abril de 2015, 
artículo LXXI, acordó reiterar la Circular N° 182-2005, denominada “Obligación de brindar 
un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, 
indígenas, víctimas y personas con una situación especial”, publicada en el Boletín Judicial 
No 6 del 9 de enero de 2006. 
 
La Circular N° 86-2015 es reiteración de la circular No 182-2005, sobre la “Obligación de 
brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de 
edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”. En ella se indica: “El 
Consejo Superior, en sesión N° 86-05, celebrada el 01 de noviembre de 2005, artículo LIII, 
dispuso comunicarles la obligación en que se encuentran de brindar un trato preferencial, 
asegurar un acceso equitativo a los servicios y el ejercicio de sus derechos, a las personas 







                                           


SUBCOMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS 


COMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 


 


 


 15 


usuarias con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y 
personas en una situación especial”. 
 


 
VI. REGLAS DE BRASILIA SOBRE EL ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS 


INDIGENAS 
 
La Corte Plena en sesión N° 36-2019 celebrada el 26 de agosto de 2019, artículo XXIV, 
aprobó la modificación de las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las personas 
en condiciones de vulnerabilidad. 
 
En la Circular N° 173-2019 se aprobó la actualización de las Reglas de Brasilia, las cuales 
tienen como objetivo   garantizar las condiciones de acceso efectivo a la justicia de las 
personas en condición de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, directa ni indirecta, 
englobando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que les permitan el pleno 
reconocimiento y goce de los Derechos Humanos que les son inherentes ante los sistemas 
judiciales. 
 
En lo referente a la población indígena, las reglas señalan: 
 
“Las personas integrantes de las comunidades indígenas pueden encontrarse en condición 
de vulnerabilidad cuando ejercitan sus derechos ante el sistema de justicia estatal. Se 
promoverán las condiciones destinadas a posibilitar que las personas y los pueblos indígenas 
puedan ejercitar con plenitud tales derechos ante el sistema de justicia, sin discriminación 
alguna que pueda fundarse en su origen, identidad indígena o su condición económica. Los 
poderes judiciales asegurarán que el trato que reciban por parte de los sistemas de justicia 
estatal sea respetuoso con su dignidad, idioma y tradiciones culturales. 
 
Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en la Regla 48 sobre las formas alternativas y 
restaurativas de resolución de conflictos propios de los pueblos indígenas, propiciando su 
armonización con los sistemas de administración de justicia estatal. 
 
Se entenderá que existe discriminación hacia las personas afrodescendientes o 
pertenecientes a otras diversidades étnicas o culturales, cuando se produzcan situaciones 
de exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen 
nacional, étnico o cultural que anulen o menoscaben el reconocimiento, goce o ejercicio, en 
condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas 
política, económica, social, cultural o en cualquier otro ámbito de la vida pública. 
 


 
VII. Tratamiento a personas indígenas por parte del Departamento de 


Laboratorios de Ciencias Forenses en las que las personas indígenas 
sean parte 


 
El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 33-15, celebrada el 14 de abril de 2015, 
artículo LXXI, acordó reiterar la Circular N° 94-10, denominada “Envío de gestiones al 
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Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que personas indígenas sean 
parte”.  
 
En dicha Circular que es la N° 81-2015, se dispuso: “El Consejo Superior del Poder Judicial, 
en la sesión N° 55-10, celebrada el 1° de junio de los corrientes, artículo LV, con el fin de 
facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas y por recomendación de la 
Contraloría de Servicios, dispuso comunicarles que cuando envíen las solicitudes de 
“Dictamen pericial para el Departamento Laboratorio de Ciencias Forenses (F-083-I)”, en 
las que personas que pertenecen a este grupo sean parte, deben identificarlas con el 
distintivo rojo para así realizar el trámite como corresponde.” 
 
En la actualidad el Poder Judicial desarrolla un proyecto de construcción de una Morgue 
Judicial en Buenos Aires de Puntarenas para la atención de la población de la zona sur, 
incluyendo a las personas indígenas. Para su diseño se consultó a personas indígenas 
beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH. 
 


 
VIII. Circulares emitidas por la Fiscalía General de la República con 


pertinencia cultural asociadas a la población indígena 
 
En este informe no se detallan las Circulares dictadas por el Ministerio Público pues estos 
datos le fueron solicitados por aparte. Sin embargo, debe mencionarse que se han emitido 
una serie de lineamientos con pertinencia cultural, entre ellos, la no persecución de 
usurpaciones contra personas indígenas en territorios indígenas; o bien, respetar la cultura 
de la población indígena acostumbrada a la pesca de una especie en vías de extinción, entre 
otros. 


 
 


IX.  Otras acciones de interés para el acceso a la justicia de los pueblos 
indígenas 
 


Desde hace muchos años el Poder Judicial se ha ocupado del establecimiento de acciones 
para garantizar el acceso a la justicia de los pueblos indígenas. 
 


✓ Atención prioritaria de la atención de los procesos vinculados con 
personas indígenas 


 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos en la sentencia 06 de febrero de 2020 
seguido por las Comunidades Indígenas miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra 
Tierra) contra Argentina, dispuso que los artículos 8 y 25 de la Convención consagran el 
derecho de obtener respuesta a las demandas y solicitudes planteadas a las autoridades 
judiciales, ya que la eficacia del recurso implica una obligación positiva de proporcionar una 
respuesta en un plazo razonable. En el caso concreto se señaló la demora fue de 7 años, de 
los cuales 3 correspondieron a la emisión de la sentencia, lo cual se calificó de excesivo e 
injustificado, y, por lo tanto, no puede considerarse razonable en los términos del artículo 
8.1 de la Convención.  
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En el caso de Costa Rica la priorización de la atención de los procesos relacionados con 
personas indígenas ha sido una prioridad hace muchos años. 
 
En 2008 Corte Plena en sesión 08-2009 de 9 de marzo de 2009, Artículo XXIV, aprobó la 
propuesta planteada por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, 
basada en el artículo 41 de la Constitución Política y el Convenio de la OIT 169 Sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales en Países Independientes, adoptado por la Organización Internacional 
del Trabajo, el 27 de junio de 1989, específicamente, el artículo 8, y dentro del ámbito 
judicial en las Reglas de Brasilia.  
 
De igual forma, el Consejo Superior del Poder Judicial -a cargo de la administración- emitió 
Circular N° 77-2008 a todas las personas servidoras judiciales en la que señala el deber de 
priorización de la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados con personas 
indígenas. Esa circular se ha venido reiterando periódicamente por el Consejo Superior a fin 
de administrar los riesgos propios de la rotación del personal del Poder Judicial, lo cual se 
puede evidenciar en las Circulares de ese mismo Consejo N° 10-2009 y la N° 123-2013. La 
Circular se denomina “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones 
Indígenas". 
 
Los lineamientos de priorización de la atención de los procesos relacionados con esa 
población se encuentran regulados también en la normativa interna de Costa Rica, entre 
ellos, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas que en lo de interés, el artículo 4 
dispone: 
 
“El sistema de administración de justicia dará prioridad al trámite y a la resolución de los 
casos en que figuran personas indígenas como parte. La anterior será considerada una 
acción afirmativa a la que deberá darse la publicidad respectiva, tanto a las personas 
servidoras judiciales para su cumplimiento como a la población indígena para la exigencia 
de sus derechos.” 
 
 


✓ Utilización de lenguaje claro en la emisión de resoluciones en la realización 
de audiencias en los que estén involucradas personas indígenas 


 
El Consejo Superior a solicitud de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 
Indígenas, emitió la Circular N° 192-2019 denominada “Deber de las personas servidoras 
judiciales de utilizar lenguaje claro y sencillo en la atención de personas indígenas” aprobada 
en sesión No. 89-19 celebrada el 15 de octubre de 2019, artículo LXXXIV.  
 
Se instó a las personas servidoras judiciales que atiendan procesos vinculados con personas 
indígenas para que en las resoluciones que emitan en forma escrita u oral y en las 
audiencias, utilicen un lenguaje claro y sencillo; comprensible para esa población y para las 
personas traductoras e intérpretes a fin de facilitar el proceso de transmisión de la 
información.  


 
✓ Colocación de distintivos en los expedientes físicos 
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Se dispuso la colocación de distintivos en los expedientes físicos para una mayor 
visualización. La mayoría de los procesos judiciales actualmente son electrónicos, supuesto 
en el cual se incorporan en el expediente alarmas que hacen referencia a la priorización que 
deben tener los expedientes judiciales, las cuales han sido con la Dirección de Tecnología 
de la Información, donde se despliega toda la normativa nacional e internacional vinculada 
con los derechos de la población indígena y resoluciones de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, circulares, entre otros datos de interés, contenidos también en la 
página web de la Comisión de Acceso a la Justicia. 
 


✓ Utilización de normativa nacional e internacional 
 
El numeral 5 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas señala que en la 
resolución de los casos donde las personas indígenas figuren como parte, los jueces y las 
juezas tomarán en cuenta la normativa internacional vigente en la materia y promoverán la 
resolución alternativa del conflicto, con perspectiva restaurativa y con la participación de la 
comunidad indígena involucrada.  
 


✓ Peritajes culturales y costos 
 
El artículo 6 ordenó al Poder Judicial otorgar a las personas indígenas, sin costo alguno, 
personas intérpretes y traductoras con listados oficiales, propiciando que las mujeres 
indígenas sean atendidas por intérpretes del mismo género, ello en todos los procesos en 
los que participen personas indígenas que requieran de esa asistencia y no puedan cubrir 
los costos; y para garantizar un verdadero acceso a la justicia el artículo 7 señala: 
 
“En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y 
no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una 
persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la misma materia de 
competencia de forma gratuita. El Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y 
las pericias requeridas en un proceso judicial, cuando la persona indígena no tenga los 
medios para hacerlo por su cuenta. Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar 
colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas 
idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a 
dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada 
colaboración.” 
 
El intérprete y o traductor será nombrado dentro de la lista oficial, sin embargo, de modo 
excepcional, podrá nombrarse por “inopia”. En tal supuesto, la autoridad respectiva verifica 
que sea una persona idónea, considerando las particularidades de la situación concreta. Lo 
anterior sin perjuicio de que dicha persona nombre uno de su confianza. 
 
De lo expuesto se desprende que para el Poder Judicial de Costa Rica la atención de las 
personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el 
Estado ha sido una prioridad desde hace muchos años hasta la actualidad. Las citadas no 
agotan las acciones realizadas encaminadas a cumplir con la responsabilidad que como parte 
del Estado se están ejecutando. 
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X. Resoluciones relevantes de las Salas de Casación y la Sala 


Constitucional de la Corte Suprema de Justicia 
 
El compromiso en el cumplimiento de los estándares internacionales establecidos por la 
Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos basados en la normativa 
internacional que regula los derechos de los pueblos indígenas y la normativa interna 
alineada a ésta se evidencia en la jurisprudencia de las Salas de Casación y la Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 
 
La Sala Primera en voto 297-2014 dispuso: “...y que por ende exigen el respeto, en los 
Tribunales ordinarios, de las decisiones que por la vía de la costumbre y la 
autodeterminación de dichos pueblos indígenas se deriven de las propias comunidades y 
sus representantes. […]” . 
 
La Sala Segunda en un proceso sucesorio en que estaban involucradas personas indígenas 
del pueblo Bribri dispuso que debe resolverse por las autoridades indígenas Bribri y no por 
el Poder Judicial, respetando así su cosmovisión. 
 
La Sala Tercera de lo Penal en voto 1102-2010, indicó: “… a juicio de esta Sala, el nuevo 
debate debe llevarse a cabo en la comunidad de pertenencia de las partes, donde se cometió 
el hecho acusado, debiendo el Tribunal efectuar la coordinación necesaria con las 
autoridades correspondientes para su realización con todas las garantías que la ley otorga, 
resguardando el orden público y la seguridad de todos los participantes. De igual manera, 
y con la debida antelación se asegure la intervención de los intérpretes que se requieran en 
la lengua propia, tanto del imputado, como del menor ofendido y los testigos que deban 
deponer en la audiencia, pues se advierte en el expediente, sobre el particular, la mención 
indistinta a las lenguas bribri y cabécar. “. 
 
Finalmente, la Sala Constitucional entre otras resoluciones de interés, en el voto 7536-2016, 
señaló: “Por la razón anterior, de conformidad con el artículo 2 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, esta Corte considera que el Estado debe adoptar las medidas 
legislativas, administrativas y de cualquier otro carácter que sean necesarias para crear un 
mecanismo efectivo de delimitación, demarcación y titulación de las propiedad de las 
comunidades indígenas, acorde con el derecho consuetudinario, los valores, usos y 
costumbres de éstas (...)".  
 
Y esa misma Sala en voto 10224-2010, dispuso: “Por la razón anterior, de conformidad con 
el artículo 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, esta Corte considera 
que el Estado debe adoptar las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otro 
carácter que sean necesarias para crear un mecanismo efectivo de delimitación, 
demarcación y titulación de las propiedad de las comunidades indígenas, acorde con el 
derecho consuetudinario, los valores, usos y costumbres de éstas (...)".  
 
Esos pronunciamientos adquieren particular relevancia pues emiten lineamientos 
jurisprudenciales, y en el caso de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, en 
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forma vinculante, sobre la atención de los procesos vinculados con personas indígenas 
beneficiarias de las Medidas Cautelares. 
 


 
XI. Actas de las sesiones ordinarias de la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia de Pueblos Indígenas  
 


Se adjuntan las actas de las sesiones ordinarias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia 
de Pueblos Indígenas de los años 2019 y lo que va de 2020, de las cuales se desprende la 
evidencia de las acciones realizadas y los avances en el proceso. 
 
 


2019  


ACTA 01-19 


SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS.pdf
 


ACTA 02-19 


SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 9 DE MARZO 2019.pdf
 


ACTA 03-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS DE 1 DE ABRIL 2019.pdf
 


ACTA 04-19 


SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 3 DE JUNIO DE 2019.pdf
 


ACTA 05-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA PUEBLOS INDIGENAS.pdf
 


ACTA SESION 06-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS DE 10 SETIEMBRE 2019 - copia.pdf
 


ACTA 07-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS DE 10 SETIEMBRE 2019 (003).pdf
 


ACTA SESION 08-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 01 OCTUBRE 2019..pdf
 


ACTA 9-19 


SUBCOMISIÓN PUEBLOS INDIGENAS.pdf
 


ACTA SESION 10-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 20 DICIEMBRE 2019..pdf
 


  


2020  


ACTA 01-2020 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 07 ENERO..pdf
         


ACTA 02-2020 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS..pdf
  


ACTA O3-2020 


SUBCOMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS DVV-.pdf
 


ACTA 04-2020 


SUBCOMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS 3 DE ABRIL 2020.pdf
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ACTA 05-2020 


SUBCOMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS.pdf
 


ACTA 06-2020 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS.pdf
 


 


De requerirse se pueden adjuntar las actas de las sesiones celebradas por las y los 
representantes de las instituciones estatales, incluyendo al Poder Judicial, en los territorios 
indígenas de Salitre y de Térraba con las personas beneficiarias de las Medidas Cautelares 
321-12 de la CIDH contra el Estado. 


 
 


XII. Informes de rendición de cuentas de la Subcomisión de Acceso a la 
Justicia de Pueblos Indígenas y de acciones concretas realizadas por 
las diferentes jerarquías del Poder Judicial  


 
La solicitud de información del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto fue comunicada 
a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Comisión de Acceso a  la Justicia y jefaturas 
de la Fiscalía General, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Publica, Oficina 
Atención a la Victima del Delito,  Contraloría de Servicios y a las Direcciones Ejecutiva, de 
Planificación, Gestión Humana, Escuela Judicial, Dirección Ejecutiva, Fiscalía de Asuntos 
Indígenas, Inspección Judicial, Dirección de Justicia Restaurativa,  CONAMAJ - Participación 
Ciudadana, Control Interno, Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función 
Jurisdiccional, entre otros. 
 
Se adjuntan a este documento los informes remitidos oportunamente por las jefaturas 
institucionales, con el detalle de las múltiples acciones realizadas dentro de sus 
competencias, para profundizar en el conocimiento de este informe. 
 


 
 


 
Oficio DJO-284-20 


(Poder Judicial).pdf
 


  


 


Informe acciones 


comunicación medidas cautelares pueblos indígenas (lunes 22 junio 2020).docx
 


188-19 EJES DE 


ACCION EN TEMATICA INDIGENA DEL PODER JUDICIAL anexo al original 1.doc
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Respuestas emitidas por las jefaturas institucionales 


 
 


443-DG-2020 Ref 


681-2020 Contestación Oficio DJO-284-20 (Solicitud de información, Cancillería).pdf
  


 


 


JEFDP-647-2020 


fd.pdf
 


\\sj10110-
654358\Planificacion_Informes\915-PLA-


PE-2020 130-DNJR- 20 Mag 


Damaris Vargas resp solic Cancilleria156 respu al 284- de justicia resta.pdf
 


DP-310-2020 


(284-2020).pdf
 


Informe de 


contestación Oficio DJO-282-2020 Cancillería RESPU. FISCALÍA.pdf
 


 
 
Atentamente,  
 
 
 
 


 
 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 
Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 
Poder Judicial 


República de Costa Rica 
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San José, 5 de agosto de 2020

Oficio DVV-S1-0104-2020



Licenciada

Karen Leiva Chavarría, Jefa 

Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales





Estimada señora: 



Reciba un atento saludo. En atención a su Oficio 53-OCRI-DI-2020 de 30 de julio de 2020 relacionado con el Plan de Acción, le informo que fue puesto en conocimiento de las y los integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y de la Subcomisión de Acceso al Justicia en Personas con Discapacidad con la finalidad de dar respuesta a las interrogantes adjuntas:



· Identificar las recomendaciones que el Poder Judicial debe incorporar en el quehacer institucional, dentro del marco de sus competencias (primera casilla);

· Incluir el nombre de la instancia judicial que usted representa en la (segunda casilla), si considera que debe cumplir con la recomendación;

· Incorporar todas las acciones específicas realizadas y/o programadas para ejecutar, que permitan visibilizar el cumplimiento de lo solicitado en la recomendación ( cuarta casilla);

· Por último, una vez identificadas las acciones específicas, se debe alinear dichas acciones, con los Objetivos de Desarrollo Sostenible y sus metas e incorporarlas en la ( tercera casilla)





Los aportes estar enfocados a las competencias institucionales de las oficinas que representan ante la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 



Muchas gracias por la participación conferida.

 

Correos enviados a los integrantes de Comisiones:



		Subcomisión indígenas

		



		Subcomisión de discapacidad 

		



		

		









Al respecto se recibió respuesta de :



		Defensa Pública 

		



		Gestión Humana 

		



		Contraloría de Servicios del Poder Judicial

		











Cordialmente,



Magistrada Damaris Vargas Vásquez

Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

Poder Judicial

República de Costa Rica

Tel: (506) 2295 4995

[bookmark: _Hlk47564408][bookmark: _Hlk47564408]






Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Comisión de Acceso a la Justicia 


Poder Judicial 
 


San José, 13 de setiembre de 2020 


DVV-S1-0125-2020 


 


Señora 


Patricia Mora Castellanos 


Presidenta Ejecutiva 


Instituto Nacional de las Mujeres 


 


Estimada Señora: 


Reciba un cordial saludo. Tengo el honor de dirigirme a usted con ocasión de 


informarle que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del 


Poder Judicial, está organizando una capacitación en Derecho Indígena. Una de las 


actividades de capacitación está vinculada con Mujeres Indígenas.  


Con ocasión de lo anterior, se le solicita autorización para que la Antropóloga Valeria 


Varas, funcionaria de la institución que usted dirige, participe mediante la grabación 


de un video didáctico sobre “Género y Mujer indígena”, como parte del proceso de 


elaboración de materiales que formarán parte de un Módulo Didáctico para el 


Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, dirigido a personas servidoras judiciales, 


proceso que se espera culmine en el mes de noviembre.  


La señora Varas ha fungido como facilitadora, cuando el Módulo tenía una 


modalidad presencial; no obstante, en virtud de las circunstancias actuales, se han 


replanteado las estrategias para continuar brindando la capacitación en esta 


temática en forma virtual. La actividad forma parte de los compromisos en materia 


de derechos humanos de los Pueblos Indígenas del Poder Judicial. 


Agradezco la atención a este correo.  


Atentamente,  


 


 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 


Poder Judicial 
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Medicina bribri: prácticas culturales relativas a la medicina tradicional 
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Palabras claves:

Etnomedicina, historia ancestral, concepción de mundo, prácticas culturales, pueblo bribri, pueblo cabécar, pandemia, Covid 19.

Resumen:

Este artículo es una reflexión, en el contexto de la pandemia del Covid 19, sobre las prácticas sociales y culturales, de la medicina tradicional de los pueblos bribri y cabécar del sur de Costa Rica. Estos pueblos, al igual que todos los pueblos indígenas de América, se enfrentaron desde el siglo XVI, a enormes pandemias producto de la llegada de los europeos. 

Bribris y cabécares desarrollaron, para defenderse de las enfermedades, diversos conceptos, prácticas sociales y culturales (que persisten hasta la actualidad) relacionadas con las enfermedades.

Abstract



Introducción

Los pueblos indígenas de América se enfrentaron en el siglo XVI a una de las peores catástrofes demográficas, de las que tenemos memoria, a nivel mundial, producto de las enfermedades contagiosas que trajeron los europeos, y para las cuales ellos (los indígenas) carecían de inmunidad. 

Semejante drama marcó profundamente las sociedades indígenas en todos los planos, al extremo que algunos pueblos como los bribri y los cabécares, mantienen aún, prácticas socio culturales, conocimientos médicos y, una concepción de mundo cuya esencia tiene que ver con los poderosos seres que no vemos: las enfermedades. 

La pandemia del covid 19 nos ha puesto prueba a todos, tanto a nivel individual, como familiar y colectivo, y esta incertidumbre sobre la salud y la enfermedad, nos ha revelado nuevas dimensiones o, nuevas percepciones, de nuestro trajinar diario.

Son estas nuevas percepciones las que, curiosamente, pueden ayudarnos a aventurarnos con una nueva visión en algunos pasajes de la historia ancestral de los indígenas bribri y cabécares, que fueron interpretadas como supersticiones, pero que, la luz de esta pandemia, podrían reinterpretarse. Son, si se quiere, los eslabones de antiguos conceptos médicos, cuyo valor, sólo sale a la luz, ante la presión de una emergencia sanitaria de proporciones planetarias.

Aunque, posiblemente, podamos encontrar resabios de muchos conceptos médicos similares, a lo largo y ancho de la América indígena, trataremos de enfocarnos, exclusivamente, en los conceptos de la medicina bribri y cabécar del sur de Costa Rica.

Dos visiones de la medicina

Con mucha frecuencia, cuando hablamos de medicina, muchas personas del sector salud, parten del criterio de que todo el conocimiento médico se encuentra en la cultura occidental y no en los pueblos indígenas, quienes terminan siendo simples depositarios de conocimientos occidentales, que no solo entienden mal, sino que, cuando se trata de aplicarlos de manera práctica, establecer y seguir protocolos, los resultados no son nada esperanzadores y en no pocos casos desastrosos.

Todo ello, por lo general, termina convirtiéndose en conflictos de comunicación y a veces, en franco rechazo de los conocimientos impuestos por los equipos de salud, que son percibidos como exógenos a las comunidades indígenas, o incluso como contrarios a sus creencias.

La medicina indígena debe entenderse en su contexto más amplio, teniendo claro que sus conceptos de medicina, enfermedad o tratamiento difieren profundamente de los conceptos occidentales, aunque en el fondo tienen los mismos propósitos: prevenir enfermedades, curar enfermos, o reflexionar sobre las prácticas médicas y posibles tratamientos.

Partir de los conocimientos médicos ancestrales de los pueblos bribri y cabécar, no solo permite mejorar la comunicación, sino también favorece en el proceso de construcción de conocimientos compartidos y la reformulación de la interpretación de conceptos médicos en territorios pluriétnico o pluriculturales.

Estas diferencias pueden llegar a ser muy significativas, en muchos planos, ya que los conceptos de medicina, enfermedad, médico y tratamiento se expresan en sistemas cuyos paradigmas se desarrollan y evolucionan en mundos diferentes.

Algunas aclaraciones previas

Entre los bribri y los cabécares tanto mujeres como hombres podían ejercer la medicina y el término en lengua bribri para referirse a la o el médico es awá, y en plural es awápa.

Cuando nos refiramos a las o los médicos indígenas respetaremos los términos awá para el singular y awápa para el plural.

Cuando se hacen referencias a la medicina indígena, generalmente todo nos remite al uso de plantas medicinales, pese a que las y los awápa nos dicen que las plantas, aunque muy necesarias en el proceso curativo, no son lo más importante, porque lo esencial es la historia ancestral.  Nosotros, en este artículo, nos guiaremos por las palabras de las y los awápa y, pondremos el énfasis en conceptos y conocimientos que viene de la historia ancestral, sin tocar lo relativo a plantas medicinales, que sería motivo de otro artículo, y que previamente Ali García lo toco en su libro, planta de la medicina bribri (García A. 1994)

Bribris y cabécares guardaron en sus historias ancestrales, los recuerdos de las enfermedades viajeras, (duwè shkál)), las enfermedades que vienen y van, las que pasan, es decir, las epidemias o las pandemias.

Estas historias ancestrales, en general, son catalogadas como mitología o pensamiento mágico, es decir, como una historia fantástica, irreal o falsa. 

El concepto de mitología tiene otras acepciones, como entre los griegos, donde el mito era considerado como el origen de la filosofía, el origen del conocimiento.   Pero no es esa acepción la que prevalece en la sociedad occidental de la actualidad al referirse a los mitos indígenas. Algunas cosas han cambiado como lo dice Leonardo Ordóñez:

“Si bien los mitos durante largo tiempo fueron vistos como relatos sobre seres imaginarios o fábulas carentes de racionalidad, desde mediados del siglo XX el pensamiento mítico ha sido revalorizado como una forma de conocimiento legítima y una dimensión esencial de la experiencia humana.” (Ordóñez Díaz, 2016)

Sin embargo, a pesar del aporte de grandes científicos en esa dirección, la acepción que prevalece es la de ver el mito asociado a un relato, generalmente desprovisto de toda realidad, razón por la cual, en este artículo hemos preferido no utilizar términos como mito o mitología, sino el término de historia ancestral. 

También, hemos procurado referirnos al concepto de medicina indígena y, no de supersticiones indígenas, como tan frecuentemente se utiliza. 

Siguiendo las enseñanzas de León Portilla, hemos preferido hablar de la filosofía o los saberes indígenas y no de simples leyendas o mitos falsos.  (León   Portilla, 1956)  

En la filosofía o los saberes de los indígenas bribri y cabécar de Costa Rica, hay explicaciones coherentes de su propia concepción de mundo que, curiosamente, no es uno solo, sino varios mundos entretejidos, entrelazados, sincrónicos.  En dichos conocimientos o saberes encontramos una profunda reflexión sobre la vida y la muerte, sobre la salud y la enfermedad, o sobre los diversos mundos que existen, aquí y ahora en nuestro propio mundo y, cuya existencia está intrínsecamente ligada a su concepción de medicina y enfermedad. 

Cuando nos referimos a don Francisco, nos referimos a don Francisco García, un reconocido awá, de la zona bribri de Bajo Coen, de quien recogimos muchos de sus conocimientos en diversos textos, en especial en el Ies Sa’ Yilitẽ, Nuestros Orígenes. (García A. y Jaén A. 1996)

La construcción de personajes y las enfermedades

Cuando profundizamos en la historia ancestral de los pueblos bribris y cabécares, encontramos que cada enfermedad es un personaje, un ser que, en este mundo no podemos ver pero que, en el otro mundo, en el mundo donde todo es esencia, esa enfermedad es un ser humano como nosotros, con su personalidad, sus gustos, sus necesidades. Así como nosotros necesitamos comer, así esos seres también necesitan comer, y su alimento somos nosotros, los seres humanos. (García A. 1994.p.XIII)

Así aprendemos, en estos saberes, que hay un equilibrio entre los mundos, y que nosotros podemos consumir plantas y animales para alimentarnos, precisamente porque, un buen día, también serviremos de alimento para los seres que habitan el más allá de la tierra: las enfermedades. Aunque nuestro destino final es servir de alimento a otros seres, podemos fortalecer nuestra vida, volvernos invisibles a las enfermedades, y alargar nuestra existencia, para disfrutar de nuestro pasaje por esta tierra. 

Al personificar las enfermedades, las y los awápa, los sabios, lograron visibilizar fenómenos que eran invisibles. No podemos ver esos seres que viven en el mundo de la oscuridad, en el más allá de la tierra, pero podemos aprender de sus gustos, de sus deseos, de sus necesidades, lo que comen; podemos saber cómo actúan, o lo que temen, el trayecto por donde caminan, o el lugar donde habitan, en el más allá de la tierra.

No vemos las enfermedades, pero sabemos que están allí junto a nosotros, viviendo en su mundo, tan distante y a la vez tan cerca del nuestro, y ellas, las enfermedades, tienen sus caminos, sus casas, muy diferentes de las nuestras.

Curiosamente, mientras nosotros estamos sanos, las enfermedades tampoco pueden vernos y nosotros pasamos a su lado, casi rosándolas, y ellas no se percatan de nuestra presencia.

Es un mundo complejo, cuyas imágenes entrelazadas no solo se adentran en los orígenes del tiempo, sino que estas imágenes permiten, para quien logra interpretarlas, una visión panorámica de su concepción de la medicina, de las enfermedades y conceptos médicos más profundos.

Con frecuencia, en la misma historia ancestral, no sólo aparece el concepto médico, sino también lo relativo a los procesos curativos, las normas y prácticas culturales que permiten a las personas de esa comunidad o ese pueblo protegerse de una posible “enfermedad viajera”. Todo ello se expresa en forma de imágenes, de relatos, con un conjunto de personajes que son los protagonistas de las historias. Son términos sencillos, acciones concretas, imágenes claras de temas muy profundos, para que la o el awá, el paciente o su familia, puedan entender rápidamente lo que sucede.





Las diversas percepciones del mundo.

En una de las historias bribri se dice claramente:

“nuestros caminos son los ríos de las enfermedades y nuestros ríos son los caminos de ellas. Ellas ven el mundo diferente del nuestro.”  (García A. y Jaén A. 1996. p18) 

Parece un simple juego de palabras, una expresión poética, pero la frase tiene una enorme profundidad, ya que se refiere a que las enfermedades también viajan en el agua.

El enfoque occidental elaboró conceptos como agua contaminada o agua potable, para poder entender cómo se produce el contagio y como evitarlo. Los pueblos bribris y cabécares, fieles a su tradición, construyen las imágenes que nos permiten entender el mundo de las enfermedades y las diferencias que tienen con respecto a nuestro mundo.   Así aprendemos que el agua, el río, es el camino que utilizan muchas enfermedades para viajar.  Y luego, sabemos que cada enfermedad tiene su propia percepción del mundo donde habita y, esta percepción difiere a la nuestra como seres humanos.

“Si pasa la gripe nos ve como si fuéramos peces y nuestra casa una gran poza. Pero si pasa otra enfermedad nos ve como si fuéramos aves y nuestra casa un árbol frondoso. Otra enfermedad nos puede ver como si fuéramos chanchos de monte y nuestra casa un pequeño bosque.” (García A. y Jaén A.  1996, p.16.)

Cada enfermedad tiene su propia percepción del mundo y, no solo nos ve diferentes a como nosotros somos, sino que, cada ser humano, cada planta, cada montaña o cada árbol, lo percibe de otra manera, desde su concepción de mundo, desde su forma de mirar e interpretar este mundo. Así aprendemos que existen otros mundos que también están en nuestro propio mundo. 

Don Francisco nos decía:

“nunca hay que creer solo las cosas que ven los ojos, sino que hay que ver como lo hacen los mayores: ver las cosas que están más allá de los ojos.”  (García A. y Jaén A. 1996, p.22.)

La esencia del conocimiento bribri y cabecar es precisamente el ver más allá de lo que nos muestran los ojos, porque el conocimiento de nuestro propio mundo no nos permite entender… ¿cómo es una enfermedad? ¿Qué piensa?  ¿Cómo es el mundo donde habita? Las y los awápa van aún más lejos y se plantean los problemas de la percepción, pero no solo de la nuestra, sino desde la percepción de cada enfermedad. Si vemos el mundo desde los ojos de ésta enfermedad, ¿Cómo es que ella nos percibe a nosotros? ¿Cómo ve nuestra casa? ¿Cómo esta enfermedad o la otra, ve nuestros caminos o nuestras montañas? Es una mirada desde el interior desde el origen, desde los ojos de un ser que está en otra dimensión.

Conocimientos indígenas en medicina

Trataremos de reflexionar sobre algunos de los conceptos desarrollados por los bribri y cabécar, con el propósito de aportar, en medio de esta pandemia, elementos para las comunicaciones interculturales y pluriculturales, relativa a conocimientos médicos.

El awá don Francisco García, cuando se refería a las enfermedades que fueron traídas por los blancos, nos decía que eran enfermedades a las que no se les conocía su origen, y por lo tanto eran difíciles de curar. 

“Tùalia, el rey de la gripe. Tiene una gran importancia ya que la gripe es una enfermedad que para los médicos indígenas es difícil de curar.”  (Jara C. y García A. 2003, p.215).

Cuando don Francisco se refería a Tùalia, el señor de la gripe, se refería no solo a las gripes estacionarias, que llegan todos los años, sino también y, sobre todo, a aquellas gripes que llegaron y por poco exterminan a muchos de los clanes, tanto de los bribri como de los cabécares. Es muy probable que él y otras y otros awápa guardaran memoria de la gripe española, que llegó a Costa Rica hacia febrero de 1920. Según los datos estadísticos de Costa Rica, en 1919 murieron por la influenza, 170 personas, mientras que en 1920 murieron 2.298 personas por la misma causa.   (Lizano J. 1922, p. 20.)

Tratándose de una población nacional que llegaba a las 469 133 personas, (al 31 de diciembre de 1919) la mortalidad de 2,298 personas por influenza es significativa, porque los muertos por influenza se multiplicaron por más de 13 de un año a otro (1919 a 1920).

En 1920 Costa Rica era aún un enorme bosque, con malas comunicaciones y pésimos caminos. La población indígena se encontraba doblemente aislada: físicamente por la falta de comunicaciones terrestres y, culturalmente, porque la gran mayoría de los indígenas no hablaba español. Es muy difícil pensar que Archivos Nacionales haya podido contar con información relevante sobre la cantidad de muertos en dichos pueblos.   En tal sentido, sólo nos quedan los relatos, que los mismos indígenas guardaron en sus historias, mediante la tradición oral.  Bribris y cabécares cuentas de situaciones críticas, de gran mortalidad, aunque no se especifican las fechas exactas, ni cantidades de muertos. Se expresan con los términos; Tã́ĩ duwè tö se' ẽ' õ̀wã, La enfermedad casi nos exterminan.  

Algunas enigmáticas frases de las y los awápa, parecen referirse a estas enfermedades viajeras, desde su perspectiva, desde su conocimiento y comprensión.  Las y los awápa en general y, don Francisco, en particular, nos decían que curar a los blancos era algo sencillo, que era más difícil curar a los indígenas.

Parecía una contradicción con la frase anterior, con la que decía que las enfermedades de los indígenas eran fáciles de curar y que, por el contrario, las enfermedades de los blancos eran difíciles.

Así fue como descubrimos que don Francisco, hacía la diferencia entre el proceso curativo y la enfermedad en sí. También, hacía referencias a la forma en que una enfermedad “de los blancos”, las que vinieron de afuera, afectaba a los blancos o a los indígenas, porque los efectos y las consecuencias no eran las mismas.   Eso que don Francisco, y las y los awápa, narraban con tanta claridad en los bosques de Talamanca es, precisamente la información que recogen las crónicas coloniales a todo lo largo y ancho de América.

No sería extraño que, en la memoria oral, don Francisco García y las y los awápa en general, hubieran tenido acceso a las historias de enfermedades contagiosas más antiguas, como las que diezmaron cientos y cientos de pueblos en toda la América indígena entre el siglo XVI y XVII. 

Fray Bartolomé de las Casas, narra que una epidemia de viruela entre 1518 y 1519 mató entre un tercio y la mitad de la población indígena de la isla de Santo Domingo. 

La población de españoles, aunque se enfermaban, no terminaban en situaciones críticas y morían en la misma proporción que la población indígena (Guevara S.2020)

Esa misma epidemia se riega por las islas del caribe y luego llega a México en 1520.  Esa información la recoge Fray Bernardino de Sahagún, quien dice que la viruela produjo una mortandad enorme, sobre todo en la población indígena y, se difunde por toda la región afectando incluso la capital del imperio Azteca.

La caída de Tenochtitlan se da precisamente mientras la viruela hacía estragos en la población indígena de México.  (Guevara S. 2020)

Los relatos de grandes epidemias continúan durante todo el siglo XVI y XVII, ya no solo en México sino en todo el continente. 

Aunque hay mucha controversia en las cifras sobre la población indígena de América en el siglo XVI y XVII, en lo que, si no hay ninguna controversia, es en la afirmación de que la mortalidad en la población indígena fue enorme, en la mayoría de los casos superior al 80 o 90 % de la población y, en muchos casos, con el exterminio total de muchos pueblos. Una reciente investigación, afirma que la población indígena se redujo, en menos de cien años, entre los siglos XVI y XVII, de más de 60 millones a solo 6 millones. (Koch A. et al, 2019).

En dicho artículo (Koch et al 2019) plantean la hipótesis de que la muerte de millones de indígenas a lo largo del siglo XVI, transformó el clima terrestre, por la disminución del CO2 atmosférico, cuando millones de hectáreas de cultivo en todo América, al ser abandonadas, por la muerte de los indígenas, se transformaron en zonas boscosas. Aparentemente, dichos cambios contribuyeron, entre otros factores, al desarrollo de la pequeña edad de hilo en Europa que va de 1640 a 1715 aproximadamente.

Si hoy adelantamos una hipótesis, partiendo de que, ésta catástrofe demográfica influyó en el clima terrestre, global, tendremos que admitir que, semejante drama, tuvo que haber impactado a la población indígena sobreviviente, todo el continente americano de manera trasversal y, dejar huellas muy profundas, en todo espacio socio-culturales. De manera específica, estas huellas, estos trazos, tienen que haber quedado en la concepción de mundo en general y de manera muy específica en sus concepciones médicas:  origen de las enfermedades, conceptos de salud, enfermedad, medicina o curación. 

La Costa Rica del siglo XVI y XVII no es la excepción a la regla y los pueblos indígenas salen profundamente afectados, como lo expresa Eugenia Ibarra:

“En la actualidad, especialistas en el campo de la historia demográfica reconocen que no se puede saber con certeza a cuanto ascendía la población de Costa Rica en el    XVI, pero consideran aceptable la cifra de 400,000 habitantes, calculada por medio de técnicas y métodos especializados.

La cifra que ofrecen esos estudios, para 1569 es de 120,000 habitantes, y para el año de 1611, o sea a principios del siglo XVII, calculan que era solamente de 10,000 indios” 

(Ibarra E. p. 45).

Según dichos datos, en menos de un siglo, desaparecieron del territorio costarricense el 97,5 % de las poblaciones indígenas.

Ese despoblamiento tan brutal de Costa Rica y, en general de la América indígena, tuvo que haber dejado en las memorias colectivas, un conjunto de conocimientos, reflexiones y prácticas relativas a la medicina y el origen de las enfermedades, o las formas de transmisión o contagio.  Ante semejante tragedia, es muy probable que muchas prácticas curativas tuvieron que abandonar el ámbito del protocolo cotidiano, en medio de la emergencia, para insertarse, profundamente, como prácticas culturales permanentes. Si es así, no solo podemos seguir un rastro improbable, sino que, podemos indagar la forma en que hoy persisten antiguas prácticas y protocolos médicos, para prevenir y tratar las duwè shkál (enfermedades viajeras o de temporada).

Por experiencia sabemos que, la tradición oral, hace esas proezas de guardar conocimientos durante siglos, pero nuestro propósito no es aventurarnos en la especulación, sino en comprender los alcances de esos antiguos conceptos de la medicina y la enfermedad que elaboraron los pueblos indígenas bribri y cabécar de Costa Rica. 

Conceptos como el buklú, el buklú bitsö̀k y wíköl, entre otros, pueden ayudarnos a comprender algunas de las reflexiones de los pueblos bribri y cabécar, relativos a las enfermedades.

La pandemia del covid 19, es ideal para iniciar con el análisis del concepto buklú. 

Generalmente, dicho concepto fue traducido como el mal agüero, es decir, un conjunto de prácticas de carácter supersticioso, pero, por los vientos que corren, este es un buen momento para profundizar en el mismo.

Buklú o bukulú

El concepto de buklú tiene diversas acepciones y, en una de ellas, es definido como:  

“Diablo poderoso, guardián de ciertos animales. Espíritu maligno.”

(Jara C. y García A.  2003. p. 34)

Visto así, da la impresión de tratarse de una simple superstición y, por ello, con gran frecuencia, es asociado con el mal agüero.

Sin embargo, al profundizar en dicho concepto descubrimos varias cosas importantes. Primero, sabemos que se trata de un ser poderoso, guardián de ciertos animales, es decir, asociado a las enfermedades que pueden provocarnos determinados animales. 

Es posible que lo que occidente llamó zoonosis, bribris y cabécares le llamaron íyiwak

  dàli, Enfermedades de origen animal. 

Luego, tenemos diversas características de dicho personaje:

“Mal que se produce por el contacto con alguna cosa que por desuso ha adquirido el espíritu de alguna enfermedad. Se ve como una suciedad contaminante de objetos que después de haber sido tocadas por manos humanas permanece sin uso por algún tiempo.   Se ve como   la expresión máxima de la impureza.”  (Jara C. y García A.  2003. p. 34)

Ahora sabemos que el buklú o bukulú, no solo es un espíritu poderoso, guardián de ciertos animales, sino que tiene la extraña cualidad de impregnar las cosas, de quedarse adherido a las cosas que quedaron en desuso por cierto tiempo, después de haber sido tocadas por manos humanas.

“Los objetos adquieren esta condición cuando han sido tocados por un ser humano y pasan cinco días sin volver a ser tocados. Después de veinte días el objeto pierde el poder de producir la enfermedad.”

Según esta definición, las cosas pueden adquirir el espíritu de una enfermedad, pero no todas las cosas, sino aquellas que tienen cuatro características muy claras: 

1- Fueron tocadas por humanas.

2- Son cosas que permanecieron varios días en desuso.

3- El Buklú no se queda adherido a las cosas de manera permanente.

4- Según el conocimiento bribri el buklú desaparece aproximadamente después de los 15 o 20 días.

Tanto el pueblo bribri como el pueblo cabécar, conocían el comportamiento de enfermedades contagiosas, como la gripe y otros más. Sin embargo, la reflexión, o las medidas preventivas, las establecen según su tradición y prácticas culturales, relacionadas con los tratamientos y la salud. No se mencionan palabras como contagio, (que no es de su tradición) pero si saben que el espíritu de la enfermedad, es quien se adhiere a las cosas cierto tiempo. 

En la actualidad, con el covid 19, los médicos nos dicen que el virus puede durar hasta catorce días activo.  Las y los awápa contaron entre 15 y 20 días en los cuales el espíritu de la enfermedad se mantenía adherido a las cosas.

Buklú bitsö̀k. Resguardarse ante las enfermedades. 

El concepto del buklú bitsö̀k se explica, textualmente, en lengua bribri, que los seres del más allá de la tierra no te vean. Es decir, que las enfermedades no te encuentren, no te descubran, porque tus acciones, bien llevadas, te pueden ocultar, te pueden volver invisible a las enfermedades.  Son diversas medidas de aislamiento social, expresada como una ‘práctica cultural de protección.

Las palabras buklú bitsö̀k, son complejas porque no se aplican para la atención de todas las enfermedades, sino es solo para aquellas, en las cuales, las y los awápa recomiendan el aislamiento o la cuarentena del enfermo.

 El aislamiento se expresa en dos niveles, tanto de las personas que vienen de afuera (familiares, vecinos, amigos), como al interior de la misma familia.

La familia del enfermo coloca un obstáculo en el camino de entrada a la casa, para indicar que no se debe pasar. Se ponen dos horquetas y un travesaño y cuelgan hojas de banano, como si hubieran tendido ropa, a lo ancho del camino.  Así, vecinos, familiares y amigos, saben que a esa casa no se debe entrar, porque hay una persona enferma y muy grave, que debe estar aislada. 

Al interior de la familia también hay normas de distanciamiento y de aislamiento social muy concretas. Solo una o dos personas de la familia pueden atender al enfermo, quien tiene su propio guacal, su vaso o su cuchara, entre otros.  Cuando el enfermo tiene que ir al baño se colocan hojas de banano en el suelo, de manera que la planta del pie del enfermo no toque el suelo, que pisarán las otras personas de la familia. La justificación para esta práctica es que la energía del enfermo puede impregnarse en las cosas que toca y, de paso, puede enfermar a otras personas de la casa. 

El buklú bisö̀k se establece como una práctica cultural de comportamiento, pero también, como una norma ética.  Hay que respetar la casa del paciente, para no enfermarlo más, si es que uno porta otra enfermedad, o para no enfermar nosotros mismos o a otras personas de la comunidad, si es que el paciente tiene una enfermedad contagiosa.

Si alguien no respeta la práctica del buklú bisö̀k y entra a la casa del enfermo sin permiso, la familia del paciente se ofende profundamente. Se interpreta como un acto de agresión contra el paciente y su familia.  

El bisö̀k, comprende incluso un sistema de prácticas culturales, a las que se les llamó dietas, pero que van más allá de abstenerse de comer ciertos alimentos y, debe entenderse en un sentido mucho más amplio: el bisö̀k puede comprender el dejar de comer algunos alimentos (ayuno), dejar de comer la carne de determinados animales, prohibir la visita personas a la casa (aislamiento), dejar de viajar. (ruptura de la movilidad y aislamiento social, no ir a fiestas ni a bailes (aislamiento social), solo comer plátanos asados (dieta), no comer grasa, chile, carnes rojas, no comer sal, (dieta), no comer algunas aves, palmas, pejibayes, (dieta), no recibir sol durante varios días o semanas. (aislamiento diurno), no tener relaciones sexuales durante cierto tiempo (aislamiento conyugal), no cocinar o tocar alimentos (prevención contra el buklú.), entre otros.

Es claro, que detrás de la palabra dietas existe un sistema que comprende la abstinencia de un conjunto de acciones, practicas o comidas, que habrá que estudiar con mayor detalle de acuerdo con los tipos de enfermedad.

El no recibir sol durante una o dos semanas, podría interpretarse como una norma de distanciamiento social diurno, pero podría tratarse de una observación relativa a la inconveniencia de asolearse cuando se tienen ciertas enfermedades, como en el caso de alergias, u otros.

Estas normas de comportamientos, que posiblemente se desarrollaron durante las grandes epidemias, y hoy reconoceríamos como protocolos sanitarios, se quedaron como prácticas culturales permanentes, y se incorporan, en el imaginario social, a la reflexión práctica, (concepción de mundo) como conocimiento de los orígenes y características de los distintos tipos de enfermedades y prácticas preventivas y curativas.

Hay otras prácticas que, sin haberse desarrollado conceptualmente de la misma manera que el buklú, son importantes ya que favorecen el distanciamiento social. Por ejemplo, los indígenas de los pueblos bribri y cabécares, no se dan la mano para saludarse, no se saludan de beso en la mejilla, e incluso, entre las parejas de enamorados, no se besan en la boca.  Para las personas que vienen de afuera, estas prácticas son vistas como relaciones más frías, o poco románticas. No obstante, podrían tratarse de los resabios de un viejo sistema de prevención y distanciamiento social.

Origen de las enfermedades

Conceptualmente, en la medicina bribri, toda enfermedad es un ser que vive en el más allá de la tierra, en un mundo que no podemos ver, es decir, viven en el mundo de la oscuridad, en el mundo del origen. 

El mundo de la luz, el mundo en que habitamos, el mundo que fue creado para la semilla (los seres humanos), es un mundo falso, engañoso, solo un reflejo de la verdadera realidad, que se encuentra precisamente en el mundo de la oscuridad, el mundo donde habitan todas las enfermedades.

Las enfermedades son los seres originales, seres que tienen un enorme poder y en su mundo ellas, las enfermedades, son seres humanos como nosotros. 

En las historias ancestrales se narran las batallas entre los seres del tiempo de la oscuridad y, con frecuencia, las y los awápa, dicen que quien gana la batalla es una planta curativa, porque las plantas curativas son consideradas como las y los awápa en el más allá de la tierra.

Por eso es que en el conocimiento y los saberes bribri y cabecar, los seres humanos no somos superiores, sino que estamos al mismo nivel que plantas y animales. Los animales, incluso, podrían aparecer como seres superiores a nosotros, en el sentido de que ellos pueden transmitirnos diversas enfermedades.  Los animales están en este mundo, pero sus verdaderos dueños, los seres que representan, las enfermedades, están en el otro mundo, en el mundo de la oscuridad. 

Los animales y las plantas que están en esta tierra son solo representaciones de los verdaderos seres que habitan en la otra dimensión, donde ellos son seres humanos, incluso con mayor poder, con mayor sabiduría, con mayor inteligencia que nosotros los seres humanos. Estos seres (plantas y animales) son más “educados” que nosotros, por saben cómo actuar en este mundo y, tiene más protección ante las enfermedades.

La pandemia actual, es producto de un ser que no vemos y que, literalmente, ha puesto al planeta entero en estado de emergencia. Posiblemente, en las historias ancestrales, cuando se habla del poder de las enfermedades, se referían a situaciones como la actual, a situaciones como las que los pueblos indígenas vivieron en el siglo XVI y XVII, donde perdieron más del 90 % de sus poblaciones.

Hasta ahora nos hemos referido a las prácticas culturales de comportamiento social, para actuar y protegerse en caso de enfermedades contagiosas, pero no hemos dicho nada con respecto a cada persona en sí, a su sistema de protección individual.

En la tradición médica bribri y cabécar, también existen un conjunto de prácticas culturales de comportamiento individual, cuyo propósito es el de prevenir las enfermedades, el de mantener a la persona con salud.

Naturalmente, todo ello se expresa en su espacio paradigmático, entre el mundo de la luz y el mundo de la oscuridad, entre aquello que vemos y no nos sirve porque es irreal y. aquello que no vemos, lo que está oculto a nuestros ojos y, que es donde se encuentra la verdadera realidad.

Y cuando se trata de prevenir enfermedades, cuando se trata de avisarnos de los acontecimientos futuros, entra en escena wíköl, nuestra alma exterior al cuerpo, nuestro escudo protector.

Wíköl, el alma exterior al cuerpo (nuestro escudo protector)

Conceptualmente wíköl es un ser complejo, porque no hay duda que es un ser humano, pero no cualquier ser humano, sino que somos nosotros mismos en el otro mundo, en la otra dimensión, en el mundo de la oscuridad.

A wíköl, lo representan como una especie de halo que rodea todo nuestro cuerpo (en la otra dimensión) y por ello se le llama el escudo protector, o el alma exterior al cuerpo. Su misión es la de protegernos y, para ello, nos hace invisibles a las enfermedades. Las enfermedades pueden estar justo al lado nuestro, pero no pueden vernos porque wíköl envuelve todo nuestro cuerpo con su halo y nos oculta de todo ser dañino.

Solo cuando nuestro escudo protector se raja, nos volvemos visibles, no a una sino a todas las enfermedades, y es allí donde wíköl nos envía sus mensajes, por medio de los sueños, para prevenirnos del peligro que se aproxima. 

Los sueños son, literalmente, el lenguaje que utiliza wíköl para comunicarse con nosotros, en su propia lengua, en la lengua de los orígenes del tiempo. Por eso los sueños son tan complejos de interpretar, porque se expresan en la lengua que hablan los seres del más allá de la tierra, los seres del mundo de la oscuridad: las enfermedades.

El mundo de los sueños, es de una enorme complejidad que requiere de un estudio aparte y, en este artículo, solo lo tocamos tangencialmente, para referirnos a wíköl. 

A wíköl, al escudo protector, le suceden todas las cosas, antes de que nos sucedan a nosotros mismos. Si una persona enferma, es porque, con anterioridad, su escudo fue atacado por una enfermedad en la otra dimensión.

Así aprendemos que los diversos mundos se encuentran profundamente entrelazados, pero que las acciones suceden primero en el mundo que no vemos, en el mundo de la oscuridad.

Hay muchas causas por las cuales nuestro escudo protector se puede rajar y, allí es donde intervienen las prácticas culturales de comportamiento individual.  En la tradición médica bribri y cabécar, se contemplan animales que no se deben comer porque el contacto con el animal, su carne, podría enfermarnos. Las prácticas culturales, son tan específicas y complejas que podrían indicarnos que este clan no puede comer la carne de danta, pero aquel otro clan si puede comerla. 

Con gran frecuencia estas prácticas fueron presentadas o estudiadas (en occidente) como un sistema de tabús, Sin embargo, en la tradición médica indígena hay una clasificación estricta de las enfermedades que pueden producir los diversos animales.

Nuestros pueblos originarios habitaron bosques y selvas durante milenios, ocupando los mismos territorios y no es de extrañar que tuvieran un conocimiento muy concreto sobre las enfermedades que pueden producir tales o cuales animales. Lo que hoy conocemos como zoonosis, es algo que aparece, en su contexto, en su visión de mundo, constante mente en los pueblos bribri y cabécar.


Cuando algo sucede en el mundo de la oscuridad wíköl nos avisa en su lenguaje, que es diferente del nuestro y es un lenguaje de imágenes, el lenguaje de los sueños. Casi todos los sueños vienen del escudo protector, de wíköl. Así en los sueños wíköl nos avisa sobre lo que acontecerá en nuestro futuro, en términos de salud y enfermedad.

Por medio de los sueños es como recibimos los mensajes del más allá de la tierra. En un complejísimo proceso intervienen no solo wíköl, el alma exterior al cuerpo, sino que intervienen tres almas más: el alma del hígado, el alma de los ojos y el alma de los huesos.

Juntos, todos estos seres, conforman el ser que yo soy, en los diversos mundos que habito, de manera simultánea.  Es así para cada ser humano porque, en los saberes de los bribri y los cabécares, todos tenemos cuatro almas y habitamos de manera simultánea en varios mundos a la vez

El mundo de los sueños, en el conocimiento, en la sabiduría y la medicina bribri-cabecar es, como dijimos anteriormente, de gran complejidad, porque cada animal, cada imagen de las que aparece en un sueño está asociado con alguna enfermedad concreta en este mundo. El concepto de sueño difiere incluso de nuestro propio concepto de sueño, porque paradójicamente, para bribri y cabécares no todo lo que soñamos puede concebirse como un sueño real.

Para estos pueblos, que aparentemente han vivido como doce mil años en los mismos bosques, su contacto con los animales y las plantas de estas selvas, no solo ha moldeado su forma de vida, en términos de sobrevivencia, sino también el conjunto de sus conocimientos y sus saberes.





Conclusión:

Es claro que, a la luz de esta pandemia, algunos de los conocimientos de los pueblos bribri y cabécar, tienen una enorme validez, porque nos permite adentrarnos en otra forma de ver el mundo, otra forma de ver la salud y la enfermedad, en pueblos que, con anterioridad, enfrentaron una enorme catástrofe demográfica y, guardaron prácticas culturales, para defenderse de las enfermedades infecciosas.

Estos conocimientos, estos saberes, constituyen las primeras páginas de la historia de la medicina costarricense, expresada en otros idiomas, en otra concepción de mundo, en otro marco de referencia, para definir la salud y enfermedad, pero cuyo propósito era el mismo que la medicina actual: prevenir enfermedades y curar a los enfermos.

El análisis de algunos conceptos como el buklú, el buklú bitsö̀k y wíköl, nos invita a reflexionar sobre los conocimientos médicos de los indígenas bribri y cabécares, sobre la forma en que conciben el origen de las enfermedades, su forma de transmisión y las prácticas culturales que nos permiten volvernos invisibles ante tan poderosos seres.

Para finalizar, pensamos que, los conocimientos y saberes médicos de los pueblos bribri y cabecares, y otros pueblos indígenas, pueden servir para crear conceptos compartidos, con los actuales sistemas de salud y mejorar la comunicación con dichos pueblos para enfrentar las pandemias con mayores éxitos.
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		Intérpretes en lengua Bribrí

		Los intérpretes tienen un compromiso constante con la sociedad y deben guardar principios éticos de neutralidad, respeto y equidad, al tener el deber de transmitir al español correctamente lenguas y dialectos costarricenses

		0600590704										JOSE BALDOMERO TORRES TORRES		Tel: 27300289Tel: 22005024

		700560863										ELIO NELSON NELSON		Cel: 83014551		enelson@ice.co.cr

		600930377										EMILIANO FIGUEROA ORTIZ		Tel: 87197151Tel: 84154519Cel: 85758917

		0900710272										ULISES HERNANDEZ NERCIS		Tel: 25332434Fax:25333056		ulisesnercis@yahoo.com

		0701060881										ANA MAURA VARGAS MORALES		Cel: 83967551

		0702820634										EDWARD LEISY STWARD JACKSON		Tel: 27503036Cel: 88895984		eduardjackson@hotmail.com

		0700790129										MARINA LOPEZ MORALES		Tel: 27510574Cel: 85123908

		0700960977										LEONARDO BUITRAGO MORALES		Cel: 84991938		johnnybuitrago@rocketmail.com

		0701200162										ARCELIO GARCIA MORALES		Cel: 83979316

		0701240018										LILLIAM JEANNETTE MORALES GARCIA		Tel: 83867194		sorbulu@gmail.com

		701330133										BAUDILIO SELLES SANCHEZ		Cel: 83525971		baudisel@gmail.com

		702580852										LEIDY FABIOLA MORALES ROJAS		Cel: 85949581

		0700460278										NEMESIO REYES REYES		Cel: 83967551

		0900730306										JUSTA ROMERO MORALES		Cel: 87040556

		701890254										ROLANDO MORALES MARIN		Tel: 85612095Cel: 85612095		moralesmarinr@gmail.com

		702710194										DANIEL EDUARDO MARTINEZ HERNANDEZ		Cel: 85921607		daniel.demn56@gmail.com

		0900750620										LAUDENCIO ROJAS ORTIZ		Tel: 84509771		sulayoet@gmail.com

		602930741										XIRENA ESTEFANA ORTIZ TORRES		Tel: 89477958Cel: 89477958		xirena1978@gmail.com

		Intérpretes en lengua Cabécar

		Los intérpretes tienen un compromiso constante con la sociedad y deben guardar principios éticos de neutralidad, respeto y equidad, al tener el deber de transmitir al español correctamente lenguas y dialectos costarricenses

		0305410105										MARGARITA OBANDO MADRIZ		Tel: 25548341Cel: 86072564

		0304230993										ALEJANDRO OBANDO ORTIZ		Tel: 83867194

		0303280622										JOSE JULIO MORALES MARTINEZ		Tel: 25548073Tel: 87411124Cel: 85978935		jmjulio115@yahoo.com

		0304580270										WILLIAM HERRERA REYES		Tel: 25311438Cel: 89784654		wizkawilliam@gmail.com

		0900980677										MIGUEL RODRIGO MORALES REYES		Cel: 89552843		migmo097@gmail.com

		0900990121										FRANKLIN MORALES MARTINEZ		Tel: 25316038Tel: 25316090Cel: 87238194

		0901020122										ESTER BARQUERO MADRIZ		Tel: 88107067Cel: 88107067		esterbarquero@hotmail.com

		305240012										VIELKA CELESTE MORALES SEGURA		Tel: 83720142		vielkaceleste25@gmail.com

		304280270										RONALD OBANDO GARCIA		Tel: 22064595Cel: 85389206

		305400592										DENNIS MADRIGAL MORA		Tel: 87661030Tel: 83729545		jeansdennis2015@gmail.com

		304930199										RODRIGO MORALES SEGURA		Tel: 85877650		moralesrod1996@gmail.com

		305190318										YULISSA PAOLA ORTIZ MORALES		Tel: 85079867Cel: 85079867		yulissaortiz047@gmail.com

		702840761										JULIAN MONTOYA AGUILAR		Cel: 88015568		julitsiruri@gmail.com

		0304030448										HEINER MAURICIO ACOSTA CONTRERAS		Tel: 25541130Cel: 85429097		heiner.p_7@hotmail.com

		115220379										ELIETH MORALES SEGURA		Tel: 87163543Cel: 87163543		vanessamoralessegura@gmail.com

		304270270										ILEANA MOYA OBANDO		Cel: 83496916		bekwa87@gmail.com

		0302720334										FREDDY ALFONSO MARTINEZ MARTINEZ		Cel: 85366073		yombata64@gmail.com

		0701250005										CARLOS EZEQUIEL ARTAVIA SANABRIA		Tel: 22005085Cel: 86181081

		0701320518										ADRIAN SANABRIA PAYAN		Tel: 85445524Tel: 85070142		adiric.bajochirripo@gmail.com

		702630622										TJUK LEANDRO MORALES LOPEZ		Cel: 88604161		leanmor23@gmail.com

		Intérpretes en lengua Ngöbe (Guaymí)

		Los intérpretes tienen un compromiso constante con la sociedad y deben guardar principios éticos de neutralidad, respeto y equidad, al tener el deber de transmitir al español correctamente lenguas y dialectos costarricenses

		159100363611										CANDELARIO GOMEZ GALINDO		Tel: 25461575Cel: 86450728		candelariogg@yahoo.es

		602860566										MELINA MONTEZUMA RODRIGUEZ		Tel: 88689739Cel: 88689739		melymontezumar@gmail.com

		0603190447										EDGAR ATENCIO RODRIGUEZ		Tel: 84855528Fax:85884624		eatencio7@gmail.com

		0603190446										JONATAN ATENCIO RODRIGUEZ		Tel: 50060344Cel: 85319231		eatencio7@gmail.com

		0602840229										CARMELA ANDRALES DE GRACIA		Cel: 86827153

		0603580852										ELIAN QUIROS MENDOZA		Tel: 86695366Cel: 85506848		elianquiros@gmail.com

		0603690809										HORACIO WILLIAM QUIROS MENDOZA		Tel: 50191761Cel: 87558844		wil.bosomfriend@gmail.com

		0601890914										ELIDA MARIA RODRIGUEZ SANTOS		Tel: 89871708

		0602130307										VALENTIN DE JESUS GONZALEZ PALACIOS		Cel: 89513230		gilacdf@gmail.com

		0901060603										AURELIO BEJARANO RIOS		Tel: 83959050Cel: 83959050Fax:27832911

		901010847										SANTOS GONZALEZ PALACIOS		Cel: 84405648		santosgonzalez73@hotmail.com

		604210119										NATANAEL CARRERA SANTIAGO		Cel: 83331408		natanaelcarrera1994@gmail.com

		602810786										DOMINGO BEJARANO FLORES		Tel: 63269649Tel: 71388877Cel: 63269649		bejaranofloresd@gmail.com

		602720496										JAVIER QUIROS MENDOZA		Cel: 50038076		tigwemagwe@hotmail.com

		603910342										KATTIA PALACIOS PALACIOS		Cel: 89190624		kattia87p@hotmail.com

		603990739										ANIA MARIA GONZALEZ ARAUZ		Cel: 84333185		gilasdf12@gmail.com

		0901000412										RUBEN BEJARANO MENDOZA		Cel: 87182716Fax:27831972






